Título: Aspectos de la historia eclesiástica de Zumarraga. Los templos de Santa María.

Autor: Antonio Prada.

Descriptores: Historia eclesiástica, sociedad, religiosidad, Zumarraga, Arte.

Síntesis:

Intrincado en la Edad Media, el origen de Zumarraga está unido a la Iglesia, concretamente al monasterio que dio origen a la parroquia de Santa María, cuna de la religiosidad de la zona, y núcleo territorializador en esas tierras.

La cesión del monasterio al Señor de Lazcano condicionó durante casi quinientos años la historia de la población, fundamentalmente en aquellos primeros años, de guerra y feudalismo. Los intentos de librarse del control de la Casa de Lazcano marcaron los primeros años de la población, solicitando sus pobladores para salir de él la creación de una villa real (la actual Urretxu), y acercándose más tarde a la poderosa villa de Segura.

En vano, porque a principios del siglo XV Zumarraga entró en la Alcaldía Mayor de Arería, de la que no salió hasta 1660.

En los textos que continúan se analizan los primeros años de la hoy villa, los pleitos con los Señores de Lazcano, y la vida eclesiástica de la población, con el traslado del templo parroquial del monte al valle, el estudio del actual templo parroquial y de las ermitas, así como con un análisis de los problemas de sus eclesiásticos, el intento de reforma general de la parroquia que supuso el Plan Beneficial, a fines del XVIII y principios del XIX, así como un sucinto análisis de las manifestaciones piadosas mantenidas en la población, poniendo especial énfasis en el punto concerniente a los conjuros sobre los campos.
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PRÓLOGO


Una de las instituciones que ha influido notablemente en la vida de cada pueblo, villa o ciudad, y que debe ocupar un lugar preferente en la exposición de su historia, es la parroquia.


La palabra “parroquia” se deriva de la voz griega “paroiquia”, que se compone de la preposición “para: cerca de” y del sustantivo “oiquia:casa”. Viene a significar, pues, etimológicamente: grupo de casas vecinas, vecindario o cohabitación. La  definición que se le da en el Derecho Canónico es: una porción del territorio diocesano, con su iglesia especial, pueblo determinado y rector o párroco propio que tiene la cura de almas de aquel pueblo. De esta definición se deducen los elementos que componen la parroquia: el territorio parroquial, la iglesia, el pueblo o feligreses, el párroco o pastor.


En los primeros siglos del cristianismo no hubo parroquias: eran grupos de cristianos que vivían en las ciudades, y se reunían en torno a su pastor o su maestro, que era siempre el Obispo; los pocos cristianos que vivían en el campo acudían a la ciudad para los actos de culto. Llegada la paz, la fe cristiana se extiende por los campos y las aldeas, y los Obispos, desde la capital, tienen que enviar presbíteros que atiendan las comunidades que se van formando: son sacerdotes primero itinerantes, después fijos y estables, a los que se asigna un territorio, estableciendo centros de culto. Ya tenemos, pues, la parroquia con la misma estructura que puede tener hoy. En los siglos posteriores se va perfeccionando la  organización parroquial, límites territoriales, dotación del clero, etc., pero se produce un hecho gravísimo: la intromisión de los señores seculares (estamos en la Europa Feudal) en los obispados, parroquias, beneficios; ellos se adueñan de las rentas y bienes eclesiásticos, ponen y quitan los pastores, de modo que la dirección y la autoridad del Obispo vienen a ser prácticamente nulas. La reforma gregoriana, en el siglo XI, puso fin a este desorden después de costosas luchas y resistencias.


Luego, durante varios siglos, la parroquia alcanza su máximo esplendor: es la unidad social por excelencia, el conventus legitimus de la población cristiana; en ella se desarrollan todas las actividades, litúrgicas, pastorales, sociales: la misa dominical, el oficio divino, el bautismo, la disciplina de la reconciliación, la visita de los enfermos, la sepultura de los difuntos, la escuela parroquial, hospitales y casas de acogida para pobres y enfermos, refugio en las calamidades, pestes, guerras, lugar de reunión. Sin embargo, no dejan de producirse deficiencias: con frecuencia los párrocos son indignos, ignorantes, se produce la acumulación de beneficios en una sola persona, la ausencia de los pastores de sus parroquias. El Concilio de Trento acomete la reforma de estos males: fundación de Seminarios, obligación de residencia, etc.  Más tarde ocurren hitos importantes, como los concordatos con la Santa Sede, el arreglo o Plan Beneficial del siglo XVIII, el código de Derecho Canónico de 1917 y el nuevo de 1983.


En la Provincia de Guipúzcoa, el tema de la parroquia tiene peculiares connotaciones: así, sus parroquias han pertenecido a tres obispados distintos: Pamplona, Calahorra y Bayona; otra característica es la falta casi absoluta de documentación sobre el origen de las parroquias: en los diez primeros siglos, prácticamente nada; luego se intuye la existencia de monasterios, pequeñas unidades, quizás familiares, que pudieron ser el primer núcleo de las parroquias; existió una fuerte intromisión de familias nobles en la organización eclesiástica, que se traduce hasta tiempos muy recientes en los patronatos señoriales, y la percepción de diezmos (contribución netamente eclesiástica) por parte de las mismas. La Reforma Tridentina se llevó a cabo mediante sínodos diocesanos, en las postrimerías del siglo XVI. Tuvo gran importancia el Plan Beneficial del siglo XVIII; exigió un gran esfuerzo y duró muy poco, porque enseguida vino la conmoción del siglo XIX.


Los responsables de la parroquia zumarragatarra de Santa María han tenido la feliz iniciativa de alumbrar sus tiempos pasados y poner ante los ojos de los actuales parroquianos los hitos, grandes y menudos, de su historia local.


Un historiador francés, Lebeuf, considerado pionero de la historia eclesiástica local, compuso un cuestionario que contiene todos los pintos de interrogación a los que debe responder la monografía de una parroquia cualquiera: situación de la parroquia, orígenes, etimología de su nombre, descripción de la iglesia, transcripción de epitafios antiguos, noticia sobre los abades, cabildos, cofradías, hechos memorables, biografía de sus hijos ilustres.


El Doctor Antonio Prada, profundo conocedor de la historia de Zumarraga, ha trabajado concienzudamente para dar respuesta cumplida a esos y otros interrogantes. Yo he compartido con él muchas horas de trabajo e investigación, consultando la copiosa documentación que la comunidad cristiana de Zumarraga ha producido a través de los siglos, guardada celosamente en nuestro Archivo Diocesano.


Fruto de su trabajo es esta obra que me halaga prologar: una historia rigurosa, documentada copiosamente, escrita con total dedicación.


Hacía falta una obra como esta para poder comprender la realidad histórica de la institución eclesiástica en Zumarraga. En este momento sólo puedo aspirar a que se tome como ejemplo y nazcan nuevas iniciativas parecidas a esta en otras poblaciones.

JOSÉ LUIS SALES TIRAPU

ARCHIVERO DIOCESANO DE PAMPLONA

PRESENTACIÓN



A mediados del año 1997, y con la iniciativa del por entonces párroco del templo parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga y de los principales representantes de la Pía Asociación de Amigos de la Antigua, se contactó con el autor de estas líneas para exponerle la idea de la elaboración de una publicación sobre la historia del templo de Santa María de Zumarraga, conocido popularmente como La Antigua, pues era evidente que no había habido a lo largo de la historia una publicación sobre dicho templo que fuese, en el mínimo sentido de la palabra, científica. Por supuesto, no deseaban que fuese solamente científica, sino que estuviese hecha de un modo legible por la generalidad de la población, pues de poco sirve algo efectuado con respecto a las más rigurosas normas científicas si, más tarde, y una vez que se presenta el producto, resulta que este no se comprende.


Esta propuesta no cayó en saco roto. Dada mi especial relación con los estudios históricos, rápidamente me puse a su disposición y empezaron ya los primeros avances en el trabajo.


Desgraciadamente, partíamos de una mala situación, pues poca cosa de lo publicado hasta entonces podía ayudarnos a realizar una obra de profundo calado sobre el particular: nos teníamos que remitir a alguna publicación de eclesiásticos o de laicos que, sin apenas estudios históricos, habían realizado alguna aproximación al tema, pero siempre desde un punto de vista de aficionado (se trataba de meros deseos de realizar investigaciones más que de trabajos serios).


Con las primeras aproximaciones al tema, rápidamente pude ver que no podía quedarse esta investigación en un análisis de lo sucedido alrededor del templo de la Antigua, sino que aquella primitiva parroquia era sólo un eslabón en la historia de la iglesia de Zumarraga, complementándose esta con el actual templo de Santa María de la Asunción y con todo lo que a la Iglesia, en general, rodea en Zumarraga.


Expuse a mis interlocutores que, aunque su primer deseo era concernir la publicación al templo situado en las faldas del monte Beloki, quedaría excesivamente floja la investigación si sólo nos quedáramos en ello, y que, lógicamente, la propia historia del que fue el primer templo parroquial de la población reclamaba, ella la primera, el que se hiciese un estudio sobre el templo que le sucedió como sede parroquial.


Además les expuse mi intención de contextualizar en todo momento los datos que teníamos sobre la iglesia zumarragatarra, pues muy pocas cosas tienen su origen en sí mismas, sino que son consecuencias lógicas de otras, que tienen sus antecedentes, su propia historia, y que también generan consecuencias. Así, para un estudio completo de lo que ha sido en nuestra población la realidad eclesiástica, era menester estudiar cómo nació Zumarraga en la historia (precisamente el primer documento que tenemos de nuestra historia hace referencia directísima a la iglesia), por que cauces transcurrió, qué hechos la condicionaron, qué se estaba viviendo por los pobladores en cada momento, etc., etc.


Rápidamente aceptaron mi propuesta, aunque siempre en el bienentendido de que no me podía alargar hacia el infinito en los detalles, y de que me procurara centrar en datos sobre Zumarraga siempre que me fuese posible, aconsejándome también el que no me excediese en el tiempo a la hora de investigar, pues no se trataba de hacer algo que costase una serie importante de años elaborar. Por fin me aconsejaron que siempre que expresase mis convicciones sobre los datos analizados lo hiciese de un modo lo más legible posible. Por supuesto, les pareció bien, por lo que suponía de avance en la historia total de Zumarraga el que me basase siempre en las causas de los sucesos, en las consecuencias, etc.


Empecé el trabajo documentándome lo más ampliamente posible sobre las fuentes documentales: una buena parte de ellas ya las tenía en mi poder por investigaciones hechas anteriormente, fundamentalmente lo concerniente a las fuentes que podía aportar la documentación municipal, así como otras que estaban depositadas en archivos provinciales y diocesanos. De todas formas, procuré completar la totalidad de lo que era necesario con abundantes visitas a esos mismos archivos diocesanos (fundamentalmente al de Pamplona) u otros generales, ya sea en el ámbito provincial o incluso fuera de la provincia. Por supuesto, se ha revisado también la documentación histórica yacente en el Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga. 


He de hacer especial mención a toda la bibliografía que he consultado, fundamentalmente para poder comprender mejor los orígenes de Zumarraga, del proceso originario de Gipuzkoa y sus relaciones con todos los poderes que sobre ella actuaban, del tránsito y las fases por las que estaba pasando la iglesia de la zona, la iglesia del reinode Castilla e, incluso, la iglesia en el ámbito internacional. Sólo así pude concebir cómo era el mundo en el cual vivieron los primeros pobladores, pude aspirar a  pensar en qué trances se estaban viendo, pude comprender mejor aquella primera época conocida de nuestra población, por lo que luchaban aquellos primeros zumarragatarras en la historia. Aunque con esa información hice un capítulo exhaustivo, para mí muy importante, decidí no insertarlo en esta publicación por lo excesivamente grande que resultó, tan sólo he hecho referencia en el texto que se ha llevado a publicar a los hechos más importantes y transcendentales de la evolución histórica guipuzcoana, así como señalar lo más interesante de la evolución general de la iglesia de aquella época.


Pero, volviendo a la documentación que directamente trataba sobre Zumarraga, una vez que pude cotejar toda la información inventariada y catalogada disponible en todo tipo de archivos, y una vez clasificada, la hora de la redacción de los temas o capítulos no resultó nada difícil (cuando se poseen todos los ingredientes no es difícil elaborar una buena comida). A partir de entonces, tan sólo quedaba la corrección final del trabajo.


Firmemente creo que esta investigación es un paso más a la hora de desentrañar la historia de Zumarraga, y fundamentalmente de la institución eclesiástica de la población, pero no es el último paso, no es la última palabra (a este respecto, he de dejar constancia de que he preferido no tratar de aspectos importantes para el conocimiento de la realidad eclesiástica de la iglesia en Zumarraga en el último siglo: he procurado no hacer mención, por considerarlo propio de un estudio pormenorizado, de la aportación que han hecho a la historia de la sociedad zumarragatarra las Hermanas Mercedarias de la Caridad, los Hermanos de la Doctrina Cristiana, o las Hijas de la Cruz). Por todo ello, lo realizado es sólo, o ese al menos es el deseo de su autor, un eslabón más a la hora de la comprensión de lo que ha acontecido en Zumarraga, de por qué sucedió y que consecuencias ha tenido en nuestra historia. Si en el futuro, puede usarse este trabajo para seguir ahondando en la historia de ella, doy por bien gastados todos los esfuerzos que ha costado elaborarla.


Tan sólo me queda agradecer a todas las personas que me han ayudado a la hora de hacer esta publicación el entusiasmo puesto. Especialmente a José Luis Sales, director y archivero del Archivo Diocesano de Pamplona, gran conocedor de todo lo que rodea a la historia de la iglesia y persona a la que he recurrido siempre que he tenido dudas, pues ha tenido infinita paciencia a la hora de resolverlas. También he de agradecer el trabajo y la ilusión puesta en este trabajo al anterior párroco de Santa María de la Asunción de Zumarraga, Javier Etxeberria, al igual que a Félix Mendia, quien también, al menos en parte, ha puesto su grano de arena para que esta investigación pudiese llegar a su fin. De la misma forma, a todos los responsables de la guarda y custodia de la documentación a la que he tenido que recurrir, pues no me han puesto pegas a la hora de poder consultarla. 








Zumarraga, octubre de 1998.

INTRODUCCIÓN

Una visión sociopolítica de la zona en los siglos XIII-XV


Con motivo del largo y muy complicado proceso reconquistador del territorio que se dio en los reinos peninsulares a partir del siglo XI, y que es una de las fases más interesantes de la historia conjunta de los reinos al sur de los Pirineos, se pusieron parte de las bases que sirvieron para un desarrollo posterior de los territorios guipuzcoanos y vascos.

Estos territorios, además de ser afectados por la problemática general envolvente que accedía a sus poblaciones y lugares desde allende de sus fronteras naturales, contaban también en los siglos XI y XII con su propia evolución histórica, ligada en pocas ocasiones a Castilla y muchas veces al reino navarro, en el que fundamentalmente se imbricaron, bastante autónomamente, en el siglo XII.

Los procesos que al territorio vasco, y sobre todo al guipuzcoano, afectaban desde el exterior y los que vivía dentro de sus propios territorios se entremezclaron de una forma importante y fundamental a partir del año 1200, año en el cual los gobernantes locales de las tierras guipuzcoanas mostraron interés por entregase – ser anexionados por Alfonso VIII de Castilla, una vez que, ante la campaña bélica que se hizo por Castilla para invadir los territorios vascos, se vio que la oposición navarra, dada fundamentalmente en Vitoria, había sido quebrada por los castellanos.

A partir de entonces se vio esta tierra, lógicamente, más ligada a la evolución de los sucesos y de los procesos del reino castellano, participando en una mayor consonancia de los eventos generales que sucedían en el interior de ese reino, y también acogiendo en su seno las muy fuertes influencias que llegaban desde lo que estaba pasando en el interior castellano, fundamentalmente en el entorno político, como consecuencia del proceso reconquistador del territorio, de la lucha que mantenían las fuerzas del reino por el control del poder, y también en el entorno socioeconómico, interrelacionado con el político, pues se estaban poniendo las bases para un reforzamiento del sistema feudal en los territorios castellanos. A todo ello se unían factores externos, que estaban condicionando todo el sistema: el siglo XIV iba a ver, por ejemplo, la llegada de sucesivas crisis, siendo la más grave la experimentada a partir de la llegada de la peste negra, en 1348, crisis que no sólo tuvieron consecuencias en el número de pobladores, sino que abrieron las puertas a un largo periodo de inestabilidad política, incluso de guerra civil especialmente cruenta para todo el territorio de la Corona de Castilla y que se vio prorrogada en la tierra vasca por la también cruenta guerra de los bandos. De todo ese grave periodo sólo se pudo salir, y esto ya para los territorios guipuzcoanos y vascos, a partir de mediados del siglo XV, después de que los territorios centrales castellanos se hubiesen recuperado, al menos en parte.

Una de las fechas más significativas de la historia castellana es la del año 1212. En esa fecha tuvo lugar la batalla de las Navas de Tolosa. Como consecuencia directa de esa batalla, las puertas de Andalucía y de la conquista de la totalidad de las tierras ibéricas quedaron francas para las armas cristianas. Pues bien, fuese en ese mismo momento cuando, sabedores de esa coyuntura favorable, los reyes cristianos decidieron efectuar una parada en el proceso reconquistador: una vez que comprobaron que podrían tomar con cierta facilidad el territorio andaluz, se permitieron esa parada para dejar sobrevivir a los reinos taifas musulmanes, eso si, pagando un fuerte precio por ello: las parias.


Pero esa parada en el proceso reconquistador acarreó una seria de muy importantes problemas para el conjunto de las estructuras que, en todos los terrenos, había en el reino. 


Los nobles que acompañaban al rey con sus mesnadas en la conquista del territorio se quedaron de esa forma sin los botines fruto de los saqueos de las poblaciones que conquistaban. 


Esos botines, que les habían llevado a gozar de un número considerable de riquezas, les habían  acostumbrado a un alto nivel de vida para la época, alto nivel que dejaron de gozar tras la parada del proceso reconquistador. La única salida que contemplaron fue el regreso a sus hogares.


Lo que hasta entonces había ocurrido es que en sus lugares de origen las personas habían vivido de una forma decorosa, pues estando los señores del lugar alejados en acciones de guerra, no les tenían encima, y además los señores ya se consideraban con altos ingresos por sus botines, por lo que no explotaban de forma feroz a los campesinos de sus tierras. Pero con la llegada de los señores, hambrientos de seguir con su modo de vida  y sin sus tradicionales ingresos, éstos se vieron obligados a explotar a los campesinos de sus tierras de una forma mucho mayor que antes, y que incluso ejercieran una mayor presión sobre los campesinos de tierras libres para hacerse con más propiedades.


Pero si esto pudo ocurrir de esta misma forma en otros territorios originarios de nobles en la Corona castellana, en esta zona se vio agravado por la lucha que mantuvieron, desde al menos mediados del siglo XIV los señores feudales entre sí (los más grandes de ellos fueron conocidos como los Parientes Mayores en esta zona) por el control del territorio (luchas entre los propios señores y luchas de un señor contra las poblaciones que estaban al amparo del otro señor). Es la conocida como guerra de bandos, la cual pasó por diferentes fases y que pudo darse por acabada no antes del inicio de la segunda mitad del siglo XV.


Posiblemente, podríamos buscar una de las razones de estas luchas de la nobleza vasca en  la necesidad de intentar acaparar la mayor parte posible de la menor riqueza de las tierras de la zona, pues desde el punto de vista agrícola – ganadero, estas tierras eran bastante peores que las del resto de la monarquía. 


Las poblaciones se defendieron de la única forma que pudieron: uniéndose entre sí en las hermandades, recurriendo a villas más fuertes, fundadas por los reyes castellanos anteriormente, y también recurriendo al monarca cuando éste pudo tener una mayor fortaleza (con motivo de la guerra civil de mediados del siglo XIV, los reyes castellanos tuvieron que recurrir a una serie importante de pactos con los nobles y otros grupos de presión para mantener sus posiciones. Al final, tras el triunfo de Enrique de Trastámara, el nuevo rey tuvo que “pagar” todos los favores que se le hicieron). Tan sólo ya entrado el siglo XV los reyes tuvieron ya más fuerza, mostrando el deseo de constituir una monarquía autoritaria.

La situación de la Iglesia en la zona en los siglos XIII-XV

Dejando de lado la especificidad propia de la iglesia de la Península Ibérica en los siglos centrales del medievo, con su rito mozárabe, las iglesias propias de laicos, y la reforma gregoriana que intentó acabar con estas peculiaridades, secundada por las órdenes monásticas, fundamentalmente los benedictinos y los cluniacenses, a falta de otros referentes, la Iglesia durante la Edad Media actuó como la institución directora y ordenante de los esquemas mentales y de la jerarquía de valores que tenía una población sumergida en un sistema feudal que no tenía otros recursos culturales que los proporcionados por ella misma.

En este sentido, la institución eclesiástica alimentó y reforzó el sistema feudal en aquella sociedad sacralizada, forjando así una alianza con los grupos más poderosos de la sociedad.

Sin embargo, a pesar de su pretensión de tener un comportamiento uniforme a lo largo del tiempo, durante  el periodo examinado la iglesia occidental se vio inmersa en una de las crisis más importantes de toda su historia, crisis que tenía, al menos, dos claros vértices.

De un lado estaba la reforma que necesitaba la Iglesia en general, pues el alto clero estaba instalado en una cómoda situación, no deseando salir de sus apoltronadas posiciones de poder, y por otra parte, el bajo clero, que era quien atendía a la población, tenía un muy bajo nivel intelectual y una profunda relajación de costumbres. Todo esto estaba llevando a que la población intentase llegar a la salvación por sus propios medios, buscando remedios en las supersticiones, y siendo presa fácil de los especuladores de la fe, de los herejes: buena prueba de ello en las tierras vascas es el movimiento de los herejes que se dio en el duranguesado.

De otro lado, estuvo el gravísimo problema de la elección de un único Papa tras morir Gregorio XI el 27 de marzo de 1378, pues llegó a haber en una serie de años dos y hasta tres Papas, cada uno con sus incondicionales seguidores, dividiendo a las naciones cristianas. 

Hicieron falta un buen número de años, de reuniones, e incluso de varios concilios para que las posturas se acercasen, algo a lo que no se llegó hasta que, a mediados del siglo XV, el paso del tiempo y el hastío cerrasen por sí solos el largo conflicto, pero de él la iglesia salió con un importante lastre: los monarcas tuvieron más autoridad sobre las iglesias de sus respectivos países gracias a la política de los concordatos.


Pasando a observar la iglesia en el territorio guipuzcoano durante aquellos años, hemos de señalar en primer lugar que la hoy provincia de Gipuzkoa estuvo dividida en tres zonas que pertenecían, cada una de ellas, a un obispado diferente. Esas tres zonas se corresponden bastante bien a los territorios que había en la tierra guipuzcoana cuando esta  se incorporó a la Corona de Castilla y que correspondían a la Gipuzkoa central (desde Aralar a Zarautz, desde el valle del Urola hasta el inicio de la comarca de San Sebastián),  a la comarca que iba desde San Sebastián a la actual frontera con Francia, y la zona del valle del Deba. Así, siguiendo ese orden, encontraríamos ya entonces los obispados de Pamplona, Bayona y Calahorra, respectivamente.


Los obispados, pues, gobernaban según el derecho canónico los territorios en ellos incursos. A partir del siglo XVI el Obispado de Pamplona estaba dividido en esta provincia en dos arciprestazgos: el mayor, que comprendía los territorios que tuvo originariamente este Obispado en la provincia, y el menor, que venía a comprender las poblaciones que, dependientes del Obispado de Bayona hasta 1566, pasaron al de Pamplona (son las poblaciones que hay entre San Sebastián y la hoy frontera con Francia). Por su parte, el arciprestazgo de Leniz, en resumidas cuentas, correspondía a la parte que en la tierra guipuzcoana estaba bajo el dominio del Obispado de Calahorra.


Los arciprestazgos se dividían, a su vez, en los corriedos
, los cuales, por fin, incluían las parroquias, o unidades administrativas inferiores y más cercanas a la población.

LOS ORÍGENES DE ZUMARRAGA: EL TEMPLO DE SANTA MARÍA


Situada la zona de la actual Zumarraga en los años centrales del siglo XIV en plena tierra llana guipuzcoana y, por lo tanto, sometida directamente a los antiguos usos o derechos de los grandes nobles o, lo que es lo mismo, al socaire de las luchas y pendencias que pudiesen ocasionar los ya asentados bandos nobiliarios
, los primeros años conocidos de esta población  fueron, sin ningún tipo de duda, turbulentos.


Tal y como señalan datos indirectos extraídos de documentos que hacen referencia a habitantes y a lugares habitados de Zumarraga
, la forma de hábitat que habían elegido los habitantes de este territorio fue la dispersa, en caseríos, núcleos  de casa-habitación y  lugares desde los que se planificaban las labores de trabajo en los campos, bien agrícolas o ganaderas.


Los datos que poseemos de esa época nos hablan de un poblamiento en altura
, en lugares no especialmente llanos, a uno y a otro lado del río Urola, no aprovechando las mejores tierras, las más cercanas al río, por la posibilidad de riadas y fuertes aluviones de agua, las cuales, por una parte, inundarían los campos cercanos a la corriente fluvial, destruyendo una parte importante de las cosechas y de las actividades económicas de estos habitantes a desarrollar en esas zonas, y por otra parte, con los aluviones de aguas e inundaciones del terreno bajo podía llegar el riesgo de un encharcamiento duradero del terreno, con el consiguiente peligro de existencia de claro riesgo de enfermedades producidas por insectos.


Esos mismos datos nos hablan de que el poblamiento de los primeros habitantes zumarragatarras se dio principalmente en las zonas cercanas a las ermitas de San Cristóbal y en la ladera oeste del monte Beloki, cerca de la hoy conocida como ermita de Santa María de Zumarraga, la cual en años anteriores había constituido el monasterio de Zumarraga y, al menos a partir de 1383, la parroquia de la población
. Es, hasta cierto punto, extraño observar, siempre según los datos extraídos de esos documentos, que entre los apelativos gentilicios de los habitantes de la entonces colación de Santa María de Zumarraga no hubiese personas con gentilicios que fueran de los hoy territorios o caseríos de la hoy Urretxu
, puesto que en aquella época los hoy Zumarraga y Urretxu no tenía ninguna clase de diferencia, formando un único lugar, tan sólo separado por el río Urola
.


Sin duda alguna, una de las más importantes referencias que podían tener los habitantes de Zumarraga de la época anterior a la fundación de la villa de la hoy Urretxu era el más arriba mencionado monasterio. Ni de la fecha de construcción, ni de los promotores del edificio
, ni del maestro o maestros constructores sabemos nada por la clamorosa falta de fuentes documentales
, pero al menos podemos vislumbrar algo a través de datos indirectos.


A falta de datos escritos directos sobre su construcción hemos de tener en cuenta, al menos, datos sobre el arte con que fue realizado, y también, datos históricos sobre zonas cercanas a esta en aquella época.


Los datos que nos proporciona el arte nos hablan, rápidamente, de una construcción que en su mayor parte es románica (la estructura de los paños principales, la forma de las ventanas trilobuladas, etc.), y que tiene algún elemento gótico (estructura del arco sobre la puerta principal). Simplemente por ellos podríamos significar que este edificio está construido a finales del siglo XII o a principios del siglo XIII; es decir, en el periodo de transición del románico al gótico.


Pero no hay ningún dato histórico directo que nos corrobore lo que acabamos de señalar, ya sea para confirmarlo, ya sea para contradecirlo, aunque sí que podemos recurrir a un dato indirecto. Es, en concreto, uno que hace referencia a edificios eclesiásticos; precisamente, un documento en negativo en relación a esta población: el compromiso al que llegaron el 22 de junio de 1305 el rey de Castilla, Fernando IV, y Beltrán  Ibáñez de Guevara, señor de Oñate, por el cual intercambiaron monasterios en Gipuzkoa por hombres y tierras en Araba (el rey le concedió, por juro de heredad, los monasterios al de Guevara, y éste le dio al rey una serie de collazos y territorios en Araba)
.


Los monasterios guipuzcoanos que pasaron a manos del Señor de Guevara fueron los de Oxirondo (en Bergara), Uzarraga (Antzuola), Arriaran (Beasain), Soreasu (Azpeitia) y Zarautz. 


Entre todo ellos “rodean”, salvo por el sur, a Zumarraga y, por lógica, si hubiese existido en ese año el monasterio de Zumarraga, el cual sabemos que, posteriormente, en 1366 el rey lo consideró como de su pertenencia, no es descabellado pensar que el Señor de Guevara, a buen seguro, hubiera al menos intentado que ese monasterio hubiese entrado en el lote de monasterios que figuraban en el intercambio, pero no hay ninguna referencia a ello (a priori no tiene sentido el que, existiendo el monasterio de Zumarraga, aceptase Guevara el monasterio de San Pedro de Arriaran, más alejado de sus dominios, y no hubiese intentado conseguir el de Zumarraga, más cercano a sus territorios).


Este dato histórico indirecto nos señala que, con bastante probabilidad, el monasterio de Zumarraga no estaba construido a principios del siglo XIV, lo cual se ve fortalecido por la creencia de historiadores del arte a propósito de que la época en que se construyó este edificio no se correspondía con los periodos en que en Europa dominó el estilo románico ni el gótico, sino que, como ocurrirá más tarde en el País Vasco, algunos estilos arquitectónicos penetraron en esta zona de forma posterior a la época en que lo hicieron en los lugares considerados como paradigmáticos
.


No poseemos nuevos datos, ni directos ni indirectos, hasta el año 1366
, en el cual aparece por primera vez Zumarraga en la historia de forma directa.


En concreto, el documento al que hacemos referencia es la donación, por medio de un privilegio real, del monasterio de Zumarraga por parte de Enrique II
 de Castilla a su vasallo Francisco López de Lazcano
, convirtiéndose así este señor y sus sucesores en patronos laicos y merelegos del monasterio, más tarde primer templo parroquial de Zumarraga.

La donación del monasterio


Pero, ¿por qué se produce esta donación en esa fecha?


Si recordamos lo señalado en la introducción de esta obra lo podremos entender perfectamente. Eran años de guerra civil entre el rey legítimo, Pedro I, y el aspirante al trono, Enrique, hermano bastardo del rey.


Esa guerra civil ha sido, sin duda alguna, una de las más crueles guerras que han azotado la geografía de la Península Ibérica, comprometiendo no sólo a la Corona de Castilla, sino también a las demás monarquías que componen el territorio de lo que hoy es España, además de que en ella tomaron parte muy activa mercenarios franceses e ingleses. Por otra parte, el fondo sobre el que se desarrollaba la guerra era un territorio azotado por la peste negra, de gran miseria económica para todas las capas sociales, especialmente para los campesinos, y que en el territorio de las hoy provincias vascas estaba también viendo una “guerra” propia de este territorio, la conocida como “la lucha de bandos”, en la cual los señores feudales del territorio estaban intentando extraer de cualquier parte de la población unos recursos a los que antes, en los tiempos de bonanza económica y de participación en las conquistas de tierras en poder de los musulmanes, se habían acostumbrado. Por ello en este territorio, para evitar sufrir menoscabo en sus antes ricas haciendas, saqueaban poblaciones, luchaban entre ellos, etc., etc.


En este contexto de guerra civil en el que en los años que siguieron a la Paz de Murviedro (2 de julio de 1363), el rey Pedro I el Cruel estaba ganando la guerra a su hermanastro Enrique, quiso acabar con él, lo que ocasionó nuevos ataques, a los cuales sólo pudo hacer frente Enrique con la contratación de mercenarios franceses, los cuales lograron equilibrar e inclinar hacia su bando la situación, lo que provocó que fuera proclamado rey en Calahorra en 16 de marzo de 1366, empezando a partir de entonces a actuar como tal.


Por ello, y para asegurarse un triunfo que aun no tenía totalmente decantado hacia su bando, tuvo que buscar todos los apoyos que pudo, y para pagar dicha ayuda tuvo que ofrecer en compensación todo tipo de favores y mercedes, los cuales se consolidaron tras su posterior y definitiva victoria sobre su hermanastro, Pedro I
.


Uno de esas mercedes fue esa donación del monasterio de Zumarraga a Francisco López de Lazcano, noble entonces de importancia grande en Gipuzkoa y que a partir de esos años empezó a adquirir, como ya sabemos, una mayor preponderancia si cabe entre la nobleza guipuzcoana hasta convertirse, en los siglos siguientes, en uno de los  más poderosos señores guipuzcoanos.


Si analizamos de forma detenida el documento de donación, podemos entresacar los siguientes datos de importancia para la historia de Zumarraga:


En primer lugar, el actuante como rey Enrique señalaba su potestad sobre el monasterio de Zumarraga. Con toda seguridad, Enrique hacía valer la máxima autoridad que poseía la Corona sobre el territorio guipuzcoano para proclamar su poder (al fin y al cabo el poder de la monarquía) sobre esta tierra, potestad que tenía sus orígenes, como ya hemos visto más arriba, en la entrega que la tierra guipuzcoana hizo de sí misma en Alfonso VIII el año 1200. Ello no tenía que ver, sin embargo, para que la propia tierra guipuzcoana guardase sus propias formas de organización administrativa y territorial, estando de lleno Zumarraga en la tierra llana guipuzcoana, como más arriba hemos señalado.


Enrique, para plasmar su poder sobre Zumarraga, se sirvió de la única institución que pudiese atraer, con toda seguridad, a la totalidad de los habitantes de la población: la  eclesiástica. Por ello mencionó el monasterio, pero curiosamente no fue capaz de mencionar su nombre. Todo indica que no lo conocía, y seguramente tampoco lo conocía ninguno de los funcionarios que le acompañaban en ese momento en Toledo. Por tal motivo debió de ser, seguramente, una insinuación explícita del propio Francisco López de Lazcano sobre este monasterio de Zumarraga lo que provocó que Enrique lo tomase como moneda de pago (una de ellas, pues seguramente tuvo que “comprar su apoyo” con alguna otra merced) por los “favores” que le había debido de hacer el de Lazcano en su lucha por el trono, y de los que más tarde le haría (recordemos que la guerra no había acabado), lo que hizo que Enrique cediese la cuasipropiedad del monasterio zumarragatarra, mediante la fórmula de “juro de heredad”
,  incluyendo, por supuesto, el cobro de todos los derechos económicos
 que derivaban hacia el rey, quien como rey y señor último actuaba así en el monasterio de Zumarraga. Recuérdese que Enrique pudo valerse, también, de la representación de la institución eclesiástica en esta tierra (el propio monasterio), y seguramente lo hizo aprovechando la existencia de un privilegio que anteriormente había concedido el Papa Urbano V al rey Pedro I, curiosamente al monarca contra el que se levantó Enrique, privilegio que, en resumidas cuentas, tan sólo señalaba que se había de contar con el beneplácito regio para la provisión de obispados.


Enrique mandó a los del dicho monasterio de Zumarraga que recibiesen como “Señor aora y de aquí en adelante” a Francisco López de Lazcano. Imponía pues a la clerecía que pudiese haber en Zumarraga, al igual que a los habitantes de la población,  el reconocimiento de la autoridad de Lazcano sobre el monasterio. Pero no era un simple reconocimiento de la autoridad política, ya que también les mandaba que le pagasen (recudiesen) a Lazcano, y a la vez hiciesen pagar a las personas que debían satisfacer impuestos a ese monasterio (sin duda los zumarragatarras de hoy, más los habitantes de aquella tierra que hoy estarían en otro municipio; léase Urretxu, sin ir más lejos) la totalidad de las extracciones que de ese monasterio se habían de satisfacer: “vos Recudan y fagan Recudir con todos los derechos y Rentas que anos pertenecer deven en qualquier manera vien é cumplidamente en guisa que vos no mengue en de ninguna cosa á vos ó al que lo hubiere de Recaudar por vos” (sic).


Por fin, y mediante fórmulas establecidas, Enrique aseguró a Lazcano la cuasipropiedad y posesión absoluta de ese monasterio y sus bienes solicitando de toda autoridad que hubiese en la monarquía castellana que defendiese ese derecho a la propiedad de Lazcano sobre el monasterio zumarragatarra, además de imponer una multa de seiscientos maravedíes a quien intentase ir contra el derecho concedido a Lazcano, Señor que contaría, además, por propia decisión de Enrique, con el inestimable apoyo de los escribanos en la defensa de sus intereses.


Sobre la propia terminología aplicada en el documento, es hasta cierto punto curioso que no aparezca ninguna mención explícita a la concesión del derecho de patronato
. Más bien aparecen otros elementos que designan el usufructo y la posesión como propietarios con todos los derechos, salvo uno, el de enajenar el monasterio o venderlo a persona extraña al reino o a la religión cristiana. Es el autor Lizaso, copiador del documento, quien entiende que lo que dona Enrique a Francisco López de Lazcano es el derecho de Patronato “de la iglesia parroquial de la villa de Zumarraga”
 (sic). En cualquier caso, el derecho de “cuasipropiedad” que le concedió Enrique a Francisco López de Lazcano por esa donación implícitamente hubo de incluir el derecho de patronato, del cual hicieron uso los Señores de Lazcano hasta bien entrado el siglo XIX.


Con la única limitación al derecho de propiedad que consistía en no enajenarlo a persona que no fuese del reino de Castilla, se aseguraba así Enrique que ese monasterio permaneciese, en todo momento, en la propiedad de los súbditos o vasallos de la Corona de Castilla, manteniendo así abierta la posibilidad de que la propiedad del monasterio pudiese retornar, en el futuro, a la propia monarquía. Algo similar sucedía con la limitación impuesta para que no se enajenase a una persona que no fuese de religión, asegurando así el mantenimiento de la religión cristiana en ese monasterio.


Instalado ya Francisco López de Lazcano como señor del monasterio de Zumarraga, y muerto tiempo más tarde, la posesión de los derechos emanados de la donación efectuada por Enrique en 1366 siguió en vigor en manos de su hermano Miguel, y no en Diego y Lope Fernández de Lazcano, hijos no legítimos habidos fuera de toda relación matrimonial del propio Francisco
, sucediendo pues en la Casa de Lazcano Miguel López de Lazcano.


Según se deduce de lo señalado por Lizaso, el primer Lazcano que señoreó en Zumarraga murió en tiempos de Juan I, pues al pasar a su hermano Miguel la detentación de las posesiones de la Casa de Lazcano, éste se encargó de que le fuese confirmado por el monarca vigente, el dicho Juan I, la carta de donación y los derechos que su fallecido hermano tenía sobre el monasterio de Zumarraga. Esa confirmación fue efectuada en Segovia el 20 de julio de 1382
.


Poco tiempo después de esta confirmación, en 1383, y sin duda preocupados y probablemente agobiados por lo que habían conseguido en Zumarraga los Lazcano, veinticuatro “moradores”
 que, con toda seguridad, y según sus apellidos gentilicios, residían en Zumarraga o en los territorios más cercanos al actual Zumarraga (Ezkio), acudieron hasta donde estaba el rey con la intención de solicitar de su autoridad una protección especial ante los  probables abusos con que el Señor de Lazcano se estaba comportando, o pudiera comportarse en un futuro muy próximo.


Como ya hemos visto más arriba, el rey tenía varios motivos para desear y efectivamente proceder a la fundación de villas bajo su protección (villas reales). Se unían motivos de índole económica general y comercial o industrial en particular y motivos de orden político, de orden estratégico, etc. En el caso que nos ocupa, Urretxu, es inevitable que confluyeran todos estos motivos para que se diese esa fundación
, aunque es evidente que el más importante fue, en mi opinión, el de índole político-jurídico, el cual iba íntimamente unido a la propia petición de los zumarragatarras, deseosos de huir del control político y económico al que seguramente les estaba llevando, o les llevaría en su opinión con toda seguridad el Señor de Lazcano
. Pues bien, se unió esa petición de los pobladores de esta zona
 con el deseo del rey de hacer, aunque fuese a largo plazo, una monarquía fuerte, para lo que necesitaba disminuir la fortaleza de los señores feudales de las diversas zonas de la monarquía castellana, y en particular la de los Parientes Mayores en esta zona: les quitaba así el rey poder político, pero también económico, pues si los pobladores estaban bajo la autoridad del rey no pagarían impuestos ni contribuirían a hacer más fuerte a esos señores feudales, sino al propio rey, al que, también hay que decirlo, contribuirían con menos impuestos y del que estarían, en todo caso, más independientes.


Por todas estas razones, a las que debemos unir las en este caso menos importantes razones de índole político-comercial: fundación de una villa en el alto Urola, bastante despoblado, la cual serviría para poner en mejor comunicación los puertos castellanos con la desembocadura en el Cantábrico del Urola  (Zumaia y también Getaria), a través de Azkoitia, Azpeitia y la recién fundada Zestoa, el rey no tuvo ninguna pega en acceder a la petición que le hacían los zumarragatarras. 


Pero esta fundación de la villa real no fue igual a las anteriores fundaciones realizadas. En este caso el rey no pudo atender a los pobladores zumarragatarras como estos solicitaban. Creo firmemente que el rey tuvo que soportar alguna presión del propio Señor de Lazcano para que no accediese a las pretensiones de los pobladores de la colación de Santa María de Zumarraga, o al menos para que no les otorgase todo lo que éstos pedían. De otra manera no tiene sentido haber concedido tan sólo un territorio ciertamente pequeño bajo la jurisdicción real, entre el río Urola y un monte de cierta importancia para el nuevo poblamiento. Como sabemos, los reyes anteriores habían concedido territorios mucho más extensos, en la generalidad de los casos, a las poblaciones (villas reales) por ellos fundadas, que colocaban bajo su especial protección, pero en esta ocasión concedió un territorio muy exiguo, y además muy condicionado para la práctica de la agricultura y de la ganadería, principales actividades económicas de la época. Eso sí, dejó la puerta abierta a que en el nuevo poblamiento bajo su protección, pudiesen acudir otras personas, las cuales habrían de gozar de los mismos privilegios de los primitivos solicitantes.


Esta carta de población
  concedida el 3 de octubre de 1383 era, como no podía ser de otra forma, un acuerdo de mínimos, en el fondo y en la forma. Por una parte el rey protegía y mandaba proteger a los pobladores que acudiesen primeramente a poblar la nueva villa, Urretxu, y también a los que en el futuro lo hicieran, imponiendo fuertes multas a los que fuesen a molestarles. También señalaba el modo en que se habían de hacer los repartimientos de solares (por la mayor parte de cinco hombres buenos, a los que se cita). En fin, además de otras consideraciones menores (límites, derechos del rey, etc., etc.), anunciaba el rey que a esta nueva villa le había concedido el fuero de Salvatierra de Yraurgui (actual Azpeitia), la cual lo recibió de Logroño vía Vitoria. Por otra parte, esa concesión de villa real era en aquella época, y tal y como estaba la situación de la época en Gipuzkoa, un mero deseo, una intención del rey, más que segura realidad tangible para los pobladores, pues como se demostraría en poco tiempo, el rey no pudo garantizar por sí mismo una protección suficiente y unas condiciones inviolables a los pobladores, quienes tenían tan sólo el compromiso real frente a la ambición del Señor de Lazcano, una más en un turbulento océano de ambiciones (entre las que no eran las menores las de otras villas reales, más consolidadas anteriormente, caso claro de Segura)  y en medio de una lucha de bandos que hizo muy precaria la situación práctica en la que se vieron inmersos los habitantes de la nueva villa real, los cuales pudieron sobrevivir, tras muchos avatares en que perdieron libertades, gracias fundamentalmente al apoyo que se dieron con el paso del tiempo, las villas guipuzcoanas, unidas en hermandad, las cuales recibieron el muy interesado apoyo del rey sólo cuando éste estuvo en condiciones de darlo.


De todas formas, esta concesión real que posibilitó la existencia de la villa de Urretxu rápidamente atrajo la atención de las personas que acudieron a solicitar la directa protección del rey y que consiguieron la nueva villa, los habitantes de la matriz colación de Santa María de Zumarraga. Efectivamente, el 11 de diciembre de ese año de 1383
, treinta vecinos y moradores
  de la “perrocha e collaçion de Santa María de Çumarraga”
 (sic) que se habían quedado fuera de la villa real firmaron en Eizaga
 una carta de avecindamiento con los representantes de la villa real, haciendo la siguiente declaración: “entramos vezinos en la dicha villa de Villarreal por nuestra propia voluntad sin premia e sin costrinimiento ninguno, nos con todos nuestros bienes muebles e rrayzes e con las nuestras caserías que nos auemos en Çumarraga e con todo lo que lo nuestro ouieren de  heredar” (sic). A continuación rápidamente se acogían a un privilegio de las villas reales: la justicia impartida por el Alcalde, en definitiva, por uno de ellos, alejándose así de toda pretensión de los señores feudales en esta materia.


Siempre según el mismo documento, la población de Urretxu acogió rápidamente a los nuevos vecinos y moradores como a su propia población “pro e meioramiento de nos e de vos”, aunque se dejaba siempre puesta la coletilla que señalaba que se habrían de acoger a lo estipulado por la mayoría de los cinco hombres buenos, oficiales concejiles de Urretxu, a los que se les daba una gran preeminencia y garantías de ser obedecidos, para la solución de todos los asuntos que sucediesen en adelante en ambas comunidades en una reunidas (pero esto, en mi opinión, era algo de interés interno, un mero formalismo delante del gran objetivo que era la consecución de la unión).


Por fin, las partes solicitaban la confirmación del rey, pues seguramente eran conscientes de que sin esa garantía podían aspirar a poco.


Estaba claro que ese documento favorecía a ambas partes, si bien parece que, en principio, podía beneficiar más a los de Zumarraga, pues la intención de los firmantes por parte de Zumarraga, a buen seguro una parte importante de los vecinos y moradores de ella, era el quedar desligados de las supuestas ataduras con las que el Señor de Lazcano seguramente “les tenía apresados”, pero también era muy importante ese documento para los habitantes de la villa real, pues les daba fortaleza y una mayor importancia cuantitativa y cualitativa en unos momentos muy delicados, por lo que, en definitiva, se iba consolidando así como una población que cada vez contaba más de cara a defenderse de los fuertes enemigos que le rodeaban.

La adhesión a Segura


Era evidente que eran tiempo duros para los pobladores de estos lugares, e incluso para los que solamente poseían bienes en ellos, fuesen quienes fuesen. Por ello incluso personas de cierta importancia buscaban la protección de los poderes más seguros posibles en estas tierras. Eso es lo que hizo García López de Zumarraga, Alcalde de la Alcaldía Mayor de Arería
, quien poseía bienes en Lazkao y Zumarraga. Según el documento firmado al efecto por esta persona y la villa de Segura, esta villa acogía como vecino a López de Zumarraga, con todas las posesiones y bienes que tenía en ese momento, pues éste buscaba “meioramiento de mi e de mis herederos e de mis bienes, e porque yo e los dichos mis herederos e mis bienes sean mas amparados e defendidos meior...” (sic).


Naturalmente, la villa de Segura accedió a esta y a otras peticiones por el estilo
, ya que era una villa consolidada, que no tenía tan gran temor a los señores feudales como lo podían tener otras villas de menor arraigo y que en estas fechas actuó con un claro afán expansionista, ofreciendo protección a cualquier persona que quisiese avecindarse en ella, llegando incluso, como veremos más adelante, a intentar y lograr anexionarse poblaciones enteras, como las de nuestro entorno más cercano.


Por lo que respecta a los planes de agregación de los pobladores de la colación de Santa María de Zumarraga a la villa de Urretxu, estos siguieron adelante, tal y como se había acordado en diciembre anterior, pero el 9 de marzo de 1384, no contentos con lo realizado  hasta entonces,  se reunieron en el lugar llamado Urrutia, en jurisdicción de la hasta diciembre colación de Santa María para escuchar las decisiones que habían tomado la mayoría de los cinco hombres buenos, vinculantes para las partes, y que fueron las siguientes: todos los pobladores de las hasta entonces dos poblaciones se acogían a la jurisdicción de la villa de Urretxu, y serían juzgados por su Alcalde, contribuyendo todos a la villa con los impuestos que les correspondiesen. Una vez hecho esto, que garantizaba la unión y una mayor fuerza ante los enemigos externos, se respetarían los derechos adquiridos por las personas sobre los territorios que hasta entonces habían estado, bien en la antigua Zumarraga, bien en la reciente Urretxu, gozándolos privativamente los respectivos pobladores, quienes poseerían también, en exclusiva, su iglesia, su cementerio, sus montes, sus aguas, etc., (en resumidas cuentas, lo que aportaba Zumarraga a la unión sería para los zumarragatarras, lo que aportaba Urretxu, sería para los urretxuarras). Por fin, se declaraba la existencia de una libertad de comercio para los pobladores de la nueva villa, viniesen ya de Zumarraga, ya de Urretxu
.


Así, con el paso del tiempo, y a pesar de todas las dificultades, la villa de Urretxu estaba empezando a tener un cierto éxito a la hora de buscar la necesaria protección ante los Parientes Mayores. Por ello también fue punto de atracción para la colación de San Miguel de Ezquioga. Efectivamente, el  29 de octubre de 1385 los vecinos de la población de Ezkio pasaron a entrar vecinos de Urretxu “pro e meioramiento de amas las dichas partes (...) para agora e para todo tienpo del mundo” (sic)
.


Las condiciones con que entraron los pobladores de Ezkio en Urretxu fueron las mismas que las que entraron los de Zumarraga. Era evidente que no eran causas económicas las que hicieron a Zumarraga y a Ezkio entrar, ni tampoco fueron esas mismas causas económicas las que hicieron a Urretxu recibirles para que en adelante fuesen sus vecinos, las razones de esa unión fueron jurídicas y políticas (el intento de crear una villa fuerte y jurídicamente no dependiente de los señores feudales, quienes estaban arreciando en sus ataques contra las poblaciones que no dominaban).


Pero no sólo era suficiente la intención de los pobladores, también era conveniente, e incluso necesaria, la confirmación del rey. Por ello la solicitaron y consiguieron el 30 de mayo de 1386. 


Aprovechando la estancia de Juan I ese día en Burgos, este monarca ratificó los compromisos a que llegaron la villa de Urretxu y las colaciones de Santa María de Zumarraga y de San Miguel de Ezquioga para estar unidos bajo la villa real, y por lo tanto bajo su protección
.


Se estabilizaron de esta forma los deseos de los pobladores de Zumarraga, Urretxu,  Ezkio y quizás Gabiria bajo la protección de la villa real, pero no por ello se vieron libres ya en estos primeros años de problemas internos y externos. Rápidamente aparecieron, por un lado, disensiones internas, las cuales estaban causadas por el afán de algunas personas por ocupar los cargos dirigentes de la villa real, en primer lugar, y por la siembra de discordias por parte de los Parientes Mayores entre esos habitantes.


Estos problemas debieron ser bastante graves. Tanto como para no poder solucionarlos solamente los pobladores que estaban bajo la jurisdicción de la villa real. Tan fuertes debieron ser que forzaron una reunión de las villas y Alcaldías Mayores de la hermandad guipuzcoana el 12 de agosto de 1390 en Zumarraga
 - Urretxu. Aquí fue donde, ante los procuradores de las villas guipuzcoanas, otorgaron carta de compromiso los pobladores del villazgo de Urretxu para que fuesen los representantes de las villas y Alcaldías Mayores guipuzcoanas quienes tomasen acuerdos y sentencias, los cuales se comprometían a respetar y a obedecer. Para mayor garantía de obediencia  de lo mandado por los enviados de las villas guipuzcoanas, acordaron imponer los propios pobladores de la villa real fuertes multas a la propia villa y a  los que se opusieren a lo así dispuesto. Sólo de esta  drástica forma se buscaba asegurar la unión y, por lo tanto, la fuerza interna de los pobladores reunidos bajo la villa real
.


Los enviados por las villas y Alcaldías Mayores ordenaron que para solucionar los problemas, habían de elegir un Alcalde idóneo para cada año. El elegido comenzaría su mandato el 29 de septiembre siguiente, habría de residir en Urretxu, y no tendría que estar relacionado con ninguno de los bandos que pugnaban por controlar la tierra guipuzcoana. Para el caso de que hubiera disputas entre dos grupos para designar Alcalde, habría que echar a suertes quien sería el Alcalde ese año. Al año siguiente, sería Alcalde una persona del grupo que no resultó agraciado anteriormente.


También tendría que haber tres jurados cada año: uno por cada una de las poblaciones que se reunían en el villazgo de Urretxu (la propia Urretxu, Zumarraga y Ezkio). Se dejaba la puerta libre a que hubiese un jurado de Gabiria, si es que esta población optaba por entrar bajo la protección de la villa real. 


Previeron además los enviados de las villas guipuzcoanas que hubiese tres fieles que se encargasen del área hacendística. Uno de ellos había de morar en Urretxu, el otro en la colación de Zumarraga y el tercero en la de Ezkio. Si se podía, se elegirían los tres fieles de “la misma corriente de pensamiento”, y si no era ello posible, se elegiría uno que fuera partidario de una de ellas, otro de la otra, y el tercero se echaría a suertes. También para este cargo de los fieles se dejaba la puerta abierta a que hubiese uno de Gabiria (recordemos que parecía estar unida a Urretxu desde los tiempos en que se unió Ezkio).


Ordenaron también los procuradores guipuzcoanos que hubiese un “arca de conceio”, con tres llaves (una la tendría el Alcalde, las otras dos se las repartirían los fieles, siendo una de ellas para los que representaban a un grupo y la otra para el que representase a otro grupo). En dicho arca habrían de guardarse los privilegios y documentos importantes, porque llegado el caso de defenderse, habría que recurrir a ellos.


Los representantes de la hermandad, con el fin de preservar la independencia de la villa, encarecieron a los pobladores que por ningún motivo se juntasen ni recurriesen a hombres de los bandos que entonces estaban luchando bajo el poder de los Parientes Mayores, pues sólo habían de recurrir, por muy urgente que fuese el asunto o discordia, a la hermandad de las villas y Alcaldías Mayores, la cual tenía al efecto un seguro concedido por el rey.


Dadas estas interesantes órdenes que afectaban a la comunidad, concluyeron la sentencia con órdenes sobre pagos de multas y penas por condenas.


Pero no todos los problemas estaban solucionados con el arreglo efectuado por la hermandad. Quedaban problemas derivados de la falta de escribano público, ya que la falta de ese importante empleado hacía más fácil presa a la población de acciones violentas y de rapiña por los aliados de los banderizos, acciones contra las que no se podía ir porque las autoridades urretxuarras no podían demostrarlas ante las autoridades civiles del territorio, lo cual contribuía a que así pudiesen cebarse con Urretxu los banderizos.


El asunto había llegado a ser tan grave que incluso peligraba la existencia misma de la villa, y con ello la recién ganada “libertad” de las poblaciones bajo ella refugiadas. Por ello, la villa real pidió a Juan I que le asignase un escribano, lo cual fue concedido por este monarca el 29 de octubre de 1390, siendo designado escribano actuante en la villa Garcí Pérez, quien ejercía ese oficio en la villa y en el obispado de Calahorra, además de en la merindad de Gipuzkoa.


Poco después murió Juan I y ascendió al trono su hijo, Enrique III. Rápidamente, y tal como hicieron numerosas villas, Urretxu se aprestó a ir hasta donde el nuevo rey para que le ratificase los privilegios obtenidos, salvaguardando así su libertad y la de las poblaciones a ella adheridas: resultado de tales acciones fueron las confirmaciones del 20 de abril de 1391 de la carta puebla por la que se fundó Urretxu, de la  carta y acuerdo de vecindad de Zumarraga con Urretxu, y de la concesión del título de escribano de la villa a Garcí Pérez
.


Los años siguientes, a buen seguro, hubieron de ser dificultosos para las villas guipuzcoanas, fundamentalmente para las que no estuviesen arraigadas, como Urretxu, al igual que para las colaciones adheridas a su villazgo. Por eso, para potenciar a las villas y para intentar disminuir el poder de los Parientes Mayores, se reunieron en Getaria en 1397, y bajo la presidencia del Corregidor Gonzalo Moro, las villas y Alcaldías Mayores guipuzcoanas
.


Pero, comoquiera que la lucha que estaban llevando los Parientes Mayores estaba haciendo un gran daño a las villas, y sólo se sentían seguras las más fuertes de estas poblaciones, Urretxu y su vecindad de Zumarraga, con la excusa de entablar un proceso contra la villa de Segura por la población de Ezkio, se quisieron poner bajo la protección de esta última villa, logrando su objetivo por la sentencia arbitraria pronunciada por Ochoa Martínez de Cibisquiza, Íñigo Sánchez de Aguirre y Pedro de Arizti
. A raíz de esa sentencia, aceptada por las partes, tanto Urretxu como Zumarraga entrarían en la vecindad y protección de Segura, y sólo podían nombrar un Jurado, presente en la toma de decisiones de esta última villa, quien indirectamente se estaba constituyendo de esa forma en una de las principales villas de Gipuzkoa, pues no olvidemos que anteriormente se habían unido, bajo su vecindad, la mayor parte de las poblaciones que estaban cerca de ella
. Evidentemente, Urretxu reconocía que la colación de Ezkio se situaría bajo el villazgo de Segura
.


Por supuesto, los vecinos de Urretxu, Zumarraga y Ezkio serían juzgados por el Alcalde de Segura, y también habrían de hacer frente, al igual que los propios vecinos y moradores de Segura, a los repartimientos y contribuciones que fijase esa villa. Tan sólo conservarían la propiedad y el disfrute de sus montes, algo similar a lo que pactaron en 1383-1384 Zumarraga y Urretxu.


De todas formas, a pesar de ser drástica esta unión y pérdida de la independencia, no debemos considerarla como una desgracia para los habitantes de Zumarraga y Urretxu de la época. Lo que hicieron fue renunciar momentáneamente a una parte de su libertad en aras de conservarla posteriormente, y no perderla de forma mucho más prolongada bajo el dominio de los Parientes Mayores, pues estaba claro que Urretxu no había conseguido tener hasta ese momento fuerza suficiente
.


Enrique III, estando el 15 de julio de 1405 en Burgos, confirmó esa sentencia arbitraria.


Posteriormente, el 4 de julio de 1407, fue vuelta a confirmar por el nuevo monarca, Juan II.


No obstante todo esto, tenemos que tener en cuenta que la unión protagonizada por Urretxu y sus vecindades bajo el villazgo de Segura no fue deseada, sino forzada por las circunstancias. Por ello rápidamente se vieron los problemas de unas poblaciones que no estaban a gusto bajo Segura: antes de que pasaran dos años de la agregación, Urretxu y sus anteriores vecindades acusaron a Segura de quitar a la villa sus privilegios y entablaron un pleito que acabó en sentencia favorable a Segura, dada por la Audiencia de Valladolid, y posteriormente confirmada por Enrique III en  diciembre de 1406
.


Pero, como veremos más adelante, ni Urretxu ni Zumarraga se conformaron con esa sentencia confirmada.


Volviendo de nuevo a Zumarraga, si la libertad civil de sus pobladores había estado salvaguardada desde 1383, bien bajo la protección del villazgo de Urretxu, bien bajo el villazgo de Segura, no  sucedía lo mismo con el templo parroquial, el cual no había salido desde 1366 del dominio de la Casa de Lazcano. Prueba continua de ello fue, en aquellos años, la confirmación que Enrique III hizo del monasterio de Zumarraga a Miguel López de Lazcano el 18 de abril de 1401.


Posteriormente, el 3 de septiembre de 1403, este Señor de Lazcano otorgó testamento, por el que designó como sus sucesores a María López de Lazcano, su nieta bastarda, a Ojer
 de Amezqueta, marido de esta, y al hijo de ambos y bisnieto de Miguel, Juan López de Lazcano
, actuando el de Amezketa como verdadero Señor de Lazcano.


Pocos años después de haber instituido el testamento moría Miguel López de Lazcano, pasando los derechos sucesorios de la Casa a sus nietos.


Éstos pidieron al rey Enrique III que les confirmase sus derechos sobre el templo de Zumarraga, lo cual fue realizado el 26 de febrero de 1406 en Valladolid
.


Una vez que Urretxu y Zumarraga se consideraron con ánimo y fortaleza suficientes para ser independientes de Segura y vivir sin tener que recurrir a la protección de su villazgo, solicitaron y consiguieron de esta villa la segregación, y se pusieron de común acuerdo para solicitar del rey que les permitiese desatar el compromiso de vecindad común que les uniera hasta entonces, logrando que Juan II así lo permitiese por medio de licencia otorgada por el propio monarca el 26 de marzo de 1411. Segura ponía únicamente una condición: la de que la colación de San Miguel de Ezquioga permaneciese unida a su vecindad
. 


Un nuevo documento efectuado el 7 de octubre de 1411 ratificaba en la iglesia de San Martín de Urretxu esta separación de las tres poblaciones. Este documento, además de confirmar y estipular las condiciones de la separación y la posterior vida independiente de las tres poblaciones
 es importante, pues en él aparece, como testigo, el clérigo vicario
  don Ynnego, el primer eclesiástico conocido de Zumarraga.

Tras la licencia real que concedía la separación de Zumarraga y las otras dos villas, y la carta concordia recién examinada, nacía una nueva realidad distinta a la anterior para la hoy nuestra villa: Zumarraga quedaba fuera de toda protección de cualquier villa real. A partir de entonces, la independiente
 población de la colación de Santa María de Zumarraga se vería envuelta, sin ningún tipo de dudas, en nuevas dificultades
, las cuales provocaron que, de hecho, y al menos ya desde el 25 de julio de 1452
, estuviese bajo la autoridad directa del Alcalde Mayor de Arería (el propio Señor de Lazcano era el Alcalde), y más adelante, el 21 de marzo de 1470, pasase a entrar formalmente bajo la protección de la Alcaldía Mayor de Arería
, de donde no saldría hasta casi doscientos años después, para ser ya totalmente independiente
.

UNA MIRADA A LOS MÁS IMPORTANTES PROCESOS JUDICIALES HABIDOS ENTRE EL SEÑOR DE LAZCANO Y ZUMARRAGA

Una vez que hubo entrado Zumarraga directa o indirectamente bajo la férula del Señor de Lazcano, las diferencias que, a buen seguro, se hubieron de suceder a partir de 1366 entre éste y nuestra población  empezaron a quedar documentadas para la historia  sólo en el momento en que la llamada “guerra de bandos” estaba llegando a su final, a mediados del siglo XV, puesto que, tal y como sucedió en otros lugares, fue desde entonces cuando los zumarragatarras de la época pudieron comenzar a ver un pequeño resquicio por el que aspirar a emanciparse, de alguna forma, del poder al que la habían sojuzgado los Lazcano
.


Para Zumarraga, el punto de partida de esa “emancipación” fue, sin duda alguna, la muerte de Juan López de Lazcano, Señor de la Casa de Lazcano, acaecida en 1479 en la población alavesa de Contrasta
.

El pleito de 1486 - 1489: la dotación de clérigos al servicio de la feligresía de Zumarraga.


Ya fuera ese asesinato obra de la hermandad alavesa, aliada con otros banderizos, ya fuera únicamente obra de los Guevara, el hecho es que esa muerte abrió la puerta a una visión más humana y menos “protegida y divinizada” del poder que los Lazcano tenían sobre la iglesia de Zumarraga, lo que conllevó que, al mismo tiempo, pensasen los zumarragatarras que podía ser más accesible el intentar recuperar, al menos, las libertades que en materia eclesiástica se habían perdido hacía más de un siglo. Por ello, a partir de 1486, la población de la universidad de Zumarraga se enzarzó en un largo y primer pleito contra los poseedores de la Casa de Lazcano (representados en aquellos momentos por Leonor de Zuñiga, tutora y madre de Bernaldino, menor de edad y sucesor de dicha Casa), a propósito de la dominación que éstos habían estado ejerciendo sobre el templo parroquial de Santa María. Las razones que se esgrimieron desde Zumarraga estaban, por una parte, en la sustracción de rentas de la iglesia por los Lazcano y, por otra, porque éstos no ponían los medios para que hubiese clérigos que pudiesen atender a las necesidades religiosas de una población que, según las fuentes más directas, alcanzaba las 1.700 personas
, y que se estaba viendo abandonada en esta faceta tan interesante a las personas de aquella época 
.


En efecto, considerando gravemente lesionados sus intereses, la universidad de Zumarraga envió una carta a la reina de Castilla, Isabel, quien la recibió estando en Córdoba. En esa carta, Zumarraga se quejaba de que “en una yglesia monasterial que alli avia se avian metido los señores de la cassa de Lazcano y se llevaban todos los fructos rentas y la ofrenda y tenían la yglesia sin servicio y detal manera que se morian gentes sin que huviesse quien los confessasse ni aun quien los enterrasse aviendo en la universidad mas de 1700 perssonas porque no ponian mas de un clerigo y a que es ynabil y sin auctoridad de perlado” (sic)
.


La reina, como primera medida a tomar para solucionar el problema existente, mandó a Leonor de Zuñiga que mostrase el título original por el que la Casa de Lazcano se atribuía los derechos a ese estricto control del monasterio, dándole para ello un plazo de tiempo, obligando asimismo a dicha señora a poner los clérigos necesarios para la atención de las necesidades espirituales de los zumarragatarras
.


Leonor de Zuñiga no hizo caso en ninguno de los dos aspectos a la reina, por lo que hubo nuevas quejas de los zumarragatarras, quienes acudieron así nuevamente a la reina “como patrona de aquella yglesia y monesterio” para que fuese ella quien les pusiese remedio a sus necesidades
.


Lo único que pudo hacer la reina fue enviar a Zumarraga el 19 de mayo de 1486 al licenciado en teología Diego Beltrán de Yanguas como su comisionado para que examinase la situación sobre el terreno
, especialmente en lo relativo a conocer la vecindad que acudía en esta tierra a ese monasterio, las rentas que tenía dicho templo, los clérigos que en él había y todo lo demás que considerase necesario para atender adecuadamente a los pobladores que  dependían eclesiásticamente de dicho templo, así como al mismo templo. Por fin, la reina ordenaba que si en Zumarraga hubiese personas naturales de dicha población que fuesen clérigos y cumpliesen las condiciones que eran necesarias para una correcta administración de los sacramentos, fuesen éstos preferidos a los de otras partes a la hora de presentar y nombrar los clérigos de ese templo zumarragatarra, poniendo así las bases la reina de la patrimonialización de los clérigos de Zumarraga
, algo que en el futuro, como veremos, daría muchos problemas al Señor de la Casa de Lazcano.


Una vez en Zumarraga, Yanguas solicitó a las partes que acudieran ante él para iniciar el proceso, pero ni Leonor de Zuñiga ni nadie que le representara acudió, siendo tenida esa señora en rebeldía por ello. Los representantes de la universidad de Zumarraga sí que acudieron al llamamiento de Yanguas.


De la reunión celebrada, el real comisionado sacó conclusiones que sirvieron para dictar su sentencia, de la cual se dedujeron dos mandatos, a obedecer por las partes. En primer lugar designó como encargado con el cargo de beneficiado, cura de almas y vicario de la clerecía de Zumarraga a Martín de Gurruchaga
, y como beneficiados, capellanes, racioneros y servidores de dicho templo parroquial a Domingo de Irigoyen
, Juan de Celaya y Pedro de Legazpia. En segundo y último lugar, les concedió a estos cuatro clérigos la tercera parte de los diezmos de dicha iglesia por su salario
, además de todas las oblaciones, mortuarios, obsequios, así como los derechos acostumbrados, dando las debidas instrucciones a  las partes y a las gentes de Zumarraga para que estos clérigos recibiesen esa tercera parte de los diezmos.


Leonor de Zuñiga apeló a la Reina Isabel, quien ordenó a los representantes de la Casa de Lazcano y a los de la universidad de Zumarraga que acudiesen al Consejo Real para que allí se dilucidase la apelación.


Una vez en esa instancia, el procurador de la Casa de Lazcano señaló que la sentencia de Yanguas era un agravio para su parte y entendía que debía ser anulada, pues Yanguas tenía poder para aumentar el número de clérigos que había hasta entonces en la iglesia, pero no para quitar el vicario que había hasta ese tiempo
, el cual era nombrado por los Lazcano y provisto por el Obispo de Pamplona, en cuya diócesis estaba esa iglesia y vecindad de Zumarraga. Además, señaló que dado el número de habitantes de Zumarraga, eran suficientes dos clérigos y no cuatro, y que, en cualquier caso, todos los clérigos de dicha iglesia debían ser presentados por la Casa de Lazcano, quien llevaba haciendo eso mismo durante más de cien años (tiempo inmemorial), y que si, posteriormente, Yanguas o la misma reina fallasen que había que nombrar un número determinado de clérigos para el monasterio de Zumarraga, esos clérigos habían de ser presentados por la Casa de Lazcano. En cuanto al salario adjudicado por Yanguas, creía que era desmedido y perjudicial para los Lazcano, por lo que pidió a la reina que se revocase la sentencia del licenciado.


El Consejo Real decidió entonces que dicho pleito se sustanciase en la Chancillería de Valladolid.


En esta nueva sede judicial, los representantes de Zumarraga, haciendo referencia a lo señalado por la Casa de Lazcano, adujeron que no había razones para anular la sentencia de Yanguas, pues era buena para la iglesia de Zumarraga y para sus habitantes, que la Casa de Lazcano no había efectuado la apelación ni en tiempo ni en forma (parece que se habían presentado tarde las alegaciones de los Lazcano) por lo que se debía desestimar esa apelación y que, en cualquier caso, había de dejarse ese tiempo de alegaciones como desierto. En cualquier caso, comunicaron que la sentencia dada por Yanguas era justa y apropiada, y que fuera confirmada, solicitando que se mandase al mismo licenciado Yanguas que ejecutase o hiciese ejecutar la sentencia, condenando al pago de las costas a la parte contraria.


El representante de los Lazcano dijo que Yanguas no era ni persona idónea para juzgar ese caso, ni había sido elegido para ello correctamente, y que las rentas que se obtenían de los habitantes de Zumarraga no eran suficientes ni para pagar el salario de dos clérigos, mucho menos de los cuatro que había sentenciado Yanguas. Además, señaló que no era necesario que fuesen nombrados los clérigos por la Casa de Lazcano, pues ellos no tenían ni habían tenido privilegio alguno para así hacerlo,  lo que sí habían tenido y tenían era la elección y presentación de los clérigos de dicha iglesia desde tiempo inmemorial
, pues pertenecía ese templo “por justos y derechos títulos” a la Casa de Lazcano y no a la parte contraría (a la universidad de Zumarraga), y que si alguna posesión había tenido Zumarraga había sido arrancada violentamente “por los caballeros poderosos en toda aquella tierra”, no pudiendo haber hecho nada los Lazcano “por miedo y temor de no ser presos”, por lo que no atribuía ningún derecho legítimo a los de Zumarraga
.


Oídos los alegatos de las partes, el Consejo Real dictó sentencia, que fue desestimatoria de la apelación del procurador de Leonor de Zuñiga y de su hijo Bernaldino, pues la dejaba desierta, haciendo volver la causa al licenciado Yanguas para que éste hiciese cumplir lo que ya había mandado anteriormente. La Casa de Lazcano fue condenada al pago de las costas de la apelación.



Los Lazcano interpusieron entonces ante el mismo Consejo Real un recurso de súplica y restitución por el que solicitaban que se anulase la sentencia pues, además de la injusticia y agravio a ellos causado, había que sumarse que ellos no habían presentado a tiempo sus alegatos porque el escribano y procuradores que habían llevado el proceso no se lo habían comunicado a tiempo, y el propio Bernaldino era menor de los 25 años necesarios para defenderse por sí mismo, incluso de los 18 años, por lo que suplicaba que se tuviese a bien recomenzar el proceso.


El procurador de los zumarragatarras señaló que no había razón para atender esa súplica y restitución, que la apelación estaba desierta, y que por lo tanto, además de ser justa la sentencia de Yanguas, el proceso había de finalizar como cosa juzgada, suplicando que se ejecutase la sentencia y que fuesen condenados los Lazcano al pago de costas. También adujo que la única causa por la que Bernaldino de Lazcano no había presentado a tiempo sus alegatos era por malicia, y que no era joven ni irresponsable, pues ya estaba casado
 y sólo pretendía estorbar a la justicia. Además señaló que los Lazcano no podían poseer la iglesia monasterio de Zumarraga, pues no tenían derecho ni privilegio alguno para ello “y que la provisión de la dicha iglesia pertenece a nos por permisión y toleración del nuestro muy Santo Padre de tiempo inmemorial a esta parte, y el nombramiento de los tales clérigos pertenece a las dichas sus partes. Cualquier privilegio que las dichas partes adversas se querían ayudar estaba revocado por la ley de Toledo y por las otras leyes y ordenamientos de nuestros reinos”
. Además, señalaba que si en algún momento había tenido derecho Bernaldino a nombrar los clérigos que habían de servir a los habitantes de Zumarraga, se tenía que dar ese derecho por perdido, pues no habían atendido como se precisaba a las necesidades de los pobladores, dejando a la iglesia muy mal atendida y perdida. Señalaba, por fin, que había habitantes de Zumarraga que habían fallecido sin recibir los santos sacramentos divinos, pues habían puesto pocos clérigos en la iglesia, claramente insuficientes, pues por la cantidad de población que había  (recordemos que se estaba hablando de la sobredimensionada cifra de 1700 personas) y por la distancia que había entre casa y casa (no había en Zumarraga un poblamiento reunido, sino disperso, en caseríos) eran necesarios más clérigos (los señalados por Yanguas), a lo que había que añadir que los que había habido anteriormente eran muy mal retribuidos, pues lo que recibían era insuficiente para un sustento y mantenimiento digno, e incluso el propio Yanguas reconocía que se había quedado corto, tanto en la señalización del número de clérigos necesarios como en la cantidad que había que satisfacerles. Concluía, en fin, señalando que la Casa de Lazcano se había portado maliciosamente, no aceptando en ningún momento lo señalado por Yanguas, y que había dejado correr el tiempo con verdadero dolo para estorbar e impedir que lo que este primer juez había establecido fuese llevado a efecto, por lo que, además de condenarles en costas, no se debía de considerar por el alto tribunal lo solicitado por los Lazcano, pues sólo lo habían efectuado para retrasar y damnificar, por tanto, a los zumarragatarras.


El Tribunal sentenció que la restitución solicitada por Bernaldino de Lazcano había de ser concedida, concediendo un nuevo plazo de ochenta días para que se presentasen nuevas razones y alegatos. Si en ese plazo no demostraba lo que señalaba, sería condenado a una multa de veinte mil maravedíes.


Era evidente que el proceso había llegado a un cierto estancamiento, y que en ese momento los únicos que verdaderamente sufrían las consecuencias eran los feligreses parroquianos de Zumarraga, puesto que los Lazcano no ponían el número de clérigos que había indicado Yanguas. Por ello, el señalado por Yanguas abad del monasterio y vicario de Zumarraga
, Martín de Gurruchaga, envió una súplica a los reyes Isabel y Fernando en la que les daba cuenta de la grave situación en que estaba en ese momento la feligresía, que era la única que mientras el proceso no tuviese sentencia definitiva iba a sufrir, por lo que les pedía que mandasen, provisionalmente, que se pusiesen los clérigos que atendiesen en sus necesidades a los parroquianos, pagándose lo necesario a esos clérigos de los diezmos y demás impuestos que pagaban a la parroquia los zumarragatarras.


Los reyes Católicos, viendo la justicia de lo señalado por el abad zumarragatarra, accedieron a lo que pedía, y desde Salamanca mandaron el 6 de octubre de 1487 al arcipreste de la provincia, Lope de Aldaola, a Pedro de Arriola, Procurador en la Corte y en la Chancillería, y a todas las autoridades que vieren ese mandato, que pusiesen durante un año esos clérigos, y que no les obstaculizasen en sus trabajos, siendo retribuidos esos clérigos, según el justo parecer de dichas autoridades, de los diezmos y demás impuestos que satisfacían los zumarragatarras, y que al que estorbase esa orden se le multase con diez mil maravedíes, siendo obligado, además, a acudir en quince días a la Corte para que explicase su oposición
.


Tanto Aldaola como Arriola examinaron esta orden, la que se aprestaron a cumplir y hacer cumplir. Pero primero juzgaron necesario saber exactamente cuántos clérigos harían falta para ejecutar correctamente la tarea y con qué riquezas contaba la iglesia (en lo referente fundamentalmente a diezmos). Lope de Aldaola constató que había en la tierra de Zumarraga “ciento setenta y tantos bezinos poco mas o menos” y que esa iglesia era muy “sustanciosa”, y que los vecinos eran muy honrados. Relató el arcipreste que había problemas para cumplir las necesidades espirituales más básicas por falta de clérigos, y que en alguna ocasión tuvieron que valerse los vecinos de clérigos de otros lugares. Además confirmó que las rentas de la iglesia de Santa María eran muy ricas, pudiendo llegar en un año a recibirse sesenta mil maravedíes en concepto de diezmos“
, y que los clérigos elegidos como beneficiados de esta iglesia por Yanguas eran personas muy válidas y competentes para hacer ese trabajo.


Examinaron también Aldaola y Arriola las necesidades más básicas en cuanto a funciones religiosas y determinaron que eran necesarios para el año solicitado por Gurruchaga y mandado por los reyes cuatro clérigos, nombrando para ello a Domingo de Irigoyen, Martín de Gurruchaga, Juan de Celaya y San Juan de Hondarra (el primero forastero, y los tres siguientes naturales de Zumarraga), a quienes habría que satisfacer, además de la tercera parte de los diezmos, todo el pié de altar
 .


Además de ello, detallaron exhaustivamente las funciones a realizar por estos cuatro clérigos durante ese año en la iglesia de Santa María, que resultaron ser las siguientes: los días de las tres palabras mayores, de la Virgen y de los Apóstoles habían de decir misa cantada, con preste, diácono y subdiácono. En los mismos días y en sus vísperas
 habían de decir también misa cantada con sus completas. Lo mismo habría de hacerse “otros días de las advocaciones de la misma iglesia”. Por otra parte, todos los lunes habían de decir misa cantada por todos los difuntos. Después de ella, habían de andar con la cruz en procesión, cantando sus responsos. Igualmente, todos los sábados habrían de decir misa cantada de Nuestra Señora con procesión solemne. Dieron, además, instrucciones para que cada uno de los beneficiados se repartiese los sacramentos a dar a los parroquianos. Asimismo, debían de hacer un ochavario (periodo de ocho días de una fiesta solemne de la Iglesia).


Establecieron, por fin, una mínima jerarquía entre los clérigos, siendo el principal Martín de Gurruchaga.


A los vecinos y moradores de Zumarraga les señalaron Aldaola y Arriola que no se sirviesen de otros clérigos en Zumarraga durante ese año, aparte de los cuatro elegidos, y que a todos ellos les contribuyesen con la tercera parte de los diezmos, además de los otros “pagos” que soliesen hacer (limosnas, etc.)


Mientras tanto, proseguía el largo pleito. En él, el tribunal decidió que era conveniente que cada parte aportase todas las pruebas y testigos que pudiesen y que en el plazo de sesenta días, no prorrogables, se entregasen o diesen a conocer a la otra parte, efectuándose entonces un “careo” entre las partes litigantes, presentando finalmente las alegaciones que tuviesen por conveniente.


Efectuado este trámite, el tribunal dictó sentencia de vista, la cual ratificó lo señalado por Yanguas. Además, se señaló que la apelación de los Lazcano no era válida. Por lo demás, el tribunal estableció que, si había clérigos suficientes en Zumarraga, no se buscasen en otras partes, siendo preferidos los zumarragatarras (era el derecho de la patrimonialización), y tan sólo hizo un cambio respecto al personal que, según Aldaola y Arriola, debía servir en dicha iglesia: en vez del forastero Domingo de Irigoyen, vicario en la iglesia de San Martín de Villarreal, señalaron como clérigo de Santa María de Zumarraga al zumarragatarra Juan de Aeta, manteniéndose como vicario Martín de Gurruchaga. El derecho de patronato quedaba incólume en manos de los Lazcano. Nadie resultaba obligado a pagar las costas del juicio.


Bernaldino de Lazcano promovió entonces una súplica, pues consideraba que dicha sentencia era muy injusta para su parte, que había probado cumplidamente sus alegatos, y que el tribunal no era competente para juzgar si él tenía derecho a presentar a los clérigos que tuviese por conveniente, algo que había hecho desde tiempo inmemorial. También decía que con uno o dos clérigos estaba bien servida la iglesia, y que  había que dejar a su discreción poner más clérigos si fuesen necesarios. En cuanto al salario adjudicado, señalaba que era muy alto, todo lo cual iba en su perjuicio y contra el derecho de patronato que concedieron a sus antecesores. Por todo ello, en fin, pedía al tribunal que enmendase la sentencia.


Los procuradores de Zumarraga señalaron entonces que la sentencia del Tribunal de la Audiencia era justa, que la súplica de los Lazcano no estaba presentada en tiempo adecuado ni estaba razonada, y que, por lo que respecta al derecho de nombramiento de clérigos al que en algunas ocasiones aludían los Lazcano, no lo habían tenido nunca recogido, pues la Casa de Lazcano no podía, por ser lega, aspirar a ello
, y además no era justo que en un poblamiento diseminado, en caseríos, como era el de Zumarraga, se nombrase sólo a un clérigo que no fuese ni vicario perpetuo (pidiendo por ello quitarse el clérigo de la población cuando le viniese en gana a los Lazcano), ni fuese nombrado por su superior, el Obispo de Pamplona. Por lo tanto, solicitaban que no se enmendase la sentencia, que no era tan gravosa para los Lazcano, pues podía reconocer que sólo la tercera parte de los diezmos para cuatro clérigos era insuficiente, y que se podía pedir las dos terceras partes de ellos, o al menos la mitad.


El tribunal atendió en parte la petición de los Lazcano y abrió un nuevo plazo de sesenta días para que se trajesen las pruebas que a cada parte conviniese.


Presentadas las alegaciones que cada parte tuvo a bien realizar en esta instancia, se rebatieron por la otra parte y, por fin, el tribunal dio sentencia definitiva, en grado de revista: en primer lugar, sentenciaron que Juan de Aeta no fuese uno de los clérigos que hubiesen de servir en el templo parroquial de Zumarraga, pues había protestado por ello, y eligieron para que fuera su sustituto a Domingo de Irigoyen, vicario de la iglesia parroquial de Villarreal
. En cuanto al derecho de patronato, se reservó el tribunal, no haciendo mención especial a él, dejando a ambas partes como anteriormente estaban.


Los procuradores de los representantes del concejo de Zumarraga solicitaron que se les proveyese de carta ejecutoria de las sentencias dadas hasta ese momento para que en cualquier tiempo pudieran exhibirlas, y así se concedió por el Tribunal.


Finalmente, el alto tribunal mandó que fuese Martín de Gurruchaga, beneficiado y cura de almas, el vicario de la iglesia y monasterio de Zumarraga, y que  Domingo de Irigoyen, vicario de la iglesia de San Martín de Villarreal, Juan de Celaya y San Juan de Ondarra, beneficiados, capellanes y racioneros de la iglesia zumarragatarra. Entre todos ellos llevarían un tercio de los diezmos de la iglesia, además de todas las oblaciones, mortuarios, obsequios y otros derechos acostumbrados, tal y como señaló en un principio el licenciado Yanguas, ordenando finalmente a Bernaldino de Lazcano y a todos los que en el futuro sostuviesen sus derechos sobre el templo parroquial, que obedeciesen estos mandatos
. Por su parte, a los feligreses parroquianos ordenó el tribunal que acatasen esa sentencia y que diesen la tercera parte de los diezmos y todos los demás derechos económicos a los clérigos designados.


Respecto a los clérigos, les ordenó el tribunal que residiesen en Zumarraga y que especialmente asistiesen a sus oficios en “los días de las tres palabras mayores”, los días de Nuestra Señora, los apóstoles, y que en los otros días solemnes dijesen misa cantada el preste, el diácono y el subdiácono, y que los dichos días y sus vísperas dijesen las vísperas y sus completas cantadas. También todos los días de la advocación de la iglesia y todos los lunes habrían de decir misa cantada por los fallecidos, haciendo procesión con la cruz cantando responsos. Además, todos los sábados habrían de decir misa cantada con procesión solemne, tal como lo había señalado anteriormente el arcipreste Arriola.


Finalmente, mandaron que, en el futuro, trajesen del Obispo de Pamplona, o de quien le representase, el nombramiento del vicario y de los beneficiados
, siendo primeramente presentados por aquel o aquellos a quien perteneciese el derecho de patronato, sin que se contase esta condición de presentación en esta primera ocasión
.


Los reyes, finalmente, y por carta ejecutoria de todas estas sentencias, ordenaron el 14 de agosto de 1489 desde Valladolid que quien no obedeciese lo mandado por el Tribunal, pagase una multa de diez mil maravedíes y que se presentase en la Corte a decir por qué no obedecía esas sentencias
.

 
De esta forma finalizó el primer gran proceso habido entre la universidad de Zumarraga y el Señor de Lazcano, pero no se finalizaron aquí los problemas suscitados entre ambas partes, puesto que posteriormente, bien entrados en el siglo XVI, se siguieron suscitando pleitos cuyo origen estaba en el que acabamos de exponer y que, a modo de coletazos, perseguían y enturbiaban las relaciones entre ambas partes
.

El pleito originado por la sucesión en el beneficio de Juan de Legazpi


El 24 de diciembre de 1573, habiendo fallecido uno de los beneficiados, Juan de Legazpia (hermano del colonizador de Filipinas, Miguel López de Legazpi), quedó vacante un beneficio.


Al día siguiente, y previendo los pobladores de Zumarraga que iba a haber problemas, pues varios candidatos al beneficio vacante habían ya acudido al Señor de Lazcano para que les presentase, máxime teniendo lograda la universidad la conocida ejecutoria real que ordenaba que los presentados y nombrados para los beneficios de la iglesia parroquial de Zumarraga fuesen nacidos y bautizados en Zumarraga, se reunieron en concejo general y abierto en el “lugar destinado para casos de ayuntamientos”, que no era otro que “el portal dela yglesia parrochial de Nuestra Señora Santa María de Çumarraga” (sic)
. Allí decidieron nombrar a procuradores para que les representasen en todo tipo de instancias judiciales, civiles y religiosas
.


A continuación, y deseando evitar problemas, pidieron al Señor de la Casa de Lazcano que hiciese la presentación para ese beneficio en hijo patrimonializado de Zumarraga.


Felipe de Lazcano tuvo a bien presentar ante el Obispo de Pamplona al Arcipreste de Guipúzcoa, Lorenzo de Altuna
, para que desde el obispado se hiciese el nombramiento de beneficiado, cosa que hizo el prelado pamplonés.


La universidad de Zumarraga ni le aceptó ni quiso que tomase posesión, pues consideraban que era de Villarreal, y por lo tanto forastero, y ello atentaba gravemente contra la patrimonialización de los clérigos de Zumarraga expresadas en las sentencias anteriormente citadas. 


Rápidamente, los procuradores de Zumarraga se quejaron ante la Chancillería de Valladolid de que don Felipe de Lazcano no quería cumplir el mandato de que, mientras hubiese clérigos de Zumarraga, la Casa de Lazcano había de presentarles a ellos, y no a otros, ante el Obispo, para que por éste fuesen nombrados, pidiendo los procuradores sobrecarta
, alegando que había un clérigo en Zumarraga que cumplía todas las condiciones de la patrimonialización (Martín de Aizquivel) “y otros siete o ocho de prima tonsura y de hedad legítima...”(sic). Además, y para defender la patrimonialización lograda por la real ejecutoria de 1489, se disponía que se acudiese a la Pragmática Real de Toledo de 1539, que mandaba guardar y proteger ese derecho
.


El Señor de Lazcano pidió a la Real Audiencia que se eximiese de entender en este asunto, por competer únicamente a la jurisdicción eclesiástica. También se opuso tanto a lo señalado por los procuradores de Zumarraga como a todo lo que contra su derecho apuntasen las sentencias del siglo anterior, solicitando además que no se diese a los zumarragatarras la sobrecarta solicitada pues, según su opinión, nunca se le había quitado el derecho de presentación, y que, en todo caso, lo que señaló la carta ejecutoria de 1489 fue que, como en aquella época había clérigos zumarragatarras, se les presentase a ellos y no a otros por aquella única vez, pero que a partir de entonces quedaba el problema sin resolver definitivamente, siendo nombrados a partir de entonces los clérigos entre los que había propuesto la Casa de Lazcano, sin haber intervenido la universidad de Zumarraga.


El tribunal concedió a Zumarraga la sobrecarta que pedía, lo cual ni asumió ni quiso cumplir Felipe de Lazcano.


Ante esta actitud, la universidad de Zumarraga volvió a plantear ante la Chancillería el mismo caso, pidiendo nombramiento de clérigo natural y, por tercera vez, sobrecarta de las sentencias. 


Tampoco en esta ocasión quiso ceder la Casa de Lazcano.


Entre agosto y septiembre de 1574 se quiso comprobar por la alta instancia judicial castellana qué era lo que había pasado desde que se concedió en el siglo anterior la facultad de nombrar clérigos de Zumarraga y para ello solicitó información a las partes, a lo que, rápidamente, se intentó oponer el Señor de Lazcano, pero el Tribunal fue intransigente en este punto y volvió a requerir esa información.


Las informaciones recibidas hicieron que la Chancillería denegase en esta ocasión la sobrecarta a Zumarraga, lo que ocasionó que los procuradores de los zumarragatarras  señalasen que la población estaba en posesión, desde tiempos inmemoriales, de la patrimonialización de los clérigos que habían de servir en el templo parroquial de Santa María, a lo que, naturalmente, se opuso Felipe de Lazcano.


Se decidió que se probasen los asertos de las partes, y se presentó a ello la Casa de Lazcano, no así los representantes de los zumarragatarras, por lo que el 7 de abril de 1576 se dio sentencia de vista por el tribunal, la cual dio la razón a los Lazcano e impuso perpetuo silencio a Zumarraga.


Suplicó la universidad y pidió que se le diese un nuevo plazo para probar sus alegatos, lo que pudo hacer.


En estos alegatos, los representantes de la universidad de Zumarraga adujeron que siempre, y mientras hubiese habido clérigos naturales y hábiles en Zumarraga, habían sido estos preferidos para ocupar los cargos vacantes, e incluso se habían preferido los clérigos de primera tonsura de Zumarraga antes que a los clérigos de mayores órdenes forasteros, tal como lo habían ordenado en 1486 los Reyes Católicos.


Los procuradores de Felipe de Lazcano negaron toda credibilidad jurídica a lo dicho por los procuradores de Zumarraga, y sostuvieron que siempre había tenido la Casa de Lazcano el derecho a presentar clérigos de la dicha anteiglesia
. Señalaron, también, que lo que se había declarado en aquella ocasión por la ejecutoria de los Reyes Católicos competía solamente a poner clérigos y a dotarlos, pero no se refería al derecho de presentación de tales clérigos, señalándose también en dicha ejecutoria que cada parte podía usar en adelante de su derecho como tuviera por conveniente, y que, si en aquella ocasión se habían nombrado clérigos de Zumarraga, era sólo porque entonces había verdadera necesidad, pero no señalaba que en adelante se había de hacer siempre lo mismo, dando potestad al patrono para hacer lo que fuere conveniente (por eso, entre otras cosas, señalaba que no había que conceder a Zumarraga sobrecarta de lo señalado en la carta ejecutoria de los Reyes Católicos, pues era algo diferente a lo solicitado actualmente por Zumarraga lo que se había concedido en la carta ejecutoria por los reyes Isabel y Fernando).


Finalmente, el procurador de Zumarraga, antes de dictar nueva sentencia el alto tribunal, alegó que debía de concederse lo solicitado por su parte, pues hasta ese momento siempre habían sido clérigos patrimoniales de Zumarraga los que habían servido en su templo parroquial, y que en el territorio de la diócesis de Pamplona, ya fuesen colativos o de patronazgo
, los clérigos de los diferentes templos parroquiales eran patrimoniales de la población donde radicaba el templo, y que siempre que se había intentado por patrón lego hacer presentación para un puesto vacante en una persona no patrimonializada, habiendo clérigo nacido y bautizado en esa población, el Obispo había desestimado la presentación efectuada por el patrón, lo cual había sido ratificado por la propia Real Audiencia cuando contra ello se había recurrido por patrón lego
.


Naturalmente, los representantes de la Casa de Lazcano negaron lo que había alegado la representación de Zumarraga.


Una vez efectuados estos trámites, el 30 de julio de 1577 se dio sentencia de revista, por la que se revocó la de vista, resultando condenados los Lazcano a presentar, cada vez que vacase un puesto de beneficiado o de vicario o de rector, a los naturales de Zumarraga que fuesen hábiles para ello, señalando que se les impondría la multa de 50.000 maravedíes por cada vez que no cumpliesen esa sentencia, empezando por ese mismo momento, debiendo, pues, presentar a un zumarragatarra y no a Lorenzo de Altuna como sustituto del fallecido Juan de Legazpi.


Los representantes de la universidad de Zumarraga solicitaron que se les extendiesen ejecutorias de todo lo que a la población fuera favorable, para así poderlo demostrar en cualquier momento, lo que fue efectuado por la Real Audiencia el 12 de noviembre siguiente.


Los Lazcano decidieron obedecer
 y no seguir con el pleito, pero entonces fue el propio Lorenzo de Altuna quien salió, como veremos más adelante en epígrafe separado, a defender sus derechos delante de los tribunales, pero éstos le condenaron a guardar silencio y a obedecer las sentencias habidas hasta el momento
.


Mientras tanto, se pidió a Felipe de Lazcano que presentase clérigo zumarragatarra para la vacante de beneficiado. Aunque señaló que estaba dispuesto a obedecer en el tiempo que debía hacerlo, intentó poner trabas para hacerlo, pidiendo que se le diese testimonio de que efectivamente había una plaza vacante.


Ante esta actitud del Señor de Lazcano, el 24 de enero de 1578 la universidad acudió en defensa de sus intereses al Corregidor de Gipuzkoa
, José del Castillo, quien requirió al patrono para que presentase clérigo suficiente conforme a sentencia. Lejos de acatar lo señalado, Felipe de Lazcano optó por no reconocer en ese caso la autoridad del Corregidor de Gipuzkoa pues, como adujo, el propio Felipe de Lazcano era vecino y morador continuo en Vitoria, y que aunque tuviese bienes raíces y una casa en Guipuzkoa no le confería ninguna autoridad en esta provincia, pues sólo la tendría si viviese en ella.


Vista esta actitud, el Corregidor, para dar cumplimiento a las sentencias,  y previa audiencia de lo que alegó la representación de Zumarraga, sentenció el 7 de mayo de 1578 que daba mandamiento posesorio al Merino Mayor de la provincia para que hiciese ejecutar la sentencia y la ejecutoria habida en el pleito.


Naturalmente, Felipe de Lazcano se opuso y apeló. Por ello, nuevamente el Corregidor, el 4 de junio de 1578, volvió a dar sentencia que se reafirmaba en lo anteriormente mandado, ordenando también que si no la cumplía Lazcano, fuese condenado a satisfacer cincuenta mil maravedíes de multa.


Por supuesto, Felipe de Lazcano apeló a la Chancillería de Valladolid, a donde tuvieron que acudir también representantes del Corregidor y de los zumarragatarras. 


En esta instancia, pidieron los representantes de Zumarraga que, tal como había llegado a establecer anteriormente el Corregidor, se embargasen los frutos del beneficio en litigio, pues mientras tanto se los estaba llevando Lorenzo de Altuna. Evidentemente, también pidieron que se fallase sentencia en su favor.


El procurador de la Casa de Lazcano señaló entonces que se había excedido el Corregidor anteriormente al actuar de la forma en que lo hizo, pues no debía de haber mandado embargar los bienes de dicho beneficio, y que, en cualquier caso, se  atuviesen todas las partes a lo estrictamente mandado en la sentencia y en la ejecutoria anterior.


Efectuadas las probanzas, el 3 de septiembre de 1578 se promulgó sentencia de vista, en la cual se ratificaba lo mandado por el Corregidor.


Los Lazcano no se dieron por vencidos y suplicaron, aunque sólo en lo referente a los secuestros que había hecho en sus bienes el Corregidor. Por otra parte, y con el objetivo de desbaratar rápidamente todo lo que había sucedido, comunicaron que habían presentado para beneficiado del templo parroquial de Santa María, a estas alturas en el valle y no en la antigua parroquia, a Juan Pérez
 de Arteaga, primo hermano del actual patrón y  descendiente de patrón
 (el abuelo del actual patrón y también del presentado había sido el anterior patrón
, llamado también Felipe, muerto hacía 16 años), a la vez que presentó, también, el nombramiento que había efectuado en dicho presentado el Obispo de Pamplona.


Por supuesto, ni el Corregidor ni la universidad de Zumarraga reconocieron la presentación y el nombramiento, pues Arteaga no era clérigo patrimonializado de Zumarraga, y además no se daba cumplimiento con ese nombramiento a lo señalado en las sentencias y en las cartas ejecutorias de ellas logradas, pidiendo los zumarragatarras al Tribunal que revocase lo hecho por los Lazcano, máxime cuando demostraron que Arteaga no era zumarragatarra y que, en ese mismo momento, había clérigos hábiles en la población para tomar posesión del cargo. Por su parte, el Corregidor declaró por no cumplido lo que había ordenado él mismo, así como tampoco se había cumplido lo ordenado por la Chancillería defendiendo, en todo caso, su derecho a realizar los embargos que se había efectuado sobre los bienes y frutos del beneficio vacante, sin los cuales no se hubiera podido hacer cumplir la sentencia y ejecutoria pendiente.


Los Lazcano señalaron que el presentado y nombrado era nieto de patrón, y que con eso cumplían las sentencias, y que si habían dilatado hasta entonces el nombramiento de clérigo para dicho beneficio era porque, a petición de Lorenzo de Altuna, habían recaído altas censuras eclesiásticas para que no hubiese nombramiento, y que tan pronto dichas censuras se habían levantado, habían presentado clérigo.


A primeros de abril de 1579 los procuradores de Zumarraga apelaron, señalando que al haber actuado como lo hicieron los Lazcano habían cometido una gran frivolidad, y que, en cualquier caso, el nombramiento de Arteaga no era conforme al espíritu de lo mandado por la sentencia de revista y ejecutoria pendiente.


El 10 de abril de ese año 1579 fue dada sentencia de revista, definitiva, en la Chancillería de Valladolid, siendo esta confirmatoria de la sentencia  del 3 de septiembre anterior. Los representantes de Zumarraga pidieron ejecutoria de estas sentencias, la cual fue librada el 13 de mayo siguiente.


Pero los Lazcano no cejaron en sus empeños por ver salir sus propósitos adelante, pues, según ellos, lo que se estaba discutiendo en los tribunales era que los hijos, nietos o descendientes de patrón tenían que ser preferidos en la clerecía de Santa María antes que los clérigos nacidos y bautizados de Zumarraga
. Por ello, y creyéndose en posesión de la legalidad al actuar así, Felipe de Lazcano dio un paso más allá e interpuso pleito por caso de Corte, el 10 de julio de 1579, ante la Chancillería de Valladolid.


Ante esto, la Audiencia vallisoletana  lo tuvo efectivamente por caso de Corte y dio emplazamiento a las partes para que alegaran lo que tuviesen por conveniente.


Los procuradores de Zumarraga declinaron entrar en esa jurisdicción civil, alegando que este pleito lo tenía que decidir la jurisdicción eclesiástica. De todas formas, señalaron que no se cumplirían las sentencias y ejecutorias que había sobre el particular si se nombraba a descendientes de patrón antes que a patrimonializados de Zumarraga.


La Chancillería retuvo en su poder el pleito, no enviándolo a los tribunales eclesiásticos. Entonces, los procuradores de Zumarraga señalaron que sobre este caso ya había habido sentencia y cartas ejecutorias, las cuales eran partidarias de la patrimonialización de los clérigos, que las leyes de partidas no hablaban ni comprendían este caso y que, en cualquier caso, los vecinos del pueblo eran los fundadores de la iglesia
.


La parte contraria replicó, pero no negó en ningún caso lo señalado por los procuradores de Zumarraga en el sentido de que los fundadores de la iglesia eran los propios vecinos.


El alto tribunal vallisoletano falló sentencia por la cual establecía que el Señor de Lazcano podía presentar a hijos, nietos y descendientes de su Casa para vicario y beneficiados de la parroquia de Zumarraga, prefiriéndolos a los hijos naturales y bautizados en dicha población
.


No contenta con esta sentencia, la universidad presentó las anteriores sentencias pronunciadas y las cartas ejecutorias hasta entonces habidas en el caso y, por fin, en noviembre de 1581, se dio sentencia de vista: por ella, se señalaba que los descendientes de patrón eran preferidos a los clérigos patrimonializados de Zumarraga. En cualquier caso, se condenó a Zumarraga al pago de las costas y se le señaló que, si iba contra esa sentencia, cada vez que así lo hiciera habría de pagar cincuenta mil maravedíes de multa para la Cámara.


Naturalmente, la universidad zumarragatarra suplicó, trajo las sentencias y cartas ejecutorias de nuevo.


Alegó que los beneficios y vicaría de la parroquia eran patrimoniales, y que para ocuparlos había que guardar la preeminencia y costumbre que se guardaba en los obispados de Burgos, Palencia y Calahorra, según las leyes y derechos del Reino
. Señaló que el patrón que pretendía estar en posesión del derecho de presentación, necesariamente lo había de hacer en hijos patrimoniales, y no en personas descendientes de patrón
. Finalmente, sostuvo que Felipe de Lazcano no era patrón de fundación y dotación de la parroquia, y que sólo pretendía serlo de prescripción, y que había mucha diferencia entre una clase de patronato y otro, “y que no tiene prescripto el derecho que pretende, antes lo contrario tiene ganado la dicha universidad y que no tiene ganada propiedad ni la posession que dice es bastante”
 (sic).


A pesar de lo presentado por los representantes de Zumarraga, no influyó en el resultado del pleito, pues finalmente, en la sentencia de revista se confirmó, literalmente, la sentencia de vista.


Zumarraga suplicó por segunda vez, pero se le señaló por el tribunal que la decisión no estaba en las probanzas, sino en las leyes de partida.


Esta sentencia favorable al patrón fue muy analizada por los zumarragatarras, quienes en los años siguientes recurrieron al parecer de númerosos especialistas en derecho
, pero a pesar del parecer de estos, no tenemos noticia de que se hubiese revisado esa sentencia por el alto tribunal, dándose por fin definitiva sentencia el 2 de mayo de 1587, por la cual se dejaban las cosas como habían sido establecidas en los años anteriores, otorgándose, pues, definitivamente la razón a los Lazcano, aunque no se impuso el pago de las costas a ninguna de las partes
.
La continuación de este pleito por Lorenzo de Altuna, en solitario, a partir de su separación de ese beneficio


Como hemos visto, una vez que se dictó por la Real Audiencia la sentencia de revista de 30 de julio de 1577, el Señor de Lazcano se vio obligado a presentar a un clérigo patrimonializado, quedando Lorenzo de Altuna desposeído del beneficio que ocupaba.


Pues bien, Lorenzo de Altuna procedió a entablar proceso contra la universidad de Zumarraga y contra las decisiones de las altas instancias que había habido sobre esta cuestión, señalando, primeramente, que si bien nada más producirse su nombramiento al poco de fallecer el bachiller Juan de Legazpi, se protestó por los zumarragatarras por la presentación por el Señor de Lazcano en su persona. Posteriormente se volvió a protestar por la obtención del título de beneficiado, por lo que fue incoado pleito
.

 En dicho proceso, tras asegurar el propio Lorenzo de Altuna que era natural de la universidad zumarragatarra, algo que aseguraron también numerosos testigos, se le aceptó por las partes, y se le tuvo por beneficiado con asignación y cobro de todos los frutos a que tenía por ello derecho. Pero las dudas debieron de surgir entonces nuevamente en los zumarragatarras, por lo que nuevamente apelaron esa adjudicación de beneficio, y a pesar de dicha apelación, siguió desempeñando su puesto en la iglesia zumarragatarra, y continuó percibiendo los emolumentos correspondientes hasta que por la Chancillería de Valladolid se dictó por fin la aludida sentencia de 30 de julio de 1577 por la que se le desposeyó de su título.


Una vez que sucedió esto, Lorenzo de Altuna pretendió seguir con el pleito, pero el Señor de Lazcano decidió presentar para ese beneficio a otra persona, que también resultó ser, según los zumarragatarras y el Corregidor de la Provincia (aliados en esta ocasión), no apta para dicho beneficio por no ser patrimonializada, por lo que decidieron ir contra el Señor de Lazcano reteniendo los frutos y corderos de ese beneficio en cuestión.


Esta retención de frutos y animales provocó que Lorenzo de Altuna protestase, pues seguía considerando “suyos” los frutos de ese beneficio
, por lo que acudió al Tribunal del Obispado para que este hiciese que se le reintegrasen los frutos retenidos por el Corregidor y la universidad de Zumarraga.


El 29 de julio de 1578 el Tribunal del Obispado, por medio de una provisión, ordenó al Corregidor y a los vecinos de Zumarraga que, bajo pena de excomunión, devolviesen dichos frutos a Altuna, y que nadie más osase retenerlos, pues de otra manera tendrían a la justicia del Obispado en su contra.


Como podemos imaginar, el asunto no quedó ahí. Se recurrió a la Chancillería de Valladolid por parte de los vecinos de Zumarraga y por el Corregidor, y por esta instancia se decidió que se procediese contra Lorenzo de Altuna y el Señor de Lazcano, yendo contra este último para que nombrase definitivamente a un clérigo patrimonializado.


Felipe de Lazcano apeló primeramente ese mandato, posteriormente intentó contemporizar, pues pensó en presentar para ese beneficio, y llegó a hacerlo en un principio, a Domingo de Sagastiberria
, una de las personas que apelaron la presentación y nombramiento de Lorenzo de Altuna, y posteriormente presentó a su primo y, por lo tanto, nacido en la Casa de Lazcano, Juan López de Arteaga, tal y como hemos visto.


Lorenzo de Altuna, por medio del procurador Martín de Berrio, recurrió todo, pues aseguraba que lo que se había debatido y decidido en la Chancillería de Valladolid era si el Señor de Lazcano estaba obligado a presentar a los beneficios y vicaría de la iglesia de Zumarraga a naturales de ella o no, obligándosele a presentar sólo naturales de ella, y no se estaba decidiendo nada sobre él mismo, que era zumarragatarra, y que cuando decidió apelar no se tuvo en cuenta si era natural de Zumarraga o no, teniendo como consecuencia la decisión de la Chancillería el desposeerle de ese beneficio. Eso era, precisamente, una de las causas que le llevaban a apelar de  nuevo. También lo hacía porque Domingo de Sagastiberria, por entonces en Inglaterra, según se decía por orden de Su Majestad, no estaba en comisión real, sino por deseo propio, estando decidido a presentarse por medio de un procurador al beneficio de la iglesia de Zumarraga, y Altuna entendía que eso no podía hacerse, pues si el deseo de Sagastiberria era presentarse al beneficio, lo debía de hacer en persona.


El 26 de agosto de 1579 el Tribunal del Obispado de Pamplona sentenció que Sagastiberria no tenía razón al aspirar del modo en que lo hacía al beneficio de la iglesia de Zumarraga, y que, por consiguiente, correspondía ese puesto a Lorenzo de Altuna.


Sagastiberria se opuso, apelando a la sede apostólica del Papa Gregorio XIII y a los jueces del Tribunal Metropolitano de Burgos y pidiendo, finalmente los autos que en el proceso le eran favorables, pero a esto último se opusieron tanto Lorenzo de Altuna como el Fiscal General, pues consideraban que, no había de darse, en ningún caso, una parte del proceso (la favorable a Sagastiberria), sino la totalidad de él.


Estaba claro que, por una parte, la jurisdicción civil, representada por el Corregidor de la Provincia, por una parte, y por las altas instancias judiciales laicas de la monarquía se estaban posicionando a favor del nombramiento de un clérigo natural y patrimonializado de Zumarraga, que era lo que defendía el concejo de la población y, a la postre, la propia clerecía de Zumarraga. Por su parte, la jurisdicción eclesiástica, representada por el Tribunal Eclesiástico de Pamplona, propugnaba que debía de ser Lorenzo de Altuna quien había de ostentar ese beneficio, habiendo así una clara diferenciación según la diferente concepción del derecho que tenían los tribunales laicos y los eclesiásticos.


A partir de aquí tenemos nuevos datos: el Señor de Lazcano desistió de sus primeras intenciones y decidió presentar para el beneficio a Juan Ibáñez de Echeverria, clérigo natural, bautizado y bachiller en lógica, filosofía y teología por la universidad de Salamanca. Rápidamente, el concejo de Zumarraga lo aceptó como patrimonializado que era, y pidió al Obispo el 25 de julio de 1581 que lo nombrase.


Ante esto, el Obispo de Pamplona, Pedro de la Fuente, durante su estancia en Estella, le manifestó el 27 de julio siguiente a Juan de Izurza, vecino y  representante de Zumarraga, que el 26 de abril anterior se le notificaron unas Letras Apostólicas citatorias e inhibitorias por la Santa Sede que, logradas a instancias de Altuna, le prohibían conocer y hacer trámites posteriores en el proceso relacionado con ese beneficiado, por lo que, realmente, no podía hacer nada más.


No contento con esa respuesta, Izurza insistió ante el Obispo ese mismo día para que actuase por él mismo en el proceso, y no a través del Vicario General, nombrando a Juan Ibáñez de Echeverria como beneficiado, sugiriéndole que si no lo hacía así acudiría la representación de Zumarraga para lograr ese fin al Rey, al Consejo Real, a la Chancillería y al Tribunal del Metropolitano de Burgos, a lo que se le respondió por el Obispo que, ante todo, le exhibiera las cartas ejecutorias (la documentación) que, según Izurza, tanto favorecían a la representación de Zumarraga
.


Así lo hizo Izurza y le exhibió los siguientes documentos: 1) un mandato de la Chancillería de Valladolid al Señor de Lazcano por el cual se le señalaba que, por no concurrir en Lorenzo de Altuna las circunstancias necesarias para ser beneficiado en Zumarraga, presentase a persona que cumpliese las condiciones solicitadas para ello, 2) documentos que acreditaban que, habiendo recurrido por dos veces Altuna ante altas instancias judiciales, por dos veces se le denegó lo por él solicitado, 3) una sobrecarta real de 6 de septiembre de 1580 que ordenaba a Lorenzo de Altuna renunciar a ese beneficio, 4) una sobrecarta del 11 de octubre de 1580 por la que se volvía a ordenar lo mismo a Altuna, amenazándole con que, de no hacerlo, se enviaría a persona que le hiciese cumplir lo ordenado, a su costa, 5) el documento de la renuncia de Altuna. Así pues, el beneficio seguía vacante, 6) el poder que el concejo de Zumarraga le había dado a Izurza para que pidiese al Obispo que nombrase a Juan Ibáñez de Echeverria como beneficiado.


En los días siguientes, el Obispo hizo saber a Izurza que estaba listo para hacer lo que se le pedía por Zumarraga, pero que estaba impedido para hacerlo por las Letras Apostólicas inhibitorias de la Santa Sede.


El 30 de julio siguiente, Izurza le pidió al Obispo que le diese copia o traslado de esas Letras Apostólicas para mostrarlas al Rey, a los Presidentes y a los Oidores del Consejo Real de Valladolid. Decidido a hacerlo, el Obispo manda al notario del Obispado, Juan de Garro, que diese ese traslado, pero el notario hizo saber que no lo podía hacer, pues no tenía los originales de esas Letras Apostólicas.


Izurza no se contentó con esto y pidió saber qué era lo que había pasado con esos fundamentales documentos, a lo que se contestó por el notario que los debía de tener en su poder Lorenzo de Altuna, y que por eso no podía dar el traslado solicitado.


Ante esto, Izurza pidió al Obispo de nuevo que nombrase a Juan Ibáñez de Echeverria, pero ante la falta de contestación del Obispo, lo que hizo Izurza fue pedir que se recibiese información para que, finalmente Ibáñez de Echeverria pudiese gozar definitivamente del beneficio, a lo que accedió el Obispo, siendo entonces el propio Izurza quien se ofreció para dar testimonio de la personalidad y antecedentes familiares del propio Ibáñez de Echeverria: quiénes eran sus padres, dónde y cómo nació, dónde fue bautizado, etc., etc., lo cual fue ordenado recoger por el propio Obispo el 22 de septiembre siguiente.


A continuación comparecieron ante el Obispo el propio candidato e Izurza, el primero dando cuenta de sus títulos y de la presentación que había efectuado de su persona el propio Señor de Lazcano, y el segundo para decir que el Rey y la Chancillería ordenaban que se le nombrase para el beneficio.


El Obispo, finalmente, dijo el 30 de septiembre de 1581 que admitía la presentación hecha por Lazcano, pero que no podía hacer más que lo que hasta entonces había hecho.


Mientras tanto, Lorenzo de Altuna, viendo que en última instancia el Obispado no iba a hacer nada que, finalmente, le destituyese del beneficio, se presentó al Consejo Real solicitando que dictaminase que el Obispo no debía de innovar sobre el asunto, y que si decidiese innovar se revocase dicha decisión, lo que logró del Consejo Real
. Con esa decisión en la mano, se presentó Lorenzo de Altuna ante el Obispo y éste pasó una provisión al notario del Obispado para que obedeciese y concediese lo solicitado por Altuna, y éste así lo hizo.

Lo que sabemos sobre este largo proceso culmina en 1582, siendo rector de Ibarra Lorenzo de Altuna. Pero no por estar desempeñando ese puesto se olvidó del beneficio de la iglesia zumarragatarra, puesto que ese mismo año pidió al Consejo Real que, estando el pleito en la Santa Sede, no se innovase en el Tribunal del Obispado de Pamplona, y que si se decidiese innovar en el Obispado, que por el Consejo Real se revocase esa novedad, tomando nota de todo ello el 13 de julio de 1582 el Obispo de Pamplona.

El pleito por los diezmos de las tierras nuevas (novalías)


Como ya sabemos, uno de los máximos deseos de los señores feudales, más tarde consolidados como simples nobles, fue el consolidamiento de unos ingresos seguros y saneados.


Por ello, ya desde fechas tempranas se fijaron en los ingresos que los pobladores de un determinado lugar pagaban a los clérigos. De ahí el ya conocido interés por lograr títulos que les acarreasen derechos de patronato sobre edificios religiosos (monasterios y templos parroquiales) y sobre las parroquias, en general. Con esos títulos vendrían a cobrar los derechos de  los diezmos, y quizás también algún otro tipo de impuesto que en principio estaba destinado a ser satisfecho a los eclesiásticos.


Tal y como hemos visto, una de las obligaciones que estableció Enrique II de Castilla a los pobladores de Zumarraga cuando concedió al Señor de Lazcano los privilegios sobre el monasterio de Zumarraga fue el que satisficiesen a dicho Señor todos los derechos que al propio monarca le correspondían en ese monasterio.


Pues bien, a partir de entonces, los zumarragatarras hubieron de contribuir con sus impuestos (sobre todo con los diezmos) al Señor de Lazcano.


Éste se aprovechó de ello, y lo hizo del mayor modo  que pudo: no sólo se hizo con los diezmos (sabemos ya que las rentas que por diezmos los zumarragatarras pagaban en un año podían llegar a los sesenta mil maravedíes), sino que hasta que no fue obligado por pleitos que ganaron los zumarragatarras, se encargó de poner  a un solo eclesiástico para servir a los feligreses, religioso al que pagaba por su trabajo, según parece, poco dinero.


Los diezmos en aquella época, como ya sabemos, consistían en la décima parte de las cosechas que lograban los pobladores, pero si para los perceptores de los diezmos era una décima parte “limpia”, para los labradores guipuzcoanos suponía mucho más que la décima parte del resultado final, pues era también, al menos, la décima parte de la mano de obra y frutos que habían de aplicar para recibir esa cosecha, trabajo y frutos que eran mayores que los que había que poner, para obtener el mismo resultado, en otras regiones de la monarquía castellana


El Señor de Lazcano intentó extender el derecho a percibir los diezmos sobre todas las tierras de Zumarraga, ya fuesen tierras muy  productivas o no productivas.


Por su parte, el clero del templo parroquial también deseaba quedarse con el mayor cupo de los diezmos posibles (intentando escatimarlo al patrón).


Evidentemente, los labradores que se decidían o no tenían más remedio que roturar y poner en cultivo tierras hasta entonces no productivas consumían muchos esfuerzos para poner en cultivo dichas tierras (lo que no sucedía con las tierras ya puestas en cultivo tradicional), por lo que se resistían a pagar diezmos sobre las nuevas tierras.


Resultado de todo ello es que, puestas en cultivo nuevas tierras, el 9 de julio de 1618 el vicario y los tres beneficiados existentes en esos momentos en el templo parroquial zumarragatarra
 interpusieron pleito ante el Tribunal del Obispado de Pamplona
. La razón última de esa demanda consistía en que algunos vecinos no les querían pagar los diezmos correspondientes a las novalías y roturas de los años que iban desde 1614 a 1617.


Ya desde el obispado, el 13 de julio siguiente se comunicó a los vecinos que no habían satisfecho esos impuestos que si no lo hacían serían castigados con la excomunión
, dejándoles no obstante la oportunidad de poder explicar el por qué de su actitud, concediéndoseles al efecto un plazo de seis días.


De Pamplona se comunicó esto a los propios caseríos, vía escribanos Domingo de Machain. y Juan de Aguirre
. Todos los caseríos a los que se comunicó la decisión del Tribunal del Obispado decidieron satisfacer las partes del diezmo que correspondían.


Enterado de todo esto, el 9 de noviembre de ese mismo año, Juan de Camús, procurador del Señor de Lazcano
, acudió al Tribunal del Obispado de Pamplona para señalar que los diezmos de las novalías correspondían a la Casa de Lazcano “de tiempo inmemorial a esta parte por privilegios apostólicos y de antes del concilio lateranense”, por lo que pidieron sobrecarta con declaratoria de 30 de octubre anterior. También señaló Camús que los Lazcano llevaban más de cuatrocientos años
 llevando diezmos, y que habiendo sido obtenido por el vicario y beneficiados de Zumarraga la anterior provisión para llevar esos diezmos de novalías, se anule lo efectuado por el Tribunal, y se le deje a él llevar esos mismos diezmos, pues no les correspondían a los clérigos zumarragatarras.


A todo esto, el vicario y los beneficiados de Zumarraga, viendo peligrar lo obtenido, pidieron  al tribunal sobrecarta de la provisión del 13 de julio anterior, suplicando que no se hiciese caso a lo dicho por los Lazcano.


El Tribunal decidió que no se les quitase a los clérigos los diezmos de las novalías, y que, por lo que se refería a los diezmos antiguos, de inmemorial cobranza por los Lazcano, que no se innovase, averiguando, en cualquier caso, cuáles y cuántas eran las novalías.


Aprovechando esto, y la forma de cultivo que había en Zumarraga, los clérigos intentaron demostrar que todo eran novalías, pues difícilmente se cultivaban las mismas tierras un número significativo de años seguidos, amenazando así el cobro de cualquier cantidad de diezmos por los Lazcano
.


Por supuesto, el procurador de los Lazcano dijo que sus representados eran patronos merelegos de la iglesia parroquial de Zumarraga desde hacía cientos de años, que habían presentado a los vicarios y a los beneficiados de ese templo parroquial y que, en Zumarraga, “la tierra es estéril y flaca que no puede dar frutos de continuo. Las heredades vienen a cansarse de dar frutos al cabo de cuatro años y es necesario romper otras tierras de nuevo y heredades antiguas descansadas”. Por ello, señalaba, esas tierras no eran novalías, sino campos subrogados en vez de los que se dejaban descansar, y si esto no se hiciera así, se acabarían las tierras y las heredades no darían frutos ni habría diezmos. “No sólo es flaca y estéril la tierra de los egidos y montes comunes y concejiles. También lo son las heredades particulares que tiene cada casa para sí (se estercolan más fácil por estar a mano), y por eso no se convierten en novalías”.


Además, señaló que el Señor de Lazcano y todos sus antepasados habían obtenido siempre dos terceras partes de los diezmos de las heredades próximas a las casas y también de las de los egidos y montes comunales “en virtud de concesiones y privilegios apostólicos por servicios hechos a la sede apostólica por los pasados del dicho don Felipe de antes del concilio lateranense...”


A partir de aquí comienza un largo proceso de declaraciones, de tomas de declaración a los testigos presentados por ambas partes, las cuales no añaden nada nuevo al tema. Si es importante hacer mención a que muchos testigos presentados por los clérigos zumarragatarras perjudicaron con sus testimonios al Señor de Lazcano, atribuyéndolo éste a los anteriores pleitos habidos por el problema de la patrimonialización de clérigos de Zumarraga.


Lamentablemente, el pleito está inconcluso, sin sentencia, en lo que se refiere a la propia documentación directa de este proceso, pero ello no obsta para que sepamos, por datos indirectos de siglos posteriores, que la solución del Tribunal se decantó por dar la razón a los clérigos zumarragatarras en contra del Señor de Lazcano
. Naturalmente, el Señor de Lazcano recurrió la sentencia.


Ello no obstante, y tal como podemos ver en el tema dedicado al Plan Beneficial, ese resultado provisionalmente favorable a los clérigos fue soslayado por la aprobación de una concordia entre el Señor de Lazcano y el personal religioso sirviente de la parroquia de Zumarraga de fecha 3 de agosto de 1621, y aprobada finalmente por una Real Cédula fechada el 12 de marzo de 1643
, la cual afectaba, fundamentalmente a las congruas y número de ministros
.

EL TRASLADO DEL TEMPLO PARROQUIAL DE ZUMARRAGA DESDE EL MONTE AL VALLE.

(De Santa María de Zumarraga, “La Antigua”
, a Santa María de la Asunción)

El proceso judicial para lograr el traslado


El 14 de octubre de 1576 se ponía fin en Zumarraga al largo contencioso mantenido entre los que deseaban la construcción de un nuevo templo parroquial en el valle, o al menos el traslado del templo parroquial de Santa María de Zumarraga del monte a las cercanías del río, y los que deseaban que continuase siendo el único templo parroquial existente en la población, situado en el mismo lugar donde se construyó, según decían ellos, desde tiempo inmemorial
.


Sin ningún tipo de dudas, éste ha sido el contencioso que más ha separado a los habitantes de esta población a través de su centenaria historia, pues dividió claramente y durante un buen número de años a las personas que en el siglo XVI habitaban la por entonces universidad de Zumarraga en dos bandos claramente diferenciados.


Las razones que expusieron ambos bandos en la defensa de sus intereses nos hablan de dos concepciones muy diferentes de la vida, de cómo debía evolucionar la población, de cómo se deseaba vivir, de quiénes contribuían con más impuestos al sostenimiento del culto y clero; en definitiva, de cómo era entonces  Zumarraga.


La razón última de dicho enfrentamiento dialéctico y ante los tribunales era el natural crecimiento de la población, el cual había llevado, como no podía ser de otra forma, a que se empezase a poblar el valle y, con los años, a que hubiese un buen número de personas residiendo más cerca del río, entre Kalebarren y Eizaga, y no en el monte, como los primeros pobladores de Zumarraga.


Pero, como suele suceder en ciertas ocasiones, esta razón última y primordial no se contemplaba directamente (como mucho indirectamente) entre los razonamientos llevados ante los altos tribunales eclesiásticos y civiles
, por los que eran partidarios de construir una parroquia en el valle y los que eran partidarios de dejarla en su primitiva localización.


Las razones de los Lazcano para estar en contra de la construcción de un nuevo templo parroquial en el valle o, en su caso, para el traslado del templo parroquial cerca del río, son rápidamente deducibles: ellos conservaban “el derecho de patronato” sobre el templo parroquial de Santa María, nombrando clérigos (controlando así, a través de ellos, mentalmente a la población), a la vez que recibiendo la mayor parte de los impuestos eclesiásticos fundamentales: los diezmos. Si se construía un nuevo templo parroquial, o se cambiaba de sede ese templo, se quedarían con unos derechos sobre un templo que ya no era el parroquial o que, al menos, no era la sede de la única parroquia, con lo cual muchas personas quedarían fuera de su influencia directa, en el templo de nueva construcción, además de que dejaría de recibir la parte correspondiente de las rentas decimales, así como dejaría de ostentar la influencia directa que ejercía a través del derecho “del patronato”, pues esas mismas personas que dejarían de estar dependientes del anterior templo parroquial pasarían a depender, eclesiásticamente hablando, de la nueva parroquia, no estando ya bajo el derecho “de patronato” de los Lazcano.


Las razones que expusieron los zumarragatarras anhelantes de la construcción de un nuevo templo parroquial en el valle o, en su caso, el traslado cerca del río del templo parroquial eran muy variadas: aunque parece ser que las primeras acciones destinadas a un traslado del templo parecen ser de 1560, o incluso de 1563
, ya el 23 de julio de 1565, los representantes de la tendencia que pedía el traslado del templo parroquial
 señalaban ante el Tribunal del Obispado que el templo estaba “en una sierra alta, aspera y apartada de todo poblado”,  y que en invierno por las malas condiciones meteorológicas, y en verano por el calor, había mucha gente (sobre todo las personas ancianas, las gestantes, etc.) que no podían ir a oír la misa, y que incluso habían fallecido personas que no habían recibido los sacramentos, o los habían tenido que recibir de una parroquia extraña como era la de Urretxu por la lejanía y malos accesos que había hasta la parroquia propia y la no llegada a tiempo de sus clérigos a las casas del valle
, además de porque no era un camino muy seguro, pues había perros de caserío que les molestaban, e incluso lobos, a lo que había que añadir que cuando el vicario acudía con el sacramento de la eucaristía a algún caserío para un enfermo, además de ir poco y mal acompañado, se veía en peligro de ser atacado por los perros, todo lo cual provocaba que algunas personas se marchasen a vivir a otras poblaciones con menos problemas en materia de templos religiosos.


Señalaban los suplicantes que el lugar conveniente para la ubicación del templo parroquial trasladado, o la construcción de uno nuevo, además del anterior, sería “el campo y llano que estaba entre el barrio de Nicolalde y Uegon, entre el camino que yba de Çufiaur a Yzaga”
(sic).


Vistas estas argumentaciones, el Vicario General concedió un plazo de quince días para que fuesen respondidas por los interesados en el asunto, pero antes incluso de que se respondiese a sus alegaciones los suplicantes del traslado de la parroquia añadieron una nueva petición: que las rentas a satisfacer en el nuevo templo parroquial fuesen desmembradas de las que anteriormente se pagaban, en la antigua parroquia, al Señor de Lazcano. 


El representante del Señor de Lazcano alegó que Santa María de Zumarraga estaba más en el centro del término municipal de la población (no había que fijarse solamente en las casas del valle, y sí más en la población residente en caseríos, que era la mayoría de Zumarraga), que esa mayoría de zumarragatarras (más de tres cuartas partes) no deseaban el cambio, y que, si había de construirse una nueva parroquia, no se bajasen los diezmos a ella
. Además, y cuidándose muy mucho de no perder ninguna  cantidad económica, señalaba que, por una sentencia anterior, se había ordenado que una tercera parte de los diezmos fuesen a parar al vicario y beneficiados; pues bien, en caso de que se trasladase al valle el templo parroquial, o se crease allí uno nuevo, la parte a pagar a los clérigos destinados en esa nueva parroquia saliese de la tercera parte de los diezmos que recibían los clérigos de la antigua parroquia, no de su parte de los diezmos.


Al Señor de Lazcano se unieron los zumarragatarras contrarios al traslado
 diciendo que los que pedían ese cambio sólo lo hacían “viciosamente (...) y más por introducir pleitos entre los vecinos (...) que por necesidad”, pues el templo de Santa María llevaba ya mucho tiempo construido en un lugar idóneo para una población dispersa en caseríos, e incluso llegaban a decir que estaba más cerca el templo de los que pedían el traslado que de algunos caseríos que no solicitaban ese cambio de situación, señalando también que los propugnantes del cambio “deseaban estar a placer y llevar la iglesia a su puerta”, además de que apenas pagaban diezmos y primicias a dicha iglesia por su modo de vida, si se comparaba con los habitantes de los caseríos.


También alegaban los detractores del cambio que, si se accedía a la construcción de una nueva parroquia, con el tiempo se separarían las parroquias de los padres y de los hijos, y por ello podían suscitarse problemas, fundamentalmente por los enterramientos, pues muchas personas, aún siendo de nueva parroquia, querrían, a buen seguro, que se les enterrase en la antigua, junto a sus mayores y antepasados. Llamaban además a los defensores del cambio “gente de huelga y plaza” (haciendo así alusión a una pretendida comodidad), señalando también que, en el fondo, lo que deseaban era poner las condiciones para que incluso las personas de los caseríos bajasen al valle, destruyendo así, sibilinamente, el modo de vida de los primeros pobladores de Zumarraga, en el monte, que era en definitiva más austero, para acercarlos al modo de vida de los pobladores del valle, más alegre y casquivano, lo cual haría que se empeoraran las costumbres (dándose a comer y a beber con más fruición, lo que conllevaba más pecado y vicio, lo cual, aseguraban, llevaría a una disminución de las rentas a pagar a la iglesia, empeorando ésta su estado).


Ante tal cúmulo de asertos, los defensores del cambio propugnaban que no eran minoría, y que las gentes de los caseríos trabajaban en exceso en la labranza, tanto que se quedaban incluso sin oír misa, y que estando el templo en mejor lugar y de más fácil acceso, podría mucha gente oír misa todos los días, y no como hasta entonces, una vez a la semana. Respecto a los diezmos, argumentaban que si se bajaba el templo al valle, no se aplicasen los diezmos al Señor de Lazcano, por así propugnarlo el recién celebrado Concilio de Trento
, aplicándolos a los nuevos clérigos que en el valle sirviesen.


Vistas las razones expuestas por las partes, el Vicario General declaró acabado el periodo de alegaciones.


Antes de que se pudiese dictar una sentencia, el Señor de Lazcano, pensando quizás que la solución al pleito iba a ir en contra de sus intereses
, pues, por una parte, los habitantes de Zumarraga negaban que él tuviese derecho de patronato, y, por otra, estaba excomulgado por el Obispo, pidió que el pleito no se decidiese en ningún tribunal eclesiástico, sino por el Consejo del Rey, pues seguramente intuía que esta instancia podía ser más abierta a sostener sus intereses, que en definitiva eran los de un noble de gran importancia en el conjunto de la monarquía. A pesar de que Zumarraga era contraria a que el proceso saliese del tribunal eclesiástico, el Rey concedió por Real Cédula que fuese despachado el litigio en el Consejo Real. 


Una vez en esta nueva instancia, se oyeron nuevamente los argumentos de las partes. 


Los procuradores de la parte que deseaba el traslado o creación de una nueva parroquia añadieron, a lo anteriormente expuesto, que representaban a los vecinos más ricos y deseosos de servir a Dios, y que estando el templo en el monte, muchas personas se quedaban en el valle, sin oír misa y dedicándose a menesteres más prosaicos. Señalaban, además, que cuando el cardenal Pacheco, a la sazón Obispo de Pamplona, visitó el templo parroquial, se quejó de lo lejos que estaba, y que por esa razón no se hacían desde entonces Santas Visitas
 al templo, añadiendo que, incluso, había beneficiados que no servían bien, pues tenían su residencia lejos y quedaba sólo el vicario para la administración de las labores de la parroquia.


Los procuradores de la parte que no deseaba innovar siguieron repitiendo argumentos: que el templo parroquial se construyó allí por los primeros pobladores, junto a ellos, y que los que deseaban el cambio sólo pretendían tener la parroquia a su lado para controlar los diezmos y primicias, usurpándolos finalmente (cuando sobre todo diezmaban los habitantes de los caseríos).


El procurador del Señor de Lazcano, por su parte, señaló igualmente que los anhelantes de bajar el templo querían apropiarse de sus diezmos, y que el Obispo quería hacer una nueva parroquia para controlarla
 .


Concluyeron así las alegaciones de las partes en esta instancia. De todas formas, antes de dictar sentencia, el Consejo Real pidió su parecer el Obispo, quien era miembro, a su vez, del propio Consejo, aduciendo el prelado que la iglesia de Santa María de Zumarraga tenía buenos muros, pero que estaba muy alejada de la mayor parte de la población, ocasionándose por ellos los problemas que ya hemos visto. Añadió que si quedaba como templo parroquial Santa María de Zumarraga, y se creaba una ermita en el valle, o se creaba un nuevo templo parroquial en él, la mayor parte de las personas acudirían al valle a oír misa, quedando la primera iglesia matriz muy perjudicada, pero que si se trasladaba el templo parroquial se conseguiría una óptima situación para el vicario y los beneficiados, además de para la mayor parte de la población, señalando finalmente que la iglesia de Zumarraga había perdido mucho dinero por causa de ese proceso.


El Consejo Real emitió sentencia el 29 de enero de 1573. Por ella, se ordenaba al Obispo que trasladase el templo parroquial al lugar más cómodo, y que si veía algún tipo de inconveniente para ello, que lo comunicase al Consejo para que Éste eliminase rápidamente las dificultades que hubiere.


Naturalmente los perjudicados con la sentencia no estuvieron con ella de acuerdo, y alegaron que el templo parroquial llevaba en su primitivo lugar los ya consabidos 500 ó 600 años
, desde el principio del poblamiento en Zumarraga, que allí estaban sepultados los fundadores, y  que podía hacerse un templo parroquial en el valle, pero sin bajar el de arriba, pues ellos representaban a los fundadores
, señalando finalmente que la sentencia había sido condicionada por el parecer del Obispo, al que acusaban de parcialidad.


El Señor de Lazcano pidió que no se ejecutase esa sentencia, pues los que habían provocado el proceso eran pocos y no principales. La mayoría y los más influyentes vecinos vivían cerca del templo de Santa María de Zumarraga. También añadió que el poblamiento en caseríos era muy dispar, y que su centro estaba donde siempre había estado (cerca del templo). Por fin, señalaba que habían usado falsos argumentos los partidarios del cambio, pues la gente podía ir tranquilamente a misa al templo, que sólo iban al templo parroquial de Urretxu los que vivían cerca de esa villa, y que si no se trasladaba la parroquia no había problemas en varios aspectos, dejando a salvo su derecho de patronato. Pedía, por fin, que si se trasladaba el templo parroquial, quedase a salvo su derecho de patronato sobre la nueva parroquia.


Tanto las alegaciones de los vecinos que no deseaban el cambio como las expuestas por el Señor de Lazcano fueron presentadas a los vecinos que deseaban el cambio. Ante ellas, los defensores del traslado señalaron que no se estaba discutiendo el derecho de patronato, sino la traslación física del templo parroquial, y que no deseaban eliminar el derecho de patronato sobre la parroquia.


La sentencia definitiva llegó con el auto de revista del 22 de mayo de 1574: el Consejo Real  sentenció que “el Obispo don Diego Ramírez
 hiciese hacer la traslación de la iglesia parroquial...” (sic) al sitio que más le acomodase, sin perjuicio del derecho de patronato del Señor de Lazcano.


Esa sentencia satisfizo a los que deseaban el traslado de la parroquia, dejó al Señor de Lazcano igual que antes lo estaba, pues quedó totalmente a salvo su derecho de patronato, no contentó, con toda seguridad, al Obispo de Pamplona, pues seguía sin controlar directamente el templo parroquial por la persistencia de ese patronato, y, por fin, hubo de molestar en grado sumo a los que deseaban que no se innovase en lo concerniente al templo parroquial.

El propio traslado

Naturalmente, los ganadores del pleito solicitaron que se extendiese por el Consejo Real carta ejecutoria de lo acordado en sentencia, recibiendo dicho instrumento jurídico el 7 de junio de 1574
.


Con ella acudieron hasta donde el nuevo Obispo, Antonio Manrique y Valencia, en septiembre de 1575 y le solicitaron procediese a realizar el traslado del templo. En esos momentos el Obispo les respondió que estaba muy ocupado reformando el obispado, y que más tarde acudiría a realizar esa labor
.


Tan sólo, el Obispo nombró en ese primer momento como Juez Comisionado a Lope de Alquiza, quien se desplazó a Zumarraga en un primer momento para ver el lugar donde podría instalarse el nuevo templo, y se valió principalmente para ello del maestro perito de Segura Domingo de Arestiburu.


Eligieron, siempre provisionalmente y aún en el mismo año 1575,  el paraje y las dos casas de Domingo de Leturia, con sus huertos y manzanales, para una primera y provisional ubicación del templo parroquial


Por verificar cuanto antes la traslación del templo, el 19 de abril de 1576 empezaron a deshacer las dependencias de las dos casas, haciendo así una única pieza “que sirviese de iglesia prestada”
. Por supuesto, allí se trasladaron las campanas, los altares y demás elementos principales del antiguo templo parroquial.


 Por fin, el propio Obispo se desplazó a Urretxu y Zumarraga el 13 de octubre de 1576. Una vez sobre el terreno, mando a su Consultor de Cámara, el Licenciado Peña, que visitase personalmente los lugares sobre los cuales se podía asentar el nuevo y definitivo templo, además de ver las diferentes barriadas de caseríos, para tomar la mejor de las soluciones. Tras esa visita ocular, en la que estuvo acompañado de partidarios y detractores del traslado, se llegó a la conclusión de que había tres lugares que podían ser idóneos, pero faltaba definir completamente el lugar más adecuado
. Para ello, entre los días 13 y 14 de octubre, consultó a tres habitantes de la universidad
 (los dos primeros favorables al traslado del templo, no así el último de ellos), así como a otros tres vecinos de Urretxu, quienes acudieron hasta donde el Licenciado Peña en calidad de testigos.


De los seis testigos, cinco propugnaron como el mejor lugar las ya consabidas casas del zapatero Leturia, cerca del arroyo Huegon, y uno de ellos en las casas del anterior vicario (ninguno optó por construirlo en el lugar preferido por el anterior Obispo). Finalmente ordenó el Obispo que se levantase el templo en las casas del zapatero Leturia, sitas en las cercanías del camino real y del arroyo Huegon
, “devaxo de la mesma vocacion”
 (sic).


A continuación, se reconocieron las casas del zapatero Leturia, llegando a la conclusión de que eran aptas para su nuevo cometido. Acto seguido, se decidió “expropiar” las casas y los terrenos juntos a ellas, tasándolas en ochocientos ducados, a pagar de los bienes y rentas de la parroquia (a razón de ciento cincuenta por año hasta agotar la deuda), salvando los derechos de los Lazcano.


Trasladado el Obispo al interior de las casas, las bendijo, poniendo por nombre al templo el de Santa María “de la qual bocacion mando de oy mas se llamase”
 (sic). A continuación mandó al bachiller Martín de Altuna, el vicario de Zumarraga, que trasladase allí el Santísimo Sacramento desde la antigua parroquia “con la decencia y solemnidad que conviene con todas las reliquias que en ella hubiere a la dicha iglesia de Sancta Maria avaxo” (sic), declarando a ésta como nuevo templo parroquial, a la cual habían de acudir todos con sus diezmos y derechos, como anteriormente acudían a Santa María de Zumarraga, recibiendo en el nuevo templo los divinos oficios, los sacramentos y los enterramientos. Extinguió a continuación todos los derechos de “Santa María de arriba” trasladándolos a “Santa María de abaxo”, mandando que Santa María de arriba ya no fuese tenida como parroquia, y relevando al vicario y beneficiados de su servicio en ella para ubicarlos en Santa María de abajo, declarando finalmente que la iglesia matriz fuese desde entonces en adelante la del valle (se situaba todo en esta última, incluso las capellanías, memorias de misas, etc., etc.), se hizo descender la pila bautismal, imágenes, ornamentos y campanas, en definitiva, todo.


Finalmente, y tras bajar el Santísimo Sacramento el vicario, lo recibió el Obispo, lo tomó en sus propias manos y lo llevó al nuevo templo de Santa María, poniéndolo en el altar principal y finalmente, dirigiendo unas palabras a las autoridades civiles y religiosas allí congregadas, dio por finalizado el traslado.


Había nacido un templo parroquial. Había muerto el templo parroquial de Santa María de Zumarraga, que pasó a ser popularmente conocida como “la ermita de la Antigua”, totalmente despojada de su anterior importancia.

ALGUNOS ASPECTOS DE LA CONSTRUCCION DEL TEMPLO PARROQUIAL DE SANTA MARÍA DE LA ASUNCIÓN


Tal y como hemos visto, la sentencia promulgada por el Consejo Real el 22 de mayo de 1574 ordenaba que se hiciese la traslación del templo parroquial al valle.


Con el desplazamiento a Zumarraga del Obispo Antonio Manrique el 13 de octubre de 1576, y la elección y bendición del lugar donde había de construirse el nuevo templo, los partidarios de la traslación del templo parroquial al valle habían cerrado con éxito esta delicada cuestión.


A partir de entonces, quedaban nuevos retos y nuevos trabajos, y uno de los principales era, sin ningún tipo de dudas, la contratación de las obras de construcción del templo parroquial de Santa María de la Asunción. Más tarde le seguirían otros muchos problemas, como veremos más adelante. Por lo demás, y hasta que este nuevo templo parroquial fuese totalmente apto para que en él se pudiesen celebrar en su interior todos los actos religiosos en las más idóneas condiciones, los clérigos y la feligresía de Zumarraga se vieron abocados a la utilización de un templo parroquial provisional, conocido en las fuentes como “la iglesia prestada”.

LA “IGLESIA PRESTADA”


Con este nombre hemos de designar, en sus diversas fases, al templo parroquial que estuvo en funciones desde octubre de 1576 hasta que, en los años 1625 y 1626, se trasladaron partes esenciales de su mobiliario (retablos, púlpito
, etc.), visto el mal estado de conservación que ofrecía el edificio y la posibilidad de que pudiese usarse el nuevo templo parroquial, aunque fuese en precario.


Ya en 1577, en el contrato realizado para la construcción del posterior templo de Santa María de la Asunción, el Obispo se cuidó de hacer referencia a esta “iglesia prestada”, señalando que los dos templos se habían de hacer, tal y como veremos más adelante,  de forma que asegurasen un buen asentamiento sobre el terreno, además de que pudiesen cumplir con las obligaciones religiosas y espirituales exigibles a todo templo parroquial.


En lo relativo a la ubicación física de esta “iglesia prestada”, se encontraba en el mismo solar sobre el que poco a poco se iría levantando el futuro templo parroquial, si bien no ocupaba todo el lugar destinado al futuro templo, sino una pequeña parte
.


Fue construida sobre las dos casas que se compraron al zapatero Domingo de Leturia
, siendo los materiales que se emplearon para su construcción pobres, lo que indicaba a las claras su precariedad
.


El hecho de ser construido el templo en el lugar que ocupaban esas casas de Leturia implicó que fuera un templo pequeño. Comprobadas las pequeñas dimensiones del  templo en el que iban a pasar un número importante de años, meses más tarde de que se firmase el contrato para la construcción del templo parroquial, los zumarragatarras solicitaron del Obispo, y antes de que fuera demasiado tarde para los trabajos de construcción de ese templo provisional, que fuese lo suficientemente grande como para dar cabida a toda la población que lo pudiese necesitar, suplicando, a su vez, que fuese al menos como el anterior templo parroquial, pues pensaban trasladar a él las sepulturas que había en dicho anterior templo.


A pesar del apoyo del Obispo a esa petición, no se vieron contentados los zumarragatarras, pues a través de los años observamos diversas quejas a propósito de las reducidas dimensiones de esa “iglesia prestada”. Buena prueba de ello es que aquella primitiva pretensión de poder albergar en su seno las antiguas sepulturas efectuadas en “la Antigua” no pudo llevarse a cabo por la flagrante falta de infraestructuras, y que incluso para poder efectuar los enterramientos de las personas que fallecieron a partir de octubre de 1576 se hubo de recurrir a seguir haciéndolos, en calidad de depósito, en la anterior sede del templo parroquial, al menos hasta bien entrado el año 1581
.

A pesar de todas las circunstancias adversas: reducido espacio, pobreza de materiales, etc., esta sede provisional del templo parroquial fue rápidamente asumida como tal desde el mismo momento en que fue consagrada por el Obispo, al menos en lo concerniente a los oficios y ritos que, físicamente, pudieran realizarse en ella. Es ejemplo de ello el que ya en fecha tan temprana como el 16 de octubre de 1576 se empezó a usar para realizar bautizos
. 

LA CONTRATACIÓN DE SANTURU DE ARIZTI Y SAN JUAN DE ALTUNA


La elección de los maestros constructores de los dos templos y su contratación volvió a enfrentar de forma grave, nuevamente, a los pobladores zumarragatarras, ocasionando nuevos pleitos
.


Pero vayamos por partes y procedamos a examinar lo sucedido para que pudiese ser firmado el contrato definitivo de construcción del templo parroquial
, fechado el 18 de abril de 1577.


En primer lugar, los administradores de la iglesia parroquial
 pidieron que se hiciesen varios proyectos a San Juan de Altuna y Santuru de Arizti
, maestros constructores de Villarreal de Urrechua. Una vez realizados, el vicario y el Alcalde, convenientemente autorizado este por parte de la totalidad del concejo para actuar en su nombre, se dirigieron a Pamplona, hasta donde estaba el Obispo, con el objetivo de conseguir la necesaria autorización para firmar el contrato y poder comenzar, seguidamente, las obras. Una vez en esta ciudad, habiendo sido examinados los proyectos por el titular de la diócesis y sus asesores técnicos, escogieron el que consideraron más adecuado, firmándolo todos los allí presentes. Posteriormente, el Obispo y sus asesores modificaron las condiciones con las que se había de realizar el trabajo, estando pues lista la obra para ser rematada por los antedichos maestros constructores, con la unanimidad de todas las partes
.


El 17 de marzo de 1577, antes de hacer el remate, en el momento en que el Obispo daba licencia al vicario, Alcalde, Regidor y Mayordomo para que efectuasen el contrato con los maestros constructores, introdujo unas condiciones muy meticulosas que se habían de seguir inexorablemente
. Además de esas condiciones, advirtió que el templo parroquial se había de hacer en el lugar donde él mismo lo había señalado anteriormente, que los maestros constructores fuesen San Juan de Altuna y Santuru de Arizti, y que se siguiese el proyecto por él firmado y con las condiciones anteriormente expuestas.


En ese mismo momento, también dio licencia el Obispo para que se pudiesen gastar de las primicias y rentas de la iglesia de Zumarraga todas las cantidades necesarias para la construcción del templo, e igualmente quiso ser previsor y, por ello, aconsejó a los representantes zumarragatarras que pidiesen todas las fianzas  y fiadores que fuesen necesarias a los maestros constructores para que éstos hiciesen hasta el final el trabajo encomendado
.


Por fin, y antes de dejarles total libertad para contratar las obras, les dio instrucciones para que, una vez que se realizase la escritura del contrato, se le enviase rápidamente, pues de estar conforme, él mismo lo habría de ratificar, quedando el original en su poder para salvaguardar en todo momento que los trabajos seguirían un ritmo adecuado y que no hubiese ningún tipo de problemas en lo sucesivo.


Así pues, con estas condiciones procedieron los representantes civiles y eclesiásticos de los zumarragatarras a contratar con San Juan de Altuna y con Santuru de Arizti las obras de construcción del templo.


Los capítulos más interesantes del contrato eran los siguientes: 


Además de las condiciones impuestas por el Obispo, se les señaló a los constructores que podrían coger de los montes la lezna necesaria para las caleras, pero pagando por ella el precio que estimasen dos peritos (uno señalado por los constructores y el otro por el concejo). Las aulagas de los egidos las podrían coger y usar libremente, sin necesidad alguna de pago.


Como hemos podido adivinar de las condiciones señaladas por el Obispo para el total pago de las obras, en el contrato se obligaron todos los bienes propios y rentas de la iglesia.


Los maestros constructores, viendo las condiciones impuestas por los propios zumarragatarras y por el Obispo, las aceptaron, y señalaron que, si podían hacer anualmente más de los 60 estados a que se les obligaban, lo harían. Señalaron como fiadores a ocho personas
, quienes aceptaron esa responsabilidad tras comprobar el proyecto de las obras y su condicionado, obligándose no sólo para el periodo de ejecución de las obras (durante el cual se subsanaría cualquier defecto), sino incluso para el periodo de garantía de los susodichos doce años.


Por supuesto, todos los intervinientes en el contrato lo firmaron, incluidos los fiadores.


Más tarde, habiendo sido enviado a Pamplona, al obispado, fue confirmado y aprobado por el Obispo, Antonio Manrique, el 7 de mayo de 1577, tras haber comprobado que en él se recogían todas las condiciones impuestas.


Finalmente, y elevado a escritura formal, fue recogido en el Obispado de Pamplona el 7 de marzo de 1580, quedándose definitivamente allí para su salvaguarda futura.


Pero como veremos a continuación, no todo estaba solucionado con la formalización de este contrato.


Efectivamente, sólo habían transcurrido un corto número de días desde la celebración del contrato
 cuando el 29 de ese mismo mes un gran número de zumarragatarras, descontentos con  ese acto, decidieron unirse para intentar que se suspendiesen sus efectos. Para ello nombraron representantes, y éstos
, el 4 de mayo siguiente, dieron carta de poder a los procuradores Martín de Berrio Beltrán de Linzoain y Sebastián de Landa para que actuasen ante el Tribunal del Obispado de Pamplona, y a Juan de Gamiz, para que, si fuese necesario, actuase ante el Tribunal Metropolitano de Burgos
, todo ello con la finalidad de intentar paralizar las consecuencias del contrato pues, según ellos, se había efectuado sin “almonedas ni otras solemnidades necesarias para el remate”
. Su objetivo final era el llegar a un remate de las obras que hiciese firmar un contrato con todas las condiciones y garantías legalmente exigibles.


A esta postura ayudó la posición que tomó el mayordomo eclesiástico, quien también se mostró en contra del contrato firmado (recordemos que antes de firmar dicho documento, también tuvo una postura contraria). Muy pocos días después de esa firma, emitió un informe en el que señalaba que la iglesia de Zumarraga saldría perjudicada con la obra tal y como ésta había sido contratada pues, según él, “para que la dicha obra se aga como deve es necesario que toda la iglesia sea de piedra de parte de fuera de silleria, que es de piedra picada, y de parte de dentro de mamposteria, sin que haya en ella obra de ladrillo, y la condición de la tierra no sufre otra cosa para que la dicha iglesia sea de durar y provecho, y cerca de ella ay comodidad de piedras y materiales”
. Seguía señalando el mayordomo que era necesario sacar la obra nuevamente a subasta y que ésta se hiciese bien, adjudicándose a canteros la cantería, a carpinteros la carpintería, a yeseros la yesería... Por fin, señalaba que no se contratasen las obras con Altuna y Arizti, pues éstos eran veedores de las obras de las iglesias del obispado, y que sólo treinta de los más de doscientos vecinos que había en Zumarraga apoyaban el contrato ya efectuado.


No se quedaron aquí los vecinos que se oponían al contrato y al modo de hacer las obras ya estipulado en ese importante documento, puesto que señalaban que había piedra de sillería para hacer el templo parroquial a legua y media, y que si se hacía de ladrillo, como se había puesto en el contrato, saldría mal, pues esta era una tierra de mucho aire y tempestades en invierno. Además, insistieron en que la adjudicación de las obras se hizo de forma directa, sin haberse presentado a dicha adjudicación más maestros canteros, suplicando que, por ello, se hiciese nuevamente el remate (en este punto señalaban que la iglesia de Villarreal estaba hecha de cal y canto)


Ante  el informe del mayordomo y la solicitud de los vecinos contrarios al contrato, Sancho de Berrobi, el procurador del vicario Martín de Altuna ante el tribunal del Obispado, pidió que no se tuviesen en cuenta esos escritos, que se impusiera perpetuo silencio a los causantes de ellos y que Santuru de Arizti y San Joan de Altuna siguiesen con las labores encomendadas. Las razones que alegaba para pedir esto el procurador del vicario consistían en que los contrarios a que no se actuase según el contrato no eran parte suficiente para pedirlo, pues sólo diez de ellos eran vecinos
, y de éstos, algunos habían anteriormente dado su poder al Alcalde Juan Martínez de Zabalo para que contratase las obras con Altuna y Arizti, siendo posteriormente convencidos por los contrarios a esa contratación.


El vicario siguió alegando, por medio del procurador Berrobi, que se había actuado con suma diligencia a la hora de contratar las obras por expreso mandato del Obispo, pues éste y los responsables zumarragatarras pretendían que nadie se inmiscuyese en la construcción del templo 
, y que en cualquier caso, y para demostrar que se había actuado con eficiencia, se habían hecho varias trazas
, y tan sólo después de ser cuidadosamente examinadas por el Obispo y sus técnicos se había escogido la mejor de ellas, siendo puntillosamente condicionado por el Obispo el contrato. Respecto a las cuestiones más técnicas que se le reprochaban al contrato, señalaba que, si se ponía la totalidad de la piedra exterior de sillería, se gastarían más de diez mil ducados más de los previstos, pues las canteras estaban lejanas, y además se retrasaría la obra unos treinta años, pues el costo que supondría la piedra de sillería no podría pagarse en poco tiempo. Por fin, señalaba que no era necesario rematar nuevamente la obra (ponerla a candela especial), pues tampoco se había procedido así ni en San Sebastián, ni en Hernani, Tolosa, Segura, Gabiria, Ezkio, Azpeitia, Regil, ni en otras muchas más poblaciones, y que en ningún caso Zumarraga era especial  ni distinto a esos lugares.


Examinadas todas estas apreciaciones, el Obispo señaló el 11 de mayo de 1577 que se recibiese una mayor información de todo lo sucedido hasta entonces.


Así las cosas, y con ánimo de que no se retrasasen más las obras, el 17 de mayo siguiente el Alcalde y el Regidor informaron al Obispo que en la sesión celebrada por el común del concejo el 10 de marzo anterior se había acordado hacer el contrato y las condiciones impuestas por ellos como más tarde se hizo en realidad, y que ellos estaban conformes con lo que se había hecho y que, por supuesto, así lo habían presentado al Obispo, quien lo aprobó y remató todo poniendo también las condiciones que ya conocemos.


 Ese mismo día, y con la intención de que no se retrasasen más las obras, se presentó al Obispo Manrique en Estella la petición del vicario para que se hiciesen pronto las obras de la nueva iglesia, “pues la iglesia prestada era pequeña”
.


La solución a este pleito vino el 14 de agosto de ese mismo año, cuando el Tribunal del Obispado sentenció a favor del Alcalde, Regidor y Vicario y en contra de los litigantes. Tan sólo se añadió una nueva condición por el Obispado: que se hiciese la obra como ya estaba acordado hasta el lugar donde se había de asentar el campanario, sin que se pasase adelante, y que entonces se revisasen nuevamente las obras por maestros peritos y se decidiese si la torre debía ser realizada en piedra o ladrillo. Por fin, se ordenó que se dijese al mayordomo y vecinos litigantes que no siguiesen con su oposición.


Los opositores al contrato no hicieron caso y apelaron al Tribunal del Obispado, quien definitivamente les condenó el 23 de agosto siguiente a que guardasen perpetuo silencio y obedeciesen ese mandato.

Las obras en sí comenzaron poco después. En 1578 ya habían comenzado a sacarse los cimientos
. 

Ello no obstante, las obras de construcción de este templo fueron unos trabajos que contaron con problemas desde los primeros años, pues en 1583 ya se pleiteó por el mayordomo Viciola con el constructor Arizti, pues los trabajos estaban suspendidos. Pero sólo bastó que se presentase esa demanda para que, a los pocos días, ya se hubiese llegado a un acuerdo entre las partes para continuar con las obras
.

LA MUERTE DE LOS PRIMEROS CONTRUCTORES: LA CONTRATACIÓN DE JUAN DE AGUIRRE


A finales del siglo XVI, apenas veinte años después de contratadas las obras de construcción del templo parroquial, las obras sufrieron un parón importante: a la muerte del maestro San Juan de Altuna, acaecida en la década de los años 80, siguió, en 1591 la muerte de Santuru de Arizti.


A partir de ahí, el hijo de este último, Juan de Arizti, creyéndose con derecho a continuar con las obras de construcción, pues no en vano se decía sucesor de los derechos y de las obligaciones de su difunto padre, pretendió continuar con las obras de la construcción.


Nadie le apoyó en esta pretensión. Todas y cada una de las partes que habían intervenido en el contrato de 1577: el Alcalde de Zumarraga al frente del regimiento municipal, el vicario de la parroquia, sus beneficiados, el mayordomo e, incluso, los fiadores que se comprometieron con San Juan de Altuna y Santuru de Arizti intentaron convencer a Juan de Arizti para que dejase la obra, pues no le juzgaban con la suficiente pericia para ello, pero Arizti no cejó en su empeño y fue llevado a juicio ante el Tribunal del Obispado de Pamplona.


Una vez en esta instancia, y para mantener los opositores sus objeciones sobre Arizti, sostuvieron ante el tribunal que, con la muerte de los primeros maestros constructores, lo que había sucedido, según su versión,  es que se había rescindido el contrato, y que podían conceder la construcción de las obras a otro maestro con la suficiente pericia, todo ello con licencia del Obispo.


El Vicario General, entendiendo perfectamente las razones alegadas por los zumarragatarras, les dio la razón en la sentencia del procesó, ordenando que se liquidasen los trabajos realizados por Juan de Arizti, y dejando libres de toda responsabilidad a los fiadores de los primeros contratistas. Corría el mes de junio de 1592 y los zumarragatarras, tras pagar las obras efectuadas por Juan de Arizti, estaban libres para contratar a un nuevo maestro con la necesaria pericia
.


Estuvieron las obras paralizadas durante algunos años cuando acudió a presentar un nuevo proyecto el ya conocido maestro cantero Juan de Aguirre, natural de Zumarraga y vecino en aquella época de Miranda de Ebro. Visto el proyecto presentado, y juzgándole con la suficiente pericia, los representantes de los zumarragatarras acordaron darle su total apoyo para que se le contratara por el Obispado.


Pero antes de que ocurriese ese fundamental paso, los representantes de Zumarraga, habiendo consultado el tamaño de las obras con otros maestros constructores, decidieron que había de hacerse una iglesia más pequeña que la que proyectaron San Juan de Altuna y Santuru de Arizti pues, según habían puesto de manifiesto los expertos consultados, “habian hallado que si la dicha hobra se quisiese de hacer conforme a la traza que estaba dada para su hedificio, seria nunca acabada por su grandisima costa...”
 (sic). 


Juan de Aguirre entendió perfectamente las razones que se le expusieron, y por ello presentó un proyecto adecuado a lo que se le exigía, lo cual conllevaba una mayor rapidez en la construcción, a la vez que una mayor economía en sus costos.


Aceptado que fue, decidieron darle todo su apoyo y delegaron el 7 de enero de 1596 en el mayordomo de la iglesia parroquial, Domingo de Altuna, para que fuese al obispado a comparecer ante el Vicario General con esta última traza, con la intención de obtener de él tanto su aprobación para el maestro como para el nuevo proyecto.


Pero no todo iba a ser tan fácil para los zumarragatarras.


El 1 de febrero siguiente, Juan de Machain, maestro cantero de Villarreal, además de pedir que no se hiciesen las obras según la nueva traza presentada por Aguirre, solicitó a los peritos del obispado que visitasen ocularmente el estado de las obras, aconsejando, en cualquier caso, que éstas se hiciesen según el proyecto original, pues lo contrario supondría el hacer un templo parroquial muy pequeño, perdiéndose más de la mitad del espacio del edificio que se había proyectado en un principio, hipotecándose así el futuro de la feligresía zumarragatarra. También alegaba Machain que la comunidad eclesiástica zumarragatarra tenía bastante dinero
 para seguir con las obras proyectadas originalmente, aseverando también que, si se modificaba el proyecto en la forma en que se solicitaba, se habría echado ya a perder bastante dinero, pues según una tasación de las obras realizada en agosto de 1592, se habían gastado ya en sus trabajos más de 4.000 ducados.


Ante todo esto, los representantes de los zumarragatarras y del propio Juan de Aguirre reaccionaron, por una parte, otorgando escritura provisional
 de contrato con Juan de Aguirre el 5 de febrero de 1596
, y por otra parte solicitando del Obispado, el 15 de febrero siguiente, que no se hiciese caso de lo comunicado por Machain, de quien dijeron que no tenía la categoría de maestro cantero pues, según ellos, era un albañil.


Juan de Machain no se dio por rendido. El 24 de febrero de ese año insistió en que se viese ocularmente la obra de la iglesia y prometió que, si se deseaba seguir dando la razón al vicario, beneficiados y oficiales del concejo, él se comprometía a realizar esas obras en 20 años cobrando 1.000 ducados menos de los que se pagasen a Aguirre, y poniendo, además, una fianza de 6.000 ducados.


El 5 de marzo de 1596, el procurador de los eclesiásticos y concejales de Zumarraga pidió al obispado que no se tuviese en consideración lo prometido por Machain, pues no era oficial perito en el arte de la cantería, sino solo en el de la albañilería, y no se le debía dar esa obra, que vendría a valer más de 30.000 ducados. También decía el procurador que Aguirre no quería comprometerse en dar una fecha para la finalización de los trabajos, puesto que deseaba hacerlos sin prisas y bien.


Más tarde insistieron los valedores de Aguirre señalando que Machain nunca había hecho una obra tan grande, y que únicamente se le dio un monasterio en Alfaro y se le cayó, siendo sustituido en dicha obra por un maestro cantero.


Ante estos alegatos en su contra, el procurador de Machain alegó que su patrocinado había hecho ya en territorio del Obispado de Pamplona trabajos similares al de Zumarraga, y que el arte de la albañilería y el de la cantería era una misma cosa


Habiendo tomado conocimiento de todo lo expuesto hasta ese momento, el Vicario General ordenó el 9 de marzo de 1596 que “la obra se hiciese conforme a la traza de los cimientos que están hechos, en los cuales se ha gastado mucha cantidad, de manera que la prosecución de la obra sea conforme a ellos, y que para ello los mayordomos exhiban ante Nos la primera traza con que se hicieron los cimientos cuando la obra se dio a Santuru de Arizti, y que se comunique a los que pretenden la obra...”
.


Tomado conocimiento de esta orden, Juan de Aguirre se comprometió a hacer la obra “con estribos y sobre los mismos cimientos que están hechos, sin quitar nada, y sin capillas, que es conforme a lo nuevamente contratado y especificado en el dicho contrato, y con ello cessa la contradición que se a hecho por Juan de Machayn, albañil, a cuyas razones esta satisfecho”
 (sic)


Examinado todo lo dicho, la sentencia del Vicario General no se hizo esperar: el 14 de marzo de 1596 aprobó la escritura de contrato firmada por los representantes religiosos y laicos de Zumarraga y, por supuesto, autorizó a seguir las obras a Juan de Aguirre, pero con las condiciones por el impuestas por su orden del 9 de marzo anterior y con la rebaja de 1.000 ducados.


Ante esta resolución negativa para los intereses de Machain, su procurador anunció alegación ante la Sede Apostólica y el Nuncio de España, así como ante el Tribunal Metropolitano de Burgos. De todas formas, el 17 de marzo de 1596 se confirmó definitivamente la escritura de contrato con Juan de Aguirre, por supuesto con las condiciones impuestas por el Vicario General
.

EL PROCESO INCOADO CONTRA JUAN DE AGUIRRE


La escritura de contrato efectuada entre los representantes de Zumarraga y Juan de Aguirre no supuso el fin de las dificultades. Por una parte, y presumiblemente por absentismo de Aguirre, la obra estuvo parada durante algún tiempo. Ello ocasionó que los fieles  tuvieran que aguantar de forma estoica las incomodidades de la iglesia prestada
.


Posiblemente tendríamos que buscar las causas de esta suspensión de las obras en graves discrepancias sobre lo que había de ser la propia obra del templo, discrepancias concernientes a la construcción de la cabecera, de las puertas y también a la parte del templo donde se había de erigir la sacristía. Del mismo modo se divergía en la opinión de si la obra había de hacerse con sillería o con mampostería. Para discernir sobre todo ello acudieron las autoridades zumarragatarras al Obispado.


Por mandato del Obispo, visitó las obras el veedor
 Miguel de Altuna, con el que, al final, se llegó a un acuerdo para hacer las obras según un nuevo proyecto. 


Según ese nuevo proyecto, la cabecera del templo se retraería, para hacer posible de ese modo la mejor visión desde todos los puntos del templo de los oficios divinos, el edificio tendría solamente dos puertas, la sacristía se situaría en la parte del este del templo, se suprimirían medios pilares interiores, y se harían de mampostería los paños del templo (lo cual incluía las paredes de la sacristía). Eso sí, a la hora de la construcción, Aguirre utilizaría los cimientos que ya estaban comenzados
.

Pero las dificultades no habían terminado: a pesar de este nuevo proyecto, Aguirre presentó en noviembre de 1603 objeciones sobre la realización de las obras, objeciones que, a la postre, llegaron a ser insuperables para él mismo. 


El origen de ellas estaba en la limitación del tamaño del templo que se quería imponer, nuevamente, por las autoridades civiles y religiosas de Zumarraga: mientras Juan de Aguirre defendía en ese momento un templo con las medidas más parecidas a las que tenía el proyecto original de Arizti y Altuna, el cual respetaba el espíritu del proyecto de 9 de marzo de 1596 y lo mandado por el veedor Altuna, los representantes de Zumarraga no habían abandonado el deseo de hacer un templo una cuarta parte más corto que el ideado en los años 70 del siglo anterior (recuérdese que, antes de que Juan de Aguirre tomase el control de las obras, ya se habían manifestado las autoridades civiles y eclesiásticas de Zumarraga en este sentido), pues consideraban que, de otra forma, el presupuesto y la duración en el tiempo de las obras se haría muy excesivo.


Fue el propio Vicario General, Juan Dionisio Fernández de Portocarrero, quien, para zanjar la cuestión, fijó esa nueva longitud del templo el 10 de noviembre de 1603, accediendo a los deseos de los zumarragatarras, manteniendo, no obstante, el resto de las condiciones presentadas por Aguirre.


Según lo definitivamente ordenado por el Vicario General, se perdía “de lo largo la quarta parte” y se había de rematar “la dicha yglessia por los pies en las dos ultimas columnas que estaban señaladas en la dicha traza pasando la puerta de lado al respecto en el segundo (...) y abriendo la torre al mismo respecto segun se va (...) la dicha traza, con lo cual será la dicha yglessia hecha en mejor proporción y se excusara mucha parte de coste y de dilación”
 (sic).


Una vez decidida esta importante cuestión, no podemos por menos de reconocer que las protestas de Juan de Aguirre habían sido lógicas. Había hecho cálculos, previsiones y comenzado trabajos para un templo parroquial más grande (la obra estaba realmente avanzada, según el maestro cantero), y por tanto pedía que se le compensara por la diferencia pues, de lo contrario, amenazaba con dejar la obra.


Sin atender de momento a las pretensiones del constructor, el Vicario General ordenó que se hiciese la obra sobre parte de los cimientos efectuados, los cuales, también en parte, habían visto ya la luz, además de haber sido recientemente reconocidos y dados por buenos, al menos en esa parte aflorada, durante la visita  ocular que hizo a la obra el licenciado Ezquer. 

Otra cuestión que habría que dilucidar más adelante sería, como rápidamente podemos sospechar, el dar el necesario visto bueno sobre los cimientos todavía no examinados, para lo cual habría que esperar al verano siguiente, cuando ya estuviesen convenientemente aflorados.


Por lo que respecta a la petición de que se le compensase en dinero el cambio producido en cuanto a la longitud definitiva del templo, el Vicario General declaró que no había lugar a tal reclamación, al menos hasta que el propio maestro cantero diese nuevas fianzas, o abonase las ya ofrecidas anteriormente, tal y como ya le había sido antes comunicado. En cualquier caso, el propio Vicario General se nombraba a sí mismo como juez para declarar las nuevas fianzas de Aguirre como bastantes. Daba también a Aguirre, y a todas las partes a quien el asunto pudiese interesar, un plazo de quince días para resolver definitivamente esa cuestión, siendo el responsable de la recepción de las probanzas el Receptor que nombrase el Repartidor, declarándose “ser por cuenta del citado maestro el gasto de la visita ocular del licenciado Ezquer, y se manda asimismo executar la declaración de quatro de este mes, sin embargo de la apelacion interpuesta de ella, y asi se declara con costas contra el dicho maestro cantero”
 (sic).


Naturalmente, Juan de Aguirre protestó, volviendo a señalar que eran condiciones nuevas respecto a lo anteriormente estipulado, y que él ya había comenzado los trabajos que habían sido aprobados anteriormente por otro Vicario General. Además, adujo que el hecho de tener que deshacer lo ya hecho le reportaba pérdidas económicas.


El Vicario General Portocarrero no aceptó ninguno de estos asertos. Estaba dispuesto a no hacer caso a ninguna de las protestas de Aguirre.


Ante esta actitud por parte del Obispado, Aguirre recurrió al Nuncio de Su Santidad, quien decidió inhibir al Tribunal del Obispado de Pamplona en la resolución de este proceso.


Huérfanos del apoyo episcopal, el 4 de junio de 1604 la clerecía y el Ayuntamiento zumarragatarra dieron poder al mayordomo y a nuevos procuradores para que se prosiguiese el juicio en la nueva instancia.


Pasaron algunos años de pleitos, con ausencias de Aguirre en Castilla, y mientras tanto las obras no prosperaban. Finalmente, harto ya de este contencioso, Aguirre llegó a un acuerdo con los representantes eclesiásticos y seculares de Zumarraga el 3 de septiembre de 1609
 y, por medio de un convenio, abandonó las obras.


Como nos podemos suponer, también los representantes de Zumarraga estaban cansados de la situación a la que se había llegado hasta esa fecha, pues consideraban que la parte más perjudicada de todas era la propia construcción del templo, por lo que decidieron llegar a ese acuerdo con Aguirre, a quien, tras una tasación de lo efectuado, se le pagaría lo que resultara acreedor.

EL CONTRATO CON MARTÍN DE BASAGOITI. SU TRASPASO CON JUAN PÉREZ DE ODRIOZOLA


Por el estado actual de nuestros conocimientos sobre el capítulo de la construcción del templo parroquial de Santa María de la Asunción podemos decir que la obra estuvo paralizada hasta el año 1610.


Efectivamente, según un testimonio fechado el 5 de octubre de 1629, y dado por el Vicario de Zumarraga, Ascensio de Gurruchaga
, el 19 de septiembre de 1610 se le adjudicó, por medio de remate la obra de cantería del templo parroquial a Martín de Basagoitia, maestro cantero vizcaíno
, el cual se obligó a acabar toda la obra de cantería en un plazo de dieciséis años (la sacristía y la cabecera de la iglesia en diez años, y el resto en seis).


Pero no pudo acabar con los trabajos. Tal y como siguió diciendo el vicario Gurruchaga, en 1615 ó 1616 traspasó Basagoiti todas sus obligaciones al maestro cantero zumarragatarra Juan Pérez de Odriozola
.


Este traspaso de obligaciones fue ilegal, según lo disponían las constituciones sinodales del Obispado de Pamplona vigentes en aquella época. De todas formas, Odriozola, por lo que respecta a las obras, se obligó con Basagoitia a finalizarlas en el plazo prometido por el vizcaíno, y siempre con la perfección a que se había obligado este último. 


Odriozola realizó la cabecera de la iglesia “hasta la puerta de arriba”
.


Pese a todo esto, no había cumplido Odriozola con los plazos porque en 1629, tres años después de los dieciséis años estipulados, había adelantado las obras muy poco, tanto que al ritmo a que se estaban haciendo, parecían inacabables, pues en ese año en que se reclamaba (recordemos, 1629), el estado general de las obras señalaba que “apenas se han levantado dos pilares y paredes de la cabecera, sin haber hecho otra cosa a pesar de haber recibido cada año más de cuatro mil reales en virtud del poder del dicho Basagoitia, el cual recibió en los primeros cinco o seis años, cuatro mil ducados, de forma que entre uno y otro tienen recibido de la iglesia en más de dieciséis años (en los cuales había obligación de acabar la iglesia) una gran cantidad de dinero
. Por ello, y como medida más perentoria, el vicario zumarragatarra solicitaba del maestro cantero que dijese cuánto dinero había recibido de la iglesia, y que se obligase a Pedro de Jauregui, mayordomo eclesiástico, a no pagar más dinero a Odriozola hasta que no lo autorizase el Obispo y los demás administradores de la iglesia.


Ante todo esto, el 4 de abril de 1630 fue el propio Vicario General quien ordenó al mayordomo que no pagase más dinero al constructor sin autorización del Tribunal del Obispado, y que se restituyese por Odriozola todo el dinero satisfecho últimamente
. También ordenó esta alta autoridad eclesiástica al mayordomo que presentase las cuentas parroquiales en el plazo de tres días en el Obispado y que acabase las obras en un año, y al Ayuntamiento y a la Parroquia les encareció que, si quebraban esas obras antes de ese año de plazo dado al maestro cantero, las rematasen nuevamente a candela abierta en los tres días festivos siguientes.


El 28 de noviembre de 1631, y en virtud de sentencia, se impugnó por el Vicario General el pago de los más de 400 ducados que el mayordomo Jauregui dio a Odriozola, ordenando devolverlos por haber sido satisfechos contra la inhibición otorgada por un anterior Obispo, al igual que por no ser parte legítima para cobrarlos Odriozola.


El mayordomo Jauregui apeló esa sentencia, pero no prosperó esa apelación y fue condenado. Por fin, el 27 de junio de 1635, y para acabar con este proceso, se amenazó al mayordomo Jauregui con la excomunión si no pagaba en tres días las costas del juicio.


Por lo que respecta a la relación de los patronos del templo parroquial con Odriozola, los primeros decidieron romper esa relación en 1632, requiriendo a Basagoitia, como maestro principal de los trabajos, que reasumiese nuevamente las labores de construcción, pero viendo este maestro que no podría acabar con los trabajos por sus muchísimas obligaciones, solicitó de los patronos que le dejasen ceder definitivamente las obras a otro maestro, prometiendo en todo caso que les perdonaría los 9.308 reales y cuarto que todavía le debían por sus anteriores trabajos con la condición de que se le hiciese un aniversario, admitiendo los patronos todo esto por medio de acuerdo el 12 de diciembre de 1632.

LOS ÚLTIMOS MAESTROS CONSTRUCTORES DEL TEMPLO PARROQUIAL


Hubo posteriormente un periodo de algo más de un año en que los trabajos estuvieron suspendidos, concretamente hasta el 27 de marzo de 1634, fecha en que se llegó a nuevo contrato con Juan de Aguirre Ucin y su hijo Juan Martínez, vecinos de Azkoitia, para que finalizasen la obra.


Fueron estos quienes, hasta 1649, realizaron los trabajos que supusieron la continuación de los las obras en la crucería y la bóveda de la cabecera de la iglesia, lucieron y realizaron el “planeo” de toda la iglesia


A partir de ese año, y mediante acuerdo al que llegaron los maestros Aguirre Ucin y Juan de Lizargarate, este último realizó las obras de construcción de toda la cornisa
. En 1654 se echó el resto del tejado.


En 1655 se hicieron los soportales de la iglesia. Pero la obra no estaba concluida. Por ello, el 4 de mayo de 1658, los patronos llegaron a un acuerdo con el maestro cantero de Amasa Billabona Juan de Zumeta para que hiciese los cuatro pilares que faltaban, además de la terminación de la crucería de la bóveda y el coro, finalizándose esas obras el año de 1667.


Efectivamente, el 25 de julio de 1667 y en los días siguientes, y una vez finalizadas las obras, se procedió a la escriturización de diferentes documentos. El primero de ellos, lógicamente, es el nombramiento de peritos tasadores de las obras que ha hecho Zumeta, que consistieron en las bóvedas de arriba, de nueva planta, con sus arcos torales; el coro y sus tres bóvedas, y la escalera y cornisa (del coro), más la finalización de los cuatro pilares mayores y los dos estribos del coro y las dos portadas.


Tasadas las obras en 77.638, se acordó su pago, el cual se fue haciendo a plazos
.

EL PROCESO INCOADO POR LA DEFICIENTE CONSTRUCCIÓN DEL TEJADO


Como bien podemos suponer, no fueron los tejados la última fase de la construcción del templo parroquial, al menos no fueron lo último que se acabó.


Ya antes de la finalización de las obras de cantería, en 1625, Juan de Aramburu Echeverria hizo la obra de carpintería y tejados
 entre los años 1623 y 1624
.


Si bien  en el primer reconocimiento que se hizo de esa parte de las obras se dieron por buenos los tejados construidos, el 3 de septiembre de 1629 los cabildos secular y eclesiástico zumarragatarras se quejaron de los muchos problemas que les estaba empezando a ocasionar el tejado, pues según alegaban, “tenía muchas faltas e imperfecciones”
.


Pidieron ante el Tribunal eclesiástico que se hiciese un nuevo reconocimiento, esta vez por expertos nombrados por ambas partes.


Ese mismo día, el Vicario General, considerando de importancia esa parte de las obras, solicitó que se nombrasen peritos reconocedores.


Tras esa inspección ocular, los peritos informaron que esos tejados tenían una excesiva pendiente, y que por ello no estaban bien construidos.


Pero el constructor, Juan de Aramburu Echeverria, no se quedó contento: nombró a un procurador ante el tribunal eclesiástico, y fue éste quien señaló, el 27 de septiembre siguiente, que sólo era el vicario Gurruchaga quien andaba detrás de la petición de revisión, y que la totalidad del cabildo eclesiástico no tenía esa mala opinión. Adujo también que esas obras habían sido ya dadas por buenas hacía cuatro años, y que ese mismo tiempo ya era más que suficiente para haber comprobado anteriormente la bondad o la deficiencia de los tejados. Respecto a la pendiente, señaló que efectivamente tenía una pendiente razonable, y que esa pendiente era causa de que resbalasen los hombres, pero que había hecho el tejado con esa inclinación a propósito, pues esta zona era de mucha lluvia, y que por ello era indispensable que no se quedase el agua en el tejado. Por todo de ello, el procurador de Aramburu Echeverria terminó solicitando del Tribunal que no se hiciese caso de las “acusaciones” del vicario.


No contento con lo sucedido hasta entonces, y con el temor a errar en el fallo si no se aseguraba convenientemente, el Vicario General ordenó el 12 de noviembre siguiente un nuevo reconocimiento de los tejados, señalándole a Aramburu Echeverria el plazo de 15 días para que nombrase los suyos, bajo pena de excomunión, pues alegaba este alto cargo eclesiástico que no era posible “retejar si no es atando al obrero”
.


La solución a este pleito vino excesivamente tarde, quizás por la dificultad en deliberar lo correcto. No llegó hasta el 30 de agosto de 1631, día en que el Vicario General ordenó a  Juan Aramburu Echeverria que “ponga bien y perfectamente los dichos tejados” en el plazo de un mes. Le amenazó con que si en ese plazo no lo hubiera hecho correctamente, le condenaría “a pagar a la dicha iglesia todos los intereses que gastaren en repararlos”. Asimismo, se comunicó al vicario, beneficiados y Ayuntamiento zumarragatarra que, una vez arreglados los tejados, los mandasen revisar conforme “a la relación y a la traza”
.


No se conformó con esa sentencia el constructor, sino que anunció que se disponía a apelar al Nuncio de Su Santidad.


Precisamente cuando fueron a comunicarle la sentencia dada por el Vicario General, su mujer dijo que estaba en Sevilla, haciéndose saber entonces la sentencia a la heredera de Martín de Zabalo, fiador de Aramburu Echeverria en la obra de carpintería y tejados. A esta señora se le comunicó que debía buscar un maestro carpintero que rehiciese la obra, pues era muy necesaria, y que por dicha recomposición estaba “parada la prosecución de la cantería en la cabecera de la dicha iglesia”
, y que ésta se encontraba en muy mal estado.


Desgraciadamente, no aparece en la documentación la sentencia de la apelación.


Lo que sí que conocemos es que nuevamente se realizó la construcción del tejado en 1632
.
EL PROCESO INCOADO CON MOTIVO DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA TORRE


Si tomamos como cierta la noticia de que en el año 1663, tal y como lo señalan el párroco Lasa, y Peña Santiago
, se terminaron las principales obras de la parroquia
, pudiéndose desde ese año abrir al culto general ese templo, pronto veremos que no fue ese año, ni mucho menos, el de la terminación definitiva de todas las obras que hubieron de realizarse en el templo de Santa María de la Asunción.


Efectivamente, en 1678, y no teniendo aun acabada la torre, consiguieron el vicario, Alcalde y Mayordomo, en su calidad de administradores de la iglesia parroquial, la correspondiente licencia del Obispado para que siguiese la construcción de este importante apéndice urbanístico, pero tampoco pudieron culminar su ejecución en esos años
.


Pasó el tiempo, y transcurrió completamente el siglo XVII y la obra de la construcción de la torre todavía seguía sin realizarse. Fue por fin en la segunda década del siglo XVIII cuando las autoridades eclesiásticas, dispuestas a acabar con esa indefinición, pusieron manos a la obra. Así, en la Santa Visita realizada el 12 de octubre de 1714, el Obispo Pedro Aguado encargó al vicario y demás administradores de la iglesia parroquial que contratasen directamente a Francisco Echeverria, maestro cantero natural de Zumarraga, la construcción de la torre, con la condición “de que dha obra no se aga ha remate de candela, sino es a jornal, o concierto, pues este es el medio de hacerse las obras con más perfeccion”
 (sic).


Pero tampoco en esta ocasión se empezaron las obras de la construcción, al menos inmediatamente. No obstante, Francisco Echeverria sí que desarrolló el proyecto urbanístico.


A pesar del paso de los años, y aún sin empezar las obras, Echeverria siguió gozando de la confianza del Obispado, ya que el 22 de enero de 1717 se revalidó por esta autoridad eclesiástica la anterior licencia.


Pero no pensaban lo mismo en Zumarraga. Ya a principios de marzo siguiente habían llegado a un principio de acuerdo los administradores de la iglesia parroquial
 con Juan de Cortaberria, quien les había ofrecido realizar los trabajos por 10.500 reales.


Ante esto, Echeverria intentó que le adjudicaran las obras, ofreciendo hacerlas por 10.450 reales, asegurando además contar con los pertinentes fiadores.


Pero esta oferta no fue aceptada por los administradores eclesiásticos, puesto que, según sabemos, no consideraban a Echeverria como el maestro idóneo para realizar esta obra.


Por ello, Echeverria acudió el 17 de marzo siguiente ante el Obispado de Pamplona para imponer demanda judicial contra el Vicario, el Alcalde y el Mayordomo de la iglesia parroquial, señalando que éstos deseaban en ese momento contratar a un maestro cantero forastero
, señalando además que él mismo estaba dispuesto a hacer las obras por 10.400 reales y que los vecinos de la villa se habían ofrecido para “de limosna (...) acer el acarreto de la piedra y materiales como lo tienen ofrecido no dandose la obra a maestro forastero”
 (sic), estando dispuesto a dar las pertinentes fianzas para todo, consiguiendo así el doble objetivo de hacer las obras por menor cantidad en metálico y ahorrar en la traída de materiales e, incluso, en los mismos materiales. 


El objetivo de Echeverria era claro: no deseaba que se hiciese ni remate ni subasta de las obras, ni por el Obispo, ni por los propios administradores de la parroquia.


Desde el Obispado de Pamplona, atendidas las peticiones y explicaciones de unos y otros, se procedió a sentenciar, el 8 de junio de 1717, que Francisco Echeverria no tenía razón en la demanda planteada, y que el vicario interino, el Alcalde y el Mayordomo habían hecho bien al contratar la obra con Martín y Andrés de Garro por 10.400 reales.


La torre se realizo en dos fases, acabando la primera los Garro en 1723, siendo el costo de lo que realizaron estos maestros canteros 15.315 reales de vellón. Una segunda fase acabó en 1726. En ese año se acabaron los trabajos de la parte superior de la torre por Juan Jacinto de Echeverria y Usularre, valorándose sus trabajos en 12.000 reales
.

Evidentemente, a partir de ese momento, y por el transcurso de los años, han hecho falta trabajos de mantenimiento. Estos comenzaron en 1751, cuando hay una referencia para renovar “la media naranja de la torre, o al menos a embetunarla”, además de la necesidad de “fundir dos campanas grandes que estan rotas”
.

UNA MIRADA A OTRO TIPO DE “OBRAS”: LAS SEPULTURAS. OTRAS OBRAS DE MANTENIMIENTO Y RESTAURACIÓN,...
No quiero detenerme en hacer una reseña de los trabajos de construcción del retablo del altar mayor del templo parroquia de Santa María de la Asunción. El importante y exhaustivo trabajo hecho por María Isabel Astiazarain
 deja bien sentados todos los trabajos realizados sobre esta obra. Además, prefiero dejar en una persona más experta que yo mismo en arte un intento sobre ello.

Sobre otras obras, y en concreto sobre los enterramientos, desde tiempo inmemorial existía la costumbre de enterrar a los pobladores en el interior de los templos parroquiales, allí donde podían ser visitados por sus familiares y demás personas con una relativa facilidad, guarnecidos de las inclemencias meteorológicas y, a la vez, en suelo bendecido y santo.


Ya en el primer templo parroquial zumarragatarra hubo sepulturas en su interior, ya que no había otro cementerio en la población
. Precisamente fue esta una de las razones que señalaron los detractores de la construcción de un nuevo templo parroquial en el valle o traslación de dicho templo para que no se observase ninguna novedad en cuanto a la construcción o traslación de la antigua sede parroquial
.


Cuando ya se había tomado la decisión de erigir el templo de Santa María en el valle, el propio Obispo planeó la existencia de una sólida base en el suelo de lo que debía ser el nuevo templo parroquial para que sirviese de sustento a las sepulturas que se habían de instalar en él (había de servir para instalar allí las sepulturas procedentes del antiguo templo y, también, las de nueva creación, las de las personas que falleciesen ya con el templo parroquial en el valle).


Esa posibilidad de que se instalasen en el nuevo templo  las sepulturas que ya había en la ya por entonces ermita de Santa María ocasionó, lógicamente, que se pudiese solicitar lugar para ello, aunque no se garantizó, de ningún modo, la misma posición que tenían en el templo parroquial anterior, por lo que hubo quejas e, incluso, pleitos
.


Como ya hemos visto más arriba, mientras duraron las obras de construcción del templo, y mientras por ello se tuvieron que valer de la “iglesia prestada” como templo parroquial, también en ese provisional templo hubo lugar para sus propias sepulturas.


Era pues normal el tener las sepulturas en el interior de los templos, y el tener, de igual forma, una mínima organización en cuanto a la colocación de las tumbas, disponiéndose bajo el suelo que pisaban los feligreses en dos partes muy diferenciadas: las de la epístola y la del evangelio, partes que designarían aproximadamente al lado izquierdo y al lado derecho del templo parroquial.


A su vez, estas partes estaban divididas en hileras, y en cada hilera podía haber un número indeterminado de sepulturas


Por supuesto, no podía colocarse una sepultura, tumba o huesa en el camino que había de discurrir entre la puerta principal del templo y el altar, y tampoco en el camino de la puerta secundaria al altar.


Encima de las sepulturas solían poner los deudos de los finados candelas o velas, y era normal que pasasen bastante tiempo cuidándolas, siendo también usadas para sentarse sobre ellas y descansar.


En cualquier caso, las sepulturas constituían un bien inmueble particular en el suelo de la iglesia, y podían efectuarse con ellas todo tipo de transacciones: venderse, ceder su uso, donarse
, etc.


Pero a no tardar mucho tiempo a partir de la utilización del templo parroquial como tal, empezó a escasear el espacio destinado a sepulturas en el suelo de la iglesia y pronto, a mediados del siglo XVIII, ya constatamos la existencia de una parte de las sepulturas en el “sementterio” de la parte exterior del templo parroquial, tal y como se deduce del expediente incoado con motivo de la no asistencia de dos dantzaris al tradicional baile de la ezpatadantza en el día 15 de agosto de 1762
.


Posteriormente, ya entrado el siglo XIX, y a partir de la época de la invasión napoleónica, las autoridades provinciales y nacionales ordenaron que no hubiese cementerios “en poblado”, instándolos a hacer, aunque fuesen provisionales, “fuera de poblado y en parages ventilados, mientras se construyen los permanentes con arreglo a las Leyes recopiladas”
.


En Zumarraga se vio la necesidad de trasladar, de ese modo, el cementerio, pero no fue sino hasta el año 1875 cuando se pudo ver hecha realidad esta orden, pues en ese año Pascual Aguirrebengoa, Justo Artiz y Juan María de Aguirrebengoa cedieron, a favor de la Junta o Patronato de Fábrica de la iglesia parroquial el terreno donde está actualmente el cementerio zumarragatarra
.


Dejando de lado este tipo de documentación relacionada con las sepulturas y el cementerio, el templo parroquial ha sufrido en los dos últimos siglos, y fundamentalmente en los últimos cien años más cercanos a la actualidad, profundas obras de mantenimiento y renovación de sus elementos principales: fundamentalmente suelos y tejados, además de la creación y desaparición de ciertos elementos arquitectónicos anexos
.


De entre las más importantes obras de mantenimiento y conservación podemos citar, sin duda, las realizadas a principios de este siglo, y que se inauguraron el día 15 de agosto de 1902. Esas obras consistieron en una nueva sacristía, una capilla, cuatro altares, un tabernáculo, el púlpito, el reloj, siete imágenes, palio y ornamentos sagrados, además del arreglo y decorado del altar mayor, la puerta principal, los altares laterales y de todo el interior del templo parroquial
. También, y en los últimos años, se han efectuado importantes obras en nuestro templo parroquial, siendo dignas de citarse la amplia reforma general que se hizo en el interior del templo en 1976, y que consistió fundamentalmente en la eliminación de antiguos solados, monumentos escultóricos,  etc, y que sirvieron para remozar el interior del templo, etc. Esas mismas obras sirvieron para crear los nuevos edificios anexos, dotándose de una nueva sacristía
 y zona de catequesis. Por fin, los trabajos realizados en esta última década del siglo, sirvieron para reformar los tejados y reconstruir los pórticos.


En definitiva, y con las obras comenzadas en la década de 1970, este templo se hizo acreedor a que, en 1979, se empezase el expediente para ser declarado Monumento Histórico – Artístico Nacional, y que posteriormente se hiciese lo propio con respecto a la declaración de Monumento Histórico – Artístico Vasco, aunque de hecho, aún no se ha finalizado  ninguno de los dos expedientes. De todas formas, ello no es óbice a que se le hayan de guardar todos los privilegios y derechos inherentes a la propia declaración finalizada.

UNA MIRADA A LAS ERMITAS DE ZUMARRAGA


Según el vigente código de derecho canónico, de 1983, los templos religiosos pueden dividirse en tres clases, siendo todos ellos iglesia: la iglesia catedral, donde tiene su sede el Obispo, y que es el lugar desde donde se gobierna una diócesis; la iglesia parroquial, donde tiene su sede el vicario o rector (párroco, en cualquier caso), y desde donde éste gobierna la comunidad parroquial; y la iglesia no parroquial, de la que en Gipuzkoa tenemos ejemplos que normalmente se sitúan en los barrios, ya sean urbanos, ya sean de caseríos.


Los templos o iglesias no parroquiales reciben popularmente el nombre de ermitas. Todas ellas dependen de la iglesia o templo parroquial, y para su construcción era indispensable la licencia expresa del Obispo
.


Las ermitas eran edificios construidos con una misión muy concreta, que realizaban a la perfección: apoyar a los templos parroquiales a dar auxilio espiritual diario a la población en zonas de caseríos (zonas de monte o descampados), o en los barrios alejados del centro del casco urbano.

Característica fundamental de las ermitas es que resultaban ser templos de un claro aprovechamiento intimista, pues al ser, por lo común, de un tamaño acusadamente menor que los templos parroquiales, tenían una cabida o espacio para un número menor de personas, primera condición para que se diese ese ambiente de una mayor personalización religiosa. Además, por el hecho de tener una accesibilidad aceptable desde cualquier punto, acogían fácilmente a las personas necesitadas de cobijo religioso, amantes de la misa diaria sin salir de su entorno más cotidiano, lo que hacía que, de modo inevitable, sirviesen para crear en su interior una  intimidad mayor que la disfrutada en el templo parroquial, el cual solamente se utilizaba por la práctica totalidad de la población (incluida las de los barrios urbanos y de caseríos) con ocasión de la celebración de la misa dominical.


Consecuencia de todo lo anterior es que las ermitas ejercían de esta forma un claro contravalor con respecto al templo parroquial, situado  normalmente en los lugares más centrales del casco urbano del municipio o, como sucede en algunos casos, en lugares altos y destacados de ese mismo casco urbano, síntoma inequívoco de que se había buscado un lugar seguro a la hora de construirlo, bien ante la posibilidad de ataque de enemigos en las épocas más lejanas, o bien, simplemente, por su ubicación en lugares alejados de zonas pantanosas, lejanas de los cauces de inundación de los ríos, evitándose así riesgos de inundaciones.


 Las ermitas han sido edificios totalmente sometidos al templo parroquial y al párroco en todas sus necesidades. A ellos destinaba el vicario o rector a un beneficiado o a un capellán como servidor, y en ellos actuaba el párroco como primera autoridad siempre que fuese menester acudir a ellos por cualquier motivo, ya fuese para celebrar la fiesta del patrón del edificio, o la de la advocación de ese patrón del templo. 


Aunque al principio en Zumarraga las ermitas gozaban de una cierta autonomía hacendística, eran el párroco, en primer lugar, y el resto de los componentes del patronato que existiese sobre la ermita a continuación
, los encargados de dotar a estos templos convenientemente para su perfecta conservación y mantenimiento, aunque para ello tuviesen que acudir a los buenos oficios del mayordomo laico de la ermita, nombrado normalmente por el Ayuntamiento para ese menester, o al clérigo en quien hubiese delegado el párroco. 


Junto con el mayordomo laico, la serora de la ermita participaba en el mantenimiento diario del templo: era ella la persona más relacionada con la edificación, cuidándolo y manteniéndolo pulcro.


Sin salir del aspecto hacendístico - administrativo, las ermitas también eran templos en los cuales podía haber impuestos censos, capellanías, fundaciones de misas, etc., no estando por ello especialmente desligados del templo parroquial: aunque en lo formal dependían del templo parroquial, cada ermita podía poseer sus propios bienes y rentas, los cuales, aunque eran administrados por los patronos de ese templo, no podían ser juntados, sin más, con los bienes del resto de edificios eclesiásticos, al menos sin mediar un importante proceso, seguido ante el tribunal del Obispado, para segregar y agregar bienes.


Incidiendo en esta idea, hemos de decir que fue precisamente esa misma capacidad de poseer bienes por las ermitas la que hizo que sus patronos, patronos a la vez de las restantes ermitas y, al menos usufructuarios del templo parroquial, como principales encargados de su mantenimiento, pudiesen tener necesidad de usar bienes de una ermita para usarlos donde fueran más necesarios

Descendiendo a un ejemplo práctico de lo acabado de explicar, el Ayuntamiento, como primera institución civil del municipio, y además sede desde la que se proveía de varias personas al patronato colegiado de las ermitas de la población, visto el mal estado del tejado de la ermita de San Cristóbal y la necesidad que había de repararlo, ante la falta de medios de esa ermita para ello, por su acuerdo del 20 de mayo de 1789, encomendó al vicario que solicitase la agregación de todos los bienes, frutos y rentas de las ermitas al templo parroquial, centralizando de ese modo el templo parroquial esa labor.

Fruto de esa excitación, fue el proceso que se empezó, a instancias del vicario Cortaberria, el 5 de julio de 1789 ante el Tribunal del Obispado de Pamplona para asignar frutos a los sacristanes (sustitutos legales de las seroras) y, a la vez, agregar los frutos y rentas de las ermitas al templo parroquial.


En ese comienzo del proceso, Cortaberria daba muy rica información acerca del estado de ingresos y gastos, así como las necesidades más perentorias de cada una de las ermitas de la población
.

Antes de que se pudiese resolver sobre esta petición de agregación de bienes, el Vicario General, a instancias del Fiscal del Tribunal del Obispado emitió edictos para que toda aquella persona que se creyese con derechos a los frutos y bienes de las ermitas zumarragatarras se presentase en el tribunal. Dichos edictos fueron fijados en la puerta del templo parroquial y en la puerta del Tribunal del Obispado de Pamplona.

Nadie se presentó alegando derechos a los bienes de las ermitas.


El Tribunal del Obispado consideró que de todo ello solamente vendría el provecho económico para la iglesia de la villa, no ocasionándoseles perjuicios a las ermitas, por lo que el 2 de junio de 1790 decidió que se aplicasen a la masa de bienes del templo parroquial todos los bienes, de cualquier tipo, que tuviesen entonces y en el futuro las ermitas, con la única condición de que, cuando esos edificios necesitasen de cualquier fondo económico para su conservación y mantenimiento fuese el templo parroquial quien tuviese que acudir a sufragar los gastos necesarios para ello
.


Entrando en otra serie de asuntos, no era nada común que se usasen las ermitas para hacer los grandes rituales religiosos a que se veían sometidas las personas a lo largo de su vida: los bautizos, las celebraciones de matrimonios (incluyendo las velaciones
) y los entierros
, para las que se usaban generalmente los templos parroquiales. 

Además de ese uso generalizado del templo parroquial por parte del común de la población, las autoridades eclesiásticas apoyaron la preeminencia normal del edificio que era sede principal de la parroquia, y por ello, para contrarrestar la clara inclinación que pudiera haber en algún sector de la población hacia la muy devocionada ermita que fue el antiguo templo parroquial de Santa María, el Visitador Daoiz mandó que ningún clérigo, ya regular o secular, hiciese noche en esa ermita, e incluso en la casa de la serora, cercana a ella. Igualmente, Daoiz prohibió que se celebrase misa en ella sin permiso expreso del vicario durante los días festivos. De todas formas, sí que se destinaron durante algunos años las ermitas en Zumarraga para servir de edificios religiosos a donde dirigir las procesiones de Jueves Santo y demás que hubiese en el municipio


Comprobamos documentalmente la existencia de ermitas ya en la primera mitad del siglo XVI. Fue en concreto con motivo de la visita efectuada el 20 de agosto de 1540 por el Obispo Pedro Pacheco a la población cuando se hizo un inventario general de bienes del templo parroquial de Santa María
.


En dicho inventario, además de un sinfín de elementos, se hace descripción de las ermitas que eran anejas del templo parroquial, citándose los nombres de cuatro ermitas, siendo una de ellas la de San Martín del barrio de Aginaga y que, perteneciendo en lo espiritual a Zumarraga, dependía en lo civil de Azkoitia, a quien pagaba las primicias.


Las ermitas plenamente zumarragatarras en ese año eran la de Santa Engracia, sita en el barrio urbano de Eizaga, la de San Cristóbal, sita en el barrio de caseríos de Aranburu, y otra ermita que “no tiene aun vocacion”
.


Todas ellas eran anejas y dependientes del templo parroquial, y tenían los indispensables bienes para la celebración de los actos litúrgicos: todas poseían altares, lápidas, corporales
, misales y casullas de lienzo, con casullas estolas y manípulos. Además, en cada una de las tres ermitas que ya poseían nombre había un cáliz de plata con su patena, además de una campana de mediano tamaño.

La ermita de Santa María, “La Antigua”


El 14 de octubre de 1576, día en que quedó instalado en el valle el templo parroquial, el viejo edificio que antes fue sede principal de la feligresía zumarragatarra perdió todas las características que hasta entonces lo habían distinguido como tal, quedando reducido a simple iglesia no parroquial.


Además de ser conocido popular y genéricamente como ermita, aparece también en las distintas fuentes consultadas, ya primarias (diversos archivos), ya secundarias (bibliografía editada hasta el momento), con otras denominaciones: basílica, santuario,...


Aunque esas denominaciones estaban aceptadas normalmente en épocas pasadas, según el derecho canónico vigente en el día de hoy, para ser considerado un edificio religioso basílica, se ha de seguir un proceso especial ante el Vaticano. Nunca hasta este momento lo ha seguido este edificio religioso, por lo que en verdad no puede ser llamado hoy de esa forma. El hecho de que en el pasado aparezca así denominado indica tan sólo una forma de denominación no rigurosa, más cercana a lo popular y aceptable para aquella época, pero no para hoy.


Del mismo modo, el actual derecho canónico impide que ese templo pueda ser llamado hoy en día santuario, o lugar donde se venera la imagen o reliquia de un santo de especial devoción. Para ser declarado oficialmente santuario es preciso, como en el caso anterior, la incoación de un proceso ante el Vaticano, y tampoco se ha seguido en el pasado ningún  expediente en este sentido. Por ello, la denominación como santuario de este edificio también es popular (ello no obstante, en el pasado se podía denominar así a esos templos).


Igualmente, y siguiendo con cuestiones previas, ha tenido diversos apelativos el templo: desde el muy asentado y conocido de “(La) Antigua”, hasta el menos conocido de antigua iglesia de “Nuestra Señora de Portalabe”
, pasando por el más reciente, y erróneamente aceptado por una gran parte de la población, de “Santa Isabel”, el cual tiene su origen en la asimilación que, desde hace aproximadamente un siglo, se hace del recorte producido en el nombre de la festividad principal que se festejaba desde hace siglos, y aun hoy en día se festeja, en el edificio: la Visitación de la Virgen Santa María a su prima Santa Isabel
.


Dicho esto de forma previa, el 14 de octubre de 1576 este templo también perdió todas las cargas que sobre él pesaban como templo parroquial, incluida la del derecho de patronato que ejercían desde mediados del siglo XIV los Señores de la Casa de Lazcano, pues no olvidemos que fue dicho Señor quien, para no perder los derechos económicos y de otro tipo que poseía sobre el templo parroquial, solicitó ser declarado patrón del nuevo templo parroquial, dejando de lado los derechos que poseía sobre el antiguo.


A partir de entonces, los patronos de esta ermita fueron las autoridades eclesiásticas y civiles de la población, representados siempre por el vicario y el Alcalde, que fueron quienes se tuvieron que ocupar de su mantenimiento y conservación.


El hecho de no ser ya el templo parroquial supuso un abandono oficial del templo
, si bien pudo seguir siendo visitado, con un carácter más íntimo, por la población que así lo deseaba.


Como ya sabemos, los oficios religiosos se celebraban, hasta que se terminase el nuevo templo parroquial, primeramente en las casas que servían como templo, y más tarde en la conocida como “iglesia prestada”, usándose para la construcción del templo parroquial parte del edificio de la ya ermita, según incluyó el Obispo en el contrato de las obras de construcción del templo parroquial. Como se ve en el capítulo dedicado a la construcción del actual templo parroquial, a los dos años de empezarse sus obras se habían de bajar, en cuatro meses, toda la estructura de madera de la antigua ermita, fundamentalmente la del techo. Pero no por ello iba a quedar desvalida la ya ermita, puesto que el Obispo previó una nueva cubierta y un altar apto para decir misa.


Está claro que la nueva ermita se siguió utilizando, al menos como cementerio de la población, hasta 1581.  Por lo demás, y salvo la celebración de esporádicas funciones, los oficios religiosos se celebraban ya en el valle.


Es más, a fines de siglo se llegó incluso a subastar la piedra de la sacristía del antiguo templo parroquial
. Todo indicaba que, a pesar de los retrasos y continuas paralizaciones de las obras del nuevo templo parroquial,  de ninguna forma se deseaba el que, se pudiese utilizar el antiguo como sede principal de la feligresía. 


La ya ermita, para una buena adecuación a su nueva realidad, necesitaba los mínimos elementos para servir como lugar de culto, y ni siquiera los tenía (recuérdese que se habían bajado en 1576 los principales elementos de culto). Pues bien, el 11 de agosto de 1597 se llegó a un convenio entre los máximos responsables del edificio con el escultor urretxuarra Domingo de Mendiaraz para que éste hiciese un retablo con el cual ornamentar su pared principal. Ese retablo había de ser hecho a semejanza del que se había realizado en el templo parroquial de Urretxu, aunque con las figuras ornamentales más salientes, y en él se habría de instalar la imagen de Santa María de Zumarraga, bajada también hacía 21 años al nuevo templo parroquial. Debía ser colocado para el día 1 de julio de 1599
.


El retablo se hizo, pero no de la forma solicitada ni en el plazo convenido. Efectivamente, no fue sino hasta el 3 de mayo de 1607 cuando el escultor dejó el retablo a disposición de la ermita y preparado para su tasación y examen por los dos peritos puestos por ambas partes.


Por parte de los patronos de la ermita se designó al escultor zumarragatarra Santuru de Viciola, y por parte de Mendiaraz se eligió al oñatiarra Francisco de Campiacelay quienes, estando presentes en el acto, aceptaron el encargo y procedieron a la comprobación y tasación de las obras realizadas.


En conjunto, dieron por bueno el trabajo hecho por Mendiaraz, tasándolo en 300 ducados
, pero le pusieron una condición: debía de poner en el último remate un Cristo de nogal de una vara de medir de alto, quitando al que estaba puesto
.


Los años que vieron comenzar el nuevo siglo XVII fueron importantes para la historia de la ermita: el 17 de abril de 1605, y tras haber adquirido la casa y tierra lindante a la ermita a Lorenzo de Aranzadi y Maria de Igarza por 41 ducados el 28 de marzo de 1604, Juan de Zuloaga vendió a los patronos del templo esa misma casa y posesiones por la misma cantidad a la que compró esos bienes, para que en ella habitasen las seroras que hubiesen de ocuparse de los cuidados de la ermita
. Con el retablo y la posesión sobre estas nuevas propiedades, la ermita dejaba la etapa de declive que comenzó en 1576 y estuvo mejor preparada para los nuevos años que habían de venir.


Por otra parte, tal y como se ve en el tema dedicado a las manifestaciones piadosas, esta ermita fue uno de los puntos a los que se dirigía la procesión de la letanía, a partir de los sucesos acaecidos en la noche del Jueves Santo con los feligreses de Urretxu.

Sin salir de los aspectos de devoción, casi un siglo después, en concreto el día 26 de  mayo de 1743 fue importante para el edificio y para su culto. Días antes, el cabildo parroquial había adoptado la decisión de que se depositase en la ermita en esa fecha la reliquia de San Felipe Neri con su correspondiente documento acreditativo pontificio visado por el Obispado, legada para el efecto por el zumarragatarra Carlos Francisco de Altube, fallecido bienhechor natural de la villa, quien llegó a ser Maestre Escuela y Dignidad de la Iglesia Catedral de Osma. 

Para  ensalzar la ceremonia, el Ayuntamiento había decidido el día anterior a la ceremonia que los dantzaris y un txistulari
 acompañasen la procesión general que, organizada por el propio cabildo eclesiástico, partiría del templo parroquial,  dirigiéndose a la ermita. Una vez en ella, y siempre con el debido respeto, tendría lugar en el templo una representación de la ezpatadantza
 por los dantzaris, a quienes se facilitaría el refresco de dos arrobas de vino de Tudela.


Para esa época, el paso del tiempo estaba haciendo mella en la ermita, y aunque el templo contaba con cierto capital para su ornato, no tenía para lo más imprescindible, por lo que ya a esas alturas de mediados del siglo XVIII había llegado a tener muy serios problemas para conservar la estructura.


Esos problemas fueron tan importantes que, al efectuar el Obispo una visita al edificio en octubre de 1746 observó un deplorable estado.


Aunque para esa fecha habían empezado a hacerse tímidos
 trabajos de recomposición
, el Obispo los juzgo por no suficientes, y por ello ordenó a uno de los beneficiados, José de Aguirre, que se encargase de que la ermita quedase en condiciones en breve plazo, pues de otra forma podría incluso llegar a desaparecer, y que, por supuesto, llevase buena cuenta del costo que tuviese el trabajo.


En concreto, los trabajos que debía ordenar Aguirre consistían en poner vigas maestras en el techo, para que el tejado descansase en base estable, además de un completo retejado. También habría de hacerse un completo techo para la capilla principal, pues el que tenía se hallaba completamente destruido.


Aguirre se encargó de ordenar al maestro de obras Miguel de Salezan la ejecución y dirección de todas las labores tendentes a la reparación de la ermita, realizando el  maestro unas bóvedas de tabla, además de una completa reparación, tarea que se prolongó durante algún tiempo
.


Acabadas las obras, se presentó la liquidación de los trabajos en el Obispado, y desde esta instancia se aprobó y confirmó esa liquidación el 28 de febrero de 1750
, meses después de haber muerto Aguirre.


Precisamente fueron los herederos de este beneficiado
 quienes hubieron de reclamar a los patronos de la ermita, las autoridades civiles y seculares de Zumarraga, para cobrar lo que les correspondía.


Los patronos se negaron a satisfacer las cantidades que se les reclamaban, pues aludían que las obras se habían hecho sin su aprobación, habiéndolas realizado Aguirre por encargo del Obispo. Además asentaron que una gran parte de la obra había sido sufragada con las limosnas que habían dado los bienhechores, y que no todos los pobladores de Zumarraga deseaba el que se hubiesen realizado esos trabajos de reparación.


Argumentaron también los patronos que siempre habían estado en la creencia que Aguirre había puesto parte del capital para hacer esa obra por su gran devoción a la ermita, por lo que nunca hasta entonces habían recibido las cuentas de los trabajos realizados, sosteniendo, finalmente, que el capital con que podía contar la ermita era tan sólo de 100 ducados provenientes de un censo, capital que sólo podía usarse para el simple ornato del edificio
. 


Llevado ese asunto de nuevo al Obispado por los herederos, éstos argumentaron que las obras habían sido necesarias, pues, de no realizarse, la ermita se hubiera arruinado. Señalaron también que los patronos de la ermita no se habían mezclado en las obras “porque no quisieron, pero que estaban al tanto de todo”
.


Sopesado debidamente el asunto, desde Pamplona se ordenó a los patronos el 11 de mayo de 1751, bajo pena de excomunión, que se pagasen los reales puestos por Aguirre.


 La solución a este contencioso llegó el 7 de diciembre de 1751, cuando se llegó a un acuerdo por ambas partes para el pago total de las obras.


Por esos mismos años se decidió también actuar, en materia de obras, sobre un elemento interesante a la piedad de los zumarragatarras y al propio paisaje  del camino que llevaba a la ermita: las cruces del calvario.


De hacía tiempo databa la existencia de cruces que, a modo de estaciones, simbolizaban el via crucis por el que pasó Jesucristo en uno de los días fundamentales de su estancia en la Tierra, y que en nuestra población estaba representado por las cruces que, partiendo del núcleo urbano, en la zona del actual Kalebarren, y presumiblemente muy cerca de lo que fue la ermita de la Piedad
, ascendía por el camino “de Burruchaga”
 hasta la ermita, lugar donde había tres cruces, colofón del propio calvario
.


Fue precisamente el  día 13 de marzo de 1747 cuando el Ayuntamiento decidió renovar las cruces del calvario que había en ese camino, pero decidió hacerlo de modo que fuesen unas cruces más duraderas en el tiempo.


Efectivamente. Si hasta entonces las cruces habían sido de madera, lo que había llevado el que en esa fecha estuviesen prácticamente destruidas por la acción de las inclemencias meteorológicas, se plantearon el hacer unas cruces de piedra, pues de hacerse nuevamente de madera serían igualmente destruidas por los agentes climatológicos (lluvia, calor, etc.) en relativamente poco tiempo.


Por ello, mandaron que se realizasen “todas las cruzes de dicho calbario de buena piedra y vien labradas”
, para lo cual se encargó al Alcalde y al Regidor que pidiesen presupuestos y proyectos para hacer las nuevas cruces, soportando el pago de dicha obra los vecinos y moradores de la villa por medio de una contribución que al efecto se establecería.


Una vez solucionado este problema, las autoridades municipales, hubieron de hacer frente a la posibilidad de ampliar el edificio de la ermita. Para ello era preciso disponer de los medios económicos suficientes. No dudaron, pues, en acordar el 1 de marzo de 1776
  solicitar del vicario que, como compatrono de la ermita, destinase alguna cantidad de los capitales que manejaba para esa posible ampliación. Desconocemos el resultado de esas gestiones y también, si efectivamente se pudo hacer esa ampliación
.

No dejando de lado el tema hacendístico, hemos de decir que esta ermita, al igual que el resto de las ermitas de la población, gozó de relativa independencia en este aspecto: podía disponer de una serie de ingresos y gastos, contaba con su propio Mayordomo, etc. Pero, tal y como se ha vislumbrado más arriba, el hecho de que a finales del siglo XVIII, la ermita de San Cristóbal tuviera serios problemas en cuanto a su mantenimiento y conservación, unido al hecho de la necesidad de obras en el templo parroquial, hizo solicitar al propio Ayuntamiento que, aprovechando legislación recientemente aparecida, instase al vicario para que solicitase del Obispo la agregación de los bienes, frutos y rentas de las ermitas al templo parroquial.


En la información ofrecida por el vicario sobre esta ermita, podemos destacar que relataba que “había sido templo parroquial hasta 1577”
, y que en ese y otros años se podía oír misa desde el 3 de mayo hasta el 14 de septiembre, además de en otros días, pues había un capellán a expensas del vecindario y que, además, había tres capellanías en ella fundadas por Francisco Ignacio de Amilleta, por Juan Antonio de Iturbe y por Juan de Oyarbide, con 36, 78 y 50 ducados de renta anual respectivamente.

Con la llegada del siglo XIX podemos observar como la ermita se dedicó, además de los tradicionales actos religiosos, a otro tipo de actividades, dándose así al conjunto del edificio y a sus anejos un uso más prosaico
. Nos referimos al uso del conjunto del edificio como lugar destinado a enfermos afectados por enfermedades contagiosas (males como “el cólera morbo”, la viruela, etc.), a modo de lazareto o lugar al cual los afectados eran llevados para purgar su enfermedad y, al menos, para no contagiar al resto de la población
.


También, con ocasión de las actividades que se pudieron realizar con motivos bélicos, se usaron las bóvedas de la ermita como lugar donde guardar armas
. 


Incluimos en este apartado el uso que se empezó a hacer por los corporativos municipales de una de las salas de la casa aneja a la ermita para celebrar allí, el día 2 de julio de cada año, la comida del día de esa tradicional fiesta
.


No es de extrañar que se hiciese uso de esta forma de este edificio, pues por un lado su lejanía del casco urbano del municipio, y, por otro lado, la centenaria costumbre de acudir a festejar a la Virgen el 2 de julio, así lo pudieron aconsejar.


El actual siglo ha visto un sinfín de importantes novedades en este templo y su entorno: desde la instalación de una fuente en sus inmediaciones en 1934, hasta las obras de mantenimiento, tanto del templo como de sus edificios anejos, desembocando en la profundísima reforma hecha en 1976, trabajo que dejó a la vista la cubierta del edificio, tras eliminar las falsas bóvedas construidas siglos antes, y que también sirvió para desterrar del edificio los retablos que adornaban sus paredes delanteras, así como los edificios que habían estado anexados hasta esa fecha, permitiendo ver el templo de forma exenta y sin añadiduras.


También de mediados de este siglo es la construcción de la carretera que posibilitó el que se pudiese acceder por medio del tráfico rodado hasta las cercanías de la ermita.


En fin, uno de los hitos más importantes en la historia de este templo es su declaración como Monumento Histórico - Artístico Nacional por medio de la Orden de 17 de enero de 1964 y, posteriormente, por medio del decreto de 23 de septiembre de 1965. Asimismo, y como complemento, fue declarada Monumento Histórico Artístico Vasco en 1984, aunque en la actualidad estas calificaciones están unificadas. Con todo ello, se asegura el reconocimiento  de la importante singularidad del edificio, tanto nacional como internacionalmente.


En la actualidad, los oficios religiosos que, además de las incontables celebraciones de bodas, se ofrecen en el templo son una misa a las ocho de la mañana cada primer sábado de mes, la novena que se celebra entre el 24 de junio y el 2 de julio y, como fiesta de especial arraigo, la misa mayor que se celebra cada día 2 de julio, a las 11 de la mañana, precedida de la célebre ezpatadantza, y que es, sin duda, uno de los actos más importantes de las fiestas patronales de la villa.

Los nombramientos de las seroras de Nuestra Señora de Portalabe



Como ya hemos visto más arriba, con este apelativo aparece  denominado este edificio en los procesos incoados ante el Tribunal del Obispado de Pamplona para el nombramiento y concesión del título a la persona que había que servir como serora en la ermita
.


Su nombramiento correspondía al Alcalde, vicario y beneficiados, patronos del edificio.


La primera ocasión en que se suscitó un proceso en el Tribunal del Obispado para el nombramiento de serora de esta ermita fue, por supuesto, en el momento de conceder por primera vez el título oficial, algo que solamente podía conceder el Obispado y que sucedió en 1667
.


En ese año Juan de Amezqueta, procurador de Ana de Iturbe, una de las dos candidatas finales a desempeñar el cargo
, se presentó ante el Obispado de Pamplona para dejar constancia de que en el edificio, “que hoy sirve de basílica, no hay quien la sirva por serora para su adorno y limpieza, por haber muerto una mujer que asistía en ella por serora”
.


Siempre según el procurador Amezqueta, la otra candidata final no cumplía las condiciones necesarias para ocupar el cargo (su representada sí que cumplía todas las condiciones, pues contaba con 43 años y era mujer honesta, doncella, virtuosa y recogida, además de todo lo demás que resultase necesario al intento).


Pero no sólo eso. Ana de Iturbe había prometido que, de salir designada serora como consecuencia del nombramiento por los patronos, daría 50 ducados como limosna para la ermita
, pagaderos el día de su toma de posesión.


Señalaba por fin el procurador que se había buscado el título de la última serora, pero no había sido encontrado, por lo que se dudaba seriamente de que hubiera existido dicho título oficial.


Previamente a la presentación de la solicitud de Amezqueta ante el Obispado, los patronos de la ermita habían votado para ver quien había de ser la serora
, pero no habían llegado a una decisión final. 

El vicario Pedro de Jauregui había votado por Ana de Iturbe, al igual que el beneficiado más antiguo, Juan de Ibarguren, por ser la oferta más ventajosa económicamente
. El Alcalde, Sebastián de Lizarralde, y los otros dos beneficiados, Juan Bautista de Antia y Martín de Izaguirre, habían votado por Apolonia de Gurruchaga, señalando que era una persona que ya llevaba 18 años siendo viuda.


Era, pues, ese desacuerdo el que había hecho imposible el que se hiciese en Zumarraga el nombramiento y el que había hecho que se llevase el asunto al Obispado, para que en Pamplona se tomase la decisión
.


Una vez en manos del Obispado, el Vicario General ordenó que se recibiese información acerca de las dos candidatas propuestas, teniendo que acudir ellas mismas al llamamiento, por sí o por medio de procurador. 

Ana de Iturbe acudió al llamamiento, no así Apolonia de Gurruchaga, a pesar de ser solicitada su presencia en tres ocasiones. 

También se preguntó a testigos acerca de la personalidad de Ana de Iturbe, dando todos informaciones positivas acerca de ella.

El Fiscal del Tribunal del Obispado señaló el 5 de diciembre de 1667 que no había habido antes serora en esa ermita que hubiese tenido el título oficial de tal, título que había de ser de nueva creación, por lo que correspondía el nombramiento a los patronos, pero como éstos no habían llegado a una única propuesta, correspondía hacer el nombramiento al Obispo, teniendo que dar Ana de Iturbe los 50 ducados antes de tomar posesión.

La sentencia del proceso y el nombramiento llegaron el 15 de diciembre siguiente. El Vicario General ordenó dar el título como serora de  Nuestra Señora de Portalabe a Ana de Iturbe, quien había da dar los 50 ducados para la ermita tras su toma de posesión
.

Ana de Iturbe desempeñó su cargo de serora hasta el día de su muerte, el 15 de junio de 1698.


Una vez que se produjo su vacante, sólo hubo una persona que aspiró a ese puesto: Gertrudis de Guerra, viuda en la que había recaído el nombramiento de los patronos eclesiásticos y seculares
. 


Comoquiera que no cumplía todas las condiciones impuestas por las constituciones sinodales (no alcanzaba los 40 años, pues contaba solamente con 33), designó procurador ante el Tribunal del Obispado para que suplicase que se le concediese el título.


Las razones que habían inspirado a los patronos a nombrar a esta persona eran que cumplía todas las condiciones impuestas por las constituciones sinodales (salvo la de la edad), y que, además, siendo viuda de Juan de Berroeta, el dueño de Landaburu, vivía muy cerca de la ermita en todo momento
.


Pero no iba a ser tan sencillo y sin problemas el nombramiento: el 1 de julio de ese mismo año 1698 el Fiscal General del Obispado se opuso a ese nombramiento por dos razones. La primera estribaba en el hecho de que no estaba demostrado que los que decían ser patronos de dicha iglesia lo fuesen para proveer de serora a esa ermita, pues estaba situado ese edificio fuera de la parroquia, aunque dentro del término municipal de Zumarraga. La segunda, y se me antoja como más importante, estribaba en que había muchos caseríos dispersos a lo largo del territorio zumarragatarra, y precisamente esa misma cercanía de su vivienda a la ermita era grave inconveniente para el oficio de serora, pues “era viuda de tan poca edad y haber de vivir sola”, lo cual podía ser perjudicial en territorios como los de la provincia de Gipuzkoa, donde “están muy distantes las casas y en despoblado las ermitas”. Otra cosa sería que la seroría hubiese de ser ejercida en el propio templo parroquial.


Las pegas puestas por el Fiscal General no fueron consideradas de importancia por el Obispo
. El 12 de julio siguiente, el mismo Obispo dispensó a Gertrudis de Guerra de los años que le faltaban para alcanzar los 40 prescritos para ser serora, y ordenó al Tribunal eclesiástico que siguiese con los trámites necesarios para otorgarle el título.


Se le concedió definitivamente el título el 12 de agosto de 1698, y tomo posesión el 10 de marzo de 1699, de forma similar a como lo tomaban las seroras de dicha ermita, desempeñando el cargo hasta el día de su muerte, acaecida el 9 de marzo de 1708.


A partir de esa muerte, durante casi cinco años estuvo vacante la seroría de la ermita, pues nadie deseaba presentarse para ese cargo. Tuvo que llegar el año 1713 para que Josefa de Soraiz, moradora de Zumarraga solicitase del Tribunal del Obispado que se le concediese a ella el título.


Si hasta ahora hemos visto como el derecho de nombramiento lo ejercían los patronos eclesiásticos y seculares de la ermita, concediéndose el título desde el Obispado, al haber pasado tanto tiempo desde que murió la anterior serora, incluso el nombramiento correspondía al Obispo.


Así pues, el 18 de enero de 1713, el procurador de Josefa de Soraiz la presentó al Tribunal del Obispado como una mujer ejemplar, que cumplía con todas las condiciones requeridas por las constituciones sinodales para ocupar el cargo, algo que corroboraron los testigos que declararon ante los jueces de dicho Obispado el 24 de febrero siguiente.


El Fiscal General del Obispado se opuso a todo lo hecho, alegando que no correspondía ni a los patronos de la ermita, ni a la misma Josefa de Soraiz su presentación para tal serora, sino que correspondía al Obispo elegir entre quien tuviese por conveniente.


Naturalmente, si el Obispado no había nombrado en los cinco anteriores años a nadie por serora, no pudo ninguna pega para nombrar y conceder el título a la única persona que lo solicitó, y así, rápidamente, le concedió el título el 3 de marzo de 1713, tomando posesión del cargo también, rápidamente, el 9 de marzo siguiente
, estando en dicho puesto hasta el día de su muerte, el 5 de febrero de 1748
.


A los pocos días de esa muerte, el 11 de febrero siguiente, los patronos eclesiásticos y civiles de la ermita nombraron como serora a Magdalena de Jauregui, pues cumplía con todas las condiciones necesarias para ello y, además, había ofrecido “por dote y limosna” para la ermita un censo de cien ducados que poseía contra el concejo de la villa, una tierra sembradía y un castañal que poseía en las tierras del caserío Erratzu Goikoa, de Urretxu.


No pudo acudir hasta agosto de 1750 hasta el Obispado para que se le proveyese del competente título por haber estado enferma.


Una vez llegada esta solicitud ante el Obispado, se ordenó que se recibiese información de testigos ante el vicario de Urretxu, declarando todos los así requeridos el 25 de agosto siguiente que Jauregui era una mujer honesta y apta para ejercer ese cargo, y también que nunca hasta entonces había habido ermitaños en dicha ermita, y sí seroras.


El 2 de septiembre de 1750 se dio el título a Magdalena de Jauregui
.


No tenemos noticia de cuándo pudo dejar de ser serora Jauregui, pero lo cierto es que, con la orden del 13 de octubre de 1769 desaparecían en el territorio de la monarquía las seroras, y, aunque si bien el Ayuntamiento de Zumarraga solicitó y consiguió del Obispado de Pamplona el permiso necesario para que una mujer retirada cuidase del antiguo templo parroquial en 1774-1775, el hecho es que a partir de entonces no aparece más en la documentación el nombre de Portalabe.

La ermita de San Gregorio


Como ya sabemos, esta ermita ha recibido el nombre de Santa Engracia  durante la mayor parte del tiempo de su existencia, y solamente fue a partir de mediados del siglo XVIII cuando pasó a ser normal y popularmente conocida con el nombre de San Gregorio
.


Tenemos conocimiento de esta ermita desde el año 1540, con motivo  de la visita efectuada por el Obispo Pedro Pacheco a Zumarraga, al hacerse un inventario general de bienes del templo parroquial.


No es de extrañar que estuviese construida bastante tiempo antes, y que hubiese servido como templo al cual acudirían las gentes de Eizaga de forma cotidiana durante los días en que no era de precepto acudir al templo parroquial de Santa María.


Como se ve en el tema dedicado a las manifestaciones piadosas, esta ermita fue, junto a la ermita de Santa María de Zumarraga, el punto al cual se dirigió la procesión de la letanía a partir de 1666, tras los sucesos acaecidos ese año con los pobladores de la vecina Urretxu durante la procesión de la noche del Jueves Santo.

No hemos encontrado otras noticias relevantes sobre este edificio hasta los años 1789-1790, años en que, como ya sabemos, se incoó el proceso para poder segregar los frutos y rentas de las ermitas para pasarlos al templo parroquial.


Pues bien, en la información aportada a dicho proceso por el vicario Cortaberria, éste señaló, en referencia a esta ermita, que estaba en el barrio de Eizaga, extramuros de la villa, y que había en su alrededor 30 casas cuyos habitantes acudían a ella a rezar estaciones los días de indulgencia y a oír misa los días de labor, y que había en ella dos capellanías, fundadas por Cristóbal de Molina y por Francisco Javier de Usularre con 93 ducados y 4.800 reales de renta anual, y que aunque la ermita no tenía censos fijos, estaba bien servida por las limosnas que allí se recogían, estando en conjunto bien adornada
. 


No hemos encontrado nuevos datos relevantes sobre la ermita hasta los años más recientes. Concretamente en 1984 – 1985 se derribo la casa aneja, Cortaberrietxe, permitiendo con ello una mejor vista de la ermita.


Posteriormente, en 1990, se procedió a una completa restauración, tanto interior, como exterior de la ermita, arreglando el tejado, las fachadas, la pavimentación, tanto exterior como interior (se incluyó la zona del coro), se pintó, etc.


Posteriormente, y siempre que se ha necesitado, se han seguido elaborando trabajos de mantenimiento, componiendo en la actualidad un  edificio bien restaurado.


En la actualidad, se celebran oficios religiosos los días 16 de abril, festividad de Santa Engracia, fecha en que se bendicen las semillas; el día 15 de mayo, festividad de San Isidro, y el día 3 de septiembre, festividad de San Gregorio, día en el que se bendicen los aceites.


Entrando en otra serie de materias relativas a la historia de la ermita, este edificio, como uno más de los templos de la población, fue sede de dos capellanías: las fundadas por Cristóbal de Molina y por Francisco Javier Usularre.


La capellanía de Cristóbal de Molina, fundada en 1668 en Madrid, y trasladada a Zumarraga por Tomás Sagastiberria. Tenía como características peculiares que el patrono era el propio Obispo de Pamplona, y que el capital con que estaba fundada le provenía de un juro, que proporcionaba 74.880 maravedíes de renta anual, el cual en un principio estuvo situado sobre las rentas del tabaco y, posteriormente, sobre las alcabalas de la ciudad de Lorca
.


La capellanía fundada por Francisco Javier de Usularre
 tenía vocación de ser capellanía propiamente dicha y, a la vez, obra pía, pues imponía la celebración de ocho misas de forma anual y, además, estaba dedicada a la atención de los enfermos agonizantes  del barrio de Eizaga en su última necesidad.


Esta fundación compuesta estaba en vigor en 1830, recibiendo el presbítero Juan José Usularre los emolumentos por ambos conceptos, pero, según parece, no a satisfacción de los vecinos de Eizaga, pues dichos vecinos se quejaron al Ayuntamiento con la intención de que la institución municipal ordenase a Usularre que cumpliese con sus obligaciones o, al menos, pusiese una persona que cumpliese con ellas
.


Sabemos de la existencia de esta capellanía hasta, al menos, el año 1870.

La ermita de San Cristóbal


Este edificio es, sin duda, uno de los más antiguos de Zumarraga. No poseemos datos directos que nos hagan retroceder más allá del 20 de agosto de 1540, fecha en la cual, como sabemos, aparece nombrada esta ermita como una de las que había en Zumarraga dependientes del templo parroquial de Santa María de Zumarraga, pero sí que podemos pensar, de todas formas, que la gran dispersión de los caseríos de Zumarraga debió aconsejar a sus habitantes la construcción de un edificio religioso que les pudiese ayudar a recibir el auxilio espiritual y que se situase más cerca de toda una zona de caseríos importante: todos los situados en el barrio de Aranburu, más algunos que estuviesen cerca de ese barrio y que perteneciesen al barrio de Leturia.


El hecho de que fuese construido el edificio en las más inmediatas cercanías de los caseríos de Oraa Azpikoa, fundamentalmente, y de Oraa Goikoa, hizo que se le conociese con el nombre de San Cristóbal de Oraa ya en el siglo XVI.


El templo brilla por su sencillez. Posee muros de mampostería vista, con esquinales de sillería, y una sola nave, en la que destaca el retablo de madera situado en el altar mayor.


Este retablo fue mandado construir al urretxuarra  Domingo de Mendiaraz por el que fue vicario del templo parroquial, Martín de Altuna, y por el mayordomo de la ermita, Martín García de Achivite, el 14 de abril de 1581, y tal y como lo confiesa el escultor. La obra no estuvo definitivamente acabada hasta el 28 de mayo de 1597
.


La ermita participó también de los hechos religiosos que, a nivel general, se celebraban en la población, incluso del conjuro de los campos y de los hogares. Buena muestra de ello es que el 30 de abril de 1774, con motivo de la renovación por seis años del convenio realizado para la ejecución del conjuro de los campos, los comisionados de los labradores zumarragatarras acordaron con los presbíteros Pedro Ignacio de Mendizabal y Juan Ignacio de Aguirre el que éstos bendijesen sus casas y sus términos desde finales de abril a principios de mayo de cada año, e hiciesen  el conjuro de los campos desde el 3 de mayo hasta el día 14 de septiembre por todas las mañanas del dicho tiempo al alba en la ermita de la Antigua, y de asistir a ella de dia y de noche al conjuro siempre que durante el expresado tiempo hubiese tempestad o nube o amenazase, como también hayan de celebrar por dicho tiempo veinticuatro misas en dicha ermita y en la de San Cristobal en el tiempo de siega o vareo siempre que se les llame por los habitantes del barrio de Aramburu”
, todo ello a cambio de la correspondiente retribución en trigo.


Pocos años después, la ermita pasó por malos momentos, los cuales se hacían bien visibles por su mal estado de conservación, el cual afectaba fundamentalmente a los tejados. Ello fue la causa de que, en mayo de 1789, tal y como se ha visto más arriba, el Ayuntamiento solicitase del vicario que hiciese gestiones ante el Obispado para que, aprovechando legislación gubernamental de 1769, solicitase la agregación de los bienes, frutos y rentas de las ermitas para poder así trasvasar fondos de ermitas pudientes a otras no tan pudientes, como era el caso de esta ermita, pues de otra manera difícilmente podían recomponer el mal estado de conservación, ya que no tenía rentas este edificio.


En la información que para lograr ese objetivo hubo de ofrecer el vicario sobre esta ermita se relacionaba que la ermita no tenía renta fija y las limosnas era muy pocas, por lo que se hallaba en mal estado, junto a unos 23 caseríos de los más ricos de la población, y que estaba situada a media hora de camino del templo parroquial. A dicha ermita acudían a rezar las oraciones de la mañana, del mediodía y al oscurecer los habitantes de los caseríos que estaban bajo su influencia. No se celebraban misas salvo en algún día festivo, en tiempo de cosecha. Además, un día el cabildo parroquial acudía a dicha ermita con procesión
.

El 2 de junio de 1790 el Obispado aprobó esa agregación de bienes de las ermitas al templo parroquial y así, junto a la posibilidad de efectuar obras en el templo parroquial, también se dispuso de la posibilidad de dejar en buen estado de conservación el resto de las ermitas, como ocurrió en este caso.


La ermita ha continuado existiendo y sigue en pie en la actualidad gracias a las importantes obras de mantenimiento que se han realizado cuando han sido necesarias
. Hoy en día se encuentra normalmente cerrada al público, abriendo sus puertas el  domingo siguiente al día 10 de julio, fecha en que festeja al santo de su nombre con una misa, y que es el central de las fiestas que allí se celebran.

La ermita de Nuestra Señora de la Piedad

 
Como ya hemos visto más arriba, el 20 de agosto de 1540 se hizo un inventario general de bienes que había en el templo parroquial de Santa María de Zumarraga con motivo de la visita que efectuó el Obispo Pedro Pacheco a la iglesia de la población. Pues bien, en ese inventario de bienes aparecen, además de la ermita de San Martín del barrio de Aginaga, tres ermitas plenamente zumarragatarras: San Cristóbal, Santa Engracia y otra que aún no tenía nombre.


Sin duda, esta última era la ermita que más tarde, ya a finales de ese mismo siglo XVI, sería popularmente conocida como Nuestra Señora de la Piedad, o de Zufiaurre, por hallarse en ese barrio urbano de nuestra población.


Es por ello que no podemos extrañarnos cuando, con ocasión de la aparición del primer documento directo de esa ermita, precisamente el convenio o contrato por el que se acordó su construcción, él 25 de mayo de 1581, ese edificio contaba con un mayordomo. Todo lleva a pensar de que no se trataba de la primera construcción de ese edificio, sino de una reconstrucción.


Ahondamos más en esta idea si leemos con atención el contrato
: se estaba pactando la construcción de una nueva ermita
 utilizando los restos de una anterior construcción (entre otras cosas se  describe con todo detalle cómo se había de hacer el nuevo edificio y con qué medidas, señalando a ese respecto que “la dicha hermita tiene la pared principiada por la parte delantera”
. Además, a la hora de hacer efectivos los cobros por parte de los maestros, señala el documento que los gastos  “sean de por los dichos censos corridos y limosnas y mandas y rescivos que la dicha hermita tiene...”
. 


Finalmente, un vistazo a los mandatos más particulares
 que encomendó el Visitador Lope de Alquiza a las autoridades religiosas zumarragatarras el 25 de marzo de 1565, nos revela que, en 1565, había ya encomendados a la ermita de Nuestra Señora de abaxo
 trescientos ducados. Con parte de ese dinero había que satisfacer cuentas por los materiales empleados en la construcción – mantenimiento de esa ermita, y habían de servir también para el pago del estipendio a cobrar por decir la misa semanal que había que decir perpetuamente a la memoria de la legadora de esa cantidad, Catalina Lopez de Oraa
.


No sólo contamos con el contrato de reconstrucción del edificio para saber que éste ya existía anteriormente. También encontramos, en 1579, documentación referente a la constitución de una capellanía en esa ermita, tal y como lo veremos más adelante, lo que asienta definitivamente la existencia de la ermita desde años antes de 1581.


De todas formas, también es evidente que la ermita necesitaba una nueva construcción en  mayo de 1581.


Rápidamente empezaron los trabajos los maestros artesanos. El 20 de julio siguiente, y con el fin de comprobar que se estaban realizando los trabajos de construcción de acuerdo a las condiciones contratadas, se hizo por parte de las autoridades civiles y religiosas de la población la primera medición de las obras que se estaban realizando, no poniéndose ninguna pega a lo que se había hecho hasta esa fecha
.


Menos de un año después murió Pedro de Olazabal, uno de los maestros de la obra, con 36 años. No por eso las obras se suspendieron.


Años más tarde, en 1612, la ermita parecía estar concluida
, pero no contentos los vecinos de este barrio con las medidas del edificio, pensaron agrandarlo. Por ello, el 23 de abril de ese año se remató parte del material primeramente solicitado para la construcción de la obra, poniendo a buen recaudo el material que pensaban aprovechar para el engrandecimiento del templo
, obra que se pudo iniciar en 1614
.


La ermita estaba definitivamente construida ya para 1634. En ese año se incoó un proceso ante el Tribunal del Obispado de Pamplona a instancias del beneficiado zumarragatarra Juan de Viciola, quién decidió actuar contra el vicario y el resto de los beneficiados de Zumarraga ya que éstos introducían los frutos procedentes del cobro de los diezmos en esta ermita, que ya para entonces era suntuosa y de mucha devoción, convirtiéndola así en hórreo.


Esa conversión de la ermita en improvisado almacén podía ocasionar que perdiera parte de su encanto, pues no en vano se podía deteriorar por el hecho de la introducción de los caballos en la ermita y por el mismo hecho de que sirviese de hórreo
.


En otra serie de cosas, tal como se ve en el tema dedicado a las manifestaciones piadosas, a partir de los sucesos acaecidos en la noche del Jueves Santo de 1666 con los devotos de Urretxu, esta ermita fue el lugar al que, en adelante, se dirigieron las procesiones de ese día.


Con el paso del tiempo, el edificio tuvo nuevas afecciones. Una de ellas, quizás la más importante, fue la que adquirió la casa aneja a la ermita, Altuneche. Los propietarios de dicha casa a finales del siglo XVII y principios del siglo XVIII, los Altube, habían construido una saetera o lumbrera adyacente a la casa y a la ermita, de tal modo que podían ver y oír las misas que se celebraban en el interior de la ermita.


El 19 de abril de 1727 uno de los patronos de la ermita, el Alcalde de la villa, Juan de Alzola, preocupado por esa situación y pensando que dicha obra era ilegal, procedió a cerrar la saetera, por los que los propietarios de Altuneche se quejaron ante el Corregidor de la Provincia, quien decidió condenar al Alcalde a pena de prisión, a pesar de contar con el apoyo del resto de corporación municipal y del cabildo eclesiástico (finalmente eludió la pena de prisión por haber depositado una fianza). Por otra parte, el Corregidor decidió sentenciar que el Alcalde repusiese la saetera.


A pesar de que contra esa sentencia se interpuso apelación ante el Tribunal de la Chancillería de Valladolid, también en esa instancia se sentenció contra lo efectuado contra el Alcalde el 22 de febrero de 1729.


No contento el cabildo eclesiástico de la villa con esas sentencias, aprovechó la Visita efectuada por Miguel Daoiz, Visitador General del Obispado, en el mes de mayo de 1729, para solicitarle un mandato con la intención de cerrar la saetera, teniendo buen cuidado en que no lo pudiese desbaratar Altube ni la volviese a poder abrir bajo pena de excomunión mayor y de 50 ducados de multa.


Daoiz, habiendo tomado buen ejemplo de lo que se le pedía, y juzgando que  los Altube habían querido establecer “un derecho de visera sin que para ello tengan derecho ni titulo justo alguno” 
, la mandó cerrar, aceptando imponer a los Altube las penas solicitadas por el cabildo eclesiástico si no procedían a cerrar la saetera.


Ese mandato sentó muy mal a los Altube, por lo que recurrieron al Tribunal del Obispado, solicitando su anulación.


El vicario de Zumarraga se presentó también en el proceso para afirmar que con las acciones de la familia Altube se atentaba seriamente contra la inmunidad local de las iglesias, pues no era normal que se abriesen sus paredes, logrando así el malicioso efecto de quedar abiertas en todo momento. Siguió exponiendo el vicario que ese proceso nunca lo debió juzgar un juez secular, y que el cierre de la saetera ya se había ordenado en 1683, orden que fue cumplida hasta 1725, año en que se volvió a abrir por los Altube.


Tras celebrarse el proceso, el 7 de septiembre de 1729 el Obispado sentenció que se debía reponer la saetera o lumbrera en el estado en que estaba antes del mandato de Daoiz, y que se anulase el mandato por éste efectuado.


A pesar de todos los avatares por los que pasaba la ermita, el edificio no perdió en prestigio. En 1789-1790, tal y como hemos visto más arriba, con ocasión del proceso incoado ante el Obispado de Pamplona para la agregación de los bienes de las ermitas al templo parroquial, con el fin de que éste tuviese dinero para hacer obras, a la vez que se podía coadyuvar con los frutos y rentas de esta ermita a la conservación y mantenimiento de otras, y especialmente en ese momento a la de San Cristóbal, se dispuso que a partir de ese año, y al perder esa autonomía financiera en manos del templo parroquial, fuese dicho templo el que tuviese que acudir a sufragar los gastos necesarios para el buen mantenimiento de las ermitas
, haciendo especial salvedad en esta ermita de Nuestra Señora de la Piedad, “que aparece ser la mejor dotada, entendiendose en cuanto a esta, dicha aplicación en calidad de prestamo y con obligacion de llevarse cuenta separada de lo que al presente tiene y se recibiere, juntamente con la de los gastos que ocasionare y sufriere la Yglesia en su subsistencia y ornato”
. 


Quizás fue ese el comienzo del definitivo declive de esta importante ermita, ya que pocos años más tarde, con motivo de la llegada de las tropas francesas a la villa en 1807, el Alcalde mandó que se utilizase esa ermita como cuartel de los soldados napoleónicos. Nació en esa época ese uso para la ermita, uso que se siguió dando cuando en años posteriores pasasen tropas por la población.


No sólo se dio ese uso militar a la ermita. En 1827 se incoó un proceso ante el Obispado contra el Alcalde por que éste supuestamente había destinado a la ermita a Juan Bautista de Corta y a su familia, para que la usasen como vivienda, profanándola
.


Ante esa medida del Alcalde, por parte del Tribunal del Obispado se instó a la máxima autoridad municipal a dejar libre el templo y a que pusiese los medios para que se celebrasen en él los oficios religiosos, consiguiéndose mandamiento en ese sentido.


El Alcalde se defendió alegando que sólo había dado permiso a Corta para que usase la sacristía de la ermita durante unos días para dejar muebles y enseres.


A pesar de que se solucionó ese contencioso, la ermita estaba ya viviendo sus últimos años. En 1828 - 1829 se intentaron hacer gastos de recomposición, para lo cual se gastaron 2.228 reales
.


Durante los años siguientes se siguieron realizando los oficios religiosos derivados de las capellanías existentes en esa ermita
, al menos hasta 1834. A partir del año 1835, año en que los carlistas tomaron esta zona, no se celebraron más misas en esta ermita. A partir del final de la guerra, las misas de esas capellanías se celebraron en el templo parroquial.


La ermita cayó en desuso, sirviendo ya como mero almacén de mercancías, para lo que se arrendaba a los que así lo solicitasen.


El 3 de diciembre de 1861 se arrendó por último año, siempre con la condición de que se desocupase cuando se comunicase al arrendador que se iba a proceder al derribo del edificio
.


El 28 de febrero de 1862 todavía continuaba en pié el edificio, tal y como certificaba el párroco José Francisco de Olaran
 .


El 29 de junio de 1862 se acordó por el Ayuntamiento que Nicolás de Soraluce negociase la permuta del terreno de la ermita con el dueño de la casa colindante de Altunaeche
. La ermita había desaparecido.


A pesar de haber atestiguado de este modo el fin de esta ermita, no deseo acabar esta redacción sobre ella sin dejar constancia de que, mientras existió, fue bastante importante en la vida eclesiástica de la comunidad zumarragatarra.

Buena prueba de ello es que esta ermita fue sede de varias capellanías, entre ellas la que se fundó el 7 de julio de 1608 por mandato del zumarragatarra Juanes de Viciola
. 


Viciola, que falleció el 13 de marzo de 1602, ordenó por su testamento, de fecha 12 de marzo de 1602, fundar una capellanía que se perpetuase en el tiempo. Las obligaciones del capellán eran las de celebrar cuatro misas rezadas cada semana
, para lo cual se le retribuiría al capellán
 con cuatro reales por cada misa así efectuada.


Por encargo del fundador, el patrono principal fue su hermano, Martín de Viciola,  y sus sucesores, aunque también eran patronos el Alcalde de Zumarraga y el propio vicario.


La cantidad de dinero destinada por el fundador para la capellanía fue de 3.000 pesos de oro, de 8 reales de plata cada uno, pero tan sólo llegaron a Zumarraga 1067 pesos en 122 marcos de plata, por efectos de la traída del capital hasta Zumarraga.


Por supuesto, con el capital así dejado se instituyeron una serie de censos
, los cuales prolongaron la vida de la capellanía en esta ermita hasta, al menos, 1834. Tal y como ya se ha comentado más arriba, en los años posteriores a la Primera Guerra Carlista se siguieron celebrando misas por esa capellanía, pero ya se celebraban en el templo parroquial, pues la ermita se hallaba inhabilitada.


Tal y como sucedió con otras fundaciones pías, el dinero en ella depositado fue constantemente vigilado por personas imparciales, al igual que las obligaciones que en ella existían. Precisamente, en 1632, extrañados de que no se cumpliesen con las cargas de la fundación, Juan de Murillo solicitó del Fiscal del Obispado que indagase acerca del capital y obligaciones de la capellanía ante su capellán y, a la vez sobrino del fundador Juan de Viciola, pues “no se sabe que se cumpla con la dicha capellania Y los Ynteresses Y cantidades que se remitieron ni si esta la fundacion con que obligaciones Y de que renta”
.


Ante esta denuncia, el capellán Viciola se defendió, señalando su procurador ante el Tribunal del Obispado que cumplía con las obligaciones señaladas en el documento de fundación, y que nunca había tenido ese instrumento piadoso más cantidades que con las que se instituyó primeramente.


Pero no se conformó el Fiscal del Tribunal del Obispado con esa contestación. Finalmente, tras un proceso en toda regla, el 15 de julio de 1632 el Vicario General reconoció a Viciola como inocente de las acusaciones que contra él formulaba el fiscal, pues había quedado demostrado que había cumplido con las obligaciones que mandaba el testador. Eso sí, le obligaba este alto cargo al capellán a que siguiese cumpliendo escrupulosamente con las obligaciones emanadas de la voluntad del fundador, recordándole que las misas que celebrase fuera de la ermita de Zufiaurre no le habrían de valer para cobrar el estipendio señalado.


Otra de las fundaciones existentes en esta ermita fue la capellanía que se fundó con motivo del fallecimiento de Pedro de Anduezu. Efectivamente, con motivo de su fallecimiento, sus sucesores ordenaron separar de los bienes dejados por Anduezu 150 ducados para, con sus rentas,  poder decirse perpetuamente, todos los miércoles, una misa rezada en la ermita por el alma del fundador y las de sus sucesores. Todo ello se hizo en virtud de una escritura otorgada el 8 de noviembre de 1579.

 Según esa escritura, si el clérigo que tuviere que decir la misa no lo hiciese en algún día, el pago o limosna que le correspondía había de ser satisfecho a los pobres de la población. También se especificaba en la escritura que si algún miércoles era fiesta, el clérigo habría de decir la misa el martes anterior, o el jueves inmediato, tañendo siempre la campana para que así, los interesados en acudir a esa misa, tuvieran conocimiento de ello.


Los herederos se concertaron con el beneficiado Martín de Vergara para que fuese este quien celebrase las misas, a dos reales cada una, y comoquiera que la cantidad que se le podía pagar era la idónea para pagar 41 misas (los réditos de aquellos ciento cincuenta ducados sólo ascendían a esa cantidad), ese fue el número de misas que finalmente se acordó.


El beneficiado Martín de Vergara obtuvo poder de los herederos de Anduezu para cobrar él mismo las rentas de los ducados mandados imponer por el fundador de la capellanía
. Al final, esos 150 ducados se lograron por medio de la venta que se hizo de una  parte de los bienes que legó Anduezu a sus herederos. En concreto fueron los bienes que llegaron a manos de Juan de Echaburu. Éste vendió parte de esos bienes a Domingo de Cortaberria, y una de las obligaciones de pago escrituradas consistió en que Cortaberria había de imponer a censo 150 ducados para que se dijesen misas por el alma de Anduezu, cumpliendo así con sus deseos, lo cual realizó en 1616


En otro apartado de cosas, y como ya sabemos también, esta ermita tuvo una serie de seroras a lo largo de su historia. Algunas de ellas fueron Maria Juanes de Altuna, Gracia de Urcelay, Maria Juaniz de Urcelay y Antonia de Mugica.

La ermita de San Martín de Tours, de Aginaga


Conocemos de la existencia de esta ermita desde, al menos, el 20 de agosto de 1540, fecha en que, como ya hemos visto más arriba, se realizo un inventario general de bienes del templo parroquial de Santa María de Zumarraga con motivo de una visita del Obispo, Pedro Pacheco.


De la lectura de dicho inventario se deduce que, además de los indispensables elementos que tenían todas las ermitas de Zumarraga para la celebración de los actos litúrgicos, esta ermita contaba además con una serie de bienes, como la primicia que desde antiguo le satisfacían los cinco caseríos a los que atendía, y que alcanzaba en esa época un valor de entre nueve y diez ducados anualmente
.

Esa primicia iba a parar a la iglesia de Azkoitia, que era la encargada de mantener y conservar esa ermita, pues no olvidemos que, en la esfera civil, dependía ese edificio de Azkoitia.

Contaba esa ermita también con una serora, a la cual había concedido su título el Obispo de Sant Angelo.

Al igual que sucedía con el templo parroquial zumarragatarra, esta ermita poseía sobre sí un derecho de patronato,  siendo sus poseedores los Condes de Mora.

Este derecho de patronato no llegó a ser tan gravoso como el que poseía el templo parroquial de nuestra población, pues era evidente que no se podían extraer de esta ermita los frutos que se extraían del templo parroquial de Zumarraga.

Entrando en otra serie de materias, la situación geográfica de los cinco caseríos del barrio de Aginaga más cercanos a esta ermita, muy separados del núcleo de población de Zumarraga, y todavía aún más de Azkoitia, hacía que hubiese épocas, fundamentalmente en invierno, en las cuales no podía acudir a decir las misas ningún eclesiástico, por lo que las aproximadamente cien personas que allí residían se quedaban sin el socorro espiritual. Ello ocasionó que estos habitantes, contribuyentes de la Iglesia por todos los conceptos
, se quejasen y el 6 de julio de 1787 pidiesen al cabildo eclesiástico zumarragatarra que, cuando les pareciese conveniente, acudiesen a esa ermita para decir misa.

La respuesta del cabildo eclesiástico de Zumarraga fue decepcionante para los solicitantes, pues alegaron los clérigos que no tenían ninguna obligación de celebrar misa, y que recurriesen a donde estimasen oportuno para lograr su objetivo
.

Esto hizo que, justo una semana después, fuese el propio Conde de Mora, como patrono del templo y dueño, además, de cuatro de los cinco caseríos de ese núcleo de población, quien, desde Segura y por medio de su administrador, solicitase del Obispo que se celebrase una misa todos los días de fiesta. Además, tuvo a bien solicitar en ese mismo momento que se encargase ordenar que la ermita estuviese siempre con la decencia que requería un edificio eclesiástico y que, en cualquier caso, se sirviese suprimir la obligación de contribuir con la media fanega de trigo anual que satisfacían al cabildo eclesiástico zumarragatarra por la celebración de los conjuros
. 

De la lectura del expediente se desprende que el Obispo mandó al Vicario de Zumarraga que hiciese una certificación acerca de la situación de las ermitas, lo que hizo el párroco zumarragatarra el 16 de julio de 1787 señalando lo que ya conocemos, quedándose ahí el expediente, sin una posterior resolución sobre lo interesado por el Conde de Mora.

A pesar de los intentos, los problemas relativos a la falta de personal religioso que atendiese la ermita continuaron.

Para intentar solventarlos, los propios habitantes de Aginaga

 hubieron de recurrir a la contratación de los servicios religiosos en la ermita, al menos durante los días de precepto
, pero lo cierto es que estos intentos de solucionar el problema no eran sino verdaderos parches, puesto que no se solucionaba la raíz del problema: el nombramiento de personal que atendiese de forma definitiva los asuntos espirituales del barrio.

 Continuaron así durante un tiempo, al menos hasta 1872, cuando, a

 pesar de haberse concebido un arreglo parroquial de 1870, debido a esa misma falta de personal, tuvo que ser el propio Diputado General de la Provincia quien se dirigiese a los Ayuntamientos de Zumarraga y Azkoitia para sugerirles que invitasen a los respectivos párrocos para que pusiesen el pertinente personal religioso que atendiese las necesidades de los pobladores que acudían a ese templo, pues de otra forma se retraería de los párrocos de ambas poblaciones la cantidad necesaria para asegurar la atención espiritual de esas personas
.

La situación pudo cambiar definitivamente a los pocos años. Efectivamente, con la elaboración de un nuevo y definitivo arreglo parroquial, en los primeros años de la década de 1880, los habitantes de este barrio pasaron a formar una parroquia rural
.


En 1884, ya como parroquia rural, tuvieron que hacerse importantes obras para habilitar al culto el edificio, construyéndose asimismo la casa cural, con su huerta, la escuela y el campo santo.

Fruto de esas obras fueron gran cantidad de gastos, y para intentar remediarlos recurrieron al Ayuntamiento de Zumarraga, solicitando la oportuna subvención. Una vez discutido el asunto en el consistorio zumarragatarra, se decidió que por la precariedad de la situación hacendística por la que atravesaban no se podía dedicar ninguna partida al efecto, proponiendo, no obstante, que se hiciese una suscripción en la población, pues seguramente obtendrían más dinero de ese modo
.

Desde entonces hasta hoy, esa parroquia rural ha continuado sirviendo a sus feligreses, si bien desde 1980 es atendida por los Padres Pasionistas de Urretxu.

 Hoy en día, desde el año 1989, fecha en que se acordó por las Juntas Generales de la Provincia la segregación de Aginaga de Azkoitia y su agregación a Zumarraga, este barrio está integrado tanto en lo civil como en lo eclesiástico en esta última villa. 

ALGUNOS PROBLEMAS DEL PERSONAL ECLESIÁSTICO.

OTROS ASPECTOS DE INTERÉS RELATIVOS AL PERSONAL.

Los eclesiásticos que han desempeñado su labor en Zumarraga han tenido problemas de todo tipo: desde los generales del clero zumarragatarra, fundamentalmente por su relación con el Señor de Lazcano, a los que han sufrido por procesos judiciales meramente individuales incoados por una discutible conducta, pasando por las persecuciones a las que les podían someter los militares en una situación bélica, en la que convenía tener al clero como aliado.


O, dicho de otra forma, desde aquel don Ynnego, el primer eclesiástico conocido de Zumarraga, quien siendo vicario zumarragatarra actuaba como testigo en 1411 en el acuerdo de separación de las villas de Segura y Urretxu y de la población de Zumarraga, hasta los párrocos de las dos actuales parroquias de la población, Luis María Segurola Larrañaga, por lo que respecta a Santa María de la Asunción, y José Ignacio Munilla Aguirre, en lo concerniente a la parroquia de El Salvador
, han pasado los eclesiásticos que han desempeñado su labor en nuestra población, si bien unos más que otros, por numerosos problemas, siendo estos en unos casos de naturaleza judicial por procesos contra ellos incoados, padeciendo otros persecuciones políticas y, en todo caso, problemas generales con el Marqués de Valmediano, Señor de Lazcano y patrón del templo parroquial en sus dos ubicaciones a lo largo de la historia, por la existencia de una serie de tensiones en las nada idílicas relaciones entre ese noble y los religiosos zumarragatarras.

LA TIPOLOGÍA Y LAS OBLIGACIONES DEL PERSONAL ECLESIÁSTICO EN NUESTRA POBLACIÓN


De forma previa a cualquier planteamiento, ha de quedar bien asentada una primera división entre los clérigos que llegaron a  ejercer algún tipo de labor en Zumarraga: la natural división entre los clérigos que formaron parte del cabildo parroquial y los que no formaron parte de ese cabildo.


Los integrantes del cabildo parroquial zumarragatarra han sido, hasta el arreglo parroquial de 1881
, los vicarios y los beneficiados
. A partir de ese importante arreglo, vicarios y beneficiados fueron sustituidos por los hoy párrocos y coadjutores, respectivamente
.


Una vez efectuada esta preliminar división, podemos ya iniciar propiamente un estudio pormenorizado sobre el personal eclesiástico zumarragatarra estableciendo, también, otra división, basada esta vez ya en el ámbito temporal, cuyo punto o año de inflexión sería el de 1486.


Desde 1366, año de la donación del monasterio de Zumarraga a Francisco López de Lazcano, y hasta 1486, los feligreses de Zumarraga fueron atendidos, según parecen indicar los razonamientos expuestos en este último año por los pobladores de Zumarraga en el pleito que incoaron contra los Lazcano ante los Reyes Católicos, por un sólo clérigo, mal pagado, y ajeno en su origen a esta población, todo lo cual  llevaba consigo aparejado, de forma casi inevitable, una más que probable falta de atención espiritual a la totalidad de esos mismos feligreses.


Está claro que ese clérigo, ya fuese nombrado como abad, ya fuese nombrado como vicario
, dependía totalmente el Señor de Lazcano, sirviéndole fielmente en todas las cuestiones por él planteadas.


A partir de 1486, con el aumento del personal eclesiástico ya comprobado en el capítulo dedicado a los pleitos sostenidos con el Señor de Lazcano, los clérigos que iba a haber en Zumarraga serían el vicario y tres beneficiados. Con la puesta en práctica de lo acordado en  la concordia a que se llegó en 1621 entre el Señor de Lazcano y los clérigos de Zumarraga, éstos vieron aumentar su número con la figura del coadjutor, cargo este último que en ocasiones estaba unido al de sacristán. A partir de ese momento, hubo algún otro clérigo también en Zumarraga, como el presbítero encargado de tañer el órgano en el templo parroquial
, aunque lo normal fue que los que así estuviesen en nuestra población lo hiciesen de forma  circunstancial y no duradera. Ejemplos de ello pueden ser el del capellán José Ignacio de Cortaberria, el de José Ignacio de Mendia, quien en 1840 era clérigo patrimonista
 y posteriormente llegó a ser beneficiado del templo parroquial, o el de José Miguel de Uribe, persona que anteriormente a la Primera Guerra Carlista habitaba en un convento de Bilbao y que, por circunstancias de esa guerra, vino a parar a Zumarraga, viviendo en compañía del vicario
. Por fin, dentro del personal eclesiástico estante en Zumarraga, podemos mencionar la existencia de un mayordomo eclesiástico, cargo desempeñado por un beneficiado para ayudar al mantenimiento de los bienes eclesiásticos
.


Este mayordomo desempeñaba su trabajo, en los primeros siglos,  desde el día de San Miguel, 29 de septiembre de un año, hasta igual día del año siguiente. Posteriormente, realizó sus ocupaciones entre el 1 de enero y el 31 de diciembre. 

Era un cargo nombrado por el vicario, y según las constituciones parroquiales de Zumarraga, no podía desempeñar ese cargo un mismo beneficiado dos años seguidos, siempre que otro beneficiado dispuesto a ejercerlo
.


 Por otra parte, tendríamos al personal laico, parte del cual tenía muy íntima relación con los edificios religiosos (en nuestra población tendríamos así a las seroras, bien sea del templo parroquial, bien de las diferentes ermitas), y que llegaban a recibir sus títulos de manos del propio Obispo; otra clase de personal, laico también, tendría una menor relación con la iglesia, aunque desarrollara gran parte de sus funciones a su servicio: los mayordomos laicos, designados por el Ayuntamiento para servir de administradores de las cuentas del templo parroquial o de sus ermitas, de su mantenimiento, etc., etc.


A la hora de hacer, al menos, una breve introducción sobre los cometidos de cada uno de estos empleos o cargos, hemos de señalar que el vicario era el clérigo que tenía que administrar la comunidad parroquial, teniendo a su cargo la cura de almas, tarea que se puede definir como el cuidado, la instrucción y la administración de los sacramentos entre los feligreses
. Además de estas funciones, fundamentales y que le llevaban todo su tiempo disponible, ejercía otro tipo de funciones, bien eclesiásticas
 o más prosaicas, como por ejemplo las de dar publicidad a las disposiciones que daban las autoridades civiles, bien fuesen municipales, bien fuesen extramunicipales, antes de acabar la misa de los domingos
.


En la población de Zumarraga, y a partir de 1366, año en que, como sabemos, está datado el documento de donación del monasterio de Zumarraga por parte del pretendiente Enrique, más tarde Enrique II, a Francisco López de Lazcano, Señor de Lazcano, los Señores de esta casa gozaban del privilegio de presentar ante el Obispo de Pamplona a los candidatos que ellos estimasen idóneos para ejercer el cargo de clérigo, primeramente en el conocido como monasterio de Zumarraga, germen del posterior templo parroquial de Santa María de Zumarraga, el cual sería, a su vez, el eje sobre el que giraría la primera administración territorial conocida como “colación de Santa María de Zumarraga”, y posteriormente ya en el propio templo parroquial de Santa María, el cual estuvo, como ya sabemos, primeramente en las faldas del monte Beloki como monasterio, y posteriormente, a partir de octubre de 1576, en el fondo del valle.


Hasta 1489 los Señores de Lazcano presentaban a una sola persona para que atendiese las necesidades de los feligreses zumarragatarras. Pero, tal y como ya hemos visto,  el éxito que podía tener esta única persona para administrar los sacramentos y dar el pasto espiritual a los parroquianos debió ser escaso pues, tal como se ve en el tema dedicado a los pleitos mantenidos por Zumarraga contra este poderoso señor feudal, no llegaba a cumplir sus necesidades mínimamente, pues por un lado no tenía fijeza en su ocupación (dependía este clérigo totalmente de la voluntad del de Lazcano), y por otra parte no estaba suficientemente recompensado en el apartado económico, con lo que de ninguna manera estaba garantizado el buen desarrollo de sus funciones.


Con el pleito incoado contra la Casa de Lazcano, Zumarraga consiguió que fuesen cuatro los eclesiásticos designados para atender a la feligresía (un vicario y tres beneficiados
), y además logró una retribución económica más acorde con sus necesidades, teniendo por ello absoluta disponibilidad para dedicarse a ejercer su trabajo entre los parroquianos. Además, y como resultado de ese proceso, se estableció el que los clérigos que desempeñasen su trabajo en Zumarraga habían de ser patrimonializados: naturales de la población y de padres residentes y dezmeros en Zumarraga
.


El nombramiento de beneficiados acarreó problemas, pues no era necesario que fuesen presbíteros los presentados y nombrados por el Obispo, sino sólo ser clérigos de menores órdenes (estudiantes) para ser agraciados con ese  beneficio, y ello contra la opinión de los presbiteros naturales de Zumarraga que estuviesen en esta villa residiendo
.


Entrando en otra serie de temas, los beneficiados de la parroquia
 de Zumarraga detentaron, en una primera etapa que podríamos demorar hasta los siglos XVII y XVIII lo que podríamos llamar como “beneficios curados”
, o beneficios que ayudaban o compartían con el vicario la “cura de almas”. Posteriormente, y tal como se ve en el tema dedicado al Plan Beneficial, los beneficiados zumarragatarras pasaron a desempeñar lo que podemos llamar como “beneficios simples”, no curados, desempeñando otras labores, no trabajando ya con las labores esenciales de la cura de almas
.


Los beneficiados simples asistían al coro, decían misas, asistían a sus fundaciones de misas y capellanías, y poco más tenían que hacer, y ello a pesar de la Real Orden de 12 de junio de 1769 sobre los planes beneficiales, la cual venía en ayuda del vicario o párroco. Efectivamente, a pesar de esa nueva norma, no varió en grado sumo la labor que desempeñaron en Zumarraga estos clérigos, pues siguió dependiendo la cura de almas estrictamente del vicario o párroco, el cual a partir del acuerdo o concordia de 1621 con el Señor de Lazcano, pudo disponer de un coadjutor-sacristán
.


Los beneficiados, por fin, podían gozar de la jubilación tras cumplir una determinada edad (normalmente los 60 años), y haber cumplido un determinado tiempo de presencia en su beneficio, 40 años. No alcanzaba el derecho a la jubilación si en esos 40 años habían abandonado el Obispado para ejercer labores eclesiásticas en otro Obispado. Entonces, en caso de solicitarse la jubilación, ésta era impugnada por el vicario y el resto del cabildo eclesiástico, estableciéndose entonces un pleito, el cual podía acabar de diferentes maneras
.


En caso de alcanzarse la jubilación, el ya exbeneficiado percibía una pensión equivalente a lo que cobraba en activo.


En sus ausencias naturales, los beneficiados podían delegar sus funciones en la figura del sirviente de beneficiado
, persona que contaba con todos los requisitos y títulos necesarios para ejercer sus funciones. En otro tipo de ausencias, más extraordinarias, los beneficiados eran sustituidos por otros clérigos, siendo muchos de estos sustitutos conocidos como ausencieros o terceristas pues se les retribuía generalmente con la tercera parte de los frutos que correspondían al beneficiado titular.

Era competencia del Señor de Lazcano, siempre que estuviese en el ejercicio pleno de sus funciones
, presentar, en tiempo hábil (un cuatrimestre) a los candidatos a vicario y beneficiados del templo parroquial de Zumarraga. Si, una vez transcurrido ese tiempo, no lo había hecho, el Fiscal General del Obispado solicitaba que pasase la presentación directamente, por el mecanismo de “Jure-devoluto”, al Obispo, quien procedía a efectuar esa presentación
, nombrándolo el tribunal eclesiástico.


El empleo de coadjutor-sacristán debía ser desempeñado, lógicamente, por un sacerdote, y había de suplir y ayudar al vicario o párroco. Su sustento y nombramiento provenían del vicario y, como éste, tenía como obligación principal la cura de almas, pudiéndose dedicar especialmente a la atención a los moribundos y, como también se ve en el capítulo dedicado al conjuro, a hacer este último menester. No tenía, sin embargo, la obligación de celebrar misas populates (para el pueblo todo). Eso competía sólo al párroco.


Según la citada concordia de 1621, el vicario Gurruchaga habría de pagar 8.000 maravedíes anualmente a quien eligiese como coadjutor, y posteriormente esa cantidad de 8.000 maravedíes habría de ser sustituida por la mitad de la suerte de los diezmos con que incrementó su salario el vicario, en virtud de esa concordia.


Con el paso del tiempo, y de modo parecido a como lo hicieron los demás clérigos que trabajaban en la parroquia zumarragatarra, el coadjutor también incrementó sus rentas.


Por fin, el mayordomo eclesiástico, nombrado por el vicario, ayudaba al mantenimiento del templo parroquial, estando subordinado al mayordomo laico.


Pasando una breve revista al personal que, no siendo religioso, servía en la parroquia o en las ermitas, tenemos en primer lugar al mayordomo, designado anualmente para cada templo religioso por el Ayuntamiento, y el cual, como ya ha sido adelantado más arriba, se ocupaba del mantenimiento del templo y de la administración económica
, además de figurar el mayordomo del templo parroquial, junto con el vicario y el Alcalde, en el gobierno y administración del templo parroquial, siendo uno de los cargos más honoríficos de los elegidos anualmente por el Ayuntamiento, y al cual solían acceder, según costumbre, los que habían sido alcaldes de la población el año anterior.


Las seroras
 eran las mujeres que, en principio de forma vitalicia
, ejercían el oficio de cuidadoras por excelencia de los templos religiosos, atendiendo especialmente al “adorno y la limpieza” de los templos parroquiales y no parroquiales.


Por parte del vicario, beneficiados, Alcalde y Regidor de la población se presentaba ante el Obispado, que era la instancia de donde se recibía el título, a una persona como serora del templo parroquial y a una para cada una de las ermitas de la población
, siendo las de mayor preeminencia la del templo parroquial (a la cual se llamaba “serora mayor”), y también, por la especial devoción que se ha tenido siempre al antiguo templo parroquial, la que se ocupaba de la ermita de Santa María, para lo que tenía a su disposición la conocida como “la casa de la serora”, en las inmediaciones de este templo.


Como tales seroras, habían de vestir un hábito peculiar, que las identificaba perfectamente en su cometido. En dicho puesto habían de servir sin cobrar sueldo o estipendio alguno
 (vivían de la iglesia parroquial o ermita).


En cuanto al ritual de su toma de posesión, si era para el cargo de serora del templo parroquial, tras ser celebrada la misa mayor, y delante del altar, reunidos el vicario, beneficiados, Alcalde y Regidor de la población, la interesada presentaba el título concedido por el Obispo, al cual prestaban obediencia los allí reunidos, dándole a continuación el vicario algunos objetos a la serora
. A continuación, la serora cogía la cuerda de la campana y la hacía tocar, pudiendo efectuar otros actos de posesión: abrir y cerrar la puerta, etc. Si, por el contrario, se trataba de tomar posesión de la seroría de una ermita, una vez presentado el pertinente título por la serora ante el vicario, uno de los beneficiados, Alcalde y Regidor de la población, prestaba juramento de hacer bien su cometido. Hecho esto, recibía las llaves de la puerta del edificio, por lo que procedía a abrir y cerrar la puerta, a tocar la campana, etc., de todo lo que tomaba buena nota el escribano allí presente
.


El oficio de serora desapareció de forma oficial por la orden dada por el Consejo de Castilla de 13 de octubre de 1769
. Pretendía esa real orden que las seroras fuesen sustituidas por sacristanes. Pues bien, como sabemos, en Zumarraga y en los pueblos cercanos no se obedeció esa orden, siguiendo ejerciendo sus oficios las seroras hasta hace relativamente poco tiempo
.


Una vez vistos someramente los diferentes tipos de oficios que giraban alrededor de la institución eclesiástica en nuestra población, pasemos a ver diferentes problemas que tuvieron algunos eclesiásticos:

Los procesos incoados contra el vicario Ascensio de Gurruchaga


Este vicario de la primera mitad del siglo XVII
 ha sido, sin duda alguna, el eclesiástico más controvertido en la historia de la iglesia en Zumarraga, y no tanto por sus problemas con el patrón del templo parroquial, sino por los procesos incoados contra él por algunas de sus actitudes, nada ejemplares, por cierto.


No ponemos en tela de juicio la totalidad de su labor en el ministerio eclesiástico, sino tan sólo damos a conocer algunos ejemplos de los procesos a que se vio abocado por la conducta que observó en ciertos momentos de su vida.


Por dichos procesos tuvo que pasar varias temporadas en la cárcel del Obispado, conocida como “Torre”, precisamente por estar situada en una de las dos torres de la catedral de Pamplona.

El proceso incoado por Andrés de Alzola


Un primer proceso criminal contra él incoado fue el que interpuso Andrés de Alzola por haber utilizado el vicario a Catalina de Achivite, hijastra del demandante y cesionaria de parte del caserío Achivita, para ir contra Alzola y sus hijos en defensa de la totalidad del caserío
.


Además de la acusación genérica de actuación indigna del vicario por ir poniendo pleitos contra diversas personas, Alzola señalaba que, en su caso, por esas mismas acciones repetidas contra él mismo, Gurruchaga le había hecho gastar más de 300 ducados y más de cuatro años en pleitos, por lo que había sufrido su hacienda, sus tierras y su casa.


Interpuesta la demanda, el Vicario General consideró que había razones por las que actuar contra el vicario, por lo que ordenó su entrada en prisión, y allí pasó tiempo hasta que, el 8 de febrero de 1634, una sentencia demasiado benigna, en palabras del propio Vicario General, le excarceló, pues se consideraba probado que había observado una reprochable conducta en ese asunto, encargándole que no faltase a partir de entonces a su estado sacerdotal y no se dedicase a defender intereses que no tenía por qué hacer un clérigo ante tribunales seculares, pues para eso ya estaban los abogados y procuradores, ya que de lo contrario se actuaría contra él de forma contundente
.

El proceso incoado por el propio Obispo


Gurruchaga tuvo muchos problemas con la justicia, fundamentalmente a causa de sus devaneos amorosos, los cuales llegaron a ser de tal calibre que acabaron en conocimiento del propio Obispo, quien se decidió a actuar contra él por evitar males mayores, incluso para el propio Gurruchaga, dadas las características de sus acciones.


Efectivamente, estando en Santa Visita el 7 de julio de 1633 el Obispo Pedro Fernández Zorrilla, tomó conocimiento de ciertas acusaciones que se hicieron contra el vicario. Oídas esas acusaciones, graves en cualquier caso, aún tratándose de una persona que no fuese de estado eclesiástico, el Prelado ordenó al Secretario de la Visita que tomase cartas en el asunto, encargando a continuación este Secretario al Fiscal del Obispado que actuase de cara al esclarecimiento de los hechos
.


Empezadas sus gestiones para ello, el Fiscal se reunió con ciertas personas para interrogarlas en calidad de testigos.


El primer testigo, Pedro de Jauregui, no sólo confirmó lo que se le había dicho al Obispo sino que, añadió nuevos episodios de similares delitos por parte del vicario.


El Fiscal, a continuación, interrogó a otros testigos: Juan Pérez de Odriozola, Juan de Viciola (clérigo de Villarreal), Felipe de Aguirre, Juan Apaolaza (clérigo de Zumarraga). Todos ellos dieron informaciones parecidas a las de Jauregui, involucrando en ellas en calidad de víctimas de Gurruchaga a nuevas mujeres


Recibidas esas informaciones del Fiscal, el 28 de julio de 1633 el Secretario de Visita elevó sus conclusiones al Obispo, señalándole en ellas que el vicario zumarragatarra era muy sensual, deshonesto e incontinente.


A continuación, el Fiscal señaló al Obispo que no estaba obligado a poner el vicario su cargo a su disposición, al menos hasta que compareciesen como testigos en su Tribunal las mujeres afectadas. De todas formas, Gurruchaga tuvo que ingresar en la prisión de la torre del Obispado, tomando como procurador el clérigo zumarragatarra a Sancho de Isturiz, quien en varias ocasiones pidió su excarcelación por su mal estado de salud, lo cual corroboró el propio médico
.


El procurador de Gurruchaga, Isturiz, decidido a defender a su cliente, señaló que todo lo que había comunicado el Fiscal era falso, que el vicario era “honesto, casto, recogido y de muy buen ejemplo para sus feligreses, y que se dedica a la administracion de sacramentos entre ellos, como lo diran los testigos”
. También señaló que había tenido muchas criadas en su casa, y que siempre se había comportado correctamente con ellas. Que si alguna resultó embarazada, no le fue de él, como lo corroborarían los testigos, y que incluso dotó a una de las mujeres a las que se suponía afectadas con una casa de su pertenencia para que pudiera casarse, siendo igualmente falso todo lo que se decía de sus amoríos con otras mujeres.


Ante esta postura de la defensa, el Tribunal nombró un Comisario para que  tomase parte en la causa, pero ante la inasistencia de éste a las diligencias a efectuar por sus muchas ocupaciones, Isturiz pidió al Tribunal que nombrase a otro Comisario.


Decidido a avanzar en el proceso, el 4 de octubre de 1633 el Fiscal General del Obispado, Alonso del Valle, se desplazó a Urretxu para recoger nuevamente información a los testigos presentados por la defensa del vicario.


Uno de ellos, Andrés de Garro, señaló al Fiscal que no se acordaba de un gran número de detalles, que había oído muchas murmuraciones del vicario pero que nunca había visto nada irregular en él.


Los demás  testigos de la defensa declararon en parecido sentido a Garro.


Habiendo oído a todos los testigos que habían aparecido hasta el momento, el Fiscal solicitó del Tribunal que el vicario fuese privado de sus órdenes, desterrado del obispado, y condenado a las más graves penas posibles. El abogado, creyendo que todo eran calumnias sin fundamento, pidió su absolución.


Por fin, el 3 de noviembre de 1633, el Tribunal dictó sentencia, por la cual se amonestó duramente al vicario para que, a partir de entonces atendiese más a su estado sacerdotal y actuase como tal, viviendo castamente y dando buen ejemplo. Le comunicó que no había de reincidir en los hechos por los que se le acusaba, y que no hablase ni directa ni indirectamente con mujeres que pudiesen resultar sospechosas, ni con las que había sido relacionado durante el proceso.


La sentencia le ordenó también que no admitiese en su casa a ninguno de sus hijos, además de mandarle que echase de ella a los que en ella viviesen. Además, le prohibieron que tomase mujeres a su servicio de menos de 55 años de edad, con apercibimiento de fuertes castigos si lo contrario hacía. Por fin, le amenazaron con una expulsión de su estado sacerdotal si reincidía, señalándole que la gravedad de sus hechos le hacía acreedor a esa expulsión en ese mismo momento, pero que no habían tomado esa medida por la ausencia de anteriores amonestaciones y por que el Concilio de Trento aconsejaba amonestar antes de expulsar. En cualquier caso, le condenaron a dos meses de cárcel en la torre episcopal, a seis meses de reclusión en un convento elegido por el Tribunal
, y al pago de 20 ducados de multa, 16 de ellos  se repartirían a iguales partes para la lucha contra los infieles y para los gastos de la Cámara, y los 4 restantes para los gastos del proceso. Pena añadida fue el no poder servirse en su casa con mujer de menos de 55 años, lo cual estaría castigado con tres meses de suspensión de oficio y tres meses de estancia en la cárcel del Obispado.


La sentencia se le comunicó a Gurruchaga el 30 de noviembre siguiente, cuando aún permanecía en la cárcel, de donde salió el 17 de diciembre, aunque con la obligación de no salir de Pamplona.


A pesar de que la sentencia fue alegada en el Tribunal Metropolitano de Burgos, desconocemos cómo quedó esa alegación.

El proceso contra el beneficiado Juan Bautista de Antia


Sobre las doce de la noche de la víspera de San Juan de 1646, el urretxuarra Juan de Echabarri
, cuando se dirigía en compañía de Martín de Galazan a su casa, sita “en el barrio que llaman de San Sebastián”
, sufrió el ataque armado
 de Juan Bautista de Antia
 y Bartolomé de Beroiz quienes, saliendo de un jaral en el que estaban escondidos en compañía de otros que les ayudaron a escapar, “les acometieron tratandoles muy mal con palabras injuriosas, y le dieron tres cuchilladas a Juan de Echabarri (dos en la cabeza y una en el brazo)”, sin que hubiera habido anterior provocación.


Malherido Echebarri, pudo huir en ese estado, lo cual le salvó, promoviendo la correspondiente denuncia ante el Tribunal eclesiástico.


Enterada la justicia, apresó a Antia en Urretxu, pero pudo salir de la cárcel el día 29 de junio, después de la misa mayor, gracias a la intervención del Alcalde, cabildo y población de Zumarraga, pues era necesaria su intervención para guiar y danzar el baile
.


A la vista de ello, el Fiscal del Obispado pidió que se recibiese información de testigos y que, mientras tanto, se encarcelase a Antia en la cárcel episcopal.


El tres de julio, Tomás de Tineo Osorio, Vicario General, actuando en nombre de su Obispo, Juan Queipo de Llano, envió a Zumarraga a Hernando de Ichaso, Receptor de la Audiencia Episcopal con amplios poderes para investigar el caso.


El primer testigo con el que habló Ichaso a instancias de Echabarri fue Lázaro de Zalezan
 (sic), herrero y vecino de Urretxu. Éste dijo en primer lugar que Echabarri era pacífico y honrado. Sobre lo que pudo ver u oír la noche de San Juan, señaló que estando en la cama, a las 12 de la noche oyó ruidos de pelea, se levantó a la ventana y vio a Antia pasar a la ermita de San Sebastián, y pensó que iba en busca de su hijo, con quien Antia había “tenido un roce hacía seis o ocho días” (sic). Le reprendió por ello y Antia le contestó que enseñase a su hijo a hablar cortésmente. Poco después, habiéndose retirado nuevamente Zalezan a la cama, llegó a su casa Echabarri con tres cuchilladas y mal herido, pidiéndole que le llevara a donde el cirujano. Yendo a donde le había solicitado, por el camino le preguntó quién le había herido, respondiéndole el herido que Antia y Beroiz. Una vez curado y llevado a descansar, al día siguiente visitó el testigo a Echabarri, éste le dijo que las heridas se las había hecho Beroiz, y que Antia iba en busca del hijo de Zalezan, que era precisamente quien acompañaba a Echabarri. Posteriormente, el herido comunicó al testigo que una de las cuchilladas se la había dado Antia, y las otras dos Beroiz.


Otro de los testigos interrogados por el Receptor Ichaso, a instancias de Echabarri, era Catalina de Ipiñarrieta, quien comunicó que la primera cuchillada la dio Antia y las dos siguientes Beroiz, que a Antia se le dio por cárcel la casa del escribano real Pedro de Cortaberria, y que por asistirle el fuero eclesiástico salió de la cárcel sin licencia, habiéndosele visto después al acusado danzar con mujeres solteras por las plazas.


Otros testigos dan informaciones parecidas a lo ya sabido.


El 17 de julio siguiente Juan Bautista de Antia se defendió diciendo a Ichaso que Juan de Echeverria (sic) “es hombre de pocas obligaciones (...) trabajando de peon (...) y es hijo de un francés (...) y que fue cuidado de pequeño por el, Antia” (sic)
.  Siguió diciendo que él no le causó las heridas, sino un mozo que no era clérigo, que esa noche él no estaba en el lugar del delito, “pues se recogio a casa despues de la danza sobre las once, donde estuvo tocando la guitarra hasta la una con personas que asi lo testificaran, y luego se fue a la cama, de donde no se levanto hasta la mañana siguiente”
 (sic). Además, señaló que el día 25 le apresaron, que su hermano era Alcalde y juez muy riguroso y que por eso algunos se habían ensañado con él.


Los testigos presentados por el propio Antia ratificaron su versión.


Ante todo esto, y hasta que se resolviese el pleito en sentencia, se ordenó por el Obispo y por el Vicario General que no se dejase actuar como beneficiado a Antia, mandándose auto de prisión para éste a los vicarios de Zumarraga y Urretxu.


Desgraciadamente, el proceso está inconcluso, ya que no hay sentencia.


No desconocemos, sin embargo, que Juan Bautista de Antia siguió, tiempo después, ejerciendo el oficio de beneficiado, del cual se pretendió jubilar en 1689, tras un proceso en el cual tuvo en contra al vicario y los demás beneficiados, pues aseveraban éstos que no había servido los cuarenta años que alegaba para la jubilación, ya que había pasado algunos años como abad en Oñati y, además, había pasado también tiempo en Sevilla y Castilla
.

Problemas políticos habidos por los clérigos

Los eclesiásticos han sido a lo largo de la historia personas que han tenido una serie de problemas que podríamos considerar “políticos” por la calidad del oficio realizado.


Efectivamente, el hecho de tener estudios superiores provocaba que, normalmente, poseyeran una importante influencia en los feligreses, además de la que ya poseían por la labor religiosa que realizaban. Esa influencia del clérigo ha querido ser siempre utilizada por el poder político de la población, bien sea la clase política existente en un determinado momento, bien sea un noble importante, para consolidar un determinado tipo de realidad social: en este último caso poseemos el ejemplo dado por el Señor de Lazcano, el cual tenía el poder de presentar al clérigo de su conveniencia para el puesto vacante de beneficiado o vicario (naturalmente, el Señor de Lazcano se aseguraría a la hora de presentar a un clérigo para el cargo de que ese clérigo no fuese contrario a sus ideas, más aún, que fuese partidario de sus opiniones
).        


Pero, además de este intento de control de los eclesiásticos por parte de las autoridades seculares, también hubo intentos esporádicos de control de los clérigos de una determinada población con ocasión de contiendas bélicas civiles.


Un caso paradigmático lo tenemos en la época de la Primera Guerra Carlista.

En esta guerra especialmente dura para las provincias vascongadas y para Gipuzkoa y sus poblaciones
, las fuerzas carlistas intentaron controlar ideológicamente a la población, y para ello quisieron valerse de los clérigos
. Pues bien, no sólo no lo consiguieron, incluso en la época en que dominaron las poblaciones, sino que tuvieron que actuar con medidas extremadamente duras contra varios de los clérigos de Zumarraga, expulsando o confinándolos en poblaciones apartadas, o incluso, como en el cercano caso de Urretxu, fue el propio vicario quien decidió marcharse de la población antes de la llegada de los carlistas, tomando éstos, en represalia, duras medidas contra los bienes dejados en la villa por todos los clérigos reacios al carlismo (véanse apéndices nº 7 y 8).


El vicario José Antonio de Olaran hubo de emigrar a San Sebastián por ser de posturas claramente contrarias al carlismo. Los informes que se hicieron en su ausencia por las autoridades carlistas dejaban ver claramente una postura muy clara de los carlistas y de sus adláteres en su contra, ordenando que se le separase de su cargo en Zumarraga y que se le embargasen sus bienes
.


Algo parecido sucedió con su hermano José Francisco, beneficiado del mismo templo parroquial en esa época: sin contemplaciones fue expulsado de su cargo en la tarde del 9 de agosto de 1835 por el Corregidor carlista de la Provincia, Fernando López y Villén
. Esa misma noche tenía que estar presente en el convento de Arantzazu, donde permaneció durante un largo tiempo. A pesar de sus muchas protestas e intentos de que le fuese levantado el confinamiento, tuvo que pasar largo tiempo en él, primero en el convento de Arantzazu y luego en la villa de Elgeta
.

La implantación del liberalismo y el intento de supresión del tradicional modo de percepción de los ingresos por los eclesiásticos


Con la muerte de Fernando VII y la llegada al Gobierno por parte de los liberales para defender los derechos al trono de Isabel en contra de los deseos de don  Carlos y sus seguidores, los gobernantes liberales intentaron poner en práctica una importante batería de medidas legales contrarias al mantenimiento del status que había permitido que la Iglesia llegase a tener una gran parte de la propiedad de los bienes inmuebles en la monarquía
.


Este amplio paquete de medidas (desamortización de los bienes de la Iglesia, supresión de la provisión de beneficios, salvo los que tenían aneja la cura de almas, la prohibición de nuevas ordenaciones y la concesión de hábitos, la supresión de monasterios y conventos de varones, ampliada hasta casi hacerse universal, la pérdida de facultades jurisdiccionales
, etc., etc.), culminaron, ya en el epígrafe que estamos comentando, con el intento de la supresión en diversos periodos del pago de diezmos y su sustitución por un impuesto a satisfacer por la propiedad agrícola, ganadera, comercial e industrial: la Ley del 29 de julio de 1837 suprimía la obligación legal civil de pagar los diezmos (no obstante, no eliminaba la obligación religiosa de pagarlo).


Pensaban los gobernantes liberales con todo este gran grupo de medidas legales lograr una gran operación política y financiera: los clérigos en su conjunto dejarían de poseer su gran autonomía financiera establecida para pasar a depender económicamente del Estado y, de paso, se allegarían muy importantes fondos para el alivio de la fortísima deuda que tenía en ese momento el Estado, se harían entrar más fácilmente en el mercado las producciones agrícolas, se aprontarían fondos para mantener y finalizar la guerra civil en el Norte y, fundamentalmente con la gran operación de la desamortización
, se implicaría a los compradores de tierras de la Iglesia en el  entramado político liberal: era el liberalismo el que permitía a los burgueses y parte de los nobles hacerse con tierras y, por ello, estos grupos sociales apoyarían al liberalismo, y no al carlismo, que les quitaría de nuevo esas tierras.


Pero si la intención de los liberales era poner rápidamente en marcha esta serie de medidas y sobre todo la eliminación del pago de los diezmos y demás impuestos eclesiásticos en todos los territorios de la monarquía, incluidos los llamados “derechos de estola o pie de altar”
 no pudieron hacerlo en Gipuzkoa con la premura deseada por la existencia de la propia guerra (las propias autoridades liberales guipuzcoanas les aconsejaron no hacerlo, al menos mientras durase la guerra
).


Tras el final de la Primera Guerra Carlista, y pasado un tiempo prudencial, las autoridades provinciales, en sintonía con las nacionales, intentaron que no se pagase por las poblaciones ni diezmos ni primicia, pero la adquirida costumbre de los habitantes de estos municipios hizo del todo punto imposible que una mayoría de la población dejase de pagar estos impuestos y empezase a pagar la nueva contribución establecida por el poder, pese a tímidas medidas de protesta y de querer adecuarse por algún pequeño pero influyente número de personas de estas villas al pago de la contribución
.


Tras los primeros escarceos legislativos, la primera gran norma legal que hubo de regular como había de quedar el culto y clero en lo relativo a las cantidades que habían de percibir estos dos ramos fue la Ley del 14 de agosto de 1841, la cual preveía como suficiente para la Provincia la cantidad de 696.797 reales. 


Rápidamente la "Comisión Económica de la Provincia de Guipúzcoa"
, vio que esa dotación era claramente insuficiente para cubrir las necesidades del clero provincial, pues el territorio guipuzcoano no era igual que el del resto de las provincias de la monarquía: el poblamiento no estaba concentrado en poblaciones, sino disperso en caseríos, ese mismo poblamiento hacía necesario un mayor número de parroquias, y por consiguiente un mayor número de sacerdotes a los que satisfacer su paga normal. Por lo tanto, con una misma cantidad de dinero, a repartir entre más personal eclesiástico, forzosamente se implicaba que lo que habría de recibir cada eclesiástico sería menor.


Poco tiempo después, y amparándose en la Ley de agosto de 1841, el Jefe Político de la Provincia hizo llegar a los Ayuntamientos un oficio de fecha 11 de mayo de 1842, por el que les daba cuenta de la supresión del diezmo, debiendo establecerse una contribución, la cual suponía, para toda la provincia la cantidad de 1.340.421 reales, correspondiendo a Zumarraga 11.518 reales y 26 maravedíes. Las cantidades correspondientes a cada villa para ese año habían de ser satisfechas en dos ocasiones: el 31 de julio y el 30 de noviembre.


El Ayuntamiento zumarragatarra formó una comisión, en la cual estaban incluidos el Alcalde, los concejales más importantes y el párroco, para hacer "cuanto antes" el reparto correspondiente a cada contribuyente
.

El 10 de julio siguiente volvió a ordenar la Diputación que se repartiese dicha contribución a los habitantes (pues se declaraba carga local el sostenimiento del culto y clero), con base, por una parte, a lo que recibieron los eclesiásticos en el quinquenio 1829-1833 (cantidad que, a su vez, estaba basada en el estado efectuado en 1815), y por otra, que se repartiese a la propiedad rústica, urbana, comercial e industrial
.


Pese a esa orden, Zumarraga y las poblaciones cercanas siguieron pagando los tradicionales diezmos.



En el año de 1843 la Diputación Provincial, deseando arreglar, aunque solamente para ese año, la contribución a satisfacer al clero, dirigió un oficio circular el 11 de marzo de ese año señalando exactamente a cada población que cantidad había que satisfacer y por qué conceptos
.


Pero una cosa era lo que se mandaba desde Madrid, o desde la Diputación Provincial a los Ayuntamientos, y otra muy diferente lo que se hacía en las poblaciones, las cuales eran mayoritariamente reticentes al pago de la contribución, deseando hacer el pago del tradicional diezmo sobre trigo y maíz.


La corporación zumarragatarra hasta entonces había sido totalmente partidaria de satisfacer los diezmos, pero a partir de entonces se empezaron a ver las primeras discrepancias en el seno de los concejales, deseando varios de ellos pagar la contribución
.


Para resolver esta nueva situación en que varios propietarios se decantaban por no satisfacer el diezmo, el Ayuntamiento acordó en su sesión del 11 de noviembre siguiente que "el que guste, haga voluntariamente el diezmo según costumbre, reteniendo el que quiera en su poder la parte que antes llevaba el Sr. Marques
, y entregando quien por su libre voluntad quiera, den al que más le acomode, y que todos y cada uno de los vecinos dezmeros que no quieran seguir esa marcha, tengan amplia libertad de retener los frutos y pagar en su lugar las cantidades reparadas por la Comisión, según y como se halla verificado el reparto. Pero se acuerda que para todo reparto sucesivo no rija el estado que para ahora ha servido de base..."


La no coincidencia de lo mandado desde Madrid y lo hecho en las poblaciones hizo que nuevamente surgieran problemas entre los poderes central y local. Ante ello, la autoridad provincial, al no decidirse por una de las dos posturas, y a pesar de ser partidaria del cobro de diezmos y primicias, aceptó que los que no pagasen esos impuestos satisficiesen la contribución establecida por la circular de la Diputación Provincial de 11 de marzo de 1843.


La siguiente disposición sobre esta materia llegó el 13 de agosto de 1844 de las Juntas Generales, reunidas tras su restauración tras la caída de Espartero en Azpeitia. Las Juntas acordaron que el sostenimiento del culto y clero se hiciese por el sistema del diezmo y la primicia, siendo de desear que el antiguo sistema, por el cual se recogían esos impuestos, siguiese en vigor. Aceptaban, no obstante, que en los lugares en que hubiese personas que no deseasen pagar ni el diezmo ni la primicia, se atuviesen a la contribución establecida por la circular de la Diputación Provincial de 11 de marzo de 1843.


Desde ese momento, y hasta la abolición práctica en la provincia del cobro de los diezmos y primicias, por decreto de las Juntas Generales de 1869, no hubo variación importante en este asunto (aunque la abolición de esos cobros se realizó efectivamente en 1869, durante la Tercera Guerra Carlista y en las poblaciones dominadas por los carlistas, se restablecieron esos cobros). 

La hermandad de sacerdotes de los cabildos de Zumarraga, Urretxu y Legazpi


Dedicada a la asistencia a los sacerdotes de estas tres villas, tenemos información documentada en forma de libro de cuentas de la hermandad desde 1754 y hasta 1933, aunque bien podemos decir que su formación es anterior, pues ya hay información sobre un censo impuesto a favor de dicha hermandad en 1732
.


Sin duda, el fundamento de la existencia de esta hermandad lo encontramos en la labor de asistencia mutua entre los sacerdotes cuando éstos ya no estaban en servicio activo (jubilados), o cuando las necesidades por las que pasaban pudieran ser lo suficientemente importantes como para necesitar una ayuda temporal o definitiva.


La hermandad tenía unas constituciones, que servían de normativa interna
. También poseía un mayordomo, que era quien llevaba sus cuentas. Ese mayordomo era uno de los beneficiados de los templos parroquiales de las poblaciones en las que actuaba la hermandad (rotaba la mayordomía entre los beneliciados de las poblaciones).


Las cuentas ofrecidas por el mayordomo habían de ser aprobadas primeramente por uno de los párrocos de estas poblaciones (rotaba también el cargo de párroco encargado de la aprobación o desaprobación de esas cuentas).


Ni que decir tiene que su fuente principal de financiación estribaba en la colocación de todo tipo de bienes inmuebles o de capitales logrados en arrendamiento o en préstamos.


La fiscalización final de las cuentas corría a cargo del Obispo, el cual la llevaba a cargo durante sus Visitas, dándoles por lo general su visto bueno. Tan sólo en algunas ocasiones, como en la visita efectuada por el Obispo Severo Andriani en 1833, se ordenó que se exigiesen los réditos que se debían a la hermandad por los préstamos concedidos, ordenando el Obispo que llevasen a juicio a los morosos que se resistiesen al pago de sus deudas.

Las conferencias litúrgico - morales


El deseo de los Obispos de que los clérigos tuviesen claras y consolidadas nociones de doctrina, fundamentalmente en lo referente a la liturgia y a la moral, fue grande. Para poder hacerlo realidad se valieron, principalmente, y de modo general, de las constituciones sinodales, verdadero código interno de los religiosos, modificadas tan sólo cuando los obispos lo creían estrictamente necesario
.


Por otra parte, y a nivel más particular en las distintas parroquias del obispado, con los desplazamientos físicos de los Obispos o sus Delegados a esas parroquias, estas personas tenían la oportunidad de comprobar, in situ, el cumplimiento de la liturgia y de la doctrina general de la iglesia, teniendo a bien u ordenar los Mandatos, cuando comprobaban que era necesario dar un aviso o un “golpe de timón” a la conducta hasta entonces mantenida por los eclesiásticos de ese lugar sobre ciertos aspectos, o, simplemente, dirigir unas reflexiones, sin duda interesantes para los entonces párrocos y cabildos, y para los hoy estudiosos de los campos de la religión, la liturgia e, incluso, de la etnografía
.


Sin duda alguna, y juzgando necesario el Obispo Severo Andriani el establecimiento de un instrumento más eficaz para elevar el nivel cultural, tanto en la materia litúrgica como en lo moral que en materia litúrgica debían poseer los clérigos de las parroquias de Zumarraga y Urretxu, les encomendó, en la Santa Visita realizada en 1833, la celebración de una serie de conferencias litúrgico – morales.


Esas conferencias no surgieron de la nada. Tuvieron un claro antecedente en las "conferencias" que celebraron ambos cabildos entre 1830 y 1833. Posiblemente el Obispo juzgó necesario ahondar en esos trabajos y por ello ordenó a los párrocos y cabildos eclesiásticos que las hiciesen en las poblaciones "para perfeccionar su estado religioso y para cuidar su fe", normalizándolas conforme a un determinado modelo impreso. Hoy, las encontramos efectuadas y "certificadas", con respecto al susodicho modelo.


Dichas conferencias se habían de realizar todas las semanas, "salvo en diciembre, enero, semanas de Pasión y Santa Pascua, y en el tiempo de la canícula", alternándose en cada semana los temas litúrgicos y de teología moral.


En cada una de las conferencias (se vería adelantadamente sobre qué tema sería la conferencia, señalándose también anticipadamente al "ponente"), un miembro de los cabildos eclesiásticos elegido por sorteo preguntaría al "disertante" sobre el tema propuesto en media hora.


Pasando a temas más prosaicos dentro de este epígrafe, el Presidente de las conferencias sería el Párroco o, en su defecto, el beneficiado decano (dicho Presidente estaría exento de exponer o preguntar, pero habría de comentar su opinión sobre los temas "con moderación, y cuando fuese oportuno").


Habría también un Secretario, el más joven de los asistentes, quien apuntaría los nombres de los asistentes, los no asistentes, y el por qué de su ausencia
.


Durante los años en que se desarrolló la Primera Guerra Carlista no se impartieron esas conferencias.

Una mirada al problema surgido en 1729 por los entierros de personas que vivían “fuera de la población” (los caseríos).


Como hemos visto, la organización eclesiástica de la parroquia zumarragatarra estaba asentada sobre sólidas bases, y estaba controlada, al menos en gran parte, desde el obispado.

En una instancia más local, desde tiempos antiguos se había intentado y conseguido obtener una organización jerárquica de las parroquias. Así, el párroco, representado en Zumarraga por el vicario, era la persona que había de desempeñar, como ya hemos visto, la cura de almas, y ese desempeño, que era indelegable, lo podía compartir cuando contaba con un ayudante, el coadjutor, y también, en ocasiones, y por concordia, convenio o pacto asumido libremente por las partes, con los beneficiados curados.


La preeminencia en el aspecto referente al personal de la parroquia del vicario y, en su caso, del  vicario interino o, incluso, del coadjutor sobre los beneficiados, fuesen o no curados, era grande. Esa preeminencia era visible en todo momento porque, entre otras cosas, el vicario era quien debía de llevar, en los más importantes actos litúrgicos, la estola
.


Pues bien, el 17 de agosto de 1729 el vicario Domingo de Auzmendi, por medio de su procurador, presentó una querella criminal en el Tribunal del Obispado de Pamplona contra el beneficiado zumarragatarra José de Aguirre.


Las razones que habían llevado al vicario a actuar de ese modo las encontramos en la propia organización que habían desarrollado los propios clérigos zumarragatarras a la hora de tener que efectuarse entierros de personas que habían fallecido fuera del casco urbano de la población.


Entrando en un análisis de lo expuesto por el vicario, podemos decir que hasta entonces, y por acuerdo habido al efecto, el vicario y los tres beneficiados alternaban por semanas asociadamente
, y utilizando todos los elementos de la autoridad religiosa de la villa (sobrepelliz, estola, la cruz parroquial), la necesidad de acudir al caserío en donde había fallecido una persona y trasladarlo hasta el templo parroquial, donde se le hacía el funeral.


Era costumbre que los restantes clérigos (normalmente el vicario y los otros dos beneficiados restantes) esperasen a la entrada de la población, con estandartes de las cofradías y luminarias, al séquito que acompañaba al fallecido. También, además de los clérigos, podían esperar en ese lugar las personas que deseasen acompañar al cadáver hasta el templo parroquial, habiendo la posibilidad de que estuviesen las autoridades del municipio entre ellas.


Una vez reunidos, todos juntos en procesión acudían al templo, donde se hacían los funerales.


Seguía explicando el vicario que había costumbre de que, siempre que había acudido a un caserío un beneficiado a recoger el cadáver, a la entrada de la población se quitaba el beneficiado la estola, ofreciéndosela al vicario, quien de esa forma asumiría la cabeza de la procesión, precediendo a los beneficiados, hasta llegar al templo.


Tan sólo, aludió el vicario, en una sola vez, y por especial gracia concedida a un sirviente de beneficiado, no quiso tomar la estola a la entrada el vicario, dejando que esa persona continuase con la estola.


Pues bien, ese 17 de agosto había correspondido al beneficiado José de Aguirre acudir al caserío Gurrutxaga Azpikoa con todos los ornamentos necesarios al caso y, estando los restantes clérigos junto con el vicario y numerosas personas, entre las que se encontraban los principales cargos municipales, a la entrada de la población, el beneficiado no quiso entregar la estola al vicario, y aunque éste se la pidió hasta tres veces, y con todo tipo de requerimientos, el beneficiado no la quiso dar, ocasionándose con ello un gran escándalo, quedando interrumpida la comitiva durante un cuarto de hora, “dando voces destempladas los asistentes”
.


Así pues, queriendo defender su derecho como párroco, no tuvo más remedio el vicario que incoar ese proceso criminal.


El 1 de septiembre de 1729 José de Aguirre, por medio de su procurador, dio su versión ante el Tribunal y señaló que, habiendo fallecido una persona en el mencionado caserío, salió de la sacristía en nombre y representación del cabildo parroquial con la sobrepelliz, estola y la cruz levantada, con señal y toque de campana, y el salmo “de profundis” (como lo mandaba el ritual). Tras recoger el cadáver, llegó con el cuerpo a la población, donde le esperaban los demás componentes del cabildo para acompañarle al templo parroquial, y fue entonces cuando el vicario le pidió que le diese la estola con que venía asociando, respondiéndole el beneficiado que se la daría al llegar al templo, donde acababa el acto de la asociación.


Comoquiera que el vicario se la volvió a pedir, le respondió que su beneficio no era de calidad menor a otros, pues en otro caso no la había querido coger, y en la inmediata Urretxu no se realizaba ese acto. Fue entonces cuando, siempre según el beneficiado, el vicario se atrevió a agarrarle la estola e intentar quitársela violentamente, “y hubiera hecho mas si no hubiera habido personas de autoridad alli” (sic)
.


El beneficiado siguió exponiendo que, anteriormente a ese suceso, también le había tratado mal el vicario, al igual que a otro beneficiado, por lo que había decidido igualmente querellarse contra el vicario ante ese mismo Tribunal del Obispado.


Los restantes beneficiados
 hicieron una exposición conjunta ese mismo día ante el Tribunal comunicando que los clérigos que salen a recibir al que ha ido a recoger el cadáver salen no en forma de cabildo, sino cada uno “de por sí”
, que el vicario quiso quitar la estola al beneficiado antes de terminar la asociación, por lo que dieron su poder al mismo procurador de José de Aguirre para demandar al vicario.


A los pocos días, el procurador del beneficiado alegó que el hecho de dar la estola el beneficiado al vicario a la entrada de la población era voluntario “y por pura política mal establecida”
, que no era justo que, si tenía que asociarse un beneficiado a la conducción de un cadáver al templo, el vicario le pidiese la estola cuando tuviese por conveniente, pues la había de pedir cuando se acababa la asociación (a la entrada del templo parroquial). Que en otra ocasión ya se le ofreció al vicario la estola a la entrada de la población y el vicario no la quiso, y no era cuestión de ofrecer la estola al vicario y arriesgarse a que el vicario no la quisiese tomar.


Seguía el procurador asentando que su parte nunca se había negado a ofrecer la estola, pero en el sitio convenido, no en otro lugar, y que el pasado día 17 de agosto no se la quiso dar al vicario, intentando éste arrebatársela por la fuerza, por lo que pedía disculpas si en algo había ofendido y aprovechaba la ocasión para requejarse.


En el proceso, largo, complicado y proceloso, se recogieron testimonios de testigos, incluidos el beneficiado primo del vicario, el sirviente de beneficiado al cual dejó seguir con la estola el vicario, etc., etc.


Por fin, la sentencia llegó el 26 de junio de 1730. Por ella se mandó que cuando se asociasen entierros de adultos “de fuera de la población” (fuera del casco urbano), a la entrada de ella el beneficiado había de dar la estola al vicario, teniendo que ir el vicario presidiendo la procesión hasta el templo parroquial, no oponiéndose los beneficiados a esto bajo pena de excomunión mayor y 50 ducados de multa.


El procurador de José de Aguirre apeló el 1 de julio siguiente, pidiendo la suspensión de lo realizado, a lo que se respondió por el Tribunal denegando todo efecto suspensivo. Posteriormente, habiendo recurrido a la superioridad, se suspendieron los efectos de la sentencia.


De todas formas, y desgraciadamente, el proceso termina en este punto y no podemos conocer el resultado final de esa apelación.

EL PLAN BENEFICIAL DE LA PARROQUIA


La regulación de la vida religiosa de las parroquias de las diferentes poblaciones ha sido, desde épocas antiguas y, fundamentalmente, desde el Concilio de Trento, uno de los objetivos más deseados de los gobernantes de las diócesis.


Junto a ello, la autoridad del Obispo ha visto siempre como extraña a toda la referencia eclesiástica la asunción por los poderes temporales de ciertas competencias sobre las parroquias. Sin ir más lejos, el ejemplo del Señor de Lazcano sobre la iglesia zumarragatarra es revelador: como ya hemos visto, el entonces pretendiente Enrique, más tarde rey con el nombre de Enrique II, concedió en 1366 prácticamente la totalidad del derecho de propiedad sobre el monasterio de Zumarraga (posterior templo parroquial de la población) a este señor feudal. Así, en la práctica, la Casa de Lazcano no sólo tenía derecho a llevar la mayor parte de los diezmos, sino que tenía también el derecho de presentación del personal eclesiástico. Era evidente que, a partir de esa medida, al Obispo apenas le quedaba margen de maniobra a la hora de nombrar clérigos en la parroquia zumarragatarra.


De todas formas, si ya en otro nivel de organización eclesial, tenemos conocimiento desde mediados del siglo XVI de los mandatos de los Obispos y de sus delegados para proceder a la regulación más elemental de la vida parroquial en Zumarraga
, a partir de la aprobación de ordenanzas y constituciones parroquiales los Obispos fueron tendiendo a una mayor regulación del general de sus parroquias.


Además, y habida cuenta de la muy diferente categoría y responsabilidades del diferente personal adscrito al servicio eclesiástico, la regulación desde el obispado también se impuso, consiguiendo, de un lado, una mayor uniformización del personal, y de otro lado, fundamentalmente a través de los diferentes planes beneficiales, una disminución de las  diferencias existentes, en cuanto a las tareas a ejecutar, entre los vicarios
 y rectores
 (todos ellos párrocos, dedicados fundamentalmente a la cura de almas), y los beneficiados, personas estas últimas que anteriormente habían pasado de poseer funciones propias de la cura de almas, a finales del siglo XVI
, a estar más desligados de esas funciones, no teniendo como destino de su tarea la cura de almas, sino el culto divino. 


Por ello, no nos debe ser extraño el comprobar que antes del establecimiento de estos planes beneficiales hubiese una gran diferenciación, a nivel general, entre los diferentes tipos de beneficiados existentes y la diferente retribución económica existente para cada uno de ellos. La realización de estos planes beneficiales en las parroquias intentó regularizar esta situación sobre las bases de unas nuevas premisas: por una parte, una mayor igualdad en cuanto a los trabajos a realizar por los beneficiados, quienes debían ayudar a partir de entonces más a los párrocos; por otra parte, una mayor retribución a estos mismos beneficiados, pues era justo que así se les compensase el mayor esfuerzo solicitado.


El deseo de los obispos por regular en la mejor manera posible la situación de las diferentes parroquias por medio de estos instrumentos normativos se vio ratificado por resoluciones expedidas por la Real Cámara el 8 de noviembre de 1768 y el 12 de junio de 1769. Con ellas ya tenía el Obispo de Pamplona, a la sazón Juan Lorenzo de Irigoyen y Dutari, una base más amplia para intentar la reorganización de las parroquias de su diócesis.


Por lo que respecta a la de Zumarraga, expidió este obispo un edicto el 30 de abril de 1770 por el cual encargaba a Juan Antonio de Arizti,  beneficiado de Gabiria, la averiguación del estado general de la iglesia parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, haciendo especial hincapié en el área hacendística para así comprobar  “el número y calidad de sus rentas, valores y cargas de ellas”, lo cual le llevaría, finalmente, a examinar la posibilidad de unir, suprimir o desmembrar las piezas eclesiásticas (en lo relativo únicamente al personal
).


Apenas hace falta comentar que si la realización práctica y consecución de resultados de un plan beneficial tenía siempre sus elementos de complicación, en Zumarraga había la dificultad añadida de que la parroquia contaba, como ya hemos visto, con el derecho de patronato del Señor de Lazcano, quien recogía para sí una gran parte de los ingresos de los eclesiásticos.


Rápidamente empezó a hacer Arizti las primeras gestiones para la instrucción del expediente encomendado, comenzando para ello por la notificación a todas las partes interesadas (clérigos de Zumarraga
, patrono
, y también a los poseedores de fundaciones pías en la iglesia parroquial que estaban ausentes de la provincia
).


El 25 de septiembre de 1771 comenzó el proceso en la casa concejil zumarragatarra (lugar destinado para ser sede de la instrucción completa del proceso),  sin que acudiese a él ningún representante del convento carmelita sevillano.


Los interrogatorios comenzaron por una serie de testigos, todos ellos vecinos de la villa: en concreto fueron el sacristán Francisco de Izuzquiza (pariente del vicario y de uno de los beneficiados de Zumarraga), Juan Matías de Izuzquiza, Ignacio de Egaña y Simón de Apellaniz.


De las preguntas y respuestas que se cruzaron entre el juez instructor y el sacristán Francisco de Izuzquiza podemos comprobar como en Zumarraga había en esa época 153 ó 154 casas y caseríos, y 182 familias. Además de estas, en las cinco casas de Aginaga había 12 familias. También vemos como había en la villa 810 personas de comunión, y 100 aproximadamente de sólo confesión
. Por lo que respecta a la administración de sacramentos a los habitantes de los caseríos por parte del vicario, se desplazaba éste en el caballo del cirujano (necesitaban, pues, un caballo).


Siempre según este testigo, hacía falta un nuevo beneficiado, pero también opinaba Izuzquiza que, en general, las rentas que poseían los clérigos no daban lo necesario ni para la "respectiva dezente manuttención" (sic), y en particular a dicho vicario para mantener la caballería. Por fin, Izuzquiza aseveró que para que el vicario se mantuviese con decencia hacían falta 500 ducados anuales (5.500 reales), y cada beneficiado de 9 a 10 reales diarios.


De las respuestas ofrecidas a la solicitud de información general acerca de los ingresos de los clérigos presentes en la parroquia zumarragatarra vemos que el vicario y los tres beneficiados recibían seis de las doce partes de los diezmos
 recibidos por la parroquia. De esas seis partes, una y media la recibía el vicario, y una cada uno de los beneficiados. Además, si esas partes eran satisfechas en trigo, el vicario recibía una parte más de esas seis, y al coadjutor se le adjudicaba la media parte restante.


A continuación, y para una mejor comprensión de lo que eran realmente las necesidades económicas por parte de los clérigos sirvientes de la parroquia de Santa María, extractaremos de forma breve la muy detallada relación que el sacristán desarrolló sobre los ingresos y cargas del vicario, beneficiados y coadjutor.


Sobre el vicario, señaló que en los últimos diez años había obtenido de termino medio anual por su parte en la recolección de los diezmos pagados en trigo, 42 fanegas, las cuales, a 27 reales la fanega, le habían supuesto unos ingresos de 1.134 reales. También había recibido 42 fanegas de maíz que, a 18 reales cada una, sumaban 756 reales; por la sanjuanada más las minucias de la manzana y de la castaña había recibido 115 reales y medio, pero esa cantidad no había ingresado finalmente en el haber del vicario, puesto que la había tenido que invertir directamente en el pago de la recolección de los diezmos de trigo y maíz.


Por otra parte, por el lino había obtenido anualmente 37 reales.


Además, y en el apartado de otras entradas de capital, como ingresos medios de cada uno de los últimos diez años, había efectuado el vicario doce funerales de adultos (cuatro de ellos de primera clase, o de propietarios; otros cuatro de segunda clase, y otros cuatro de tercera clase): por cada funeral de primera clase cobraba 27 ducados; por los de segunda clase 18 ducados, y por los de tercera 100 reales (además, por cada funeral recibía tres reales por el pan que ofrendaban los concurrentes, a respecto de 10 maravedíes la libra).


En unión con los beneficiados, recibía el vicario ingresos por el pan. En total, por ese concepto habían recibido 631 reales, y deducidos 128 reales por estipendios de 32 misas cada año en los últimos diez (por los entierros de primera clase daban 13 reales; por los de segunda clase pagaban también 13 reales, y por los de tercera clase daban 6 reales), quedaban "en limpio", 503 reales. De esos 503 reales, la cuarta parte, 125 reales y 25 maravedíes, correspondían al vicario.


Asimismo, por los cinco entierros de párvulos, con los correspondientes funerales con misa cantada que habían efectuado en cada uno de los diez último, el vicario y cada uno de los restantes clérigos beneficiados habían obtenido 16 reales de vellón, lo que hacía 80 reales en total. De ellos, y como la cuarta parte eran para el vicario, obtenía así éste 20 reales.


Por ofrendas voluntarias de domingos y lunes, en las que se ofrecía pan, habían recaudado los clérigos zumarragatarras 32 fanegas y media de trigo, y como cada una de las cuales tenía un precio de 18 reales y 25 maravedíes, sumaban en total 621 reales y 11 maravedíes (la cuarta parte del vicario ascendía a 155 reales y 11 maravedíes). Asimismo, por responsos voluntarios había obtenido cada uno de los beneficiados y el vicario 180 reales.


Por 28 bautizos con sus entráticas había recibido el vicario  112 reales; por 7 bodas, 101 reales y medio; por la renta de la casa, 132 reales, y asimismo, por diez cargas de leña que le daba la villa por la publicación de órdenes reales y providencias, sus ingresos habían ascendido a 20 reales.


Otro de los ingresos de vicario y beneficiados era el obtenido por las memorias y aniversarios fundados. En total, por ellos recibían vicario y beneficiados al año 1.200 reales de vellón, y con descuento de 264 misas, a 4 reales cada una (lo que suponía 1.056 reales), quedaban 114 reales, por lo que la cuarta parte del vicario suponía 36 reales.


La suma total de todas las partidas que recibía el vicario alcanzaba los 2.808 reales y 28 maravedíes.




Una vez vistos sus ingresos, pasemos revista a sus obligaciones:


Además del ministerio pastoral, misas mayores y otras, había de conducir cadáveres, cantar maitines y laudes Miércoles, Jueves y Viernes Santo, Víspera del Corpus, Noche de Navidad, Día de Ánimas y la Octava del Corpus. También el vicario había de pagar su renta al coadjutor que le ayudaba.


Por lo que respecta a los beneficiados, siempre según Izuzquiza, cada uno de ellos  había recibido por trigos del diezmo 1.007 reales y 32 maravedíes, habiendo vendido cada fanega a 27 reales. De la cantidad obtenida habían de descontar cada uno los 27 reales de una fanega que habían de dar al Patrono.


Por el maíz habían recibido 667 reales y 25 maravedíes, habiendo cobrado la fanega a 18 reales; por el lino habían ingresado 24 reales y medio; por la sanjuanada y minucias de manzana y castaña sus ingresos habían ascendido a 102 reales, los cuales, tal y como había sucedido con el caso del vicario, habían sido empleados para la recolección del diezmo de trigo y maíz.


Los ingresos de los beneficiados por funerales habían ascendido a 682 reales y 6 maravedíes
.


Sobre las cargas de estos clérigos, el testigo Izuzquiza contestó que no se sabía si eran los beneficiados de Zumarraga curados o simples
, si bien algunos no habían sido confesores.


Sus obligaciones eran las del Párroco cada tres meses, fuera de las particulares del ministerio pastoral.


Finalmente, y por lo que respecta al cargo de coadjutor, Izuzquiza manifestó que había de ayudar al cura párroco en la administración de los sacramentos y en ayudar a bienmorir a los enfermos, pero no tenía obligación de celebrar misas.


Los demás testigos interrogados por Arizti o presentados por la villa opinaron de forma parecida a como lo había hecho el sacristán Izuzquiza.


Estaba claro que estos primeros testigos estaban abogando por una elevación de los ingresos de los clérigos de Zumarraga, pues, sobre todo en el caso del vicario, los consideraban insuficientes. Estaba claro que esa elevación sólo se podía lograr de los ingresos que llevaba el patrón, el Señor de Lazcano
. De ello era especialmente consciente el juez instructor.


Evidentemente, el Señor de Lazcano y su representante, Sebastián de Abalía, eran, sin duda, conscientes de que se iba a testificar de esa forma por los testigos de la villa, y de que se iba a poner como solución a la escasez de los cobros de los clérigos zumarragatarras el disminuir los diezmos que extraía de la iglesia de Zumarraga la Casa de Lazcano. Por ello, cuando Abalía fue interrogado por Arizti, para intentar contrarrestar los efectos de las hasta entonces oídas declaraciones, señaló que los ingresos de los clérigos de Zumarraga eran superiores a los de otros clérigos de otras poblaciones similares a esta villa, por lo que no veía necesidad de una subida de los emolumentos a recibir por el personal eclesiástico de esta villa.


Para razonar esta posición presentó una real cédula fechada el 12 de marzo de 1643, aprobatoria de una Concordia celebrada el 3 de agosto de 1621 sobre cabildos de la villa, congruas y número de ministros (véase esa Concordia en el apéndice nº 9).



Según esa real cédula, el Rey señalaba que Felipe de Lazcano, de veinte años de edad por aquel entonces, podía gobernar sus tierras, pero no podía vender nada hasta llegar a la edad de veinticinco años. También apuntaba el documento que el vicario y los beneficiados de Zumarraga (a la sazón Ascensio de Gurruchaga, Domingo de Gurruchaga, Martín de Bergara y Martín de Cortaberria, respectivamente), habían tenido pleitos con el Señor de Lazcano por los diezmos que éste llevaba, así como para aumentar la retribución de los eclesiásticos y poder contar también con un coadjutor, un sacristán y los diezmos de las novalías (había habido sentencia favorable a los clérigos, pero la tenía recurrida el Señor de Lazcano).



Por todo ello, y para evitar más costas, acordaron por esa concordia de 1621 lo siguiente: 1) Que lo que en dicho documento se acordase fuese siempre respetado. 2) Por lo que correspondía a las retribuciones, que se aplicasen al vicario 5.000 reales, y 3.000 reales a cada uno de los beneficiados perpetuos. Se crearía la figura de un coadjutor-sacristán, con 8.000 maravedíes de sueldo anual, a satisfacer de los diezmos del Patrono, vía paso de una de las partes de los diezmos que llevaba al vicario. Los nombramientos  de coadjutor-sacristán los haría el vicario. 3) Por lo que respecta a los diezmos de las novalías, acordaron que, a partir de entonces, pasasen a ser cobrados por el Señor de Lazcano, desistiendo éste de la apelación que había efectuado ante la sentencia, negativa para sus intereses, que se había dado desde el Obispado de Pamplona. 
4) En el apartado del repartimiento de los diezmos, acordaron que de las ocho suertes que llevaba hasta ese momento el Señor de Lazcano por las tercias partes, llevase en adelante seis suertes más tres fanegas de trigo. Y que una de las suertes que dejaba fuese para el vicario, sacando de ella éste los 8.000 maravedíes para el coadjutor-sacristán. La otra suerte restante había de ser para los tres beneficiados (de todas formas, cada uno de los tres beneficiados había de satisfacer de esta parte una fanega de trigo al patrono cuando se les diesen los diezmos). Por supuesto, el "subsidio y escusado" (impuestos) de las dos suertes cedidas no los habría de satisfacer el Señor de Lazcano.


Para dejar bien claro, en lo que respecta a los intereses del Señor de Lazcano, los ingresos que tenía la iglesia zumarragatarra, Abalía pidió también testimonio de lo que habían importado la primicia de las casas de Aginaga
.


Según certificación del escribano de Azkoitia del 15 de noviembre de 1771, la primicia de los últimos diez años de las caseríos de Aginaga ascendían a 6.376 reales (se remataba el cobro de los ingresos por la primicia cada dos años).


No contento con ello, y buscando el menor resquicio que pudiese  coadyuvar a los intereses de su representado, Abalía pidió certificado que expresase qué casas de Aginaga pagaban en Zumarraga diezmos y primicias.


Ante esta solicitud, el escribano expidió certificación en el sentido de que los frutos primiciales de los años 1761 a 1770 fueron los siguientes: 3.993 reales, 4.119 reales y medio, 3.861 reales, 4.543 reales, 5.214 reales, 4.823 reales y medio, 4.785 reales, 4.686 reales, 3.971 reales y 5.043 reales y medio, respectivamente. En total, 45.039 reales y medio. De todas formas, dejó constancia de que esos frutos primiciales habían sido destinado, en exclusiva, a la parroquia azkoitiarra.


Una vez lograda esta información, pidió el representante del Señor de Lazcano certificado de qué valor habían tenido en una serie de años los precios del trigo en los mercados de Tolosa, para así poder determinar cuál era la retribución en dinero que habían tenido los clérigos de Zumarraga.


Obtenidas todas las informaciones, Abalía las presentó ante Arizti, pero éste, basándose en las prerrogativas que tenía logradas el Obispo para la formación de los planes beneficiales, juzgó en diciembre de 1771 que estas informaciones presentadas por el representante de los Lazcano no eran admisibles en este proceso, y las retiró.


El 2 de mayo de 1772 el Obispo concedió un plazo de seis días al patrono para que intentase demostrar todo lo que tuviera por conveniente, pues estaba prácticamente acabado el periodo de instrucción. El 13 de mayo siguiente, prorrogó en otros seis días el periodo concedido al patrón para aportar pruebas.


Arizti comunicó en julio a Abalía la existencia de estos plazos, y en el mismo mes de julio de 1772 estuvo ya lista para empezar la parte definitiva del proceso. Una vez introducidos en ella, intervinieron como testigos tanto los clérigos de Urretxu como el vicario y beneficiado más antiguo de Zumarraga.


Como hasta entonces había solicitado, el clero zumarragatarra sostenía la escasez de las retribuciones que percibía en esa época y defendía el cobro de una mayor retribución para poder cumplir satisfactoriamente con sus obligaciones. Por su parte, el representante del Señor de Lazcano defendía que, tal y como se había aprobado en la concordia celebrada en 1621, todos los clérigos de Zumarraga estaban bien pagados y podían cumplir a satisfacción de todos sus feligreses con sus obligaciones y, además, que cobraban más que algunos clérigos seculares de otras parroquias de más importancia que la de Zumarraga: Hernani, Tolosa, etc.


Una vez vistos estos planteamientos previos de las partes en esta fase decisiva, como primera medida, el Fiscal General del Obispado, por si no estaba ya visto sobre qué materia se iba a tratar en este plan beneficial, pidió citar a todos los interesados en los diezmos y patronato activo y pasivo. El Vicario General, Mateo José de Areizaga, así lo acordó el 21 de enero de 1773.


El 1 de marzo siguiente, ante un edicto expedido por ese mismo Vicario General, quien actuaba ya para este plan beneficial como Juez Subdelegado y Especial Comisionado, se reunió el Ayuntamiento General
 zumarragatarra en su Casa Consistorial, y eligió para que actuase como su procurador en todos los trámites que se hubiesen de realizar en el proceso a Pedro Nolasco de Echeverria, persona que ya actuaba como procurador ante el Tribunal del Obispado de Pamplona.


Días después se leyó en la iglesia parroquial el edicto por el cual se emplazaba a las partes al comienzo del proceso. Pero todo fue un amago, puesto que se tardaron otros diez años en continuar con los trámites.


Efectivamente, sólo fue el 27 de enero de 1783 cuando el Vicario General del Obispado citó a las partes más interesadas (cabildo eclesiástico, villa de Zumarraga y Señor de Lazcano), para que compareciesen en el proceso.


A continuación, el 23 de febrero siguiente, se había publicado en la iglesia parroquial  la convocatoria y fijado en la puerta principal del templo parroquial este aviso.


El Señor de Lazcano dio poder el 28 de febrero siguiente a Vicente de La Torre  García, procurador ante el Tribunal del Obispado de Pamplona, para que le defendiese en todos los trámites que fuesen necesarios. Por su parte, el Ayuntamiento General zumarragatarra tomo conocimiento de su citación el 1 de marzo, y el cabildo eclesiástico
 recibió su citación al día siguiente.


Esta vez sí que parecía que el proceso estaba listo para ponerse definitivamente en marcha. Pero los días 12, 13 y 14 de marzo de 1783, citadas todas las partes en el tribunal del Obispado, no compareció el procurador de la villa de Zumarraga, Pedro Nolasco de Echeverria, y tras sucesivas demoras ocasionadas por citaciones, se le advirtió el 28 de marzo que, de no comparecer en tres horas, sería excomulgado
.


Por fin, el 2 de abril de 1783 se le notificó personalmente por el notario a Echeverria su citación.


El proceso comenzaba. 


Rápidamente, el procurador del Señor de Lazcano acusó a Juan Antonio de Arizti, juez instructor, de agravios contra su representado para favorecer únicamente al cabildo eclesiástico de Zumarraga, pues propuso la creación de una nueva plaza y el aumento de la congrua de todos los clérigos que servían en la parroquia zumarragatarra, ya que sólo había escuchado a testigos que tenían especial interés en ellos, pues eran “los tres de ellos arttesanos de ynferior nota”
, y además intentaba quitar a su parte su mitad de los diezmos, además de las tres fanegas de trigo que debían de pagarle los beneficiados, todo ello olvidándose de que, por la Concordia del 3 de agosto de 1621, se desprendió el Señor de Lazcano de dos de las ocho partes de diezmos que hasta entonces llevaba, con la única obligación de que cada uno de los beneficiados le contribuyese con la comentada fanega de trigo y el vicario pagase de su congrua al coadjutor.


Siguió diciendo este procurador que el juez Arizti sólo rebajó del “sueldo” de los cabildantes las misas que tenían obligación de decir, pero aumentó con un religioso más el personal eclesiástico zumarragatarra, cuya retribución se sacaría de la parte de los diezmos que llevaba su representado, el Señor de Lazcano.


Por todo ello, juzgo como muy suficientes los cinco clérigos (incluido el coadjutor) que atendían la parroquia, pues llegaban bien a todas sus obligaciones para con los feligreses, salvo quizás la de confesarles cuando acudían todos juntos a esa labor
.


El procurador de la villa de Zumarraga pidió, para su mejor defensa, copia del expediente del plan beneficial que se estaba instruyendo para la iglesia parroquial de Legazpi, el cual litigaban los cabildos secular y eclesiástico de Legazpi, los de la villa de Segura y el Señor de Lazcano, pues en él se veía el ataque que Lazcano estaba haciendo contra las demás partes contendientes. También pidió copia del Privilegio de la Alcaldía Mayor de Arería, petición que fue ordenada atender por el propio Vicario General el 12 de junio de 1783.


El Fiscal General del Obispado, vistos los autos hechos hasta ese momento, considerando en cualquier caso que los eclesiásticos debían estar razonablemente retribuidos, juzgó que se les debía de aumentar su congrua, además de considerar que el número de clérigos era entonces insuficiente, por todo lo cual pedía que se aumentase, tanto el sueldo como el número de beneficiados.


Tras un prolongado receso, durante el cual murió el por entonces Señor de Lazcano el 1 de enero de 1787, no se reanudo con importantes novedades el proceso sino hasta el 20 de junio de 1787, cuando un nuevo Vicario General interino, Juan Pascual de Churruca, dio un plazo de seis días a todos los interesados en el plan beneficial para que se presentasen ante el Tribunal del Obispado de Pamplona.


Tras varios intentos fallidos para que se reuniesen las partes, compareció el procurador de la villa de Zumarraga, aunque sólo para pedir por tres veces al Tribunal que se le facilitase copia fehaciente de la confirmación que el Papa Inocencio X había efectuado de la Concordia de 1621 entre el Señor de Lazcano y los clérigos que desempeñaban su labor en la parroquia zumarragatarra.


Finalmente, se informó por el Tribunal que la copia de esa confirmación estaba en el archivo de Zumarraga, y habiendo abierto el Alcalde y el Regidor de la villa el archivo, encontraron el anhelado documento, el cual informaba no sólo de la confirmación por el Papa de la concordia aludida, sino que también la confirmaron tanto el Nuncio de Su Santidad como el Obispo de Pamplona.


Pero no quedó satisfecho con este documento el procurador de los zumarragatarras. De nuevo tuvo que acudir al obispado para solicitar que se le procurase copia auténtica del privilegio de la Alcaldía Mayor de Arería, el cual estaba obrante en la documentación que sobre el plan beneficial de la parroquia de Santa María de la Asunción de Legazpi se estaba realizando también en aquellos años.


El 5 de octubre de 1787 el Vicario General interino y Juez Delegado ordenó entregar dicha copia al solicitante, aunque siempre en presencia del Fiscal General del Obispado y del procurador del Señor de Lazcano.


A la vista del documento, copia de la confirmación que los Reyes Católicos habían hecho del primitivo privilegio, concedido por Enrique IV el 12 de marzo de 1461 a instancias de los vecinos (véase apéndice nº 10), y solicitado al Rey a través de la Provincia y de sus Juntas Generales de Bergara de 1460, se deducía que Gipuzkoa había estado desde fecha inmemorial en Castilla, y que dentro de la Provincia estaba la Alcaldía Mayor de Arería, donde habían dominado siempre los Lazcano, directamente hasta el fallecimiento de Martín López, y luego, tras otorgar esa Alcaldía Enrique IV a Fortuño de Nuncibay, indirectamente, mostrándose siempre como señores feudales en relación a los hombres adscritos a dicha Alcaldía Mayor.


Pues bien, a la vista del privilegio aludido
, el cual se refería a la eliminación de la figura de los Alcaldes vitalicios, por inmediata renuncia de Fortuño de Nuncibay, se constató que habían de ser elegidos los Alcaldes cada año en dicha Alcaldía Mayor entre los vecinos, fijándose para ello  fundamentalmente la fecha del 29 de septiembre de cada año.


Naturalmente, y siguiendo aún en la documentación interna que había en el plan beneficial de la villa de Legazpi, para contrarrestar la fuerza que pudiese dar este documento a los contrarios a los Lazcano, su apoderado pidió que no parase perjuicio a su parte, y que era una copia falsa el documento sacado, no constituyendo, de ningún modo, el original firmado y sellado por el rey, basándose, para decir esto, en que el señalado Martín López de Lazcano no fue nunca Señor de la Casa de Lazcano, y que en 1466 era Señor de dicha Casa  Juan López de Lazcano, siendo el padre y antecesor de éste también  llamado Juan López de Lazcano.


Siempre hablando de la documentación del plan beneficial de la parroquia de Legazpi, los apoderados de la villa pidieron al Obispado que no se tomase el privilegio como falso, pues estaba firmado por los propios Escribanos Mayores de la época de la concesión del Privilegio
.


De nuevo con la documentación que directamente afectaba al plan beneficial zumarragatarra, tomamos conocimiento de que Echeverria, el procurador de nuestra villa, expuso ante el Tribunal del Obispado en octubre de 1787 que, en virtud de una real orden de 19 de junio de 1486, otorgada por los Reyes Católicos, se dispuso que hubiese vicario y beneficiados en la parroquia de Zumarraga. En esa misma real orden los monarcas ordenaron al Corregidor de la Provincia que requiriese a doña Leonor de Zuñiga, madre y curadora de los derechos de Bernaldino de Lazcano, los títulos por los cuales ejercía el derecho de patronato sobre la parroquia zumarragatarra, además de que le señalaba que, en cualquier caso, había de poner el personal necesario para atender a las necesidades de la feligresía de la población. Pues bien, comoquiera que Leonor de Zuñiga no aportó ni el título, ni puso los beneficiados necesarios, fue el mismo Corregidor quien erigió los tres beneficiados, además de la rectoría que antes ya existía
, asegurando el sustento de los cuatro clérigos despojando de un tercio de los diezmos que percibía de la iglesia de Zumarraga a la Casa de Lazcano.


A pesar de que hubo una serie de recursos, se dio la razón en los tribunales a lo efectuado por el Corregidor, dejando siempre a salvo el derecho de los Lazcano al patronato y al nombramiento de clérigos.


Posteriormente, seguía exponiendo Echeverria, en 1618 se recurrió por el vicario, beneficiados y concejo de la por entonces universidad zumarragatarra ante el Rey y su Real Consejo para que se aumentase tanto el personal como las rentas que se obtenían por los clérigos ya existentes, y el Corregidor de la Provincia, actuando como Delegado del Rey, mandó por su auto de 12 de diciembre de 1619 que se erigiese una coadjutoría, la cual estaría encargada de administrar los santos sacramentos, además de servir como sacristán el coadjutor que fuere elegido para desempeñar dicho oficio, dando facultad al vicario para hacer los nombramientos oportunos a través del tiempo de la persona que había de ocupar esa coadjutoría, y, además, elevó la retribución a los clérigos ya existentes en Zumarraga “en cierta cantidad”
.


En ese mismo tiempo también se pidieron por esos mismos clérigos y concejo cobrar los diezmos de las tierras novales
, y en auto proveído el 27 de marzo de 1620 se les concedieron dichos diezmos. A pesar de haber apelado esa decisión los Lazcano ante el Real Consejo de Castilla, el Señor de Lazcano tiempo más tarde se retiró de la apelación, tal y como se ve en las cláusulas de la concordia de 1621, en la que se estipuló que el vicario y beneficiados percibiesen la mitad de todos los diezmos, quedando para el coadjutor cierta parte de los frutos, la cual no equivalía a la mitad de lo que percibía un beneficiado, consintiendo el Señor de Lazcano que, en el futuro, nombrase el vicario al coadjutor.


Por todo ello, considerando la villa que en todo tiempo se había logrado una retribución suficiente para el vicario y beneficiados de Zumarraga, y considerando también que en esas fechas de finales del siglo XVIII era insuficiente esa retribución, se atrevió a pedir el procurador de la villa que se les otorgasen a dichos clérigos todos los diezmos, pues el Señor de Lazcano los llevaba sin título alguno para ello, puesto que los diezmos se pagaban por los parroquianos como oblación solamente para alimentar a los clérigos, por lo que suplicaba el mismo procurador que, al menos, se retuviesen las cuatro sextas partes de los diezmos que en ese momento estaba llevando el Señor de Lazcano
.


Si así se decidía por el Tribunal, se eliminarían de esa forma las “entregas voluntario-forzosas” que, además de las totalmente obligatorias que suponían las entregas de los diezmos, hacían los feligreses para así completar las necesarias retribuciones a los clérigos para su correcta manutención (pues como hemos visto las entregas que hacían los parroquianos por el concepto de diezmos salían rápidamente de la parroquia de Zumarraga rumbo a las arcas del Señor de Lazcano).


Incidiendo en este punto, según Echeverria, la correcta estimación del dinero que se necesitaba para que los clérigos estuviesen suficientemente atendidos era, para el vicario, de 400 ducados anuales, y para cada uno de los beneficiados 3.000 reales en ese mismo plazo, los cuales, insistía el procurador, habían de sacarse siempre de los diezmos, más si cabe por ser verdaderamente necesario en el caso del vicario, pues tenía la obligación de poseer un caballo y un mozo para asistir a los enfermos de los caseríos, situados algunos de ellos a más de una hora de camino. Además, siguió argumentando una y otra vez, el Señor de Lazcano cobraba los diezmos sin título alguno, siendo la villa la verdadera patrona de la parroquia
, pidiendo, final y definitivamente, que se pusiese un nuevo beneficiado y que se satisficiese la totalidad de los diezmos a  los clérigos que servían en la parroquia de Zumarraga.


Por supuesto, el procurador del Señor de Lazcano no se quedó sin respuesta. El 27 de abril de 1787 respondió que la representación de Zumarraga suponía hechos no ciertos basándose en un supuesto privilegio concedido por los Reyes Católicos que carecía de las firmas reales, del sello y de otros requisitos esenciales y, por ello, estimaba que ese pretendido privilegio era falso, a lo que también le ayudaba a pensar el hecho de que el señalado Martín López de Lazcano no hubiese sido nunca Señor de la Casa de Lazcano.


Señalaba también en su respuesta este procurador que los diezmos de varias parroquias guipuzcoanas fueron concedidos por los reyes de Castilla al Señor de Lazcano “en remuneración de sus azañas”
, y para responder a cuando argumentaba que varios testigos aseguraban que el Señor de Lazcano se apropió por la fuerza de los diezmos de esas iglesias, lo que en verdad debió de suceder es que, habiéndose debido negar varias iglesias al pago de ese bien ganado diezmo, el Señor de Lazcano tuvo que acudir a la fuerza para tomarlo. Abundando en esta explicación, manifestó que cuando el Papa Inocencio X confirmó y mandó confirmar la escritura de transacción y concordia de 3 de agosto de 1621, ya pertenecían los diezmos de esas varias iglesias, entre ellas la de Zumarraga, al Señor de Lazcano, y así lo reconocieron los vicarios de las iglesias afectadas, los cuales se comprometieron por esa misma escritura de transacción o concordia a cumplir religiosamente lo acordado en ella “vaxo la pena de dos mil ducados al que contraviniese lo pactado (...) reconociendo los de Zumarraga ser mui proporcionada la renta de cada uno de sus ministros”
 (sic).


Por otra parte, a la acusación de que no era suficiente la retribución que recibían los clérigos, contestó que sí que era suficiente, puesto que el vicario recibía anualmente 5.741 reales y medio, aunque con la obligación de pagar al coadjutor la cuota establecida en la concordia de 1621, y cada uno de los beneficiado percibía 4.019 reales y 18 maravedíes al año, si se aplicaban bien los precios de los frutos que percibían (sumado lo que percibían el vicario y los beneficiados se llegaba a la cantidad que suponía la mitad de todos los diezmos, menos tres fanegas, las cuales se sacaban de la suma de la fanega que había de pagar cada beneficiado al Señor de Lazcano).


Con respecto a lo señalado a propósito de la necesidad de aumentar el personal de la parroquia con un nuevo beneficiado, señalaba este procurador que había ya en la parroquia un vicario, un coadjutor, tres beneficiados y una serie de capellanes que les ayudaban en sus funciones, además de tener muy cerca la parroquia de Urretxu, por lo que consideraba que no era necesario más personal fijo.


Para contrarrestar parte de lo aseverado por el procurador de los Lazcano, Echeverria suplicó en varias ocasiones al Obispado que le diese copia del nombramiento de Alcalde de la Alcaldía Mayor de Arería que el rey hizo en la persona de Martín López, y del requerimiento que éste hizo a los poblaciones de Arería para que le reconociesen como Alcalde, para lo cual el procurador de la villa de Zumarraga le “ayudaba” diciendo que tales documentos estaban en el folio 15.720 del capitulado de las Ordenanzas de la Provincia de Guipúzcoa, hechas con Junta General de Tolosa el 15 de octubre de 1583, y que todo ello estaba entre la documentación que se hallaba en el expediente del plan beneficial de la parroquia de Legazpi.


El 17 de enero de 1788 el Vicario General ordenó al escribano que se diese lo que pedía Echeverria, pero éste no lo recibió.


A los pocos días se presentó de nuevo esa petición, acordándose por el Vicario General que se diese lo solicitado, citando previamente al Fiscal del Obispado y al procurador del Señor de Lazcano.


Por fin se vio el documento
, el cual estaba fechado el 26 de febrero de 1454.


Según se deduce de su lectura, Martín López de Lazcano era uno de los hijos de Juan López de Lazcano, Señor de dicha Casa en ese año. Junto a dicho Martín López aparecen varios vecinos y moradores de los hoy municipios de Olaberria, Gabiria, de los entonces separados núcleos de población de Ezkio e Itsaso, y también los vecinos Miguel de Sagastiberria, quien estaba allí como “Jurado de la tierra e unibersidad de la colacion de Santa Maria de Zumarraga”
 (sic), además de los procuradores, también de Zumarraga, Juan Pérez de Aizpuru, Martín López de Eguía, Pedro de Sagastiberria y Ochoa de Arizti.


Martín López de Lazcano les enseñó a todos ellos una carta del rey Juan II por la que le concedía, a dicho Martín, a título vitalicio, la Alcaldía Mayor de Arería en sustitución de Juan López de Lazcano, su padre, por cuanto éste había renunciado al cargo y solicitó del Rey que nombrase a su hijo para sucederle, pidiendo al Rey este Señor de la Casa de Lazcano que también se sirviese ordenar a los vecinos y moradores de las poblaciones que estaban bajo Arería que tuviesen a su hijo por su Alcalde, contribuyéndole con todos los derechos y salarios del dicho cargo, del mismo modo que antes los había disfrutado él mismo.


El Rey así lo hizo, concediéndole a dicho Martín López todo lo solicitado por su padre, y ordenó también a los pobladores de todas las poblaciones que estaban bajo Arería que acudiesen con todos los derechos, salarios, etc., que tenía el cargo de Alcalde a Martín López de Lazcano, amenazando a quien no lo hiciere con una multa de diez mil maravedíes y con “la coletilla” de la obligación de presentarse en la Corte en quince días a explicar por qué no obedecía su orden. Esa orden de Juan II estaba fechada el 25 de julio de 1452 y firmada en Zamora.


A continuación, Martín López, investido como Alcalde de Arería requirió a todos los vecinos y moradores presentes, por sí mismos y también como representantes de sus respectivas poblaciones, que obedeciesen y cumpliesen la orden del rey, jurando que le tendrían como Alcalde, acudiéndole con todos los derechos, salarios, etc., que tenía ese cargo, y les amenazó con que, si así no lo hacían, procedería contra cada uno de ellos y sus bienes. Todos juraron obedecer lo mandado por el Rey con la mayor reverencia, pidiendo, de todas formas, traslado de la real carta
.


A continuación aparece en el plan beneficial la aprobación del documento de las Ordenanzas de la Provincia de Guipúzcoa, original más los añadidos que se hicieron el 15 de octubre de 1583.


Vistos esos importantes documentos para la historia zumarragatarra, el procurador Echeverria solicitó del Tribunal del Obispado el 2 de abril de 1788 que todos los diezmos que pagaban los feligreses de Zumarraga fuesen a pagar a los clérigos que les servían, pues sostenía que el derecho al cobro de los diezmos le venía al Señor de Lazcano del momento en que le concedió el Rey el título de Alcalde Mayor de Arería a Martín López de Lazcano, hijo mayor y heredero de Juan López de Lazcano, el viejo, y del sometimiento que hizo de las poblaciones que estaban en dicha Alcaldía Mayor. A mayor abundamiento, señalaba Echeverria que aunque la representación del Señor de Lazcano señalaba que dicho Martín López de Lazcano no fue Señor de Lazcano, esto es porque desconocía que fue muerto por los suyos en Segura, y le sucedió en la sucesión de los derechos de la Casa de Lazcano Juan López de Lazcano, el joven
. Por otra parte, señaló también Echeverria que en 1462 se otorgó una sentencia por la que se ponía fin a un contencioso que hubo entre Lazcano y las demás poblaciones de la Alcaldía Mayor a propósito de cuál debía ser la población donde debía residir el Alcalde Mayor (los de Lazcano sostenían que debía ser la misma Lazcano, pues allí había residido, desde tiempo inmemorial; las demás poblaciones defendían que no fuese allí, y que hasta entonces había estado residiendo en Lazcano porque el Alcalde, hasta la muerte de Martín López, había sido el propio Señor de Lazcano, pero que una vez muerto, todos contribuyeron económicamente para que el nombrado, Fortuño de Nunciabay
 renunciase a la Alcaldía Mayor). Aunque no se señala explícitamente el resultado de esa sentencia, sabemos que fue favorable a las poblaciones contrarias a Lazcano, pues a partir de entonces el cargo del Alcalde Mayor de Arería fue rotatorio entre las poblaciones insertas en esa Alcaldía Mayor.


Por fin Echeverria pidió del tribunal que se pusiese un beneficiado más en la parroquia zumarragatarra, pues sin la ayuda de los capellanes que allí ayudaban, y que no eran fijos, no se lograría atender con la decencia suficiente a las necesidades de la feligresía, solicitando también que no se tuviesen en cuenta los cálculos que hizo el procurador del Señor de Lazcano acerca de lo que percibían en líquido ni el vicario ni los beneficiados de Zumarraga, pues eran cálculos efectuados cuando el trigo y el maíz estuvieron más caros en los mercados de Tolosa y, además, no tuvieron en cuenta los gastos que tuvieron para trasladar el trigo a esos mercados.


La réplica del procurador del Señor de Lazcano consistió en señalar que no necesitaba mostrar ningún título que acreditara su derecho a percibir diezmos, pues los percibía desde tiempo inmemorial y lo hacía con la tolerancia de la villa, su párroco y beneficiados, lo cual “supone privilegio pontificio y el mejor titulo del mundo para llevarlos”
 (sic), y esa posesión debía ser bastante para que la villa y el cabildo eclesiástico desistiese de sus pretensiones, y lo argumentado se razonaba también con la obtención, por Felipe de Lazcano en 1620, de la venia real para dirimir las diferencias y pleitos con la villa y el cabildo eclesiástico, y con el acuerdo por el que la misma villa y el cabildo eclesiástico se comprometían a contentarse con el aumento que les otorgó el Señor de Lazcano, y a pesar de no haber habido confirmación real de ese acuerdo, lo cierto es que ha tenido la mejor confirmación posible, cual es el paso del tiempo, y mucho más habiendo obtenido el rescripto pontificio.


Ante esto, el procurador del Ayuntamiento y del cabildo eclesiástico de Zumarraga, volvió a solicitar que se le diese copia íntegra del capítulo de la ordenanza de la Provincia realizada en Junta de Tolosa el 15 de octubre de 1583, pues no se le había dado anteriormente, ordenando el Vicario General y Juez Delegado de este caso que se le diese lo solicitado.


El procurador del Señor de Lazcano se quejó de que Echeverria sólo intentaba diferir el proceso y que se acabase con eso.


No contento con lo que había solicitado, Echeverria pidió en junio siguiente que por el Tribunal se ordenase que se expidiese certificación, por uno de los escribanos de Villafranca de Oria (localidad donde residía el Señor de Lazcano) de las escrituras de arriendo de los diezmos de la iglesia de Zumarraga desde 1768 hasta ese mismo año de 1788, para así conocer el valor de lo que suponían los diezmos que se llevaba el Señor de Lazcano de Zumarraga.


Molesto por todos estos pedimentos, se volvió a quejar el procurador contrario, señalando en varias ocasiones que se le había pasado el tiempo para articular
, pidiendo finalmente que se ordenase por el Tribunal a Echeverria que devolviese la documentación que obraba en su poder para, así, decidir rápidamente el final del proceso.


El Tribunal no accedió a esto, y entonces el procurador de la Casa de Lazcano contraatacó pidiendo certificación acerca de cuánto importaba lo percibido por la primicia en Zumarraga.


En septiembre siguió pidiendo Echeverria que se le diese copia y certificación de lo anteriormente solicitado, y que mientras tanto no corriese ningún plazo para contestar al tribunal.


Por fin, pudo obtener copia de la ordenanza de la Provincia del 15 de octubre de 1583
 (véase apéndice nº 11).


Además de esta copia, se logró certificación de Francisco Ignacio de Muxica, escribano de la villa de Villafranca, fechada el 25 de junio de 1788, en la cual se hacían constar ciertos datos de las escrituras de los años 1768, 1777 y 1782, por las cuales se arrendaban los diezmos que de la iglesia de Zumarraga llevaba el Señor de Lazcano.


Según esa certificación, el 21 de diciembre de 1768, el Señor de Lazcano arrendó al vecino de Legazpi José de Gorosabel, todos los diezmos que llevaba de la iglesia de Zumarraga para el periodo de 9 años (dicho periodo empezaría a contarse a partir de 1769). Durante cada uno de esos años, Gorosabel pagaría al Señor de Lazcano nueve mil reales, aunque no tendría que pagar Gorosabel ninguna cantidad por los diezmos de las novalías, subsidios o demás gastos ordinarios o extraordinarios, los cuales serían por cuenta del dueño. Además, en caso de que hubiese convenio del Rey con los clérigos zumarragatarras por la Casa Excusada, los frutos de ésta se quedarían en Zumarraga a disposición del Señor de Lazcano, pagándole su importe Gorosabel a éste en metálico.


En cualquier caso, Gorosabel habría de pagar esos nueve mil reales anuales aunque hubiese daños en las cosechas por granizo, lluvias torrenciales, etc.


El 2 de julio de 1777 arrendó por cinco años el Señor de Lazcano al mismo Gorosabel los diezmos que llevaba de Zumarraga, siendo únicamente obligado el arrendador a pagar los gastos de conservación del Seminario Conciliar (los cuales se pagaban  de los diezmos y primicias de todas las iglesias del obispado).


El 20 de junio de 1782 arrendó el Señor de Lazcano a Felipe de Salsamendi, vecino de Villarreal, y para nueve años (los cuales empezarían a contarse de 1783) los diezmos que llevaba, siendo de  cuenta de Salsamendi todos los gastos ordinarios y extraordinarios: excusado, Seminario Conciliar, etc.


Ante todo esto, Echeverria volvió a pedir al Tribunal que sentenciase como lo había pedido anteriormente, pues a pesar de todo lo que había aseverado la parte contraria, no había puesto de manifiesto el origen del derecho que le permitía llevarse los diezmos, y que a pesar de ello, y de haberse llevado esas cantidades desde hacía siglos, eso no constituía de ningún modo la posesión inmemorial. Por otra parte, siguió diciendo el procurador de los zumarragatarras, no valía que dijese el procurador de la parte contraria que los diezmos que llevaba de la iglesia tenían un origen secular y no eclesiástico
. Menos aún que dijese que poseía derecho a llevarse los diezmos de las tierras nuevas. Por fin, acabo su exposición Echeverria señalando que, ya que había pedido la parte contraria conocer el importe de las primicias en los pasados cinco años, dicho importe posiblemente fuese alto pues había en aquellos años altos precios para el trigo y el maíz.


El procurador del Señor de Lazcano, Vicente de la Torre García, pidió de nuevo conocer el importe de la primicia en esos cinco años, a lo cual se accedió por el Juez Delegado para los planes beneficiales.


Fue de nuevo precisamente el escribano de Villafranca quien se desplazó hasta la casa del vicario de Zumarraga, Ildefonso Antonio de Echeverria, para poder tomar los datos para efectuar la oportuna certificación a este respecto. Una vez en esa casa, y visto el libro de cuentas que iba desde 1782 a 1785, resultó que en esos años se había cobrado por las primicias 5.320, 5.511, 4.466 y 5.720 reales respectivamente, y que no disponiendo de los datos de 1787, la primicia del año 1788 estaba rematada por 6.028 reales.


Una vez conocidos estos datos, de la Torre señaló al Tribunal que el vicario de Zumarraga tenía una renta anual de 5.745 reales y medio, que cada uno de los tres beneficiados contaba con 4.019 reales y 28 maravedíes anualmente, y que las primicias, en las cuales no se incluían los caseríos de Aginaga
 por pagarlas en Azkoitia (sí pagaban el diezmo en Zumarraga) eran las anteriormente comentadas. Por ello, siguió diciendo, si normalmente las primicias eran la cuarta parte de los diezmos, lo que se percibía por los clérigos de Zumarraga era mucho más de lo que debían percibir, por lo que solicitaba que no hiciese innovación el Tribunal sobre ese tema, y mucho menos que se crease un nuevo beneficio.


Ante este escrito, el 24 de noviembre de 1788, Echeverria manifestó que las distintas circunstancias en que se arrendaban el diezmo y la primicia hacían diferir en poca cantidad el valor de la primicia, la cual era algo más que la cuarta parte del diezmo. Además, y por medio de complicados cálculos que tenían que ver con el precio de las fanegas de trigo y maíz, hizo ver este procurador al Tribunal que el dinero líquido que percibían tanto el vicario como los beneficiados no era el que señalaba el procurador de la Torre, por lo que acabó solicitando que se concediese lo ya anteriormente solicitado (aumento de retribuciones y de un beneficio).


Estando de este modo las cosas, el proceso se paralizó durante años, no teniendo continuidad hasta el 13 de julio de 1815, cuando Ignacio Ciro de Arteaga, Señor de Lazcano, nombró desde su residencia de Madrid a Diego del Villar como nuevo procurador de sus asuntos ante el Tribunal del Obispado de Pamplona, por muerte de su anterior procurador.


Era evidente que habían pasado muchos años desde que comenzó el proceso y que las partes estaban muy cansadas. Por ello, vieron la necesidad de darle fin y nombraron a sus representantes para que llegasen a un convenio o concordia, la cual zanjase el contencioso del plan beneficial, que al final vino a ser, ni más ni menos, el acuerdo por el que ambas partes se reconocían derechos y obligaciones, fundamentalmente en el campo económico.


Los representantes que se nombraron fueron Benito de Garagarza, por el Señor de Lazcano, con poder de fecha 21 de agosto de 1816, e Ildefonso Antonio de Cortaberria y Juan Matías de Izuzquiza, vicario y beneficiado de la iglesia parroquial de Zumarraga, con poder convenientemente otorgado por el cabildo parroquial del 21 de septiembre de 1816.


Dichos representantes primeramente establecieron que su primera obligación era la de atender las necesidades espirituales de las aproximadamente 1.250 almas o personas que había entonces en Zumarraga. El primer paso que para ello dieron fue reconocer que, para alcanzar ese fin, habían de aumentarse las retribuciones o congruas de los eclesiásticos zumarragatarras “por el mucho deterioro y menos cavo que padecieron en los ultimos tiempos”
 (sic), condescendiendo el Señor de Lazcano a los deseos de los clérigos de efectuar un nuevo convenio o concordia, la cual había de ser posteriormente aprobada por el Obispo y confirmada por el Rey y por su Consejo Real, no perdiendo nunca de vista la anterior concordia efectuada entre las partes el 3 de agosto de 1621 entre Felipe de Lazcano y la clerecía de Zumarraga, ratificada el 23 de marzo de 1634 por María de Lazcano, heredera de dicho Felipe en los derechos y deberes de la Casa de Lazcano, confirmada por el Nuncio de Su Santidad el 13 de febrero de 1636 y por el Rey el 12 de marzo de 1643.


A continuación, el 26 de septiembre de 1816, procedieron a poner negro sobre blanco las cláusulas de su acuerdo
. 


Una vez efectuada esta importante y fundamental cuestión, el propio texto de la Concordia había de ser aprobado por el Obispo de Pamplona y por el Rey, para lo cual el procurador del Señor de Lazcano hizo las oportunas gestiones.


Cuando pasó por el Tribunal del Obispado de Pamplona, su Fiscal General señaló que esa Concordia no debía perjudicar al expediente que se estaba siguiendo para la elaboración definitiva del Plan Beneficial de la iglesia parroquial de Zumarraga y que, por consiguiente, debía suprimirse el capítulo noveno, por el que se daba por finalizado todo el expediente, pendiente en ese mismo  Tribunal
.


Este es el último acto que por escrito se hizo de este plan beneficial, conociendo por datos indirectos y posteriores que lo acordado en ese convenio o concordia fue llevado a la práctica por las partes.

UNA BREVE MIRADA A LOS LIBROS DE CUENTAS

LOS LIBROS DE CUENTAS DEL TEMPLO PARROQUIAL


Los libros de cuentas
 de una iglesia parroquial o de una iglesia no parroquial, al igual que los libros de contabilidad de cualquier otra institución, son uno de los instrumentos más fiables y detallados para conocer la evolución, en todos los sentidos, de ese templo eclesiástico, además de otro tipo de cuestiones que más adelante señalaremos. Por la inmensa riqueza de datos que contienen, constituyen uno de los más ricos tesoros documentales para el estudio interno de la organización eclesiástica estudiada.

La complejidad que adquiere un estudio de los libros de cuentas es, también, inmensa, precisamente por esa gran cantidad de datos que se manejan: en general, todo tipo de ingresos y gastos, por muy pequeños que sean, con sus justificantes.


Por esa misma gran complejidad a que aludimos, muy pocos han sido los estudios serios y científicos que se han hecho sobre este tan importante material a nivel general, y en la mayoría de los casos las personas que han acudido a los archivos de esta zona se han limitado a copiar, íntegramente, una serie de partidas o, como mucho, las cuentas íntegras de algún año en concreto, no haciendo un estudio histórico y crítico de ellas.


Un estudio concienzudo de las cuentas de los templos eclesiásticos, parroquiales o no, nos daría la clave para conocer, en su más mínimo detalle, los avatares por los que pasa, en cada momento, una determinada comunidad eclesiástica, pues cualquier medida  o decisión que se toma tiene, en una gran parte de los casos, su repercusión en los ingresos o en los gastos, aunque sea muy indirectamente.


No es nuestra intención hacer un estudio concienzudo y detallado en extremo de los libros de cuentas, por los propios límites que nos señala la propia investigación en que estamos incursos. Sí que queremos, no obstante, observar e investigar los libros de cuentas como sujetos pasivos de la actividad eclesiástica para, a través de ellos, poder tomar conocimiento de los grandes procesos por los que estaba transcurriendo la iglesia zumarragatarra a través de los años
.


Por esta razón, procuraremos no descender al detalle exacto de una partida de ingresos o gastos de un determinado año, interesándonos más por observar las grandes líneas de evolución, muy a nivel general, que siguen las cuentas en el fondo y en la forma para, así, seguir la pista a la evolución general de la iglesia de Zumarraga.


Entrando en otra serie de temas, la importancia que conllevaba todo lo que tuviera que ver con los libros de cuentas hacía que las personas que interviniesen en ellos fuesen personas con un cierto poder, como mínimo social, pues  la labor cuasicríptica que realizaban hacía que tuviesen una especial “influencia”. De la misma forma, y para evitar cualquier tipo de problemas en tan delicada cuestión, no es nada raro que se tratase siempre de exigir a los que tuviesen que ver con ellos un exquisito cuidado en su elaboración, para evitar cualquier intento de fraude, desfalco, o similar
.


Formalmente, por su tamaño y la clase de uso que de ellos se hacía, los libros de cuentas de la iglesia suelen incluir, además de las partidas de ingresos y gastos, otro tipo de cuestiones distintas a las de la hacienda eclesial: no es raro el ver apuntados en esos libros mandatos de los Obispos con motivos de sus Santas Visitas
 u otra cualquiera información que el Obispo o su delegado creyesen necesario hacer a la parroquia, autos generales de esa Visita, inventarios de material
, relaciones de personal: por ejemplo los mayordomos
.


A la hora de hacer un estudio puramente formal de las cuentas de esta clase de libros, éstas pueden comenzar por el lugar donde se dan, que bien puede ser el genérico nombre de la población, o bien, descendiendo a la más detallada ubicación dentro de esta, normalmente es una dependencia del propio templo parroquial, o incluso durante algunos años, y por causa de las obras de construcción del templo principal, en las propias casas del vicario. También pueden comenzar estas cuentas por la fecha en que están insertas en el propio libro, que no es una fecha fija en el año, sino que puede variar significativamente  de un año a otro
. Posteriormente se escriben los nombres de las personas que han intervenido en esas cuentas: los mayordomos, a los cuales se añaden las personas ante las que se dan las cuentas: clérigos (vicario y, en su caso, alguno de los beneficiados), además de una representación de las autoridades civiles de la población: pueden aparecer normalmente el Alcalde y un Regidor o el Jurado
 , se señala también, por supuesto, el nombre del escribano que traspasa al libro todas las partidas a contabilizar.


Posteriormente están transcritas las partidas de los ingresos y los gastos. Una vez concluidas estas, y hecha la suma total tras la que sale el superávit o el déficit correspondiente, se suele recibir juramento de los mayordomos de que las partidas señaladas han sido efectivamente cobradas y gastadas. 


Una vez centrados en el aspecto puramente hacendístico, es necesario señalar que, como en todos los libros de cuentas, hay una clara división entre el apartado de los ingresos
 y el de los gastos
.


Pero antes de entrar a examinar los ingresos y gastos hemos de fijarnos en una partida que podía estar, bien en los gastos, bien en los ingresos: se trata de la cantidad de dinero con que se empiezan las cuentas cada año, y que viene a ser la misma con la que se acabó el año anterior: si se acabó con superávit, se contabiliza en el siguiente año como ingreso, por ser un cobro que se hace a los anteriores mayordomos, y al revés, si se acabó el año anterior con déficit, se contempla al año siguiente como gastos, pues así lo demandarán los encargados de las cuentas. Es lo que aparece comúnmente denominado como “Alcance” de los mayordomos anteriores
.


En una mayoría de casos aparecen estos alcances en el lado de los ingresos, por tener, lógicamente y en la mayoría de los años, superávits las cuentas en el año anterior
.
LOS INGRESOS


Una vez que entramos a analizar los ingresos comunitarios de la parroquia
, tenemos que la partida fundamental a lo largo de los años es la primicia
, cantidad que como ya sabemos viene a equivaler en esta zona a la cuarta parte del diezmo, siendo éste la décima parte de la cosecha, la cual cada contribuyente entregaba para el mantenimiento del personal clérigo de la parroquia
.


Así como los diezmos
 de Zumarraga los cobraba en su mayoría el Señor de Lazcano, patrono del templo parroquial, no tenía ninguna participación este patrono en los ingresos derivados de la primicia.


Además, en el supuesto de que el clero zumarragatarra se hubiese quedado con el diezmo íntegro, la cantidad que hubiese supuesto ese diezmo no se habría contabilizado en los libros de cuentas de la parroquia, pues en ellos sólo se contabilizaban los ingresos destinados al mantenimiento del culto parroquial, que es al que va dedicado la primicia, y en ningún caso los destinados al personal, los diezmos.


Los ingresos por primicias no tenían entrada en los libros de cuentas eclesiásticos tal y como los pagaban los parroquianos, en especie. Lo entregado por los contribuyentes se subastaba antes de su contabilización
, y dependiendo del año, de la cantidad de la cosecha, y de la ley de la oferta y de la demanda, cada año variaba el dinero que por este concepto entraba en la parroquia.


De todas formas, no era esta una partida que siempre se cobraba en el mismo año en que se daban las cuentas. Era posible cobrar la primicia al cabo de un año, al hacerse las cuentas del año siguiente.


En cualquier caso, estamos hablando de una partida que normalmente, y salvo casos muy especiales, significaba, al menos, la mitad de los ingresos totales de los libros de cuentas de la iglesia.


Después de la primicia tenemos una partida (o quizás sería mejor llamarlo un grupo de partidas) compuesto por los réditos obtenidos por los censos
.


Si normalmente los ingresos obtenidos por los réditos de los censos otorgados por la iglesia zumarragatarra eran menores que lo que suponía la primicia, hay una serie de años en que son bastante mayores, debido a la acumulación que en esos años se hacían de los pagos de los réditos anuales de los propios censos como de, incluso, por amortización total de otros censos
.


Otro de los capítulos de ingresos que poseía la parroquia zumarragatarra es el compuesto por las mandas, o cantidades de dinero dejadas, normalmente en los testamentos
.


Ni que decir tiene que las cantidades obtenidas por mandas no son uniformes a lo largo de los años, pudiendo variar en grado significativo de un año a otro, dependiendo de la voluntad de las personas de cada momento histórico.


Otro de los capítulos de los ingresos es el formado por las ventas de tierras o posesiones de la iglesia parroquial
: construcciones y material de construcción
,  trozos de terrenos dejados en testamentos, manzanales en explotación, etc., etc.


Finalmente, habríamos de incluir un número variado de ingresos en el capítulo de varios: son todos los ingresos recibidos en concepto de limosnas dejadas en los cepos, en los bacines, en los atabaques de las iglesias, así como las recibidas fuera de ellas. También hemos de incluir aquí los ingresos obtenidos por el uso de velas, cirios y antorchas durante celebraciones litúrgicas
. Por fin, en este capítulo de ingresos varios, habríamos de incluir los ingresos obtenidos por el cobro de deudas anteriores. Desgraciadamente no señalan los libros de cuentas cuál es el origen de esas deudas.


Una vez vistos, de forma resumida, los más importantes grupos de ingresos que aparecen en los libros de cuentas, he de hacer referencia a unos ingresos que iban a parar a las arcas de la Iglesia, aunque no a los propios fondos parroquiales de los municipios donde se obtenían: los ingresos por las ventas de bulas.


Las bulas que se repartían en esta población eran de seis tipos, dividiéndose cada uno de ellos en cinco clases o grados, y, según su orden de importancia por las ventas y repartimientos que de ellas se hacían al final del primer tercio del siglo XIX, eran las siguientes: bulas para vivos, bulas para difuntos, bulas de la carne
, las bulas de la composición, las bulas “de Ilustres” y las bulas de lactantes
.


El dinero recaudado por la venta de las bulas
 estaba destinado al Obispado de Calahorra
, en concreto a la dependencia denominada “Receptoría de la Santa Cruzada de Vitoria y sus veredas”, con sede en la actual capital alavesa, la cual dependía, a su vez, de la Subdelegación de la Santa Cruzada de Logroño.

LOS GASTOS


La contabilización de los gastos de este tipo de cuentas nos da la clave para poder conocer, más aún que los propios ingresos, el funcionamiento interno y externo de la institución eclesial.


Si bien desde un punto de vista interno muchas aspectos se nos ocultarán (todos los que tengan relación con la propia doctrina cristiana y con otras materias más difícilmente cuantificables), es verdad que otro tipo de aspectos, los que impliquen necesariamente la asunción de algún tipo de gasto, tendrán su inevitable referencia en estos libros de cuentas, y esto tanto para la vida interna de los clérigos que rigen la vida parroquial como de los aspectos externos: realización de obras generales, obras de mantenimiento, gastos de inspección de la propia comunidad parroquial, gastos de materiales consumidos: aceite, cirios, etc., etc.


No debemos olvidar, a la hora de hacer un análisis de los gastos de las cuentas parroquiales, que en muchas ocasiones se apuntaban como gastos partidas fallidas en el apartado de los ingresos: un ejemplo lo podemos tener en los casos de cobros no realizados de los réditos de censos impuestos por la iglesia (tenían consideración de dinero de menos y, por lo tanto, gastos
).


Una vez entrados a analizar los grandes tipos de gastos que se dieron en la iglesia zumarragatarra vemos que, dependiendo de los años y del estado general del templo, en algunos años una parte importante de los gastos se destinaba a las obras, ya de consolidación de la estructura o, incluso de renovación e instalación de elementos importantes en el templo parroquial
, ya a elementos estructurales “menores”, aunque no por ello menos importantes (un ejemplo lo puede constituir la construcción del habitáculo donde se había de colocar el reloj en el antiguo templo parroquial en 1525), o de mantenimiento general: las labores de consolidación del retablo, de confesionarios
, de la fuente, de vestiduras y ropas de iglesia, etc., etc.

Una importancia grande en los gastos de los libros de cuentas de la parroquia la tuvieron las partidas que se tuvieron que contabilizar, a partir de 1577, con motivo de la construcción del nuevo templo parroquial de Santa María de la Asunción
.


Por supuesto, esas partidas se prolongaron en el tiempo mientras perduraron las obras, aunque es necesario decir que fueron numerosos los años en que la obra prácticamente estuvo “parada”. También, y como se ve en el capítulo dedicado a esa construcción, se tuvo que adecuar, como templo provisional, el conocido como “la iglesia prestada”. 


Una parte nada desdeñable de los ingresos eclesiásticos durante los años en que se prolongaron las labores de construcción iban a parar al pago de esas obras. Ello no obstante, la realidad de los libros de cuentas parroquiales nos enseña que, aunque si bien es cierto que el contrato y las condiciones impuestas por el Obispo de Pamplona a ello forzaban a los responsables laicos y eclesiásticos de Zumarraga, no tuvieron esos gastos la prioridad que se les dio en esos instrumentos obligantes, pues a la vez que se pagaban cantidades a los constructores y a los acreedores de la iglesia (compra del solar, casa del vicario, etc.), se dedicaron también numerosos fondos a los conceptos más normales y habituales.


Por ello, no descartamos que esa falta de prioridad absoluta de los zumarragatarras en el pago de las obras de construcción (al menos no se pagaron como figura en el contrato y en las condiciones impuestas por el Obispo de Pamplona y aceptadas por todas las partes) sea una de las razones fundamentales que expliquen la prolongación de esas mismas obras durante tanto tiempo, fundamentalmente en los primeros veinte años a partir de la firma del contrato.


Efectivamente, a pesar de los numerosos avatares sufridos en la construcción: fallecimientos de los maestros canteros, desistimientos, pleitos con los maestros canteros, necesidad de volver a hacer parte de las obras, etc., consideramos que, en ningún caso, debieron prolongarse durante casi un siglo las obras
 de construcción del templo parroquial.


Otro gran grupo de gastos son los que se formaban con los censos comprados por la iglesia. En muchas ocasiones, la iglesia zumarragatarra compraba el censo (o el préstamo que una persona debía a otra, convirtiéndose así en nuevo acreedor del antiguo deudor). Era un gasto, efectivamente, pero ese gasto se convertía automáticamente en ingreso, en inversión, puesto que pasaba, o en teoría había de pasar, a tener ingresos en ese mismo año o en los siguientes, hasta que la deuda total se redimiese
.


A partir de aquí hay incontables partidas de pequeña cuantía que generalmente se repiten a lo largo de los años y que, por su escaso significado relativo y absoluto dentro del conjunto de los gastos anuales, tan sólo se comentan, los considerados más interesantes, superficialmente.


Empezaremos estos gastos por “el subsidio y el excusado”. El subsidio tenía su razón de ser en el auxilio concedido por la Sede apostólica a los reyes sobre las rentas eclesiásticas. El excusado era la cantidad resultante a los diezmos que tenía que pagar una de las casas de la comunidad parroquial. En vez satisfacer esa casa el diezmo a la iglesia, lo satisfacía a la hacienda real.


Para ver su poca importancia en el común de los gastos tan sólo valgan unos ejemplos: en 1557 se pagaron 25 reales de los 69.007 maravedíes (2.029 reales, pues un real equivale en territorio de la Corona de Castilla a 34 maravedíes), lo que supone un 1,2% del total de los gastos de ese año
. En 1581 supusieron 82 reales y 14 maravedíes. Como los gastos totales de ese año fueron 224.420 maravedíes resulta que los subsidio y el excusado supusieron el 1,2% de los gastos totales
. En 1640 se pagaron por esos conceptos 51 reales  y medio. Habida cuenta de que los gastos totales de la iglesia en ese año ascendieron a 6.870 reales y 20 maravedíes, supusieron un 0,7%
.


Otro de los gastos fijos era el ejecutado para la realización de todo tipo de fiestas: las de Semana Santa, las del día de la Visitación de Santa María a su prima Santa Isabel el día 2 de julio, los gastos del día de Nuestra Señora de la Asunción, el 15 de agosto, etc.


Por supuesto, en los libros de cuentas aparecen anotados los muy diferentes pagos realizados con ocasión de esas fiestas: los ocasionados con motivo de la construcción o ejecución del “monumento” del Jueves Santo
, los gastos causados con ocasión de adornar la iglesia en la celebración del Corpus Christi o durante las fiestas de la Visitación en la antigua parroquia de Santa María, la parte correspondiente a los pagos realizados para la ejecución de la celebre ezpatadantza, tanto el día 2 de julio en el interior de la antigua parroquia de Santa María
 como el día 15 de agosto en el interior de la moderna parroquia de Santa María de la Asunción.


Además de estos hay otros muchos gastos: los relacionados con el conjuro, los relacionados con gastos a personal que no fuese el vicario o los beneficiados (en ocasiones un coadjutor, y normalmente la serora mayor, a la que se satisfacía, fundamentalmente por el cuidado general de la iglesia), los gastos del corriedo
, los gastos causados para el pago al propio escribano que se ocupaba en copiar y disponer adecuadamente todas las partidas en los libros de cuentas, etc., etc., y que son gastos que, por su gran diversidad y por su pequeña importancia en el conjunto de los gastos totales estimo que no es necesario hacer un análisis exhaustivo de ellos.
LA LIQUIDACIÓN


Una vez computados todos los ingresos y gastos del ejercicio económico, el mayordomo procedía a señalar cuál era el saldo resultante, el cual podía ser favorable o contrario a la parroquia, y por lo tanto contrario o favorable al propio mayordomo (si era favorable a la parroquia, el mayordomo había de poner el saldo que fuese positivo a disposición de la iglesia, y si fuese negativo ocurría exactamente lo contrario, la parroquia había de dar al mayordomo el dinero que éste hubiera puesto de su propiedad particular).


Entonces, dadas las cuentas por el mayordomo de ese año, juntados en un determinado lugar, y tal como se ha señalado más arriba para el caso de la presentación de las cuentas el Vicario, el Alcalde, el Regidor, Jurado, algún beneficiado, el mayordomo, etc., se procedía al cuidadoso examen de todas las partidas de ingresos y gastos, señalándose a continuación si las cuentas estaban bien o mal realizadas, con lo que, tras reconocer la labor realizada por el mayordomo cesante, se acordaba que se le recogiese o se le pagase el dinero que hacía acreedora a la parroquia o, en su caso, al mayordomo, haciéndose cargo el siguiente mayordomo en las cuentas del año siguiente del cobro o pago de dicho dinero.


En la inmensa mayoría de los casos no se pusieron objeciones a las cuentas ofrecidas por los mayordomos. En el caso de que se pusieran trabas a la aprobación de las cuentas, las debemos considerar como algo muy excepcional, siendo también muy raros los casos en que estas objeciones fueron graves
.
UNA MUY BREVE MIRADA A LOS LIBROS DE CUENTAS DE LAS ERMITAS

Las ermitas también contaban con sus libros de cuentas. Precisamente esos libros constituyen, en ocasiones, los únicos instrumentos que nos han quedado de esos edificios, y a través de ellos podemos, más si cabe que en el caso de los libros de cuentas de las iglesias parroquiales, tomar conocimiento de buena parte de lo que sucedía alrededor de la ermita.


También contaban las ermitas con un mayordomo, quien se ocupaba, al igual que lo hacía su homónimo del templo parroquial, del mantenimiento del edificio de la ermita, de la administración de sus cuentas y de ejercer su representación a la hora de fundar censos u otros instrumentos “crediticios”.

Como los del templo parroquial, eran mayordomos nombrados anualmente, y ejercían su cargo de forma similar. 


Entrando de lleno en el análisis de los libros de cuentas de las ermitas, estos poseían grandes apartados: los ingresos y gastos. Los ingresos procedían fundamentalmente de censos, los cuales procedían, a su vez, de legados de tierras o de dinero en metálico que habían sido dejadas a este templo no parroquial. Como sucedía con los templos parroquiales, con esos legados se concedían préstamos, y esos préstamos surtían de dinero a la ermita. También en el caso de las ermitas tenían cierta importancia las limosnas dejadas por los feligreses. Por su parte, los gastos eran todos los necesarios para el mantenimiento del templo, para la compra de vestiduras, para el acopio de aceite para las lámparas, etc., etc.


En algunos casos, por ser edificios que no eran tan frecuentados como los templos parroquiales, no estaban tan bien cuidados como estos últimos, y las reparaciones de todo tipo eran más frecuentes.


Por otra parte, al igual que también sucedía con los templos parroquiales, los Obispos o sus delegados los Visitadores, o incluso el mismo Vicario General, inspeccionaban las ermitas, y con ellas sus libros de cuentas cada cierto tiempo, siendo tan escrupulosos con ellos como con los libros de cuentas parroquiales
.

UNA MIRADA A LAS DISTINTAS MANIFESTACIONES PIADOSAS ORGANIZADAS


A lo largo de la historia de la población zumarragatarra un elemento ha pervivido en todo momento: el carácter cristiano de la generalidad de sus habitantes, lo cual ha llevado, a su vez, a que hayan tenido un gran predicamento en ella las manifestaciones piadosas.


Ya sea a nivel general de la población
, ya sea por colectivos o grupos más reducidos
, no han faltado nunca en Zumarraga este tipo de demostraciones pías, aunque no deja de ser cierto, por otra parte, que el ambiente del siglo en que vivimos (más liberal, más abierto a todo tipo de corrientes) ha hecho que una parte de la población, abierta a nuevos retos y a nuevas circunstancias, haya dejado un poco de lado las antiguas manifestaciones pías y religiosas, y haya preferido otro tipo de manifestaciones, más laicas y secularizadas, abandonando en parte las antiguas  y seculares costumbres que en este campo había
.


Quizás hayamos de recurrir a un ambiente conservador, más intimista, de una población pequeña en número y extensión como la del Zumarraga de los siglos XVII y XVIII para explicar el gran auge que tuvieron en esos tiempos ese tipo de manifestaciones populares, guiadas y promovidas por la institución eclesiástica y por la mentalidad del común de la población, imbuida de ese ambiente religioso
.


Zumarraga no ha sido una población diferente de las otras poblaciones pequeñas guipuzcoanas, vascas o castellanas del interior. Estaba dentro de lo que podría ser considerado normal para una población de su estilo en esa época, y tan sólo podríamos constatar diferencias con ella si nos asomásemos a poblaciones comerciales costeras o interiores con una mayor cantidad de población, donde el tráfico de mercancías y de personas hacía que hubiese un mayor movimiento de ideas, un mayor contraste entre la población, etc.


Teniendo siempre como elemento a considerar de forma principal la propia fundación o el origen de la manifestación piadosa, a la hora de intentar hacer una clasificación de este tipo de fenómenos, hemos de hacer una primera división entre las manifestaciones que tienen su punto de partida en actitudes piadosas individuales y las que parten de un colectivo. Así, las manifestaciones piadosas que tienen su origen en posiciones pías indivnduales serían las fundaciones de misas, las capellanías y las obras pías. Por el contrario, las que tienen su origen en movimientos colectivos son las cofradías, las procesiones y, lo que se daba en llamar, el Arca de la Misericordia
.


Entre las manifestaciones individuales podemos también establecer una primera subdivisión. Por un lado, encontramos aquellas que se ocupaban tan sólo de favorecer a la persona que hacía la fundación, o a sus más directos familiares: las  memorias de misas y las capellanías. Por otra parte, tendríamos las fundaciones que pretendían revertir en sus beneficios a un mayor número de personas, tuvieran o no que ver con el fundador y su familia: las obras pías. 


Un elemento común a todas estas formas de manifestaciones pías es su asunción por la institución eclesiástica, pero esa asunción eclesiástica no nos debe hacer olvidar que no fueron promovidas en su origen por la Iglesia, sino que fueron populares en el más amplio sentido de la palabra, no como otro tipo de manifestaciones creadas y promovidas por la misma Iglesia, pruebas incontrastables estas últimas también de la piedad popular, pero dirigidas inevitablemente por los eclesiásticos para la consecución de determinados fines religiosos y, también, socioeconómicos: el ejemplo más claro es la adquisición y compra de las bulas.
Las fundaciones pías

Las memorias de misas, las capellanías y las obras pías.


Las fundaciones pías o legados dejados, bien por seglares, bien por eclesiásticos, constituyen, sin duda alguna, una de las bases para el conocimiento de cómo era la sociedad de la época analizada.


Como ya hemos visto, eran de diversas clases y pueden ser subdivididas. De una parte, y formando un gran grupo, estaban las fundaciones de misas y capellanías
, encargos de misas que se caracterizaban fundamentalmente por buscar un provecho individual para el fundador. De otra parte, estaban las obras pías, fundaciones pías con un carácter más general, no dedicadas a misas en sufragio del alma de su fundador o de personas cercanas a él, sino a desarrollar funciones que tenían un mayor parecido con la beneficencia o, al menos, con el deseo de favorecer por sus fundadores a un grupo determinado de personas.


Por supuesto, una persona podía dejar en su testamento la fundación de una capellanía, una fundación de misas y una obra pía, conjuntamente o por separado.


Un elemento de unión entre ambas clases de fundaciones pías fue el Real Decreto promulgado en 1800 y por el cual se vendieron las tierras y bienes inmuebles afectos a fundaciones pías, capellanías y obras pías, imponiéndose los importes de esas ventas en la Caja del Crédito Público, con un interés anual, el cual fue a parar asimismo a las fundaciones.

Las memorias de misas y las capellanías


Descendiendo a una explicación más detallada de estos instrumentos piadosos, las fundaciones de misas y capellanías eran simples legados de fondos económicos, bien con dinero "contante y sonante"
, bien con otro tipo de bienes inmuebles
 y muebles, como censos, escrituras de propiedad, etc., con los cuales se obtenían unos réditos o rentas en un cierto periodo de tiempo. Tanto la cantidad principal dejada por el fundador, como los réditos a obtener eran controlados por los Patronos
, normalmente descendientes consanguíneos del fundador, aunque también podrían serlo el Alcalde o Párroco de la población, conjuntamente o de forma separada, y en unión o no a descendientes consanguíneos del fundador. Pues bien, con esos réditos o, directamente, del capital principal, se establecía la celebración de una cierta cantidad de misas que se habían de celebrar en un determinado edificio eclesiástico (la gran mayoría de ellos en el templo parroquial aunque, de hecho, hubo algunas personas que fundaron capellanías o misas en ermitas
), por un capellán
 en el periodo de tiempo señalado por el fundador (normalmente de forma perpetua), por su alma o la de sus parientes más cercanos, yendo sucediéndose, por tanto, diferentes capellanes. Por cada misa celebrada de las así estipuladas, bien de forma individual o bien de forma anual, y tras la certificación del beneficiado o eclesiástico encargado de dicha fundación de misas o capellanía, se había de pagar por los patronos al capellán la cantidad estipulada en la escritura de fundación. 


El capellán era nombrado por el o los patronos, necesitando la aprobación por parte del Obispado. En ciertas ocasiones, aunque hubiese habido nombramiento formal por el patrono correspondiente, el Obispado no concedía la colación por cualquier motivo. Si, por la razón que fuese, un patrono no procedía al nombramiento del capellán en el momento adecuado, y con las  condiciones exigidas, desde el Tribunal del Obispado se podía hacer uso de lo que las fuentes llaman “Jure devoluto”, lo cual hacía que tuviese que ser entonces ser presentado el capellán de esa capellanía por el propio Obispo, no correspondiendo, por lo tanto, decidir ningún nombramiento el patrono
.


Un capellán podía tomar posesión de la fundación pía dando poder a otro clérigo para que le sustituyese, tanto en la toma de posesión, como en los primeros momentos de servicio, pactando de antemano con él que debía de cumplir con las obligaciones que impusiera la obra pía y, lógicamente, asignándole la cantidad de dinero necesaria mientras le supliese en ese oficio


Como ya hemos visto, el capital con el que se fundaba una capellanía era impuesto, normalmente en censos o préstamos. Esos censos, por medio de los correspondientes réditos, hacían allegar nuevo dinero a las capellanías, pero no sólo eso. En ocasiones, hacían allegar otra clase de bienes: por ejemplo tierras
.


Con esas tierras la capellanía había de comportarse de un modo económicamente rentable. Así, podía intentar venderlas o ponerlas en arriendo
, siempre con el oportuno permiso del Obispado, obteniendo así nuevos ingresos que engrosarían el principal de bienes de la capellanía.


Cada fundación de misas o cada capellanía de las así fundadas tenía su propio libro, donde se apuntaban en las primeras hojas los deseos del fundador, con posibilidad de que estuviese inserto el testamento por el cual, normalmente, se fundaban las capellanías y las fundaciones de misas. En dicho libro se iban insertando las distintas peripecias por las que transcurría la fundación, así como es posible que estuviesen las certificaciones del capellán de haber cumplido con lo mandado. También aparecen las inspecciones realizadas por los Obispos en las "Santas Visitas" realizadas en cada tiempo
.


Es común observar como capellanías y fundaciones de misas efectuadas en un tiempo pasado, y dotadas con una cierta cantidad de dinero, considerable para la época de la fundación, habían perdido parte de su capital con el paso del tiempo y por el simple hecho de la inflación. Así, fue normal que, para evitar su depreciación severa, varias fundaciones se reuniesen en una única
, como también fue habitual que, con el paso del tiempo, el número de misas a que obligaba en un principio el fundador por la cantidad de dinero a ello señalada, se hubiesen reducido a un número inferior, siempre con la competente autorización del obispado
. Lo que no era tan normal es que se reuniesen capellanías, por muy cercanas que pudiesen ser, aunque siempre cupiera esa posibilidad
, por supuesto con la oportuna licencia del Obispado.
Las obras pías


Las obras pías no tenían, como ya ha sido señalado más arriba, ese carácter particular en cuanto a sus aprovechamientos, como el de las fundaciones de misas o capellanías, sino que su ámbito de influencia se extendía más allá del propio fundador, esparciéndose su campo de acción entre el sector de población que ese fundador hubiese tenido por conveniente señalar (era una forma inequívoca de beneficencia particular).


Hubo obras pías destinadas a los pobres vergonzantes, a la dotación de doncellas parientes del fundador para que, por medio de esa dote, pudiesen casarse más fácilmente
, o incluso obras pías que dejaban una cierta cantidad de dinero a parientas que no tomaban el estado religioso o no se casaban, permaneciendo solteras, para contribuir en parte a su manutención
. Podía haber incluso obras pías fundadas para un aprovechamiento social, bien sea en el ámbito eclesiástico (fundación de obra pía para el mantenimiento del organista
, para la impartición de la enseñanza de la doctrina cristiana entre los niños, para celebrar misiones populares en cuaresma, etc.), o más general de la sociedad, como podía ser ejemplo de la obra pía fundada por el capitán Domingo de Irizar para el establecimiento de una escuela en el barrio de Anduaga, de Ezkio.


El funcionamiento interno de una obra pía era el siguiente.


Como en el caso de una capellanía o una fundación de misas, una persona dejaba una determinada cantidad de dinero, o los réditos pertenecientes a un censo, una casa o terreno, o incluso en acciones
, a una parroquia con un determinado fin. Pues bien, el cabildo eclesiástico actuaba como lo puede hacer hoy en día una entidad del sector bancario, prestando dinero del capital o capitalizando el equivalente del bien mueble o inmueble hasta tener todo el principal invertido en diversos préstamos. Esos préstamos habían de producir un interés anual. Con esos réditos producidos era con lo que se dotaba, anualmente o por el periodo de tiempo establecido por el fundador, al fin destinado, de forma que sólo se repartían los réditos y no el principal del capital así consignado, perpetuándose éste en principio.


Tal y como sucedía con las capellanías y fundaciones de misas, toda obra pía tenía unos Patronos, bien de sangre (descendientes directos del fundador), bien institucionales (normalmente el Alcalde y el Párroco).


También las obras pías contaban en la época examinada con un libro donde estaban asentados tanto la facultad concedida por el fundador para fundarla como los diversos avatares que pudieren ocurrirle. También, en dicho libro habían de registrarse las inspecciones efectuadas por los Obispos en sus Santas Visitas, mandando cumplir las condiciones impuestas por el fundador o, en su caso, aprobando lo hecho hasta el momento de su inspección.


Podía suceder con las obras pías lo mismo que con las capellanías y fundaciones de misas: la inflación podía hacer que la cantidad principal de dinero dejada por el fundador llegase a ser ínfima, de tal forma que apenas pudiese ser aprovechada años después con la finalidad perseguida por éste
.

La llegada de la modernidad y de las leyes que a este periodo acompañaban acarreó el fin, aunque sólo fuese por agotamiento, de las obras pías que hemos visto hasta este momento, pero también acarreó una nueva concepción en la forma de ejercer esta beneficencia particular: los bienhechores naturales de la villa tuvieron un cauce para la donación de dinero o bienes inmuebles para los pobladores más desfavorecidos de la villa.


Así tenemos a Silverio Garmendia, a Serapio Irizar, a Juan José de Aguirre, a Justo de Artiz, a Carlos Aguirrebengoa, a Aurora Arrazola,...


Entre todos ellos sobresale, aunque sólo sea por la mayor afinidad del legado dejado con las anteriores obras pías, Juana de Aizpuru, casada con el ingeniero francés Carlos Lemaire, quien instituyó la “Fundación Carlos Lemaire” para, en principio, ayudar a los huérfanos pobres de la villa
.


Todos estos legados fueron reunidos en una fundación única  a nivel guipuzcoano en la década de los años 60 de este siglo, siguiendo instrucciones de las altas instancias gubernativas provinciales.

Las cofradías 


Si las fundaciones pías surgían siempre a nivel de particulares, y habían de redundar en un beneficio bien particular o bien colectivo, según se tratase de unas u otras, hubo también la oportunidad de crear asociaciones religiosas locales, de gran arraigo popular
, que redundaban en la colectividad: las cofradías


El origen de las cofradías de la zona podía estar en la acción de gracias que se producía en gran parte de los habitantes de la población ante un determinado hecho a ellos favorable o, al menos, no perjudicial
 o, simplemente, tras una predicación llevada a cabo por un misionero apostólico
. 


En la mayoría de las ocasiones, constituía el objetivo principal de la cofradía el auxiliar post-mortem a la familia del finado (normalmente mediante limosnas a la familia del difunto para gastos del entierro y funerales).


Las cofradías populares tenían un Abad, que en las poblaciones examinadas era el Vicario. Además tenían uno o dos Mayordomos, que eran los encargados de llevar la administración económica, y un capellán, que era el que normalmente celebraba las misas. Aparte de estos cargos, podía haber "diputados eclesiásticos y seculares" como órgano de gobierno de la cofradía (normalmente eran las máximas autoridades civiles y eclesiásticas: Alcalde, Regidor, Vicario y Beneficiado Decano).


Tenían también un libro de cuentas, donde se apuntaban los ingresos y los gastos. Como otros libros de control que ya hemos visto anteriormente, también ese libro de cuentas era fiscalizado por el Obispo durante la Santa Visita.


Los ingresos de la cofradía provenían normalmente de las cuotas de los cofrades, que podían devengarse en el momento del ingreso en la cofradía o anualmente (en el caso de que no hubiese cuotas obligatorias, procedían de las limosnas directas, postulaciones o, incluso, de las mandas dejadas por los cofrades en el momento de su muerte). También se contabilizaban ingresos por la celebración de misas por almas de cofrades, así como por los réditos de censos que pudiese tener a su favor la cofradía
.

Los gastos normales de la cofradía eran todos aquellos derivados de la propia celebración de misas: estipendios satisfechos a los oficiantes, velas, aceite, pagos al mayordomo(s) de la cofradía, etc., etc.


El principal elemento constitutivo, regulador y orgánico de las cofradías eran sus constituciones, verdadera legislación interna de estas asociaciones. Por medio de dichas constituciones o estatutos fundacionales se preveían y regulaban todas sus funciones, así como toda su vida interna
.

Las procesiones


Las procesiones constituyen, sin duda alguna, una de las mejores manifestaciones de la piedad popular a lo largo de la historia. Por su puesta en marcha acarreaban el concurso de una parte importante de la población, y por su significado de acompañamiento a los clérigos en las más importantes festividades religiosas del lugar, implicaban una asunción por parte de la generalidad de esa población de las creencias religiosas vigentes en cada momento.


En Zumarraga las procesiones giraban en torno a los templos religiosos, y en la determinación de sus recorridos podían influir las relaciones que hubiese a nivel popular entre los pobladores, pudiendo desplazarse a las poblaciones más inmediatas o, simplemente, quedarse en lo más cercano del templo parroquial (alrededor de él), o dirigirse hacia las ermitas de la población.


Formaban parte integrante de las procesiones los clérigos (podía dirigir la procesión el vicario o uno de los beneficiados, normalmente el más antiguo
), las autoridades civiles, los integrantes de las cofradías que en ese momento hubiese, la población en general (vecinos y moradores, los cuales podían estar en distintos lugares de la marcha, estando siempre en lugar preferente los vecinos), todos los cuales eran acompañados de una o varias insignias, estandartes o imágenes que tuviesen las cofradías o hubiese en los templos religiosos.


Los días en que se hacían procesiones en Zumarraga eran el Jueves Santo, el segundo día de las letanías o rogativas y la procesión del día de San Roque. No entra dentro de esta categoría la comitiva cívico-religiosa que el día 2 de julio se dirigía, y todavía aún lo hace, desde el Ayuntamiento hasta la ermita de Santa María, recogiendo en el templo parroquial a los integrantes del cabildo eclesiástico, ni tampoco la visita que hace la Corporación Municipal el día anterior a la Virgen Santa María en esa misma ermita.


En Zumarraga han sido siempre pacíficas las procesiones, resultando tan sólo incidentes graves de los que tengamos noticias en la procesión llevada a cabo el Jueves Santo del año 1666.


En aquel tiempo llevaba diez años acudiendo, en las noches del Jueves Santo y en la “del día segundo de las prerrogativas”
, la procesión que salía del templo parroquial de Zumarraga al templo parroquial de Urretxu, y la procesión que salía del templo parroquial de Urretxu acudía al templo parroquial de Zumarraga.


Acudían con velas y con las insignias correspondientes los zumarragatarras a esa procesión, y aunque en esos diez años había habido pequeñas dificultades en la coordinación de ambas comitivas cuando se producía su encuentro
, nunca se habían ocasionado grandes problemas.


Pero en la noche de ese año, y debido a las severas condiciones climatológicas del día (lluvia y viento
), se habían mandado avisos los zumarragatarras y urretxuarras para que no saliesen de sus respectivos municipios. Zumarraga determinó que su procesión se hiciese en el entorno del templo parroquial, y cuando ésta se iba desarrollando con los percances típicos de toda procesión, agravados por el mal tiempo
, hizo acto de presencia la procesión que venía de Urretxu, ocasionando serios percances a los penitentes zumarragatarras
.


Deshecha la procesión de Zumarraga, se celebró una reunión por las autoridades civiles de la villa, de la que salió el acuerdo de solicitar del cabildo eclesiástico que éste instase ante el Obispado que en adelante las procesiones se hiciesen sin salir de los términos municipales de la población, desplazándose la procesión del Jueves Santo hasta la ermita de Zufiaur, y la procesión de la letanía a la ermita de Santa María de Zumarraga y a la de Santa Engracia.


Así se hizo por los clérigos de la población, ordenándose desde el Obispado el 25 de mayo de 1666 por Roque Santos de San Pedro, Vicario General, que hasta que no se hiciese un estudio sobre el tema, no se saliese en procesión fuera del término municipal, ni tampoco hacia las ermitas señaladas, limitándose a las cercanías del templo parroquial, acabándose con una misa en dicho templo.


Tras una completa información, que comprendió la distancia que había desde el templo parroquial hasta las ermitas mencionadas, el Vicario General mandó el 2 de junio siguiente que se fuese en procesión hasta las ermitas, y que no se saliese de Zumarraga a Urretxu, bajo pena de excomunión mayor y de 200 ducados de multa.


Secuela de este proceso fue el proceso incoado por el Obispado contra Juan Ibarguren y Aizaga, beneficiado más antiguo de Zumarraga, pues había acudido en procesión hasta el templo parroquial de Urretxu, donde dijo misa, ese mismo año, después de que se diese el mandato.


Cuando se le interrogó por el Vicario General acerca de su conducta y de la no obediencia del mandato otorgado, señaló primeramente Ibarguren que desconocía ese mandato, pues estaba fuera de la población cuando se dio, pero habiendo alegado otro de los beneficiados, Juan Bautista de Antia, que había comunicado personalmente a Ibarguren el mandato el 31 de mayo de ese mismo año, aseveró Ibarguren que había decidido acudir a Urretxu por no romper la costumbre
, pensando en todo caso que no incurría en ninguna pena.


La sentencia, pronunciada el 10 de junio de ese mismo año, amonestó al beneficiado para que en adelante obedeciese los mandatos de sus superiores, imponiéndosele una multa de cuatro ducados. En caso de reincidencia, se le castigaría ejemplarmente.

UNA BREVE MIRADA A LOS CONJUROS DE LOS CAMPOS DESDE LA ERMITA DE SANTA MARÍA


La vida  cotidiana de la comunidad zumarragatarra hasta al menos los años centrales del siglo XIX ha estado condicionada, entre otras cosas, por los problemas que podían afectar al modo en que conseguían el sustento sus habitantes. Era primordial asegurarlo, y más en un contexto geográfico-económico como en el que se vivía en aquellas épocas, basado fundamentalmente en que muchos de los trabajos de una gran parte del año dependían, fundamentalmente, de cómo resultara la cosecha, de cómo y qué cantidad de granos ofrecía la tierra trabajada por grano plantado, y también, cómo no, de que los fenómenos atmosféricos no estropeasen en los momentos claves del ciclo agrícola anual la recogida de la ansiada cosecha.


Una cosecha que se recogía sin mayores problemas aseguraba, en condiciones normales, la subsistencia de una comunidad familiar, eso sí, tras después de los ímprobos esfuerzos realizados durante gran parte del año. Una cosecha que daba menos de lo esperado podía significar el hambre en los grupos familiares, los cuales no podían menos que fiar toda su estabilidad económica durante ese año en esa recogida de frutos y, por fin, una catástrofe del modo de una tormenta, una inundación de campos, una quema de cosechas por rayos o similares en el periodo más cercano a su recogida podía significar el hambre durante una buena parte del año para esos mismos grupos familiares que, en muchos casos, no andaban muy lejanos de vivir al día, precisamente obligados a confiar en las bondades del tiempo climatológico y en la recogida, sin más contratiempos, de la cosecha.


Pero si esa catástrofe se repetía el año siguiente podía colocar en una triste situación, rayana en la miseria, a la familia afectada, lo cual podía significar, en muchos casos, el no poder pagar el arrendamiento del caserío, con lo que podía ser obligado a abandonarlo
.


Pero no sólo estas desgracias podían caer sobre los terrenos utilizados para usos agrícolas, con todo lo que podía significar de infortunio socioeconómico. También podían caer sobre los muy cuidados bosques y viveros, otra de las fuentes de ingresos que tenían los municipios y los propios caseríos
, e incluso sobre establos, prados donde pastar los ganados, etc. Se puede decir, pues, sin ningún tipo de dudas, que todas las actividades económicas que se dieron en Zumarraga hasta la llegada del ferrocarril, y con él el inicio de la actividad industrial, estuvieron muy influenciadas por los fenómenos meteorológicos. De todas formas, sí que es cierto que los que más peligro tenían en caso de catástrofe producida por la meteorología eran los habitantes de los caseríos, por depender su supervivencia económica, en la mayor parte de los casos, de la cosecha.


Por ello, es prácticamente seguro que ya desde las primeras épocas en que se habitó esta zona se intentase por los pobladores el escapar del mejor modo posible a las inclemencias del clima, en una afán también por asegurar, a la vez, la subsistencia económica.


La documentación que tenemos ya nos señala, aunque de una forma mínima, que en el siglo XVI había una fórmula a la que se recurrió para intentar frenar los efectos negativos de la climatología. Me estoy refiriendo al conjuro de los campos desde el antiguo templo parroquial por un clérigo secular (normalmente un beneficiado o sacerdote “exorcista”
 de la parroquia).


Esa documentación del siglo XVI es sólo hacendística y hace referencia al pago de los servicios del conjurador
 por el Ayuntamiento (por tanto era considerado un gasto “general” de la población
, y sólo es en los siglos posteriores cuando podamos tener conocimiento de una más rica información sobre el conjuro.


En resumidas cuentas el conjuro consistía en la bendición de los campos cultivados
, mediante rezos de salmos y otras oraciones dirigidas al Santísimo para que se ahuyentase toda posibilidad de temporales de granizo o de grandes lluvias y tormentas que malograsen las cosechas
 (también podía haber otros elementos del ritual: misas, posición de cruces “en los terminos de la villa”
 (sic), etc.)


Por norma general, el sacerdote encargado del conjuro había de estar presente de forma continua en la ermita de Santa María en el periodo que iba desde mayo hasta la recogida de todas las cosechas (entre el 3 de mayo y el 14 de septiembre o, como las fuentes señalan repetidamente, entre la santa cruz de mayo y la santa cruz de septiembre). Por hacer dicho conjuro, había de recibir el sacerdote oficiante una determinada cantidad de los campesinos. Era precisamente el recibo de ese estipendio el que provocó ciertas diferencias entre los eclesiásticos de la villa por ver quién era el adecuado para hacer el conjuro.  


En ciertas ocasiones tuvo que intervenir el propio Ayuntamiento en la resolución de esos conflictos entre clérigos, poniéndose a favor de uno y en contra de otro o simplemente buscando una situación intermedia
, oficiando al Obispado informándole de los disturbios que había entre los mismos clérigos y, a partir de una determinada fecha,  eligiendo el mismo concejo quién había de ser el conjurador.


Hasta 1729 se celebraron los conjuros de los campos en la ermita de Santa María, accediendo de forma discontinua un presbítero conjurador a la ermita. Pero las extraordinarias circunstancias relativas a la destrucción prácticamente generalizada de cosechas, y que acaecieron en los tres años anteriores a ese año de 1729, hicieron necesaria la presencia continua del conjurador en la ermita, constituyendo quizás esa misma obligación de presencia continuada en ese entorno la más importante de las obligaciones del conjurador.

Esa estancia permanente entre mayo y septiembre de cada año pronto iba a dejar bien claro que iba a ser fuente de numerosos problemas para la persona elegida como conjurador. Sin ir más lejos, en una Santa Visita efectuada en ese mismo año 1729, el Visitador Daoiz emitió unos mandatos por los cuales prohibió a cualquier clérigo, ya regular, ya secular o ya de menores órdenes, que hiciese noche en la ermita, e incluso en la casa seroral cercana a ella, bajo pena de excomunión mayor y de cincuenta ducados.

Las razones expuestas para tamaño mandamiento aludieron, en primer lugar, a la necesidad de que no se avivasen las antiguas rivalidades que hubo en la población en el momento en que se estaba decidiendo si se trasladaba al valle el templo parroquial
. En segundo lugar, Daoiz señaló que la asistencia continua de un beneficiado a la ermita entre mayo y septiembre era incompatible con las obligaciones que ese mismo beneficiado tendría en el templo parroquial, y de estar en la ermita se sucederían las quejas por las faltas a sus obligaciones, quejas que, por cierto, ya habían empezado a producirse en esa fecha. En tercer lugar, siguió diciendo Daoiz, el beneficiado propuesto para estar de continuo en la ermita y la serora de ese tiempo no eran sospechosos de mal alguno entre sí (eran personas de edad bastante avanzada), pero que los venideros podían serlo “con la occassion de aquel paraje solitario y reducida habitacion de la cassa seroral”
. Por fin, se aludían a otras cuestiones “menores” que hacían que fuesen no aconsejable esa presencia: la habitación que ocuparía el beneficiado en la ermita y su entorno estaba designada para “funciones del cabildo”, y podrían suscitarse cuestiones no deseables si lo ocupaba el conjurador. Asimismo,  caso de que ese clérigo renunciase al cargo de conjurador, y de que ningún otro desease ese cargo, habría protestas contra  los religiosos de la población.

 Igualmente, por dichos mandatos, y bajo las mismas penas, prohibió que se celebrase misa sin permiso expreso del vicario en esta importante ermita durante los días festivos
 pues, de otra manera, los que vivían cerca de la ermita acudirían a ella y no al templo parroquial, como era preceptivo, no llevando pues las ofrendas debidas y quedándose, igualmente, sin oír la doctrina y el evangelio.


Naturalmente, los representantes del Ayuntamiento apelaron rápidamente contra esos mandatos, evidenciando que había una gran necesidad de la presencia física de un sacerdote en la ermita permanentemente, o al menos siempre que hubiese peligro inminente de tormenta o tempestad, ya fuese de día o de noche, en cualquier día de la semana, para conjurar ese mal, pues no en vano habían tenido tres años de granizo que habían destrozado prácticamente todas las cosechas de los campos en la villa y estaban desesperados los pobladores. Con respecto a las misas, el procurador de las autoridades seculares zumarragatarras, hizo ver al Tribunal del Obispado que el antiguo templo parroquial era lugar al que se le profesaba una gran devoción por los zumarragatarras, habiendo en ellos una capellanía con varias misas semanales.


El Tribunal del Obispado emitió sentencia por la que suspendió el mandato de Daoiz
.


Fue el logro de esa sentencia, lo que en última instancia concedió implícitamente el necesario permiso para que un sacerdote pudiese estar presente en el antiguo templo parroquial, e incluso tener allí una cama a su disposición, y lo que, como ya hemos adelantado más arriba, dio pie a que se pudiese conjurar en la ermita de Santa María, y  fue también precisamente esa misma ausencia de problemas la que ocasionó que los clérigos suscitasen controversias por ver quién era el que tenía que hacer el conjuro y ganar, así, el estipendio que habían de pagar los campesinos.

El proceso para dilucidar quién había de realizar el conjuro (1825-1827)

Es el proceso más importante que se entabló entre clérigos, y su causa última estaba en el deseo de ser designado para efectuar el conjuro, lo cual conllevaba, lógicamente, la correspondiente retribución económica.


En sí, el proceso dio comienzo el siete de abril de 1825, cuando el procurador de varios concejales de Zumarraga
 puso en conocimiento del Obispo de Pamplona que el día tres anterior el beneficiado de la iglesia parroquial de Zumarraga, Francisco de Zaldua, había solicitado para sí el  hacer el conjuro “de la parroquia antigua” para realizarlo, precisamente, entre el 3 de mayo y el 14 de septiembre de ese año (ambos inclusive), con las obligaciones ya conocidas. Al mismo tiempo, este procurador también informaba al Obispo que Martín Aranguren, coadjutor del párroco, evocando las pocas rentas que tenía y la costumbre inmemorial de haberse dado este trabajo a sus predecesores en la coadjutoría de la parroquia, e incluso a él mismo en los últimos once años, solicitaba el mismo trabajo, haciendo hincapié el coadjutor en que sólo habían intentado los beneficiados hacerse cargo del dicho conjuro “en el tiempo de la abolida constitución”
.


Por fin, el procurador de los concejales zumarragatarras hizo ver al Obispado que el beneficiado Zaldua tenía una muy suficiente renta anual, y que sólo tenía “pasión por engordar su renta”
 y que si, se le adjudicaba finalmente el cargo de conjurador en la iglesia no parroquial de Santa María durante ese año, no podría cumplir con sus obligaciones principales de beneficiado, por lo que pidió al Obispo que no diese el cargo de conjurador a ninguno de los beneficiados en la iglesia parroquial antigua, y que obligase a esos mismos beneficiados a hacer el conjuro en el templo parroquial, pues sí que estaba esa carga entre sus obligaciones.


Vistas todas estas circunstancias, el 25 de abril de ese mismo año el Provisor y Vicario General del Obispado, José Manuel de Guerrico, ordenó que el conjuro de la Antigua lo hiciese el coadjutor.



Se decidió así para ese año quién había de realizar el conjuro de los campos, pero el problema no quedó solucionado definitivamente.


El 3 de junio de 1827 se reunieron en Urretxu varios vecinos de Zumarraga para elegir un procurador que les representase ante el Tribunal del Obispado de Pamplona. La razón inmediata para esa reunión y para tomar ese procurador era ir contra la decisión tomada por el Ayuntamiento zumarragatarra, que había acordado conceder al beneficiado Juan María de Jauregui el conjuro desde la ermita de Santa María “a pesar de ser incompatible semejante comisión con las obligaciones inherentes a su pieza”
 y a pesar, también, de la orden del Vicario General.


Como muy bien podemos sospechar, estos vecinos veían como único y fundamental apoyo a sus posiciones esa orden del Vicario General.


Eligieron al procurador Manuel Oneca y le trasladaron el sentimiento de perjuicio que les embargaba por ese acuerdo municipal, encargándole que lograse del Tribunal del Obispado la inhabilitación para que cualquier individuo del cabildo parroquial zumarragatarra pudiese efectuar el conjuro durante ese año por ser incompatible con sus obligaciones
.


En el escrito que presentó Oneca ante el Tribunal eclesiástico, señaló lo ya conocido, pidiendo el nombramiento del coadjutor para ese trabajo, y además, hizo ver que en 1802, cuando el coadjutor no pudo hacer el conjuro, los corporativos municipales hubieron de ir a donde el párroco, Ildefonso Antonio de Cortaberria, para solicitarle la designación de uno o dos miembros del cabildo que hiciesen el conjuro. Ante esa petición, el vicario “los despidio manifestandoles que ninguno de aquellos podia berificarlo por la indicada incompatibilidad” (sic), por lo que tuvieron que hacer venir a un capellán de Oñati para que hiciese el conjuro de los campos.


Vista esta petición, el Tribunal del Obispado no dudó en volver a ordenar al coadjutor el conjuro de la Antigua el 18 de junio de 1827.


Esa decisión del Obispado obtuvo el refrendo de la Provincia de Gipuzkoa
 en San Sebastián el día 29 de junio siguiente.


Como esta decisión iba en contra de los intereses del beneficiado Jauregui, éste declinó toda responsabilidad en el Ayuntamiento, pues al fin y al cabo era esta institución la que le había encargado hacer el conjuro y era ella quien debía responder, siguiendo él mismo, y mientras que no se le señalase nada en contrario por el Ayuntamiento, efectuando el conjuro.


Ante esa desobediencia de Jauregui, nuevamente hubo de acudir ante el Tribunal del Obispado el procurador Oneca. En esta ocasión, argumentó este procurador ante el Tribunal que en el año 1825 fue el mismo Ayuntamiento quien decretó “que se entendiesen con los vecinos o moradores” los eclesiásticos que deseasen realizar el conjuro, eligiendo los zumarragatarras en aquel año al coadjutor, pero que al año siguiente, atribuyendo el beneficiado Jauregui al coadjutor expresiones injuriosas contra el Ayuntamiento, consiguió el beneficiado del Alcalde y de la totalidad del Ayuntamiento ser nombrado para el cargo de conjurador, “faltando notable y escandalosamente a sus mas sagradas obligaciones, como sucedió el 13 y el 14 de junio, festividad del Corpus Christi, en que no se presentó a las funciones de iglesia, con admiración y extrañeza del pueblo”
 (sic).


Era imposible, según Oneca, que el Ayuntamiento decidiese quién era el que debía ser el conjurador, mucho menos dando a un beneficiado ese cargo, pues le estaba poco menos que prohibido
. Efectivamente, los beneficiados tenían obligaciones muy concretas señaladas por la concordia de 1816, que era la que les señalaba sus encargos y retribuciones, y no podían abandonarlas por hacer otras a ellos extrañas.


El 23 de julio siguiente, considerando el tribunal eclesiástico grave la desobediencia del beneficiado Jauregui, le ordenó que dejase el conjuro en manos del coadjutor, “con apercibimiento que, de lo contrario, procederemos a la suspensión del ejercicio de sus órdenes y a lo demás a que haya lugar”
.


El Ayuntamiento de Zumarraga, ante todo esto, no cambió de opinión. Ya antes, tal y como hemos visto, concedió el cargo de conjurador al beneficiado Jauregui, y el cinco de agosto de 1827, convencido de que tenía la potestad para nombrar a quien tuviera por conveniente, confirió todo su poder al Regidor Síndico Procurador General y al Diputado del Común para que intentasen convencer al Provisor y Vicario General del Obispado de Pamplona de que el Ayuntamiento podía dar el cargo de conjurador a la persona que estimase conveniente.


Días después, el ocho de agosto siguiente, el Regidor Síndico y el Procurador General zumarragatarra eligieron como procurador ante el Tribunal del Obispado a Pedro Javier de Astrain, quien empezó a trabajar en el asunto rápidamente, pues el cuatro de septiembre siguiente acudió al Tribunal señalando que las resoluciones expedidas por el mismo Tribunal en los años 1825 y 1827 habían sido dictadas ante solicitudes del coadjutor “con falta de verdad ante los puntos substanciales, y con la ocultación de antecedentes de influencia importante en la materia”, y que si antes de dictar esas mencionadas resoluciones el Tribunal hubiese oído al Ayuntamiento, seguramente hubiese sentenciado de forma muy diferente.


Para argumentar esto, Astrain señaló que el año 1729 la villa había acordado que “sucesivamente se hiciese el conjuro desde el 3 de mayo hasta el 14 de septiembre siguiente en la parroquia antigua (...) entregandose por el vecindario cierta porcion de trigo por el trabajo a quien hiciese el conjuro, reservandose la villa al mismo tiempo la facultad de conferir el encargo en cada año al sujeto que tenia por mas conveniente”
 (sic). A continuación señaló el procurador que ya en aquel primer año 1729 nombró la villa a un beneficiado por conjurador, y desde aquel año, y en todos los siguientes, antes del mes de mayo se recibían en el Ayuntamiento las solicitudes de los eclesiásticos que deseaban realizar el conjuro, nombrando la villa a uno, dos, tres y hasta cuatro beneficiados y el coadjutor para ello (el año 1826, sin ir más lejos, hicieron ese trabajo un beneficiado y el coadjutor, y ese mismo año de 1827 sólo se había presentado a tiempo la solicitud del beneficiado Jauregui, habiendo hecho éste el conjuro hasta el día 1 de agosto, fecha en que tomó conocimiento de la resolución del 23 de julio anterior del Provisor y Vicario General). 


Por todo lo anterior, Astrain solicitó del Tribunal que no se entrometiese en las decisiones del Ayuntamiento, que  ordenase, a su vez, seguir como conjurador a Jauregui y que, además, puesto que “Martín Antonio de Aranguren es organista en propiedad en dicha parroquia, y se ha ordenado a titulo de su renta, siendo su obligacion, como es, tañer el organo todos los dias, asi festivos como de labor, a misa mayor, primeras visperas de primera y segunda clase, a segundas visperas de todos los dias festivos, y por la vispera de todos estos dias al anochecer a la salve”
 (sic) no le nombrase como conjurador.


Pero no se paró aquí la argumentación de Astrain: siguió diciendo que la renta de la coadjutoría de la parroquia zumarragatarra era la cuarta parte de los frutos que percibía el vicario, además de otros emolumentos, lo que hacía que ascendiese a 150 ducados de vellón aproximadamente, siendo de hacer notar que esa renta dependía del vicario. Además, señaló que el que sirviese como coadjutor en la parroquia zumarragatarra debía estar ordenado a título de otra congrua, y de aquí se infería que no podía alegar el coadjutor Aranguren incongruidad en ese proceso por el cargo de conjurador. Pero eso no era todo, ya que además contaba Aranguren con otros 100 ducados anuales por tocar el órgano, otros 120 ducados por capellanías
, otros 120 ducados más por ir a celebrar misa los días festivos a una barriada distante de la población “una hora larga de camino”, contando, finalmente, con un patrimonio que le asignaba otros 60 ducados, lo que hacía un total de 550 ducados al año, lo que era mucho más que lo que cobraba al año cualquier beneficiado.


Por lo que hacía referencia a lo señalado anteriormente por el procurador del coadjutor, cuando hizo referencia a que los beneficiados habían realizado sólo el conjuro en época constitucional (de 1820 a 1823), Astrain señaló que eso era falso, pues ya el primero que realizó el conjuro era beneficiado, y posteriormente fueron muchos los beneficiados que lo realizaron a lo largo de los años.


Por todo ello, suplicó Astrain al Tribunal del Obispado que dejase sin efecto sus resoluciones de 1825 y, fundamentalmente, la del 23 de julio de 1827.


Ante estas aseveraciones, el 3 de septiembre de 1827 ordenó el Tribunal que pasasen copia de ellas a Aranguren y a los concejales partidarios de su postura para una posible contestación en el plazo de seis días.


Ante esta notificación, varios de los que apoyaban a Aranguren desistieron del pleito, otros que le apoyaban y que no renunciaron al pleito no quisieron acudir a los requerimientos que se les efectuaron por tres veces y, por ello, Astrain solicitó del tribunal que se les tuviese por contumaces, a lo que accedió el tribunal.


Al procurador de Aranguren, Oneca, también se le citó por el tribunal en tres ocasiones, y sólo accedió a presentarse ante el tribunal a la tercera de esas ocasiones, momento en que pidió que Astrain compareciese en una vista, pero ante el asentimiento de éste, fue Oneca quien tuvo que solicitar dos prórrogas para acudir a la vista definitiva ante el tribunal.


Para conocer de primera mano sobre el asunto, el tribunal nombró a un “Comisario”, Benito de Barinaga, para que se desplazase a Zumarraga y allí hiciese las diligencias oportunas para averiguar la realidad, pero ante la enfermedad de Barinaga en el momento de tener que desplazarse a nuestra villa,  fue sustituido por el Tribunal por Matías Conde.


Conde acudió a Zumarraga a conocer personalmente del tema, pero cuando una vez en nuestra villa se disponía a empezar los interrogatorios pertinentes, tuvo lugar una reunión entre los procuradores Astrain y Oneca para acercar posturas, y de esa reunión salió la súplica al tribunal de que paralizase las actuaciones de Conde, súplica que fue atendida por el tribunal el 15 de enero de 1828.


Pero no por ese parón en la ejecución de actuaciones se suspendió toda actividad en este proceso. Antes de decidirse por el tribunal la suspensión de las actuaciones de Conde tuvo entrada en el Obispado una petición de ciertos documentos el 15 de diciembre de 1827 por parte del procurador Astrain, accediendo el tribunal a entregárselos.


El primero de ellos hacía referencia a un acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Zumarraga de fecha 14 de junio de 1729, por el cual, teniendo presente el Ayuntamiento que “con motivo de haberse experimentado los tres ultimos veranos el destrozo de los campos con la piedra, persuadida la villa que esto podria originarse, entre otras causas, de alguna omision en el conjuro que se a notado, acordo el que en dicha vasilica (habla de la ermita de Santa María de Zumarraga) residiese un sacerdote de cruz a cruz (desde el 3 de mayo al 14 de septiembre) para que cuidase del conjuro en la misma forma que se practica en otras republicas de esta provincia (...) y para la manutencion de este sacerdote se dispuso de conformidad de todos los parroquianos la contribucion y limosna correspondiente de trigo sin gravar el haber de la villa ni tampoco beneficiado alguno, y se encomendo este cuidado al Dr. D. Jose de Aguirre, presbitero beneficiado de esta misma parroquia”
.


El segundo de los documentos solicitados por Astrain hacía referencia a unos mandatos que impuso el Visitador General Daoiz el 26 de mayo de 1729. Por dichos mandatos prohibía “bajo pena de excomunion mayor y de 50 ducados aplicados conforme a concepciones apostolicas que ningun sacerdote secular ni regular ni clerigo de menores alguno habite de continua residencia en dicha basilica ni su casa seroral ni quede a hacer noche en ella con pretexto alguno por los inconvenientes que de lo contrario pueden resultar, y so las mismas penas mandamos que ningun sacerdote secular ni regular celebre misa en dicha vasilica los dias festivos de precepto sin expresa licencia del cura de la parroquial de dicha villa de Zumarraga, pues de lo contrario resulta inconveniente de que los habitadores contiguos a dicha basilica queden a oir misa en ella y no asistan como deben a la parroquia...” (sic).


El tercero de los documentos solicitados y conseguidos por el procurador Astrain hacía referencia al recurso que, ante los anteriores mandatos del Visitador General, interpuso la villa ante el Obispado, alegando, primeramente que la ermita de Santa María era de mucha devoción, a la que acudían no sólo zumarragatarras sino pobladores de otros municipios a efectuar novenas y otros ritos religiosos, y era una ermita en la que había, también, una capellanía colativa que mandaba realizar una serie de misas, por lo que no era justo el que dependiesen las misas de esa capellanía y la devoción entera de los muchos fieles del capricho del párroco, pues aunque a los feligreses se les podía aconsejar que acudiesen a realizar los ritos religiosos a la parroquia, no se les podía imponer un cambio de templo de su devoción. Además, se seguía señalando en el recurso, la villa había  construido a sus expensas la casa contigua a la ermita, y de ella se puede aprovechar el conjurador que había de actuar contra las tempestades, y la ermita “dista un quarto de legua de camino aspero y fragoso de la poblacion, cuesta arriba, y que seria indecencia del estado sacerdotal andar de noche este camino (sic) para acudir a conjurar. Finalmente, este documento solicitaba del tribunal que se sobreseyese este mandato del Visitador General.


El cuarto de los documentos solicitados hacía referencia a la defensa que de los mandatos del Visitador General hizo el Fiscal General del Obispado, pues argumentaba que de celebrarse misa en los días festivos “en las basilicas particulares, se siguen los gravisimos inconvenientes de que la gente cercana a ella no oiga la explicacion de la doctrina cristiana, y que, descuidada, tardaran en ir a la basilica y se quedaran sin misa por no poder despues alcanzar a la de la parroquia. Y que tambien se sigue perjuicio al derecho parroquial, porque muchos hiran a la basilica por no hacer las ofrendas que les sera preciso de estar en la parroquia (...) Por las mismas causas se debe evitar e impedir la habitacion en la casa cercana a la iglesia por estar sola distante del concurso de la gente del pueblo, habiendo de ser habitacion para solo el sacerdote o clerigo que vive en ella” (sic)
.


Pese a la opinión del Fiscal General, la sentencia del Tribunal del Obispado, de fecha 24 de noviembre de 1729, suspendió los mandatos de visita de Daoiz.


Vistos estos documentos, hemos de volver de nuevo al momento de la suspensión del pleito, justo cuando el comisario Conde se había desplazado a Zumarraga, a la espera de que llegasen a un acuerdo final los procuradores Astrain y Oneca. Pues bien, como quiera que no habían llegado a ningún acuerdo, se solicitó del Tribunal por Astrain que el Comisario continuase con la prueba.


El Tribunal así lo decidió el 16 de febrero de 1828, pero no nombró nuevamente a Conde para efectuar ese cometido, sino a Juan José de Larrondo.


Ante el seguimiento del proceso, el procurador Oneca acudió al Tribunal para decir que, aunque sus representados iban en contra de la ejecución del conjuro por un beneficiado, el hecho de que la villa hubiese salido a defender los intereses de los beneficiados había hecho recapacitar a sus defendidos, quienes en ningún caso deseaban ir contra la villa, solicitando por ello que se suspendiese el juicio.


Vista esa retirada del proceso, la villa pidió al tribunal que sobreseyese los decretos del 23 de julio de 1827 y condenase en costas a Aranguren y sus defensores.


Desgraciadamente, no tenemos más noticias sobre este litigio, pues el proceso acaba de esta forma, pero no dudamos de que se resolvió tal y como solicitaba la villa.

Una defensa de los nombramientos de conjurador por la villa en el año 1842


No se acabaron así las peripecias ocasionadas por los nombramientos de los conjuradores.


A mucha menor escala, en 1842 el eclesiástico José Ignacio de Cortaberria comenzó a hacer el conjuro sin el correspondiente permiso del Ayuntamiento. La reacción del Ayuntamiento fue fulminante: en su reunión del 2 de mayo de 1842 acordó comunicar al interesado que, por no haber solicitado la licencia necesaria, no podía continuar en dichos trabajos, pues “el Ayuntamiento no puede perder su derecho (en cuanto al nombramiento), lo que no ignora por haber el mismo (Cortaberria) presentado memorial el año pasado para el intento, y asi se le faculto”
 (sic). Además, el Ayuntamiento optó por delegar en el cabildo parroquial para que dicha institución nombrase, entre sus componentes, al conjurador de ese año.


A pesar de ese acuerdo, Cortaberria siguió conjurando los campos, y el Ayuntamiento, por su parte, y vista esa actitud, resolvió nombrar como conjurador a José Francisco de Olaran, haciendo llamar “a los hombres de las cuatro barriadas tomando la lista de todos, a fin de ver cuanto ha de pagar cada uno voluntariamente, y que al nombrado por le Ayuntamiento tendran que pagar todos...”
 (sic).


No hubo solución durante ese año a ese problema, pues tanto la villa como Cortaberria siguieron con sus posicionamientos.


En los años inmediatamente siguientes, y con la intención de que no ocurriese lo mismo, Cortaberria solicitó del Ayuntamiento el ser designado para ese trabajo, accediéndose por la institución municipal
.


Posteriormente se siguió haciendo el conjuro por los interesados en ello, previa petición al Ayuntamiento
.

El proceso por lograr el pago de las retribuciones de los pobladores por la ejecución del conjuro (1774-1777)


Como hemos visto más arriba, el conjuro de los campos desde la antigua parroquia de Santa María era un ritual extendido en Zumarraga, y estaba dirigido por el Ayuntamiento, fundamentalmente a partir de 1729, pero, a pesar de haber sorteado con suficiencia los problemas derivados de la legislación general de la monarquía
, y que llegaron a afectar a los propios conjuradores
, estaba claro que faltaba una completa organización  que hiciese frente a aspectos más prosaicos, como era la recaudación de lo que debían percibir los clérigos que efectuasen los clérigos de los labradores, primeros beneficiarios directos de los efectos del propio conjuro.


Por ello, ya el 30 de abril de 1774 los vecinos comisionados de los labradores zumarragatarras, habiendo visto la completa lista de los labradores que allá por el 26 de abril de 1742 hiciera Manuel de Abarizqueta, la cual hacía referencia a los vecinos zumarragatarras que en aquella época habían acordado pactar con los eclesiásticos la realización del conjuro
, y visto también el posterior convenio al que se llegó con los clérigos Antonio de Cortaberria y Juan de Echeverria para que éstos realizasen las bendiciones y el conjuro desde la ermita y antigua parroquia de Santa María, decidieron renovar en ese año el pacto, por un periodo de 6 años, por lo que acordaron convenir con los presbíteros Pedro Ignacio de Mendizabal y Juan Ignacio de Aguirre el que éstos bendijesen sus casas y sus términos desde finales de abril a principios de mayo de cada año, e hiciesen  el conjuro de los campos “desde el 3 de mayo hasta el día 14 de septiembre por todas las mañanas del dicho tiempo al alba en la ermita de la Antigua, y de asistir a ella de dia y de noche al conjuro siempre que durante el expresado tiempo hubiese tempestad o nube o amenazase, como también hayan de celebrar por dicho tiempo veinticuatro misas en dicha ermita y en la de San Cristobal en el tiempo de siega o vareo siempre que se les llame por los habitantes del barrio de Aramburu”
, todo ello a cambio de la correspondiente retribución en trigo.


Firmado el convenio, no debió funcionar durante el tiempo establecido, pues ya en octubre de 1777 los presbíteros Mendizabal y Aguirre, por medio del pertinente procurador, interpusieron demanda ante el Tribunal del Obispado de Pamplona, pues sólo una parte de los vecinos y moradores habían satisfecho su cuota, no así la mayoría
.


Rápidamente, el 24 de ese mismo mes, se sentenció por el tribunal pamplonés a que los morosos pagasen lo que debiesen en seis días, bajo pena de excomunión.


Pero el 31 de ese mismo mes de octubre, tan pronto como se le comunicó esa sentencia al Alcalde de Zumarraga, Francisco de Izaguirre, éste tomó cartas en el asunto y señaló al tribunal eclesiástico que esos deudores no estaban bajo la jurisdicción eclesiástica, amparándose para ello en lo dispuesto en la Real Cédula del 13 de agosto de 1768, que señalaba que los morosos de la iglesia no debían ser molestados por las autoridades eclesiásticas y, en cualquier caso, debía actuar contra ellos la jurisdicción civil, amenazando al Provisor de la diócesis con ir contra él si seguía actuando contra esos zumarragatarras.


Desgraciadamente, desconocemos el resultado final de este proceso.

APÉNDICES

APÉNDICE Nº 1.

DONACIÓN DEL PRETENDIENTE ENRIQUE (MÁS TARDE ENRIQUE II) DEL MONASTERIO DE ZUMARRAGA  A FRANCISCO LÓPEZ DE LAZCANO

“Sepan quantos esta Carta vieren como nos D. Enrrique Por la Gracia de Dios Rey de Castilla, de Leon, de Toledo, de Galicia, de Sevilla, de Cordoba, de Murcia, de Jaen, del Algarbe, de Algecira é Señor de Molina, por facer vien y merced a vos Francisco Lopez de Lazcano nuestro Basallo por mucho servicio y bueno que nos avedes fecho y nos facedes mas de aquí adelante, damos vos que ayades por Juro de Eredat el Monasterio de Zumarraga con todas las Rentas y dezimas que nos pertenecen y pertenecer deben en qualquier manera en el dicho Monasterio, e esto que dicho es vos damos por Juro de Eredat para siempre Jamas para vos y para vuestros erederos y para quien vos quisieredes y para vender y enagenar y dar y trocar y cambiar, e para que fagades de ello y en ello todo lo que quisieredes así como de vuestra cosa propia, salvo que lo non podades vender ni enagenar á home de fuera de nuestro señorío ni de orden nin de Religión: E por esta nuestra Carta vos damos la tenencia y posesión del dicho Monasterio con todas las Rentas e derechos que anos pertenecen y pertenecer deven en cualquier manera; emandamos a los del dicho Monasterio que vos Rezivan y aian por Señor aora y de aquí adelante e que vos Recudan y fagan Recudir con todos los derechos y Rentas que anos pertenecer deven en qualquier manera vien é cumplidamente en guisa que vos no mengue en de ninguna en de ninguna cosa á vos ó al que lo hubiere de Recaudar por vos: E por esta nuestra Carta ó por el traslado de ella signado de escribano público mandamos atodos los Alcaldes Merinos y Alguaciles y otros oficiales qualquier de todas las Ciudades, Villas y Lugares de nuestros Reynos que agora son ó sean de aquí adelante e aqualquier ó qualesquier dellos que vos pongan en la tenencia y posesión del dicho Monasterio con todos sus derechos, e puesto en la dicha tenencia que vos defiendan en esta merzet que vos facemos de quien quier que vos lo quiera contallar ó embargar todo ó parte de ello, é los unos ni los otros non fagan ende al por ninguna manera sopena de la vuestra merced y de seiscientos maravedieses de moneda vsual á cada uno, ede como esta nuestra Carta vos fuere mostrada, e los unos Y los otros la cumplieredes mandamos so la dicha pena aqualquier escribano publico que pare esto fuere llamado que de ende al que vos la mostrare, testimonio signado con su signo por que nos sepamos como cumplen nuestro mandado, la Carta leida darsela, e de esto vos dimos nuestro albala firmado de nuestro nombre, el qual os vaste para guardar de vuestro derecho. Dada en Toledo á doze dias de Mayo hera de mil quatrocientos y quatro. Yo Pedro Martinez lo escribi por mandado del Rey. Diego Fernandez.” (sic). En LIZASO, Domingo de (copia de 1901), Nobiliario de los palacios, casas solares y linajes nobles de la M.N. y M.L. Provincia de Guipúzcoa, tomo I,San Sebastián, Imprenta de la Provincia, págs. 9-10.

APÉNDICE Nº 2

CONFIRMACIÓN POR EL REY JUAN I DE LA CARTA DE DONACIÓN DEL MONASTERIO DE ZUMARRAGA A MIGUEL LÓPEZ DE LAZCANO

“Sepan quantos esta Carta vieren como Nos D. Juan por la gracia de Dios Rey de Castilla, de Leon, de Toledo, de Galicia, de Sevilla, de Cordova, de Murcia, de Jaen, del Algarbe, de Algecira e Sr. de Lara y de Vizcaya e de Molina. Por facer vien e merced á vos Miguel Lopez de Lascano nuestro Vasallo, tenemos por vien y es nuestra merced que ayades agora y de aquí adelante el Monasterio de Zumareraga que havía y tenía Francisco Lopez buestro hermano que es finado, e mandamos que aiades el dicho Monasterio de aquí adelante en cada Año segun que lo havía el dicho Francisco Lopez buestro hermano e sobre esto mandamos á los del dicho Monasterio que vos reziban y aian por Señor de aquí adelante e que vos Recudan y fagan recudir con todo lo que vos perteneze haver del dicho Monasterio segund que mas cumplidamnente havían por señor al dicho vuestro hermano y lo Recudían con lo que le pertenecía haver del dicho Monasterio: e por esta nuestra Carta ó por el traslado de ella signado de escribano publico sacado con autoridad del Juez o del Alcalde mandamos alos sobredichos del dicho Monasterio y a Pero Lopez de Ayala nuestro Merino maior en tierra de Guipuzcoa o al Merino o Merinos que por nos ó por el andubieren agora y de aquí adelante en tierra de Guipuzcoa e a todos los Alcaldes y Merinos y Alguaciles y Jurados y otros oficiales y aportellados qualesquier de todas las Ciudades Villas y Lugares de los nuestros Reynos que agora son ó seran de aquí adelante ó a qualquier ó qualesquier de ellos que vean las Cartas y Previlegios que el dicho Francisco Lopez tenia en esta Razón y las cumplan a vos el dicho Miguel Lopez en todo segund que en ellas se contiene e acudiendo vos y faciendo vos Recudir con todo lo que vos perteneziere haber del dicho Monasterio segun que Recudian al dicho Francisco Lopez; E que vos amparen y defiendan esta merced que nos vos facemos en la manera que dicha es: E defendemos firmemente que ninguno nin algunos no sean osados de vos hir nin pasar contra ella nin contra parte de ella por vos la quebrantar ó menguar en algun tiempo por alguna manera que cualquier que ficiese habria nuestra hira y pecharnos ya en pena de mil maravedises de la buena moneda cada vno por cada Begada. Y á vos  el dicho Miguel Lopez ó a quien vuestra voz tuviese todas las costas y daños y menos cabos que por la Dicha Razon Rezevieredes doblados y a los Cuerpos y a los que oviesen nos tornaríamos Por ello é sinon por qualquier ó qualesquier por quien fincaren de lo asi facer e cumplir mandamos al home que esta Carta le mostrare ó el traslado de ella signado como dicho es, que los emplace que parezcan ante nos en la nuestra Corte del dia que los emplazaren aquinze dias primeros siguientes so pena de seiscientos maravedieses acada vno por cada Begada adezir por qual razón non cumplen nuestro mandado e de como esta nuestra Carta les fuere mostrado ó el traslado de ella signado como dicho es. E los vnos y los otros la cumplieren mandamos so la dicha pena aqualquier Escribano publico que para esto fuere llamado que de ende al que se la mostrare testimonio signado con su signo por que nos sepamos en como se cumple nuestro mandado: E de esto vos mandamos dar esta nuestra Carta escrita en pergamino de cuero y sellada con nuestro sello de Plomo pendiente, la carta leida darsela. Dada en la Ciudad de Segobia á veinte dias de Julio hera de mil quatrocientos y veinte: Yo Ferrant Gomez la fiz escrivir por mandado del Rey. Marcos Alfonso. Vista Alvarus de Recoro. Doctor Ferrant. Gascon Alfonsus Gonzales. Bartholome Anais. Alfonso Sanchez. Juan Garcia.” (sic).

APÉNDICE Nº 3

CONFIRMACIÓN POR EL REY ENRIQUE III DE LA CARTA DE DONACIÓN DEL MONASTERIO Y TEMPLO PARROQUIAL DE SANTA MARÍA DE ZUMARRAGA A SU NIETA MARÍA LÓPEZ DE LAZCANO Y A SU MARIDO OJER DE AMEZQUETA

“Sepan cuantos esta Carta vieren como yo D. Enrrique por la Gracia de Dios Rey de Castilla, de Leon, de Toledo, de Galicia, de Sevilla, de Cordova, de Murcia, de Jaen, del Algarbe, de Algecira é Señor de Vizcaya é de Molina: Vi vna Carta del Rey D. Enrrique mi Abuelo que Dios perdone escrita en pergamino de cuero y sellada con mi sello de plomo pendiente en filos de seda; otro sí una Carta de Testamento escrita en pergamino de cuero y signada de dos Escribanos públicos fechas en esta Guisa. Estan incertos los Privilegios antecedentes y el testamento de Miguel López de Lazcano y prosigue el Privilegio de su confirmación de esta forma: E agora Oxer de Amezqueta y Doña María Lopez su muger, nieta legítima del dicho Miguel Lopez de Lazcano y legítimos herederos del dicho Miguel Lopez pedieronme merced que les confirmase las dichas Cartas y las mercedes en ellas contenidas eselas mandase guardar y cumplir: E yo el sobre dicho Rey D. Enrrique por facer vien y merced a los dichos Ojer y Dª María Lopez su mujer, y por cuanto parece del testamento del dicho Miguel Lopez de Lazcano difunto que aquí ba incorporado en como los establecio por sus legitimos herederos, tubelo por vien, y confirmoles las dichas Cartas y las mercedes en ellas contenidas e mando que les valan y sean guardadas así y segunt que valieron y fueron guardadas al dicho Miguel López de Lazcano  en su vida en tiempo del Rey D. Enrrique mi Abuelo y del Rey D. Juan mi Padre y mi señor que Dios perdone, y en el mio fasta aquí, é a los dichos Ojer y a Doña María Lopez su mujer después del finamiento del dicho Miguel Lopez de Lazcano fasta aquí: e defiendo firmemente que alguno nin algunos non sean osados de les hir nin pasar contra las dichas cartas confirmadas en la manera que dicho es, nin contra lo en ellas contenido, nin contra parte de ello por se las quebrantar ó menguar en algun tiempo por alguna manera, ea qualquiera que lo fiziere abria la mi hira y pecharme y alas penas enlas dichas Cartas contenidas, e á los dichos Ojer y Dª María Lopez su muger ó á quien su vos toviese todas las costas y daños e menoscabos que por ende Receviesen doblados, ede mas mando á todas las Justicias y Oficiales de los mis Reynos do esto acaeziere asi á los que agora son como á los que sera de aquí adelante y acada vno de ellos que no ge lo concientan mas que vos defiendon y amparen con la dicha merzet en la manera que dicha es, E que prendan e vienes de aquellos que contra ello fueren por las dichas penas y las guarden para faze de ellos lo que la mi merced fuere e que enmienden y fagan enmendar  á los dichos Ojer y Doña María Lopez ó a quien su voz tubiese de todaslas costas y daños y menoscabos que por ende Rezevieren doblados como dicho es, ede mas por qualquier ó qualesquier que fincare de los así facer y cumplir mando al home que esta mi carta mostrare ó el traslado de ella autorizado en forma que faga fee, que los emplaze, que parezcan ante mí en la mi Corte del día que los emplazare a quinze dias primeros siguientes sola dicha pena adezir por qual caso non cumplen mi mandado, é mando so la dicha pena á qualquier Escribano publico que pare esto fuere llamado, de ende al que se la mostrare testimonio signado con su su signo por que yo sepa en como se cumple mi mandado, e de esto los mande dar esta mi Carta de Previlejo escrita en Pergamino de cuero y sellada con mi sello de Plomo pendiente en filos de seda, dada en Valladolid á veinte y seis dias de febrero Año del nacimiento del nuestro Salbador Jesuchristo de mil quatrocientos y seis años. Alfonso de Segovia la escriví por mandado de nuestro Sr. el Rey”. En LIZASO, Nobiliario de los Palacios, Casas Solares..., págs. 16-17.

APÉNDICE Nº 4

TRASLADO REALIZADO EL 8 DE JULIO DE 1594 DE LAS CONSTITUCIONES PARROQUIALES DE SANTA MARIA DE LA ASUNCIÓN DE ZUMARRAGA, LAS CUALES SON DE FECHA 10 DE JUNIO DE 1594 .

“En el nombre de dios e de la Virgen Santissima señora Santa Maria su madre El bachiller don Martin de Altuna, vicario perpectuo dela Parrochial yglesia de Nra señora Santa Maria de la Universidad de Cumarraga y Comisario del Sancto officio, el bachiller don estevan cavalo, el bachiller don Joan ybanes de echeverria y don domingo de gurruchaga, beneficiados que somos en la dicha yglessia, estando junto en la sacristia della, lugar destinado para nose juntar a tratar las cosas que como a tales Vicario y beneficiados de la dicha yglesia nos tocan considerando que los sacerdotes en la yglesia fueron ordenados Para celebrar los divinos officios, administrar los sacramentos e ynstruyr al pueblo en las cossas concernientes al servicio de dios y salud de las animas siendoles luz y espejo en su vida e conversacion, y deseando cumplir con la obligacion que como sacerdotes aunque yndignos tenemos y con lo que nos ha sido mandado Por el Illmo e Rmo señor don Bernardo de Rojas y sandoval Nuestro Prelado y se nos ordena Por las constituciones deste obispado Por nos e los que nos succedieren en las prevendas que en la dicha yglesia gozamos ordenamos lo siguiente

Primeramente conformandonos con el numero de los clerigos que en la dicha yglessia ay que es de quatro personas a saver es un vicarioperpectuo y otros tres beneficiados que todos quatro sirven sus beneficios ygoalmente y la Pobreza de los veneficios que gozamos assi por ser tierra de montaña donde se coje poco como por que dello entre los quatro gozamos solamente la tercia parte con las oblaciones de los fieles, que todo ello se parte entre los dichos Vicario e veneficiados ygoalmente y con la costumbre antigua que en la dicha yglesia e forma de su servicio se ha tenido ordenamos que en la dicha yglesia se diga Por nos y por los que nos succedieren en nuestros veneficios cada dia la missa Popular en la manera siguiente: los diasde navidad del señor e los tres siguientes y los de la circuncision, epiphania del señor, domingo de Ramos, Juebes, Viernes y savado de la semana de la Passion, el domingo de la Resurrecion del señor y los dos dias siguientes, el dia de la ascension del señor, la Pascoa de espiritu santo con los dias siguientes / la dominica de la santissima trinidad y el dia del santisimo sacramento del cuerpo del señor y los dias de la concepcion / natividad, anunciacion, purificacion y asumpcion de la gloriossisima siempre Virgen santa maria, el dia de la natividad de sant Joan baptista, las fiestas principales de todos los apostoles y el dia de todos los santos, se aya de dezir la dicha missa conventual con diacono y subdiacono y Prefacio cantado y assi mesmo la missa de defuntos el dia de su comemoracion general con las demas que se nos ordena e manda hazer el dicho dia y que todos los demas dias de domingo y fiestas de guardar y todos los otros dias assi festivos como no festivos y de labor se aya de dezir la dicha missa conventual cantada segun y Como es husso y costumbre ynmemorial en la dicha yglesia y se dize.

Itten que la dicha missa popular por la orden susodicha la ayamos de dezir las presentes y digan nuestros succesores por ebdomadas uno en pos de otro y que a la dezir ayamos de entrar desde el dia de la pascoa de Resurrection hasta el dia de san Miguel del mes de septiembre en dando las ocho de la manana y desde el dicho dia de San Miguel hasta el dicho dia de Pascoa de Resurecion en dando las nuebe oras ecepto en las feriasde la quaresma que habemos de entrar a las diez oras y Porque esto se cumpla mejor y esperando de unos a otros no se difiera la hora ordenamos que cada uno de nos los dichos vicario y beneficiados cessante caussa justa ayamos de acudir todos los dias que la yglesia manda goardar a las dichas horas puntualmente con nuestras ropas largas sobre pelices e bonetes y ayamos de asistir y asistan a las dichas missas y officios por entero y lo mismo ayamos de hazer y hagan nuestros succesores en los dias que en la dicha yglesia se celebrare algun aucto de entierro /o/ nobeno o cavo de año, sopena que el que lo contrario hiziere no goze de las distribuciones y mas sea multado en pena de un quartillo Para la luminaria del santissimo sacramento.

Itten hordenamos que los demas dias de labor nescesariamente ayamos de acudir y acudan nuestros succesores a missa y visperas los dos ebdomadarios a cuyo cargo fueren las missas conventual y de Requien so pena de quatros maravedies Para el santissimo sacramento y nos exortamos ad enuccem los Presentes y encargamos a los succesores acudamos y acudan los dichos dias de labor a los dichos officios lo mas copiosamente que posible fuere para, atenta la tenuydad de los dichos veneficios, y nescesidad que a la caussa los veneficiados tienen de se ayudar con yr a dezir algunas missas votibas en las hermitas de la dicha Parrochia distantes de la dicha yglesia y aun fuera de la dicha parrochia y ocuparse en otras cossas de su provecho y del del proximo e otras ocasiones forçosas que se ofrescen no les ponemos pena.

Itten por quanto en esta dicha yglesia ay costumbre de que todos los lunes se diga una missa de requien cantada por las animas de los fieles y hazer procession por la dicha yglesia y dar un responso general, ordenamos  se diga perpectuamente la dicha missa de requien y se haga el officio segun se ha usado y que esta missa de requien y las demas missas anales y otras quales quiera que por mandas hechas por los Defuntos o que en sufragio de sus animas los deudos y amigos quisieren hazer dezir las ayamos de dezir conforme se a husado por ebdomadas, es a saver: que el que no sale de la ebdomada de la missa popular entre y siga la ebdomada de las dichas missas de Requien a las quales ayamos de Entrar media ora antes de la señalada para la missa Popular y el dicho segundo ebdomadario que tubiere cargo de la dicha missa de Requien aya de dar los responsos que en la dicha yglesia se acostunbran dar y quando se ofresciere cuerpo Presente aya de hazer el officio del bendezir de la sepultura // y Porque se ofresce algunas vezes que el cabildo de esta dicha yglesiaa otras parroquias es llamado a enterrorios nobenos o aniversarios o dezir alguna missa por defuntos ordenamos que la missa de requien que se hubiere de dezir en la yglesia a donde la clerezia de esta dicha yglesia fuere llamada la aya de dezir el dicho ebdomadario a cuyo cargo fuere dezir las missas de requien de nuestra dicha Propia yglesia si no la hubiere de dezir en ella. Pero si acasso tubiere obligacion de dezirla en la dicha propia yglesia, passe esta obligacion al quarto ebdomadario, el qual la aya de dezir, y que a las dichas missas dezir quien y responsos que se hubieren de dar segun costumbre ayamos de asistir los Presentes y ayan de asistir con los dichos habitos so pena que los ausentes no gozen de las distribuciones que los Presentes, y si el que faltare tubiere obligacion de dezir alguna de las dichas missas, el dicho Vicario la haga dezir a su costa y a falta suya el beneficiado mas antiguo, no siendo el culpado.

Itten  Por quanto en esta dicha yglesia ay fundadas algunas capellanias de sendas missas Por semana, y se espera que en adelante se fundaran e instituyran otras, ordenamos que las missas de las tales capellanias, haviendose encargado de ellas el cavildo, las diga el tercer ebdomadario, a saver: es el que salio de la ebdomada de la missa de requien en los dias y segund se hubiere concertado entre las partes o sus cavecaleros o herederos y el dicho cavildo conforme por el dicho cavildo se fuere hordenado.

Itten ordenamos que quando se offresciere algun defunto en la dicha Parrochia sea tanida la campana o los dichos vicario e veneficiados presentes e nuestros subcesores nos ayamos de juntar y se junten en la dicha yglesia parrochial con havito competente y den de todos cesante caussa justa vayamos e vayan con honestidad acompañando la cruz llevando la estola el dicho Vicario, y a falta suya el veneficiado mas antiguo que se allare al aucto, o, el ebdomadario que hubiere de dezir la missa de requien y hazer el demas officio a la cassa donde estubiere el cuerpo del tal defunto y lo acompañen a la dicha yglesia cantando los responsos y haziendo el demas officio conforme al hordinario, y el que faltare no goze de las distribuciones y Pague un quartillo para la luminaria del santissimo sacramento.

Itten ordenamos que en la dicha yglesia se ayan de dezir cada dia visperas y completas en esta manera: todos los dias que en el Primer capitulo se ordena que la missa conventual se aya de dezir con diacono y subdiacono y todos los domingos y fiestas de guardar cantadas en los demas dias Rezadas y que a las dichas visperas y completas los susodichos dias que la dicha missa conventual se hubiere de dezir con diacono y subdiacono y los dichos dias que en la dicha yglesia se celebrare algun aucto de entierro /o/ novena /o/ cavo de año de persona mayor, ayamos de acudir y ayan de acudir los dichos nuestros succesores a la dicha yglesia el cessante caussa justa con el dicho havito de Ropa larga sobre peliz y bonete sopena de un quartillo y los demas dias de domingos e fiestas sopena de quatro maravedis aplicados para la luminaria del santissimo sacramento.

Itten ordenamos que al officio de las dichas visperas y completas todos nos ayamos de asentar en el coro cada uno conforme a su antiguedad y comencando el dicho Vicario el officio le ayamos de ayudar llevantandonos todos al facistol a cantar las antifonas y segun el officio salvo si algun anciano por su hedad o otro impedimento no pudiere mas, por esto ninguno se ha usado de hazerse anciano pudiendo se lebantar comodamente y servir como los demas, y que quando se cantare Gloria Patri y algunos de los canticos de benedictus o magnificat y a los hinos y oraciones nos ayamos de llevantar sopena de un quarto Para la luminaria del santissimo sacramento.

Itten ordenamos queninguno se ha osado de començar el officio ni capitulo, antifona ni magnificat hino ni oracion ni otra cossa de lo que es dado al dicho Vicario hallandose el Presente, y en su ausencia al Veneficiado mas antiguo, sopena de Un quartillo por cada Vez que lo contrario hiziere.

Itten ordenamos que ninguno mientras dizen la missa o Visperas sea ossado de disputar ni tratar ni confabular ni rezar ni estorbar de rezar se entiende mientras se officia y se cantan los chiries, gloria, responso, credo, ofreda, santus agnus conmendon Antes a todos los sobre dichos officios estemos todos al facistol ni tanpoco Pueda Reçar sus oras durante los dichos officios de la missa mayor y visperas sopena de quatro maravedies aplicados para la luminaria del santissimo sacramento.

Itten ordenamos que todos los savados y Visperas de todos los dias del Señor y de Nra Señora y de los apostoles e las demas fiestas de guardar se diga en la dicha yglesia parrochial la salve Regina cantada a honor y reverencia de la Gloriosisima Virgen Maria tanidas las campanas y Para ello nos juntemos todos los dichos Vicario y beneficiados con nuestras sobre pelices y puestos cada uno por su horden cantemos la dicha antiphona como es costumbre, sopena de quatro maravedis aplicados Para la luminaria del santissimos sacramento.

Itten ordenamos que ninguno de nos los dichos Vicario y beneficiados ni otros clerigos espetates de esta dicha nuestra yglesia sea osado entrar en el coro della mientras se celebran los divinos officios ni dias de fiestas ni labor en cuerpo ni con sombrero ni sin sobre Peliz, y especialmente los dias domingos y fiestas de Guardar y los dias de savado a la missa de Nuestra Señora y a la Salve sopena de quatro maravedies Para la luminaria del santissimo sacramento.

Itten ordenamos que a las Procesiones que se hizieren al rededor de la dicha Yglesia o a las hermitas dentro de los barrios ayamos de acudir con el dicho avito de Ropa larga y sobre peliz y bonete permitiendolo el tiempo, y a las Procesiones que se hizieren en tiempo de ledanias o Por otras nescesidades fuera de Poblado a hermitas distantes del ayamos de acudir con sobre pelizes y bonete o sombrero segun el tiempo diere lugar, so pena de medio real Por cada vez que lo contrario hiziere aplicado Para la liuminaria del santissimo sacramento.

Itten ordenamos que ninguno de nos los dichos Vicario y Veneficiados ni los dichos nuestros succesores seamos osados de yr a fuera de la dicha Parrochia a ningunas onrras en los tiempos que en la dicha Parrochia e yglesia se celebrare alguna fiesta de Guardar / o se haze algun aucto del enterrorio o nobeno o cavo de año, haziendo falta en la dicha Parrochial yglesia sopena de que el que lo contrario hiziere no goze de las distribuciones de la dicha Propia yglesia y mas pague medio Real para la luminaria del santissimo sacramento.

Itten ordenamos que cada año se ha nombrado entre nos los dichos Vicario y Veneficiados y adelante entre los dichos nuestros succesores un Procurador y coletor que haga las diligencias assi en cobrar lo que se nos deviere a todos en comun por Razon de nuestros beneficios y officios como en acudir a los llamamientos del clero de este corriedo y Cobrar subsidios y Redezimas y acudir a quien se debiere y Para ello se le de poder en forma.

Itten ordenados para mejor hazer el servicio de dios y de la dicha yglesia y descargar nuestras conciencias y sufragar las animas de los defuntos se procure de cobrar las escripturas tocantes al cavildo y a las clausulas de testamentos y pios legados e mandas de defuntos y otros Recaudos y se Pongan en un archibo Por cuenta con inventario de suerte que haga ffee y aya buena custodia de las tales escripturas como se nos manda Por las constituciones de este obispado.

Itten ordenamos que de aqui adelante Un dia de cada mes se junte cavildo para que en el se traten las cossas que convengan al servicio de dios e vien de Nuestra dicha yglesia y las que nos tocaren en comun en el lugar diputado que es la sacristia dicha yglesia acusando Para ello Primero El dicho Procurador añal a los dichos Vicario E Veneficiados Para que ninguno dellos falte el dia y hora asignados en el sobre dicho lugar y que assi juntos el dicho Vicario y los demas Respectivamente segun su antiguedad propongan y ablen y a la tal Proposicion Responda sin Rissa altercaciones Vozes o alboroto con todo comedimiento y honestidad so pena de un Real aplicado Para las costas del cavildo.

Otrosi Atento como de suso se ha dicho somos quatro en numero y Podria succeder que en lo que se tratasse al tomar de la Resolucion fuesemos diferentes en las cossas tratadas no llevase efecto y dello Redunda el daño, ordenamos que siendo ygoales en los botos el dicho Vicario e uno de los dichos beneficiados a Una Parte, los otros dos beneficiados a otra, quen tal casso si la dicha diferencia fuere sobre cossa que se deva acudir a su Señoria Reverendissima de nuestro Prelado o su Vicario General y en la mora no corriere Peligro de daño Para la dicha yglesia o al dicho su Vicario General y se pida la determinacion de qual dellos Paresciere de los botantes se deve seguir, Pero ordenamos que si el negocio sobre que es la diferencia fuere de calidad que Requiera Mas Presta Resolucion y de no la tomar se hubiesse de seguir algun daño a la dicha yglesia o cavildo, sea Preferido el voto del dicho Vicario y de beneficiados que a el se adhiriere al Voto e Parecer de los otros dos beneficiados aUnque no sean conformes a los quales dichos beneficiados aUnque sean conformes a los quales dichos veneficiados les quede salvo el drecho de acudir Por el Remedio si Vieren  con agraviados a quien devieren y en el dar de los dichos botos se goarde a cada Uno su lugar botando primero el dicho Vicario e despues los dichos Veneficiados segun su antiguedad.

Itten ordenamos que el dicho Vicario de aqui adelante conforme a las dichas constituciones de este dicho obispado sea tenido de en cada un año Por el dia de San Martin nombrar uno de los dichos veneficiados Por mayordomo clerigo de la dicha yglesia, y haviendo en ella beneficiados que residen aya de nombrar bariando de suerte que el que ha sido mayordomo en Un año no sea Rehelegido en el siguiente atento que el predecesor ha de dar cuentas al dicho Vicario y al dicho mayordomo succesor y a los demas administradores de la dicha yglesia y su haber.

Itten para que con mas silencio y sin nos divertir Podamos hazer nuestro officio en la dicha yglesia ordenamos que ningun lego se ha admitido en el coro de la dicha yglesia mientas se hazen los divinos ni se les Permita sentarse en el assiento que esta cavo el altar del santo crucifixo echo e destinado para el Preste o diaconos y los sacerdotes de la dicha yglesia mientras en ella se hazen los dichos officios antes se les denuncie como les esta prohivido en el assentarse en el dicho banco Por el señor Vicario general sopena de excomunion e de un Real para el santissimo sacramento Por cada Vez que lo contrario hizieren.

Itten ordenamos que si algun clerigo natural viniere a cantar missa y Residir en esta dicha parroquia o algun otro clerigo de fuera parte viniere a Residir en ella no sea admitido a las distribuciones ni otros provechos de la dicha yglesia a menos que prometa de Guardar estas Reglas y estatutos y otros quales quiera que nos los dichos Vicario y beneficiados y nuestros succesores goardemos siendo confirmadas Por su señoria Reverendissina so las penas de suso Puestas.

Itten por quanto en los capitulos de suso havemos dicho cesante caussa dezimos en nuestro Proposito ser caussa justa Vejez emfermedad de Persona, estar ocupado en oyr de Penitencia a algun enfermo o administrar algun otro sacramento O ayudar a vien morir al enfermo o yr Por algun cuerpo de defunto o estar ausente Por negocios de la dicha Yglesia y cavildo, con orden de los otros sus compañeros y con licencia de su señoria si la ausencia fuere largo, y Para con el Vicario sera caussa justa estar ocupado en sermones o Plegarias y en su estudio y otras cossas tocantes a su officio / Por todo lo qual ordenamos en el lugar sobre dicho a diez dias del mes de junio de mil e quinientos e nobenta e quatro años E para que todo ello Tenga fuerça E Vigor y sea llevado a devida execucion suplicamos al Illmo e Reverendissimo señor don Bernardo de Rojas y Sandoval, Obispo de Pamplona nuestro Prelado sea servido de confirmar estas hordenanças y Reglas interponiendo a todo ello su autoridad la qual y su jurisdicion que vemos sea en todo salvo e Para que dello conste firmamos aqui nuestros nombres/ El bachiller altuna domingo de gurruchaga.

Nos el doctor Joan Baptista de garay arcidiano de la Valde aybar y Visitador general de todo el obispado de Pamplona Por don Bernardo de Rojas y sandoval, obispo de dicho obispado, del consejo del Rey nuestro Señor e Magestad Por quanto por parte del Vicario y beneficiados y cavildo de la yglesia parrochial de santa maria de la Universidad de cumarraga nos an sido presentadas las Reglas y constituciones que estan en las quatro ojas anteriores a esta Para el buen Govierno dellos y aumento del servicio del culto divino pidiendonos las mandasemos Ver y en ellas interponer nuestra authoridad y decreto Para su validacion y Por nos Vistas atento que dellas no Resulta cossa que contraria sea a todo lo que es en servicio de dios nuestro señor las aprovamos y confirmamos y en ellas interponemos nuestro decreto y autoridad y mandamos a los dichos Vicario y Veneficiados que agora son y Por tiempo seran observen y Guarden las dichas Reglas y Constituciones so las penas en ellas puestas con que no les obligue a Pecado mortal y el añadir o quitar dellas quede Reservado a su señoria y sus juezes y succesores en el mismo officio, en testimonio de lo qual mandamos dar y dimos estas letras testimoniales firmadas de nuestro nombre y selladas con el sello de su señoria y Refrendadas por el notario infraescrito dada en la universidad de cumarraga a 8 de julio de mil quientos y noventa y quatro años. doctor Garay / Por mandado de su merced Pedro de Calva, notario / no dañe le cancelado judicialmente.

APÉNDICE 5

LISTA DE LOS VICARIOS Y PÁRROCOS HABIDOS EN ZUMARRAGA DESDE  1486 A LA ACTUALIDAD *

	NOMBRE Y PRIMER APELLIDO
	AÑOS DE VICARIO O PÁRROCO

	Martín de Gurruchaga
	1486-1522

	Martín García de Gurruchaga
	1522-1570

	Martín de Altuna
	1570-1612

	Ascensio de Gurruchaga
	1612-1645

	Juan de Viciola
	1645-1646

	Francisco de Sagastiberria
	1646-1666

	Pedro de Jauregui
	1666-1705

	Francisco Ignacio de Amilleta
	1705-1711

	Felipe de Madina
	1711-1717

	Ignacio de Guerra
	1717-1725

	Domingo de Auzmendi
	1725-1742

	Miguel de Izuzquiza
	1742-1753

	Juan Ignacio de Oria
	1753-1786

	Ildefonso Antonio de Cortaberria
	1787-1832

	José Antonio de Olaran
	1832-1848

	José Francisco de Olaran
	1849-1866

	José Ignacio de Olaran
	1866-1883

	José María de Lasa
	1883-1898

	José Enrique de Lasa
	1898-1918

	Segundo Garayalde
	1918-1929

	Antonio Amundarain
	1929-1933

	Cipriano Echaniz
	1933-1941

	Domingo Irigoyen
	1941-1977

	Juan José Garmendia
	1977-1990

	Javier Etxeberria
	1990-1997

	Luis María Segurola Larrañaga
	1997- ...


· Información facilitada por Jabier Etxeberria.

APÉNDICE Nº 6

LISTA CONOCIDA  DE BENEFICIADOS DE ZUMARRAGA

Hay tres líneas. Los conocimientos que poseemos en la actualidad sitúan de esta forma la evolución de esas tres líneas:

	LÍNEA Nº 1
	LÍNEA Nº 2
	LÍNEA Nº 3



	Domingo de Irigoyen (muere en 1505).
	Juan de Ondarra (muere en 1522).
	Juan de Celaya (muere en 1525).

	Domingo de Legazpi (muere en 1535).
	Juan de Legazpi (muere en 1572).
	Pedro de Anduezu (muere en 1577).

	Blas de Abendaño (muere en 1549).
	Lorenzo de Legazpi.
	Pedro de Muxica.

	Esteban de Zavalo.
	
	Juan Ibáñez de Echeverria (normalmente ausente)

	Esteban de Zavalo (el mismo).
	Domingo de Gurruchaga

(muere en 1629).
	Tomás de Machain (era en 1596).

	Martín de Cortaberria (deja en 1634).
	Pedro de Aguirre (deja en 1635).
	Martín de Bergara  (lo era en 1618 y en 1621).

	
	
	Juan de Viciola (lo era en 1634 y 1644)

	Martín de Cortaberria (es otro; muere en 1637).
	Juan de Ibarguren e Izaga (muere en 1676). En 1667 era el beneficiado más antiguo.
	Francisco de Sagastiberria (renuncia en 1646 para ser vicario.

	Martín de Insausti Izaguirre (muere en 1671).
	Juan de Aranalde (muere en 1727).
	Juan Bautista de Antia (se quiere jubilar en 1689).

	Juan de Sagastiberria (muere en 1703).
	Ignacio de Guerra (muere en 1740).
	Francisco Andrés de Iriarte (muere en 1698).

	Bernardo de Aguirre (muere en 1730).
	Francisco de Guerra (muere en 1793).
	Matías de Ucelay (muere en 1722).

	Juan de Mallea (muere en 1758).
	Felix (o Felipe) Antonio de Alzola y Aizaga (muere en 1814).
	José de Aguirre (muere en 1749).

	Antonio de Cortaberria (muere en 1769).
	Juan María de Jauregui (muere en 1859).
	Ignacio de Unzurrunzaga (muere en 1760).

	José Fernando de Echeverria (muere en 1786).
	Fernando de Olaran (1859- ...)
	Juan Echeverria (muere en 1790).

	Juan Ignacio de Oria (de 1755 a 1786 es vicario, de 1786 a 1788 es beneficiado y, en ese año, muere).
	
	Pedro de Mendizabal (muere en 1804).

	Agustín de Alzola (muere estando el nombramiento de ese beneficio apelado).
	
	Francisco Ignacio de Zaldua (muere en 1855).

	Juan Antonio de Aguirre (muere en 1796).
	
	Francisco de Cortaberría (1855-1859).

	Juan Matías de Izuzquiza.
	
	Juan José de Mendia

(1859- ...)

	Francisco de Zaldua (al menos desde 1819 hasta 1850, en que muere).
	
	

	José Ignacio de Olaran (1850- ...)
	
	


APÉNDICE Nº 7

EXTRACTO DEL INFORME ENVIADO EL 30 DE DICIEMBRE DE 1836 POR EL COMISARIO DE VIGILANCIA PÚBLICA DE URRETXU Y ZUMARRAGA A SU SUPERIOR INMEDIATO (Y ANTES ENVIADO AL MINISTRO UNIVERSAL) SOBRE LA CONDUCTA PÚBLICA DE CADA UNO DE LOS ECLESIÁSTICOS SECULARES Y REGULARES DEL DISTRITO (referente sólo a los clérigos que sirven en Zumarraga)

"Resulta también que José Antonio de Olaran, vicario en propiedad de la parroquial de Zumarraga, se distinguió ya como extraordinariamente exaltado y decidido por el partido de la rebelion en la época constitucional de los años 1820 a 1823, habiendo abandonado su parroquia de Ataun y retirado a Villafranca, en donde, encargado de la cura de almas, sembró la mala doctrina y mantuvo relaciones con el rebelde Jauregui y otros liberales exaltados, hasta que, aproximándose el ejército auxiliar, huyó armado con los voluntarios nacionales, y se cree que se batiría contra los realistas por tener pasada desde entonces una mano de un balazo".

Que habiendo regresado y estando reducido algunos meses en el convento de Lazcano, y repuesto en su vicaria de Ataun, donde mantuvo las mismas relaciones con los liberales más exaltados, fue promovido a la vicaría de Zumarraga, de donde al principio de esta lucha fue confinado por la Diputación a Guerra al convento de Aranzazu, habiendosele puesto a los pocos días en libertad por no comprometer a aquella comunidad religiosa, previas las más severas reconvenciones".

Que fue uno de los que causaron el arresto de don José María Zaldua, abanderado del primer batallón de la Provincia, como se justifica por el informe del mismo Zaldua. Y, por ultimo, que emigró a Francia, donde se reunía con los exaltados, siéndole embargadas sus rentas, y de cuyo reino regreso hará como hace un año, continuando en el ejercicio de su vicaría".

"Todos estos datos y otros que resultan de los informes, y la circunstancia de ser el presbítero Olaran un párroco cuya influencia y ejemplo puede ocasionar graves perjuicios, especialmente en las opiniones políticas, parece aconsejar que se tome la determinación más conveniente para evitar males de tanta consecuencia".

Aparece asimismo que don José Francisco de Olaran, presbítero beneficiado de la parroquial de Zumarraga se ha manifestado al partido revolucionario con sus hechos y conversaciones subversivas. Que trataba con intimidad con Jauregui y otros exaltados, por lo que se hizo por temible a los notados por carlistas. Que procuró retraer a los caseros para que no llevaran a sus hijos a las filas de los realistas y que se pasasen a las de la usurpación, todo lo cual, y su opinión bien conocida, dio lugar a que el Señor Corregidor de esta Provincia le confinase a Elgueta, de donde ha vuelto para residir su beneficio".

"Que cuando los rebeldes dominaban el país les obsequiaba en su propia casa, que era el punto de reunión, y que sus conversaciones se dirigían siempre a encomiar los supuestos derechos de Isabel IIª y denigrar los legítimos derechos del Rey Nuestro Señor".

"Estos hechos, aun cuando sean anteriores a la providencia que tomó el Sr. Corregidor contra don José Francisco de Olaran, dan siempre lugar a que, por lo menos, se le tenga por persona sospechosa, y se vigile con el mayor cuidado su conducta, como lo verifico desde que me hallo desempeñando esta Comisaría".

"Informan también respecto al P. F. José Miguel de Uribe, conventual que fue de Bilbao, de donde huyó como los demás de la comunidad, el cual reside en Zumarraga y en compañia del vicario de aquella parroquia, a la que se halla sirviendo hasta que se pongan los conventos de su orden en el pié que corresponde. Que ha sido y es adicto a la justa causa, sin embargo de que ha podido desmerecer en su reputación por vivir en la casa del vicario, a quien se tiene por desafecto al Rey Nuestro Señor, como resulta de los informes que hablan del expresado vicario".

"En cuanto a Francisco Zaldua, beneficiado, ha sido fiel al Rey" (sic).

 En A.G.G., CA - ICA - 1 - 048,32.

APÉNDICE Nº 8

INFORME DE 18 DE OCTUBRE DE 1838 DEL RECTOR DE LA PARROQUIAL DE EZKIO, SANTIAGO DE ORIA AL SUBDELEGADO PRINCIPAL DE VIGILANCIA PÚBLICA ACERCA DE LOS ECLESIÁSTICOS DE URRETXU, ZUMARRAGA, ITSASO Y EZKIO (se incluye aquí el informe correspondiente a los clérigos zumarragatarras)
Zumarraga

1º"Se compone esta iglesia de don Antonio de Olaran, vicario, don Francisco de Zaldua, don Juan M. de Jauregui y don José Francisco de Olaran, beneficiados".

2º"En contra de la conducta moral de los cuatro nada puedo hablar, por no haberse notado en público cosa alguna".

3º"En concepto y antecedentes políticos de dichos José Antonio y José Francisco de Olaran, hermanos, son malísimos, como es notorio y público, y resultará por menor de los expedientes formados sobre el particular a ellos en este punto por el que fue Comisario de Vigilancia Pública y parece que remitió al Ministerio de Gracia y Justicia, de tal modo que no dejan de ser terribles sus vicisitudes políticas, según pudieron informar bien los verdaderos carlistas en el pueblo y sus comarcas, pero de los otros dos, muy buenos, pues son adictos a la causa de nuestro adorado Rey".

4º"La carrera literaria de los cuatro consistirá más o menos en la filosofía, algún curso de teología escolástica y moral, notándose en ellos una mediana disposición".

5º"Los servicios prestados al altar y al trono por los buenos son generales, y los que otros de su clase han hecho durante la presente lucha, e ignoro los perjuicios que los malos hayan podido ocasionar con ellos".

6º"Por lo que de sí arroja la respuesta al capítulo 3º, presumo que en caso de haber separación de ministros en dicha iglesia, será de necesidad la de los citados hermanos por la escandalosa conducta política que han observado. Los otros, bien".

APÉNDICE Nº 9

CONCORDIA EFECTUADA ENTRE FELIPE DE LAZCANO Y LA CLERECIA DE LA IGLESIA PARROQUIAL DE SANTA MARIA DE LA ASUNCIÓN DE ZUMARRAGA EL 3 DE AGOSTO DE 1621

“En la villa de Villa Real a tres dias del mes de agosto de mil y seis cientos y veinte y un años ante nos los p(resen)tes Escribano publico y testigos de yusso escriptos, parescieron presentes de la una parte el Señor don Felipe de Lazcano, Señor del Palacio y Mayorazgo de Lazcano y de las villas de Contrasta y Corres y Valle de Arana en virtud de venia real que tiene de S.M. firmada de su Real nombre y de los Señores Presidente y Oidores y demas oficiales del Supremo Consejo de S.M., refrendada de Pedro de Contreras, su Secretario y sellada de Su Real Sello, de fecha en la villa de Madrid  a diez y siete dias del mes de junio del año pasado de mil y seiscientos y veinte (...) y de la otra (parte) los tres D. Ascensio de Guruchaga, Vicario Perpetuo y beneficiado de la iglesia parroquial de Nuestra Señora Santa Maria de la Visitacion de Zumarraga, y Don Domingo de Gurruchaga y el Bachiller don Martin de Cortaberria, presbiteros y beneficiados de ella, y dixeron: que por quanto entre las dichas partes ha habido ciertos pleitos y pretensiones en razon de que los dhos Sres. Vicario y Beneficiados y Cavildo de la dha Yglesia de Zumarraga, piden y demandan al dho Señor don Felipe de Lazcano, respecto de los diezmos que lleva de la dha Yglesia aumento de congrua y servicio de coadjutor y sacristan y diezmos de las novalias, sobre que estaban deducidos dos pleitos; es a saber el tocante al congruo y aumento de servicio y ante el Señor Corregidor de esta M.N. y M.L. Provincia de Guipuzcoa, por testimonio de Antonio de Olaberria, escribano de su Audiencia, y en virtud de Cedula Real y comision de S.M. librada en su Consejo de Camara; y el otro ante el Señor Obispo de este Obispado de Pamplona y su Oficial Principal, por testimonio de Miguel de Ollo, Secretario, en los quales habia habido sentencia y autos antes en favor de los dhos Señores Vicario y Beneficiados y Cavildo de la dha Yglesia de Zumarraga, y de ella ya se estaba apelado por parte del dho Señor don Felipe de Lazcano y tambien en parte por los dhos Señores Bicario y Beneficiados, como por los procesos y autos de los dhos pleitos constaba y parecia mas largamente a que en todo lo necesario se refieren y refirieron; y agora dijo son estos Sres. otorgantes, que mediante las personas principales y calificadas celosas del bien, paz y tranquilidad de ambas las dichas partes, y porque los fines de los dhos pleitos son dudosos y de mucha costa, por los evitar, por bien de paz y concordia y transaccion, pacto y conveniencia, se constituyeron y concordaron de la forma y manera siguiente= Primeramente dijeron y sentaron que debajo del beneplacito de Su Santidad y de S.M., y del Señor Obispo de Pamplona haya de ser, y con mi licencia que ante todas cosas pidieron y  suplicaron y pedian y suplicaban por el tenor de esta Escritura para que todo en ella contenido en todo el tiempo del mundo para que sea firme y valedero, sin que sea visto hacer cosa alguna de su propia autoridad por estos señores otorgantes (a continuacion de lo qual, ansi bien desde agora pedian y suplicaban, pidieron a Su Santidad y S.M. y al dicho Señor Obispo de Pamplona. Yten que por quanto en la pretension del congruo que pidieron los dhos Sres. Vicario y beneficiados hubo y hay sentencia del dho Sr. Corregidor, por la qual les aplico y mando acrescentar de los diezmos pertenecientes al dho Señor D. Felipe de Lazcano, conviene a saber, al dho Señor Vicario cinco mil reales y a los otros tres sus combeneficiados, a cada uno a tres mil reales en cada un año perpetuamente de que por parte de dho Señor D. Felipe de Lazcano segun dho. es estaba apelado para ante los dhos Sres. del Consejo de Camara. Y asi mismo se interpuso apelacion por el dho cabildo, vicario y beneficiados, pretendiendo mayor aumento de congrua de lo señalado por el dho Señor Corregidor, por el qual dho Señor Corregidor ansi mismo fue mandado que al respecto de no haber en la dha Iglessia mas de quatro sacerdotes, se añadiese otro sacerdote, que sirviese a la dha Iglesia de coadjutor y sacristan; para el qual señalo en cada un año ocho mil maravedies, que se le diesen y pagasen de los diezmos pertenecientes al dho Señor don Felipe de Lazcano, remitiendo el nombramiento de los dhos coadjutor y sacristan al dho señor vicario en su tiempo y despues a sus subcesores en la dha vicaria, de que ansi mismo estaba apelado por parte del dho Señor don Felipe de Lazcano. Ansi mismo dijeron las dhas partes que por quanto los dhos señores vicario y beneficiados habian puesto demanda, segun dho es, pretendiendo que los diezmos de las novalias que son en las tierras que nuevamente se cultivan y labran en los terminos del decimado de la dha Yglesia de Zumarraga, de que dho Cabildo, vicario y beneficiados obtuvieron, y ganaron sentencia del Ordinario y oficial principal, en que declaro pertenecientes los dhos diezmos señalados de que estaban en posesion de llevarlos, Y el dho Señor don Felipe tenia apelado de la dha sentencia, lo qual estaba en este estado, y por evitar los dhos pleitos, gastos e inconvenientes que llevaron de ellos se podian seguir y (...) se habian convenido y concertado como por esta presente carta en la via y forma que mejor havia lugar en derecho se concertaban y concertaron estas las dhas partes, en que los dhos señores vicario y beneficiados reconocian al Señor Felipe de Lazcano por dueño de los dhos diezmos de novalias, y pertenecientes a Su Merced y su casa y mayorazgo de Lazcano de la misma forma y manera que los demas diezmos que se hacen a la dha Yglesia, de los diezmos de las heredades antiguas, conque el dho Señor don Felipe de Lazcano haya de dejar y deje como desde luego agora dejaba y dejo para perpetuamente para el dho vicario y beneficiados presentes y futuros de las ocho suertes de los dhos diezmos que lleva por las tercias partes que lleva. Las dos suertes de ellas menos tres fanegasde trigo y de aqui adelante haya de llevar y lleve seis suertes con mas tres fanegas de trigo, y que la una suertes delas dos que deja haya de ser para el dho vicario y que es y fuese en la dicha Yglesia de Zumarraga, con que el dho vicario presente en conformidad de la dha sentencia del dho Señor Corregidor al dho coadjutor sacristan, haya de dar los ocho mil maravedies en cada un año que se le adjudican por ella. Y despues de la vida del dicho Señor vicario presente los vicarios subcesores que despues de el fuesen en la dha Yglesia parroquial de la dha Universidad de Zumarraga, le hayan de dar al dho coadjutor sacristan de ella en lugar de los ocho mil maravedies, y por ellos, la mitad de la dha suerte que se ha aumentado al dho vicario y a sus subcesores en los mismos frutos y en propia especie de ellos, y que las dhas diez fanegas de trigo que el dho Señor don Felipe de Lazcano reserva para si en la dha suerte que deja y les da a los dhos tres combeneficiados presentes y futuros les toca y han de tocar el pagarlas a los suso dhos beneficiados cada uno una fanega de trigo al tiempo que se hiciere en cada un año la reparticion de los dhos frutos decimales, y con esto los dhos Señores vicario y beneficiados, por si y en nombre de sus subcesores se apartaban y se apartaron y se desistian y se desistieron delderecho y accion y recursos que hacían y tenían a los dhos dos pleitos de aumento de congruo, y servicio de coadjutor y sacristan y diezmos de novalias y de poder pedir aumento demas servicio ni otra cosa alguna perpetuamente en razon de ello deducido en los sobre dhos pleitos de suso referidos y de sus incidentes directos ni indirectos, y todo ello cedian y cedieron y traspasaban y traspasaron en el dho Señor don Felipe de Lazcano y en sus subcesores. Y el dho señor don Felipe de Lazcano ansi bien dijo que se apartaba y se aparto y se desistia y se desistio de todo el derecho, accion y recurso que en qualquiera manera habia y tenia a las dhas dos suertes de diezmos de las ocho de suso referidas, menos de ellas las dhas tres fanegas de trigo de suso para si reservadas, y los cedia y cedio, traspasaba y traspaso en favor de los dhos vicario y beneficiados, coadjutor sacristan presentes y futuros, para que los hayan y gozen en la forma de suso referida, comenzando a gozar de los frutos de las dhas dos suertes menos tres fanegas de trigo, desde los frutos presentes pendientes y caidos de este presente año en adelante perpetuamente para siempre jamas por las razones de suso declaradas y prometio y se obligo en forma de no hacer recurso, agora ni en ningun tiempo, ni de pedir las dhas dos suertes menos las tres fanegas de trigo, y consintio por si mismo y por todos sus subcesores en todo ello, y que la dha presentacion y nombramiento de coadjutor sacristan la haga y pueda hacer el dho Señor vicario presente y venidero de la dha Yglesia de Zumarraga, conforme a la dha sentencia del dho Señor Corregidor, sin que sea (visto) quedar el dho Señor don Felipe de Lazcano, ni sus subcesores, obligados a la paga del subsidio y excusado de las dhas dos suertes de diezmos que deja, cede y traspasa a los dhos sres. Vicario y Beneficiados, y sea por su cuenta y no por la del dho Señor don Felipe ni de sus subcesores cada uno la parte que gozan y han de gozar. Lo qual en si aceptaren ambas las partes, cada una por lo que le toca y atañe, y de todo lo suso dho y cada cosa y parte de ello, se daban y se dieron por bien contentos, satisfechos y entregados a toda su voluntad y confesaron que la hacian e hicieron esta dha escritura de transaccion y concordia debajo de los dhos beneplacitos en toda equidad e igualdad y en mucha utilidad de todas las dhas partes, por las causas y razones que de suso quedan dhas y asentadas, por parecer que les combenia e importaba a cada una de las dhas partes sin que ha intervenido, ni interviene, ni intervendra dolo, fraude, simonia, ni otro pacto alguno ilicito reprobado por haberlo imitado y difinido con la intervencion firme y manera que les convenia para que consiga y alcance su derecho y justicia y razon en lo que toca de que presentaban en razon de en qualquier juramento licito, y que sea necesario y que ninguna de las dhas partes, caso que haya sido dagnificada en qualquier derecho, acción o cantidad de dinero o intereses o costas no reclamaran ni alegaran perpetuamente haber havido engaño enorme o enormisimo, ni dolo del contrato, o que se encubrieron, o hicieron perder la una parte a la otra, y la otra a la otra, testigos, escrituras, con que pudieren fundar su intencion, y si lo quisieren alegar en razon de ello en qualquier tiempo del mismo, y contra esta presente escritura de transaccion o parte de la en ella contenido, no la valga ni aprobeche, ni sean oidos en juicio ni fuera de el, e incurra la parte que contra ello, o parte de ello fuere, en perder dos mil ducados aplicados por tercia parte a la Camara apostolica y Real, y la parte obediente de la clausula (vacto manente) pacto y todavía se guarde y cumpla el tenor de esta dicha transaccion y concordia y tenga su devido efecto y sea llevada a pura y debida execusion, sin embargo que la dha pena sea pagada o no pagada, o graciosamente remitida. Por ende para lo cual ansi cumplir y hacer por firme el dho Señor don Felipe por lo que le toca en virtud de la dha venia real suso incorporada, obligo su persona y todos sus bienes presentes y futuros permitidos por la dha facultad Real y sin exceder de ella, y los dhos señores vicario y beneficiados asi bien por los que los toca a cada uno, obligaron a sus personas y bienes espirituales, presentes y futuros, adjudicaron en forma y dieron cada uno a de las dhas partes su poder cumplido para la execucion y cumplimiento de todo lo suso dho, es a saber: el dho Señor don Felipe a las justicias del Rey nuestro de todos sus reynos y señorios que de lo suso dho Señor puedan y deban conocer, y los dhos vicario y beneficiados, asi bien dieron a los eclesiasticos y cada uno se sometio con sus personas y bienes a su fuero y jurisdiccion y obligaron y renunciaron su propio fuero, jurisdiccion y domicilio, y la ley si convenerit de jurisdicione omnium judicum se guarde y cumpla el tenor de esta dha transaccion para que por todo rigor mas breve remedio y via executiva de derecho les compelan y apremien a ello como si fuera sentencia definitiva de juez competente, y por ellos pedida, consentida y aprobada y pasada en cosa juzgada, sobre lo qual renunciaron todas y otras qualesquier leyes, fueros, privilegios y derechos que en favor de cada uno sean en uno, con la que prohibe la general renunciacion de leyes que sea fecha nombala.  Otro si los dhos vicario y beneficiados renunciaron en especial el capitulo obduardos de absolicionibus en forma= Otro si ambas las dhas partes juraron en forma de guardar y cumplir el tenor de esta escritura y para pedir confirmacion de ella ante Su Santidad, y ante el Señor Obispo de Pamplona y qualesquiera justicias eclesiasticas y seglares y presentan y hacen los autos y diligencias necesarios, dieron poder cunplido al licenciado don Bernardo Ladron de Cegama y al licenciado don Miguel de Telleria, residente en Corte Romana, y a Juan Camiz y a Antonio de Henao, Procuradores de la curua episcopal de Pamplona, y cada uno y qualquier de ellos por si insolidum con facultad de sustituir con todas las fuerzas, clausulas y circunstancias necesarias, con relevacion de costas en forma. Y aun lo otorgaron ante nos Felipe de Ercilla y Domingo de Machain, escribanos de Rey Nuestro Señor y del numero y concejo de Arreria, estando presentes por testigos el señor don Juan de Aguirre Leon, vecino de la villa de Villa Real, y Miguel Martinez de Ocariz, vecino de la villa de Salvatierra y Sebastian Gomez de Valderrama, y Juan de Aracama, estantes en la dha villa de Villa Real, y los dhos señores otorgantes, a quienes nos los dhos escribanos damos fe conocerlos lo firmaron de sus nombres = Otro si los dhos señores vicario y beneficiados se obligaron en forma por sus personas y bienes espirituales y temporales y so cargo del juramento que cada uno de ellos tiene fecho de no rebocar el poder que de suso tiene dado y otorgado a los dhos Procuradores de la Corte Romana y Curia episcopal de Pamplona, y de otorgar de nuevo cada y quando que por parte del dho Señor don Felipe de Lazcano les fuere pedido = Y asi bien el dho Señor don Felipe se obligo en forma de que dentro de dos años primeros a su costa hacia aprobacion de S.M. de esta escritura de transaccion y concierto y asi mismo de Su Santidad por lo que le toca al dho cavildo, para mayor seguridad del dho don Felipe de Lazcano, y todo ello a su costa propia del dho Señor don Felipe, todo lo qual lo otorgaron las dhas partes debajo de los dhos beneplacitos de Su Santidad Catolica y Real Magestad y del dho Señor Obispo de Pamplona segun dho es fecho ut supra, testigos los sobre dhos=  Don Felipe de Lazcano, Don Ascensio de Gurruchaga = Don Martin de Cortaberria, Don Domingode Gurruchaga, Don Martin de Bergara= Paso ante nos Domingo de Machayn, Felipe de Ercilla” (sic).

APÉNDICE Nº 10

CONFIRMACIÓN POR LOS REYES CATÓLICOS DEL PRIVILEGIO NUEVO CONCEJIL QUE EL REY ENRIQUE IV DE CASTILLA CONCEDIÓ A LA ALCALDÍA MAYOR DE ARERÍA, Y PRIVILEGIO CONCEJIL PROPIAMENTE DICHO

“ Sepan quantos esta carta de privilegio y confirmacion vieren como Nos D. Fernando e, Dª Ysavel por la gracia de Dios Rey e Reyna de Castilla, de Leon, de Toledo, de Cecilia , de Portugal, de Galicia, de Sevilla, de Cordova, de Murcia, de Jaen, de los Algarves, de Algeciras, de Gibraltar, Principes de Aragon, Señores de Vizcaya e, de Molina, vinos una carta del Señor Rey D. Enrrique nuestro ermano, que santa gloria haya, escrita en papel, e, firmada de su nombre, e, sellada con su sello fecho en esta guisa: Don Enrrique por la gracia de Dios Rey de Castilla, de Leon, de Toledo, de Galicia, de Sevilla, de Cordova, de Murcia, de Jaen, de los Algarves, de Algecira, e, Señor de Vizcaya, e, de Molina: Por quanto por parte de los Procuradores de las Villas y Lugares de la mi Provincia de Guipuzcoa, que para algunas cosas cumplideras a mi Servicio, e, al bien comun de la dha Provincia se juntaron en la Junta general que se hace, e, acostumbra hacer en la villa nueva de Bergara, me fue fecha relacion por su Peticion como aquella Provincia de Guipuzcoa, de tiempo inmemorial a esta parte siempre ha sido, y es de mi Corona Real, e, de los Señores Reyes de gloriosa memoria mis progenitores, sin que en ella haya habido, nin haya parte, ni derecho alguno otro alguno Señor ni Caballero, ni otra persona alguna. En la qual dha Provincia diz que siempre obo seido antiguamente, e, fue inclusa la Alcaldia de Areria, en la qual diz que hay ochocientos omes que puedan armas tomar para mi servicio, e, de largos tiempos a esta parte la dha Alcaldía de Areria ha seido de los Señores del Solar de Lazcano, los quales uno en pos de otro han seido Alcaldes de la dha Alcaldia hasta que Martin Lopez de Lazcano fino e, por su muerte, e, fin vaco la dha Alcaldia de Areria. E mientras ansi fueron  los dichos Señores del  dicho Solar de Lazcano Alcaldes de la dha Alcaldia, siempre so juzgaron, e, sometieron a los dichos mis vassallos, vecinos, e, moradores que fueron e, son de la dha Alcaldia, e, los tubieron tanto apremiados, e, sojuzgados como si sus propios basallos solariegos fueran, e, o echandolos a los que querian, et facian les otros muchos ecesos, agravios, e, sin razones, de manera que fueron por ellos tanto o presos, e, so juzgados, que obieron de venir, e benieron a su mandar por fuerza, e, contra su voluntad,  con los cuales dichos vecinos de la dha Areria que ansi por las dichas causas los dichos Alcaldes tenian a su mandar, diz que bolbian ruidos, e, volicios, e, peleas, e, ponian muchas discordias en la dha mi Provincia de Guipuzcoa, e, Hermandad de ella: E agora diz que Fortuño de Nuncibay a quien yo fize merced de la dha Alcaldia de Areria por vacacion, e, fin del dicho Martin Lopez de Lazcano, considerando como andando los tiempos podian ser Alcaldes de la dha Alcaldia de Areria tales personas, que a los vecinos y moradores de ella mis vasallos so juzgarian, e, farian fuerzas, agravios, e, sin razones segund que hacian, e, fizieron los dhos Señores del dho solar de Lazcano al tiempo que tenían la dha Alcaldia, de que se me seguiria mucho deservicio, e, a la dicha Alcaldia, e, vecinos, e, moradores de ella muchos males, e, daños, por lo cual evitar e quitar, e, escusar el dicho Fortuño de Nuncibai ha renunciado, e, renuncia, e, traspasa en ellos la dha Alcaldia de Areria por manera que en lugar del dho Alcalde de Areria ellos pudiesen, e, puedan haver, e, escoger, e, poner entre si Alcaldes cadañeros, e, en cada un año por los quales fuesen, e, sean juzgados ellos, e, sus vienes, e, todas sus causas cebiles, e, criminales, e, otras qualesquier. Por lo qual por parte de los dhos Procuradores en el dho nombre me fue suplicado, e, pedido por merced, que aprovando la dha renunciacion, e, traspasacion me plugiese de otorgar licencia, e, autoridad, e, facultad a los vecinos e moradores de la dha Alcaldia, para que de aqui adelante para siempre jamas tengan, e, puedan tener por si e sobre si caveza, e, concejo, e, arca comun, e, sello, o, sellos de concejo tales quales quisieren los quales fagan fee en todo tiempo, e, lugar, para que el dho concejo de la dha Alcaldia pusiere, e, pueda poner Alcalde, o, Alcaldes en la dha Alcaldia cadañeros, en cada un año el dia de San Miguel de septiembre, o, otro qualquier dia que ellos quisieren, por los quales, e, no por otra persona publica ni privada, todos ellos, e, sus vienes, e, causas fueren, e, sean juzgados, o, como la mi merced fuese. E bien que me pedian razon, e, justicia, porque todo ello ansi cumplia, e, cumple a mi servicio, e, por hacer bien, e, merced a la dha Alcaldia de Areria, e, universidades, e, omes buenos vecinos, e, moradores de ella, e, de las parroquias, e, colaciones de ella con todos sus terminos, e, tierra que agora son, e, seran de aqui adelante para siempre jamas por razon de la dha renunciacion, e, traspasacion del dho Fortuño de Nuncibay, es porque mi merced, e, voluntad es que ansi se faga, e, cumpla todo lo que por los dichos procuradores me fue suplicado, e, pedido, pues que ansi cumple a mi servicio de mi propio medio, e, cierta ciencia, e, saviduria, e, poderio real absoluto de que en esta parte quiero usar, e, uso por esta presente Carta es mi merced y voluntad que la dha Alcaldia de Areria, e, todos vezinos,e, moradores en ella sean, y tengan por si, e sobre si Cabeza, e, concejo apartado, e, puedan tener, e, tengan arca comun, e, sello o sellos de concejo que hagan fee e provanza en todo, e, a qualquier tiempo, e, lugar, para lo que le doi, e, otorgo licencia, e, abtoridad, e, facultad, e, poder cumplido advocando a mi la dha Alcaldia, e, mero, e, misto imperio, e jurisdiccion de ella quiero, e, es mi merced que el dho concejo de la dha Alcaldia, e, omes buenos, e vecinos, e, moradores, desde aqui adelante para siempre jamas pongan, e, puedan poner en cada un año el dia de San Miguel de septiembre, o otro dia qual ellos quisieren Alcalde, o, Alcaldes cadañeros, los quales tengan mero, misto imperio y jurisdiccion alta, e, baja, cibil y criminal, e, porque ellos, e por qualquiera de ellos sean todos los vezinos, e, moradores que hagora son, o, seran de aqui adelante de la dha Alcaldia, e, sus vienes, e, pleitos, causas qualesquier librados e juzgados, e, no por el dho Fortuño de Nuncibai ni por otros Alcaldes ni justicias, ni otra persona alguna publica ni privada, salbo en grado de apelacion, alzandose, e, apelando de ellos, o, de lo por ellos mandado de las quales alzadas, e, apelaciones que en de o viere, e, se fizieren, quiero, e, es mi merced que sean, e, se fagan para ante mi, e, para ante los oidores de la mi audiencia, e, para ante mi el alcalde mayor de las alzadas de la provincia de Guipuzcoa, e, no para ante otro alguno lugar ni persona. Otro si es mi merced, e, mando que el dicho concejo de la dha Alcaldia, e, omes buenos, e, vecinos del, puedan el dicho dia en que ansi pusieren Alcalde, o, Alcaldes, poner preboste, o, Jurados, e, Regidores, e, otros oficiales qualesquier cadañeros en cada un año, por los quales dhos prebostes, e, Jurados de la dha Alcaldia que ansi fuesen elegidos, e, puestos en cada un año quiero, e, es mi merced que se fagan todos los emplazamientos, e, por los dichos prebostes que ansi como dicho es, fueren elegidos, e, puesto se fagan todas las entregas, e, egecuciones que se oviesen de facer, e, egecutar por mandamiento de los dhos Alcalde o Alcaldes en la dha Alcaldia, e, sus terminos, e, tierras, e, no por otra persona alguna, publica, ni pribada. E otro si es mi merced que el dho concejo de la dha Alcaldia aia, e, pueda haver sus terminos, e, puertos, e, caminos, e, fuentes, e, aguas, e, pastos, e, sillos, e, seles, e, montes francos, e, libres, e, esentos, e, apartados, los quales yo estimo, e, aparto, e, demas de esto es mi voluntad y merced que el dho concejo e Alcaldia, e todos los vecinos, e, moradores de ella sean aforados, e, viban, e, se rijan por el fuero de la villa de San Sevastian, que es de la dha provincia de Guipuzcoa, e viban, e, se rijan otro si por los husos, e, costumbres de ella segund que los han en la  dha villa de San Sevastian, e, por esta mi carta, e, por el traslado de ella signado de escribano publico, sacando con autoridad de juez, o, de Alcalde mando al Ynfante d. Alonso, mi muy caro, e, amado ermano Primogenito en los Reynos de Castilla, e, de Leon, e, a los duques, Condes, Marqueses, Maestres de las Ordenes, Priores, e, Comendadores, Alcaldes de los Castillos y Casas Fuertes, e, llanas, e, a los Perlados, e, Oidores de la mi audiencia, y a los de mi Consejo, e, Al Conde Dn. Albaro de Estuniaga mi Justicia mayor, e, a todos los Corregidores, e, Alcaldes, e, Alguaciles, e, otras justicias, y Oficiales de la mi Casa, e, Corte, e, Chancilleria de los dichos mis Reinos y Señorios, e, a todas las otras personas mis vasallos, e, subditos de los dhos mis Reynos, e, Señorios, e, a cada uno de ellos que defiendan y amparen al dicho Concejo, e, omes buenos, e, vecinos, e, moradores de la dha tierra, e, Alcaldia de Areria, e, de sus lugares, e, terminos, e, a cada uno de ellos con estas dhas mercedes que les yo fago agora, e, de aqui adelante para siempre jamas, e, que non baian, ni pasen contra ello, ni contra cosa alguna de lo en ella contenido porgela, quebrantar, o, menguar en algund tiempo por alguna manera, so pena de confiscacion de todos sus vienes de los que lo contrario ficieren, en de las cavezas a mi merced, e, demas mando al ome que les esta mi Carta mostrare, que los emplace que parezcan ante mi en la mi Corte do quier que yo sea del dia que los emplazare hasta quinze dias primeros siguientes so la dha pena a cada uno a decir por qual razon non cumplen mi mandado, so la qual dha pena mando a qualquier escribano publico que para esto fuere llamado, que de ende el que la mostrare testimonio signado con su signo porque yo sepa en como se cumple mi mandado. Dada en la Noble ciudad de Segovia a doce dias de marzo año del Nacimiento del Nuestro Señor Jesuchristo de mil, e , quatrocientos, e, sesenta, e, un años. Yo el Rey. Yo Garcia Allendiz de Badajoz Secretario de Nuestro Señor  el Rey la fiz escribir por su mandado. Registrada Pedro Gonzales de salamanca. E agora por quanto por parte de vos, los vecinos, e, homes buenos de la dha Alcaldia de Areria, que es en la Noble y Leal Provincia de Guipuzcoa nos fue suplicado, e, pedido por merced que vos confirmasemos, e, aprovasemos la dha Carta del dho Rey don Henrrique nuestro hermano que de suso va encorporado en la merced en ella contenida, que vos la mandasemos guardar, e, cunplir en todo, e, por todo segund que en ella se contiene. Y Nos los sobre dhos Rey d. Fernando, e, Reina Doña Ysavel por hacer bien, e, merced a vos el dho Concejo, e, homes buenos de la dha Alcaldia de Areria tobimos por bien, e, por la presente vos confirmamos, e, aprovamos la dha carta suso encorporada, e la merced en ella contenida. E mandamos que vos balga, e, sea guardada en todo, e, por todo si, e, segund que mejor, e, mas cumplidamente vos balio, e, fue guardada en tiempo del dho Señor Rey d. Enrrique nuestro hermano, que santa gloria haya, e, defendemos firmemente, que ninguno ni algunos no sean osados de vos ir, ni pasen contra esta dha nuestra Carta de Privilegio, e confirmacion, ni contra la merced en ella contenida ni contra parte de ella en algund tiempo, ni por alguna manera e, a qualquier, o, qualesquier que lo facieren e, contra ello, e, contra alguna cosa, o, parte de ello fueren, o, binieren abran la nuestra Yra y demas pecharnos han la pena en la dha carta suso encorporada contenida. E a vos el dho Concejo e, omes buenos, vecinos, e, moradores de la dha Alcaldía de Areria, e, a quien buestra boz tubiere todas las costas e dapnos, e, menoscavos que por ende havieredes doblados, e, demas mandamos a todas las justicias, e, oficiales de la nuestra Casa, e, Corte, en Chancilleria, e, todas las Ciudades Villas, e, Lugares de los nuestros Reynos, e, Señorios do esto acaeciere ansi a los que agora son como a los que seran de aqui adelante, e cada uno de ellos que ge lo consientan mas que vos defiendan, e, amparen en esta dicha Merced en la manera que dicho es, e, que prendan en vienes de aquel, o, aquellos que contra ello fueren, e, pasaren por la dha pena, e, la guarden para hacer de ella lo que la dha merced fuere, e, que emienden, e, fagan emandar a vos el dho concejo, o, omes buenos de la dha Alcaldia de Areria, o, a quien vuestra voz tubiere de todas las dichas costas, e, daños, e, menos cavos, que por ende ficieredes, o, se vos recrescieren doblados como dicho es, e, semos por qualquier, o, qualesquier por quien fin care de lo ansi facer, e, complir mando al dho ome que les esta dha Carta de Previlegio, e, Confirmacion mostrare, o, el traslado de ella autorizado, de manera que haga fee, que los emplaze que parezcan ante Nos en la nuestra Corte do quier que nos seamos del dia que los emplazare fasta quince dias primeros siguientes so la dha pena a cada uno, a decir por que razon no cumplen nuestro mandado, e, de como esta dha nuestra Carta de pribilegio e confirmacion les fuere mostrada, o, el dho su traslado autorizado, como dho es, e, los unos, e, los otros la compelieren, mandamos so la dha pena a qualquier escribano publico que para esto fuere llamado que de ende al que mostrare testimonio signado con su signo por que Nos sepamos como se cumple nuestro mandado, e, de esto vos mandamos dar esta nuestra Carta de pribilegio, e, confirmacion escrita en pergamino de cuero, y sellada con nuestro sello de plomo pendiente en fillos de seda a colores, e, librado de nuestros escribanos mayores de los nuestros previlegios, e, confirmaciones, e, de los otros oficiales de Nuestra Casa; Dada en la Muy Noble, e, Leal Ciudad de Segovia a quince dias de septiembre año del nacimiento del Nuestro Señor Jesuchristo de mil quatrocientos, e, setenta, e, seis años: Yo Fernand Albarez de Toledo, e, Fernand Martinez, Tesorero Secretario del Rey, e, de la Reyna nuestros Señores Regentes de la Escribania Mayor de los sus Previlegios, e, confirmaciones la fizimos escribir por su mandado: Fernand Albarez, Fernando Martinez...Chanciler concertado por el Licenciado Gutierre...” (sic).

APÉNDICE Nº 11

TRASLADO DEL CAPÍTULO DE LA ORDENANZA DE LA PROVINCIA DE 15 DE OCTUBRE DE 1583 QUE TRATA SOBRE EL DESTIERRO Y POSTERIOR PERDON DE LOS PARIENTES MAYORES

“Otro si que los Parientes mayores, por las muertes, robos, insultos, y escandalo que cada dia en esta Provincia hacían, por el Rey d. Enrrique de Gloriosa memoria en la Ciudad de Santo Domingo de la Calzada, a veinte y uno dias de abril de mil quatrocientos Cinquenta y siete fueron desterrados de ella y condenados a servir a su costa en estipena y gimena (Estepona y Jimena), y otros lugares y en otras penas, como en la Sentencia parece, despues de la qual, el año de mil quatrocientos y sesenta les fue alzado el dho destierro por el Señor Rey, con pleito omenaje que en sus reales manos hicieron de le ser obedientes, de no tomar, ni alzarse contra sus Rentas Reales. De guardar el Quaderno de la Hermandad. De no hacer conjuracion con nadie contra el Rey, ni contra ninguno de esta Hermandad, ni contra ella, y que procuraran su aumento. Que ni ellos ni ninguno de sus hijos ni aliados desafiaran a nadie. Que pediran por justicia lo que pretendieren. Que aiudaran a esta Hermandad, y otras cosas so graves penas, como parece por la Escritura que de ello paso por ante Albar Gomez de Ciudad Real, Escribano del Rey. En lo qual el dho Señor Rey encarga a los Corregidores, Prevostes y Merinos, que hagan que los Parientes mayores la guarden y cumplan. Y assi dijeron, que encargaban a los Corregidores, Alcaldes y otras justicias de esta Provincia hagan que en todo y por todo los dhos Parientes mayores cumplan y guarden todo lo en la dicha Escritura contenido, pues es tan necesario y cumplidero al servicio de Dios y del Rey y sosiego, y aumento de la Paz, y union de esta Hermandad, so las penas en la dha Escritura contenidas y en las demas que les pareciere, conforme a la facultad que en ellas se les da. Agustin de Albisu Escribano de S.M. del numero y actual del Ayuntamiento de esta Villa de Tolosa, doy fee que el traslado antecedente he sacado de un libro enquadernado, y foliado que se halla en pasta y me ha puesto de manifiesto D. Rafael Ygnacio de Arbelaiz, Archibero de esta M.N. y M.L. Provincia de Guipuzcoa, asegurando ser el que existe en dho Archibo, y el expresado Capitulo del Traslado antecedente se halla al folio noventa y cinco de dho Libro, y conforme con el” (sic).

APÉNDICE Nº 12

CONCORDIA ESTABLECIDA EL 26 DE SEPTIEMBRE DE 1816 ENTRE LOS SEÑORES BENITO DE GARAGARZA, COMO REPRESENTANTE DEL SEÑOR DE LAZCANO Y MARQUÉS DE BALMEDIANO, PATRONO DE LA IGLESIA DE SANTA MARÍA DE LA ASUNCIÓN DE ZUMARRAGA, E ILDEFONSO ANTONIO DE CORTABERRIA Y JUAN MATIAS DE IZUZQUIZA, VICARIO Y BENEFICIADO DE ELLA.

“Lo primero declaran y reconocen los expresados otorgantes que el citado Excmo. Señor Marques de Balmediano y todos sus ascendientes como Señores poseedores del Palacio de Lazcano y su vinculo, han sido y son patronos unicos y presentadores de la vicaria y beneficios y llevadores de diezmos de la iglesia parroquial, unica  de la advocacion de Santa Maria de la villa de Zumarraga, segun y en los terminos que resultan de Reales Executorias y Cedulas de S.M. que hablan sobre el particular, a que dijeron se remitian, y que el Patronato que asi activo como pasivo, queda en el mismo pie en que tenian antes de esta presente Escritura de Concordia.

Lo segundo confiesan que los mismos Excmos. Señores han percibido la mitad de todos los frutos decimales de dicha iglesia parroquial de Zumarraga, y a mas una fanega de trigo de cada uno de los tres beneficiados de ella, que han presentado en uso de su derecho la vicaria y los tres beneficiados, siendo la coadjutoria amovible admitum y disposicion del vicario de la misma iglesia, y que el resto de los frutos han percibido el vicario y los tres beneficiados, juntamente con el coadjutor, en la forma que expresa la concordia precedente del año mil seiscientos veinte y uno, que se ha agregado a esta escritura.

Lo tercero declaran y establecen que la vicaria y los beneficios de dicha iglesia han de ser dados como antes por los Excmos. Señores Patrones, y la coadjutoria ha de quedar a libre disposicion del vicario de dicha iglesia, y que la vicaria y beneficios han de ser presentados en hijos naturales nacidos y bauptizados y patrimoniales de la misma villa de Zumarraga, segun las executorias obtenidas por los cabildos de aquella villa sobre el particular, que quedan en toda su fuerza y rigor, sin novacion ninguna.

Lo cuarto establecen que para remunerar de algun modo el trabajo y meritos que hubiesen adquirido los vicarios o parrocos en el espacio de veinte años en el servicio de su ministerio pastoral, que siempre que un vicario que tenga veinte años de servicio solicite algun beneficio vacante en dicha iglesia sea preferido necesariamente a otro cualquier en su presentacion, y que asi en este caso como en el de obtener un vicario de dicha iglesia beneficio en ella por gracia del Excmo. Señor Patrono para su asiento y voz en todos los actos del Ilustre Cabildo, se le ha de guardar el asiento y lugar que le corresponda desde el dia de la posesion de vicario.

Lo quinto convienen en que la masa comun de los diezmos deben entrar los de todos los frutos que ahora y en cualquier tiempo se dezmasen a dicha iglesia sin exceptuar ninguno por razon de novalias ni por otro titulo ninguno, segun lo acordado en la Concordia agregada del año mil seiscientos veinte y uno, y para el reparto se ha de hacer la recoleccion, siempre unidamente, sin que el cabildo pueda percibir de cada dezmero su porcion, ni el patrono la suya, si no que se reciba el todo por el sujeto o sujetos de la confianza de los participes, y se deposite en paraje comodo donde se hara la division, y se entregara a cada interesado su porcion satisfaciendo los gastos que en ello se originaren a prorrata entre el Patrono y el cabildo.

Lo sexto establecen que en adelante toda la porcion o orreo de los diezmos de la iglesia de Zumarraga, desde inclusos los frutos de este presente año, se dividiran en ocho partes iguales, de las cuales el patrono percibira tres, y las cinco restantes se repartiran entre los ministros de dicha iglesia en la forma que se expresara.

Lo septimo extablecen que el valor de los diezmos de dicha iglesia de Zumarraga segun los arriendos ultimos, deducidos los gastos de recoleccion, es de veinte y cuatro mil reales de vellon, y que, reservadas para S.E. las tres partes de ocho, que importan nueve mil reales de vellon, las cinco restantes que percibira el cabildo con el coadjutor importan quince mil reales de vellon anuales, y reducidos estos a quince porciones, percibira el vicario cinco y media, de las que dara la cuarta parte anualmente al coadjutor para su dotacion, y las nueve y media restantes se repartiran entre los tres beneficiados por iguales partes.

Lo octavo: por la exposicion antecedente dicen los contratantes que quedan para congrua del vicario en frutos decimales cuatro mil ciento veinte y cinco reales de vellon, y tendra el coadjutor mil trescientos setenta y cinco reales, que es la cuarta parte de las cinco y media asignadas al vicario en frutos, y que cada beneficiado tendra igualmente en frutos tres mil ciento setenta y seis reales y dos tercios. Igualmente declaran que segun las razones manifestadas por (el) mismo cabildo de Zumarraga, percibe este anualmente la cantidad de dos mil quinientos veinte reales de vellon en pan de obligaciones y funerales, responsos y demas utilidades eventuales, y que ademas importaran los estipendios de fundaciones, de aniversarios mil y doscientos reales anuales, las cuales dos partidas componen a una tres mil setecientos veinte reales de vellon, (que) perciben el vicario y los tres beneficiados por partes iguales, de modo que corresponden a cada uno por emolumentos comunes novecientos treinta reales de vellon, en cuyos supuestos, uniendo los cuatro mil ciento veinte y cinco reales de frutos con los novecientos treinta de emolumentos y trescientos anuales con que se regulan los derechos de manual, o estola, que son propios y peculiares del cura, compondra el vicario la congrua anual de cinco mil trescientos ochenta y cinco reales de vellón, sin contar la habitacion de la casa vicarial, que es perteneciente a la fabrica de la iglesia para el uso de los vicarios; cada beneficiado, unidos los novecientos treinta reales de emolumentos comunes con los tres mil ciento setenta y seis reales y veinte y tres maravedies de valor de los frutos, compondra la congrua anual de cuatro mil noventa y seis reales y veinte y tres maravedies de vellón; y el coadjutor, percibiendo por una parte mil trescientos setenta y cinco reales en la cuarta parte de los frutos que le da el vicario, y por otra ciento setenta y cinco reales que le paga la fabrica todos los años como a sacristan eclesiastico, y cincuenta y dos reales que recibe de emolumentos, tendra la congrua de mil quinientos noventa y dos reales anuales, sin incluir en esta regulacion la limosna o estipendio de las misas que quedan libres a cada uno de los cinco ministros.

Lo nono declaran que mediante este convenio y arreglo desisten y apartan de todas las pretenciones que los constituyentes del cabildo eclesiastico de la villa de Zumarraga tienen sobre aumento de ministros y congruas con motivo del Plan Beneficial de aquella iglesia en el Tribunal Eclesiastico de Pamplona, dando por finalizado el expediente que en esta razon se halla pendiente en dicho tribunal, por quedar suficientemente todos dichos vicario, tres beneficiados y coadjutor y ser bastantes los cinco ministros para suministrar abundantemente el pasto espiritual a toda la feligresia de dicha iglesia, que en el dia consta de mil trescientos cincuenta almas, segun la ultima numeracion.

Lo decimo convienen en que el actual vicario y todos sus subcesores, hademas de las cargas y obligaciones respectivas de administrar los santos sacramentos a sanos y enfermos, predicar el evangelio los domingos y fiestas solemnes, explicar la doctrina en ellos, y otras que son propias y anejas a la cura de almas, tengan la obligacion peculiar de celebrar misa el triduo de la Semana Santa y el dia del Corpus,  y que siendo el coadjutor un teniente del vicario, haya de tener la obligacion de administrar los santos sacramentos a sanos y enfermos, cuidar a bienmorir, cumplir las diaconias del vicario y demas ministerios que este le encargase por ser un socio en su curado, como hasta ahora lo ha hecho, y a demas executaria el ministerio de sacristan eclesiastico, segun resulta de la clausula de ejecucion.

Lo undecimo convienen en que los tres beneficiados actuales, y todos sus sucesores, hayan de tener su residencia material y formal en dicha villa de Zumarraga, no pudiendo excusarse por ningun titulo del servicio personal que deben prestar en la iglesia, y a demáa la obligacion de ser confesores, con aplicacion y asistencia puntual al confesonario, y que si algun enfermo llamare a alguno de ellos expresa y determinadamente para la administracion del santo viatico y extremauncion y su asistencia en la proximidad de la muerte, no pueda excusarse, ni tampoco en los casos en que el vicario y su coadjutor esten ocupados en la administracion de los sacramentos, o impedidos por enfermedad actual, en los cuales deberan los beneficiados, empezando por el mas moderno y continuando el inmediato, asistir a los enfermos administrandoles los santos sacramentos, suplicando los otros el ministerio del que asi estuviese ocupado o enfermo, lo que se observara igualmente con los beneficiados, enfermos, debiendose en este caso pagar el estipendio de la misa al que celebrase por el impedido, o enfermo.

Lo duodecimo convienen en que el vicario y los tres beneficiados presentes y futuros hademas de las obligaciones particulares de cada uno, que quedan expresadas, han de tener en comun las de celebrar y aplicar un turno propopulo las misas mayores de todos los domingos y fiestas del año en que el pueblo tiene obligación de oir misa, a las diez en invierno y verano, y los lunes de cada semana propopulo también segun costumbre en dicha iglesia, y que en los demas dias de labor en que el pueblo no tiene obligacion de oir misa, celebraran a las ocho de la mañana en verano y a las nueve en invierno, siendo siempre cantadas y con intencion libre, exceptuando los dias festivos y lunes de cada semana, habiendo de solemnizarse dicha misa conventual los dias de primera y segunda clase con diaco(no) y subdiacono, y en los demas celebrar solo el Preste, revistiendose cuando se necesite los tres beneficiados y el coadjutor por el vicario segun se ha observado hasta aquí, y guardarán las formalidades y asistencia a entierros, funerales, procesiones y demas actos de comunidad segun y como se acostumbran en dicha parroquia de Zumarraga. Igualmente ofreceran en su turno el Santo Rosario todos los dias de precepto después de vísperas, y los de labor despues de la misa conventual. Celebraran misa de Nuestra Señora todos los sabados, rezaran en comunidad los maitines en dicha iglesia parroquial a hora comoda durante la octava del Corpus y visperas los dias de Quaresma, como han hecho hasta aqui, y cuidaran los de el cabildo el celebrar las misas en los dias de precepto en dicha parroquia a horas proporcionadas para que el pueblo de este modo pueda cumplir con el precepto mas comodamente. El Vicario y beneficiados tendran la obligacion de asistir a las misas mayores y visperas que se cantan con organo todos los dias de precepto, y a las primeras visperas de los dias de primera y segunda clase. 

A la Salve que se canta la vispera de todos los días de precepto. A maitines y laudes que se cantan en el triduo de la Semana Santa, día de Animas y vispera de Navidad del Señor con asistencia de todo el cabildo, y todas las dichas obligaciones seran comunes a los beneficiados y al coadjutor del mismo modo que al vicario, no estando legitimamente ocupados o impedidos.

Lo decimo tercio establecen que todas las Concordias anteriores a esta, en cuanto sean contrarias a ella, quedan anuladas y sin ningun efecto en virtud de esta presente, que debera observarse unicamente con la mayor exactitud en adelante.

Lo decimo cuarto convienen en que los derechos del otorgamiento de esta Concordia y los gastos que se originen en las diligencias que deben practicarse para obtener su aprobacion del Ilmo. Señor Obispo de Pamplona y de S.M. y de los Señores del Consejo de la Camara han de ser todos de cuenta del Excmo. Señor Patrono, sin que el cabildo de la Iglesia parroquial de Zumarraga tenga que suplir cantidad ninguna, y las aprobaciones obtendra S.E. cuanto antes se pueda, a cuyo efecto desde luego dichos apoderados del cabildo eclesiastico autorizan en forma a la persona o personas que designase el Excmo. Señor Patrono para practicar diligencias en su razon. Con cuyas condiciones formalizan esta Concordia de transaccion y ajuste, declarando que en ella no hay dolo, error substancial ni de calculo, ni tampoco lesion ni engaño, y en caso que le haya de cualquiera que sea en mucha o poca cantidad, se hacen reciprocamente donacion, perfecta e irrevocable, renunciando a la Ley Segunda, Titulo Primero, Libro Diez de la Novisima Recopilacion, que trata de la lesion en mas o menos de la mitad del justi precio, con los cuatro años que señala para pedir la rescision del contrato, o el suplemento a su justo valor, y las demas leyes que permiten se anulen las transacciones por dolo, error sustancial o de calculo, ignoracia, lesion enormisima, o otra cualquier causa o motivo sin excepcion, puesto que en esta transaccion no interviene ninguna excepcion legal de las expresadas, ni ninguna otra de las reprobadas en derecho, y a que es igual y util a ambas partes otorgantes, como lo confiesan. En esta atencion, se apartan de cualquier derecho que puedan tener y pretender uno contra otro, cediendosele reciproca y enteramente. Dan por nulo y cancelado el expediente del Plan Beneficial para que no obre ningun efecto, y obligan a las partes representadas a observar exacta e inviolablemente esta transaccion y a no reclamarla jamas y quieren y consienten que si lo hicieren no sean oidos y si condenados a callar, y en las costas que se causaren y daños que se siguieren al que cumplio con exactitud y competidos al entero cumplimiento de esta escritura, S.E. el Señor Patrono con todos sus bienes presentes y futuros, y los señores constituyentes actuales y futuros del Ilustre Cabildo, con todos los bienes, rentas y frutos correspondientes al cabildo, ambas partes por sus respectivos jueces competentes, y por todo rigor en derecho y via executiva. 

Y se previene que convienen ambas partes en que esta escritura quede protocolizada en el registro de Escrituras Públicas de mi el escribano de esta villa de Villafranca Don Jose Manuel de Usabiaga, y que una copia suya fehaciente, sacada y signada y firmada por ambos escribanos y firmadas también por los presentes poderhabientes quede protocolizada en el protocolo de escrituras publicas de este presente año de mi el escribano de Legazpia, don Juan Bautista de Arrizabalaga, para que de cualquiera de ellas se puedan dar a las partes las copias que pidan, como si se hubiesen hecho dos protocolos de escritura. Y la otorgan asi ante nos los expresados escribanos que lo firmaron, a quienes damos fue conocemos,siendo testigos don Jose Xavier de Muxica, Miguel Ascensio de Machain y Jose Maria de Marquez, vecinos de esta vitada villa. Don Ildefonso Antonio de Cortaberria. Don Juan Matias de Izuzquiza. Benito de Garagarza. Ante mi don Juan Bautista de Arrizabalaga. Jose Manuel de Usabiaga.”

APÉNDICE Nº 13

LISTA DE LOS VECINOS Y MORADORES DE ZUMARRAGA, CON SUS CORRESPONDIENTES, CASAS Y CASERÍOS Y CON LAS CANTIDADES A SATISFACER POR CADA UNO DE ELLOS A LOS ECLESIÁSTICOS  QUE HABÍAN DE REALIZAR LAS BENDICIONES Y CONJUROS DE LOS CAMPOS. EFECTUADA EL 26 DE ABRIL DE 1742 POR MANUEL DE ABARIZQUETA

	CASAS O CASERÍOS
	CANTIDAD A SATISFACER
	PAGA O NO

	Izuzquiza
	tres cuartas de trigo
	no paga

	Abendaño
	Media fanega (dos cuartas)
	paga

	Aizquibel
	tres cuartas
	no paga

	Leturiabarrena
	tres cuartas
	paga

	Leturiagoena
	tres cuartas
	no paga

	Cortaberria
	tres cuartas
	no paga

	Olarte
	dos cuartas
	paga

	Leturiondo
	dos cuartas
	no paga

	Igaraberria
	una cuarta
	no paga

	Molino de Igaraberia
	una cuarta
	no paga

	Molino de Guerra Errota
	media cuarta
	no paga

	Lizarazu molino
	una cuarta
	no paga

	Echeverri Lizarazu
	dos cuartas
	no paga

	Anduezu
	media fanega
	no paga

	Achibite Chiqui
	media fanega
	no paga

	Oraa de abajo
	media fanega
	paga

	Oraa de arriba
	tres cuartas
	no paga

	Alzola de arriba
	tres cuartas 
	paga

	Alzola de abajo
	media fanega
	no paga

	Aramburu Echeverria
	tres cuartas
	no paga

	Aramburu de Medio
	tres cuartas
	no paga

	Aramburu Aldecoa
	dos cuartas
	paga

	Izaguirre
	dos cuartas
	paga

	Lette
	media cuarta
	no paga

	Abeleche
	media cuarta
	no paga

	Areizaga Torrea
	dos cuartas
	no paga

	Iburreta abajo
	tres cuartas
	no paga

	Iburreta arriba
	tres cuartas
	no paga

	Aizaga Aundia
	tres cuartas
	no paga

	Achibitte Mayor
	tres cuartas
	paga

	Aizpuru
	dos cuartas
	no paga

	Ondarra
	una cuarta 
	paga

	Lizarazu bazterra
	media cuarta
	no paga

	Lizarazu de medio
	una cuarta
	no paga

	Eguia
	una cuarta
	no paga

	Elorriaga de arriba
	una cuarta
	no paga

	Aizattegui
	una cuarta
	no paga

	Saraspe
	media fanega
	no paga

	Echeverri Bizcardo
	media fanega
	no paga

	Landaburu
	dos cuartas
	paga

	Soraiz de medio
	tres cuartas
	paga

	Soraiz bazterra
	dos cuartas
	paga

	Salsamendi
	dos cuartas
	paga

	Alttuna
	dos cuartas
	paga

	Aguirre
	dos cuartas
	paga

	Aguirreberria
	una cuarta
	paga

	Ariztti
	una cuarta
	paga

	Bustinza
	una cuarta
	paga

	Ibarguren
	tres cuartas
	no paga

	Corta
	tres cuartas
	no paga

	Oyanguren
	dos cuartas
	no paga

	Aldasbarren
	una cuarta
	no paga

	Oyanguren Chipi
	una cuarta y media
	paga

	Eguibide
	media fanega
	no paga

	Elgarresta
	dos cuartas
	paga

	Iturbenea
	dos cuartas
	no paga

	Echerre
	dos cuartas
	paga

	Bidaurreta
	dos cuartas
	no paga

	Oruezabaleta Mayor
	dos cuartas
	no paga

	Oruezabaleta Menor
	una cuarta
	paga

	Jauregui Mayor
	cuarta y media
	no paga

	Jauregui Molino
	una cuarta
	no paga

	Urazandi
	una cuarta
	paga

	Machain de aca
	una cuarta
	no paga

	Machain de Medio
	media cuarta
	paga

	Machain de Alla
	media cuarta
	no paga

	Burruchaga de Arriba
	tres cuartas
	no paga

	Burruchaga de abajo
	tres cuartas
	no paga

	Burruchaga de medio
	una cuarta
	paga

	Goiburu
	cuarta y media
	paga

	Eleizalde
	una cuarta
	paga

	Insausti
	tres cuartas
	no paga

	Urrutia
	media fanega
	paga

	Amiztinea
	una cuarta
	paga

	Tantelucoa
	un celemín
	no paga

	Urteguenea
	un celemín
	no paga

	Urriti viejo
	un celemín
	no paga

	Araizteguienea
	un celemín
	no paga

	Sagastiberria
	dos celemines
	no paga

	Pilotocoa
	un celemín
	no paga

	Parapocoa
	un celemín
	no paga

	Izurza
	un celemín
	no paga

	Labecoa
	media cuarta
	no paga

	Mesón de Mujica
	un celemín
	no paga

	Barberocoa
	un celemín 
	paga

	Machainenea
	dos celemines
	no paga

	Artechenea
	un celemín
	paga

	Mayora
	un celemín
	no paga

	Aramburu
	un celemín
	no paga

	Cortaberrinea
	media cuarta
	no paga

	Coletocoa
	un celemín
	no paga

	Oyarbidenea
	un celemín
	paga

	Jurdangoa
	un celemín
	no paga

	San Gregorio
	un celemín
	no paga

	Loidi
	media cuarta
	paga

	Alcetta
	media cuarta
	no paga

	Ispillaga
	media cuarta
	no paga

	La de la Cruz
	una cuarta
	paga

	La de Echaniz
	un celemín
	no paga

	Abarizqueta
	media cuarta
	no paga

	Aizagaechea
	un celemín
	no paga

	Iburretaechea
	un celemín
	no paga

	Lizargaratenea
	un celemín
	no paga

	Bazterrechea
	un celemín
	no paga

	La de Horno de Miranda
	media cuarta
	no paga

	Censo Mayor
	media cuarta
	no paga

	Censo Menor
	un celemín
	no paga

	Casa concejil
	un celemín
	no paga

	Torre
	media cuarta
	no paga

	Aiesunea
	un celemín
	no paga

	Marcoscoa
	un celemín
	no paga

	Ayestarangoa
	un celemín
	no paga

	Prudencionea
	un celemín
	no paga

	Urtubia
	un celemín
	no paga

	Calzaingoa
	media cuarta
	no paga

	Lecuona
	un celemín
	no paga

	Otalora
	media cuarta
	no paga

	Epeldenea
	media cuarta
	no paga

	Nueva de Ibarguren
	un celemín
	no paga

	Ucelay
	un celemín
	no paga

	Calebarren
	media cuarta
	no paga

	Ipenza
	media cuarta
	paga

	Sarasunea
	dos celemines
	no paga

	Prado
	dos celemines
	no paga


* Como ya sabemos, la fanega castellana de trigo equivale a 55 litros ymedio, y es también equivalente a 12 celemines.
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� El corriedo es el conjunto de iglesias parroquiales que se unían para pagar el tributo episcopal como reconocimiento de la autoridad, tributo que se pagaba anualmente coincidiendo con la visita pastoral, y que consistía en ocho libras. Los corriedos podían ser enteros, medios y cuartos. En  1350, cuando Gipuzkoa está unificada políticamente en la merindad mayor de Castilla, los corriedos del Arciprestazgo mayor  eran: “Segura, Zozue, Gastaynaga, Val de Soreasu, de la Sierra, Motricu, Guetaria, Sanctus Milianus (Erniobea). Tolosa, Berástegui, San Sebastián.”. En  ORELLA  UNZUÉ, José Luis, y ESTÉVEZ RODRÍGUEZ, Xosé (coordinadores),  (1996), Casas-Torre y Palacios de Gipuzkoa, San Sebastián, Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos de Gipuzkoa, pág. 20.


Posteriormente, en el siglo XVII, una vez incluidas eclesiásticamente en territorio del Obispado de Pamplona las tierras pertenecientes al antiguo Obispado de Bayona,  sabemos que había trece corriedos en la ya provincia de Gipuzkoa. Dichos corriedos eran los siguientes: 1) el del valle de Oiartzun, 2) el corriedo de San Sebastián, 3) el corriedo de Getaria, 4) el corriedo de Mutriku, 5) el corriedo de Markina, 6)el corriedo de Soreasu, 7) el corriedo de Sierra, 8) el corriedo de San Emiliano, 9) el medio corriedo de Tolosa, 10) el corriedo de Bozue, 11) el medio corriedo de Segura, 12) el corriedo de Gaztañaga y 13) el corriedo del valle de Leniz. A pesar de haber estos trece corriedos, el hecho de ser algunos medios y cuartos hacía que hiciesen un total de diez corriedos y cuarto.


El corriedo en el que estaba inserta la parroquia de Zumarraga era el de Gaztañaga y, además de Zumarraga, estaban las parroquias de Zerain, Zegama, Mutiloa, Gabiria, Ezkio, Arriaran, Ormaiztegi, Beasain, Garin, Urretxu, Astigarreta, Itsaso y Legazpi.. Obtenido del A.D.S.S., Legazpi, 26-04.


� En cualquier caso, la tierra llana tenía como superior señor al rey, al cual se sometían, más tarde que temprano, todos los señores feudales, ya fuese época de dominio navarro o castellano.


� En concreto son la carta puebla de fundación de Villarreal de Urrechua, de 3 de octubre de 1383, en A.M.U., Sección B, Negociado 1, Carpeta 1, Expediente 1, y en la escritura y carta de vecindad suscrita entre los veintinueve vecinos y moradores de la colación de Santa María de Zumarraga y el concejo de Villarreal de Urrechua, de 11 de diciembre de 1383, en A.M.U., Sección B, Negociado 1, Carpeta 1, Expediente 3, y copia de ella en A.M.Z., Sección B; Negociado 1, Libro 1, Expediente 3. Los documentos anteriores a 1383 desgraciadamente no nos ilustran sobre este particular.


� Al igual que las suposiciones y conjeturas que llevan a  pensar a Milagros ÁLVAREZ URCELAY que el primer poblamiento en territorio del término municipal de la  villa de Urretxu pudo darse también en altura, concretamente en los alrededores de las cercanías de la actual ermita de Santa Bárbara en fechas anteriores a las de la concesión de la carta puebla por la que nació dicha villa. En ÁLVAREZ URCELAY, Milagros. (1986), “Aproximación a la historia de Urretxu anterior a 1383”, en Estudios de Historia de Urretxu en su sexto centenario, Zarautz, Ayuntamiento de Urretxu, págs. 17-30, especialmente págs. 19-24.


De todas formas, esto que se dio en esta zona  no era extraño en este territorio guipuzcoano. Tal y como nos enseña la abundante bibliografía histórica sobre este fenómeno, al principio se pobló el monte con un número de caseríos adecuado (se construyeron en un principio casi todos los que podían caber en el término municipal zumarragatarra, haciéndose muy difícil el que, con el paso de los años, pudiesen surgir muchos más caseríos, pues las tierras que necesitaba cada uno para su supervivencia económica y social (mayorazgo) hacían que no hubiese espacio disponible para más caseríos en el futuro. Por ello, posteriormente, y con el crecimiento natural de la población, los nuevos habitantes habían de habitar zonas distintas al monte, el valle, y dedicarse también, en algunos casos, a nuevas profesiones, ya no tan cercanas a la agricultura en muchos casos. Se puede contemplar muy bien este fenómeno, por ejemplo, en FERNÁNDEZ ALBADALEJO, Pablo (1975), La crisis del Antiguo Régimen en Guipúzcoa (1766-1833). Cambio económico e Historia, Madrid, Akal, y FERNÁNDEZ DE PINEDO, Emiliano (1974),Crecimiento económico y transformaciones sociales del País Vasco. 1150-1850, Madrid, Siglo XXI.


� Es lo único que únicamente se puede deducir, con rigor, de los primeros documentos históricos existentes sobre Zumarraga, y que son anteriores a 1383, año este  en que por primera vez aparece la palabra parroquia. 


En historia eclesiástica, la palabra monasterio se define, además de otras acepciones hoy comúnmente utilizadas, como el edificio o institución germen de las posteriores parroquias. Es en muchas tierras la primitiva parroquia, la cual estaba gobernada por el abad. La palabra vasca “apaiza” proviene precisamente de ese abad, o gobernante de aquella primitiva parroquia. También, proviene del mismo “abad” la palabra vasca “abadia”, con la que se designa al “sacerdote” en algunas zonas vascófonas. Por lo que se refiere a la parroquia, palabra que etimológicamente significa reunión de habitantes vecinos, es aquella porción de territorio diocesano que tiene una iglesia especial (o templo para los actos del culto), fieles o pueblo determinado y rector propio para la cura de almas (párroco), con dote suficiente. Sólo con esos cinco elementos existe verdaderamente la parroquia. Extractado de la voz “parroquia”, en ESPASA, Hijos de J., Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo Americana, tomo 42, págs. 330-334.


� El hecho de que no aparezcan apelativos gentilicios de una determinada zona de hábitat que por entonces podían poblar las gentes de Zumarraga no quiere decir que no hubiera poblamiento en esa zona de la actual Urretxu. De esa misma forma tampoco podemos negar la existencia de núcleos de hábitat en la zona del hoy barrio de caseríos de Leturia, en dirección a Azkoitia. Es probable que se habitase muy dispersamente toda la zona que hoy comprenden los actuales municipios de Zumarraga y Urretxu, pero que tan sólo un cierto número de personas, los que aparecen en la documentación, tuviesen interés en representar a la totalidad de los pobladores de aquel Zumarraga, o incluso que solamente ellos tuviesen interés en aparecer en aquellos documentos, representándose únicamente a sí mismos.


Por otra parte, las personas que fueron o llegaron hasta donde el rey estaba no fueron, sin duda, los más humildes pobladores que había en el territorio zumarragatarra. Habían de ser, al menos, labradores propietarios o muy bien asentados, de los que tan sólo les separaba del modo de vida de los hidalgos el trabajo de la tierra. Económicamente, disfrutarían de una situación similar. Coincido por ello, en parte, con Mila ÁLVAREZ cuando ésta señala que serían labradores los que poblarían esta zona, y no hidalgos, pero además del rasgo de la diferenciación tributaria, que según ella, diferencia a los labradores de los hidalgos, es evidente que fundamentalmente se diferenciaban por la muy distinta suerte que podían correr al estar acosados los labradores de la zona por el Señor de Lazcano, pues vieron seguramente un riesgo grande de caer bajo su poder directo, y por eso acudieron al rey (si hubieran sido hidalgos otro modo de actuar habrían seguramente seguido). Por lo demás, es muy temprano hablar de finales del siglo XIV para referirse, como lo hace ÁLVAREZ, a la provincia de Gipuzkoa ya que, como hemos visto más arriba, es de mediados del siglo XV. 


� Por ello, queriendo respetar siempre la verdad histórica y la dignidad de toda población y de sus habitantes, la primitiva historia de Urretxu es, al fin y al cabo, una fase de la historia de Zumarraga, no la primera, de la cual, desgraciadamente, desconocemos la casi totalidad de ella.


� Habría dos posibilidades, al menos, sobre el promotor o promotores de este edificio religioso. Una de ellas es que el monasterio  fuese, al inicio, un monasterio propio; esto es, de una persona importante y con poder de la población, aunque esto parece raro, pues los monasterios de propios no solían ser tan grandes. La otra posibilidad es que fuese una construcción promovida por el conjunto de pobladores del lugar (incluyendo, por supuesto, los religiosos). En cualquier caso, tampoco sabemos nada sobre la consagración como monasterio o parroquia de ese edificio religioso. 


� Hay una mínima referencia, claramente no válida, para la datación de este templo. Es la que señala que este templo fue terminado en 1524. En Ars Lignea, Zurezko elizak Euskal Herrian. Las iglesias de madera en el País Vasco , Electa, págs. 60, 73 y 91. La razón de dar ese año estriba en que su autor no ha acertado con la correcta interpretación de un dato referente a las cuentas de fábrica, en concreto es el que él ha podido consultar como “la terminación del coro y estructura de madera” en ese año. No se trataría de la terminación del templo, o de una reconstrucción general, sino de importantes obras que no afectaron a lo fundamental de la estructura.


A esas obras, de importancia grande en esos años, les siguieron, por supuesto, otro tipo de obras en los años siguientes, mientras siguió siendo parroquia (podemos comentar, a modo de ejemplo, la construcción de una portalada cubierta en los años 1546 y 1547), y también a partir de su conversión como ermita (de las más importantes obras que se realizaron en este edificio una vez convertido en ermita nos ocupamos en el correspondiente epígrafe del capítulo dedicado a las ermitas). En cualquier caso, es interesante dejar en este momento constancia de que debemos considerar como normal la ejecución de todo tipo de trabajos de conservación, mantenimiento e, incluso, de dotación de mejoras al edificio, lo cual no debe hacernos pensar, por muy importantes que hubiesen sido esas  mejoras, que se trata de una terminación del edificio o, al menos, de una reconstrucción general de él.


Además, y como uno solo de los apoyos que nos sirven para demostrar que es un error el pensar que el edificio fue acabado en 1524, tenemos que ya desde 1521, Zumarraga contaba  con un libro de bautizados, dato de gran importancia para la historia guipuzcoana, y que nos lleva a pensar en una completa organización administrativa eclesiástica en la población, por lo tanto que ya existía el templo, en concreto desde, al menos, 1366.


Las obras de la portalada de 1546 y 1547, en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1.


� El documento en cuestión se encuentra en AYERBE IRIBAR, María Rosa (1985), Historia del condado de Oñate y señorío de los Guevara (s. XI-XVI). Aportación al estudio del régimen señorial en Castilla, tomo II, Documentos ,Zarautz, Diputación Foral de Gipuzkoa, págs. 18-22.


� Según manifestaciones de Pedro Echeverría, profesor de Historia del Arte de la Universidad del País Vasco, todo parece indicar que el monasterio de Zumarraga fue construido en las primeras décadas del siglo XIV, una de las épocas en que más construcciones religiosas se realizaron en Gipuzkoa, empleando en algunas de ellas un estilo románico, el cual por fuerza era un románico tardío. También, por la influencia del ya dominante en Europa estilo gótico, se pudo iniciar también el gótico en esta obra arquitectónica.


Algo parecido sucederá más tarde en el País Vasco, pues cuando ya estaba decayendo el renacimiento, se construyeron fundamentalmente en Gipuzkoa templos religiosos con estilo arquitectónico gótico, dando lugar al conocido como gótico vasco. Buen ejemplo de ello es la iglesia parroquial de Santa María de la Asunción, también en Zumarraga, la cual conjuga el estilo del gótico vasco con el renacentista, e incluso el barroco.


�El año 1366 según nuestro actual calendario, el gregoriano. Ello no obstante, el documento al que vamos a hacer referencia está fechado el 12 de mayo de 1404, pero está fechado en calendario juliano. Si a este calendario le restamos los 38 años de la equivalencia con el gregoriano, obtendremos el año arriba comentado de 1366 del calendario actual, vigente de forma oficial desde 1582.


� A quien sólo se le reconoce oficialmente como rey desde 1369. Ello no obstante, la posición preponderante que adquirió desde comienzos de 1366 en la guerra civil llevada a cabo contra su hermanastro y rey legítimo Pedro I hizo que desde esas mismas fechas se le proclamase y coronase como tal.


Enrique II era el hermano bastardo del rey legítimo Pedro I. Fue concebido de las relaciones extraconyugales del rey Alfonso XI con Leonor de Guzmán.


� Por su especial interés para la historia de Zumarraga y de las poblaciones más cercanas, procedo, a continuación, a copiar literalmente el documento en el apéndice nº 1.


� Como ya sabemos, una vez conseguidos y asegurados los apoyos necesarios, Enrique pudo dar la batalla a su hermanastro, quien, salvo el periodo en que tuvo a su lado a los mercenarios ingleses y en el que se ganó el apelativo de “cruel” por sus desmanes, estaba destinado a ser derrotado por un más fuerte Enrique, lo cual sucedió en marzo de 1369, matando físicamente Enrique a Pedro I el 23 de marzo de 1369, en el castillo de Montiel.


� Fórmula que denota la concesión de un derecho perpetuo  de propiedad sobre un bien público. Como bien dice el documento “para vos y para vuestros erederos y para quien vos quisieredes y para vender y enagenar y dar trocar y cambiar, e para que fagades de ello y en ello todo lo que quisieredes asi como de  vuestra cosa propia” (sic).


� Al decir literalmente “todas las Rentas y dezimas que nos pertenecen y pertenecer deben en qualquier manera en el dicho Monasterio” Enrique nos da una pista fundamental para conocer la autoridad última que poseía el monasterio: la autoridad del monarca, sobre todo por el “pertenecer deben”. Efectivamente esto sólo lo podía señalar quien tuviese verdadero poder para ello, por encima incluso de la propia autoridad eclesiástica. 


La referencia a las Rentas lo debemos señalar como todos aquellos ingresos que debía recibir y que no eran los diezmos (dezimas): entre ellas seguramente estarían el noveno, el excusado, etc.  No conocemos cómo estaban entonces las primicias (si el rey tenía en ellas participación). De todas formas, los ingresos principales eran, sin lugar a dudas, los diezmos en su totalidad (la décima parte de la cosecha). 


�El cual se define, básicamente, por el derecho de presentar personas idóneas para ocupar los cargos eclesiásticos de un determinado templo parroquial, lo cual, curiosamente, tampoco aparece explícitamente en el documento. De todas formas, el derecho de “cuasipropiedad” concedido fue tan amplio, ,que siempre hemos de entender que se cedió todo.


Representaba, sin lugar a dudas, una de las bases sobre las que se sustentaba el poder de la nobleza laica. “Era una entrada antigua y saneada que los Parientes Mayores habían reclamado desde siempre, como se puede ver en la argumentación presentada en las Cortes de Guadalajara de 1390 y que Lanceloto de Navarra vuelve a ratificar al conceder en 1414 a los Señores guipuzcoanos el cobro de los mismos”. En ORELLA UNZUÉ, José Luis (1995), Instituciones de Gipuzkoa y Oficiales Reales en la  Provincia (1491-1530), San Sebastián, Juntas Generales de Gipuzkoa y Diputación Foral de Gipuzkoa, pág. 75.


Por otra parte, en el bienentendido de que hubo una donación del derecho de patronato del rey a uno de sus súbditos, nos encontramos con que, evidentemente, antes de la donación había un patronato real sobre el monasterio de Zumarraga, patronato que, al donarse, se transmitió íntegramente al donatario, el Señor de Lazcano, sin que fuese necesario el permiso del Obispo.


En cualquier caso, hemos de resaltar que el derecho concedido por Enrique al Señor de Lazcano incluía un patronato de prescripción, lo cual será importante a la importancia de dilucidar futuros pleitos, como veremos en el apartado correspondiente.


� En LIZASO, Nobiliario de los palacios..., pág. 9.


� En LIZASO, Nobiliario de los palacios... pág. 10. 


� Año de nuestra era, que no de la era juliana, en la cual está fechado este documento. Por su importancia para la historia de Zumarraga, hemos optado también por insertar este documento de forma íntegra en el apéndice nº 2.


�Con toda seguridad, los pobladores que acudieron hasta donde estaba el rey eran, seguramente, los  más poderosos de la zona, o al menos los que, entre estos, estaban más interesados en solicitar y conseguir del rey lo que consiguieron: un estatuto jurídico que les consiguiese mayor libertad que a los que se quedaron en Zumarraga, por lo que hemos de entender en este caso por moradores a personas habitantes de ese lugar, y no como personas afectas a este status social, interpretando de este modo las fuentes.


� A este respecto, es conveniente señalar que para las veinticuatro personas que solicitaron del Rey la fundación de la villa no fueron motivos o causas, tal como lo señala Pedro GONZÁLEZ ARGÓMANIZ, sino consecuencias, las económicas (disfrute de terrenos), jurídicas (paso de los habitantes de la villa a ser realengos, libres e ingenuos tras la fundación) y de seguridad. Una cosa es el por qué se solicitó la fundación de la villa y otra lo que con su fundación se logró. En GONZÁLEZ ARGÓMANIZ, Ibídem, págs. 33-35. En cualquier caso, es muy acertada la idea que expone  GONZÁLEZ ARGÓMANIZ cuando señala que una carta puebla “no es producto de una declaración unilateral por parte del Rey (...) sino que tiene un carácter de contrato o pacto entre quienes otorgan las cartas fundacionales y los destinatarios de estas”. Es claro que, siguiendo a este autor,  este pacto o contrato “se confirma además en las reservas y privilegios que se realizan por ambas partes. La comunidad de la villa solicitando acogerse al fuero de una población determinada, con sus privilegios y libertades correspondientes, y el monarca reservándose unos derechos para sí”. Ibídem, pág. 38. 


� La villa de Urretxu nació, pues, como una expresión del deseo de libertad de los pobladores de esta zona, lejos de las más íntimas aspiraciones de los Parientes Mayores.


� Antes del 3 de octubre de 1383, esta zona sólo podía ser la que estaba bajo la administración territorial de la colación de Santa María de Zumarraga, la cual, como hemos visto más arriba, incluía al menos las hoy Zumarraga y Urretxu, habiendo en esta última una tierra conocida por el topónimo Hurreyçua. No es cierto, pues, que en sentido estricto fueran los moradores de Urrechua los que pidieron al rey la concesión de la carta-puebla, tal y como se señala en GONZÁLEZ ARGÓMANIZ, Pedro (1986), “Los primeros años de la villa”, en Estudios de Historia de Urretxu en su VI centenario, págs 59-84, lo referenciado en pág. 64, sino que fueron los pobladores de la unidad territorial que estaba bajo “la colación de Santa María de Zumarraga” (en la que estaba incluida la que se conocía con el topónimo de Urrechua), y que vivían a uno y al otro lado del río los que pidieron su protección al rey.


� Se ha optado por no copiar el texto de dicha carta por ser accesible a cualquier que lo quiera consultar en varios lugares, entre ellos, y de forma original, en el Archivo de Urretxu, y por fin, en diferentes copias y transcripciones posteriores en otros archivos municipales, bibliotecas, publicaciones, etc.


� Como en otras ocasiones, el documento está fechado en calendario juliano, por lo que la fecha que aparece en el documento es la del 11 de diciembre de 1421.


� Es importante esta distinción social que se establece rápidamente en Zumarraga. A mi juicio, es la primera  vez en la que nos encontramos en esta tierra con lo que ha señalado claramente la historiografía medievalista: la distinción de la sociedad de estas tierras entre vecinos (clase social superior que, a través de los siglos siguientes, gozaría, o al menos estaría en disposición de gozar de todos los derechos: acceso a las reuniones donde se decidían los asuntos de la población, disfrute de concejales, movilidad, etc., etc.) y moradores, personas que no gozan de ninguno de los derechos de los que gozan los vecinos, y que suponen una situación más constreñida a la tierra, apenas sin libertades.


� También es la primera que vez que aparece en la historia la palabra Santa María, así como que era parroquia y colación, lo cual conformaba una división administrativa religioso-civil.


� En mi opinión, no se refiere este término a lo que hoy conocemos por Eizaga, un barrio o núcleo urbano, puesto que según los documentos existentes, no parece deducirse que había núcleo urbano de ningún tipo, sino que debía estar haciendo referencia a los caseríos que, desde la actual ermita de Santa María, están en dirección al también actual Eizaga, conocido ya en aquella época como zona de Eizaga.


� Es probable que en esta época todavía no hubiese caído esta Alcaldía Mayor bajo la directa  o indirecta “protección” del Señor de Lazcano, como sabemos cabeza del bando de los oñacinos.


� El 15 de febrero de 1384 Segura dio poderes a sus vecinos Martín Miguélez y Juan de Lazcano para que pudiesen recibir en vecindad a cualquier persona que, procedente de cualquier colación o universidad guipuzcoana, quisiese avecindarse en dicha villa. Ibídem, págs. 196-198. Asimismo, el 28 de febrero siguiente, estos vecinos de Segura acudieron a Legazpi para que esta población  manifestase pública y expresamente su voluntad de incorporarse como vecinos de Segura, señalando las condiciones para ello.  Ibídem, págs. 198-199. En fin, todo culminó con el acuerdo y escritura de vecindad firmado entre los moradores de Legazpia y la villa de Segura el 28 de febrero de 1384. Pero no todo acabó aquí, ya que en los meses siguientes, la villa de Segura hizo la misma operación con Zerain, Ormaiztegi, Arriaran, Astigarreta, Gudugarreta, Mutiloa, Zegama e Idiazabal.


� En A.M.Z. , Sección B, Negociado 1, Libro 1, Expediente 3, y en A.M.U., Sección B, Negociado 1, Carpeta 1, Expediente 3.


� En  MARTÍNEZ DÍEZ,  Colección de Documentos Medievales..., págs. 245-246.


Respecto a otra población cercana, Gabiria, se ha supuesto que también por estas fechas intentó y quizás pudo conseguir aprovecharse del villazgo de Urretxu para  subsistir. Así se deduce de los documentos de la época examinados por Susana TRUCHUELO. En TRUCHUELO GARCIA, Susana (1997), La representación de las corporaciones locales guipuzcoanas en el entramado político provincial (siglos XVI - XVII), San Sebastián, Diputación Foral de Gipuzkoa, pág. 39.


Observamos actuando como testigo de la agregación de Ezkio a Urretxu al beasaindarra Juan López de Yarza, miembro de los Parientes Mayores, emparentado con los Lazcano. El hecho de que actúe como testigo un Pariente Mayor puede significar, y de hecho así se lo ha hecho concebir a TRUCHUELO, que todo este sistema de alianzas y agregaciones de poblaciones podía estar “tutelado” por los Parientes Mayores, que deseosos de hacerse con tierras y poblaciones, se inmiscuían de esta forma en las esta pequeña villa real de Urretxu, vía poblaciones a ella agregada, pues así la podrían, quizás, pasar a controlar. Ibídem.


� En  MARTÍNEZ DÍEZ,  Colección de Documentos Medievales..., págs. 246 y 247. Por su parte, las demás poblaciones de esta zona, que habían acudido a la seguridad que proporcionaba la villa de Segura, consiguieron la confirmación de sus respectivos acuerdos de Juan I el 2 de febrero de 1387, en Ávila. En Ibídem, pág. 249.


� Ibídem, pág. 305.


� Los representantes de las villas y Alcaldías Mayores guipuzcoanas no actuarían de forma altruista. Lo que estaban buscando es que no se debilitara la fuerza que como villa tenía Villarreal, pues si ésta se debilitaba, podía cundir este ejemplo en otras villas guipuzcoanas, lo cual, a su vez, podría ser el fin de la hermandad, y quien sabe si el fin de las propias villas. Todas estaban luchando por la supervivencia frente a los Parientes Mayores.


� Quien no era ajeno a esta villa pues, según GONZÁLEZ ARGÓMANIZ, era hijo de García Pérez de Iburreta, Alcalde de Villarreal en diciembre de 1383. En “Los primeros años de la villa”, pág. 74


� Villarreal estuvo representada por Miguel de Ataun. En Colección de Documentos Medievales..., pág. 435.


� Lo podemos comprobar en DIEZ DE SALAZAR FERNÁNDEZ, Luis Miguel (1993), Colección Diplomática del concejo de Segura (Guipúzcoa) (1290-1500), tomo II (1401-1450), dentro de la Colección de Fuentes Documentales del País Vasco, San Sebastián, Eusko Ikaskuntza, pág. 47-49.


� En el fondo, eso suponía para Urretxu el reconocimiento de una gran derrota y un fin, al menos provisionalmente, de su independencia, pues a pesar de los privilegios concedidos por Juan I en la carta puebla, y a pesar también de admitir bajo la protección de su villazgo a las colaciones de Ezkio y Zumarraga, no había conseguido que un número importante de personas acudiesen a vivir directamente bajo su territorio. Como amargamente reconoció Urretxu en la sentencia por la que entraba bajo la protección de Segura: “fasta aqui non son venidos a morar a la dicha villa sinon tres o quatro pobladores deziendo que si y veniesen morar segund el dicho privillegio que se les seg(ui)ria mas mal que provecho” (sic).  Ibídem


� De todas formas se dejaba constancia clara de una excepción en esta sentencia arbitraria, la que se refería a Juan López de Yarza quien, según lo señalado, parece ser un  hombre de armas del linaje de los Yarza de Beasain, emparentado con los Lazcano, pues se le deja fuera de la dependencia de Segura, pudiendo llevar consigo también a diez hombres atreguados (en su dependencia), pudiendo ser éstos de Zumarraga o de Ezkio. Ni siquiera Segura, salvo ataque de López de Yarza, podía meterse contra él. Era evidente que no todos los hombres que había en estas poblaciones demostraban ser iguales o, al menos, tener los mismos intereses. Sobre el linaje de los Yarza, ver LIZASO, Nobiliario de los palacios..., págs. 121-122.


� “En la última disposición quedó expresamente excluido de la vecindad el Pariente Mayor Juan López de Yarza, integrante de uno de los bandos existentes en Urretxu, aunque se dejó libertad para que los moradores de Zumarraga y Ezkio que quisieran entrar en sus treguas lo pudieran hacer, siempre que salieran de la vecindad de Segura. De esta manera, quedó patente que la sumisión de la Villa y sus aldeas a Segura estuvo determinada por los intereses de uno de los bandos dominantes en Urretxu y su tierra, aunque el otro continuó manteniendo su autoridad tanto sobre los pobladores de Zumarraga como sobre los de Ezkio”. En TRUCHUELO, Los representantes de las corporaciones locales..., pág. 45.


� Ibídem, págs. 44-46. En 1408 hubo otros importantes hitos en las relaciones entre Zumarraga, Ezkio y Segura. Por un lado, el 26 de marzo de ese año Juan II otorgó un privilegio por el cual concedía licencia de avenimiento entre las colaciones de Zumarraga y Ezkio con la villa de Segura, y por otra parte, el 8 de octubre siguiente, este mismo rey firmó la Carta de avenimiento entre Segura y la colación de Ezkio. En esa Carta de avenimiento se incluía una sentencia del rey , ratificada posteriormente por Enrique III, que dio jurisdicción sobre las colaciones de Zumarraga y Ezkio, e incluso sobre Urretxu, a la villa de Segura. En Archivo Municipal de Segura. Fondo Municipal. Histórico. Hacienda Municipal. Bienes Municipales. Término Municipal. Libro 1, expediente 20.


� Según Lizaso, Ojer significa Jorge. En Nobiliario  de los Palacios, Casas solares..., pág. 17.


� En LIZASO, “Nobiliario de los palacios..., pág. 13. 


Respecto a su sucesión, no tenía por qué dejar como sucesor un señor feudal o un Pariente Mayor a su descendiente más directo (entiéndase su hijo varón mayor o, al menos, un hijo varón). Podía elegir entre todas las posibilidades que tenía a su alcance, incluso entre una de sus descendientes hembras, aunque fuera bastarda, prefiriéndola a los varones habidos incluso de legítimo matrimonio. 


Miguel López de Lazcano, juzgando posiblemente que sus sucesores más directos no detentarían con un alto grado de poder el señorío de Lazcano, tuvo por conveniente pactar el enlace de su nieta con Ojer de Amezqueta, importante señor feudal, garantizándose así que el de Amezqueta defendiese el señorío de Lazcano, y por ello, en vida, dejó como su sucesor directo al hijo de su nieta y del de Amezqueta, Juan López de Lazcano. En AROCENA, I. (1978), “Los parientes mayores y las guerras de bandos en Guipúzcoa  y Vizcaya”, en Historia del Pueblo Vasco, 1, San Sebastián, Erein, pág. 153.


� Por su importancia para Zumarraga, incluimos literalmente este documento de confirmación en el apéndice nº 3.


� Todo ello en DIEZ DE SALAZAR FERNÁNDEZ, Luis Miguel, Ibídem, págs 100-101.


� De la lectura del documento se desprende que no se debían llevar muy bien Segura, Urretxu y Zumarraga, por lo que parece ser que fue Segura quien decidió provocar la ruptura, eso sí, manteniendo bajo su villazgo la colación de Ezkio.


� Es interesante el dato “vicario”, pues ya nos informa, al menos, de cómo era parte de la estructura de la clerecía de la parroquia o monasterio de Zumarraga en aquella temprana época. Todo parece indicar que el abad hacía las funciones de vicario del templo parroquial, y no de rector. Efectivamente, el vicario es el sacerdote designado por una comunidad (cabildo catedral, monasterio, etc.) a la que se ha encargado la parroquia. Al contrario, el rector es el párroco que rige una iglesia directamente encomendada por su Obispo. En INSAUSTI TREVIÑO, Sebastián (1964), Las parroquias de Guipúzcoa en 1862, San Sebastián, Diputación de Guipúzcoa, págs. 21-22. En mi opinión, la palabra rector con la que se designa al párroco de la población de Zumarraga antes del primero de los juicios que la población de Zumarraga mantuvo con el Señor de Lazcano, y que aparece en la documentación del plan beneficial de la parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, del cual se habla en el capítulo correspondiente, es más una forma de hablar, y por lo tanto no oficial, y no debemos tomarlo como si de un rector se tratara, sino que hace genérica referencia al párroco, palabra ambivalente para rectores y vicarios.


� Independiente de derecho, pero no de facto. Era evidente que, a partir de la separación de Zumarraga de los villazgos de Urretxu y Segura, el Señor de Lazcano tuvo más libres las manos para actuar sobre esta población, que prácticamente pasó a su dominio.


� Recordemos que en 1446, tal y como ya ha sido señalado más arriba, los oñacinos y gamboínos lucharon en Zumarraga, ganando los oñacinos y quemando posteriormente la villa de Azkoitia, de donde era el perdedor, Ladrón de Balda. También, el 28 de agosto del año siguiente, pelearon en Legazpi partidarios de los Guevara, condes de Oñati, y los Mugica y los oñacinos, ganando estos últimos. Este último caso, en GONZÁLEZ ARGÓMANIZ, “Los primeros años de la villa”, pág. 81


� Tal y como se ve en el capítulo dedicado a la elaboración del plan beneficial de la parroquia de Santa María de la Asunción, en esa fecha se envió una carta por el rey de Castilla, Juan II, a Martín López de Lazcano, uno de los hijos del Señor de esa Casa, Juan López de Lazcano, por la que le concedía el título vitalicio de Alcalde Mayor de Arería en sustitución de su padre, quien había renunciado a él, no sin antes haber solicitado del propio monarca que se lo concediese a su hijo con todos los derechos y prerrogativas que él había disfrutado. En ese documento, el rey ordenó a los habitantes de las poblaciones que estaban bajo la Alcaldía Mayor que recibiesen a dicho Martín López de Lazcano como su Alcalde Mayor, contribuyéndole con todos los derechos y salarios de dicho cargo, del mismo modo que antes los disfrutó su padre. Pues bien, entre las personas a las que se hizo saber el 26 de febrero de 1454 el contenido de esa carta, por afectarles directamente, estaban los pobladores de Olaberria, de Gabiria, de Ezkio, de Itsaso, y también los representantes de Zumarraga Juan Pérez de Aizpuru, Martín López de Eguia, Pedro de Sagastiberria,  Ochoa de Aristi y también Miguel de Sagastiberria, actuando este último como “Jurado de la tierra e unibersidad de la colacion de Santa María de Zumarraga”. Todos ellos juraron tener como Alcalde Mayor de Arería a Martín López de Lazcano, reconociéndole los mismos derechos y salarios que reconocieron a su padre. En A.D.P., C) 3. 064, Nº 6, págs. 289 y siguientes.  


� “En 1470 los vecinos de Zumarraga “entraron en la unión e compañía e vezindad e hermandad e juzgado e sumisión de la merçed e previllejo nuevo conçejil que el Rey nuestro Señor dio al Conçejo de Areria” y se comprometieron a “ser e permanesçer en la unión e cuerpo e conpañía de los vezinos e moradores hermanos del dicho Conçejo, fuere de aquí en adelante en Gaviria e parte de Ezquioga, Isaso, Arriaran, Lazcano e Çelaya y en el juzgado y comisión del dicho pervillejo de Arería (incluido en un traslado  de 1524; AMU Sec.B/Neg.1/Carp.1/Exp.8” (sic). En TRUCHUELO, Ibídem, pág. 49.


Es muy interesante y esclarecedor el aludido privilegio, pues nos ilustra perfectamente acerca de cómo eran las relaciones de los vecinos y moradores antes y después de la concesión de ese privilegio el 12 de marzo de 1461. Fue posteriormente confirmado por los Reyes Católicos el 15 de septiembre de 1476 en Salamanca. En A.D.P. C) 3. 064, Nº 6. 


� Zumarraga deseó ser independiente, al menos hizo todo lo posible por desligarse de la Alcaldía Mayor de Arería. Así, en 1508- 1510 intentó revocar el contrato y unión con Arería, y en 1511-1512, no habiendo logrado lo anterior, solicitó la anulación del contrato que unía a las dos entidades. En Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos civiles. Escribanía Quevedo. Pleitos fenecidos 1285/4, leg. 288, y 1285/2, leg. 288 de la misma escribanía y pleitos.


� Haciendo un breve resumen de lo acontecido en los cien años anteriores en Gipuzkoa, esta tierra vio cómo los señores feudales más importantes, los Parientes Mayores, pugnaron por evitar los graves males que para ellos supuso la gran crisis feudal (periodo final de conquistas en el sur, tras la batalla de las Navas de Tolosa, peste negra, guerra civil, y su consiguiente disminución fundamental de ingresos) intentando someter a las poblaciones guipuzcoanas y a sus habitantes en su propio beneficio.


La línea de defensa que tuvieron las villas y poblaciones fue su unión en sucesivas hermandades, implorando la ayuda del Rey, pero si en un primer momento esto no les ayudó en exceso, a partir de mediados del siglo XV empezaron a conseguir los primeros resultados.


Ello ocasionó la brutal reacción de los Parientes Mayores. Entre sus muchos episodios encontramos la lucha que mantuvieron en distintos lugares, bien entre ellos mismos por el control del territorio (un ejemplo es la batalla habida en Zumarraga en 1446 entre el Señor de Lazcano y el Señor de Balda, en la cual, tras vencer a Balda, los oñacinos, capitaneados por el Señor de Lazcano, decidieron quemar Azkoitia), bien contra la unión de las poblaciones: en 1448 quemaron Mondragon y posteriormente desafiaron a ocho villas de la hermandad guipuzcoana.


La urgente petición de auxilio de las villas ocasionó la furia del rey contra los Parientes Mayores. El 21 de abril de 1457, desde Santo Domingo de la Calzada, el monarca desterró a los más importantes de estos. Pero no acabó todo ahí la reacción real: el rey ordenó a los concejos desmochar las casas-torre desde donde los señores feudales controlaban el territorio (entre otras, la conocida como “Casa-Legazpi” fue desmochada, y después reconstruida por su Señor, Pedro de Legazpi, tras la vuelta del destierro andaluz, con ladrillo, en un claro estilo mudéjar), asimismo hizo comprar a los concejos los bienes confiscados y subastados a los Parientes Mayores. Por fin, tras asegurarse el rey que los Parientes Mayores no se levantarían más contra las villas, les indultó en 1460, y pudieron regresar a sus tierras de origen. 


� A este respecto, no creemos que el asesinato de Martín López de Lazcano, acaecido en Segura en 1462, tuviese excesiva relevancia para Zumarraga en el sentido en que estamos comentando. Para más información sobre esta muerte y sus consecuencias, ver el tema dedicado al plan beneficial.


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 2.


Esta cifra de habitantes para el Zumarraga de aquella época no parece resistir ningún análisis serio. Recordemos que Zumarraga  llevaba poco más de cien años de historia escrita (era una población reciente, que razonablemente podía estar experimentando, en aquella época, un aumento de población). Así las cosas, no tenemos datos de la época con los cuales contrastar ese número de habitantes, aunque sí que tenemos de épocas posteriores, una vez que la población, supuestamente, había crecido. Esos datos nos hablan de que, al empezar el último cuarto del siglo XVI, Zumarraga contaba con 170 casas (de esa cifra total, 45 serían caseríos), y si hacemos un análisis demográfico muy generoso en cuanto al número de habitantes que, según nos enseña la demografía histórica, pudieran atribuirse a aquellos años, podrían salir unas cifras de entre 800 y 900 personas para aquella población de finales del siglo XVI. Por otra parte, datos directos del siglo XIX nos sitúan a un Zumarraga con 1.015 habitantes en 1820 y 1.456 habitantes en 1848. Para aquella época Zumarraga había crecido bastante en población, comparándola con el siglo XV, por ello, consideramos que es del todo punto imposible la existencia de 1700 personas en Zumarraga en esa época, por lo que tanto el documento original de ese tiempo como lo señalado por JAKA son una exageración clamorosa. Lo que respecta a JAKA, en Ángel Kruz JAKA LEGORBURU (1996), La Antigua. Santa María de Zumarraga, catedral de las ermitas, San Sebastián, Kutxa Fundazioa, pág. 70.


Lo que sí que puede ser razonable pensar es que asistiesen a los servicios religiosos personas ajenas a la población de lo que hoy es Zumarraga, con lo que se incrementaría el número de población a estimar. También es factible pensar que, habida cuenta del motivo para el que se tomó la información que señalaba esas 1.700 personas en la época (el aumento del número de clérigos para atender a la población), esa cifra estuviese interesadamente aumentada en relación a lo que era la realidad.


� Según alegaba Zumarraga, los Señores de Lazcano ponían “para el servicio de la dicha iglesia y para la administración de los sacramentos un clerigo mobil ad nulum, al que le ponían y quitaban cuando querían sin título alguno del Ordinario (del Obispo)”(sic). La información sobre este primer pleito la podemos ver en el Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos Civiles. Escribanía de Zarandona y Wals. Pleitos Olvidados. C 430/2 – L 94, en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 1, A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 2, y A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 4., fundamentalmente.


Sobre este proceloso pleito, no podemos descartar que su origen hubiera estado en la sabia dirección que del descontento popular por las causas comentadas hubiese hecho Martín de Gurruchaga, clérigo natural de Zumarraga, sin ocupación religiosa aparente en la propia Zumarraga. Su objetivo fue, en todo momento, el poder solucionar los graves problemas que en el apartado religioso tenía la comunidad zumarragatarra. 


� Ibídem.


� La razón por la que los Lazcano no ponían, según las quejas de los de Zumarraga, un número suficiente de clérigos era simplemente económica. Los Lazcano habían de retribuir a los clérigos que pusieran para atender a la población y, lógicamente, cuantos menos pusiesen, menos dinero habrían de pagar. En cualquier caso, el dinero lo extraían de los impuestos que a ese templo habían de pagar los habitantes eclesiásticos de Zumarraga, entre los que había que incluir a los diezmos provenientes de Aginaga, de Azkoitia, pues eclesiásticamente dependían de Zumarraga ya en aquella época.


� Como vemos, estos zumarragatarras no reconocían derecho de patronato al Señor de la Casa de Lazcano, pues habían pasado más de cien años desde la donación que hizo Enrique II y, seguramente, no tenían conocimiento de esa entrega, acudiendo a la reina como “patrona” última y principal del templo eclesiástico.


� La reina señaló a este licenciado como salario para el tiempo que durasen sus gestiones la cantidad de 6.000 maravedíes, a satisfacer a partes iguales, entre la universidad de Zumarraga y la Casa de Lazcano. En  Expediente incoado con motivo de la real ejecutoria de la Reina Isabel en el pleito de la Universidad de Zumarraga contra la Casa de Lazcano. A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 2.


� Todo indica que en la parte de esta Provincia de Gipuzkoa que estaba inserta en el Obispado de Pamplona había costumbre de que, en las poblaciones donde existían patronos únicos, éstos habían de presentar al Obispo, para el nombramiento como clérigos de esas iglesias, a hijos naturales patrimoniales de esa población, los cuales habían de cumplir también la condición de ser hijos de contribuyentes del diezmo a la parroquia. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 9.


� Se le señala en este momento como encargado, por ocupar un lugar preeminente en las designaciones hechas por Yanguas. Posteriormente, los cargos de beneficiado y vicario serán incompatibles, pero no en esta época.


� Quien, además, era vicario de la Iglesia de San Martín de Urretxu. Ibídem.


� “Pertenecientes en uno a todas las oblaciones, mortuarios, obsequios y otros derechos acostumbrados” (sic). Ibídem.


� De lo cual se deduce que, anteriormente a la fecha en que Yanguas vino a Zumarraga, había otro vicario que no era Martín de Gurruchaga en la iglesia de Santa María, y que este vicario desconocido para nosotros, no debió ser de la satisfacción de Yanguas, seguramente por las informaciones que de dicho clérigo le dieron los zumarragatarras, quienes también, seguramente, no le tendrían en alta estima.


� En mi opinión, para los zumarragatarras era muy  interesante lo que señalaba el representante de la Casa de Lazcano, pues con eso mismo la propia Casa se estaba poniendo trabas a su dominio total sobre el templo, si recordamos lo que realmente le donó el que luego sería rey de Castilla Enrique II.


� Lo que estaba realizando en ese momento el representante de la Casa de Lazcano es un papel claramente victimista de la situación ante las altas instancias donde se estaba desarrollando el pleito. Otra cosa muy distinta era su forma de actuar en la propia universidad de Zumarraga. En cualquier caso, interpreto que para la correcta comprensión de lo que estaba intentando la Casa de Lazcano hacer ver al Tribunal era que hacía pocos años la Casa de Lazcano acababa de sufrir el asesinato de su cabeza principal en Contrasta, tal y como hemos visto más arriba, y seguramente pensaba que el Tribunal podría tener en cuenta, indirectamente, ese acontecimiento de “presunta debilidad” ante los zumarragatarras para dictar una sentencia a su favor.


� Por lo tanto habría de suponersele capacidad para la toma de decisiones.


� Igualmente en A.M.Z., Sección E, negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 2. He optado por entresacar este texto por considerar que es de gran importancia, transcribiéndolo a la grafía actual.  Entre lo destacable, podría estar el hecho que aduce el procurador de Zumarraga de que, según lo que ellos podían conocer, el templo pertenecía a los propios zumarragatarras, lo cual justifica diciendo que cualquier privilegio que hubieran podido presentar los Lazcano estaba caduco, pero además se puede sobreentender que estaba señalando que los promotores de la construcción del templo eran, en exclusiva, los propios zumarragatarras, ya hubiese sido en su origen una construcción colectiva o particular de alguna persona “sobresaliente” en época desconocida para nosotros, como lo fueron multitud de monasterios y templos en los territorios de un número importante de países europeos.


� Tal y como se ve fehacientemente en el tema dedicado al personal, comprobamos como en ese momento histórico la situación en cuanto al personal es muy distinta a lo que será en los siglos posteriores, pues el abad era la misma persona que el vicario. La palabra vicario hace referencia, precisamente, al que actúa en vez de otro, y hoy entendemos que, si hay abad en ejercicio, no puede haber vicario en ejercicio.


� Era esta una fórmula que se repetía en las sentencias, pero en este caso era también, algo más que una mera fórmula repetitiva, pues el propio concejo zumarragatarra acusó a los Lazcano de impedir a los clérigos que antes habían sido nombrados por las altas instancias el servir en sus lugares de trabajo, y de nombrar a  otros clérigos, intentando el de Lazcano hacerse obedecer por la fuerza. En Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos Civiles. Escribanía de Zarandona y Wals. Pleitos olvidados. C 1320/1 y 303.


� Esta información nos induce a pensar que la “economía” de los habitantes de Zumarraga era importante, pues se contribuía al templo según las riquezas de cada vecino o morador. Contrasta esta información por lo anteriormente señalado en el pleito por los Señores de Lazcano a propósito de que la iglesia era “pobre”.


�También conocidos como “derechos de estola”. Eran los emolumentos que se daban a los curas y a otros ministros eclesiásticos por las funciones que ejercen, además de la congrua o renta que tienen por sus prebendas o beneficios. En Zumarraga, se señala que debían componer este pie de altar: dinero, pan cogido en grano, carne, y vino para los ofrecimientos a efectuar en los oficios divinos. Como es natural, también hablaremos sobre ellos en el capítulo dedicado a los problemas del personal.


� Una de las horas del oficio divino que se dice después de nona, y que antiguamente solía cantarse al anochecer.


� A este respecto, los procuradores de los representantes del concejo de Zumarraga señalaban que, antiguamente, eran los pobladores de Zumarraga quienes decidían qué clérigos presentar para un posterior nombramiento. Cuando Bernaldino de Lazcano o sus antecesores presentaron clérigos fue “por fuerza”, pues nunca habían tenido legítimamente ese derecho.


� Con toda seguridad, la razón ultima que pudo llevar al tribunal a sustituir a Juan de Aeta, zumarragatarra, por un forastero como el vicario de Villarreal fue que Aeta era “pan y aguado de la Casa de Lazcano” (sic) y por eso no aceptaría el beneficio “si no era por mano del dueño de la Casa de Lazcano”. Esa misma razón es la que había aconsejado hacer al propio licenciado Yanguas la designación de los clérigos, en la que también excluía a Aeta. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 9.


Por paniaguado entendemos al servidor de un señor, dependiente de él, y que por ello recibe compensación.


La ejecutoria original de esta sentencia es de fecha 24 de julio de 1489 y se encuentra en Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Registros. Registros de Reales Ejecutorias. L 23/30 (SM).


Además  de vicario de la parroquia de Urretxu y beneficiado de la de Zumarraga, Irigoyen ostentó, durante algunos años la Receptoría de la Santa Cruzada.


Precisamente, y siempre según Irigoyen, mientras ocupó esa Receptoría, se le tomaron las obladas  que le pertenecían por el vicario Gurruchaga. Ante la incoación de un proceso por ese motivo, el vicario Gurruchaga asentó que no habían hecho nada ilegal, pues debido a la ausencia de Irigoyen en su trabajo de la predicación de la bula, no tenía derecho a recibir esas obladas, y sí los que hacían su trabajo en la parroquia de Zumarraga. Además, señaló que Irigoyen estaba muy bien pagado en su trabajo, no teniendo pues derecho a reclamar nada de esas obladas. En este complicado proceso, en el cual intervino también la representación de la población civil zumarragatarra, se falló primeramente contra Martín de Gurruchaga y contra los parroquianos de esa vecindad, pero más tarde, tras haber apelado los perjudicados, se tomó en consideración nuevamente el tema y, vistos los argumentos nuevamente presentados ante la Real Audiencia, se decidió sentenciar definitivamente a favor de los zumarragatarras el 26 de marzo de 1492. En esa nueva y definitiva sentencia se estableció que los clérigos que hubiesen de servir en el templo parroquial de Santa María lo hiciesen personalmente, con residencia en dicho lugar, y que cuando se viesen obligados, por las razones que fuere, a ausentarse, pusiesen a otra persona que hiciese sus labores,  y no poniéndolo, lo mandasen poner los parroquianos, “a costa de la parte del beneficio pertenesciente al tal clerigo que se ansi ausentase” (sic). En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 4 y también en Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Registros. Registros de Reales Ejecutorias. L 44/34 (SM), y en el mismo archivo, pleitos civiles, escribanía de Zarandona y Wals, pleitos olvidados C 521/6 - L 114..


Las obladas son las ofrendas que se llevan a la iglesia y se dan por los difuntos. Consisten normalmente en un pan o rosca.


� Aunque  esto se hubo de obedecer en un primer momento, rápidamente pudo observar Martín de Gurruchaga que Bernaldino de Lazcano intentó, por todos los medios intentar obviar todo lo sentenciado. En 1493, el vicario zumarragatarra exigió ante el Tribunal del Obispado de Pamplona que dicho Bernaldino se apartase de demandas que sobre esa vicaría había puesto ante ese mismo Tribunal eclesiástico, pues seguía pendiente un pleito sobre el patronato de la iglesia de la población. En Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos Civiles. Escribanía Zarandona y Wals. Pleitos olvidados. C 430/3 – L 94.


� El traslado de los títulos que se dieron a los beneficiados Celaya y Ondarra, así como lo que se puede ver del título que se le expidió a Martín de Gurruchaga, se pueden ver en latín en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 3.


� Para evitar problemas posteriores acerca de a quién correspondía la presentación, los beneficiados nombrados por la Audiencia acudieron a donde el Obispo y allí sacaron los correspondientes títulos.


Por otra parte, Bernaldino de Lazcano acusó al vicario, Martín de Gurruchaga, de intruso ante el Obispo de Pamplona, pues alegaba que era vicario sin la presentación de la Casa de Lazcano. El vicario llevó el asunto al Consejo Real, donde se condenó a Bernaldino en costas por haber iniciado un nuevo proceso no debiendo haberlo hecho. En A.M.Z,, Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 4. 


� Original en Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Registros. Registros de Reales Ejecutorias. L 24/12 (SM).


� A lo largo de las interminables partidas de gastos de los libros de cuentas municipales del siglo XVI podemos ver que se disponían de fuertes cantidades para proseguir con el pleito que los eclesiásticos y el concejo de Zumarraga disputaban contra el Señor de Lazcano. Tan sólo un ejemplo: en las cuentas dadas el 29 de octubre de 1537 por los mayordomos de la iglesia parroquial de Zumarraga aparece, textualmente, la siguiente partida: “Iten dixieron que davan e dieron por descargo cinquena e seis mill maravedies que se gastaron en seguimiento del dicho pleito con el dicho don Felipe, mediante licencia del Señor Obispo de Pamplona”. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1. De todas formas, estamos hablando de un pleito general que en esos años sostuvo el Señor de Lazcano contra toda una serie de poblaciones que tenían  bajo sí el derecho del de Lazcano sobre sus templos religiosos.


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 7.


� Era evidente que algo de lo que no tenemos conocimiento había ocurrido anteriormente. Ello, fuese lo que fuese, les inducía a actuar de este modo, pues el Señor de Lazcano había presentado ante el Obispo hasta ese momento para ocupar la vicaría o beneficios de la iglesia parroquial de Zumarraga a personas nacidas y bautizadas en Zumarraga. No sabemos, pues, porque al día siguiente de quedar vacante un beneficio actuó de esa manera Zumarraga. El hecho es que, como veremos más adelante, los hechos dieron la razón a la universidad.


� Por la importancia del proceso de Lorenzo de Altuna contra la universidad de Zumarraga, una vez que se desliga del Señor de Lazcano este caso, he optado por dedicarle unas líneas en el capítulo dedicado a los problemas del  personal eclesiástico.


� Segunda provisión o despacho que daban los tribunales acerca de una misma cosa cuando, por algún motivo,, no había tenido cumplimiento la primera.


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 4.


� Aparece unas cuantas veces esta palabra en boca de los representantes de la Casa de Lazcano refiriéndose a Zumarraga. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 7, pág. 14 vuelta y 15. Como sabemos, con ella se designa en el País Vasco, a la iglesia parroquial, pero también al distrito municipal, y sobre todo es usada en Bizkaia.


� Estaba haciendo referencia el procurador de Zumarraga a que los clérigos podían ser nombrados directamente por la autoridad eclesiástica, sin intervención de patrono lego, o previa presentación de patrono lego cuando había derecho de patronazgo sobre el templo parroquial, como era el caso del Señor de Lazcano con respecto al templo parroquial de Zumarraga.


� El Señor de Lazcano intento, por todos los medios, evitar que se le impusiese el nombramiento de patrimonializados. Para ello, en cierta ocasión,  señaló que había poblaciones como Itsasondo, Beasain, Gainza, en que se podía llegar a preferir a clérigos forasteros hábiles antes que a naturales que no lo fuesen tanto, pero este argumento se le caía por su propio peso, puesto que, en el caso de esas poblaciones, no había patronato único de lego, sino que había patronato de la población entera, y entonces sí que podía darse ese caso, pues era el conjunto de la población quien elegía, y no le era impuesta esa elección por un único patrono lego, como sucedía en el caso de Zumarraga. 


Por otra parte, Felipe de Lazcano se valió de testigos perjuros para intentar demostrar que anteriormente, la Casa de Lazcano había nombrado clérigos que no eran patrimonializados de Zumarraga, pero esos  testigos perjuros, y el propio Felipe de Lazcano, habían quedado al descubierto por los representantes de Zumarraga.


En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 9.


� El 20 de diciembre de 1577, a petición de la universidad de Zumarraga, esta carta ejecutoria fue llevada a Vitoria, lugar donde residía Felipe de Lazcano, dándosele conocimiento de ella. Felipe de Lazcano la tomó en sus manos, la besó y la puso sobre su cabeza en señal de cumplimiento. Más tarde, pidió un traslado de dicha ejecutoria. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 7.


� Tal como hizo con el Señor de Lazcano, la universidad de Zumarraga llevó la ejecutoria de la sentencia de revista a Lorenzo de Altuna, a Urretxu, lugar donde se le podía encontrar.


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 8.


� En algunas fuentes directas aparece como nombre de esta persona el de Juan López de Arteaga. Sirva como ejemplo el expediente sito en A.DS.S., Zumarraga, B.2/1.


� Pretendían que, nombrando a un descendiente de patrón, se le prefiriese antes que a un clérigo patrimonializado (recordemos, nacido y bautizado en Zumarraga).


� Es curiosa la nota que aparece al margen del documento original que existe en Zumarraga en donde aparece este pleito: A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 1. En ella se señala que, con esta afirmación, el patrón actual había incurrido en perjurio, pues anteriormente había señalado que el anterior patrón a él era su padre, quien había nombrado como clérigos de Zumarraga a las personas que había querido. 


� Acudían para ello a las Leyes de Partidas, en concreto a la Ley 13, Título 15, P. 1. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 12. También en A.D.S.S., Zumarraga, B.2/1.


� Muy al contrario, a una de las preguntas que se hicieron por el tribunal al Señor de Lazcano éste contestó que “los señores que fueron de Lazcano edificaron la iglesia vieja de Zumarraga, y si se mandó trasladar y mudar fue sin perjuicio del patronazgo de los dichos señores de Lazcano...”. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 1, pág. 12.


� En expediente incoado para la realización del plan beneficial de la parroquia de Santa María de Zumarraga. A.D.P., C) 3. 064, Nº 6.


� Puesto que eran patrimoniales, sólo podían presentarse a ellos patrimonializados. Para apoyar este aserto se declaraba que, para poder tener un beneficio eclesiástico en el reino, había de ser natural de el, y no extranjero, y que esto estaba confirmado por privilegios apostólicos papales y por privilegios inmemoriales, así como por documentos emanados de los reyes. Para el caso de Zumarraga, era evidente que había habido ya sentencias en grado de vista y de revista, y ejecutorias que así lo mandaban. Igualmente, la costumbre que se había seguido en esta población siempre había sido la misma. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 12.


� Zumarraga alegaba que, a pesar de ser sucesores de la Casa de Lazcano, no se obtenía con ello ninguna preeminencia sobre los beneficios y vicaría patrimonializada. Ambos eran conceptos muy distintos: era muy distinto ser patrón de una iglesia que ser parroquiano patrimonializado de ella. Se podía ser patrón, lo cual era un derecho honorífico, y ser parroquiano de otra parroquia, como era el caso que sucedía con los miembros de la Casa de Lazcano (recibían los sacramentos y satisfacían diezmos y primicias en una parroquia distinta a la de Zumarraga).


Para más apoyo, los representantes de Zumarraga se valieron de las leyes de partidas, ya que en una de ellas literalmente señalaba:”poner no debe el Obispo ni otro perlado clerigos en la yglessia quando vacare en que alguno oviere derecho de patronazgo a menos de presentarles los patrones. e deben primeramente presentar de los hijos de la yglessia silos oviere a tales que sean para ello. E sino de los otros que son de aquel ovispado. E esto se entiende primeramente de los hijos de los patrones e de si de los hijos de los parroquianos” (sic).


También alegó Zumarraga que había un claro precedente hacía muy poco tiempo: ante el nombramiento de un no patrimonializado (Lorenzo de Altuna), todas las instancias jurídicas lo habían rechazado. No había pues razón ahora para poner a otra persona no patrimonializada, aunque fuese descendiente de patrón. Más aun, el mismo Juan Lopez de Arteaga, al que se pretendía imponer como beneficiado en Zumarraga, había sido removido tiempo antes de un puesto de beneficiado de la parroquia de Idiazabal, de donde también era patrón el Señor de Lazcano. Otra cosa muy distinta era cuando el patrón nombraba a un descendiente suyo en un puesto eclesiástico vacante cuando en esa parroquia no había clérigos hábiles para ocupar ese cargo, que es lo que sucedió con Pedro de Lazcano en un beneficio de Idiazabal, o el caso del mismo Juan López de Arteaga cuando fue presentado para vicario de la parroquia de Olaberria, también bajo el patronato de los Lazcano, pues no había clérigo hábil para ello en esa parroquia en ese momento. Ibídem.


� La representación de Zumarraga alegó que para ser patrón de fundación  o de dotación se habían de cumplir ciertas cualidades, y no cumplía ninguna la Casa de Lazcano. Para empezar, ella misma lo había reconocido. Tampoco podía presentar ningún título que señalase el origen de su patronato, y en el futuro tampoco lo podría presentar, pues no lo tenía. Por otra parte, no tenía en Zumarraga ni casa, ni tierra ni otra posesión, ni tampoco tenía en la iglesia sepultura, ni armas, ni otra insignia, “y es cossa cierta que si ubiera fundado (o dotado que ubiera alguna cossa destas, como las ay en los otros lugares eyglessias adonde los patrones legos fundan, u dotan, como es cossa notoria”). También alegaron los representantes de Zumarraga que los habitantes de Zumarraga “en su propio suelo y a sus propias expensas y con sus limosnas edificaron y rrepararon la yglesia vieja a donde primero estaba y la nueba adonde al presente esta sin que en esto ni para ello aya dado ni contribuydo en cossa alguna el dicho don Phelipe ni sus predecessores, que jamas la dotaron ni fundaron, y si otra cossa fuera los testigos lo supieran, u, oyeran y no pudiera ser menos en el proceso nuebo (...) y assi paraece que en esto se allana el dicho parte contraria diciendo ser solamente patron de prescripcion” (sic).


Si hubiera sido patrón de fundación o dotación hubiera podido reclamar (que no tener) más derecho en la presentación de los sucesores de su Casa a los cargos eclesiásticos de esa parroquia, pero en este caso sólo era patrón de prescripción y no había contribuido en nada, por lo que no podía reclamar derechos de presentación, máxime cuando había patrimonialización de clérigos.


Pero aún fue más lejos la representación de Zumarraga: basándose en que no era patrón de fundación ni de dotación, pues el templo lo habían construido los vecinos a sus expensas, y no había dotado nunca nada el Señor de Lazcano, no era tampoco patrón de prescripción, lo cual, en todo caso, era un derecho en negativo, y como se sabe, ningún derecho en negativo se puede anteponer siempre que no haya habido anteriormente una prohibición de un derecho positivo, y aquí el derecho positivo radicaba únicamente en que el templo había sido construido y dotado por los zumarragatarras, y por lo tanto se entendía, por las leyes divinas y de lógica humana, que los patrones eran los propios zumarragatarras. 


Por fin, los poderhabientes de Zumarraga aludieron a otra serie de razones para que no se concediera por el Tribunal la razón a los Lazcano: se hacía servicio a los zumarragatarras que se esforzaban en mandar a estudiar a sus hijos a las universidades para que luego vinieran a servir como clérigos en la parroquia de su universidad. Si el patrón nombraba a foráneos no se haría ese servicio. Además, si se nombraba a un foráneo, éste tendería a fijar su residencia o a atender negocios de su lugar de origen, no de esa parroquia. Tampoco tendría mucha inclinación a conocer las necesidades de los parroquianos como si fuera de la propia población. Ibídem.


� Entre otros, recurrieron en 1584-1586 al Doctor Navarro, al Doctor Covarrubias, al Doctor Bonon...


Todos ellos estimaban que la razón estaba de parte de los zumarragatarras, fundamentalmente por dos motivos: a) la Casa de Lazcano hubiera tenido razón si sus descendientes hubieran sido patrimonializados de la iglesia de Santa María de Zumarraga, pero no lo eran, y la ley de partida a la que recurrieron decía que podían tener preeminencia los hijos y sucesores de patrón delante de los hijos del lugar donde estaba radicada la iglesia, pero no eran patrimonializados los sucesores de los Lazcano, luego no tenían esa preeminencia. b) Otra cosa muy distinta era que los Lazcano hubieran sido patrones de fundación o dotación, pero sólo lo eran de prescripción, y ese patronato de prescripción no les daba derecho de adelantarse a los hijos patrimonializados. 


Fundamentalmente el Doctor Navarro contrapuso a los argumentos de las leyes de Partidas, esgrimidos por los defensores de los derechos de los Lazcano, que las leyes de la Nueva Recopilación habían soslayado esas leyes. Entre otras cosas, señaló que en todos los Obispados se defendía la patrimonialización de los clérigos, y que los Lazcano no habían hecho nada para construir los templos parroquiales zumarragatarras, y que tampoco habían ganado con el derramamiento de su sangre el derecho a ser patronos, pues Gipuzkoa no había sido nunca ganada, sino que había sido ella misma la que se había encomendado, primeramente al reino de Navarra, y después a la Corona de Castilla. En A.D.S.S., Zumarraga, B.2/1, y también en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 12.


� En A.D.P., C) 3. 064, Nº 6.


� En A.D.P., C) 68. Nº 3.


� Argumentaba Lorenzo de Altuna que “cosa contra razón y justicia es que por la desobediencia de uno (el Señor de Lazcano) sea otro (él mismo, Lorenzo de Altuna), castigado”. Ibídem.


� Naturalmente, el concejo de Zumarraga aprobó ese nombramiento en su reunión del 9 de agosto de 1579, pues Sagastiberria era clérigo apto para ese nombramiento, hijo de Zumarraga y bautizado en su templo parroquial, siendo sus padres, Teodoro y Catalina de Leturia, dezmeros de la dicha universidad.  Ibídem.


� Se estaba refiriendo el Obispo a las cartas ejecutorias que señalaban que tanto la vicaría como los beneficios de la iglesia parroquial de Zumarraga habían de ser provistas con clérigos patrimonializados de la población.


� Es posible que el Consejo Real viese que, tal y como estaba el proceso, el Obispo nunca nombraría a otra persona que no fuese Lorenzo de Altuna y, por ello, y para que se proveyese de una vez definitivamente ese beneficio, por lo que tomó esa decisión.


� El vicario era Ascensio de Gurruchaga, y los tres beneficiados eran Domingo de Gurruchaga, Martín de Cortaberria y Martín de Vergara.


� El Obispo en aquella época era fray Prudencio de Sandoval.


Toda la información sobre este proceso está en A.D.P., c) 645, nº 3.


� Las excomuniones con que se amenazaba por el Tribunal Eclesiástico podían ser de dos tipos: "menor", lo que significaba una privación pasiva de los sacramentos, y excomunión "mayor", la cual significaba una privación activa y pasiva de los sacramentos y sufragios comunes de los fieles. 


�En concreto, los caseríos a los que comunicó la decisión del Tribunal del Obispado Domingo de Machain fueron: Abendaño, las otras cuatro casas de Aginaga, Izuzquiza, Anduezu y Lizarazu Echeverri. Por su parte, Juan de Aguirre, escribano de Villarreal, lo comunicó a Guerra Berria, Leturiondo, Leturiabarrena, Leturia de Arriba, Cortaberria, Oraa de Abajo, Oraa de Arriba, Alzola de Abajo, Alzola de Arriba, Izaguirre, Aramburu de Medio, Aramburu Echeverria, Aizga, Iburreta de Arriba e Iburreta de Abajo.


Es interesante comprobar que todos los caseríos a los que se comunicó esa orden del Tribunal del Obispado estaban insertos en los barrios de Aginaga, Leturia y Aramburu (aunque también es cierto que no se comunicó a todos los caseríos de esos barrios). No se comunicó a ningún caserío de los barros de Soraiz ni de Elgarresta, por lo que, presumiblemente, sólo fueron los barrios de las primeras zonas comentadas los que roturaron nuevas tierras esos años.


Para que nos hagamos una idea de lo que podían suponer esos diezmos de novalías, Abendaño dio 6 celemines de trigo, Aramburu de Medio pagó una fanega de trigo y dos fanegas y media de cebada. Es también interesante esta información para ver cuáles eran las plantas que se plantaban.


Para lograr un celemín de trigo se necesitaban plantar,proximadamente, unos  537 metros cuadrados de terreno. La fanega son 12 celemines. 


� En ese año ostentaba los derechos de la Casa de Lazcano Felipe de Lazcano, menor de edad. Por eso estaba representado por su tío, Martín Alonso de Sarria Ladrón de Guevara. 


� Ese periodo de tiempo es, evidentemente, una exageración. Tan sólo se pretendía aducir el gran numero deaños que lo llevaban haciendo


� Los clérigos señalaron que en Zumarraga todos tenían huertas cerca de sus casas, y esas huertas eran las que se labraban “de padres a hijos” de tiempo inmemorial, por lo tanto eran las únicas tierras de las que los Lazcano podrían extraer diezmos, pues todas las demás tierras eran novalías. Ibídem.


� Ibídem.


� Como se ve en el expediente efectuado para la aprobación del Plan Beneficial de la parroquia de Santa María de Zumarraga, en A.D.P., C) 3.064, nº 6.


� Véase el texto de esta concordia en el apéndice nº 6.


� Tal y como se señala en la información existente sobre esa concordia, a partir de su entrada en vigor, los diezmos de las novalías pasaron a ser cobrados por el Señor de Lazcano.


� Aprovecho este espacio para comentar que hasta hace muy poco tiempo se pensaba en Zumarraga, e incluso hoy en día así se sigue haciendo por numerosas personas, que el apelativo con el que se conoce a Santa María de Zumarraga, “La Antigua”, tiene su origen en el momento en que se traspasó, o al menos, se construyó en el valle la nueva parroquia, quedando la anterior parroquia como “antigua parroquia”. Pues bien, ya antes de que dejase de ser parroquia, en los años en que se estaba luchando por bajar o trasladar el templo parroquial al valle, dicha construcción religiosa de Santa María aparece en varias ocasiones designada como “la parroquia antigua”, por lo que no es ilógico pensar que el apelativo “antigua” con el que los pobladores de la época designaban al templo parroquial hiciese referencia a la “gran antigüedad” que le estimaban, y no al hecho de que, posteriormente, se trasladase el templo parroquial al valle . Ello no obstante, no podemos descartar que en ese preciso momento en que se hizo el traslado del templo parroquial al valle, también hubiese personas que empezasen a denominar “La Antigua” al anterior templo parroquial, y que lo hiciesen precisamente queriendo designar con ese nombre al antiguo templo parroquial, coexistiendo pues a partir de entonces dos razones para llamar “La Antigua” a Santa María de Zumarraga: ser de una antigüedad grande y ser, también, el anterior templo parroquial.


�Uno de los argumentos que utilizaron los contrarios a que se hiciese un nuevo templo parroquial en el valle, o que se trasladase el primitivo del monte al valle fue el de que habría entonces dos lugares donde enterrar a las personas:  el primitivo templo parroquial  (quedase como uno de los dos templos parroquiales  si se hacía el otro,  quedase como simple templo no parroquial dependiente del nuevo), y el nuevo templo parroquial. Pues bien, todavía no resuelto el pleito se aseveraba que “se avian de dividir padres e hijos y siempre biviria e moririan con pesar embidia y enojos de si mesmos y de otros porque los que agora yciesen nueva parrochia querrian despues enterrarse sobre sus antepasados e yr a la parrochia antigua de que quedarian los de la nueva parrochia no muy contentos demas que se aria muy grande agravio a la parrochia antigua e por derecho no se podia ni devia facer...” (sic). En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 1.


Respecto a la consideración de este templo como “de tiempo inmemorial”, ya en aquella época la representación del Señor de Lazcano aseveró que sus nobles antepasados obtenían diezmos y otros frutos de dicha iglesia “de quinientos e seiscientos años por previllegios y concesiones apostolicas”(sic). En  ibídem.


� En una primera fase el proceso se llevó en el Tribunal del Obispado de Pamplona. Posteriormente paso al Consejo Real.


� JAKA asegura que es a partir de 1560 cuando comienzan a aparecer los primeros datos sobre el proceso. Señala también, entre otras cosas, que en el Archivo de Protocolos de Oñati, L.1/3.961, aparece información sobre dicho proceso en 1561. En el libro La Antigua. Santa María de Zumarraga. Catedral de las ermitas, editado en San Sebastián por Kutxa Fundazioa, págs. 84 y siguientes. Consultada dicha signatura en  Oñati, resulta que no corresponde al año al que alude Jaka,  siendo posterior. 


El año 1563 aparece como el año en que se inician las gestiones para conseguir el traslado al valle del tiempo parroquial en BERMEJO, Virgilio (1988), “La Iglesia de Nuestra Señora de la Asunción, de Zumarraga, y el Gótico “Vascongado”, en revista IZPIAK, Zumarragako Kultur Aldizkaria, nº 3, págs. 2-3.


Con todo, las fuentes que he podido examinar personalmente hablan de 1565 como primer año del proceso, cuando aparecen ya datos relacionándolos con el Obispado de Pamplona (es posible por ello que, los años anteriores a 1565 fueran, simplemente, años en que se estaba pensando llevar el proceso a la instancia competente, el Obispado de Pamplona, no teniendo pues, hasta 1565, visos de que se pensase llegar hasta las últimas instancias antes de ese año).


� Pedro de Anduezu, Pedro de Izurza y Melchor de Areizti, Alcalde, Fiel y Jurado, respectivamente, a los que acompañaban Amador de Arriaran y Juan de Zabalo.


Los anhelantes del traslado de la parroquia llegaron a tener una buena organización pues, al ser tantos, habían delegado en las anteriores personas, habían puesto cada uno cantidades de dinero para los gastos que pudiesen suponer el solicitar el traslado, etc., etc. Pero esa organización no fue todo lo perfecta que debiera haber sido pues, según escribe JAKA, Ibídem, págs. 87-88,   en 1568 varios vecinos deseosos del traslado del templo pidieron cuentas a sus representantes, pues no se adelantaba lo suficiente en el proceso, y exigieron, también, que se les señalase qué se hacía con el dinero que cada uno de ellos aportaba a la causa. Finalmente, revocaron los poderes que habían dado a los representantes. Esta información la cita Jaka como procedente del Archivo de Protocolos de Oñati, L.1/3963, fol. 98. Asimismo, en años posteriores, hubo diversos cambios de postura respecto al traslado del templo parroquial. Véase nuevamente a Jaka, Ibídem, págs. 88-90.


� De las 170 casas y caserías habitadas en Zumarraga en aquella época, 77 estaban en el tramo comprendido entre Barrenkale y Huegón (hoy desde Kalebarren hasta Elizkale, aproximadamente), 44 casas más había en Eizaga, 4 en Aginaga (civilmente dependientes de Azkoitia, pero eclesiásticamente dependientes de la parroquia de Zumarraga), 3 del barrio de caseríos de Leturia y las 42 restantes dispersas en los barrios de caseríos de Soraiz, Aramburu y Elgarresta. En A. M. Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 1. Efectivamente había más casas en el valle, pero más habitantes en los caseríos, pues los diversos historiadores que hemos tratado la demografía coincidimos en que la familia del caserío era bastante más extensa que la de “las casas de la calle”.


� Ibídem.


� En la argumentación que daba Lazcano para lo referente a los diezmos ponía un mucho de exageración, pues alegaba que la Casa de Lazcano gozaba desde tiempo inmemorial “y de más de quinientos y seiscientos años” los frutos decimales. La verdad es que estaban en el siglo XVI, y la donación del monasterio les fue concedida, como ya sabemos, en 1366.


� Representados por Domingo de Aizpuru y Juan de Alzola.


� Como es natural, las instancias eclesiásticas deseaban quitarse de encima el yugo de los señores civiles que tenían poder sobre dependencias y materias estrictamente eclesiásticas: el ejemplo del patronato ejercido sobre el templo parroquial de Santa María de Zumarraga por el Señor de Lazcano era una estridente evidencia de este yugo.


� No en vano el Obispo de Pamplona había mandado trasladar la parroquia al valle el 13 de julio de 1571.


� Eran visitas de los Obispos o sus delegados al efecto. Se hacían cada un cierto tiempo. Aunque había costumbre de hacerse cada cinco años, no siempre se cumplía ese plazo, pues dependía de circunstancias varias: enfermedades del Obispo, guerras, etc.


� El Señor de Lazcano, seguramente, ponía un dedo en la llaga con este último argumento en relación a la postura del Obispo de Pamplona: como ya sabemos, los Obispados españoles tenían una supremacía sobre las iglesias de sus respectivas demarcaciones diocesanas, pero esta supremacía quedaba diluida en aquellas iglesias parroquiales que eran de patronato, como es el caso de la de Zumarraga, pues en ellas tenían poder fundamental los patronos laicos, y por lo tanto muy poco poder los Obispos. Con una nueva parroquia, el Señor de Lazcano mantendría únicamente sus derechos sobre la antigua  parroquia, pero no sobre la nueva, que quedaría enteramente en poder de la jerarquía eclesiástica habitual.


� Recuérdese que, como ya ha sido asentado más arriba, estas referencias a un alto número de años las debemos sólo tomar como alegorías de una gran antigüedad del templo para los que así hablaban, no como algo probado.


� Vista la sentencia habida, y con el fin de continuar con el primigenio templo parroquial en el monte, transigían ya  en que se construyese un nuevo templo en el valle.


� TELLECHEA, en su artículo “Santa María de Zumarraga. La antigua y la Nueva parroquia”, señala que desde 1573 el Obispo de Pamplona era D. Antonio Manrique. No es cierto, pues el 22 de mayo de 1574 era, como vemos, Diego Ramírez. Así se constata en A. M. Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 1. Poco después de esa fecha murió Ramírez y ascendió a Obispo Antonio Manrique.


� Jaka, en Ibídem, págs. 91-92, parece confundir este instrumento subsidiario con un dictamen definitivo. En cualquier caso, no lo es.


� En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 14.


� Es la primera vez que aparece este nombre en las fuentes. Ibídem.


� El primer de ellos era un “montecillo, llamado de Jauregui, que está a manera de bosque que tiene unos árboles espessos y altos”. El segundo estaba “avaxo en lo llano, endrecera del dicho monte comenzando dende el arroyo de Huego y en asta las cassas de Domingo de Leturia, capatero, a lo largo del camino real a la parte del mediodia”. El tercero estaba “junto dende las dichas casas del dicho capatero hasta unas casas que estan comencadas a fabricar que eran del vicario passado de la dicha yglessia” (sic). En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 2.


� Estas personas fueron: Amador de Arriaran,  de 58 años, vecino del barrio de Zufiaurre (hasta ahora siempre habíamos pensado que Amador de Arriaran vivió en Zumarraga en la hoy Casa de Legazpi, siendo la persona que mandó poner el escudo que hay a su entrada. Por lo que se ve, al menos en ese tiempo no vivía en la “Casa Legazpi”), Pedro de Izurza, vecino del barrio de Eizaga, y Domingo de Aramburu, “vecino de Zumarraga”. Ibídem


� El Obispo, a buen seguro, tomó esta decisión condicionado por los razonamientos de los testigos: era el mejor lugar, pues era llano, cerca del agua de un arroyo, indispensable para la construcción, sin tener que hacerse multitud de caminos, destrozando heredades, para acceder a él, como sucedía si se escogían las otras opciones, y finalmente, estaba al alcance de la mayoría, por proximidad geográfica. Ibídem.


� No debemos entender esta palabra “advocación” como la entendemos hoy en día (denominación complementaria que se aplica al nombre de una Persona divina o santa, y que se refiere a determinado misterio, virtud o atributos suyos(...). Según el Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia (21ª edición), sino, simplemente, como el nombre principal de la persona a quien va dedicado el templo, en este caso Santa María, no señalando, por el momento, misterio alguno de la Virgen.


�Nuevamente en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 2.


� En concreto, en las cuentas de fábrica del año 1625 a 1626 se pagaron 216 reales, entre otras cosas, por “vaxar los rretablos y poner el pulpito”. También se dieron 100 reales a Prudencio de Durana, entre otras cosas, por “onze dias que se ocupo en poner los rretablos...” (se pagaron otros 4 reales por la compra de clavos para poner ese “rretablo viejo". En las cuentas de ese mismo año se ingresaron 200 reales por la venta que se hizo a Martín de Zavalo del despojo de la cabecera de la iglesia (prestada). En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 3.


� Para asentar esta idea, me baso en las condiciones impuestas por el Obispo en el contrato efectuado con Arizti y Altuna para la construcción, tanto de la “iglesia prestada”  como del futuro templo parroquial, y que muestro más adelante con todo lujo de detalles en el epígrafe correspondiente.


No desconozco que hay una opinión que señala que la ubicación de esta iglesia prestada era diferente de la del templo que se estaba construyendo y que hoy se encuentra en pié. En concreto lo señalan en un lugar más cercano a la actual calle Piedad nº 19 y cercanías de la calle Bidezar. Es propósito del que esto escribe dejar constancia, también, de esa opinión de ubicaciones distintas de los dos templos.  De todas formas, estimo que esa no coincidencia, al menos parcial,  de las dos ubicaciones es errónea.


� En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 14. Para más información sobre ella,  podemos ver el artículo de Jabier ETXEBERRIA, “La iglesia prestada”, buzoneado en las casas que pertenecen a la parroquia de Santa María de la Asunción el 3 de marzo de 1996, junto al Balance Económico de 1995 de la misma parroquia. En fin, sobre este templo, se puede ver, también, el documento nº  32 del Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga. También podemos ver el Inventario del templo parroquial realizado en 1580. En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 13.


� Prueba de ello es que en 1598, a la hora de tener que contratar las obras con otro maestro constructor por la muerte de Arizti y Altuna, señalaron que era necesaria la urgente continuación de las obras del templo “principal” , puesto que “la iglesia prestada, por ser hecha de argoma (...) y madera que se va pudriendo, corre peligro”. En A.D.P., c) 216, nº 1.


� Según JAKA, la última persona que fue enterrada en la ya ermita de Santa María fue María de Sagastiberria, el 2 de abril de 1581. En JAKA LEGORBURU, Angel Kruz (1996), La Antigua. Santa María de Zumarraga, catedral de las ermitas, San Sebastián, Kutxa Fundazioa, pág. 145. Los nuevos enterramientos en “la iglesia prestada” comenzaron el 2 de mayo de 1581. En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción, documento nº 14. 


A pesar de los deseos o de las intenciones del Obispo, al menos una buena parte de las sepulturas que había en el antiguo templo parroquial no se bajaron al nuevo edificio parroquial. Ello se deduce del expediente incoado ante el Tribunal del Obispado de Pamplona en 1827, el cual tenía como finalidad el lograr que los conjuros sobre los campos los hiciesen los beneficiados, y no el coadjutor. 


Lo aquí interesante proviene de un antiguo documento que trataba de la llegada a Zumarraga, en el año 1729, del Visitador Daoiz. Éste pudo observar que se hacía en la ermita de Santa María una solemne procesión el día 2 de julio y, además, “se cantan dos misas de requiem y despues la misa mayor con ofrendas por permanecer las sepulturas antiguas y hacerse la ofrenda por esta memoria en el lugar de la que abajo se habia de hacer” (sic). En A.D.P., c) 2.988, nº 18.


� En concreto, en ese día  se bautizó a Catalina de Ibarguren, la primera persona en recibir ese sacramento en esa ubicación. En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción, documento, nº 9.	


� Los pleitos que se originaron por esa contratación tenían que ver con el futuro templo parroquial, no con la “iglesia prestada”


� Según se explicitaba, de lo que se trataba exactamente era de “la obra nueva que se ha de hacer con la autoridad y sumptuosidad que se requiere conforme a la calidad y nescesidad del pueblo y parrochianos y hazienda y haber que la dicha yglesia tiene de sus primicias y otras rentas”. En A.D.P., c) 70, nº 27.


�Éstos eran: Juan Martínez de Zavalo, Alcalde de la universidad de Zumarraga y, durante ese año, Alcalde de la Alcaldía Mayor de Arería; Pedro de Anduezu, Regidor de la universidad de Zumarraga; y Juan de Elgarresta, mayordomo de la iglesia parroquial. Ibídem.


� En el texto original los nombres que aparecen son San Joan de Altuna y Sancturu de Areyzti. Ibídem.


�Tal y como señala la escritura del contrato, en un primer momento, el mayordomo Juan de Elgarresta había discrepado del proyecto que se quería elegir y presentar como el más conveniente al Obispo y a su Vicario General, pero una vez comprobado que el Alcalde, su Regidor y el propio Vicario contaban con la aquiescencia del concejo, dejó a un lado su discrepancia inicial y se avino a dar el plácet al proyecto que, finalmente, fue presentado al Obispado. Ibídem 


� En un muy forzado resumen, esas detalladas condiciones eran las siguientes: tanto el templo parroquial que una vez hecho será el principal de Zumarraga como la iglesia “que ha de servir de prestada asta que se acave la principal” se habían de hacer de la siguiente forma: Durante los dos primeros años a partir del remate, los constructores habrían de tener levantada la base sobre la que se habían de poner las paredes, muros y pilares de la iglesia en una altura de, al menos, dos varas, pues el lugar donde se iba a construir la iglesia era de mucha humedad. Lógicamente, para ello también habrían de estar efectuados los cimientos. Fijó también el Obispo que la tierra necesaria para la ejecución de esa base elevada del templo había de sacarse del hueco que había de dejar la construcción de los mismos cimientos (el Obispo tenía previsto que esa base fuese la necesaria para que en ella descansasen las sepulturas que se habían de trasladar del antiguo templo parroquial, para lo cual se daría la correspondiente licencia cuando fuese necesario, la cual sería gratuita pues se trataba de una traslación del templo parroquial).


Posteriormente, una vez transcurridos esos dos primeros años, los maestros constructores habrían de bajar, en un periodo de cuatro meses, toda la estructura de madera del anterior templo: fundamentalmente la del techo (los sobrados). Esta estructura se colocaría en el interior del espacio ocupado por los cimientos del nuevo templo parroquial. De este modo, habría una iglesia dentro del gran espacio que estaba destinado a ser, todo ello, futuro templo parroquial, y esta iglesia “interior” es la conocida en las fuentes como “la iglesia prestada”. En esa iglesia “prestada”, señalaba el Obispo, habrían de hacerse los oficinos divinos y recogerse la población para  “oyr e sufragar las animas de sus defuntos en las dichas sepulturas que assi se señalaren hasta que la dicha yglesia nueba principal se acave de hazer y cerrar”.


El costo de traer la estructura de madera del antiguo templo de Santa María se habría de pagar a los constructores tras una peritación de expertos en el tema.


Pero si esto era necesario hacerse, no por ello iba a quedar totalmente desvalido el antiguo templo parroquial, pues el Obispo preveía que “despues la dicha yglesia antigua quede cubierta y echa hermita con un altar donde se pueda dezir missa por devocion, y en el entretanto este cerrada”.


A partir de entonces, en cada año, habrían de hacerse sesenta estados de columnas y muros hasta la finalización de la obra en el nuevo templo.


Por supuesto, la obra tendría que ser “de cal y canto” (en las portadas, ventanas, claraboyas, esquinas y lugar donde apoye el armazón de carpintería  habría de ponerse “buena piedra labrada de punta”, y en el resto “de mampostería martillada”.


Para la torre, el obispo señalaba que habría de ser “mas alta que el cuerpo de la dicha iglesia”, y se habría de utilizar piedra de primera calidad, “de rejuela bien cozida y con abundancia de cal, y lo mismo las bentanas, arcos y molduras”).


En lo relativo a la obra interior, el obispo mandó que “los pilares hayan de ser de piedra labrada conforme y al tenor de la dicha traça y en las medidas della los cruzeros y combados y dobelaje ayan de seer y sean de rejuela bien cozida asentada con buena cal apurada y bien acondicionada /o/ con hiesso allandose bueno y en buena comodidad y prescio”.


Se buscarían maestros que reconociesen la obra una vez terminada, y entonces, los constructores habrían de arreglar o conformar la obra según el criterio de estos maestros examinadores. Además, una vez acabada la obra, habría un plazo de garantía de doce años, durante los cuales cualquier daño que hubiese en el dicho templo sería a cargo de los maestros rematantes, para lo cual, además, responderían las fianzas que habrían tenido que dejar antes los constructores.


Respecto al pago de las obras, no se señalaba una cantidad concreta. Lo que sí se señalaba era que había que pagarles, según el ritmo que siguiesen las obras, y durante los primeros años, hasta 400 ducados anualmente.


Una vez acabado de pagar ese dinero, se procedería a pagar los 800 ducados que se debían a Domingo de Leturia, persona a quien se compró el solar donde se había de construir el templo, satisfaciéndose cada año la parte que se pudiese pagar.


Una vez satisfecha esa cantidad de dinero, se continuarían pagando las obras a los constructores con la cantidad que cada año se consiguiese con la primicia, cantidad a la que también se sumarían todos los demás ingresos que tuviese la iglesia zumarragatarra, salvo 30 ducados anuales que se reservarían para los gastos más necesarios de la iglesia, así como el pago del subsidio y del excusado.


Para salvaguardar de la forma más rápida y segura posible el pago de las obras, no podría la iglesia zumarragatarra imponer ninguna cantidad a censo (no podría conceder préstamos), salvo aquellas cantidades cuyos réditos fuesen a parar al pago de las obras. Incluso el dinero de los censos que se redimiesen habrían de ir a pagar el monto de las obras. Ibídem.


� Para el supuesto de que no cumpliesen los maestros constructores rematantes con el trabajo, señalaba el Obispo que habrían de reclamarse de esas cantidades y fiadores el dinero que fuese necesario para rematar a otros constructores la obra, dando primeramente parte de ello al Obispo. Ibídem.


� En concreto eran Pedro de Calterain, Juan de Aguirre, Lázaro de Barrenechea, Juan Martínez de Barrenechea, Juan Martínez de Sasieta, Juan de Echeverria, Domingo de Necolalde y Gabriel de Veidacar, todos de Villarreal de Urrechua. El hecho de que los fiadores no fueran zumarragatarras  era lógico pues, como sabemos, todos los habitantes de Zumarraga eran contribuyentes indirectos de las obras vía pago de la primicia. Ibídem.


� Recordemos que el 18 de abril de 1577 se firmó en Zumarraga, antes de ser enviado a Pamplona. Ibídem.


�  Domingo de Leturia, Domingo de Sagastiberria y Domingo de Aguirre Andia, quienes se definían a sí mismos como “vecinos parroquianos de la iglesia mayor de Nuestra Señora de la Absubncion” (sic). Ibídem.


� Tribunal eclesiástico superior al de Pamplona. En él se apelaban las sentencias dadas en Pamplona.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Recuérdese en este momento las grandes diferencias que había entre vecinos y moradores. Vecinos eran los que tenían voz y voto en las reuniones del concejo. De entre ellos salían los concejales, podían disfrutar de los comunales, etc., etc. Los moradores no podían disfrutar de ninguna de esas ventajas.


� Seguramente se estaba pensando en el Señor de Lazcano, quien había sido claramente derrotado en el pleito por la traslación del templo parroquial al valle.


� Otra de las trazas realizadas la había efectuado Juan de Aguirre, quien más tarde fue Alcalde, y al mismo tiempo se encargaría de seguir con la construcción del templo. En este primer momento se había opuesto de forma importante al proyecto de Arizti y Altuna. Es hasta cierto punto interesante la aportación que sobre este tema hizo BERMEJO en su ya mencionado artículo “La iglesia de Nuestra Señora de la Asunción, de Zumarraga, y el “Gótico Vascongado”, en la revista IZPIAK, Zumarragako Kultur Aldizkaria, nº 3, Zumarraga, págs. 2-3.


� En A.D.P, c) 70, nº 27.


� Como lo podemos ver del testimonio ofrecido el 19 de agosto de ese mismo año, fecha en que se reunieron el Concejo, el cabildo y vecinos más arraigados para hacer un examen de los cimientos con el constructor Arizti. En A.H.P.G., V, legajo 4.199, 6. Recogido en  ARRAZOLA ECHEVERRIA, María Asunción (1988) Renacimiento en Guipuzcoa. Tomo I. Arquitectura, San Sebastián, Diputación Foral de Gipuzkoa, lo referenciado, en págs. 200-201.


� En Ibídem, pág. 202


� En A.D.P., C ) 216, nº 1.


� Las razones últimas de esa decisión consistían en que en las proximidades no había buena piedra para labrar, y tampoco madera buena para la obra, y la cal y arena era cara, además de haber malos caminos para el acarreo de todo ello. Ibídem.


� Señalaba Machain que la iglesia de Zumarraga “tenía más de 400 ducados de rentas en primicia y juros”. Ibídem.


� Era provisional en tanto no la aprobase el Obispo o su Vicario General.


� Las principales condiciones de este contrato eran las siguientes: Juan de Aguirre habría de sacar los cimientos aún no efectuados con la misma profundidad y grosor que los ya realizados. Sobre dichos cimientos había de edificar los cuatro paños de pared. Éstos tendrían 4 pies y medio de grosor, y la altura que tendrían que alcanzar en cuatro años los muros de la iglesia sería de doce pies. A esos doce pies se haría el taluzado. A partir de esa altura los muros tendrían tres pies y tres cuartos de grosor, subiéndolos en altura hasta que los dichos cabildos zumarragatarras, eclesiástico y civil, se conformasen. Una vez alcanzada la altura ideal, se remataría con cornisa de piedra sin alquitrabe.


Los cuatro paños de pared habrían de recubrirse por fuera con piedra de sillería. Las ventanas, luceros y puertas habrían de respetar escrupulosamente lo indicado en el proyecto. Por lo que se refiere a las puertas, tendrían que tener sus pilastrones, basa, alquitrabe, friso y cornisa, todo ello con su capitel y remate de frontispicio correspondiente. 


La torre, en la cual habrían de estar las campanas, habría de ser hecha, por fuera, con piedra de sillería, y los paños interiores de ella de mampostería de piedra bien lijada. La altura de la torre, su remate y ventanas habrían de tener también la altura deseada por los cabildos religioso y secular.


El plazo concedido para sacar los cimientos que aún no habían sido sacados era de cuatro años a partir de la firma de la escritura. A partir de entonces, habrían de hacer veinte estados de pared cada año.


Una vez acabada la obra de cantería, sería revisada por dos peritos expertos en cantería: uno puesto por los cabildos religioso y laico, y el otro puesto por el maestro Juan de Aguirre. Si no se pusiesen de acuerdo, se nombraría un tercer perito por los contratantes y el contratado, y se estaría a lo que dijese la mayoría de esos tres peritos.


Si ocurriese que, mientras estuviese haciéndose la obra, Juan de Aguirre falleciese, se tasaría lo hecho y se peritaría, dejando libres a sus herederos y fiadores, pagándose lo que se le debiere a sus herederos, o al contrario, si resultase que se le hubiese adelantado más dinero de lo que supone el trabajo realizado, o lo que se hubiera hecho no estuviera conforme a la opinión de los peritos, se cobraría de los fiadores. Por supuesto, se contrataría lo que quedase de la obra con un nuevo maestro cantero con licencia del Obispo.


Para el pago de las obras se reservarían la primicia y los réditos de los censos que tenía la iglesia en esa época, reservándose solamente 50 ducados al año para los gastos más comunes. Se reservarían, en cualquier caso, las cantidades necesarias para el pago de las obras.


Para ayuda de la construcción de las obras, el concejo  no cobraría nada por el agua, la fabricación de cal, y piedra existente en la propia universidad, y dejaría libres los caminos para el paso de los carros con mercancías necesarios a la obra.


Por fin, la comunidad eclesiástica zumarragatarra, con todos sus bienes habidos y por haber, garantizaba el trabajo de la construcción de la obra, y suplicaba al Vicario General que confirmase y aprobase lo hecho hasta ese momento.


Por su parte, Juan de Aguirre se comprometió a realizar la obra conforme al proyecto y condiciones pactadas, y ponía por fiadores a Mateo de Leturiondo, a Pascual de Alzola de Iburreta, a Miguel de Izurza, a Juan de Elgarresta, a Pedro de Ibarguren, y a Pedro de Cortaberria quienes, estando presentes, aceptaban y tomaban tal responsabilidad. Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem.


� No se acabaron aquí las protestas por haberse contratado las obras con Juan de Aguirre de ese modo. Varios canteros alegaron que se podía hacer la obra de la iglesia por menos dinero. Incluso el mismo Juan de Arizti, hijo del anterior maestro cantero, se opuso, alegando que, tal y como estaba hecho el contrato, se podía perder mucho tiempo (se debía de señalar en el contrato que se hiciesen determinadas partes de obra en cada año, no  que se señalase, como figuraba en el contrato, una cantidad de años sin especificar las tareas que habrían de hacerse en cada periodo anual. Un ejemplo: se daban cuatro años para sacar los cimientos de la tierra, pero luego no se daba ningún tiempo concreto para elevar los cuatro paños los 20 estados señalados. Ibídem.


� También fue causa de que se anhelara la reapertura de la ermita de Santa María, pero ante la desnudez de sus paredes (no olvidemos que se habían bajado sus ornamentos y elementos principales al templo parroquial), no se ideó otra cosa sino contratar, con el urretxuarra Domingo de Mendiaraz,  la construcción de un nuevo retablo. Información más abundante sobre esto en el capítulo dedicado a las ermitas.


� Inspector de obras.


� La información sobre este nuevo proyecto, en ARRAZOLA ECHEVERRIA, Ibídem,pág. 203.


� En A.D.P., C) 188, Nº 10.


� Ibídem.


� En ARRAZOLA ECHEVERRIA, Ibidem, pág. 205.


� Quien además era “Comissario del Sancto Officio de la Ynquisicion” (sic). En A.D.P., C) 530, Nº 3.


�� Basagoiti fue uno de los examinadores y tasadores que, por orden del Obispo, tasaron  las obras que había hecho Aguirre. Asimismo era un reconocido maestro cantero. Entre otras realizaciones, había ejecutado “las obras de cantería de la casa y palacio de Ipenarrieta...”. En ARRAZOLA ECHEVERRIA, Ibídem, pág. 205.


� Según el documento “Razón y memoria sobre la traslación de la iglesia parroquial de Zumarraga y la construcción de la iglesia nueba”, en Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 14,  Basagoitia trabajó en esas obras hasta el año 1619, y el 13 de abril de ese año cedió la obra a Odriozola.


� Ibídem.


� En ARRAZOLA ECHEVERRIA, Ibídem, pág. 205. No era la primera vez que el vicario Gurruchaga protestaba por el retraso de las obras. Ya para entonces había habido provisiones y medidas, dadas por el Tribunal del Obispado, por el Alcalde de Zumarraga y por el Corregidor de la Provincia, para que no se le siguiesen pagando “las obras” a Odriozola. De todas formas, éste había conseguido del mayordomo un poder para cobrar 400 ducados de la iglesia, lo cual fue causa de que se pidiera un castigo para el mayordomo (el cual sería levantado cuando devolviese lo que pagó), y además se llegó a pedir el embargo de las rentas, mandándose, en cualquier caso, a los canteros que acabasen las obras.


� Ya antes, el 20 de marzo de 1630, el Ayuntamiento de Zumarraga había dado poder al vicario Gurruchaga para que anulase lo obrado por el mayordomo al haber dado esos 400 ducados a Odriozola, contraviniendo los mandatos del Obispo, los cuales hacían referencia a un documento de fecha 23 de diciembre de 1628, por el que se deducía que el Obispo ordenaba que se le pagase o traspasase a Odriozola el valor de los recibos que tenía contra la Iglesia. Ibídem.


� Todos estos trabajos fueron tasados, en diferentes años, en el total de 66.643 reales. En “Razón y memoria sobre la traslación de la iglesia...”


Buena prueba de que los trabajos que quedaban eran importantes todavía es la subasta que se hizo el 6 de diciembre de 1648 para el acarreo de la piedra para efectuar la losadura y crucería, realizado, tras varios intentos, a favor de Juan Perez de Apaeztegui. En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 16.


� Según tasación efectuada en 1654 por los maestros Miguel de Abaría y Juan de Zaldua, esa obra tuvo un costo de 41.112 reales. Ibídem.


� Para ampliar la información sobre otro tipo de detalles de la construcción del templo parroquial, puede verse el documento nº 30 del Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga. Pero fundamentamente ha de verse la documentación aun no clasificada, aunque sí interinamente por el autor de estas líneas, provisionalmente en la caja denominada “Obras” del Archivo Diocesano de San Sebastián.


�La construcción de los tejados se hace en muy íntima relación con la obra de los carpinteros. De tal modo que, en aquella época se hacía primero un entramado de madera, el cual era como un esqueleto que más tarde se ocupaba de ser rellenado por la piedra. Como muy bien rezuma la obra Ars Lignea. Zurezko elizak Euskal Herrian. Las iglesias de madera en el País Vasco, la piedra y la madera eran inseparables compañeras en muchas de las fases de construcción de las iglesias. 


� Se gastaron en esas obras 4.067 reales. En “Razón y memoria sobre la traslacion de la Iglesia...”.


� En A.D.P., C) 327, Nº 7.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem.


� En “Razón y memoria sobre la traslación de la iglesia...”


� La referencia al párroco J.E., LASA,  en Zumarragako Antiguako Ama Eleizaren Kondaira eta berri lapurrak, obra de 1912, en concreto en la pág. 18. En A.M.Z., Sección B, Negociado 1, Libro 1, Expediente 26. La referencia a PEÑA SANTIAGO, en Las ermitas de Gipuzkoa, libro publicado por la Diputación Foral de Gipuzkoa en 1995, en concreto en la pág.422.


� Virgilio VEGA sitúa el final de las principales obras en 1665. Ibídem, pág. 3


� Anteriormente se había conseguido licencia para la construcción de la torre en el año 1636, pero esa licencia, con el paso de los años, se había perdido o traspapelado. Por eso se hubo de solicitar nueva licencia 42 años después. La información sobre este proceso se encuentra en A.D.P., c) 1.742, nº 9. Para más información sobre este tema, ver Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 21.


� Ibídem.


� En ese momento los administradores eran Felipe de Madina, vicario interino; Ignacio de Aguirre, Alcalde; y el capitán Juan de Iriarte, mayordomo.


� Alude Echeverria a que ni siquiera era del territorio del Obispado de Pamplona.


� Ibídem.


� En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción, documento nº 21.


� Esos trabajos se pusieron como excusa al no querer pagar a los herederos del beneficiado José de Aguirre los trabajos de reparación de la estructura efectuados en la ermita de Santa María de Zumarraga. En A.D.P., c) 2.146, nº 22.


� ASTIAZARAIN, María Isabel (1994), Gipuzkoako Erretablistika, I, Tomas de Jauregui, Diputación Foral de Gipuzkoa. Además de este importante trabajo, se puede consultar sobre este particular el Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 22.


� Por no haber costumbre en ese sentido, no se pagaba nada por los pobladores por el hecho de tener sepulturas dentro del templo parroquial, tal y como se relata en el inventario de bienes de dicho templo, realizado el 20 de agosto de 1540, con motivo de la visita del Obispo Pedro Pacheco a la población. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1, Expediente 1.


� Recordemos que la razón aludida consistía en que, si se accedía a la construcción del nuevo templo  parroquial, con el tiempo se separarían las parroquias de los padres y de los hijos, y por ello podían suscitarse problemas, fundamentalmente por los enterramientos, pues muchas personas, aún perteneciendo al nuevo templo parroquial, querrían, a buen seguro, que se les enterrase en el antiguo, junto a sus mayores y antepasados.


� Un ejemplo de ellos es el que, en 1581, interpuso Domingo de Leturia(el propietario de las casas sobre las que se instaló el primer templo del valle), contra los administradores del templo parroquial.


En síntesis, el proceso se inició porque Leturia tenía una sepultura para sí y su familia en la antigua parroquia en la parte del evangelio, en la séptima y octava hilera, “en frente casi de la puerta principal que tenía la dicha iglesia a la parte de mediodia”. Pues bien, en el templo parroquial de abajo se le había adjudicado “la puerta y entrada a ella por la parte del solano y de la misma endrecera (vía o senda derecha) a donde habia de estar y se le habia de señalar en la dicha nueva iglesia su sepultura en vez de la que tenia en la antigua” (sic), lo cual tomaba como muy perjudicial, pues por ese sitio “se habia hecho camino para la entrada de la gente (...) y ni su mujer puede estar asentada” (sic). Por todo ello, y aludiendo a los sacrificios realizados para que se bajase el templo al valle (“como le quitaron sus tierras y casas para sitio y suelo del edificio de la nueva iglesia, y se le quitaron mas de 500 ducados de lo que valian” (sic), solicitaba un lugar mejor para la ubicación de la tumba entre los lugares que quedaban vacíos.


Puesta la demanda en el Tribunal del Obispado, el Vicario General ordenó que se le diese en seis días  el lugar por él apetecido la sepultura bajo pena de excomunión, lo que en primera instancia se dispusieron a cumplir los administradores eclesiásticos, pero no se le pudo conceder, pues no  había sitio libre para ello.


Ante una nueva queja de Leturia ante el Obispado, en la cual se señalaba por el demandante que había un hueco libre “en la cuarta hilera de la parte del evangelio”, el Vicario General ordenó que se le adjudicase ese lugar, pero tampoco se le concedió esa ubicación.


Desplazado a Zumarraga para recibir información de testigos el Comisario Receptor Ordinario de la Curia Eclesiástica de Pamplona, supo que el problema que aquejaba a Leturia con la ubicación que se le había dado a su sepultura econsistía en que “cae la puerta principal en la misma septima hilera (...) de manera que entre la sexta y la septima hilera se ha echado el camino que va desde la puerta a los altares” (sic), y en consecuencia, estando en ese mal lugar, en cuanto había aire no se podían tener encendidas las candelas sobre la sepultura.


Una vez que regresó este Comisario a Pamplona, Leturia se quejó nuevamente diciendo que en la tercera hilera se había adjudicado sepultura a Catalina de Calterain, según él residente en Urretxu, y no a él. Por supuesto, Catalina de Calterain se defendió, reanimándose el proceso, pero éste acabó con la sentencia de 14 de julio de 1581, por la cual se estableció que no tenía derecho Leturia a una sepultura en lugar distinto a la que tenía en el antiguo templo parroquial.


Todo el proceso está en el A.D.P., c) 71, nº 5.


� Precisamente, la donación que el 1 de mayo de 1581 hizo Magdalena de Eguía a Martín de Leturia de la sepultura que pertenecía a su familia (Magdalena era descendiente del primer dueño de esa sepultura, Juan Martínez de Eguia), que estaba en la segunda hilera de la parte del evangelio, hizo que se entablase un proceso en el Tribunal del Obispado de Pamplona en el año 1596.


Efectivamente, durante años Martín de Leturia había actuado como posesor de los derechos sobre esa sepultura, pero en diciembre de 1595, habiendo hecho por su parte el también descendiente de Juan Martínez de Eguía, Cristóbal de Eguía, donación de esa misma sepultura a Magdalena de Anduezu, Martín de Leturia intentó impedirlo, por lo que se entabló el proceso.


Lo que sucedió en verdad es que tanto el primer dueño de esa sepultura, Juan Martínez de Eguía, como su hijo, Miguel de Eguía, ya difuntos, tuvieron varios sucesores, y uno de ellos fue Magdalena de Eguía, quien en 1581, como ya sabemos, donó la sepultura a Leturia. Pues bien, otros sucesores de los primeros propietarios de esa sepultura, ausentes de Zumarraga desde hacía un número importante de años, habían vuelto a Zumarraga intentado hacerse con la posesión de esa sepultura.


Naturalmente, para resolver sobre el caso se interrogó a testigos, siendo uno de estos el propio vicario Martín de Altuna, quien señaló, al igual que los demás, que Miguel de Eguía, el dueño de la casa de Eguía, nunca dió la propiedad de esa sepultura a su hija Magdalena, que fue quien cedió la sepultura a Leturia.


La sentencia del tribunal eclesiástico pamplonés llegó el 20 de julio de 1596, y estableció que Martín de Leturia no tenía ningún derecho a la propiedad de esa sepultura pero que, habiendo deseado Magdalena que obrase como dueño de ella, tenía derecho a ser allí enterrado y, hasta entonces, a “sentarse en ella durante su vida”. Declaraba también la sentencia que los propietarios en ese momento de la sepultura eran Magdalena de Andueza, Cristóbal San Juan y Catalina María de Eguía. Todo el proceso, en A.D.P., c) 96, nº 30.


� Hoy este cementerio estaría en el lugar destinado a aparcamiento de vehículos y zona de jardín público, en uno de los laterales del templo parroquial, muy cercano a las viviendas sitas en la Avenida Iparraguirre, nº 1.


El expediente de los dantzaris que no acudieron a esa danza, en A.M.Z., Sección B, Negociado 4, Libro 1, Expediente 1. Si se desea consultar información ya publicada sobre ese incidente, se puede consultar PRADA SANTANARIA, Antonio (1993), Zumarragako ezpatadantzaren historia de la ezpatadantza de Zumarraga, Zumarraga, Ayuntamiento de Zumarraga, págs. 62-64.


� En A.M.Z., Sección A, Negociado 13, Libro 1, Expediente 1.


� Se puede contemplar esa escritura de cesión en A.M.Z., Sección A, Negociado13, Libro 1, Expediente 2.


� Podríamos citar la construcción del anejo donde se situó el antiguo cine Itzalon, ya bien entrado este siglo, y su posterior derribo a partir de 1976, coincidiendo con una profunda renovación del interior del templo parroquial. Así mismo, podríamos mencionar las obras tendentes a mejorar el sistema de calefacción del templo, en 1979.


� Con motivo de la inauguración de esas importantes obras, se celebraron actos durante los días 16 y 17 de agosto de 1902. El Obispo de la diócesis concedió cuarenta días de indulgencia por la asistencia a dichos actos. En A.G.G., Juntas y Diputaciones, SM, 19,7.


� En este momento, es de hacer notar que la anterior sacristía se empezó a realizar al mismo tiempo que se estaban finalizando las obras de construcción del ferrocarril, en 1863. Por esas mismas fechas se proyectó efectuar también un pórtico en esa y otras zonas, completándose así la vuelta al templo, incluyendo la zona donde estaba el cementerio de la época, con ese pórtico, pero este deseo relativo a ese elemento urbanístico, como sabemos, no se pudo realizar. EnA.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 4. Sobre la sacristía y también otras numerosas obras de conservación y mantenimiento, véase también el Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 27.


�Tal y como lo señala el Capítulo 9º del Título “De ecclesiis aedificandi”, del Libro 3º de las Constituciones Sinodales del Obispado de Pamplona, efectuado en 1590. En A.D.S.S., Parroquia de Berastegi.


� El patronato existente sobre la ermita el órgano colegiado que supervisaba los aspectos organizativos del edificio, y en definitiva todos los demás. Eran miembros normales de los patronatos de las ermitas el párroco, el Alcalde, el Regidor, algún beneficiado, el mayordomo laico (un concejal) y, en su caso, algún mayordomo clérigo. Como es evidente, el párroco era oficiosamente, el más importante de los componentes del patronato.


� En el año 1790, se citan como ermitas dependientes del templo parroquial las ermitas conocidas como “la parroquia antigua”, la de Nuestra Señora de la Piedad, la de San Cristóbal y la de San Gregorio, “todas ellas anejas a la parroquial de dicha villa”. En A.D.P., A/21, nº 43.


El fundamento legal de esa agregación estaba en la Real Orden del 13 de octubre de 1769, el cual ordenaba, precisamente, que “todas las ermitas de esta M.N. y M.L. Provincia de Guipuzcoa quedasen anexas a sus respectivas parroquias”. En A.D.P., c)2.377, nº 2.


� Se hizo entonces una especial mención a la ermita de Nuestra Señora de la Piedad, la mejor dotada entonces. Ibídem.


� La velación es la ceremonia instituida por la Iglesia católica para dar solemnidad y verdadero comienzo al matrimonio, consistente en cubrir con un velo a los cónyuges en la misa nupcial que se celebra, por lo común, a los pocos días del casamiento. Tal y como señalan las propias constituciones sinodales, los desposados no podían cohabitar hasta que se velasen (capítulo 5º del título “Desposalibus, & matrimoniis”, del libro 4º de dichas constituciones).No se podían hacer velaciones solemnes ni en el periodo del Adviento ni en el que va desde el Miércoles de Ceniza hasta el Domingo de Resurrección (ambos inclusive).


� De todas formas, en algunos casos en las ermitas hubo sepulturas y lápidas, como se ve en A.M.Z., Sección E, Negociado4, Serie I, Libro 1, Expediente 1.


� Ibídem.


� No cabe ninguna duda de que estaba haciendo referencia a la que posteriormente se conocería con el nombre de  Nuestra Señora de la Piedad, o de Zufiaurre, por encontrarse en ese barrio urbano. Ibídem.


� El corporal era el lienzo que se extendía en el altar, encima del ara, para poner sobre él la hostia y el cáliz. Normalmente eran dos los corporales existentes.


� En los expedientes incoados ante el Tribunal del Obispado de Pamplona para los nombramientos de seroras aparece profusamente este apelativo para designar a esta ermita. En concreto, esos expedientes son el A.D.P. c) 861, nº 9; el A.D.P., c) 997, nº 18; el A.D.P., c) 1.407, nº 5, y el A.D.P., c) 1.626, nº 9.


Asimismo, en muy pocas ocasiones aparecen también alguna variante de este nombre: Portalave, o incluso Portajave, aunque en estos dos casos debemos tomar ese apelativo como una simple desviación del más común Portalabe.


� Como sabemos, hasta hace pocos años la iglesia festejaba ese día el 2 de julio. En el día de hoy esa festividad se hace el 31 de mayo.


A mayor abundamiento, es conveniente en cualquier caso el dejar señalado que no existe hoy en día ninguna imagen de Santa Isabel en ese templo, estando de forma principal en él tan sólo Santa María, y que tan sólo en el antiguo retablo empezado por Domingo de Mendiaraz a finales del siglo XVI, y desaparecido de esta ermita en 1976, había una reproducción que pretendía ensalzar la Visitación, con una imagen de la Virgen y su prima,  entendiéndose de ese modo por algunos que alrededor de las fechas en que se comenzó a hacer ese retablo pudiera estar el origen de la celebración de las fiestas de ese templo en el día 2 de julio, festividad de Santa María en su advocación de la Visitación. A falta de otros datos sobre cuándo comenzó a festejarse en Zumarraga a “La Visitación...” esta es una muy interesante teoría.


De todas formas,  es innegable que hoy en día no hay razones científicas, sino sólo de respeto a una costumbre que tuvo su fecha de origen hace aproximadamente cien años, para llamar a las fiestas patronales como de “Santa Isabel”, como se hace por un sector no despreciable de nuestra población, pues la Iglesia tiene destinadas a la festividad de Santa Isabel otros días (consuetudinariamente el 5 de noviembre; en los últimos años ha cambiado bastantes veces la fecha de celebración de esa santa).


Efectivamente, no considero adecuado señalar con el nombre de “fiestas de Santa Isabel” a las fiestas patronales zumarragatarras ni tan siquiera cuando con esa denominación se quiere hacer referencia a un simple acortamiento del más legítimo nombre de “Fiestas de la Visitación de la Virgen Santa María a su prima Santa Isabel”. En el más favorable de los casos para la búsqueda de la verdad, el nombre de “Fiestas de Santa Isabel” es un nombre claramente inexacto para los zumarragatarras, a pesar de que  hace aproximadamente cien años, cuando comenzó a conocerse con ese apelativo a las fiestas, la gente tuviera conocimiento de que la verdadera fiesta que se realizaba era en honor de “la Visitación”, y que entonces sólo se trataba de un acortamiento del largo nombre que en su origen tenía la fiesta. En la actualidad, cien años después, y cuando no está tan presente en los pobladores el verdadero nombre de la fiesta, pues no en vano ha pasado ese importante número de años y un gran sector de la población conoce popularmente el nombre de “fiestas de Santa Isabel”, es mucho más incongruente el denominar de ese modo a las fiestas patronales que Zumarraga realiza entorno al 2 de julio, pues la costumbre adquirida a lo largo de estos últimos cien años, no le aporta, a mi juicio, mayor veracidad histórica al verdadero nombre de la fiesta, el de “La Visitación...”, sino todo lo contrario.


� Ello incluía la venta de la casa que había junto a la iglesia antigua, que solía servir de vicaría. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 2.


� En JAKA, La Antigua, Santa María de..., pág. 146.


� En A.D.S.S., Zumarraga, A.2.5/2


� La liquidación del pago del retablo finalizó  en 1651, fallecido ya el escultor. En ese año María de Mendiaraz, hija del artista, concedió la correspondiente carta de pago. En JAKA, La Antigua, Santa María de Zumarraga..., pág. 153.


� Ibídem.


� Las fuentes denominan a esa casa como Hellicalde o Eleycalde, en cualquier caso, no es el actual caserío de ese mismo nombre, sino la casa aneja al edificio religioso. 


El motivo de la venta era, según se especifica en el contrato de compraventa, el que en ella pudiese “bibir y biba una serora ho muger ho moca (moza) qual escogiere la justicia rregimiento de la dha  cumarraga y bicario de ella para que tenga quenta de limpiar la dha yglesia y de taner la abemaria y salve y en otras ocasiones y de la lanpada conforme costumbre de la dicha yglesia”. Para el pago de parte del costo de esos bienes se utilizó también parte del capital enviad desde Méjico por Juanes de Viciola. 


Original en A.D.S.S., Zumarraga, A.2.5/2. Fotocopia en Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 19.


A pesar de que no dudamos de que esto haya sido así, en uno de los documentos solicitados por el procurador de Zumarraga al Obispado de Pamplona en el proceso incoado en 1827 por decidir quién había de ser la persona que hiciese el conjuro de los campos, se señalaba claramente que la casa por nosotros conocida como “de la serora” había sido construida por la representación de Zumarraga a sus expensas. En A.D.P., c) 2.988, nº 18.


Esta casa “estaba pegada y unida a la misma hermita de suerte, que una de las paredes principales de la dicha ermita lo es tambien de la dicha cassa de la serora, por donde esta tiene puerta, y passo abierto al cuerpo de la misma hermita”. En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 23


� Se adoptó el acuerdo de traer a un “tamboril” de fuera, “por quanto el de esta dicha villa por su abanzada hedad se halla imposibilitado”. En Acta de la sesión de Ayuntamiento celebrada el 25 de mayo de 1743. A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 2.


� Sobre la ezpatadantza de Zumarraga podríamos aportar numerosos datos, pero preferimos, por ofrecerle al interesado en ella a una mejor síntesis histórica de lo que es, de lo que significa y de todo lo que a ella acompaña, enviarle a la lectura de la publicación Zumarragako ezpatadantzaren historia de la ezpatadantza de Zumarraga,  efectuada por Antonio PRADA en 1993, y editada por el Ayuntamiento de Zumarraga 


� Trabajos que, en ocasiones, fueron de cierta importancia. Buena prueba de ello lo constituyó la petición urgente que hizo en agosto de 1740 el beneficiado José de Aguirre al Ayuntamiento al objeto de que se sirviese proporcionar la suficiente madera de castaño de los bosques concejiles de Susquiza y Aiesubaso para arreglar la bóveda de tabla de la ermita, pues “se habia arruinado”. Visto el objeto de la súplica de Aguirre,  el Ayuntamiento accedió a proporcionarle ocho troncos de castaños de los lugares solicitados, “dandole las gracias al suplicante por su buen celo”.


Pero no sólo se había quedado ahí la labor de Aguirre. También había suplicado al común de la población que se contribuyese con lo que fuere posible para ese arreglo.  


Precisamente, ese mal estado de las bóvedas de madera, fundamentalmente las del presbiterio, había ocasionado, meses antes, la caída de gran parte de la cubierta, lo cual había ocasionado que se dejase inservible el púlpito, un confesionario y bancos de la iglesia,  lo cual había hecho que el Ayuntamiento, en su sesión del 6 de junio de ese mismo año  de 1740, intentase su recuperación, para lo cual comisionó al Regidor y al mayordomo de la ermita.�En A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 2.


� Entre otras cosas, Salezán hizo el proyecto y puso las condiciones para  realizar nuevas bóvedas, dirigió las obras, tarea para la que empleó 10 días, y también necesitó otros dos días para tasar y reconocer las obras realizadas- La documentación de todo este expediente está en A.D.P., c) 2.146, nº 22.


� Los ingresos que había obtenido Aguirre por todos los conceptos (fundamentalmente limosnas) ascendían a 3.030 reales de vellón. Los gastos totales a los que había tenido que hacer frente alcanzaban los 6.175 reales. Había, pues, un saldo a favor de Aguirre de 3.145 reales,  los cuales los había tenido que poner de su propio capital. Ibídem.


� En concreto sus hermanos Ignacio y Juan Antonio de Aguirre, y el padre de los sobrinos del beneficiado, Pedro de Zaldua. Ibídem.


� Hicieron referencia a que tenían otras obligaciones que les obligaban a ser cuidadosos con el dinero que poseían. Esas obligaciones hacían referencia a trabajos de reparación del templo parroquial. Ibídem.


� Ibídem.


� No es ilógico pensar en que el origen del calvario estaría en las cercanías de la ermita de Zufiaurre o de la Piedad. En mi opinión, podemos arriesgarnos a pensar que el apelativo “de la Piedad”, con el que se conoce a esa ermita pudiera estar, precisamente, en la existencia en sus cercanías de una cruz de ese calvario,  la primera del camino que desde Zufiaurre unía el núcleo urbano con el templo, muy cerca también de la casa que se derribó hace aproximadamente 25 años y que se conoció con el nombre de “Usalto”. Por supuesto, la existencia en Zumarraga de una calle que tenga el nombre de “Piedad” es muy posterior, en cientos de años, a los primeros años conocidos de esa ermita, por lo que nunca el nombre de “ermita de la Piedad” puede venir de esa calle.


� Con el apelativo de “Burruchaga” se conocía antiguamente a lo que hoy conocemos como Gurrutxaga. Como sabemos, el camino de Burruchaga empieza en el barrio urbano de Zufiaurre (hoy Kalebarren), y ascendería, siguiendo una línea bastante recta, por la izquierda del actual Geriátrico, actual centro educativo UGLE, y seguiría por la izquierda de los caseríos Gurrutxaga Azpikoa y Gurrutxaga Erdikoa. A partir de ahí, seguiría por la derecha del caserío Gurrutxaga Goikoa, pasando muy cerca de la actual fuente de Arkaitzeta para desembocar en la actual ermita de Santa María, la Antigua.


� No es ilógico pensar que el tiempo en que se hicieron las cruces del calvario fuese bastante antiguo, en concreto  anterior a 1576, fecha en que se trasladó el templo parroquial. En mi opinión, ese calvario llevaba al templo parroquial, y al ser trasladado éste, el calvario fue conocido como “calbario para la Antigua”. En A.M.Z., Sección A., Negociado 1, Serie I, Libro 2.


� Ibídem.


� En A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 3.


� La documentación no informa sobre el particular. Además, en el archivo Diocesano de Pamplona no hay mayor información sobre ese tema, y era precisamente el Obispado la instancia de donde se debía recabar la licencia para todo ello.


� Toda esta información en A.D.P., c) 2.377, nº 2.


� Aunque las fuentes hablan siempre de la ermita, no es descabellado pensar que, más que el propio recinto estrictamente religioso, lo que se use sean las dependencias a él anejas.


� Un ejemplo de esto lo tenemos en la decisión que tomó el Ayuntamiento, en su reunión del 28 de agosto de 1859, cuando acordó que se llevase inmediatamente a La Antigua al enfermo José María de Guridi “con las convenientes precauciones”, poniéndose la conveniente guardia y avisándose a las autoridades provinciales. En A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 5.


�Con motivo de la Guerra de la Independencia, “sables y arcabuces” se escondieron en dichas bóvedas. En JAKA, Ibídem, pág. 168


� En JAKA, Ibídem, págs. 166-168.


� No debemos pensar que ese apelativo se usó sólo en la institución del Obispado de Pamplona. En Zumarraga fue comúnmente utilizado, al menos en los siglos XVII y XVIII, tal y como se deduce de los expedientes consultados.


� De todas formas, de la información existente en el proceso en que se concede por primera vez ese título oficial se desprende que ya había una persona que servía como serora, aunque todo indica que a título meramente oficioso.


En concreto, el primer dato sobre seroras en la ermita antigua nos aparece en los últimos días de julio de 1608 (el papel está estropeado al señalar el día veintitantos), y es el que hace referencia al nombramiento de Gracia de Gurruchaga y Eguia, persona de más de 50 años, quien fue nombrada por los patronos (por lo tanto sin título oficial), y está documentado en el A.H.P.G., I, 4.003, fol. 92 recto y vuelto).


� La otra candidata que había llegado hasta el final era Apolonia de Gurruchaga. Antes de llegar a esa fase final de decisión habían habido otras candidatas: Gracia de Soraiz, Juana de Zaldua, María Pérez de Berroeta y Martina de Aramburu.


Toda la documentación del proceso incoado a propósito del nombramiento de serora de la ermita de Santa María de Zumarraga en ese año está en A.D.P., c) 861, nº 9.


� Ibídem.


�Había ofrecido 40 ducados por escritura de obligación, más otros 10 que había ofrecido de forma verbal. Ibídem.


� A tal efecto, el vicario había efectuado un llamamiento en el ofertorio de la misa popular “para que las que tuviesen devocion por tales seroras se presentasen”. Ibídem.


� El vicario explicó que daba su voto a Iturbe por ser “la más benemérita de las propuestas. No en vano había ofrecido los ya conocidos 50 ducados si salía designada serora. Las demás candidatas habían ofrecido: 20 ducados Gracia de Soraiz, 25 ducados María Martina de Aramburu, 300 reales ( 27 ducados y 3 reales) daba María Pérez de Iburreta. 


� Se dejaba así en manos del Obispado la elección de la serora entre Ana de Iturbe y Apolonia de Gurruchaga dejando antes bien claro que para la proposición de esas dos mujeres no había habido simonía ni presente ni futura. Ibídem.


� Esa toma de posesión tuvo lugar el 24 de noviembre de 1668. 


El ritual que se siguió normalmente en las tomas de posesión de la serora de esta ermita fue el siguiente: el vicario introducía a la serora en la ermita, y llegando la serora hasta el altar, hacía una reverencia a la imagen de la Virgen. Encendía las lamparas, tocaba las campanas, paseaba los las naves, salía de la iglesia, cerraba la puerta con las llaves. Podían firmar el vicario y beneficiados el correspondiente documento acreditativo de todo ello.


� En 1698 eran patronos de la ermita de Santa María el vicario perpetuo, Pedro de Jauregui, los beneficiados Juan de Sagastiberria y Juan de Aranalde, el Alcalde y Juez Ordinario, Francisco de Izaguirre, el Regidor Síndico Procurador General, Francisco de Corta, y el mayordomo secular, Juan de Zaldua. Este proceso está en A.D.P., c) 997, nº 18.


� Según testigos que se interrogaron en el proceso, Gertrudis de Guerra “era una de las vecinas principales de la villa, hija de Domingo de Guerra y de Ana de Cortaberria, y por ello casó con Juan de Berroeta, dueño de la casa de Landaburu, a menos de un tiro de escopeta de la iglesia parroquial antigua de esta villa, de la advocación de Nuestra Señora de Portalabe, que hoy esta reducida a ermita y santuario de gran devoción. Que hace cuatro años que murio su marido y desde entonces vive en su casa de Landaburu con tres niños de corta edad, en compañía de sus suegros, Bernardo de Berroeta y María Perez de Salsamendi, y con medios económicos suficientes. Que cuando murio la anterior serora, Gertrudis manifesto su deseo de seguir viuda y presentarse para serora, siendo siempre de mucha virtud”. Ibídem.


� El Fiscal General había de oponerse prácticamente siempre a las peticiones de los diversos solicitantes. Era su trabajo, y así lo reconocía él mismo, aludiendo a  que “se había de oponer por el derecho de la dignidad episcopal”. Pero ello no quiere decir que se tuviesen siempre en cuenta sus alegaciones, sino que los jueces eclesiásticos obraban según todas las informaciones aportadas al proceso.


� Todo este proceso está en A.D.P., c) 1.407, nº 5.


� En su partida de defunción pone que fue “la beata de la parroquia antigua”.


� Este proceso está en A.D.P., c) 1.626, nº 9.


� A pesar de ser conocida popularmente como de San Gregorio, no por eso en ciertas informaciones oficiales se abandonó el apelativo de Santa Engracia. Un ejemplo: en 1862 el párroco de la villa, José Francisco de Olaran, la denominó así al hacer una relación de fincas dependientes de la iglesia. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie II, Libro 1, Expediente 46.


�En A.D.P., c) 2.377, nº 2. 


� En A.D.S.S., Zumarraga, A.3/2.


� Cura rector de la parroquia de San Sebastián, de la ciudad de Lima.


En el expediente original hay una anotación de una fecha, 12 de junio de 1566, que presumiblemente pudiera ser la fecha de la fundación de la capellanía. La información sobre esta capellanía está en A.D.S.S., Zumarraga, A.5.3. 1-3. 


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 21.


� En ese día, Domingo de Mendiaraz firmó una carta de pago por 97 ducados y dos reales y medio que hasta esa fecha le habían pagado los solicitantes del retablo. En A.H.P.G., I, 3.992. 


� En A.D.P., c) 2.439, n) 20.


� En A.D.P., c) 2.377, nº 2


� En octubre de 1924 se acordó por el Obispado de Vitoria el gasto de 175 pesetas para el arreglo de la pared norte de la ermita, derrumbada el anterior invierno. En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción, documento nº 28.


�En el cual aparecen como partes principalmente actoras el vicario Martín de Altuna, el Alcalde de Zumarraga, Juan de Aguirre, y el mayordomo de la ermita, Bartolomé de Vergara, además de los maestros Joan de Elgarresta y Pedro de Olazabal, quienes debían construir el edificio. En A.H.P.G., en la escribanía de Pedro de Cortaberria, de Urretxu, L.3.979.


� Es posible que aquí nazca el nombre “Elizaberria”, con el que se conoce esta ermita en algunos momentos a lo largo de su historia (desde el siglo XVII hasta mediados del siglo XIX).


No es lógico que no habiendo antes una ermita en el lugar se escribiese en varias ocasiones “la dicha ermita”.


� Ibídem. Según Jaka, esa ermita se construyó utilizando “despojos de casas en ruinas o abandonadas”. En  La Antigua, Santa María de Zumarraga..., pág. 146. 


�Ibidem. Por lo demás, se está haciendo referencia a censos que, según confesó el vicario del templo parroquial en 1789, al solicitar la agregación de los frutos, bienes y rentas de las ermitas al templo parroquial, databan de una fecha anterior a 1550, con lo que se reafirma con más fuerza, si cabe,  la idea de que lo que se llegó a firmar en 1581 era una reconstrucción de la ermita, no una nueva construcción. En A.D.P., c) 2.377, nº 2.


� Primeramente, Alquiza dio cuenta de los mandatos generales que habían de valer para todas las iglesias del obispado. Finalmente, dio algunos que sólo concernían a Zumarraga. En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento, nº 11.


� Sólo puede ser la ermita del barrio de Zubiaurre. Ibídem. 


� Ibídem.


� En A.D.P., ) 2.377, nº 2.


� De hecho, ya desde 1.602 contaba con un libro en donde se apuntaban todas sus vicisitudes.


La ermita se pudo reconstruir, en parte, gracias a la donación que hizo Juanes de Viciola desde Mejico de 7.252 reales, los cuales fueron impuestos a censo por los patronos. Los réditos de ese censo, más las limosnas que también dieron otros devotos, hicieron que en 1614 la obra se pudiese dar, en principio, por acabada, quedando una buena cantidad de dinero en poder de la ermita en 1620. Ibídem.


�Lo concerniente al remate de esos elementos “sobrantes”, que fueron adjudicados a Domingo de Gorospe, en A.H.P.G., escribanía de Pedro de Cortaberria, L. 4.007.


� Tal y como lo señaló el vicario Cortaberria en el proceso para lograr la agregación de los frutos y rentas de las ermitas al templo parroquial. Ver nota más abajo.


� Este proceso se encuentra en A.D.P., c) 344, nº 6.


� En A.D.P., c) 1.525, nº 2.


�En la información que tuvo que ofrecer el vicario Cortaberria al Obispado para obtener esa agregación de bienes, señaló que, en esa fecha, la ermita de Nuestra Señora de la Piedad estaba bien adornada, pues tenía a su favor 1.351 ducados de vellón de censos, y por ellos recibía 358 reales y 15 maravedíes de réditos anualmente. Asimismo refirió que, tras la reedificación del edificio en 1614, quedaron a disposición de la ermita los fondos y censos logrados en el proceso de reconstrucción, los cuales, aunque no pasaban de 900 ducados el año 1620, con el paso del tiempo, con las dotes de las seroras que han ido entrando y con los réditos devengados que se han ido imponiendo, su capital principal llegaba a los 1.321 ducados de vellón.


Para el gasto ordinario de esta ermita eran bastantes también en esa fecha 100 reales de vellón. Con lo sobrante de esa ermita se podían arreglar perfectamente el tejado de la ermita de San Cristóbal, y hacer otro tipo de obras en el templo parroquial: dorar el retablo mayor, y otras disposiciones que se pudiesen hacer tanto en el propio templo parroquial como en las restantes ermitas. En A.D.P., c) 2.377, nº 2. 


� En A.D.P., A/21, nº 43.


� Y ello a pesar de que la ermita tenía rentas suficientes como para mantenerse en buen estado. En  el 2º libro de cuentas de la ermita. En A.D.S.S., Zumarraga, A.3./1.


� Durante esas obras, el Obispo escribió al Vicario Cortaberria para que este, a  su vez,  hiciese saber al Alcalde que los operarios que trabajaban en la ermita no podían realizar sus faenas durante los días festivos. Los datos relativos a esas obras, en ibídem. 


� Eran dos, fundadas a principios del siglo XVII. En concreto eran la de Juanes de Viciola, y la de Pedro de Anduezu, a las que nos referiremos más adelante.


� En A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 5.


� No obstante, aunque en esa certificación se especificaba que la ermita estaba dedicada al culto, estimamos que no es cierta esa información, la cual era ofrecida por el párroco para fines económicos. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie II, Libro 1, Expediente 46.


� En A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 5.


� La información más completa sobre esta capellanía se encuentra en A.D.S.S,, Zumarraga, A.5.2./2. y A.D.S.S., 


Zumarraga, A.5.2./3.


� Si esa fue la intención del fundador, con el paso del tiempo y por efectos de la inflación y de una administración que no siempre recaudaba los réditos de los censos de la capellanía (esto podía estar causado por una imposibilidad del pago del deudor), las misas se redujeron sensiblemente. Así, en la Santa Visita del 8 de agosto de 1833, el Obispo señaló que en 1819 las misas de la capellanía se habían reducido a las que se pudiesen celebrar pagándose siete reales por cada una. Ibídem.


� Los capellanes de esa fundación fueron, normalmente, beneficiados del templo parroquial de Zumarraga. Podemos citar los nombres de Juan de Viciola, sobrino  del fundador, señalado por tal por el primer patrono de sangre y padre, Martín de Viciola. También fueron capellanes de esa pía fundación Francisco Javier de Guerra, José de Salsamendi, José Joaquín de Torrano, Antonio de Alzola, Antonio Aranalde y el Dr. Jose de Aguirre. En alguna ocasión, se nombró a una persona que no era aún beneficiado para ese oficio, como ocurrió en 1726 al nombrar al estudiante Antonio de Abarizqueta. En A.D.P., c) 1.787, nº 4.


� El deseo del fundador era que se invirtiera en la compra de casas, juros y posesiones saneadas. Ibídem.


�El proceso completo que se incoó a causa de esta denuncia está en A.D.P. c) 1.013, nº 9.


� Todo ello fue aprobado por el Dr. Juan Zaldua, Oficial Principal del Obispado de Pamplona, el 23 de octubre de 1609, durante la Visita que llevó a cabo a Zumarraga. La información sobre el proceso, en A.D.P., c) 263, nº 23.


�En A.D.P., c) 262, nº 23. 


� Las ermitas que dependían íntegramente del templo parroquial de Zumarraga no recibían ni diezmos ni primicias, ya que lo hacía el templo parroquial.


� Por el diezmo satisfacían cien fanegas de grano anualmente al cabildo eclesiástico de Zumarraga, además de media fanega de trigo cada caserío por el conjuro a ese mismo cabildo eclesiástico. En A.D.P., c) 347, nº 17.


� Ibídem.


� Curiosamente, el administrador del Conde de Mora sitúa el barrio de caseríos de Aginaga  “en la jurisdicción de Villarreal”. Ibídem.


� Un ejemplo es el contrato que firmaron en 1825 con el presbítero zumarragatarra Martín Antonio de Aranguren, el cual era por nueve años (todo ello con la preceptiva licencia para celebrar las misas). De todas formas, a los tres años Aranguren dejó de asistir los días de obligación a la ermita, alegando problemas de salud. Lo cierto es que había firmado un contrato similar con el barrio de Lastur, en Deba. Naturalmente, los vecinos de Aginaga recurrieron al Tribunal del Obispado de Pamplona en defensa de sus intereses. De todas formas, ese proceso está inacabado. En A.D.P., c) 2.982, nº 18.


Sobre los emolumentos que recibía Aranguren por decir misa los días festivos en esta ermita, tal y como vemos en el capítulo dedicado al conjuro de los campos, sabemos que en 1827 había de recibir 120 ducados. En A.D.P., 


c) 2.988, nº 18.


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 630, Expediente nº 11.


� Con motivo de ese arreglo parroquial, algunos vecinos de los caseríos de esa zona que hasta entonces acudían a los servicios religiosos al templo parroquial de Zumarraga (entre otros, los de los caseríos de Okorro, Mugarrieta, Urrizti, Aiesubaso, etc.) fueron incluidos bajo la jurisdicción de la nueva parroquia rural. Pues bien, en 1883 solicitaron del Obispo que se les segregase de esa parroquia y se les agregase, como siempre lo habían estado, al templo parroquial zumarragatarra. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 25.


José Francisco de Zangroniz era párroco de esa parroquia en 1885. En A.H.D.S.S., Libro de bautizados de Zumarraga, nº 10, folio 127.


� La solicitud está en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 4, y la contestación en A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 8.


� Se erigió esta parroquia por decreto episcopal del 26 de octubre de 1971, entrando en vigor el decreto con el nombramiento del primer cura ecónomo en la persona de José María Larrañaga, hecho que sucedió el 26 de agosto de 1972. La vida parroquial propiamente dicha comenzó el 1 de octubre de 1972. 


Cura ecónomo es aquel que regenta una parroquia vacante.


Los párrocos que ha tenido El Salvador son José María Larrañaga, José Ramón Arrizabalaga, Carlos Orench y José Ignacio Munilla.


� Arreglo que culminó con una serie de cambios que se dieron en materia de personal entre los años 1870 y 1881.


� De todas formas, en Zumarraga, al igual que en otras poblaciones, hubo siempre una dificultad añadida: mientras en ciertos documentos aparece claramente el vicario como integrante del cabildo eclesiástico, en otras ocasiones aparece totalmente desligado del cabildo eclesiástico. Sirva un ejemplo para el aserto de ambos extremos: mientras las constituciones parroquiales rezuman a lo largo de sus capítulos la idea de que el cabildo parroquial está compuesto por vicario y beneficiados (véase apéndice nº 4), o en el proceso derivado de la interposición de querella criminal del vicario Domingo de Auzmendi contra el beneficiado José de Aguirre por no haber querido dar éste la estola al entrar en la población para un entierro de adulto de un caserío, en A.D.P., c) 1.528, nº 18,  en el proceso incoado por los beneficiados y cabildo parroquial de Zumarraga contra el vicario de ella por ver si los beneficiados han de ser asociado en el entierro de párvulos se ve exactamente lo contrario. Este último proceso en A,D,P, c) 1.527, nº 6.


Sobre la propia palabra de “beneficiado”, proviene de “beneficio”, que era la renta fija que debía poseer cada clérigo que hubiese establecido en una determinada unidad religiosa (en nuestro caso la parroquia). Sólo se podían ordenar presbíteros beneficiados siempre que hubiese un beneficio establecido. No debemos confundir este “beneficio” con el que se lograba al erigir una capellanía en beneficio, pues tal como se explica en el capítulo dedicado a las formas de piedad, con esa fórmula se está haciendo referencia a un bien del patrimonio eclesiástico, no al personal eclesiástico.


� Si bien con ese cambio los párrocos siguieron desempeñando, en lo fundamental, las labores que ejercieron anteriormente los vicarios o, en su caso, los rectores, los actuales coadjutores no tienen mucho que ver con los anteriores beneficiados.


� Los vicarios son las personas que ejercen las funciones de otro, en nuestro caso del abad, del Obispo, del prior, etc. Todos ellos tienen la cura de almas y perciben los diezmos que, en el caso de nuestra población son los que deja a su disposición el Señor de Lazcano, cuasidueño del monasterio y posterior templo parroquial.


En un principio, en un determinado paraje podía instaurarse, de forma anterior a una parroquia, un monasterio, un convento, etc. Podía tener asignada la cura de almas de los habitantes del lugar. Pues bien, de ahí pueden surgir los vicarios, como sustitutos del personaje principal que hubiere en esa jurisdicción, e incluso pudiendo constituir, llegado el caso, las llamadas vicarías perpetuas, únicamente para esa persona (todo esto sólo para Antonio).


� Entre sus obligaciones estaban las de “tocar el órgano todos los días de fiestas y domingos al tiempo de la misa popular, y visperas, y a la salve de los sabados, y visperas de fiestas” (sic). Siempre que faltaba a sus obligaciones, bien las autoridades eclesiásticas, bien las municipales, se encargaban de recordarle sus deberes.


Lo entrecomillado, en acta de la sesión celebrada por el Ayuntamiento el 7 de junio de 1740. A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 2.


Al organista del templo parroquial de Zumarraga se le pagaba de los fondos de la iglesia la cantidad de 1.100 reales de vellón desde el año 1817, fecha en que se acordó por el patronato del templo parroquial solicitar al Obispado la aprobación de un acuerdo por el que se le ascendía su sueldo  a esa cantidad de forma anual, lo cual fue aprobado por el Obispado. Desde ese año, el organista, pues gozaba de esa cantidad anual y del  disfrute de dos capellanías que poseía el oficio. En A.D.P., c) 2.950, nº 21.


Las primeras referencias que tenemos sobre el órgano del templo parroquial son las que hacen referencia a un proceso incoado por los administradores del templo contra el urretxuarra Juan de Aguirre Leon entre 1632 y 1636. La incoación del proceso tenía como objetivo cobrar una deuda de los intereses que había producido ese censo, fundado en 1611, y que tuvo como primer propietario al zaragozano Juan Carreno. Éste cedió la propiedad sobre ese censo a sus tías de Zumarraga Catalina, Magdalena y Laurencia de Zavalo, quienes posteriormente lo dejaron en poder del templo parroquial. En Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos Civiles. Escribanía Zarandona y Wals. Pleitos fenecidos. C 2276/3 – L 451.  De todas formas, el primer órgano con que contó el templo parroquial zumarragatarra data aproximadamente de 1683, y fue construido por el maestro organero Juan de Apezechea, siendo costeado por limosnas de particulares. El segundo órgano, el actual, fue construido en 1872 por los Roqués de Zaragoza gracias a una donación que hizo Epifanía Ciriaca de Irizar y Azcue en el momento de su muerte, un año antes, siendo inaugurado el 5 de diciembre de ese año 1872. Este órgano fue modificado en 1907-1908, y también en 1980. En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción, documento nº  24.


� Con esta expresión se designa a la persona que, efectuando estudios eclesiástico, tiene constituido unos ciertos bienes (un patrimonio) para su sustentación, y dicha constitución de bienes ha sido aprobada por el Obispo, también llamado Ordinario, tras un proceso en el que ha tenido que haber la donación y la aprobación de esa donación para ese fin, incluyendo el interrogatorio de testigos.


Ejemplos de constitución de patrimonio son el ya visto, de Juan José de Mendia, en A.D.S.S., Zumarraga A.2.5.4/2; el de  José Francisco de Olaran, en A.D.P., c)2.979, nº 6; el de Fernando de Olaran, en A.D.P., c) 3.182, nº 36; el de Sebastián Ángel de Izaguirre, en A.D.P., c) 3.185, nº 6; y el de Manuel Ignacio de Izuzquiza, en A.D.P., c) 3.117, nº 14.


A nivel general, con la definitiva supresión de los beneficios en el siglo XIX, y siguiendo la tradicional costumbre de los Obispos, que se resistían a nombrar de órdenes mayores a las personas que no tuviesen acreditada una renta suficiente o, incluso un beneficio, se ordenaron muchas personas de esas mismas órdenes mayores con unas determinadas rentas patrimoniales, con la consabida constitución de patrimonio a la que antes hemos aludido (deseaban los obispos que no hubiera personas con órdenes mayores y que no tuvieran una renta de donde poder alimentarse, evitando así toda posible mendicidad o similar). Pues bien, desde esa supresión de los beneficios, y para soslayar esa obligación,  hasta bien entrado el siglo XX muchas personas accedían a las órdenes mayores mediante la constitución de patrimonio, ya fuese real (con bienes propios), o ya fuese un patrimonio ficticio (una persona podía dejarle, para el sólo hecho de la ordenación, unos bienes, y tras lograr ese propósito, debía devolverlos, engañando en cierto sentido los escrúpulos de la autoridad eclesiástica que le había ordenado). Una vez alcanzado el trabajo, por ejemplo ser nombrado párroco o coadjutor, que les permitiera vivir con decencia, y en caso de que se hubiese hecho la constitución de patrimonio con bienes reales, el interesado podía desvincular esos bienes patrimoniales de esa obligación.


A mayor abundamiento, espiritualizar los bienes es reducir algunos bienes por autoridad legítima a la condición de eclesiásticos, de suerte que el que los posee pueda ordenarse a título de ellos, sirviéndole de congrua sustentación.. Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo americana (1924). Tomo XXII, Barcelona, Hijos de J.Espasa, página 295.


Congrua: Es la porción de renta o frutos que se considera necesaria para la decorosa sustentación de un ordenado in sacris. Es preciso acreditar que se posee (por disfrutar de un beneficio o de una pensión, o un patrimonio que lo produzca) para ser ordenado, habiendo prohibido lo contrario el Tridentino (ses. 21, cap. II de ref.) Se exige para evitar la mendicidad de los clérigos, o el que estos tengan que dedicarse a oficios indecorosos; pero se han introducido otros títulos de ordenación.


En un principio, la cantidad a que había de ascender la congrua se determinaba por el Obispo para cada clérigo en particular, teniendo en cuenta las circunstancias de lugar (mayor o menor abundancia y baratura de los frutos), tiempo y persona; no pudiendo computarse para formarla las limosnas, ofrendas y otros emolumentos de carácter eventual, ni tratándose de un patrimonio, los bienes muebles, semovientes, trabajo e industria (Resolucio. de la S.C. del Concilio de 17 de marzo y 18 de noviembre de 1769), por tener el mismo carácter.. Hoy la congrua acostumbra a estar señalada por las Sinodales. Es España (1924) la tasa legal o sinodal es, para la congrua patrimonial, de 275 pesetas anuales, cantidad insuficiente, dados los tiempos actuales, por lo que, sin duda, el artículo 12 del Convenio-Ley sobre capellanías de 1867, fijó la congrua de ordenación para las colativas de sangre en 2.000 reales, cantidad que es también el límite mínimo de la dotación señalada en el Concordato de 1851 para que los clérigos con cargo (coadjutores de parroquia). Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo americana (1924). Tomo XIV, Barcelona, Hijos de J.Espasa,, pág. 1.249.


El patrimonio consiste en un conjunto de bienes propios (que puede dar al ordenado cualquier persona) o paternos, que reúnan las condiciones de: 1º ser estables  [inmuebles, censos (comprometiéndose el censalista, en caso de reducción, a alimentar al ordenado hasta  sustitutir nuevos bienes), y en España, títulos de la Deuda Perpétua], no bastando semovientes, muebles ni industria o trabajo, 2º libres de todo gravamen y carga, 3º, productivos y congruos, 4º poseídos pacíficamente o no litigiosos, y 5º espiritualizados por el Ordinario mediante decreto de aprobación y erección.


Es de advertir que siendo este título subsidiario, sólo debe admitirse cuando no basten los beneficios o lo pida la necesidad o utilidad de la iglesia, y sin perjuicio de la adscripción del ordenado a la Iglesia o lugar piadoso para cuya necesidad o utilidad se ordene.


Constituido un patrimonio clerical y ordenado un clérigo a título de él, no pueden los bienes ser durante la vida de este renunciados, enajenados, gravados, permutados ni sustituidos por otros, mientras el Ordinario no le dé un decreto desespiritualizándolos y aprobando y espiritualizando los nuevos.


Enciclopedia Universal Ilustrada Europeo americana (1924). Tomo XL, Barcelona, Hijos de J.Espasa,, pag. 139.


�En A.G.G., CA - ICA - 1 - 048,32. 


� Nos aparece una mención a ese cargo en la documentación efectuada con motivo de la Santa Visita efectuada por el Dr. Lope de Alquiza en 1562, cuando señaló que en el templo parroquial había “hacienda en cantidad” y convenía tener mucho recato en las cuentas, por lo que solicitaba del vicario y de los demás clérigos que nombrasen a un segundo mayordomo clérigo. Para ese año se sirvieron nombrar por tal al beneficiado Esteban de Zabalo. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1, Expediente 1., y en Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción, documento nº 11.


Entiendo que hace referencia con ese adjetivo “segundo”  a la existencia de un primer mayordomo, el laico.


� Precisamente, en 1594 se incoó un pleito ante el Tribunal del Obispado de Pamplona, pues Esteban de Zabalo, el beneficiado más antiguo de Zumarraga, quiso desempeñar ese cargo tras haberlo ejercido el año anterior  el beneficiado Domingo de Gurruchaga, y el vicario, alegando que la costumbre era que él pusiese en el cargo a la persona que estimase más conveniente, y que Zabalo era de edad muy avanzada, no quería nombrarle para ese puesto.


Examinadas las constituciones parroquiales y lo solicitado por Zabalo, el Vicario General ordenó el 25 de noviembre de 1594 que el vicario nombrase, en tres días, a un beneficiado que no fuese Gurruchaga y que residiese en Zumarraga como mayordomo primiciero.


El vicario apeló esa sentencia, pero no hay resultado de dicha apelación. En A.D.P., c) 146, nº 8.


Ver las constituciones parroquiales en apéndice nº 4.


� Para ello se valía de la confección y custodia de los libros de empadronamiento y matrícula de los habitantes de la iglesia parroquial, formados para examinar el cumplimiento de las obligaciones pascuales de esos mismos habitantes. Hemos encontrado esos libros de empadronamiento y matrícula de l cumplimiento pascual de los feligreses de la iglesia parroquial de Santa María de la Asunción desde el año 1869. En ellos, inscritos todos los feligreses de este templo parroquial, lo que equivale a la totalidad de habitantes de Zumarraga, se apuntaban con un signo los que cumplían con sus obligaciones religiosas, las cuales empezaban a partir de los doce años de edad. En A.D.S.S., Zumarraga, A.2.41.


� El bachiller Martín de Gurruchaga (Martín García de Gurruchaga), junto con el vicario perpetuo de la iglesia de San Vicente de San Sebastián, como procuradores de la clerecía del Arciprestazgo de Guipuzcoa, tomaron parte en el sínodo que en Pamplona organizó el Obispo Álvaro de Moscoso desde el 20 de mayo al 4 de junio de 1551. En GOÑI GAZTAMBIDE, José (1985), Historia de los Obispos de Pamplona. Siglo XVI. Tomo III, Pamplona, editor el propio autor, pág. 423.


� Dado el tipo de poblamiento de esta zona, el mejor medio del que se podían valer las autoridades civiles para dar conocimiento a todo tipo de comunicados u órdenes suyas o de cualquier otra instancia consistía en que las publicasen los párrocos en la misa dominical, única vez en toda la semana en que se reunía, prácticamente, toda la población, pues los habitantes de los caseríos rara vez bajaban, salvo el domingo a oír misa, al casco urbano de la población. Así, una vez efectuada la misa, pero antes de que los fieles abandonaran el templo, el párroco daba cuenta a la población de lo que se le había solicitado por las autoridades. De 1575 es el despacho del Obispo de Pamplona para que los párrocos leyesen desde los púlpitos las disposiciones que les habían dado las autoridades. En  A.G.G., JD, IM, Sección 4ª, Negociado 1, Legajo 6. No es raro que el clero de la Provincia se opusiese en algún momento a este tipo e intromisión civil en su ministerio, que es lo que sucedió en 1710. Ibídem, legajo nº 34.


� Con respecto a los vicarios conocidos que ha habido en Zumarraga, véase el apéndice nº 5. Para un mayor conocimiento de los nombres de los beneficiados conocidos de Zumarraga, véase apéndice nº 6. 


�Precisamente, uno de los procesos más importantes que ha habido en Zumarraga a consecuencia de nombramiento de vicario es el que comenzó en 1711, año en que murió el vicario Francisco Ignacio de Amilleta. El Señor de Lazcano presentó para la vacante a Domingo de Auzmendi, pero el presbítero Carlos Francisco de Altube, pretendiendo que Auzmendi era de Urretxu, y por consiguiente no patrimonializado de Zumarraga, se opuso a ello. 


El proceso primeramente se decidió en el Obispado de Pamplona, donde se dio la razón a Auzmendi, pero tras apelar Altube al Tribunal de la Sacra Rota, tras un proceloso pleito, finalmente se volvió a dar la razón a Auzmendi, siendo designado vicario de la villa tras comprobar que tenía antecedentes en Zumarraga desde hacía siglos. En A.D.P., c) 1.817, nº 18.


Entre 1711 y 1725, años en los que Auzmendi estuvo en entredicho, figuran como vicarios de Zumarraga Francisco Madina e Ignacio de Guerra. Ver apéndice nº 5.


� Precisamente, a causa del fallecimiento del beneficiado Martín de Insausti Izaguirre el 5 de abril de 1671, la Señora Elvira de Lazcano, única patrona del templo parroquial, presentó para la vacante a Juan de Sagastiverria, estudiante natural y clérigo de menores órdenes. Pues bien, el 10 de abril siguiente, los presbíteros Cristóbal de Ibarguren y Aizaga, Bernardo de Eguizabal y Jerónimo de Elgarresta, naturales y residentes en Zumarraga, promovieron protesta contra dicha presentación aludiendo a que, según ejecutorias logradas por pleitos ganados ante el Tribunal de la Chancillería, los presentados a un beneficio vacante habían de ser presbíteros ordenados de misa, idóneos y suficientes para la asistencia y administración de los sacramentos, y porque, a su vez el nombramiento de un clérigo de menores órdenes, iba también contra las constituciones sinodales del Obispado.


Con la opinión contraria a Sagastiverria del Fiscal General del Obispado, se siguió adelante en el proceso. El Vicario General elaboró un edicto por el que daba una serie de plazos para que los que pretendiesen ocupar ese beneficio se presentasen, el cual se leyó en misa mayor de Zumarraga al domingo siguiente.


Por fin, y como mejor medio para acabar con el proceso, se mandó desde el Obispado que se presentase en 35 días la ejecutoria que decía que serían preferidos presbíteros antes que no presbíteros, y, como no se presentó, el 23 de junio de 1671 el Vicario General sentenció que Sagastiverria ocupase el beneficio.


Apelaron los contrarios, pidiendo la suspensión de la sentencia, pero, tras concedérseles el nuevo plazo de 40 días para presentar pruebas, y no presentarlas, se les condenó a que, bajo pena de excomunión, pagasen 76 reales a Sagastiverria por el pleito incoado. En A.D.P., c) 1.262, nº 14.


� Para ser nombrado beneficiado, además de haber logrado superar con éxito los estudios necesarios, había que pasar, anteriormente, por el filtro del Obispado, bien sea habiendo sido anteriormente presentado por el patrono, en nuestro caso el consabido Señor de Lazcano, bien sea habiendo dado el Obispo su conformidad para que un feligrés del Obispado fuese nombrado beneficiado, o pudiese al menos ejercer ese u otro título eclesiástico en otra diócesis, otorgando lo que se conoce como “dimisorias”, lo cual daba pie a ese nombramiento. Una vez así nombrado beneficiado una persona, podía solicitar, dejando su beneficio vacante en el obispado en el que había sido nombrado, ocupar otro beneficio en otro obispado.


Eso es lo que pudo pasar en Zumarraga cuando lo intentó Francisco de Sagastiberria en 1636, aludiendo a que era beneficiado en Salamanca. Desgraciadamente para él, el Fiscal del Obispado pudo demostrar que Sagastiberria se había ordenado sin las primeras dimisorias del Obispo de Pamplona y, además, con fallos respecto al fondo y a la forma. En A.D.P., c) 743, nº 6.


Quizás podamos entender mejor este concepto con otro ejemplo, el cual se llevó a cabo de forma satisfactoria: El 5 de diciembre de 1622 el Vicario General del Obispado de Pamplona se dirigió a todos los Arzobispos, Obispos, etc, de los reinos de España anunciando que ante el Obispo de Pamplona se había presentado Juan de Viciola, presbítero de Zumarraga, diciendo que deseaba ir a la universidad de Salamanca a estudiar, “y a otras partes de los dichos reinos, para lo cual desea tener nuestras letras dimisorias para celebrar y ussar de sus ordenes, atento que esta legitimamente ordenado y no esta suspenso yrregular ni tiene beneficio curato que le obligue a residencia personal, todo lo cual nos ha constado por testimonios ante nos presentados (...) y por lo cual les pedi recevir y reciban y le permitan y den licencia para que cada uno en su diocesis pueda celebvrar y ussar de sus ordenes, que nos en semejantes casos haremos lo mismo” (sic). En A.D.P., c) 1.013, nº 9.


Respecto a la toma de posesión de los beneficiados, conocemos que, previa posesión del título concedido por el Obispado que les acreditaba como tales beneficiados, y una vez en el templo parroquial, requerían al vicario para que les diese posesión (el vicario podía ser o no el de su parroquia). Tras darle la posesión, y ser recibida esta por el nuevo beneficiado, éste ejecutaba ciertas acciones o gestos que denotaban, precisamente, la posesión que adquiría: tocaba las campanas (normalmente la campana mayor), abría libros (por ejemplo, misales), leía oraciones, tomaba ofrendas de pan etc. A esas tomas de posesión acudían vicarios y beneficiados de las iglesias próximas, además de las principales autoridades civiles de la población, personas importantes de ella y vecinos en general. Un ejemplo de toma de beneficiado lo poseemos en A.D.P., c) 1.262, nº 14. Es la toma de posesión del beneficiado Martín Insausti Izaguirre en 1.637.


Con toda seguridad, los vicarios tomaban posesión de forma similar.


Las órdenes diferenciaban a los seglares de los clérigos. Una persona que quisiese entrar a formar parte del “estamento eclesiástico” se había de ordenar, y la entrada de las órdenes la constituía la prima tonsura, que consistía en hacerle una corona (pequeña calva en la cabeza). Con esa primera tonsura ya se podía entrar a gozar un beneficio. Pero no era esa prima tonsura una orden propiamente dicha, ni siquiera menor. Las órdenes menores eran: ostiario, lector, exorcista y acólito. Posteriormente, y transcurrido el periodo de tiempo de unos instersticios, venían las ordenes mayores, de la epístola, que eran la subdiaconía (1ue ya podía ayudar al presbítero), la diaconía (su misión es ayudar al sacerdote en la misa solemne; puede bautizar y dar la comunión con licencia del párroco), y el presbitero o sacerdote. 


La prima tonsura era una especie de hipocresía eclesiástica, ya que en verdad no significaba que siguiese el camino eclesiástico: con prima tonsura se podía casar). Los presbíteros es la orden más alta.


� Tal y como se señala en las constituciones parroquiales de finales del siglo XVI, los beneficiados ayudaban de una forma bastante importante al vicario, teniendo en la práctica parecidas funciones vicario y beneficiados, aunque siempre conservaba la mayor importancia entre los clérigos zumarragatarras el primero.


� Precisamente de esta época, en concreto del año 1729, es un proceso incoado por los beneficiados contra el vicario, a propósito de ciertas labores que, en opinión del vicario estaban obligados a realizar los beneficiados: la participación en los entierros de los párvulos de los caseríos.


Los beneficiados atendían normalmente a los entierros y funerales de los adultos, pero se negaban a asistir a los de los párvulos porque pensaban que sólo eran obligación del vicario y, en su caso, del coadjutor nombrado por el vicario. 


Por esas fechas no había coadjutor en Zumarraga, y aunque el vicario pretendía encontrar a una persona que, como tal, sirviese, no había personas de esas características, por lo que, aprovechando la visita que hizo el Delegado del Obispo a Urretxu el 16 de mayo de 1729,  le informó de que, no existiendo en ese momento ese cargo eclesiástico, los beneficiados percibían los emolumentos de los entierros de adultos y párvulos, y aunque hasta ese momento él había efectuado sólo en ese cometido “por piedad”, solicitaba del delegado episcopal que mandase a los beneficiados “asociarse” a dicha labor.


Habiendo tomado conocimiento de lo que le exponía el vicario, el Visitador Daoiz mandó a los beneficiados, bajo pena de excomunión, que participasen de igual modo que el vicario,en los entierros de párvulos de caseríos alternándose con el vicario.


Naturalmente los beneficiados no se quedaron contentos con ese mandato: aludieron que la atención a los entierros de párvulos de caseríos había sido un cometido del vicario y de su sustituto, el coadjutor;  era el vicario quien debía de hacer ese trabajo en exclusiva, pues para ello disponía exactamente del dinero del coadjutor mientras no hubiese ese cargo. Además, señalaban que, incluso, en la tabla de la sacristía del templo parroquial estaba dispuesto que era obligación de los coadjutores asistir a los funerales de los párvulos.


El 5 de agosto de 1729 el Vicario General ordenó recibir declaración de los beneficiados, declaración en la cual los beneficiados se ratificaron en lo que ya habían expuesto.


La sentencia a este proceso llegó el  27 de junio de 1730, y por ella el Vicario General condenó a los beneficiados a atender a los entierros de párvulos de fuera de la población, condenándoles además en el pago de las costas. Aunque el cuerpo del proceso está en A.D.P., c) 1.527, nº 6, la sentencia está en A.D.P., c) 1.528, nº 18.


Además de la sentencia, y sobre este particular, podemos decir que, como se ve en el capítulo dedicado al plan beneficial, en concreto con motivo del interrogatorio efectuado el 25 de septiembre de 1771, el vicario y beneficiados cobraban exactamente la misma cantidad en los entierros de los párvulos, luego hay una base para decir que la sentencia de 1730 se respetó.


�En alguna ocasión, se nombró a un beneficiado para que, además de sus funciones, se hiciese cargo de las del sacristán. Por ello recibía su compensación económica. En 1799 el vicario nombró sacristán al beneficiado Juan Matías de Izuzquiza, teniéndole que pagar la administración de la iglesia los 15 ducados que se pagaban al sacristán anualmente.


De igual forma, se podían encargar por parte del vicario a algún beneficiado el que ejerciere, cuando los beneficiados no eran curados, algunas funciones de la cura de almas, retribuyéndole por esos trabajos extraordinarios. Es el caso de lo que sucedió en ese mismo año de 1799 cuando el vicario Ildefonso Antonio de Cortaberria encargó al beneficiado Izuzquiza la administración de los sacramentos a los enfermos de los caseríos y las entráticas. Le retribuyó por ello con una onza de oro al año. En A.D.S.S.,  Zumarraga, A.2.5/1


� Un ejemplo de lo que acabamos de decir lo constituye el caso de la jubilación solicitada al cumplir la edad reglamentaria el beneficiado Juan Bautista de Antia en 1.689. El vicario y los restantes beneficiados de Zumarraga se mostraron contrarios a las pretensiones de Antia alegando que éste no había observado una estricta continuidad en su puesto de beneficiado, pues había desempeñado cargos fuera del Obispado: concretamente fue abad de un convento de Oñati y, además, había permanecido también ausente en Castilla y Sevilla. 


Aunque desde el Obispado de Pamplona se sentenció contra la concesión de la jubilación, Antia apeló al Tribunal Metropolitano de Burgos, donde se revocó la sentencia de Pamplona, sentencia, a su vez, apelada por el vicario y los beneficiados de Zumarraga.


Desconocemos el resultado de esa apelación. En A.D.P., c) 1.329, nº 7.


Antia llegó a promover recurso de fuerza para lograr esa jubilación. Tampoco sabemos el resultado de ese recurso. En Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos civiles. Escribanía de Zarandona y Wals. Pleitos olvidados. C 3833/29.


El recurso de fuerza hace referencia al recurso que se interpone ante un tribunal secular reclamando la protección real contra agravios que se reputan inferidos por un tribunal eclesiástico.


� Miguel de Guembe fue sirviente de beneficiado del beneficio ocupado por Bernardo de Aguirre. En A.D.P., c) 1.528, nº 18


� En 1698, estando en litigio el mayorazgo de la Casa de Lazcano, no podían presentarse adecuadamente los cargos de vicario o beneficiado de los diferentes templos parroquiales donde eran patronos los titulares de esa casa. Por ese motivo, y ante la existencia de un beneficio vacante en el templo parroquial de Zumarraga por muerte del beneficiado Francisco Andrés de Iriarte, tuvo que ser el propio Consejo de Castilla quien presentase al mismo puesto vacante a Matías de Ucelay, a quien finalmente se adjudicó el beneficio. En A.D.P., c) 997, nº 23.


� Un ejemplo esclarecedor sucedió en 1796, cuando, tras haber fallecido el beneficiado Juan Antonio de Aguirre, tras una pausa prolongada el Señor de Lazcano presentó al Obispo para esa plaza a Juan Matías de Izuzquiza, un tonsurado natural de la misma Zumarraga.


Precisamente, por ese paso del tiempo, el Fiscal del Obispado solicitó que, habiendo perdido esa potestad el patrono para ese caso, fuese el Obispo quien presentase a quien tuviese por conveniente. 


Tanto el nominado como el propio patrono hubieron de explicar al Obispado que en el tiempo que se consideraba hábil, la villa estaba ocupada por los franceses en la llamada “Guerra de la Convención”, por lo que no pudieron ejercer sus funciones debidamente.


El Obispo fue receptivo a lo presentado y dio colación a Izuzquiza de esa presentación. En A.D.P., c) 2.407, nº 16.


� Sus libros de cuentas los inspeccionaba directamente el Obispo o su Delegado en cada una de las Santas Visitas.


Sobre estos mayordomos, primeramente eran elegidos el 29 de septiembre, al igual que el resto de los cargos del Ayuntamiento Particular. Más tarde, junto con los cargos más importantes del concejo, pasaron a ser elegidos en los primeros días del año. Para una ampliación de los conocimientos de este cargo, se puede consultar el texto suscrito por José María IZTUETA LANDA, en “Aspectos de la organización eclesiástica de Urretxu”, en Estudios de Historia de Urretxu en su VI centenario, págs. 360-361.


� También llamadas “freylas” en las fuentes. Se pueden ver las informaciones que para sobre estas mujeres aporta IZTUETA, Ibídem, págs. 365-366 pues, como es evidente, no cambiaban mucho las circunstancias por las que transcurrían las vidas de estas señoras en Zumarraga y Urretxu.


Conocemos la existencia de seroras desde, al menos, el siglo XVI. Efectivamente, en el proceso incoado para el traslado del templo parroquial del monte al valle, se razonaba por los partidarios del traslado del templo su petición señalando que cuando ocurría que había de ir a administrarse la eucaristía a algún enfermo “yba muy desacompañado,  llevandolo (el cáliz) un sacerdote acompañado de solo un muchacho y a falta de el de sola serora que le llevaba lumbre e agua bendita” (sic). En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie IV, Libro 1, Expediente 1.


Por otra parte, Jaka señala que la primera serora del templo parroquial fue “Domenja de Legazpi, con el título de Frayla Mayor” en 1523. En La Antigua, Santa María de Zumarraga..., pág. 144.


Para desempeñar el cargo de serora había que tener ciertas condiciones. Entre ellas, y según las constituciones sinodales del Obispado, estaban la de ser mujer, mayor de 40 años, estar probado que era mujer honesta, doncella o viuda, virtuosa, recogida, etc.


En los mandatos señalado por el Visitador General López de Alquiza el 28 de mayo de 1568, ponía esta autoridad especial hincapié en la aprobación de la serora por el Obispo, sin la cual se pondrían multas al vicario y beneficiados que por seroras las tuviesen, y también se dio importancia a las ropas que había de vestir esta señora. Estos mandatos, en general, apuestan por una decidida acción moralizante de las personas al servicio de la iglesia, clérigos y no clérigos, para dar siempre buen ejemplo a los parroquianos. En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 11.


� No es frecuente el caso, pero podían renunciar a su cargo, con toda seguridad, por creerse incapaces para seguir desempeñándolo por su avanzada edad. Tal es el caso de la renuncia de María de Altuna en 1616, como serora de la iglesia parroquial de Santa María, en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 11


� Además de las condiciones que imponían las propias normas eclesiásticas para el nombramiento de las seroras,  en el propio momento de la presentación de una persona como serora de un templo religioso había también normas civiles. Un ejemplo es el acuerdo que hubo de tomar la propia Junta General guipuzcoana, reunida en Mutriku el 20 de noviembre de 1585 cuando ordenó a los Alcaldes ordinarios y a las demás personas que tuviesen algo que ver en esas presentaciones, que hiciesen presentación únicamente de personas mayores de 40 años, naturales de la Provincia, hidalgas y de buena fama, bajo la pena de 40.000 maravedíes, pues por haber presentado a personas que no reunían esas condiciones se habían producido inconvenientes. En DIEZ DE SALAZAR FERNÁNDEZ, Luis Miguel, y AYERBE IRIBAR, María Rosa (1990), Juntas y Diputaciones de Gipuzkoa (1584-1586. Documentos), San Sebastián, Juntas Generales y Diputación Foral de Gipuzkoa, pág. 293.


� Se solía indicar de esa forma por la propia interesada, renunciando a todo sueldo, estipendio o derecho alguno, aunque ello no quiere decir que no pudiera recibir ninguna clase de “pago voluntario” por su trabajo por parte del vicario, Alcalde o parroquianos. Un ejemplo de ello es el de María de Ibarguren cuando se le propuso al Obispo su nombramiento por los cabildos eclesiástico y secular zumarragatarra para el cargo de serora mayor del templo parroquial de Santa María en 1616. Ibídem.


� A María de Ibarguren el vicario le dio unas sábanas que recogió del altar mayor y unas tablas de cera. Ibídem.


Otros ejemplos de este tipo, en el nombramiento de serora del templo parroquial efectuado en Francisca de Goiburu, en 1685, tras la muerte de la anterior serora, Ana de Lizarazu, en A.D.P., c) 1.443, nº 19 y, tras la renuncia de Francisca de Goiburu en 1705, en el nombramiento de Magdalena de Abarizqueta. Ibídem.


También en el nombramiento de Josepha de Oraa en 1743, tras la muerte de Isabel de Balerdi. En A.D.P., c) 1.893, nº 24.


� Ejemplo de ello es el caso de María Pérez de Eguibide, la cual tomó posesión de la seroría de la  ermita de Santa 


Engracia el 30 de noviembre de 1616. Ibídem.


También podemos nombrar los ejemplos de la posesión de Gracia de Urcelay, como serora de la ermita de Nuestra Señora de la Piedad, en 1658, tras la muerte de María Juanes de Altuna, en A.D.P., c) 824, nº 11; o el  de Antonia de Mugica, como serora de la misma ermita, en 1691, tras la muerte de la anterior serora, María Juaniz de Urcelay, en A.D.P., c) 1.334, nº 25.


� En A.D.P., c) 2.377, nº 2.


� Ya en fecha tan cercana a 1769 como la del 29 de enero de 1774, el Ayuntamiento tomó el acuerdo de que se consultase con el abogado de los Reales Consejos Manuel Francisco de Mugica para intentar conseguir que hubiese en la ermita de Santa María “una mujer retirada”, habida cuenta de que en dicho templo, y desde la “Santa Cruz de Mayo hasta la Santa Cruz de septiembre se mantiene un conjurador a costa de los vecinos y moradores”, y era preciso que hubiese una persona que cuidase de la ermita, en A.M.Z., Sección A, Negociado 1, Serie I, Libro 3.


Las gestiones que se realizaron dieron fruto, al menos a nivel de la estructura eclesiástica, pues el Obispo de Pamplona dio su permiso para que pudiese estar en la ermita una mujer, “con calidad de no poder cuestuar” (pedir dinero) ni dentro ni fuera de la ermita, procediendo el Ayuntamiento a nombrar a Josefa de Izaguirre, natural de la villa. En acuerdo del Ayuntamiento del 7 de abril de 1775. Ibídem.


� Fue presentado al Obispo por María Ortiz de Zarate, tutora de Felipe de Lazcano, a la muerte del vicario Martín de Altuna en 1612. En A.D.P., c) 476, nº 26. Murió en 1645.


� Alzola y sus hijos eran dueños de la mayor parte del caserío Achivita, y según las informaciones ofrecidas en el proceso por el mismo Alzola, el vicario utilizó a Catalina de Achivite “por odio que me tenia a los 6 de agosto del año pasado de 1629” para ir contra él. Este proceso, en A.D.P., c) 735. nº 7.


� Ibídem.


� El proceso completo se encuentra en A.D.P., c) 731, nº 23.


� Efectivamente estaba enfermo. Habiéndole visitado el médico en la cárcel, comprobó que padecía del hígado, aconsejando su puesta en libertad para llevar a cabo una completa recuperación, pues de lo contrario corría peligro su vida. El médico achacaba las causas de sus males a su  mala vida en materia sexual. Ibídem.


Hasta el diagnóstico del médico delataba la causa de los males de Gurruchaga, acusándole indirectamente.


� Ibídem.


� De esos seis meses, los tres primeros serían de obligado cumplimiento, y los otros tres quedarían a voluntad del Obispo. Ibídem.


� Morador en Urretxu. Como sabemos, los moradores no tenían la categoría social de los vecinos, siendo de una categoría social bastante inferior a éstos. Las informaciones sobre este proceso están en A.D.P., c) 783, nº 24.


� Con toda seguridad está haciendo referencia a un barrio o grupo de casas situado cerca de la ermita de San Sebastián, desaparecida en el siglo pasado. Estaría, a su vez, cerca del actual grupo de casas de San Sebastián.


� Cuando, a consecuencia de riñas o peleas se ocasionaban heridas que pudiesen ocasionar efusión de sangre dentro de las iglesias, era necesario reconciliar los templos. Eso es lo que sucedió en tiempos del  Obispo Álvaro de Moscoso (1550-1561) con el templo parroquial de Santa María de Zumarraga. En Archivo Catedralicio de Pamplona, Libro de Licencias de A. Moscoso. 1555-1558, 148 págs. En  GOÑI GAZTAMBIDE, José (1985),  Historia de los Obispos de Pamplona. Siglo XVI. Tomo III. Pamplona, editor el propio autor, pág. 576.


� Beneficiado nombrado para ocupar la vacante dejada por Francisco de Sagastiberria para ocupar la plaza de vicario. Fue presentado para esa plaza por María de Lazcano, viuda de Antonio de Oquendo y Señora de Lazcano, tras superar la prueba que le puso el vicario de Segura, y se le concedió el beneficio en Pamplona el 13 de junio de 1646. Tomo posesión de su plaza “quieta y pacíficamente” precisamente ese 24 de junio. Ibídem y también en A.D.P., c)575, nº 7.


� Como no podía ser menos, esa salida de la cárcel causó el asombro de mucha gente, por la gravedad del delito que había cometido. 


Para explicar su salida de la cárcel, hemos de tener en cuenta que Antia gozaba de parientes poderosos, tanto en Zumarraga como en Urretxu. Según relataron los testigos más tarde, el Alcalde de Urretxu era hermano de Antia, y el Alcalde de Zumarraga era primo hermano suyo. Pero, además, tenía también otros parientes poderosos.


� Hemos copiado literalmente del documento original este apellido, al igual que todos los demás que aparecen en este texto.


� Ibídem.


� Ibídem.


� En A.D.P., c) 1329, nº 7.


� Un ejemplo muy claro: con la llegada al poder de los liberales a partir de la muerte de Fernando VII, y tras la primera guerra carlista, hubo una serie de medidas del Gobierno liberal para eliminar el pago del diezmo a los eclesiásticos. Pues bien, como sabemos, parte de ese diezmo se lo llevaba el Señor de Lazcano.


A partir de 1841-1842 tanto desde Madrid como desde San Sebastián se mandaron a las poblaciones órdenes muy determinadas, las cuales pretendían evitar que se pagase el diezmo. La contrapartida era el establecimiento de una contribución en dinero con la cual acudir a los clérigos. 


La corporación municipal zumarragatarra fue testigo, a lo largo de esos años, de una lucha importante por ver si se debía de hacer el pago del diezmo o si había de pagar la contribución, dejando al final libertad de acción a los contribuyentes para que pagasen al clero del modo más conveniente a sus intereses.


Lo que sí intento en un determinado momento la Corporación fue sacar provecho propio de esa medida liberalizante, por lo que en la sesión del 10 de agosto de 1844 aprobó el Ayuntamiento recaudar el diezmo, incluidos los tres octavos con que se quedaba el Señor de Lazcano, pero esta parte del diezmo no se dedicaría para pagar al patrono, ni para pagar a los clérigos, sino que se dedicaría a beneficio de las mejoras que se hiciesen en la villa. Pues bien, los eclesiásticos protestaron contra esta determinación, amenazando incluso con no recoger su parte del diezmo. En acta del 10 de agosto de 1844. A.M.Z., Sección A, Negociado 2, Libro 2, Expediente 11.


� No olvidemos que durante los seis años en que se prolongó en esa zona la guerra, siempre hubo lucha, con cambios de dominadores, estando los carlistas sostenidos, ya en esta zona, ya durante sus expediciones, por esta tierra, la cual se arruinó en defensa de sus postulados.


� No en vano, tanto la historiografía liberal como la carlista ha explicado siempre que el clérigo fue siempre partidario del carlismo, y más en el interior de las provincias vascas, fuera del alcance de los puertos comerciales del Cantábrico. No obstante, tal y como ha demostrado en su tesis doctoral Antonio PRADA, titulada La influencia de la Primera Guerra carlista en la vida local del Alto Valle del Urola. 1830-1845, inédita, esto no fue del todo cierto, fundamentalmente en las poblaciones de Zumarraga y Urretxu.


� El 24 de septiembre de 1835 el Comisionado Regio Juan José de Olaciregui comunicó al cabildo eclesiástico y al Ayuntamiento de Zumarraga que había dispuesto que a José Antonio de Olaran se le embarguen y depositen todos los frutos y rentas de su pertenencia por el cabildo y que los guarde en el Ayuntamiento. En “Cartas escritas y/o recibidas por José Francisco de Olaran, presbítero y beneficiado de la villa de ZUMARRAGA, expulsado de su parroquia por el Corregidor y refugiado en Elgueta”. A.D.S.S., sin signatura.


� Este Corregidor carlista fue el que, en los  últimos días de julio y primeros de agosto de 1835, poco después de la caída de Zumarraga en manos carlistas, hizo una visita a Zumarraga, en la cual trató de hacer una depuración de los enemigos políticos que había en estos municipios. Más información sobre este Olaran, en el recién citado expediente, sito en A.D.S.S.


� No fue sino hasta el 28 de diciembre de 1837 cuando el Corregidor dejó en libertad del confinamiento a José Francisco de Olaran y otras tres personas más (Martín de Olaran, José Manuel de Arrizabalaga y Juana de Arsuaga), dejándoles por cárcel la propia villa de Zumarraga, encargándole el Alcalde de Zumarraga que vigilase a dichas personas. En A.M.Z., Sección A, Negociado 14, Libro 1, Expediente 4.


� CANGA-ARGÜELLES calcula que las tierras de la Iglesia, junto con las de la Corona, suponían al comienzo del siglo XIX la tercera parte de la superficie del país. Según el Diccionario de Hacienda, de este autor, los diezmos importaban en esa época 368 millones de reales anuales.


Por su parte, ARTOLA, en La burguesía revolucionaria (1808-1874) señala que las Cortes de Cádiz llegaron a estimar que las tierras cultivadas propiedad de la Iglesia ascendían a cuatro millones de hectáreas, un 18% del total, y con un valor aproximado y relativo de 500 millones de reales. En cualquier caso, son cifras mareantes.


Es conveniente decir en este momento que a las tierras y bienes que, en general, poseía la Iglesia se les llamaba tradicionalmente “manos muertas”, en el caso de las tierras porque no se cultivaban.


�Salvo la espiritual sobre sus miembros, la específica sobre los clérigos por razón de su estado y la que se deriva del reconocimiento por el Estado de una facultad fiscalizadora sobre la enseñanza a todos los niveles.


� No hemos encontrado ningún rastro de desamortización de tierras eclesiásticas ni en Zumarraga ni en las poblaciones más cercanas.


� Son los emolumentos que se daban a los vicarios, rectores y otros ministros eclesiásticos, por las funciones que ejercían, además de la congrua o renta que tenían por sus prebendas o beneficios: un ejemplo es las percepciones que recibían por los entierros.


�El 11 de septiembre de 1838 el Gobierno Superior Político de Gipuzkoa trasladó a la Diputación Provincial las preguntas de la "Comisión de Diezmos" de 21 de agosto de 1838 acerca de la "opinión predominante en la Provincia sobre el impuesto decimal" (...), sobre qué sería "preferido en Guipúzcoa por la mayoría de los habitantes: la continuación del diezmo como existe, con modificaciones, u otras contribuciones en dinero o frutos", así como si había "algunas circunstancias particulares de la Provincia que influyan de un modo notable para formar y mantener la opinión favorable o adversa al impuesto decimal".


La Diputación contestó el 18 de octubre siguiente que la mayor parte de la Provincia estaba bajo los carlistas, y "el fanatismo religioso(...) ha sido el tema favorito del clero influyente, que ha abrazado la causa de don Carlos, y por lo tanto habrá procurado que se miren como heréticas las reformas religiosas que se han hecho por nuestro Gobierno, y como la materia de los diezmos es la que más interesa al clero, habrá imbuido al pueblo más que nunca que su prestación es de derecho divino y que no toca a la autoridad temporal intervenir en este punto (...) Mas tarde se podrá debilitar o destruir estas creencias, pero hoy no".


Por ello no creía posible en esas fechas la desaparición de los diezmos, ni su modificación, "sin embargo, restablecida la paz, podrán ensayarse algunos medios para hacer más llevadero el gravoso impuesto decimal".


Además informó la Comisión que asesoró a la Diputación en este punto, y al fin esta misma institución, que "podría ensayarse una contribución de frutos al tiempo de recoger la cosecha capaz de atender a los gastos del clero y del culto, y podría ensayarse otra contribución que se impondría a los propietarios de predios urbanos, al comercio y a todas las demás clases, bien para cubrir las otras atenciones y cargas legítimas que pesaban sobre el diezmo, bien para minorar la contribución de frutos exigidas a los labradores".


"La comisión mira gravemente el dejar al clero y culto abandonado a los productos, siempre inciertos, de una contribución nueva, por más justa que sea. 


Estas medidas, con el tiempo, llegarían a triunfar: el labrador comprendería la utilidad que le resulta y se acomodaría".


"Si la recaudación esta sería llevada por el propio clero, sin intervenir el Gobierno o sus Agentes, y la Diputación tuviese facultades para influir, valiéndose de los Ayuntamientos en al imposición, recaudación e inversión, sería fácil aclimatar esto en el país. Si las demás clases de la sociedad miraban al principio con repugnancia, cedería a la vista de su cortedad y de la justicia que le servía de base".


Respecto a si había en esta provincia circunstancias particulares para influir sobre el diezmo, se señalaban dos clases de circunstancias: las de la guerra ("pasajeras"), y las de la naturaleza del terreno ("constantes"). 


"Al estar dominados por los carlistas, al final habría gran novedad si se suprime el diezmo.


Por otra parte, para que esta tierra produzca lo mismo, son necesarios más gastos de cultivo que en otras provincias. El diezmo aquí es más gravoso que en otras provincias: el diezmo es Sevilla es la décima parte de sus frutos y algo más. Aquí es la décima parte de muchos brazos de trabajos, con muchos más costes que en otra provincia, de su agricultura y de su industria, de la constante aplicación de la población agrícola de esta provincia, que es casi su totalidad". En A.G.G.,JD, IM,  Sección 4, Negociado 2, Legajo 93. 


� Para el caso de Zumarraga contamos con los ejemplos de  Alzola, Artiz, Aguirrebengoa y Aramburu. Se ve en A.G.G., JD, IM, Sección 4, Negociado 2, Legajo 104.


� Institución creada por el Jefe Político de la Provincia en noviembre de 1841 para sustituir a la Diputación Foral, parte de la cual se había sublevado en Bergara en octubre anterior. Por supuesto, esta “Comisión Económica...” defendía los postulados liberales que tenían sus correligionarios instalados en el Gobierno central.


� En acta de la sesión del 25 de mayo de 1842. A.M.Z., Sección A, Negociado 2, Libro 2, Expediente 10.


� A la propiedad rústica se le gravaría con el 12% de la riqueza territorial. En el conjunto de la Provincia suponía una cantidad de 890.448 reales y 12 maravedíes. Por otra parte, se gravarían 18 reales por cada yunta de las que figurasen en el mismo Estado de 1815, lo que suponía un total de 162.090 reales . Una nueva cantidad, 8.820 reales, saldrá de los 9 reales por cada caballería que apareciese en el mismo Estado anterior, y por fin, se tomaría una cuarta parte del comercio e industria sobre lo que importaban las precedentes contribuciones pecuaria y territorial, esto es, 265.206 reales y 9 maravedíes.


El conjunto de estas cantidades alcanzaba 1.326.033 reales y  9 maravedíes en el total de la Provincia. Como el presupuesto total de su clero era de 1.305.910 reales, habría un remanente de 20.213 reales


� Por medio de la circular comentada, se tuvo conocimiento en los Ayuntamientos de que se imponía un 12% a la propiedad, 18 reales por cada yunta y 9 reales por cada caballería, exigiéndose el resto de la propiedad industrial y comercial en la proporción de uno a cuatro en relación a la contribución que habían de satisfacer los "sectores" pecuario y territorial, distribuyéndose esta contribución pecuaria y territorial según el Estado de 1815, base primera con la que se habían realizado todos los repartos de esta contribución.


� Los ya mencionados Alzola, Aguirrebengoa, Aramburu..., eran los que deseaban pagar la contribución.


� Se refiere al Marqués de Balmediano, que como ya sabemos era uno de los títulos que poseía el Señor de Lazcano, patrono de la iglesia parroquial y, como tal, perceptor de una parte de los diezmos que habían de cobrar los eclesiásticos. En 1841, de las fanegas de trigo, maíz, castaña, manzana y minucias se hacían ocho porciones en Zumarraga. Tres cobraba el marqués, dos llevaba el párroco y las tres restantes se llevaban, una cada uno, los tres beneficiados. En A.D.S.S., Zumarraga, A.2.5.4/2.


En ese día el Ayuntamiento también acordó que se recaudase también la parte del diezmo que normalmente se aportaba al Marqués, la cual quedaría a beneficio de mejoras que se hiciesen en la villa. En acta del 10 de agosto de 1844. A.M.Z., Sección A, Negociado 2, Libro 2, Expediente 11, con protesta de varios eclesiásticos, que incluso amenazaron con no recoger su parte del diezmo. 


� A.M.Z., Sección A, Negociado 2, Libro 2, Expediente 11.


�En 1732 se impuso un censo de 100 ducados de plata a favor de la hermandad. Como ya sabemos, con ese censo se podían adquirir tierras u otro tipo de bienes inmuebles, los cuales se arrendarían. Del mismo modo se podía dejar parte o la totalidad de esa cantidad en préstamo, el cual produciría también unos intereses Pues bien, con el dinero producido por esos arrendamientos o préstamos se atendían las necesidades de los sacerdotes de esas villas.


La información sobre esta hermandad se encuentra en A.D.S.S., Zumarraga,  C.1.4/1.


� Hay una alusión a la existencia de estas constituciones, en “un libro aparte”, entre la documentación generada por la Santa Visita del Obispo Andriani en 1833. Desgraciadamente, no hemos podido encontrar ni las constituciones ni el libro aludido.


�Dentro del obispado de Pamplona tenemos conocimiento de la elaboración de las constituciones sinodales de 1544, elaboradas por el Obispo Pedro Pacheco. Sobre ellas podemos consultar, de modo indirecto,  MURO ABAD, Juan Roberto, "El clero diocesano vasco en los siglos XV y XVI: una imagen", en GARCÍA FERNÁNDEZ, Ernesto (director), (1994), en Religiosidad y sociedad en el País Vasco (siglos XIV-XVI), Bilbao, Servicio Editorial de la Universidad del País Vasco, pág. 61.


Pero, sin lugar a dudas, las constituciones sinodales las importantes, tanto por su duración en el tiempo como, sobre todo, por la inmensa riqueza de su contenido, adaptado a lo ordenado por el Concilio de Trento, fueron las constituciones sinodales elaboradas en 1590, las que se pueden consultar en el A.D.S.S., Parroquia de Berastegi.


�Tal y como lo hizo el 3 de diciembre de 1819 el Obispo Joaquín Javier de Uriz y Lasaga cuando, tras la Santa Visita que realizó, expuso su "vinculante" opinión sobre diversos puntos:


-Sobre doctrina cristiana señaló que el hecho de darse en esta zona el poblamiento en caseríos era perjudicial para una buena enseñanza, por la propia dispersión. Aconsejó que los niños fuesen a la escuela, donde se les habría de enseñar la doctrina, asistiendo a ella el Párroco, quien habría de hacer las preguntas pertinentes. En este campo, habría de ser importante la ayuda de los ancianos que no pudiesen trabajar, así como la de los padres, pues en días de mal tiempo podrían juntar a los niños en casas, enseñándoles.


-Con respecto a los exámenes para el cumplimiento pascual, había que mostrarse severo y exigir que se aprendiese lo suficiente. Era fundamental la atención que había que poner cuando se había de hacer la primera comunión.


-Sobre la explicación del evangelio, señalaba el Obispo que tenían que esforzarse los Párrocos por hacerlo comprender a la población, "que no se decline a que los sermones sean en castellano, según que se va introduciendo. Quedan entonces ayunos todos los pobres labradores y artesanos (...) y que sólo entienden el bascuence".


-Por lo que se refiere a los bailes y a la mezcla de sexos, señalaba el Obispo que era imposible que no hubiese bailes "pero que sería mejor que no los hubiese. En las romerías, música y bailes deben de cesar cuando comienzan las oraciones  (hay veces en que no lo hacen)".


"Que no se desvaríen los hombres y mujeres, hay que cortar el mal de raíz, recurriendo a la justicia cuando se violen las normas".


-Con respecto a los días festivos, el Obispo dejó señalado que "son para que en ellos nos consagremos más a Dios; y la Iglesia prohibe en los de precepto emplearse en obras serviles, pero por efecto de la codicia y socolor de la pobreza esto se quebranta. Si hubiera conocimiento, la moderación, la fuga de los excesos, y con uno y otro la buena conciencia darán lo suficiente para el cuerpo; y, por último, cuando se presente en los pobres, y alguna vez en los ricos, verdadera necesidad, trabajen con la licencia superior correspondiente, o la de sus párrocos". 


Sobre el tema de las primicias, el Obispo dice que por causas de las guerras habidas, se habían tenido las rentas de la iglesia como si fuesen de los propios de las poblaciones, pero que la Iglesia tenía que manejar sus propios fondos. Ordenó que se hiciesen las liquidaciones “de ese ramo del que depende la existencia de los fondos y los alimentos de la Casa del Señor”.


Por lo que se refiere a las obras pías y a las capellanías, el Obispo comprobó que no se cumplía lo ordenado por los fundadores, y que los administradores no ingresaban los capitales necesarios para su sostenimiento, por lo que pidió que se cumpliese lo ordenado por los fundadores en su totalidad. En A.D.S.S., Zumarraga, B.3/1.


Sobre el evangelio, además de unos textos, cuando se refieren las fuentes al lado del evangelio y al lado de la epístola, se está haciendo referencia a la ubicación separada de los fieles, ya fuesen hombres, ya fuesen mujeres, en el templo parroquial. El lado del evangelio, según se sientan los fieles, es el de la izquierda, y el lado de la epístola en de la derecha. Van configurados con respecto al altar, de tal forma que el altar es lo más importante, y allí está el sacerdote, de tal forma que a la derecha del altar, según se mira, está el lado del evangelio, y a la izquierda del altar, según se mira, está el lado de la epístola. Como ya he dicho, para las mujeres y los hombres es al revés, pues ellos lo ven desde el lado contrario al altar.


Respecto a la ubicación de hombres y mujeres, los hombres se sientan en los asientos delanteros del lado de la epístola y del evangelio, y las mujeres en los asientos detrás de los hombres, tanto en el lado del evangelio como en el de la epístola. En A.D.P., c) 79, nº 17, pág. 103, vuelta.


� Todo lo relacionado con esas conferencias litúrgico - morales en Zumarraga y Urretxu, en A.D.S.S., Zumarraga, B.3/1.


� La estola es el ornamento sagrado que consiste en una banda de tela de dos metros aproximadamente de largo, y unos siete centímetros de ancho, con tres cruces, una en el medio y otra en cada extremo, los cuales se ensanchan gradualmente hasta medir en los bordes doce centímetros. En REAL ACADEMIA ESPAÑOLA (1992), Diccionario de la Lengua Española, Espasa Calpe, 21ª edición.


� La asociación a que se está haciendo referencia es el rito completo de acompañamiento de un cadáver desde su lugar de residencia hasta el templo parroquial.


� Este proceso se encuentra en A.D.P., c) 1.528, nº 18.


� Ibídem.


� Los tres beneficiados en ese momento eran José de Aguirre, Bernardo de Aguirre e Ignacio de Guerra, a la sazón primo del vicario Auzmendi. Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Ya en 1540 tenemos los mandatos efectuados por el obispo Pedro Pacheco. En ellos, además de mandar que se cobrasen las cantidades que se debían a las iglesias, se ordenó que no se llevase el santo sacramento de noche por los caminos para la atención de los enfermos (se podía llevar a cualquier hora para los bautismos y penitencias, pero si era de noche había de ser con linterna), se mandó que en medio de las misas no se levantasen las personas a pedir, bajo multa, pues molestaban al resto de los feligreses. También mandó el Obispo que hasta el primer domingo de mayo se dijesen en misa ciertos rezos y oraciones, y que después de misa se juntasen muchachos y muchachas para que se les enseñase la doctrina. Además, ordenó al vicario que antes de cuaresma hiciese una lista con todas las personas que tenían obligación de confesar y comulgar, y que le mandase después de ese periodo litúrgico al obispado la lista de los que no habían confesado o comulgado. Asimismo mandó que nadie entrase en la iglesia con “manteo e que ninguna traiga  la sobrepeliz cogida sobre el hombro” (sic), sino vestida, bajo fuertes multas, e incluso pena de cárcel. Tampoco podían usarse dentro de la iglesia capas con “capillas”. Lo mismo mandó en cuanto al uso de armas: que no se introdujesen por los clérigos en las iglesias, bajo multas en dinero, permitiéndose, en todo caso, y para casos especiales, el uso de la espada (las lanzas y otro tipo de armas debían dejarse a la puerta de la iglesia). Mandó también el obispo al vicario que no se pudiesen hacer obras ni reparaciones sin permiso del Obispado, pudiendo sólo disponer el vicario de muy poca autonomía financiera en gastos. Igualmente, y además de otras órdenes menores, mandó el obispo al vicario que no diese la paz (la comunión) en patena de cáliz sino al propio obispo o prelado, y que al común de la población la diese con cáliz de latón dorado. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1.


Esos mandatos fueron especialmente importantes para la historia eclesiástica, no sólo de Zumarraga, sino de Gipuzkoa y del obispado de Pamplona. Efectivamente, tuvieron que pasar más de 20 años y un concilio, el de Trento, para que se volviesen a dar mandatos tan importantes. Tras este importante concilio, el Visitador Lope de Alquiza ordenó a las autoridades eclesiásticas zumarragatarras una serie de mandatos, bastantes de los cuales habían sido ordenados ya en 1540 por el Obispo Pacheco. Por lo que respecta a los mandatos nuevos tras el concilio, comunicados el 25 de mar<o de 1565,  podemos señalar entre los más importantes el que no se permitiese decir misa a ningún clérigo extranjero, la necesidad de confesarse con el vicario, al menos una vez al año, la necesidad de actuar contra el juego de cantidades de dinero, reprendiendo al jugador, la inscripción de nombres de personas que no cumpliesen con la necesidad de velarse después de casados, o que no cumpliesen otras obligaciones como la confesión o la comunión, no admitiéndolos en los divinos oficios hasta que se confesasen o comulgasen, la necesidad de no abreviar en las misas cantadas conventuales, diciendo la Gloria, el Credo, el Prefacio y el Padre Nuestro, la necesidad de oír la misa entera, la no validez del matrimonio clandestino (el ejecutado sin guardar las formas, engañando, en cierto modo, a las autoridades religiosas), la necesidad de llevar los libros sacramentales (en Gipuzkoa ya se llevaban desde tiempo antes, incluso Zumarraga fue pionera en este tipo de actuaciones). Entre los mandatos más particulares señaladas a las autoridades eclesiásticas zumarragatarras, se le señaló al vicario que, por su avanzada edad, pusiese cuadjutor. En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 11.


� Vicarios son los sacerdotes designados por una comunidad (cabildo catedral, monasterio, etc.) a la que se ha encargado la parroquia. En INSAUSTI TREVIÑO, Sebastián (1964), Las parroquias de Guipúzcoa en 1862, San Sebastián, Diputación Provincial de Guipúzcoa, págs. 21-22.


� Rectores son los párrocos que rigen una iglesia directamente encomendada por el Obispo. Ibídem, pág. 21.


� Como se puede ver en las constituciones parroquiales de finales del siglo XVI de Zumarraga, los beneficiados ayudaban de una forma muy importante en esa época al vicario. En apéndice nº 4.


� Abundando un poco más en estos instrumentos normativos, la instrucción de los planes beneficiales necesitaba de la figura de un instructor, a modo de Comisionado Episcopal, que se encargase de recoger todos los datos y proponer las medidas que tuviese por convenientes. Normalmente esta figura era de la total confianza del obispo, y por supuesto el así elegido debía conocer la zona. La elección de Juan Antonio de Arizti para la elaboración del plan beneficial zumarragatarra no fue fruto del azar, puesto que éste beneficiado trabajó en iguales cometidos del Obispo en varias en los planes beneficiales de las parroquias de San Martín de Urretxu y de Santa María de la Asunción de Legazpi. En A.D.P., c) 2.757, nº 2 y c) 2.640, nº 5, respectivamente. 


La inmensa mayoría de la documentación acerca del Plan Beneficial de Zumarraga se encuentra en el expediente instruido a tal efecto, obrante en A.D.P., c) 3.064, nº 6.


� El vicario de la iglesia zumarragatarra en aquella época era Juan Ignacio de Oria. Ibídem.


� El patrono era Joaquín José de Arteaga y Lazcano, marqués de Balmediano y Señor del Palacio de Lazcano. Como no podía ir personalmente a las diligencias necesarias, delegó sus poderes para todo lo necesario en Sebastián de Abalía, vecino de Ordizia. Ibídem.


� Se mandó carta al Convento de Carmelitas Descalzas de “Nuestra Señora de la Encarnación de Belén”, en Sevilla, como patrono único de la capellanía colativa fundada por el veedor Domingo de Sarasua y Polonia de Arellano, su mujer, con renta de cien ducados y 250 misas al año. Ibídem.


� Los conceptos de almas de comunión, de confesión, etc., han sido controvertidos en la historiografía. Los diversos historiadores no se han puesto de acuerdo. Hoy en día, sin embargo, podemos llegar a unas conclusiones. Para PIQUERO, las personas de comunión serían las personas a partir de 12 años.


Efectivamente, según ha descubierto ese autor para la población de Vidania de 1685, las personas hasta los siete años ni confesarían ni comulgarían. Desde los siete a los doce años confesarían solamente, y serían consideradas “de comunión” a partir de los doce años. En PIQUERO, Santiago (1991), Demografía guipuzcoana del Antiguo Régimen, Bilbao, Servicio Editorial de la Universidad del País Vasco, págs. 29-30.


Por mi parte, y para indagar sobre el particular, he comprobado la documentación sobre esta zona y, a partir de ella, corroboro las tesis de Piquero, pues he encontrado que entre 1816 y 1817 aparecían como personas de comunión entre un 67 y un 70% del total de habitantes. En A.G.G., JD., IT., 622-I. Información más detallada sobre esto en la tesis doctoral, inédita, del propio autor de esta publicación.


� He encontrado en el Archivo Diocesano de San Sebastián, en la documentación no vista de Zumarraga, y concretamente en el expediente hecho por mí del "Borrador de la cuenta efectuada por el administrador del Señor de Lazcano sobre las rentas que éste obtiene en Guipúzcoa, Alava y la Rioja por todos sus mayorazgos", que el Marqués de Balmediano, por el mayorazgo de la Casa de Lazcano tenía, el patronato de la parroquial de Santa María de Zumarraga, con derecho de presentar la vicaría y tres beneficios en hijos patrimoniales nacidos y bautizados, en el término legal de los cuatro meses. Que en 1776 obtenía de toda especie de frutos decimales de dicha parroquial, y además de las tres fanegas de trigo que se bajan de una suerte de los beneficiados para el patrono, y se hallan arrendados a José de Gorosabel, vecino de Legazpia, 9.000 reales de vellón al año.


� Los beneficiados que ejercían su magisterio en Zumarraga tenían la obligación de administrar sacramentos a enfermos, pero no solían cobrar por ellos los cuatro reales en los que estaba tasada esa labor. Ibídem.


� Como se ve en el tema dedicado al personal, el “beneficiado simple” (o “beneficiado servidor”)  es aquel sacerdote que estaba más dedicado al culto divino que a la cura de almas. Aparte de asistir al coro y decir sus misas poco más tenía que hacer. En cambio, los “beneficiados curados”, empezaron a tener, en un primer momento, obligaciones que eran parte de lo que suponía la cura de almas:  les fue otorgada la licencia de oír confesiones en la parroquia, asistir a moribundos, predicar y, en resumen, ayudar al párroco en sus funciones peculiares. Más tarde, a estos beneficiados se les aplicó el nombre de beneficiados coadjutores o, simplemente, coadjutores. Es lo que en la modernidad llamaríamos “coadjutor personal”, el cual suplía al párroco imposibilitado o enfermo.


La Real Orden de 12 de junio de 1769 sobre Planes Beneficiales en su norma  nº 12, bajo la rúbrica “que los beneficios congruos se hagan residenciales con la obligación del ayudar al párroco”, dice: “Y respecto de que así las iglesias, como los parroquianos tienen derecho al abundante pasto espiritual a proporción de los diezmos con que contribuyen, considera la Cámara por muy justo que al beneficio o beneficios que V.S.I. estime precisos y suficientes para imponerles esta carga, los haga residenciales de forma que sus poseedores los sirvan personalmente, ayudando al párroco en las funciones de su cargo, como explicar la doctrina cristiana, asistir a los enfermos y administrar los sacramentos, a excepción de bautismos y matrimonios, precediendo para ello el correspondiente examen..., sin comprender a todos los beneficios libres en esta especialidad”. En INSAUSTI, Las parroquias de Guipúzcoa en 1862, págs. 24-25.


� A partir del siglo XVII, el Señor de Lazcano usó de uno de sus muchos títulos en su relación con varias iglesias parroquiales, entre ellas la de Zumarraga; en concreto uso del título de “Marqués de Valmediano”. Es por ello que cualquier lector que acceda a la documentación eclesiástica de la iglesia parroquial zumarragatarra verá en multitud de ocasiones este título para designar al patrón, el Señor de Lazcano.


� Como sabemos, los habitantes de las caseríos de Aginaga contribuían los diezmos a la iglesia de Zumarraga y la primicia a la iglesia de Azkoitia.


� Recordemos que el Ayuntamiento General era la reunión de todos los vecinos concejales de la población, no sólo los que tenían algún cargo (Alcalde, Regidores, Diputado del Común, etc.)


� Lo componían por entonces el vicario Juan Ignacio de Oria, y los beneficiados Francisco  Javier de Guerra, Juan de Echeverria y José Fernando de Echeverria. Ibídem.


� El Vicario General ordenó a todos los clérigos del Obispado que, de no presentarse en el plazo concedido, publicasen en sus iglesias y templos la excomunión, prohibiéndole su admisión en todos los oficios divinos, así como en “el consorcio de los Fieles Christianos”, no admitiéndole de nuevo entre ellos hasta que no cumpliese con lo ordenado. Ibídem.


� Ibídem.


� En esos casos, señaló que acudía en su ayuda el capellán de la fundación que hizo Cristóbal Molina, pues entre sus obligaciones estaba la de confesar. No era, pues, necesario, el aumento de un clérigo. Ibídem.


� Recuérdese que hemos introducido ese privilegio en el capítulo dedicado a los orígenes de Zumarraga. El original está en el Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos Civiles. Escribanía de Zarandona y Balboa. Pleitos olvidados. C 238/1, L 1, Pieza 2ª.


Sobre todo esto es interesante la comunicación de María Rosa AYERBE, “Ordenanzas de la Alcaldía Mayor de Arería (Guipúzcoa), 1462”, elaborada para el Congreso de Historia de Euskal Herria. II Congreso Mundial Vasco, en 1987, en Comunicaciones, Sección I, Volumen I, págs. 339-359. También la obra de José Luis ORELLA Instituciones de Gipuzkoa y Oficiales Reales en la Provincia (1491-1530), 1995, Juntas Generales y Diputación Foral de Gipuzkoa, pág. 113, así como Casas-Torre y Palacios de Gipuzkoa, coordinada por ORELLA Y ESTÉVEZ, y editada en 1996 por el Colegio Oficial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos de Gipuzkoa, pág. 59.


� Hay también más información sobre repartos de los nombramientos de los Alcaldes de la Alcaldía Mayor de Arería, de cómo se elegían, etc., pero considero que poco ayuda al plan beneficial de Zumarraga. 


Desgraciadamente, desconocemos en este momento cómo acabó el plan beneficial de la parroquia de Santa María de la Asunción de Legazpi.


� Tal y como ha sido anotado convenientemente en el capítulo dedicado a los orígenes de Zumarraga, recuérdese que, en mi opinión, cuando habla de rectoría quiere designar al párroco y no al rector, interpretando el que esto escribe que, en cualquier caso, se estaba hablando del vicario y no del rector.


� Ibídem.


� A propósito de este pleito, puede examinarse con mayor detenimiento en el capítulo dedicado a los pleitos mantenidos con el Señor de Lazcano.


� Según los cálculos efectuados, el vicario llevaba 52 fanegas entre trigo y maíz (16 de maíz y el resto en trigo). De esas fanegas, 26 tenía que dar al coadjutor, y como quiera que por esos años se estaba vendiendo la fanega de trigo a 30 reales y la de maíz a 20, la cantidad resultante, más la “voluntaria” que se pagaba por todos los demás conceptos por los feligreses al vicario, hacía una cantidad insuficiente para su completa manutención. En relación a los cálculos hechos para los beneficiados, siempre según lo señalado por los testigos que intervinieron anteriormente en el proceso, cobraban 37 fanegas de trigo y otras tantas de maíz, las cuales, contabilizadas a los mismos precios que los señalados para el caso del vicario, hacían un total de 1.800 reales anuales, a los que había que sumar las ofrendas y partidas no fijas con que les contribuían los feligreses.


El coadjutor recibía sólo media porción de diezmos, lo cual equivalía a la tercera parte de los frutos que percibía en su totalidad el vicario, y que ascendía a 700 reales anuales. Ibídem.


� Se estaba haciendo referencia, al hablar así,  a lo que sostuvo la villa en los pleitos que mantuvo durante parte del siglo XVI con la Casa de Lazcano, pues por la población zumarragatarra se consideraba a esa casa como usurpadora de los diezmos, ya que los cobraba “sin concesión ni derecho lexitimo, por intrusion violenta, según es publica voz y fama” (sic). Ibídem.


Haciendo hincapié en este punto, el procurador de la población zumarragatarra se apoyaba en la Ley Real de la Recopilación de Castilla, dispuesta en las Cortes de Guadalajara, la cual mandaba que los que, siendo requeridos por los Sres. Obispos o clérigos, no exhibiesen título legítimo para la percepción de los diezmos en los 30 días siguientes a partir de dicho requerimiento, los habían de dejar libremente a las iglesias, y que habiendo sido requerida la Casa de Lazcano para ello en 1486, no presentó título alguno. Igualmente se le había requerido nuevamente a dicha Casa en 1783 por el Obispo de Pamplona, Agustín de Lezo y Palomeque, para que presentase los  documentos necesarios para percibir los diezmos de Zumarraga y de las demás iglesias donde los llevase, y los documentos que había aportado “ni son titulos de pertenencia, ni justifican derecho alguno para percivirlos, antes vien por los mismos se viene en conocimiento de que no le asiste titulo alguno” (sic). Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Tal y como se señala en este plan beneficial zumarragatarra, el original de este documento que se veía en ese momento en el Obispado, en el Plan Beneficial de la villa de Legazpi, estuvo primeramente y también por aquel entonces, en el archivo del Ayuntamiento de Zumarraga. Hoy, desgraciadamente, no contamos con él en el archivo municipal de esa villa.


� Recordemos que toda esta documentación está extraída de A.D.P., C) 3.064, Nº 6.


� Fueron testigos de todo ello el vicario de Lazcano, vecinos de Segura y de Villarreal de Urrechua. Ibídem.


� Señalaba también Echeverria que en Segura existe una cruz de piedra en el lugar donde mataron a Martín López, y que el cabildo eclesiástico de Segura salía con capa pluvial y palio a visitar la casa de donde salió la flecha que le mató, para así dejar constancia del reconocimiento que hacían a las beneficiosas influencias recibidas con tal acto. Ibídem.


� Fortuño de Nunciabay fue nombrado por el Rey Alcalde Mayor de Arería en un deseo de disminuir el máximo numero de los derechos y prerrogativas posibles a que era acreedora esta familia y Casa nobiliaria, y lo hizo en el tiempo que mandó tirar las casas fuertes y los “castillos” de los señores feudales y Parientes Mayores que combatían en los territorios vascos, además de expulsar a los principales Parientes Mayores a tierras de frontera con el reino de Granada. Posteriormente Nunciabay renunció con el deseo de que esa Alcaldía Mayor no fuese vitalicia y se pudiese así evitar en el futuro el que se siguiesen los mismos perjuicios que se habían tenido anteriormente.


� Ibídem.


� Proponer medios de prueba o preguntas para los litigantes o testigos.


�Ibídem.


� En alguna ocasión anterior había manifestado eso mismo el procurador del Señor de Lazcano.


� El 13 de octubre de 1788, que es cuando se dejó este escrito en el Tribunal, los nombres dados para esos caseríos eran Urdambiruetta, Aguinaga Mugica, Aguinagabarrena, Martiaramburunea y Abendaño. Ibídem.


� Ibídem.


� Las cláusulas de esta concordia de 1816 se pueden encontrar en el apéndice nº 12.


� "La aprobación ha de ser interina y hasta tanto que se verifique el reglamento beneficial, que en dictamen del Fiscal debe activarse sin omisión, y entretanto no halla inconveniente en que apruebe VM la citada concordia, interponiendo en ella su autoridad ordinaria y decreto judicial, suprimido el expresado capítulo 9, sin embargo el superior discernimiento de VM. determinará lo que fuere más arreglado a derecho y justicia, que pide.   Dr. Osambela"(sic). Ibídem.


� También llamados “libros de fábrica”. Con la denominación de “fábrica” se ha designado comúnmente al fondo de dinero que entra en una comunidad religiosa y que es destinado a la atención del culto divino, en el cual se incluye el mantenimiento del templo.


� En este momento considero una labor previa el señalar, al menos brevemente, las equivalencias de las monedas que aparecen en los libros de cuentas de las épocas investigadas: ducado, real, maravedí, tarja, doblón, escudo, etc. El ducado equivalía a 50 tarjas. También el ducado equivalía, en épocas posteriores, a 11 reales. El real equivalía a 34 maravedíes. El doblón equivalía a 800 maravedíes. El escudo equivalía a 15 reales. El cuartillo equivalía a cuatro maravedíes. El real, en épocas más cercanas a la actualidad, equivale a una cuarta parte de la peseta, 25 céntimos.


Por supuesto, cada una de las monedas analizadas tenían diversas “variantes”. Un ejemplo: real de plata, de oro, real de a ocho, real de a cuatro, etc., etc. Para ejemplo de una sola de las equivalencias, podemos decir que un real de a ocho equivale a 8 reales de plata, o, lo que es lo mismo, 12 reales de vellón.


� Un ejemplo que nos sirve para ilustrar lo que acabamos de comentar es el proceso incoado en 1603 por Martín de Muxica, como mayordomo de la iglesia parroquial de Zumarraga, y el Fiscal General del Obispado contra Pedro de Cortaberria, escribano que conservaba en su poder los libros de cuentas del templo parroquial, pues era cuñado y fiador del cantero Juan de Aguirre, constructor del templo parroquial, pues le consideraban “juez y parte”, solicitando del Obispado que obligase a Cortaberria a poner esos libros de cuentas en manos de un escribano neutral. De igual modo, y dada la cantidad de fiadores que tenía Aguirre, solicitaban del Obispado que no se admitiese como mayordomo del templo parroquial a ningún fiador, aunque fuese elegido para ello por el concejo.


Receptivo a esa petición, el Vicario General del Obispado ordenó a Cortaberria que en seis días pusiese a disposición de un escribano designado por el vicario todos los libros de cuentas en los que hubiese partidas de la construcción del templo parroquial, bajo pena de excomunión, a la vez que ordenó que ningún fiador de Aguirre fuese elegido Mayordomo de la iglesia parroquial.


Cortaberria se opuso a esa orden, alegando en primer lugar que ni Muxica ni el Fiscal eran parte para pedir el mandato, además de que Muxica en ese momento no era mayordomo (lo había sido en el pasado y podía pedir que saliesen en ese momento del poder de Cortaberria los libros de cuentas para evitar que ciertas partidas dadas por él mismo, y que pudiesen ser consideradas fraudulentas, se conociesen). Siguió argumentando que los documentos que se le solicitaban eran originales, y por lo tanto no los podía dar, pues en la universidad no había otro escribano. Señalaba, por fin, que su casa era fuerte, de muros de cal y canto, con lo que estaba a salvo de incendios, y el archivo estaba guardado con tres llaves, teniendo él sólo una.


Vistas estas y otras alegaciones por ambas partes, el Vicario General sentenció, el 14 de noviembre de 1603 que se innovase en parte su primer mandato, pero que, en cualquier caso, se hiciese un inventario  de los libros y papeles de Cortaberria por un escribano designado por el vicario, y se pusiese ese inventario en el archivo de Cortaberria, el cual sería guardado por tres llaves,  una de las cuales la había de conservar el vicario, otra el mayordomo de la iglesia, y otra el que la solía tener hasta entonces.


En A.D.P., c) 185, nº 10.


�La razón de ello estribaba en las estrictas órdenes dadas a este respecto por los Visitadores, para que siempre tuviesen presente, en lo concerniente al manejo de las cuentas, lo ordenado por ellos. Valga un ejemplo: en los mandatos  instruidos en  1576 - 1577 por el Doctor Alquiza, representante del Obispo de Pamplona, llegado a Zumarraga con motivo de la traslación de la parroquia al valle, ordenó “que los mandatos puestos por su Señoría en el libro del vicario se trasladen a este (libro de cuentas) porque conste de ellos lo que hagan y cumplan el dicho vicario y mayordomo sopena de excomunión”. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1, Expediente 1.


� Al igual que toda la documentación existente en los libros de cuentas, ya sea documentación hacendística, ya sea de otro tipo, es muy interesante examinar esta última documentación. Tan sólo un ejemplo: por estos inventarios podemos tomar conocimiento de que, en 1540,  en 1546 y en años posteriores, había en la iglesia parroquial de Santa María (hoy ermita), además del material “menor” (pongo aquí el apelativo “menor” sólo por el tamaño que tienen), como cálices, copas, crismeras, cruces, candeleros, jarras,  libros, incensarios, casullas y ropajes en general, etc., otro tipo de materiales que nos pueden dar una mejor idea de cómo era el antiguo templo parroquial: había también dos campanas grandes, dos campanas medianas, las cuales, lógicamente, estaban alojadas en su correspondiente campanario, hoy en día desaparecido.  Todo ello en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1, Expediente 1. Sobre las cruces, aún hoy existen las mencionadas en el inventario de 1540, estando ubicadas concretamente en el Museo Diocesano en San Sebastián.


� También llamados “manobreros” en las  fuentes primarias que sobre los  más antiguos libros de cuentas se han conservado (a partir de 1525). Son los encargados de llevar el control de las cuentas, de mandar efectuar labores de mantenimiento y cuidado general del templo. 


Dependiendo del tiempo examinado, puede variar el número de los mayordomos, e incluso su condición y nombramiento: normalmente son seglares, y pueden ser únicamente nombrados por la autoridad laica, por la religiosa (pueden coexistir dos: un mayordomo secular y un mayordomo eclesiástico. El primero es nombrado por el Ayuntamiento, el segundo por la clerecía). En las cuentas de los primeros años que se han conservado había tres mayordomos, y todo indica que eran nombrados de común acuerdo entre las autoridades civiles y las eclesiásticas.


� De todas formas, se procuró a partir de una época que hubiese una lógica a la hora de dar las cuentas, por lo que se eligió el año económico de San Miguel de un año (29 de septiembre) al mismo día del año siguiente, algo que también ocurría con las cuentas del municipio.


� Aunque no quiero extenderme en este momento mucho sobre las funciones de los cargos municipales, sí que es, al menos, aconsejable señalar que, tanto el Regidor como el Jurado, eran figuras principales entre los cargos corporativos del Ayuntamiento de Zumarraga a través de su historia y hasta los Ayuntamientos modernos. En un resumen apresurado de sus funciones, el Regidor era el fiscalizador de las cuentas municipales, el encargado de defender a la villa y a sus vecinos en los litigios a que se viesen abocados, el encargado de poner precios a los productos comerciales que, en exclusividad, controlaba el propio Ayuntamiento, el encargado del mantenimiento de los edificios y caminos públicos, y también el que diligenciaba, por delegación del Alcalde, los procesos entablados por los vecinos para lograr las hidalguías. Por su parte, el Jurado tenía la labor de convocar las reuniones del Ayuntamiento, podía encarcelar y custodiar a las personas, etc., etc. 


� A lo largo de los años, recibe este apartado de las entradas de capital numerosos nombres: cargo, ingresos, recibos, etc.


� También aparece el nombre genérico de las salidas de capital con distintas acepciones a lo largo de los años: gastos, descargo, descargo por menudo, data, etc.


� Si lo normal es que se hagan los alcances de las cantidades a los mayordomos en las cuentas del año siguiente al periodo en que fueron los administradores de las cuentas, no faltan casos en que los mayordomos entregan los superávits obtenidos años después del de su control. Sirva como ejemplo que, en las cuentas realizadas el 29 de octubre de 1537 se contabilizaron 1.397 maravedíes del antiguo mayordomo Martín Saez de Aramburu, uno de los mayordomos que hubo en los dos años que fueron del 29 de septiembre de 1526 a igual día de 1528. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1, Expediente 1.


� Las comunidades parroquiales aparecen, así, y mientras permanecieron las circunstancias que se desarrollaron en el Antiguo Régimen, como unas instituciones que se preocuparon de incrementar su capacidad económica. Evidentemente las razones de ese buen comportamiento financiero de la iglesia las debemos buscar en la profunda religiosidad de aquellos tiempos, donde era normal, y hasta incluso estaba establecido por las leyes y costumbres que una parte de los bienes dejados por los fallecidos en sus testamentos tuviesen como destino algún tipo de institución piadosa (e incluso, en los testamentos figurasen partidas  cuasiobligatorias como el tener que dejar parte del dinero a la redención de cautivos cristianos), la señalización de cantidades de dinero para la celebración de misas (novenas, cabos de año, etc., no haciendo todavía referencia a las fundaciones perpetuas de misas), donaciones, etc. Para comprobarlo tan sólo valgan unos ejemplos, los del testamento de Juan Martínez de Mendizabal, de 9 de marzo de 1557, en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie II, Libro 1, Expediente 1, o el de María Pérez de Aranzadi, en A.M.Z., Sección E, Negociado 7, Serie I, Libro 1, Expediente 8, o el muy claro testamento de Teresa de Lizarazu, de fecha 2 de febrero de 1848, cuando dice “Lego a la Casa Santa de Jerusalen y demás mandas forzosas sus respectivos contingentes, con lo cual les separo del derecho que pudieran pretender a mis bienes”. En A.M.Z., Sección E, Negociado 7, Serie I, Libro 2, Expediente 63.. 


También otras razones de esa “bonanza hacendística” estaban en la meticulosa fiscalización que se realizaba por los encargados de llevar esas cuentas (los mayordomos) y, fundamentalmente, en la repetición, año tras año, de fuertes ingresos como eran las primicias, el cobro de los intereses de los préstamos concedidos, etc., etc. Tan sólo gastos extraordinarios y no corrientes de gran cuantía, como la construcción del propio edificio del templo parroquial, o labores de reparación y de mantenimiento importantes podían ensombrecer los buenos resultados hacendísticos.


Desgraciadamente, otra razón de la sempiterna demostración de la buena racionalidad económica de la iglesia era la escasa preocupación social directa de los representantes de la iglesia, aunque hemos de decir, a este respecto, que como veremos más adelante, indirectamente sí que se preocupó la iglesia en conceder préstamos a interés muy bajo y que, también, había efectivamente, comparándolo con lo que sucede actualmente, pocos pobres o personas que pudiesen necesitar de forma importante la caridad ajena para sobrevivir, estando esta cuestión, además, fuertemente vigilada por las autoridades municipales y provinciales de la época.


� Existían también ingresos privativos para el vicario o cada uno de los beneficiados, y que estaban en relación con lo que trabajasen o lo que tuviesen estipulado: además de la parte que a cada uno correspondía de los diezmos, tenían estipuladas cantidades por la celebración de misas, provenientes de fundaciones y capellanías, por su participación en actos litúrgicos: funerales, etc...


� Desde antiquísimas épocas se cobraban por parte de las parroquias las primicias. Ello fue así en el territorio guipuzcoano hasta que las Juntas Generales de la Provincia, reunidas en Hondarribia, decidieron el 9 de julio de 1869 suprimir obligatoria y legalmente el pago de diezmos y primicias en Gipuzkoa, lo cual, a su vez, fue ordenado bastantes años más tarde de la promulgación de la ley de 29 de julio de 1837, fecha en que el gobierno liberal progresista de Madrid abolió legalmente los diezmos y primicias.


� Como es lógico, la mentalidad popular diferenciaba claramente el fin al que iban destinados los diezmos y las primicias. Mientras los diezmos se pagaban por obligación, no estando en ciertos momentos  satisfechos los feligreses con el personal que les había correspondido, además de saber que podían ser trasladados, satisfacían esos mismos feligreses la primicia con un mejor talante, pues sabían que iba destinada al mantenimiento de los edificios religiosos de su población, los cuales eran tenidos como algo suyo. Incluso, tras la desaparición legal del pago de los diezmos y primicias, ha costado para muchas poblaciones mucho más el dejar de pagar las primicias que los diezmos. Hasta hace muy poco tiempo se han estado pagando primicias en algunas poblaciones del Obispado de Pamplona, lo que no ha sucedido con el pago de los diezmos


� Sobre el origen de los diezmos, es muy oscuro. Hasta el siglo XI su cobro parece que fue esporádico y voluntario. En el siglo XII se hace más general; a principios del siglo XIII el Concilio IV Lateranense impone de modo formal su obligatoriedad, y, como a pesar de todos los esfuerzos por mentalizar a la población, esta se resistía a una contribución tan pesada, la Iglesia castellana pidió a la monarquía un apoyo que esta no podía negarle porque precisamente entonces exigía de ella un gran esfuerzo por conquistar Andalucía. Alfonso X impuso a todos sus vasallos el pago del diezmo. En ARTOLA, Miguel (director), (1988), Enciclopedia de Historia de España, 3, Iglesia, Cultura, Pensamiento, Madrid, Alianza Editorial, pág. 85.


Sobre el cobro de los diezmos de Zumarraga, lo normal era que el patrono no los cobrase en especie, sino que, antes de que entrasen en sus almacenes,  o de que, incluso, se recogiese la cosecha, los vendiese por una cantidad a algún interesado en ellos. Precisamente, en 1539, Pedro de Lizarazu, comprador de los diezmos correspondientes al Señor de Lazcano por el templo parroquial de Santa María de Zumarraga, demandó a este para que le restituyese la cantidad que le había abonado anteriormente por no haber obtenido lo que esperaba de ellos. En Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos Civiles. Escribanía Quevedo. Pleitos Fenecidos. C 142/3 – Leg. 30.


En otras ocasiones, los diezmos se utilizaban como moneda de pago para ciertos compromisos: un ejemplo es el arriendo de los diezmos que de los templos de Santa María de Zumarraga y otros templos  hicieron Felipe y Juan de Lazcano a María de Lazcano y Gaona, hija y hermana respectivamente, como pago de dote y legítimas ante el matrimonio de esta con Bernardino de Arteaga. Posteriormente, el sucesor en la Casa de Lazcano demandó a María de Lazcano para que le devolviese esos diezmos, por lo que ésta pidió protección en 1563. En Archivo de la Real Chancillería de Valladolid. Pleitos Civiles. Escribanía de Zarandona y Balboa. Pleitos fenecidos. C 484/1, L 92. La ejecución de la carta ejecutoria de ese proceso, de fecha 22 de enero de 1564, en  el mismo archivo, aunque en C 484/4, L 92.


Por lo demás, una vez que entraban en el mercado, los diezmos estaban sujetos, como todo intercambio de mercancías, a la alcabala, tributo que había que pagar al fisco en cada compraventa que se hiciese.


� Por medio de remates “a candela de paz abierta”. Así, las parroquias ponían en remate o subastaban, en tantas ocasiones como hiciese falta, los productos entregados por la primicia. A modo de ejemplo, encontramos que era el sacristán, o quien hiciese sus veces, el que en los pórticos de la iglesia encendía “los cabos de cerilla”.


Ejemplo de un remate de frutos primiciales lo tenemos, para los años que van de 1833 a 1837,  en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie II, Libro 1, Expediente 30.


� Los censos son los préstamos que efectuaban los eclesiásticos a cualquier persona que así lo requería.


Para una mejor comprensión de todo lo que rodea a estos censos, podemos decir que, en la práctica, la institución eclesiástica se comportaba de manera parecida a lo que hoy son los bancos o cajas de ahorros: prestaban dinero a quien se lo solicitaba. Así, la persona que recibía ese dinero tenía la obligación de satisfacer, anualmente, y mientras no se redimiese o reintegrase el principal del dinero prestado, una cantidad determinada de dinero (los intereses), cantidad que ingresaba en los libros de cuentas hasta que se reintegraba la totalidad del principal prestado.


La iglesia solía prestar dinero con unos intereses nada altos: normalmente entre el 2 y el 5% al año. A este respecto es necesario decir que  la iglesia siempre se ha opuesto a que se prestase dinero con usura.


Por el bajo interés que tenían estos censos podemos decir que la iglesia hizo una gran labor social, pues  en esa época se tenían pocas opciones para recurrir a contratar un préstamo por los necesitados de ellos. Con esos censos, la Iglesia ayudó a muchas personas a resolver malas situaciones económicas, transitorias o no, teniendo una gran ventaja estos préstamos para los prestatarios, pues es muy raro que se fijasen plazos de tiempo para la devolución de la cantidad prestada, pudiendo alargarse en el tiempo el préstamo, llegándose en ocasiones hasta incluso dejar de pagarse años los intereses  durante años especialmente malos para el que había recibido el dinero y, al final, olvidarse la iglesia hasta de la existencia de ese préstamo, aunque eso no fuese lo normal (como veremos más adelante, a principios del siglo XVII se preocupó de hacer cobrables muchos censos que se habían tenido, años antes, por perdidos).


Con motivo de la ley de desamortización del 1 de mayo de 1856 (la anterior oleada de desamortizaciones no afectó a las iglesias de estos contornos), la Alcaldía de Zumarraga, siguiendo órdenes del Gobernador de la Provincia, giró ofició al vicario para que le enviase una lista de los censos que poseía el cabildo, comunicándole el párroco la imposibilidad de poder hacerlo “en atención de ser los documentos que posee e cavildo antiguos y de letra no muy legible. Salvó de esa forma el párroco la intromisión civil en sus fundamentos económicos. En A.D.S.S., Zumarraga, A.2.2/3.


� Así lo vemos en las cuentas dadas el 20 de enero de 1550, las cuales hacían referencia a los ingresos y gastos del año 1549. Pues bien, en ese año, la primicia aportó 67 ducados y los censos 1.003 ducados y medio. En A.M.Z, Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1, Expediente 1.


� Los ingresos dejados a la parroquia por legados testamentarios llegaron a ser importantes. En un intento de tomar conocimiento exacto de todo lo que pudiese concernir a esta entradas de bienes, habida cuenta de la especial dificultad que revestía el conocer en todo momento las cantidades donadas, el Visitador Tomas de Albisu, en los mandatos que se sirvió dar el 23 de septiembre de 1560, dejó dispuesto que el párroco hiciese rol o lista de los que en la parroquia falleciesen, y que los herederos de los finados diesen noticias al párroco de los bienes dejados a la Iglesia en los siguientes nueve días a partir de la muerte, y en caso de que no los diesen, pasados quince días a partir del fallecimiento, los clérigos del templo parroquial habían de evitar a esos sucesores del fallecido en los divinos oficios. Asimismo, el párroco debía informar de todo esto a los herederos del fallecido antes, incluso, de que este fuera enterrado. En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción, de Zumarraga, documento nº 11.


� Un solo ejemplo: en las cuentas que se dieron para el periodo que iba desde el 29 de septiembre de 1581 hasta igual día de 1582, el mayordomo se hizo cargo de 5.485 maravedíes que Bartolomé de Vergara, un vecino de Zumarraga, le hizo por el segundo tercio de la compra de la casa que había junto a la iglesia antigua, que solía servir de vicaría. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 2. 


� Igualmente, en los años posteriores al traslado del templo parroquial al valle se tiró la vieja sacristía, y por la compra del despojo de piedra se pagaron por Pedro de Olazabal y su fiador, diversas cantidades. Ibídem


� Una persona podía solicitar, por ejemplo, que en un funeral se pusiese un número determinado de velas, cirios, hachas (grandes y pesadas velas), etc. Dicha persona se hacía cargo del pago de lo consumido por ese servicio.


� También llamadas bulas “del indulto cuadragesimal”. Con el importe recaudado en cada provincia por esta clase de bulas se subvencionaba el ramo de los expósitos, según una Real Orden de 18 de agosto de 1804.


� A pesar de que estaban disponibles para su venta, no he encontrado ningún documento que certifique que se vendieron bulas de estas últimas clases en Zumarraga.


� Tras consultar con los pobladores, el Ayuntamiento solicitaba el número de bulas requerido, adelantando primeramente el dinero. Una vez que llegaban las bulas a la población, el Ayuntamiento repartía los sumarios, cobrándoles entonces el dinero.


� El Obispado de Calahorra poseía las competencias prácticas de la venta, predicación, cobro, etc., de la bula sobre esta zona.


Por lo que se refiere al funcionamiento del servicio de expedición y venta de las bulas al inicio de la época examinada, se hacía cada año la predicación de la bula en cada población, a la cual habían de asistir las primeras autoridades civiles y eclesiásticas de la villa.


Además de la predicación necesaria, en cada municipio había un "colector de la bula", también llamado "bulero", que era  la persona encargada de repartirla entre los habitantes, así como de recaudar su importe entre los adquirentes


� En las cuentas dadas el 15 de febrero de 1577 por Juan de Elgarresta, correspondientes al periodo que va desde el 29 de septiembre de 1575 a igual día de 1576, se contabilizaron en el apartado de gastos los 5.960 maravedíes que debía Juan de Buztinza de censos de años anteriores “por quanto no los ha podido cobrar”. Igualmente, en las cuentas de otros años hay ese tipo de partidas. Se puede observar esto en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1, Expediente 1 y Expediente 2.


La razón de que esto se haga así la podemos encontrar en que, normalmente, en estas partidas se hace referencia al Visitador del Obispado. Por ello creemos que, revisadas las cuentas por este Visitador en un determinado año, a partir de esa fecha se ordenó por este alto cargo eclesiástico que se contabilizasen como gastos los ingresos fallidos.


� Pudieron ser muy importantes en relación a los gastos totales de un año estas obras fundamentales, pudiendo llegar en ocasiones a resultar una parte muy grande de los gastos totales anuales. En 1524, con motivo de las obras de construcción del coro, o de reparación general de esa zona, de las escaleras y de retejo del templo se gastaron 52 ducados y 34 tarjas de los 62 ducados y medio del gasto total de ese año, lo que supone un 84%. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1, Expediente 1.


Precisamente, y tal como hemos visto más arriba, este tipo de datos hicieron decir a Alberto SANTANA que este primer templo de Santa María se estaba terminando en ese año 1524, o que se trataba de una reconstrucción total y general del templo, tras haber desaparecido en su casi totalidad el primitivo, y posteriormente, en unión a José Ángel BARRIO, que éste es el “edificio más representativo de las estructuras exentas de madera propias de la primera mitad del siglo XVI en el País Vasco...”, pues sospechan que el primitivo templo fue derribado o la reconstrucción que se hizo a principios del siglo XVI fue tan importante que todo indica que se está hablando siempre de dos templos diferentes: el primigenio de Zumarraga y el que se podía contemplar en 1524-1525. En  SANTANA EZQUERRA, Alberto (1996), “El arte de madera. La carpintería de armar en las iglesias del País Vasco”, en VV.AA., Ars Lignea, Zurezko elizak Euskal Herrian. Las iglesias de madera en el País Vasco , Electa, págs. 60, 73 y 91, y en Alberto SANTANA, acompañado de José Ángel BARRIO, en el “Catálogo Descriptivo” de la misma Ars Lignea..., pág. 247.


� En ese año de 1525 este tipo de obras: construcción de habitáculo para el reloj del templo, recomposición del retablo, arreglo de confesionarios, supusieron 31 ducados y medio, lo que supuso el 53% de los gastos totales de ese año. Ibídem.


� El 26 de junio de 1578, con ocasión de darse las cuentas de fábrica del año económico 1576-1577, aparece por primera vez el nombre de Santa María de la Asunción en este tipo de documentos hacendísticos. En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 10.


� Si consideramos como el inicio de las obras 1577, año en que se firmó el contrato, y la finalización de ellas el año 1663, veremos que los 86 años que transcurren entre inicio y final son muchos años para hacer la obra. 


La fecha de 1663 la aporta el que fue párroco de Zumarraga J.E. LASA, en su obra de 1912, Zumarragako Antiguako Ama Mariaren Eleizaren kondaira ta berri laburrak, publicada en Tolosa, en la imprenta de F. Muguerza. También señala que los gastos realizados para la construcción del templo de Santa María de la Asunción fueron de 359.000 reales aproximadamente. Año de finalización de las obras y gasto aproximado de ellas en página 18.


� Por poner tan sólo un ejemplo clarificador: en las cuentas del año económico que fue de 1621 a 1622 aparece que la iglesia zumarragatarra “dio en descargo de haber comprador en fabor de la dicha yglesia un censo de cinquenta ducados de censo principal y dos ducados y medio de renta de Maria Perez de Gurruchaga que le debia Cristobal de Saraspe, dueño de la casa de Saraspe, por escritura que otorgo ante Domingo de Machain a diez y seis de agosto de mill y seiscientos y diez y nueve. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 3.


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 1.


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 2.


� En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 3.


� A falta de otros datos sobre ese monumento, creemos que podría tratarse, o de alguna escultura realizada para ser llevada en procesión, o incluso de algún entramado escultórico instalado en el interior del templo parroquial durante los días principales de celebración de la Semana Santa.


A lo largo de los mandatos dados por Tomas Alvisu en 1560, o por Lope de Alquiza en 1562, se ve la preocupación de hacer un frontal para ese monumento, pues de otro modo se estropeaba rápidamente,  y era menester hacerle continuas reparaciones. En Archivo Parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 11.


Posteriormente, en 1866-1867, se hizo un nuevo monumento para los días de la Semana Santa, pues el anterior había caído en desuso y los zumarragatarras no deseaban acudir al templo parroquial de Urretxu. Dicho monumento, efectuado principalmente por el maestro de Pamplona José Aramburu, tuvo un costo total de 23.226 reales, y fue sufragado en su mayor parte por el Ayuntamiento. Constaba, entre otros elementos, del paso de la oración del huerto, del de la crucifixión, de un Ecce Homo, y de un paso de la Cruz. En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción, documento nº 26. 


� Datos que nos atrevemos a considerar como de muy indirectos nos revelan que se celebraba algún tipo de festejo relacionado con la ezpatadantza desde la tercera década del siglo XVII (de todas formas, no descartamos que, aunque no aparezcan datos directos o indirectos en las propias fuentes documentales primarias, esa celebración pudiera ser anterior). En concreto, los datos que aparecen son pagos por “treçe reales que dio a Juan de Sagastiberria por las echuras de las rroquetas coloradas que traen los muchachos en la dicha yglesia”, y que aparecen en las cuentas dadas en el año que va del 29 de septiembre de 1623 al mismo día de 1624. También, los quince reales que se pagaron “a los musicos que subieron el dia de Señora de Visitacion”. Ambas en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 3. 


La primera referencia directa a la ezpatadantza nos aparece en el año económico que va de 1628 a 1629. En concreto, se pagaron 47 reales  por “la costa de los tamborines y danzadores”. Curiosamente, nos aparece no en el libro de cuentas de la parroquia, sino en el de las cuentas municipales, lo que nos hace sospechar que ese gasto se pagaba, presumiblemente, por la administración municipal y por la iglesia. En concreto está en el libro de cuentas municipales que comprende los años que van desde 1609 a 1700. En A.M.Z., Sección C, Negociado 2, Libro 2, Expediente 1.


� Tal como se señaló en el tema dedicado a la introducción, el corriedo es “el conjunto de iglesias parroquiales que se unían para pagar el tributo episcopal como reconocimiento de la autoridad”. Todas las parroquias de un corriedo pagaban, en la Baja Edad Media, ocho libras. Además del libro señalado en la Introducción, en ORELLA UNZUÉ, José Luis (1994), “Organización del espacio guipuzcoano”, en Documentos cartográficos históricos de Gipuzkoa. I. Servicio Geográfico del Ejército, San Sebastián, Diputación Foral de Gipuzkoa, pág. 21.


En una fecha muy distinta, se seguía pagando en comunidad los gastos del corriedo, pero iban destinados exclusivamente al Seminario Conciliar de Pamplona. En concreto, el 26 de enero de 1789, el Secretario del “Muy Ilustre Clero del Arciprestazgo Mayor” comunicó a todos los municipios del corriedo de Gaztañaga lo que debían, en esa fecha, para el pago de los derechos que correspondían al Seminario Conciliar de Pamplona, y que habían de pagarse, exclusivamente, de los diezmos y la primicia recogidos. Pues bien, Zumarraga debía 5.189 reales y medio por la primicia y 20.798 reales por el diezmo. En Archivo del Ayuntamiento de Legazpi, Sección E, Negociado 4, Serie I, Libro 79, Expediente 4.


Por otro lado,  al menos tanto los gastos del subsidio, del excusado como los del propio Seminario, bien en épocas de guerra, bien en épocas de paz, como otras contribuciones que tocaba satisfacer al cabildo eclesiástico de Zumarraga, se dividían, pagando una parte la propia fábrica, una parte el patrono (el Señor de Lazcano, Marqués de Balmediano), una parte el vicario, otra el coadjutor, en caso de que lo hubiese, una parte cada uno de los beneficiados, y también se repartía una parte de las contribuciones para que las pagasen las capellanías, como por ejemplo el reparto  hecho el 6 de agosto de 1831 y que, siendo para 810 reles y 31 maravedíes para el séptimo año del subsidio de los 10 millones, y también para los gastos del clero y del corriedo, se hizo en Zumarraga ( a los primeros correspondió pagar 764 reales y 12 maravedíes, y a las capellanías tocó contribuir con 27 reales y 26 maravedíes). En A.H.D.S.S., documentación no clasificada de Zumarraga, serie diezmos, primicias, etc.


� Fue muy raro, totalmente excepcional, lo ocurrido a  Martín de Mugica, mayordomo del año económico que fue de 29 de septiembre de 1602 a igual día de 1603. Efectivamente, en el día señalado para presentar las cuentas de su mayordomía al mayordomo sucesor, no lo pudo hacer por un proceloso pleito que mantenía con Juan de Aguirre, maestro cantero de las obras de construcción del templo parroquial y, a la sazón, Alcalde de Zumarraga.


Tanto el mayordomo siguiente y receptor de las cuentas de Mugica, como el Alcalde, vicario, regidor y demás cargos eclesiásticos de la entonces universidad zumarragatarra deseaban que Mugica diese las cuentas tal y como se le pedían (con el resultado que ellos esperaban), pero Mugica se negó a hacerlo porque, por el pleito con el Alcalde Aguirre  (quien, según Mugica, estaba interesado como maestro cantero de las obras del templo parroquial en determinados cobros), no podía hacerlo de esa forma, y todo ello pese a las requisitorias de los cargos de la población y de la iglesia zumarragatarra. Por lo cual  decidió pedir el auxilio del obispado y solicitó entregar las cuentas en Pamplona al Vicario General, pidiendo de estas máximas autoridades episcopales que mandasen a los cargos públicos y religiosos de Zumarraga que no le molestasen y solicitasen las cuentas en Zumarraga.


El 3 de diciembre de 1603 el Vicario General, Juan Dionisio Fernández de Portocarrero, ordenó a Mugica que diese las cuentas que no fuesen dudosas de ser rechazadas por los cargos zumarragatarras, y que las cuentas que considerase dudosas las entregase en Pamplona.


Con este mandato del Vicario General, Mugica presentó a las autoridades de ese año la totalidad de las cuentas en las casas del vicario Martín de Altuna el día 14 de enero de 1604.  


El 25 de enero siguiente el vicario, Alcalde, Regidor y mayordomos de ese año, haciendo gala de una puntillosidad especial no vista hasta entonces en los análisis de las cuentas presentadas anteriormente, decidieron reprobar las cuentas (habían decidido no aprobar varias partidas que otros años anteriores habían sido dadas por  buenas, pidiendo responsabilidades a Mugica por 1.439 reales y un cuartillo, más 280 ducados de censos principales que, según su opinión, estaban mal puestos y en grave peligro de perderse, por lo que se los reclamaban, al igual que sus réditos y  las costas y daños).


En esas mismas cuentas, Mugica reconocía que debía solamente al mayordomo actual 261 reales y 32 maravedíes en concepto de superávit.


Como vemos, la diferencia entre ambas posturas era de gran consideración, más de 4.100 reales, más réditos de los censos, costas y daños.


Por ello, el Alcalde Aguirre, pidiendo a Mugica que satisficiese esa diferencia, ordenó su arresto, confinándole en las “cárceles públicas de Zumarraga” con dos pares de grillos desde el 27 de enero de 1604. La intención de Aguirre era que, en ningún caso, Mugica pudiese recurrir al Obispado.


Pese a todas las dificultades, Mugica logró comunicar al Obispado su situación, pidiendo que ordenase al vicario de Villarreal “que fulmine con censuras al Alcalde, Vicario y Mayordomos de Zumarraga para que le suelten”. Ante esta perentoria solicitud, el Vicario General mandó un escrito al Alcalde Aguirre en el que le ordenaba que pusiese inmediatamente en libertad a Mugica en ese mismo día bajo pena de excomunión, comunicándole que  solamente se decidiría desde Pamplona qué era lo que se debía de hacer en ese caso.


Por supuesto, y ante tal amenaza, Aguirre puso en libertad a Mugica.


No contento con esas acciones, el Vicario General ordenó el 21 de febrero siguiente al Alcalde Aguirre, al vicario, a los mayordomos y a todo el “regimiento civil” que se presentasen por sí mismos o por poderes en el Obispado. De común acuerdo, esos zumarragatarras decidieron dar todo su poder al mayordomo Pedro de Cortaberria para que se personase en el Obispado a defender su postura.


Entre tanto, Mugica había contestado a todas las impugnaciones que se le hicieron el 25 de enero anterior a sus cuentas, alegando fundamentalmente que los censos estaban colocados en personas y edificios muy seguros y que se podrían cobrar las cantidades principales y sus intereses fácilmente. A modo de ejemplo, señaló que el censo que habían contratado con el caserío Erosidueta, de Villarreal, se iba a cobrar.


No contento con estas explicaciones, el mayordomo Pedro de Cortaberría solicitó del Obispado que se hiciesen las gestiones oportunas para cobrar los censos y réditos que se pudiesen cobrar en ese momento, y que se fuese contra cualquiera que hubiese fundado censos que ahora no se pudiesen cobrar, haciéndoles responsables a dichas personas de esas cantidades.


Ante esto, el 16 de julio siguiente, el Vicario General ordenó a Mugica que, en cualquier caso, pusiese las oportunas fianzas ante las autoridades zumarragatarras.


Por fin, la solución a este contencioso vino el 11 de agosto de 1604, cuando el Vicario General ordenó absolver de unas anteriores censuras de excomunión a Mugica, y que se hiciesen las gestiones oportunas para cobrar los censos y réditos, pudiéndose cobrar de Mugica las cantidades que no se pudiesen recuperar. Eso sí, el Vicario General concedía el plazo de un año a Mugica para que pudiese cobrar a su costa las cantidades que se le debían a la iglesia por esos censos, comunicándole que todo lo que no pudiese recuperar de los morosos lo debía poner de su peculio personal, obligando al propio Mugica a otorgar escritura e hipoteca para cumplir con esa obligación, dándose así por acabado este largo y complicado pleito.


Vista la documentación original de este proceso, pienso que el origen directo de esta gran puntillosidad contra Martín de Mugica (recordemos que nunca hasta ese momento, y tampoco más tarde, se había usado y usará de esa gran puntillosidad para examinar unas cuentas parroquiales) la encontramos en un acuerdo tomado el 24 de marzo del año 1600, cuando se decidió asegurar el cobro de los censos antiguos y sus réditos, que hasta ese momento no se podían cobrar, todo ello siguiendo las directrices dadas el 8 de julio de 1594  por el Visitador, el Doctor Juan Bautista de Garay, pues se había visto que los deudores preferían pagar antes a otros acreedores que a la iglesia. 


Pues bien, según ese acuerdo de marzo de 1600, se decidió actuar contra los que se consideraba que habían fundado mal esos censos. En concreto, decidieron actuar contra el padre de Martín de Mugica, Juan, pues había fundado hacía años, según los eclesiásticos, censos muy difíciles de cobrar. 


Como hemos visto, la hora de actuar contra Martín de  Mugica llegó en el momento en que, tras hacerse cargo de la mayordomía de la iglesia parroquial, tuvo que dar las cuentas de su año, aprovechando esa circunstancia para exigirle los capitales de los censos fundados por su padre.


Toda la documentación de este proceso está en A.D.P., C) 188, nº 1.


� Un solo ejemplo: en la Santa Visita del 12 de agosto de 1833, el Obispo Severo Andriani aprobó las cuentas de los cuatro últimos años de la ermita de Nuestra Señora de la Piedad, y aprovechó para ordenar a los patronos o administradores de los fondos de ella que en las cuentas de los años siguientes pusiesen quiénes eran deudores de la ermita.


Ordenó también el Obispo que se pusiese cuánto percibía la fábrica del templo parroquial como correspondiente a esta ermita, y cuál era la inversión de los fondos que había tenido desde 1819, haciendo especial hincapié en la cantidad a que había ascendido las reparaciones hechas en la ermita.


Mandó también el Obispo que se pusiese el motivo por el cual algunas de las partidas de las cuentas eran incobrables (si era por fallecimiento de los deudores o por inexistencia de las fincas y demás bienes de éstos hipotecados en los capitales de censos, pues, de ser posible, habían de intentar cobrarlos, haciendo constar en todo caso el resultado de sus intentos). En el segundo libro de cuentas de la ermita de Nuestra Señora de la Piedad o Nuestra Señora de Zubiaurre. En A.D.S.S., A.3./1.


� La población de Zumarraga, como la de otras zonas guipuzcoanas, vascas o castellanas, ha sido a lo largo de la historia receptiva a la piedad. Ello lo podemos constatar muy bien, por ejemplo, en los acogimientos que se hacían a los niños expósitos cuando se dieron casos de exposición de niños, o fundamentalmente en la redacción de los testamentos de todos los tiempos, instrumentos legales en los que siempre había cabida para las donaciones de algún tipo con destino a la redención de cautivos, a la iglesia para que ésta pudiese emplear esos legados allí donde hubiese necesidades a las que no fuese fácil acudir por todo bienhechor, etc. 


Sin dejar de lado los testamentos, no podemos negar que en el pasado había una serie de mandas piadosas que estaban impuestas “por ley”, y a las cuales se hacía frente por las personas en primer lugar a la hora de dejar los bienes. De todas formas, no eran pocas las personas que, además de esas imposiciones, dejaban una parte de su legado a la piedad.


� Unos ejemplos de grupos organizados de inspiración religiosa en Zumarraga, fundamentalmente al calor de la devoción a Santa María, lo pueden constituir la “Asociación de los Buenos Hijos de la Virgen de la Antigua”, creada en 1930, tras haberse bajado la Virgen de la Antigua al templo parroquial el 24 de junio de ese mismo año, o la creación, a principios de la década de los años 50 de este siglo, de la “Hermandad de los Amigos de Nuestra Señora de la Antigua - Antigua  zaleen anaidia”, de la que devino, muy poco después, la “Pía Asociación de Amigos de Nuestra Señora de la Antigua”.


� Por supuesto, no podemos prejuzgar la bondad de las antiguas manifestaciones piadosas comparándolas con las de este siglo (más dadas a la cooperación social, incluso con lugares lejanos y ajenos al lugar donde se vive, en lo cual tienen mucho que ver los actuales medios de comunicación).


�Evidentemente, no prejuzgo ni quiero hacer una crítica en este momento a esa sociedad, que era hija de su tiempo. Lo contrario sería impropio del historiador. De todas formas, es evidente que los ambientes que se crean en las pequeñas poblaciones, sean del tiempo que sean, suelen ser más propicios para conseguir la atracción hacia las manifestaciones piadosas a la generalidad de las personas que allí viven que a las grandes aglomeraciones de población, donde puede haber mejor cabida en algunos casos para un mayor tipo de comportamientos sociorreligiosos, desde la piedad más acendrada hasta una mayor pasividad por parte de ciertas personas, quizqs más atraídas  por otro tipo de cuestiones más prosaicas.


� Hemos encontrado “Arca de la Misericordia” en poblaciones cercanas a Zumarraga, pero no en esta villa. De cualquier forma, el hecho de que no la hayamos encontrado no significa que los zumarragatarras no conocieran este instrumento a medio camino entre la beneficencia y el préstamo de alimentos, simientes, etc.


En resumidas cuentas,  la documentación que hemos encontrado sobre el Arca de la Misericordia nos señala que era más un reparto de la riqueza sobrante de los agricultores afortunados en la cosecha entre los agricultores que menos fortuna habían obtenido que una muestra de la religiosidad de los favorecidos con respecto a los necesitados, ya que cualquier labrador, ante una mala cosecha, podía ser auxiliado temporalmente por este "Arca de la Misericordia".


Los agricultores más afortunados con sus cosechas entregaban como limosna fanegas de trigo u otros productos a dicho arca  o almacén.


Una vez producida la entrada de dichas cantidades de cereal en el depósito del Arca, se hacían cargo de ellas los patronos, con lo que, a partir de este momento, se empieza a ver el entramado "religioso- de beneficencia" de este arca. En Itsaso, la única población donde hemos encontrado documentación que hiciese referencia a este instrumento, eran los patronos del Arca las máximas autoridades civiles y eclesiásticas: el Rector, el Alcalde y el Regidor Mayor.


Dichas cantidades de cereal se repartían entre los necesitados de la población, con la particularidad de que habían de ser devueltas. Para ello, en el momento de la entrega de esa "limosna", necesitaban presentar un fiador que asegurase su devolución. Por supuesto, todas las entregas efectuadas por el arca eran registradas en el correspondiente libro.


No era raro que hubiese un superávit entre entradas y salidas de dicho Arca, por lo cual, los patronos podían disponer de los excedentes para, capitalizándolos, convertirlos en dinero, pudiendo efectuar préstamos, los que, por el consiguiente interés, aumentaban dicho superávit.  


En este punto hemos de decir que en otras poblaciones, fundamentalmente en las tierras navarras, el Arca de Misericordia era una fundación pía más parecida a la clásica obra pía: una persona donaba una cantidad de trigo para ser repartida entre los labradores pobres, quienes debían reintegrarla, más un pequeño canon, al recoger la cosecha. No era raro que estando bien administradas, aumentaran sus depósitos.


� Ambos instrumentos piadosos se diferenciaban fundamentalmente en si estaban o no sacralizados. Las memorias de misas no lo estaban, y se les conoce “técnicamente” como capellanías merelegas:, permaneciendo como fundaciones que estaban fuera de la administración eclesiástica, no estando aprobadas por sus autoridades (podían tener a un capellán seglar). Las capellanías colativas estaban sacralizadas. Eran instituciones internas eclesiásticas, y sí estaban aprobadas por las instituciones eclesiásticas. Por ello, en muchas ocasiones, aparecen denominadas como capellanías colativas y titulares


Podía darse el caso de que una memoria de misas o capellanía merelega se erigiese en “beneficio eclesiástico”, sacralizándose y teniendo ya como capellán a un eclesiástico, además de pasar a ser ya enteramente eclesiástica. No podía darse el paso contrario: una capellanía colativa no podía pasar a ser merelega.


No debemos confundir, de ningún modo este beneficio eclesiástico en que se erige una capellanía con el cargo o categoría de  beneficiado de un templo parroquial. El primero hace referencia a un bien interno  de la iglesia, y el segundo hace referencia a un individuo que pertenece al personal eclesiástico, que forma parte del cabildo eclesiástico de una parroquia.


� En el caso de dejarse dinero, normalmente se solía ordenar en el testamento o escritura de fundación que ese capital se invirtiera en la compra de tierras, pues sobre estas no actuaba la inflación, hecho que sí tenía repercusión, como veremos más tarde, sobre el dinero o capital mobiliario. Ejemplo de lo que acabamos de señalar es la capellanía y obras pías del capitán de Infantería Francisco Jacinto de Altube, instituidas en 1749. A.D.S.S., Zumarraga, A.5.2./4 y A.5.2/5.


� Por ejemplo, sobre casas. Así, de las rentas de la casa habría que pagarse el estipendio al celebrante de las misas. Si esto era así, con el cambio de propiedad de una casa, cambiaba también la persona encargada de hacer los pagos al celebrante. Para evitar que el nuevo propietario tuviese que hacer frente, de forma perpétua, a los pagos así sobrevenidos, se podía redimir un aniversario o fundación de misas pagando el principal al cabildo eclesiástico solamente, sin más, y asegurando que no había deudas.


Es lo que sucedió el 10 de mayode 1749, cuando Martín de Abarizqueta redimió el aniversario que se fundó el 4 de abril de 1723 a beneficio del alma de Gracia de Gorrochategui, en la iglesia parroquial de Zumarraga. Abarizqueta había comprado la casa de Loidi, y con ella le sobrevino esa arga. En A.M.Z., 2.109-24.


� A partir del Concordato de 1851, se pudo dar la posibilidad de redención del patronato de una capellanía. 


Por evitar tener la obligación de cumplir con las cargas de una capellanía, el patrón, mediante convenio con el Obispado, paga una cantidad considerable, y asegurado el Obispado de que no había cargas adeudadas por esa capellanía, se redimía el patronato de esa capellanía. A partir de entonces era el Obispado el que se encargaba de que se cumpliese el objeto de esa capellanía o memoria pía, con sus cargas.


Ejemplo de todo esto lo supone la solicitud de redención de patronato efectuada por José Antonio de Zaldua, patrono de la fundada el 24 de julio de 1855 por su tío Francisco de Zaldua, y que tenía obligación de 8 misas al año, de 2 pesetas cada una. El Obispo de Vitoria decretó el 8 de febrero de 1886 la redención, pagando José Antonio 400 pesetas en valores nominales de la deuda perpétua interior del 4%, y deducidas 12 pesetas por 3% por el pago al contado, hubo de pagar 388 pesetas. En A.M.Z., 2110-51.


� Ejemplo de ello lo tenemos en la capellanía fundada por Cristóbal de Molina en 1668 en la ermita de Santa Engracia, "del barrio de Eizaga". Esta capellanía tenía como característica peculiar que su patrono era el Obispo, y que el capital con que estaba fundada le provenía de un juro, que proporcionaba 74.800 maravedíes de renta anual, el cual en un principio estuvo situado sobre las rentas del tabaco, y posteriormente sobre las alcabalas de la ciudad de Lorca. En A.D.S.S., Zumarraga, A.3/2.


El juro era la pensión perpetua que se concedía sobre las rentas públicas, ya por merced graciosa, ya por recompensa de servicios, o bien por vía de réditos de un capital recibido.


Las alcabalas eran los tributos que pagaban al fisco los vendedores en el contrato de compraventa de cualquier mercancía, y ambas partes en las permutas. Definiciones tomadas del Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia Española, vigésima primera edición.


� El capellán debía de ser un clérigo (aunque para las capellanías merelegas podía no ser clérigo, incluso podía ser en estas capellanías una mujer, por lo que no podía celebrar las misas, sino sólo actuar como un mero administrador que debía de ocuparse de hacer cumplir las cargas, por lo que no es muy correcta esa denominación efectiva de capellán para ese tipo de capellanías). Con respecto al capellán de las capellanías colativas, podía o no ser beneficiado, y lo que no era corriente es que fuera el propio Rector del lugar donde estaba impuesta la capellanía, pues entonces podía darse el caso de que el Rector fuese juez y parte, ya que en  ocasiones era patrono de la capellanía. En el caso de que un clérigo fuese nombrado Rector, era corriente que dejase la capellanía.


APrecisamente, en 1755, al ser ascendido a vicario del templo parroquial Juan Ignacio de Oria, hubo de dejar como vacante la capellanía que ostentaba en la ermita de Santa Engracia, en Eizaga. En A.D.P., c) 1.646, nº 9. 


Además de esa causa, podía haber otras que hiciesen dejar el cargo de capellán, como por ejemplo acceder a un oficio laico, abandonar los estudios eclesiásticos, abandonar el territorio donde se habían de decir las misas de la capellanía o, incluso, abandonar totalmente el estado eclesiástico contrayendo matrimonio.


Sirva como ejemplo de abandono de una capellanía por acceder a un oficio laico el sucedido en 1729 a Antonio de Abarizqueta, capellán de la capellanía que fundó Juanes de Viciola en la ermita de Nuestra Señora de Zufiaurre, pues en esa fecha  tomó el oficio de cirujano. Le sucedió en esa capellanía Francisco de Guerra. En A.D.P., c) 1.787, nº 5.


Para el caso de abandono de capellanía por haber contraído matrimonio, podemos citar el ejemplo de la capellanía fundada en 1750 por Juan Antonio de Iturbe, abandonada por José Joaquín de Izuzquiza en 1781, y que tras un complicado proceso en el que se revocó un primer nombramiento en la persona de Antonio de Auzmendi, recayó definitivamente en Juan Antonio de Arizti, beneficiado de Gabiria. En A.D.P., c) 2.478, nº 9.


Para el caso de abandono del territorio donde debían decirse las misas, poseemos el ejemplo de la capellanía fundada el 2 de febrero de 1617 en Sevilla por el Vehedor (pagador) Domingo de Sarasua, y su mujer, María Polonia de Arellano, con la obligación de decir 250 misas en el templo parroquial de Zumarraga, dejando para ello al capellán 100 ducados de limosna al año, pagaderos de los réditos que diesen las alcabalas de la ciudad de Sevilla.


Nombraron como primer capellán a su sobrino, Jerónimo de Sarasua, quien en ese momento era aún clérigo de menores órdenes en Sevilla, con la obligación de decir las misas en Sevilla hasta que fuese ordenado sacerdote. A partir de entonces las debía decir en Zumarraga.


Pues bien, el 8 de junio de 1646, más de dieciocho años después de que Jerónimo de Sarasua se hubiera ausentado a Indias y que, por lo tanto, no se dijesen las misas, el vicario de Zumarraga, Francisco de Sagastiberria, después de haber recibido el encargo de la por entonces patrona, María de Sarasua, hermana del fundador, de que dijese o hiciese decir las misas, solicitó del Obispado de Pamplona la correspondiente autorización para, de forma interina, hacer las veces de capellán.


El Fiscal General del Obispado se opuso, solicitando que, de forma previa a la concesión de esa autorización, presentase el poder que María de Sarasua debía de tener del capellán Domingo de Sarasua para que eso se pusiese hacer.


El Vicario General del Obispado asumió el dictamen del Fiscal General y negó esa autorización al vicario Sagastiberria, quedando el proceso inconcluso. En A.D.P., c) 780, nº 13.


En cualquier caso, siempre dependía el capellán de las condiciones impuestas en el momento de fundación de la capellanía. Podía darse el caso de que se pusiesen unas condiciones para el primer capellán, por ser descendiente del fundador, y otras muy distintas para los siguientes capellanes. En la capellanía impuesta con los bienes de Juan Bautista de Amilleta y su mujer, Magdalena de Vidarte, viuda en el momento de fundarse esta fundación, se declaraba que el primer capellán, hijo de los fundadores, pudiese celebrar 20 misas al año, pudiéndose ser ascendido a beneficiado o, incluso, vicario sin que vacase el cargo de capellán. Sin embargo, los capellanes siguientes habrían de celebrar una misa cada sábado del año en la parroquia antigua y, además, siempre que ascendiesen al cargo de beneficiado o vicario, la capellanía quedaría vacante. En A.D.P., c) 1.161, nº 13.


� Eso es precisamente lo que ocurrió cuando quedó vacante en la ermita de Nuestra Señora de Zufiaurre el 12 de mayo de 1755, por fallecimiento del anterior capellán, José de Salsamendi, la capellanía que fundó Joanes de Viciola a principios del siglo anterior.


Habiéndose procedido por el patrono, Manuel de Abarizqueta, a hacer la presentación para dicha capellanía a favor de Pablo Antonio de Manchola, legazpiarra, por el Obispado se consideró pertinente convocar a todos los que se creyesen con derechos para optar a dicha capellanía a que presentasen sus peticiones. El caso es que no se concedió el nombramiento, y trece años después, tras desistir de toda aspiración a dicha fundación Manchola, el Fiscal General del Obispado, solicito “jure devoluto”, y por ello pasó el derecho íntegro de nombramiento a favor del Obispo, quien, finalmente, nombró por capellán a José Joaquín de Torrano y Urtaza, tonsurado natural de Legazpi y abogado de los Reales Consejos, el 14 de junio de 1768. En A.D.P., c) 2.218, nº 8.


� Es lo que sucedió en 1745 con la capellanía fundada en 1602 por Juanes de Viciola en la ermita de Nuestra Señora de Zufiaurre cuando, tras haber hecho dejación y desistir de su cargo como capellán Francisco Javier de Guerra, fue nombrado como capellán José de Salsamendi.


Como cuando debía tomar posesión de la capellanía estaba en Pamplona, dio poder al presbítero y coadjutor del templo parroquial de Zumarraga, Juan de Echeverria, para que tomase posesión. Ibídem.


� Es el ejemplo de lo que ocurrió con la capellanía colativa fundada en el templo parroquial zumarragatarra por Martín de Zabalo y su mujer, Juana de Iburreta. Los censos otorgados a la casería de Vidaurreta y no devueltos por sus administradores hicieron que, convocado concurso universal de acreedores de dicha casería se le adjudicase a esa capellanía un retazo de tierra. En A.D.P., c) 1.884, nº 20.


� En el caso que acabamos de ver, se puso en venta por el patrón y el capellán, con el correspondiente permiso del Obispo, y se vendió por una cantidad una vez fallecido el capellán. Una vez con un nuevo capellán, éste juzgo que había sido vendida por un precio inferior al real, y entablo un proceso ante el Tribunal del Obispado de Pamplona, proceso en el que, finalmente, se dio la razón al capellán demandante, teniendo que otorgarse nueva escritura de venta de esa tierra. Ibídem.


� La fiscalización llevada a cabo por los Obispos o sus Delegados llegó a ser exhaustiva. No parece que las capellanías y fundaciones de misas que se hicieron por zumarragatarras hubiesen llegado a tener problemas en este punto, pero sí que las tuvieron en otras poblaciones muy cercanas. En concreto, tenemos conocimiento de que, en la Santa Visita realizada el 8 de agosto de 1833 por el Obispo de Pamplona a Urretxu, examinó que en una de las capellanías fundada por Domingo de Irizar en Gabiria y Ezkio, su capellán "actual", Roque de Berroeta "no rinde ni ha rendido las cuentas en las Santas Visitas, ni en ésta tampoco". Le mandó el Obispo que atestiguase ser el verdadero capellán, y "que presente en un mes en la Secretaría de la Visita un libro en blanco en folio, colocando en su principio copias fehacientes de las fundaciones y, a continuación, separadamente, razón de los capitales de cada una de ellas con expresión de su cantidad, rédito deudor, plazo, fecha de la escritura y Ministro que la autorizó, haciendo constar al propio tiempo el cumplimiento de las obligaciones de ellas por el tiempo que hace corre a su cargo el cuidado de estas capellanías, así como también deberá hacer constar ser el legítimo poseedor de ellas, en la inteligencia que, de no hacerlo en el término prefijado, se procederá a lo que haya lugar en justicia". En A.D.S.S., Zumarraga, A.5.2/1.


� Es el caso de la reunión de capellanías llevada a cabo en 1784 por el Patrono de las capellanías fundadas por Martín de Alcain en 1663 y 1680, Fermín José de Aizpuru. De forma posterior a la reunión de esas dos capellanías en una única se creó con dicha capellanía un beneficio por el Patrono (competentemente autorizado al efecto por el Provisor y Vicario General del Obispado de Pamplona el 13 de septiembre de 1780). En A.D.S.S., Zumarraga, A.5.3/2.


�En 1602 Juanes de Viciola instituyó en América una capellanía en la ermita de Nuestra Señora de la Piedad, de Zumarraga, con la obligación de decir cuatro misas rezadas en cada semana. La dotó con 3.000 pesos de oro común, cada uno de ellos equivalente a ocho reales de plata. Pues bien, por una parte, por el hecho de la traída a España de ese capital, más los derechos que cobraron por ello, dicho legado se quedó reducido a 1.067 pesos de oro común. Por otra parte, el efecto producido por la inflación sobre el capital llegado efectivamente a estas tierras hizo que, en la Santa Visita del  8 de agosto de 1833 a Urretxu, el Obispo de Pamplona señalase que en 1819 se habían reducido las misas a las que se pudiesen pagar con el capital existente, a razón de siete reales de vellón por cada misa. En 1831 se celebraron 26 misas, en 1832 se celebraron 32, en 1833 se efectuaron 18 misas (dependía el número de misas que se cobrasen o no los réditos de los censos sobre los que estaban impuestos los capitales originarios). En A.D.S.S., Zumarraga, A.5.2/3.


Otro ejemplo de este tipo de actuaciones es el que ocurrió en 1761 con la capellanía fundada en la ermita de Santa Engracia por Cristóbal de Molina. En esa fecha, su capellán, Pedro Ignacio de Mendizabal, solicitó una reducción de cargas de la capellanía, pues los réditos habían disminuido y, además, el capellán debía de llevar a la ermita una oblación y un muchacho que le ayudara a decir las misas, a quien debía de dar el desayuno. 


Comprobada que era realidad esa información, desde el Obispado se actuó en el sentido de fijar la limosna o la retribución de cada misa en cinco reales de vellón. En A.D.P., c) 1.679, nº 10.


� A finales del siglo XVII Francisco Ignacio de Amilleta, clérigo de menores órdenes zumarragatarra, intentó con su madre Magdalena de Vidarte unir dos capellanías: la primera fundada por la tía de la madre, Magdalena de Oraa, que contaba con 400 ducados de principal y 20 de renta años, y que hacía que se dijese una misa rezada todos los jueves del año en el templo parroquial de Santa María de la Asunción de Zumarraga, y la segunda, aún no aprobada por el Obispado, fundada por él mismo y por su madre, la cual contaba como 1.090 ducados de principal y 49 ducados, 4 reales y 25 maravedíes de renta al año, con la obligación de decir una misa rezada cada año en la ermita de Santa María de Zumarraga. Desde el Obispado, habiéndose realizado el correspondiente proceso, se decidió no agregarlas y unirlas el 20 de diciembre de 1690, aunque lo que sí se aprobó era la segunda capellanía, la cual se erigió en beneficio eclesiástico, sacralizándola. En A.D.P., c) 1.161, nº 13. 


� Un ejemplo claro que tenemos en Zumarraga es la obra pía fundada por Martín de Zabalo y Juana de Iburreta, dueños del caserío Iburreta de Arriba, para el casamiento de doncellas parientes pobres. En A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie II, Libro 1, Expediente 8.


Otro ejemplo es el conjunto de las obras pías y bienes  dejados en 1749 por el Capitán Francisco Jacinto de Altube, ezkiotarra que vivió en Zumarraga. Éste dejó una cantidad de dinero para doncellas parientes casaderas (en el caso de que no hubiese doncellas familiares casaderas podía aprovecharse de la cantidad de dinero así dejada una pariente suya que ingresase como monja en un convento). También dejó otra obra pía para huérfanas, para la fábrica de la iglesia parroquial, para el reloj de esa iglesia, para la ermita de Santa María, para la luminaria del templo parroquial, etc. Igualmente dejó la imagen de Nuestra Señora del Carmen, con sus complementos, así como otros bienes. En A.D.S.S., Zumarraga, A.5.2/4 y A.5.2/5 y en Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 20.


� Nuevamente es el caso de la obra pía dejada por Francisco Jacinto de Altube por medio de su testamento, de fecha 20 de noviembre de 1749. En A.D.P., c) 3.267, nº 11.


� En verdad, el caso de la fundación pía para la ayuda al organista de Zumarraga era una fundación híbrida: una mezcla de capellanía colativa y obra pía.


Por su origen es una auténtica capellanía, pero por su finalidad es una obra pía en la práctica.


En síntesis, es la fundación que hicieron el vicario Francisco Ignacio de Amilleta, y su madre, Magdalena de Vidarte, cuando fundaron una capellanía en la ermita de Santa María con el capital de 1.090 ducados (600 de plata y 490 de vellón). Esa capellanía se fundó con la condición de que el organista del templo parroquial dijese todos los sábados del año una misa en la ermita de Santa María. Por cada misa habría de recibir 6 reales, aunque bajasen los réditos.


El aspecto de obra pía aparecía en ese mismo momento: se dotaba con esos seis reales al organista, contribuyendo así a su manutención.


Esa fundación acarreó que se incoase un pleito ante el Tribunal del Obispado, pues los 600 ducados de plata con que estaba fundada estaban invertidos en los bienes concursados de Juan Lorenzo de Urtesabel, vecino de Zaldibia (los bienes concursados eran los bienes de un insolvente que, a su vez, era acreedor de otra u otras personas, por lo que para cobrar de ellos habría que esperar a que se le pagasen a los bienes de Urtesabel las cantidades que previamente se le debían).


El primer capellán fue Antonio de Aranalde, siguiendo a este Juan Antonio de Iturbe, quien ejerció su trabajo a satisfacción de la población durante cinco años, antes de trasladarse a otra ocupación en un lugar distinto. A Iturbe siguió como capellán y organista Juan Echeverria, quien recibió el pago del total de la cantidad que se debía a los capellanes organistas hasta la fecha.


Iturbe le reclamó el pago de lo trabajado durante los cinco años en que estuvo sirviendo la capellanía, pero Echeverria se negó a pagarle, por lo que acudió Iturbe al Tribunal Eclesiástico de la Diócesis.


El Vicario General mandó el 4 de marzo de 1749 que Echeverria pagase a Iturbe lo que le pedía en el plazo de seis días, bajo la pena de excomunión, o si no que acudiese al tribunal para dar explicaciones.


El proceso está en A.D.P., c) 1.950, nº 11.


� De nuevo es la obra pía dejada por Francisco Jacinto de Altube en 1749. La cantidad dejada para el efecto era de 8.000 pesos que tenía en acciones de la Real Compañía de La Habana, así como los intereses. 


Precisamente, las peculiares condiciones de esta obra pía hicieron que se provocase un largo proceso ante el Tribunal del Obispado, para ver cómo habían de repartirse los beneficios dados por esas acciones. Tan sólo llegaron beneficios muchos años después, en concreto 8.432 reales y 32 maravedíes, y a dicha cantidad aspiraban los dos patronos de la obra pía: el patrono de sangre, Francisco Javier de Altube, vecino de Azpeitia, y el vicario de Zumarraga, también patrono. 


Mientras Altube sostenía que se había de dotar a una tía soltera suya, y hermana del fundador, el vicario, amparándose en una cláusula del testamento, sostenía que la cantidad resultante de los primeros cinco años, después de la compra de las acciones, tenía que ser para engrosar el principal de la obra pía. El litigio que se comenzó acabó con la sentencia del 26 de abril de 1797, por la que el Vicario General del Obispado hacía prorratear los beneficios habidos. Aunque la sentencia fue apelada por el vicario Ildefonso Antonio de Cortaberria, sucesor del vicario Juan Ignacio de Oria, quien había iniciado el proceso, al ser declarada desierta la apelación, hubo de valer la sentencia del 26 de abril. En A.D.P., c) 3.267, nº 11. 


� No tenemos un ejemplo en Zumarraga para explicar este caso, pero valga uno sucedido en las poblaciones más cercanas a ella. 


Cristóbal de Aguirre dejó en 1661 todos sus bienes existentes en la "Santa Iglesia de Santiago de Compostela" destinados a hacer una "misión" por los Padres de la Compañía de Jesús del Colegio de la villa de Oñati o del Colegio de Bergara en las villas de Gabiria y en Urretxu. Por medio de la escritura de fundación, podemos ver como dejó, además, todos los bienes inmuebles de su propiedad existentes en la provincia de Gipuzkoa aplicados a una obra pía para la dotación de doncellas pobres y parientes suyas por parte de padre, quedando aplicada la cantidad de réditos anuales resultantes, si no hubiese en quien repartirlas, en el cabildo eclesiástico de Gabiria, a quien nombró como administrador de la memoria y obra pía.


A su vez, y como tercer legado, Aguirre dejó anualmente al cabildo eclesiástico de Gabiria 50 ducados anuales como pago por el trabajo de llevar la administración de sus legados, además de celebrar cierto número de misas anuales.


Los bienes inmuebles guipuzcoanos proporcionaban unos réditos anuales de 160 ducados de vellón. Como no dejó expresada la cantidad exacta que se había de dar a dichas doncellas, el cabildo eclesiástico de Gabiria acordó darles 150 ducados a las que estuviesen dentro del cuarto grado de parentesco con el fundador, siendo cien ducados la cantidad a dar si a las doncellas si no estuviesen dentro de dicho cuarto grado de parentesco con el fundador. 


En la Santa Visita girada el 8 de agosto de 1833 a Urretxu, el Obispo comprobó como se retenía por el cabildo eclesiástico de Gabiria la totalidad de lo cobrado como réditos de las propiedades del fundador. Por ello mandó al cabildo eclesiástico que "compaginase" convenientemente las cuentas con los deseos del fundador. Vueltas a presentar las cuentas al Obispo el 7 de septiembre, quien continuaba la Santa Visita, aunque esta vez en Ordizia, la máxima autoridad de la diócesis señaló al cabildo eclesiástico gabiritarra que "en la mente del fundador no estaba el dotar únicamente con sus fondos al cabildo (como se ve de las cuentas últimamente dadas), sino de dotar a doncellas pobres con once de las dieciséis partes de los bienes que dejaba, y sólo con cinco partes de dieciséis al cabildo. Por lo tanto, de los 2.425 reales y 30 maravedíes que han producido de réditos los bienes dejados en esos años, las once de las dieciséis partes se destinen a dotación de doncellas pobres y la restante al cabildo, quien podrá disminuir en la proporción correspondiente al capital que hay el número de misas que ha de decir". En A.D.S.S., Gabiria, A.5.1 y A.5.2.


� Esta fundación tenía como patronos al Alcalde y al párroco, siendo el patrono principal el Alcalde. Entre las condiciones que se habían de reunir para poder optar a alguno de los “premios” concedidos por ella era la de ser natural y residente en Zumarraga, tener entre 18 y 40 años, carecer de bienes, etc. Ya en este siglo se pudo acceder a ella sin ser huérfano, aunque el hecho de poseer esa circunstancia era importante.


� Muchas de las personas de la población pertenecían a una de las cofradías existentes. Incluso podía haber bastantes personas que perteneciesen a más de una de las cofradías.


�Así lo encontramos en la fundación de la cofradía de San Roque, en Gabiria, cuando el 16 de agosto de 1775, con motivo de haber habido una gran epidemia entre el ganado de las poblaciones, de la que se libró en su casi totalidad esta villa, sus vecinos se mostraron agradecidos "a tan singular beneficio", e hicieron voto solemne "de guardar perpetuamente por festivo de oír misa y no trabajar el día de San Roque, 16 de agosto de cada año".


Pidieron autorización para ello al Obispo de Pamplona el 17 de enero de 1776, la cual fue concedida. En A.D.S.S., Gabiria, A.4.4.  


�En Zumarraga, y tras haber predicado el misionero apostólico Manuel de Izquierdo el 24 de abril de 1726, se congregaron los vecinos y moradores de la villa en el Ayuntamiento y dieron poder al Alcalde y Regidor "para aumentar en los fieles su devoción por las benditas ánimas del purgatorio" y para que, comunicándolo con el cabildo eclesiástico, hicieran que se instituyese y fundase "como mejor visto les fuese algún sufragio anual para alivio de aquellas benditas ánimas". 


Las autoridades civiles aceptaron el encargo y así se fundó la Cofradía de Ánimas de Zumarraga, que contó ya desde su mismo principio con 519 cofrades. En A.D.S.S., Zumarraga, A.4/5. 


Ese número es muy significativo, pues se trata de una buena parte de los adultos de la villa.


�No era extraño que, con los ingresos de las cuotas, más la celebración de misas, pudiesen tener un capital considerable. Con dicho capital pudieron realizar préstamos de los que, lógicamente, cobrarían los correspondientes réditos. 


�En Zumarraga tenemos noticia de cuatro cofradías: la del Rosario (nacida el 7 de enero de 1590, y que pervivió, al menos, hasta 1908. En A.D.S.S., Zumarraga, A.4/3), la del Sagrado Corazón (fundada el 6 de agosto de 1747, en A.D.S.S., Zumarraga, A.4/2),  la del Santísimo Sacramento, fundada igualmente el 6 de agosto de 1747 (en A.D.S.S., Zumarraga, A.4/1), y la de las Ánimas, fundada el.24 de abril de 1726 (en A.D.S.S., Zumarraga, A.4./5). Las constituciones de la “Cofradía de las Ánimas”, en extracto, eran las siguientes:


1.-Que no se tenga estandarte, pues ya lo tiene la Cofradía del Rosario.


2.-Que haya dos mayordomos. El primero para el atabaque y fiestas. Los dos para los caseríos.


3.-El cargo de mayordomo es anual, pudiendo ser reelegido. Los nombran el vicario, los dos mayordomos y cuatro diputados (dos seglares y dos eclesiásticos).


Los mayordomos deben dar rendir cuentas cada año a una junta de Vicario, mayordomos y diputados.


4.-La entrada en la cofradía es libre (hombres y mujeres) a partir de los siete años. Para entrar se paga un real, y luego, anualmente, los hombres satisfarán tres cuartos y las mujeres dos cuartos.


5.-Cuando falleciere un cofrade, se le haga una misa cantada (que supone pagar doce reales al cabildo) o rezada (cuatro reales con su responso en la sepultura del difunto).


6.-Que todos los días 1 de septiembre (siempre que no sea fiesta), se haga una función, y si es fiesta, el día precedente. El día 2 de noviembre de ha de hacer también función.


7.-Que toda persona que entre en la cofradía y que cuente con más de treinta años de edad, después de pasados dos años de la fundación, pague medio escudo de entrada.


8.-Que haya dos libros: uno para asentar los cofrades, y otro para cuentas. Que lo que sobre de estas se invierta en misas, que se pagarán a cuatro reales cada una.


9.-Se reserva la cofradía quitar o añadir reglas (con la sujeción debida al Sr. Obispo).


10.-Que estas constituciones se lleven al Sr. Obispo o a su Provisor y Vicario General para que las apruebe y, una vez logrado esto, se solicite la incorporación en la Archicofradía de Nuestra Señora del Sufragio, de Roma.


En A.D.S.S., Zumarraga, A.4./5.


Además de estas cofradías, habituales, tenemos la llamada cofradía o “congregación de artistas, obreros, y demás devotos de ambos sexos del patriarca San José”, fundada en la iglesia parroquial de Nuestra Señora de la Asunción de Zumarraga en 1881. En A.D.S.S., Zumarraga, A.4/4.


� Tenía derecho a usar el beneficiado más antiguo de Zumarraga la “capa pluvial” cuando iba a la cabeza de la procesión.


�El proceso al que hace referencia este suceso está en A.D.P., c) 858, nº 13.


� Esas dificultades hacían referencia a problemas de coordinación: qué procesión se había de desviar y dejar pasar a la otra. Ibídem.


� “El riguroso tiempo de aguas y viento que hacia para no poder yr con la decencia devida las insinias ni poder llebar luces”. Ibídem. 


Quizás para evitar males que, en general pudiesen ir contra las procesiones que se celebrasen de noche, el Obispo de Pamplona envió una comunicación a la Provincia en 1770 para que las procesiones de Semana Santa sólo se hiciesen de día, y no de noche. En A.G.G., JD, IM, Sección 4ª, Negociado 1, Legajo 55,  e Ibídem, Negociado 4, Legajo nº 78.


� “Los penitentes yban desangrandose y passando el tiempo y aviendo començado y compuesto la dicha procesion aviendo dado una vuelta alrededor de la yglesia sin acabar de dar la segunda...”. Ibídem.


� Según se relata en el proceso, la procesión de Urretxu entró en el entorno del templo “con indecencia y escandalo”, desbaratando la procesión de Zumarraga. Ibídem.


� Las personas que componían la procesión siguieron al beneficiado hasta el límite del término municipal, pero cuando el beneficiado decidió adentrarse en Urretxu, una gran parte de las personas decidieron abandonar la comitiva. Ibídem.


� Según el  “Estado de las rentas de las fincas de Zumarraga”, realizado en 1814, de los  81 caseríos de los que hemos podido averiguar sus propietarios y maizterrak, resulta que los que los habitaban eran 60 arrendatarios y 21 propietarios, siendo así la proporción de los caseríos alquilados la del 74%. En A.M.Z., Sección B, Negociado 6, Serie I, Libro 1, Expediente 1. 


No sólo ocurría esto en nuestra población. Lo normal en Zumarraga y en toda esta zona era que una gran parte de los caseríos no fuesen habitados por sus dueños, los cuales los arrendaban a los inquilinos o maizterrak bien con una renta en metálico, bien con una renta en especie. Sobre los temas de los arrendamientos podemos consultar fundamentalmente las Ordenanzas Municipales de 1782. En A.M.Z., Sección A, Negociado 6, Libro 1, Expediente 4. Municipales de 1645


� Sobre viveros, sobre los  arbolados, bosques y sobre los distintos terrenos comunales que había en el Antiguo Régimen podemos consultar las Ordenanzas de 1547, en A.M.Z., Sección C, Negociado 2, Libro 1, Expediente 1; también aparecen datos interesantes en las Ordenanzas de 1645, las cuales podemos  las podemos ver en A.M.Z., Sección A, Negociado 6, Libro 1, Expediente 3, e igualmente podemos recabar datos de las anteriormente mencionadas Ordenanzas de 1782. En ellas se especifica claramente cómo se actuaba en caso de incendio, por cualquier causa, de los terrenos comunales, y también sobre cualquier factor que pudiese repercutir sobre estos mismos terrenos.


� Con esa denominación de “exorcista” aparece ocasionalmente en las fuentes del siglo XIX. Ver A.M.Z., Sección A, Negociado 2, Libro 2, Expediente 10.


� A modo de ejemplo, en las cuentas municipales satisfechas en 26 de agosto de 1589 figura la partida de dos ducados que había que pagar a Martín de Cortaberria “por el conjuro”. En A.M.Z., Sección C, Negociado 2, Libro 1. 


� Seguramente, el Ayuntamiento no participó, de forma decisiva, en la fundación de ese conjuro sobre los campos. Como veremos más adelante, sí que lo hizo más tarde, al refundar ese conjuro en 1729 sobre nuevas bases, dirigiendo prácticamente todo lo que tuviese que ver con él a partir de entonces y hasta que ese conjuro quedase en desuso.


� Había también otro conjuro, el que se hacía desde el nuevo templo parroquial del valle, pero este conjuro, a buen seguro, no debía tener las mismas condiciones y características del anterior y principal, pues creemos que no ejercía su máxima influencia sobre los campos, pues para eso ya estaba el anterior,  sino, como mucho y por lógica, sobre los hogares. Según las informaciones que se recogen más abajo en este capítulo, todo indica que este conjuro de “hogares” se efectuaba desde finales de abril a principios de mayo.


� Como muy bien se señala en A.M.Z., Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 24.


� En A.M.Z, Sección E, Negociado 4, Serie III, Libro 1, Expediente 26.


� Es la que se buscó en el año 1732, cuando hubo dos aspirantes a realizar el conjuro (Antonio de Cortaberria y Juan de Echeverria), acordándose por el Ayuntamiento que realizasen por semanas las labores requeridas, tanto para la bendición de los campos como de las casas. Algún tiempo después, se acordó por el Ayuntamiento que hiciesen estas dos personas el conjuro de los campos por meses. En JAKA, La Antigua, Santa María de Zumarraga..., págs. 158-159. Asimismo, posteriores nombramientos de conjuradores en los años siguientes, en esta misma obra, págs. 161-162 y 166.


� Para apoyar este aserto, señalaba Daoiz que la persona que había propuesto la asistencia continua de sacerdote en la ermita era el Alcalde de la población, a la sazón hermano del sacerdote propuesto y, además, residente en una de las casas que se habían opuesto, hacia siglo y medio, al traslado del templo parroquial al valle. En Archivo de la Parroquia de Santa María de la Asunción de Zumarraga, documento nº 23.


� Ibídem.


� Detrás de esta prohibición había de estar, sin ninguna duda, el deseo de forzar la asistencia de las misas de los días festivos en el templo parroquial, obligando con ello a las personas que tenían costumbre, por la mayor cercanía de los lugares de su residencia a la ermita, a asistir a misa en los domingos y festivos en el templo del sito en el valle, y consiguiendo así dar a este templo la importancia debida para la iglesia, pues recordemos que durante la época en que se prolongó el proceso para dilucidar si se había de bajar o no la parroquia al valle, muchas personas habitantes de caseríos declararon que su deseo era permanecer, lógicamente, más cerca de la hoy iglesia no parroquial de Santa María. Para más información sobre los mandatos de Daoiz, ver A.D.P., C)  1525, Nº 23.


� Ibídem.


� En concreto eran Juan Ignacio de Aranguren, Juan Martín de Aramburu y Domingo de Aguirrebengoa. Para todo lo que tiene que ver con este proceso ver A.D.P., c) 2. 988, nº 18.


� Se estaba refiriendo al periodo en que estuvo en vigor la constitución de 1812, entre los años 1820 y 1823, un lapso de tiempo en el que una buena parte de los asuntos de la vida cotidiana pública habían sido trastocados por las autoridades liberales en el poder. También fue un tiempo en el que la institución eclesiástica sufrió especialmente un ataque desde el poder liberal, pues éste intitulaba a la iglesia como una institución asociada íntimamente con los privilegiados.


Es de hacer notar que Martín de Aranguren también se dirigió al Ayuntamiento sobre este tema, solicitando hacer el conjuro, y que para dotar de más fuerza esa petición, el coadjutor adjuntó un dictamen de abogado, por el que se evidenciaba la incompatibilidad de las obligaciones de un beneficiado con el conjuro, además de que servía para señalar que los tres beneficiados y el vicario de Zumarraga, por medio de la escritura de concordia celebrada el 26 de septiembre de 1816 con el Señor de Lazcano, estaban bien provistos de medios económicos. Por contra, tal y como ya sabemos, por esa escritura se dejaba al coadjutor con una renta anual de 1.592 reales y con la obligación de tener una caballería para atender a las labores inherentes a su trabajo. Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem.


�Evidentemente, como podemos sospechar rápidamente, el coadjutor no era miembro del cabildo parroquial, siendo los componentes de éste únicamente el vicario y los beneficiados.


� Como sabemos, a primeros del siglo XIX fundamentalmente, la Provincia de Gipuzkoa se mostró especialmente celosa en la salvaguarda de sus libertades forales. Por ello, en esos años, bien el Diputado General, la Diputación o, incluso las Juntas Generales, examinaban con lupa todas las decisiones que se tomaban desde instancias externas a Gipuzkoa (la Corte y sus ministerios, la administración de justicia, o incluso las autoridades eclesiásticas), y que tenían incidencia en el interior de ella, concediéndoles el uso o pase foral a las que estimaba que no cercenaban, ni de modo directo, ni indirecto, sus peculiaridades forales. Sin ese requisito, la Provincia optaba por no cumplir la orden, sentencia, etc., que llegaba a la Provincia, poniendo en práctica la famosa máxima “se obedece, pero no se cumple”.


� Ibídem.


� Para apoyar esto, señaló: “Mucho se equivoca Jauregui si cree que algunos del Ayuntamiento (tal vez precisados a compadecerle por motivos particulares), le pueden dispensar de sus obligaciones; pues los exponentes (sus representados) dan los diezmos para que los cabildantes las cumplan con toda puntualidad, asistiendo a las funciones de iglesia, al confesionario y demás, y no para que, con abandono de estas, anden ocupados en otros destinos” (sic). Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Además de las obligaciones de su cargo de organista, tenía Aranguren las obligaciones inherentes al cargo de coadjutor, que en la parroquia zumarragatarra eran “bautizar, hacer las entraticas, diaconar por el vicario, asistir al confesionario, administrar los sacramentos a sanos y enfermos, agonizar, prestar oficios de sacristan eclesiástico y asistir tambien al altar y coro en las misas mayores y visperas y demas funciones, lo mismo que cualquier beneficiado” (sic).


A modo de comparación, posteriormente Astrain señaló las obligaciones de los beneficiados de la parroquia de Zumarraga: “llevar la hebdomada (tareas propias de una semana) alternando con el vicario, asistir al confesionario los días de concurso, diaconar en los dias festivos de primera y segunda clase, asistir en todos los días festivos al altar y coro, rezar el santo rosario despues de visperas por turno y a la salve las visperas al anochecer de los dias festivos. Los dias de labor estan libres a no ser que tengan alguna misa diaconada de aniversario”. Una vez vistas las obligaciones de coadjutor y organista por un lado, y de los beneficiados por otro, era fácil constatar, como lo hizo el procurador Astrain ante el tribunal, que el coadjutor debía de estar más ocupado que cualquiera de los beneficiados, y que eran éstos los más dispuestos para hacer el conjuro.


� En este apartado de las capellanías, Astrain comunicó al Tribunal que el menor de los estipendios que cobraba Aranguren por misa era de 7 reales, teniendo capellanías por las que cobraba la misma a 16 reales. Ibídem.


� El documento es muy ilustrativo de los motivos que hicieron que la villa tomase “bajo sí” la responsabilidad de hacer el conjuro (los tres años seguidos de tormentas con pedriscos que habían destrozado las cosechas). Pero también nos explica otros variados asuntos:


En primer lugar podemos hacer referencia a que fue el propio Visitador General quien, en ese año de 1729, habiéndose desplazado a Zumarraga, dejó constancia escrita en el “Libro de la Vasilica de Nuestra Señora de la Antigua”, la cual era de patronato merelego, que se hacía en ese templo una solemne procesión el día 2 de julio y, además, “se cantan dos misas de requiem y despues la misa mayor con ofrendas por permanecer las sepulturas antiguas y hacerse la ofrenda por esta memoria en el lugar de la que abajo se habia de hacer” (sic).


Se señalaba también por el Visitador General en ese libro de la ermita, que “la vasilica tiene pegante una casa que se fabrico haora hace veinte años a poca diferencia por dicha villa”, y que con los productos de limosnas se hicieron dos salas en esa casa (una para el cabildo y otra para la villa), y esa casa era ocupada por una serora (sic). Ibídem.


Con la referencia al patronato merelego, está haciendo referencia el texto a que la ermita tenía un patrón laico, en este caso la villa, la cual se auxiliaba, evidentemente, del vicario y del beneficiado para el buen gobierno de la ermita. Para más información sobre esta cuestión, ver el capítulo dedicado a las ermitas. 


También se hace referencia en la última parte de este texto a la conocida hasta hace poco tiempo como “casa de la serora”, construida y financiada por las limosnas que se dejaban en la ermita.


� Se defendían con fuerza los privilegios del templo parroquial frente a los de un templo no parroquial. Ibídem.


� Deducimos que en ese año, las labores del conjuro empezaron antes del 3 de mayo, fecha del tradicional comienzo de las labores del conjuro y de las vigilias de los conjuradores. En A.M.Z., Sección A, Negociado 2, Libro 2, Expediente 10.


� Acuerdo tomado el 5 de mayo siguiente. Ibídem.


� Así lo comprobamos en las actas del Ayuntamiento del 18 de abril de 1843 y en la del 24 de abril de 1845. En A.M.Z., Sección A, Negociado 2, Libro 2, Expedientes 10 y 11, respectivamente.


� Y todo ello a pesar de que, en 1846, no eligiese conjurador y delegase en los propios “habitantes que quieran contribuir para el conjuro”. En JAKA, Ibídem, pág. 168


� La información sobre este proceso se encuentra en A.D.P., c) 2.439, n) 20.


� Con la llegada al trono de Carlos III se intentó ir contra una serie de costumbres mal adquiridas que pretendían aprovecharse de la buena fe de los pobladores en materia religiosa. Por ello se dictaron medidas para proteger a todo lo que rodeaba a los edificios religiosos y al personal que en ellos estaba. 


� Se intentó que se volviera a instaurar la figura de los conjuradores en Zumarraga después de las medidas legales de 1769. En JAKA, Ibídem, pág. 165.


� Incluía esa lista el nombre del vecino o morador, el nombre de la casa o caserío donde residía y la parte de la cosecha que había de pagar a los conjuradores por su trabajo. Ibídem. 


Ver esa lista completa en el apéndice nº 13.


� Ibídem.


� No es de extrañar que, cuando no se viese la necesidad de seguir pagando la cantidad estipulada por el conjuro, los campesinos se olvidasen de pagarlo. En Aginaga, fue incluso el propio Conde de Mora, dueño de cuatro de los cinco caseríos que allí había quien, aprovechando otro tipo de cuestiones, solicitó del Obispo que se sirviese exonerar a los habitantes de esos caseríos el pago de la contribución que por la ejecución del conjuro debían satisfacer. En A.D.P., c) 347, nº 17.
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